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INTRODUCCIÓN. 

El régimen jurídico de nuestro país se basa en el principio de 

supremacía constitucional. este principio deviene del carácter que 

posee nuestra Constitución, que se erige como "la base de la 

estructura jurídica del Estado que sobre ésta se organiza". 1 

Esto se explicita de mejor manera al tener en cuenta que 

dentro de nuestra Ley Fundamental se encuentran plasmados los 

derechos públicos subjetivos de los gobernados. Como todos 

sabemos en razón de los abusos cometidos por las personas que 

fungían como autoridad poco a poco el pueblo consiguió que las 

prerrogativas fundamentales del ser humano fueran elevad?s a rango 

constitucional, 2 reconociéndose como garantías constitucionales. 

Pero como toda norma. nuestra Constitución tiene la imperiosa 

necesidad de irse conformando e integrando a través del tiempo en 

beneficio de nuestra sociedad y a la vez de ir conformando los 

instrumentos jurídicos necesarios para mantener su eficacia, pues 

como toda norma jurídica. "es susceptible de no ser acatada. lo que 

ocasionaría un serio daño a todo el ordenamiento de derecho 

estructurado jerárquicamente en atención a tal Ley Suprema. y dicho 

daño se duplicaría si tal violación quedará impune, pues esto 

Tt;''"'·'.: CON 
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1 BURGOA ORIHUELA. Ignacio. ~Derecho Const1tucionar·. 10 ... ed. Ed1tonal Porrúa 
S.A., México, 1996, p. 359. 
2 Sobre este punto existen diversas posturas como las de los iusnaturallstas que 
refieren que la Constitución reconoce los derechos fundarnentnles del hombre que 
ya de por si posee el ser humano y la de los iuspositivistns que arguyen que los 
derechos subjetivos públicos son otorgados por la Constitución 
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reflejaría. sin duda alguna, la existencia de la anarquía y la 

arbitrariedad en sustitución del imperio de la ley'". 3 

Como respuesta a esta necesidad de salvaguardar los 

derechos subjetivos públicos surgen los denominados medios de 

control constitucional. que son instrumentos para proteger a los 

postulados constitucionales. Dentro de este grupo encontramos a la 

institución del Amparo que por excelencia ha sido la via más 

importante para defender y proteger las garantías individuales. 

entendidas en este caso. como los derechos subjetivos públicos 

consagrados en nuestra Constitución. El juicio de amparo se originó 

debido a influencias externas y a una evolución nacional que le 

permitió adquirir perfiles propios; en la actualidad se ha constituido 

como una institución procesal muy compleja.4 

De ahi el interés en el estudio de dicha institución. que si bien 

es cierto. es objeto de estudio de infinidad de análisis jurídicos no 

menos es verdad que respecto al tema del desechamiento de la 

demanda de amparo indirecto no se ha profundizado de manera 

suficiente. 

En esta obra no se pretende realizar un estudio a fondo de la 

totalidad del juicio de amparo porque aún cuando forma parte de un 

interés personal del autor seria prácticamente imposible realizar una 

obra con estas características sin soslayar ningún aspecto toral del 

juicio de garantías, es por ello que sólo se ha escogido estudiar una 

3 CARRANCO ZÚÑIGA, Joel y ZERÓN DE QUEVEDO. Rodrigo. ''Amparo directo 
contra leyes'', 1"' ed. Editorial Porrúa S.A., México, 2001, pp. 4-5. 
4 FIX ZAMUDIO, Héclor. ""Ensayos sobre el derecho de amparo'', 2ª. ed. Ed. 
Porrüa-UNAM, México. 1999, p. 90. 

¡----·----
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pequeñísima parte del mismo, que es el auto en que se desecha la 

demanda de amparo. 

Hemos dado inicio a la redacción de esta tesis la cual 

configura más que una simple investigación sobre el tema un deseo 

de que se constituya en un manual que sirva de guia o de 

instrumento de consulta básica a abogados que dedican su actividad 

profesional y su vida a aspectos relacionados a este medio de control 

constitucional, ya sea en sus calidades de asesores jurídicos de 

quejosos. en su carácter de autoridades responsables o a quienes 

por tarea diaria tienen la de resolver los juicios promovidos por los 

gobernados. 

Siempre he pensado que para lograr una verdadera 

comprensión de un tema jurídico no sólo se necesita haber acudido a 

la universidad sino haberlo podido manejar en la práctica, pues sólo 

asi se comprenderá a plenitud la problemática que éste vive y se 

pueden aportar soluciones u opiniones tendientes a la evolución de 

alguna figura jurídica. Por ello, para lograr un mejor entendimiento 

del tema objeto de estudio añadiré algunas experiencias prácticas 

que he adquirido a lo largo de mi eetancia dentro del Poder Judicial 

de la Federación, pues he tenido la fortuna de trabajar en los 

Juzgados Cuarto y Sexto de Distrito en el Estado de Guerrero, lo que 

me ha permitido comprender un poco más el mecanismo de 

tramitación y resolución de este tipo de controversias, conOcimientos 

que aunque limitados quiero compartir con todo aquél que tenga en 

sus manos este libro. 

Primeramente, se realizará una visión general sobre el juicio 

de garantías con la finalidad de que el lector se sitúe dentro de la 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 



10 

materia jurídica en que se encuentra nuestro tema, es decir, dentro 

del juicio de amparo, que es el género próximo de la materia que nos 

ocupa, estableciendo conceptos jurídicos esenciales para contar con 

pródromos para iniciar el estudio del tema y se realizará una reflexión 

sobre la acción en el juicio de amparo, pues resulta relevante su 

estudio si queremos entender los efectos de las resoluciones en el 

juicio de garantías. como lo es el auto que aqui estudiaremos. 

El segundo capitulo está destinado a la explicación teórica del 

desechamiento estableciendo conceptos generales relacionados con 

el tema. como son los diversos sentidos en que puede emitirse el 

primer auto del juicio de amparo. es decir. primeramente explicamos 

cuándo debe prevenirse al promovente. en qué casos se debe 

admitir la demanda, en qué punto nos encontramos en presencia de 

una incompetencia. 

Una vez sentado lo anterior, nos referimos al concepto del 

desechamiento, a su justificación. a los requisitos que deben operar 

para su configuración, a los efectos y consecuencias que acarrea 

este tipo de acuerdos y por supuesto se alude a lo que se debe 

entender por causa notoria y manifiesta de improcedencia. Además 

de lo anterior, se emitirá una propuesta sobre el desechamiento por 

falta de interés juridico, cuándo debe ser permisible y cuándo podrían 

utilizarse otros medios para poder beneficiar a los solicitantes de 

amparo y evitar el abuso del juicio de amparo. 

En el siguiente capitulo se aborda el estudio de. la 

improcedencia, se tratarán una diversidad de causales que. a 

diferencia de otros textos no serán sólo las más comunes, pues 

pienso que resulta importante para el aprendizaje del juicio de 
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amparo que se conozcan no sólo las causales de improcedencia que 

puntualmente señalan la Constitución, la Ley de Amparo y la 

jurisprudencia: sino también aquellas que surgen de la conjunción e 

interpretación de diversos articulas de la Ley de Amparo, de la 

Constitución y de la jurisprudencia, pues aunque parezca a priori que 

las causales de improcedencia son de fácil comprensión, lo cierto es 

que al momento de aplicarlas al caso concreto. a veces resultan más 

complejas de lo que se cree, un ejemplo podría ser cuando el tema 

de la causahabiencia se relaciona al tema de la falta de interés o 

cuando se trata de determinar si la resolución que se trata de 

combatir en amparo está vinculada a una ejecutoria de amparo o no: 

en el momento en que surgen esta clase de problemas jurídicos es 

cuando el tema de la improcedencia se torna aún más interesante. 

En el cuarto capitulo se aborda lo relativo a la realización 

práctica de un acuerdo de desechamiento, pues la idea de la 

construcción de esta tesis no es sólo la de aportar opiniones teóricas 

sobre nuestro tema sino también se tiene la finalidad de que sirva de 

manual a los abogados que pretenden interponer demandas de 

amparo y evitar con ello que elaboren demandas de amparo 

notoriamente improcedentes y que sirva también de ayuda a quienes 

tienen que resolver sobre la admisión o desechamiento de una 

demanda. Se propone un nuevo formato de autos de desechamiento 

que se aleje de la simplicidad con que se han venido manejando y se 

acerque a lo que señalan nuestras garantias de fundamentación y 

motivación, buscando con ello que este tipo de resoluciones sean 

realizadas de una manera más exhaustiva, y esto provoque que sean 

comprendidas de mejor manera por las personas a las que van 
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dirigidas. Además en la sección de anexos se presenta una variedad 

de formatos sobre desechamientos de demanda. 

El último de los capítulos se dedica a emitir opiniones 

personales sobre temas de improcedencia respecto de los cuales en 

la teoría y en el foro existen opiniones disímbolas como es el 

desechamiento por falta de interés jurídico, la Comisión Federal de 

Electricidad como autoridad responsable cuando se reclama el corte 

de energía y además se presenta una propuesta referente a la 

substanciación de los recursos de revisión en los que se combate el 

auto de desechamiento de la demanda de amparo indirecto. 

Espero que el contenido de esta obra establezca una nueva 

perspectiva sobre el juicio de amparo ampliando el panorama del 

lector no sólo al aspecto meramente teórico sino también práctico. ya 

que al fin de cuentas aún cuando el jurista debe tener grandes bases 

teóricas. debe también aprender a desarrollar los conceptos jurídicos 

en la praxis, debe saber aplicarlos en el caso concreto, es por ello 

que los temas de desechamiento e improcedencia. se analizarán 

desde un aspecto práctico sin soslayar lo teórico de cada rubro. 

¿Cómo finalizar esta introducción? Esto pudiera realizarse de 

diversas formas; sin embargo, más que de una manera jurídica he 

querido hacerlo dando un consejo ético. ya que, ¿qué sería el 

derecho y otras ciencias. sin la luz de los valores del ser humano? 

creo que simplemente se perdería su finalidad. 

Ojalá que todos los conocimientos teóricos que adquieran a 

través del tiempo los utilicen para el bien. porque sólo así sentirán 

que en su vida hicieron algo productivo más allá de lo puramente 

material. en otras palabras, traten de hacer justicia, es decir • 

..----.-- .. 

1
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elaboren las leyes, interpreten y apliquen el derecho siempre con el 

espíritu de hacer justicia, pues únicamente así lograrán sentirse 

felices con la profesión a la que han decidido dedicar su vida. 

Recuerden siempre que: La justicia es el néctar del que 

debe beber el derecho y uno de los valores de los que debe 

allegarse el alma humana para que se alcance la felicidad 

individual y la paz social. 

Miguel Ángel Álvarez Bibiano. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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CAPÍTULO 1 
MARCO CONCEPTUAL 

1.1 La finalidad del juicio de amparo. 

14 

La Constitución como norma máxima de nuestra sociedad. 

toda vez que engloba los principios juridicos, políticos y sociales 

esenciales para la convivencia humana de un grupo determinado de 

personas que conforman un Estado, debe permanecer intocada, 

intrasgredida, inconculcada, ya que de lo contrario los principios 

jurídicos que en ella se consagran ninguna eficacia tendrían en el 

mundo fáctico, serian letra muerta, en palabras del maestro Burgoa. 

los postulados constitucionales serian "confinados en la región de las 

meras declaraciones románticas como simples expresiones de 

idilicos designios sin vigencia ni operatividad pragmática". 5 

Es por ello que a lo largo de la historia el ser humano ha ido 

instituyendo medios de defensa. persiguiendo que se respeten los 

derechos de los gobernados. es decir. con los medios de control 

constitucional nombrados por ciertos autores como las verdaderas 

garantias individuales se va cubriendo de capas protectoras a la 

constitución y por ende a los gobernados. 

Dentro de este cúmulo de medios de defensa encontramos: 

las acciones de inconstitucionalidad. controversias constitucionales. 

el juicio politice. los medios de defensa en materia electoral y por 

5 BURGOA ORIHUELA, Ignacio ... Juicio de Amparo .. , 38ª . ed. Editorial Porrúa, 
S.A., 2001. p. 140. 
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supuesto el juicio de amparo, sin que se entienda que la anterior 

clasificación sea limitativa. 

De lo anterior, se arriba a la conclusión de que el amparo 

persigue como finalidad máxima la protección de la Constitución; sin 

embargo, a él sólo le corresponde proteger a los gobernados contra 

ciertas violaciones a la constitución. pues como medio de defensa 

contiene ciertos requisitos de procedibilidad que se deben colmar 

para poder ejercer ese derecho de acción. 

El articulo 103 de la Constitución, señala de forma muy 

general y poco precisa" los supuestos de procedencia del juicio de 

amparo, dicho precepto señala: 

''Articulo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda 
controversia que se suscite: 

l. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantias 
individuales; 

11. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 
restrinjan la soberania de los Estados o la esfera de competencia del 
Distrito Federal; y 

111. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del 
Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad 
federal.·· 

De lo anterior se colige que el juicio de amparo tiene como fin 

proteger a los gobernados de las lesiones o transgresiones a sus 

derechos públicos subjetivos causados por las autoridades 

responsables al realizar actos lato sensu con características de 

6 CARRANCO ZÚÑIGA, Joel. En su obra -Poder Judicial ... Editorial Porrúa, México, 
2000. p 286 y ss. Expone una propuesta de reforma al texto del articulo 103 de la 
Constitución. él apunta entre otras cosas que resulta erróneo en principio que se 
seiiale que de las controversias que señala este artículo conoceran los tribunales 
de la federación, toda vez que existen órganos de justicia federal que carecen de 
competencia para conocer de los juicios de amparo, como lo es por ejemplo, e 1 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

\ TESIS CON 1 
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imperio. unilateralidad y coercibilidad que lesionen la esfera de 

derechos subjetivos públicos que la Ley Fundamental nos confiere. 

Cabe en este punto recordar las palabras del exministro Arturo 

Serrano Robles. que en la obra Manual del Juicio de Amparo 

establece '"El juicio de amparo es el guardián del derecho y de la 

Constitución. La finalidad del juicio es precisamente esa: hacer 

respetar los imperativos constitucionales en beneficio del 

gobernado··. 7 

En otras palabras y con la finalidad de que se alcance a 

comprender de forma más explicita lo que aqui se expone, se debe 

decir. que el juicio de garantias no es otra cosa que un medio de 

control constitucional y legal de ciertos actos que realizan personas o 

entes actuando con caracter de autoridad. sin atrevernos a dar una 

clasificación taxativa de ellos debido a la amplia gama de autoridades 

que pueden surgir en el mundo del amparo. tal es el caso de las 

autoridades de facto. 

El juicio de amparo no persigue otra cosa que la tutela de la 

constitucionalidad. te/os filosófico que fue insertado en el articulo 80 

de la ley de la materia que literalmente señala "La sentencia que 

conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno 

goce de la garantía individua/ violada. restableciendo las cosas al 

estado que guardaban antes de la violación. cuando el acto 

reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter 

negativo. el efecto del amparo será obligar a la autoridad 

7 Suprema Corte de .Justicia de la Nación ... Manual del juicio de amparo .. , 2 11
• ed. 

Actualizada, Themis, México, 2000, p. 11. 

·-----------.......... 
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responsable a que obre en el sentido de respetar la garantia de que 

se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantia exija"_ 

Para finalizar, debe decirse que el juicio de amparo persigue, a 

través de la procuración del respeto a los derechos subjetivos 

públicos por parte de las autoridades, que se cumplan con los 

postulados establecidos en la Constitución. 

1.2 Concepto de amparo. 

Cuando se desea conceptuar una cosa es con el fin de que la 

idea o el objeto que se está estudiando quede perfectamente 

entendida en una frase por lo regular breve y sintética. Para realizar 

está tarea el hombre ha recurrido al análisis y características de cada 

cosa u objeto. tal y como se observa en los diccionarios. 

En lineas anteriores se ha plasmado una idea general del 

juicio de amparo, pues se dijo que surge como un mecanismo de 

defensa contra las violaciones a la garantías individuales de los 

gobernados que son "/as personas físicas o individuos, las personas 

morales de derecho privado, I as entidades de derecho socia/ y /as 

empresas de participación estatal y los organismos descentralizados, 

puesto que todos estos sujetos son susceptibles de ser afectados en 

su esfera jurídica por actos de autoridad'8
, las cuales se encuentran 

plasmadas en la Ley Fundamental. 

Respecto a la conceptualización del amparo muchos autores 

han expresado sus ideas. teniendo con algunas variantes las 

siguientes cosas en común, que se trata de un procedimiento 

8 BURGOA ORIHUELA. Ignacio. "'Las Garantías Individuales", 29ª. ed. Editorial 
Porrúa S.A .. México. 1997, p. 170. 
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contencioso, que es a instancia de parte. que con su interposición se 

busca restituir a 1 quejoso en el goce de 1 a garantía que 1 e ha sido 

conculcada, que se debe promover contra actos o leyes. que estos 

deben provenir de un ente que este fungiendo corno autoridad, es 

decir, con las características rlc ésta.'J entre otros puntos en común 

que tienen las definiciones que mas éldclé!ntc se expondrón 

Raúl Chávez Castillo, conceptúa al arnpélro en los siguientes 

términos: .. Es un juicio constituc1onC1/ autónon10. que so inicia por la 

acción que ejercita cualqt11cr persono ante los tnbunalcs de la 

Federación contra toda ley o acto de éHJforidCJcf (acto rcclarnado). en 

las hipótesis previstas r.>n r'I articulo 103 constitucional y que se 

considere v1olatorio cfrC! lns gurant1as individualr.:;s. su o/Jjeto es la 

declaracion de 1nconst1tuc1onaficlnd de dic/10 ;:icto o ley invnlidOndose 

o nulif1C<-H1dose en relacion con el agraviado v rustituyóndolo en e I 

pleno goce de sus garantías 1ndividu;:ilcs·· iri 

Esta defin1cion nos pélrece b~stante aceptable aunque desde 

mi perspectiva no prec1sé1 bien quó tnbunales son los que conocen en 

todo caso del éln1paro. fuera de eso creo que de forma sencilla y 

breve abarca las características del genero próximo del tema que 

estamos estudiando. 

Esto autor tarnbién nos señalé3 cuales son los elementos del 

amparo. es decir. serlélla de forma suscinta las notas caracteristicas 

del arnparo, entre las cuales encontramos: .. a) Es un juicio 

constituc1onal, IJ) Se lleva ante Tribunales Federales; e) Es 

9 Ver tema referente a los partes en el 1u1cro de an1paro, en el cual se t<<'lcc alus1on 
a las características de las rn1srn;:is 
1° CHÁVEZ CASTILLO. Raúl. '"Ju1c10 de Amparo ... Editorial Harln, S.A , Méx1co. 
1994, p. 28. 
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autónomo. es único en su procedimiento, con reglas específicas; ch) 

Promovido por el agraviado; d) Se promueve contra una ley o actos 

de autoridad (acto reclamado); e) Presentado y tramitado ante el 

Poder Judicial de la Federación; f) El objeto de la promoción será el 

de invalidar, modificar o revocar la ley o acto de autoridad que le 

afecte y se le restituya al quejoso en la garantia individua/ que le ha 

sido violada". 11 

Los incisos apuntados nos parecen acertados aunque se debe 

precisar que el amparo puede ser promovido por otra persona 

distinta al agraviado, por ejemplo por su representante legal, a través 

de su defensor. por medio de un pariente o de cualquier otra persona 

en los casos que asi lo prevea la ley. 

El ilustre jurista Ignacio Burgoa, describe el amparo de la 

siguiente forma "Una institución juridica de tutela directa de la 

Constitución e indirecta y extraordinaria de la legislación secundaria 

(control constitucional y legal) que se traduce en un procedimiento 

autónomo de carácter contencioso (control jurisdiccional en vía de 

acción) y que tiene por objeto invalidar, en relación con el gobernado 

en particular y a instancia de éste, cualquier acto de autoridad (lato 

sensu) inconstitucional o ilegal que lo agravie". 12 Él nos explica que 

este medio de defensa protege primeramente a la Constitución. pues 

así se advierte de los mismos requisitos de procedibilidad señalados 

en el articulo 103 de la Constitución, y toda vez que dentro de las 

garantías individuales se encuentra inserta la garantía de legalidad 

11 
CHAVEZ CASTILLO, Raúl. -.Juicio de Amparo-. op cit .. p. 28. 

12 
BURGOA ORIHUELA, Ignacio. '"Juicio de Amparo", op cit., p. 173. 
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establecida en los articulas 14 y 16 de la Carta Magna, extiende su 

tutela a toda la legislación secundaria. 

Es autónomo. porque cuenta con reglas propias que norman 

su tramitación y resolución. es de carácter contencioso. porque se 

resuelve a través de un procedimiento jurisdiccional entablado entre 

el gobernado y la autoridad responsable, aunque también forman 

parte de dicho juicio el Ministerio Público de la Federación y el 

tercero perjudicado en los casos que éste exista. 

En cuanto al objeto del amparo es muy claro: La invalidación 

del acto de autoridad que ha afectado los derechos de la parte 

agraviada. 13 

Desde mi punto de vista para poder definir al juicio de amparo 

debe tenerse en cuenta que se trata de un procedimiento, que está 

establecido en la constitución, que es un tipo de medio de control de 

la constitución. que se trata de una controversia que puede surgir de 

las tres distintas hipótesis que enumera el articulo 103 de la 

Constitución 14
• que tiene su propia legislación y jurisprudencia que lo 

norma. que quienes conocen de dicho juicio son los Juzgados de 

Distrito. los Tribunales Colegiados de Circuito y excepcionalmente los 

Tribunales Unitarios de Circuito y la Suprema Corte de Justicia de la 

'
3 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. "'Juicio de Amparo", op cit., pp. 169-177. 

14 Aunque de acuerdo a CARRANCO ZÚÑIGA, Joel y ZERÓN DE QUEVEDO. 
Rodrigo. En su obra .. Amparo directo contra leyes~. op cit., p. 12. El amparo 
soberania ha caido en desuso, pues se estima que. al actualizarse tal invasión de 
competencias, surgiría en todo caso una violación a las garantías de legalidad 
consagradas también por nuestra Ley Suprema en su capitulo 1, ya que se emitiría 
un acto que potencialmente puede afectar la esfera jurid1ca de algún gobernado 
por autoridad incompetente. 
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Nación15 y que no todos lo órganos del Poder Judicial conocen de 

este medio de defensa, que se tramita a instancia de parte, que 

deben darse ciertos requisitos de procedibilidad para su tramitación, 

que se rige por principios propios, que en él se controvierte la 

constitucionalidad de actos de autoridad únicamente, que tiene como 

finalidad lo que establece el artículo 80 de ley de la materia, el cual 

señala, como ya hemos expresado en líneas anteriores, que la 

"sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al 

agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, 

restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la 

violación. cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y 

cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a 

la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la 

garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma 

garantía exija"; y también no debe soslayarse que la sentencia de 

amparo sólo tiene efectos relativos, sin hacer una declaración 

general respecto a la ley o acto que la motivare. (Esta es la llamada 

formula Otero)16
, a diferencia de otros medíos de control 

constitucional como las acciones de inconstitucíonalidad o las 

controversias constitucionales en las cuales. con ciertos requisitos. 

las resoluciones que las dirimen pueden tener efectos erga omnes. 

Tomando en consideración todas estas notas distintivas del 

amparo me atrevo a brindar la siguiente definición: 

15 Debe decirse que en algunos casos se puede promover el amparo ante- el 
superior del Tribunal que cometa la violación, un ejemplo de ello es la disposición 
establecida en la fracción XII del articulo 107 de la Constitución. 
16 Articulo 76 de la Ley de Amparo. (Disco óptico .. Ley de Amparo .. , Coordinación 
General de Compilación y Sistematización de Tesis de la Supren-.a Corte de 
Justicia de la Nación, México. 2001 ). 
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Es el juicio establecido en la constitución como medio de 

defensa de ésta, que se sustancia conforme a sus propios 

principios, normatividad y jurisprudencia que lo rige, y que 

esencialmente se entabla contra actos de entes que actúan 

como autoridades, que violen las garantías individuales de los 

gobernados, quienes solicitan el amparo de los tribunales que 

conocen de dicho medio de defensa (el tribunal superior del que 

corneta la violación, juzgados de distrito, tribunales colegiados 

de circuito, tribunales unitarios y Suprema Corte de .Justicia de 

la Nación), para que se les respeten, o en su caso, se les 

restituyan los derechos subjetivos públicos que estiman 

violados. 

1.3 Amparo directo e indirecto. 

El juicio de amparo se clasifica en indirecto o biinstancial y 

directo o uniinstancial, y será procedente uno u otro de acuerdo al 

acto de autoridad que se reclame. 

De forma genérica abordaremos en este tema los 

presupuestos de procedencia de ambas modalidades, sin perjuicio 

de que en un apartado posterior ahondemos más sobre la tramitación 

del amparo indirecto, que es dentro del cual se encuentra nuestro 

objeto de estudio 

+Amparo indirecto. 

El amparo indirecto de acuerdo con la fracción VII del artículo 

1 07 de la Constitución, es procedente .contra: 
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....... actos en 1u1c10. fuera de juicio o después de concluido, o 
que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos 
de autoridad administrativa, se interpondrá ante el Juez de Distrito 
bajo cuya jurisdicción se encuentre el Jugar en que el acto reclamado 
se ejecute o trate de ejecutarse. y su tramitación se limitará al 
informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el 
mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las 
pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, 
pronunciándose en Ja misma audiencia la sentencia". 

•Autoridades que conocen del juicio de amparo indirecto. 

El amparo indirecto es promovido normalmente ante un Juez 

de Distrito. aunque cabe mencionar que de acuerdo a la fracción XII, 

del referido numeral. cuando se reclaman violaciones a las garantías 

establecidas en los articules 16, en materia penal, 19 y 20 se 

reclamara ante el superior del Tribunal que la cometa, o ante el Juez 

de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito que corresponda. 

Debe precisarse que por excepción puede conocer también de 

este tipo de amparo un Tribunal Unitario de Circuito, siempre y 

cuando el acto reclamado provenga de otro órgano jurisdiccional de 

la misma categoria y ademas sea de aquellos que pueden ser 

combatidos mediante este mecanismo de control constitucional.17 

De las sentencias dictadas en amparo indirecto procede el 

recurso de revisión, ya sea ante el Tribunal Colegiado de Circuito o 

ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo anterior es que 

a este tipo de juicio también se le denomina biinstancial e indirecto 

porque se interpone la demanda ante la autoridad que va a conocer 

del juicio, por lo general es ante un Juez de Distrito. 

17 Artículo 29. fracción 1 de la Ley Orgénica del Poder Judicial de la Federación . 
.. Multiagenda de Amparo ... Editorial Ediciones Fiscales ISEF, México, 2001. 

- . J 

JSSIS CON I' 
rú.LA DE ORIGE~~j 



24 

Nuestro más alto tribunal conocerá de la revisión: 

• Cuando habiéndose impugnado. en la demanda de 

amparo, por. estimarlos directamente violatorios de esta 

Constitución, leyes federales o locales, tratados 

internacionales, reglamentos expedidos por el presidente 

de la República de acuerdo con la fracción 1 del articulo 

89 de esta Constitución y reglamentos de 1 eyes 1 ocales 

expedidos por los gobernadores de los Estados o por el 

Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el 

problema de constitucionalidad. (Inciso a) de la fracción 

VIII del articulo 107 de la Constitución).16 

• Cuando se trate de los casos comprendidos en las 

fracciones 11 y 111 del articulo 103 de esta Constitución.· 

(Inciso b) de la fracción VIII del articulo 107 ·de la 

Constitución). 

La procedencia que de ésta clase de_ amparo;¿est~blece la. 

Constitución, es pormenorizada por el articulo ,-_114-'~ci.i; la ~_Ley· de-

Amparo. .- -, ·-· .. '· ·:·:.;·- · •. .-.--

El amparo indirecto puede·-·· interponersei :: cont~a- una - gran 

variedad de resoluciones, coIT1o puÉlcl~~- 5;,_~;.;,.;oil.Jci"ci~~~ d"'ntro del 

juicio que tengan sobre el quejoso-·una· ejecución de- imposible 

reparación; como pueden ser algunas resoluciones de 

incompetencia: cuando se desconoce la personalidad del 

18 De acuerdo a los nuevos parámetros establecidos por el Consejo de la 
Judicatura Federal. la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha delegado ciertas 
facultades de resolución en este tipo de amparos a los Tribunales Colegiados de 
Circuito. esto con la finalidad de no saturarse de amparos contra leyes. 
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demandado en un juicio laboral; cuando se reclama algún embargo 

de bienes: cuando se reclama la omisión a resolver un juicio dentro 

de los términos legalmente establecidos; también es procedente 

contra leyes; contra decretos; contra actos de autoridades 

administrativas como las órdenes de clausura o de desalojo; órdenes 

de detención; contra actos fuera de juicio, como las órdenes de 

aprehensión; cuando se reclaman las diligencias de jurisdicción 

voluntaria; contra actos después de concluido el juicio como pueden 

ser las resoluciones de incidentes de liquidación; aquí el amparo sólo 

podra promoverse contra la última resolución dictada en dicho 

procedimiento de ejecución pudiendo reclamarse en ese momento 

las ciernas violaciones cometidas durante ese procedimiento: en 

tratandose de remates sucede algo similar únicamente se podra 

promover el amparo en contra de la resolución que apruebe o 

desapruebe el remate, esta tendencia ha sido originada porque antes 

se abusaba de la promoción de amparos que evitaban que se 

cumplimentaran sentencias de diversos asuntos. contraponiéndose 

con el principio de orden público; cuando se imponga una multa; 

cuando se reclama sobre el tema del deposito judicial, porque en 

este e aso en 1 a sentencia y a no se va resolver d icha e ontroversia. 

similar a lo que sucede en las resoluciones de los juicios sucesorios 

que se van emitiendo en sus diferentes etapas; cuando una persona 

se le embargan bienes de su propiedad en un juicio en el cual no es 

parte. cuando no se emplazó debidamente en el juicio de donde 

emana el acto reclamado, lo novedoso de este articulo se haya en la 

última de las fracciones porque dadas las circunstancias sociales que 

vive nuestro país se necesitaba que pudieran reclamarse a través del 

1 
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amparo las resoluciones que confirmaban el no ejercicio de la acción 

penal o su desistimiento, pues antes el ofendido del delito no tenia a 

su alcance algún medio de defensa para impugnar dichas 

resoluciones. 

+Amparo directo. 

Se le denomina directo porque se interpone directamente 

contra la autoridad responsable que emitió la resolución que es 

combatida. 

Esta modalidad del juicio de amparo es procedente contra las 

sentencias definitivas. laudos, o resoluciones que pongan fin al juicio. 

dictadas por un tribunal judicial, administrativo o del trabajo, sea que 

la violación se haya cometido en dicha resolución o durante el 

procedimiento y ésta haya trascendido al resultado del fallo, y sólo 

podrá promoverse este procedimiento una vez que se hayan agotado 

los recursos ordinarios establecidos en la ley. 

+Autoridades que conocen de este tipo de amparo. 

De este tipo de amparo conocen los Tribunales Colegiados de 

Circuito. aunque la Suprema Corte de Justicia de la Nación, puede 

conocer de ellos en razón de la facultad de atracción de que goza. 

La procedencia constitucional del amparo directo se encuentra 

establecida en la fracción V del articulo 1 07 Constitucional. 

Es importante señalar lo que debemos entender por "sentencia 

definitiva·· y por "resolución que pone fin al juicio", pues partiendo de 

este concepto podremos entender mejor este tema: 

Esta respuesta nos la brinda el articulo 46 de la Ley de 

Amparo, que literalmente señala: 

------....__ 
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" ... se entenderán por sentencias definitivas las que decidan el 
1u1c10 en lo principal. y respecto de las cuales las leyes cornunes no 
concedan ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser 
modificadas o revocadas. 

También se considerarán como sentencias definitivas /as 
dictadas en primera instancia en asuntos judiciales del orden civil, 
cuando Jos interesados hubieren renunciado expresamente la 
interposición de los recursos ordinarios que procedan, si las leyes 
cornunes permiten la renuncia de referencia. 

Para los efectos del articulo 44, se entenderán por 
resoluciones que ponen fin al juicio, aquellas que sin decidir el 
juicio en lo principal, /o dan por concluido, y respecto de las 
cuales las leyes comunes no concedan ningún recurso ordinario por 
virtud del cual puedan ser modificadas o revocadas". 

El articulo 158 de la Ley de Amparo. recoge la procedencia 

constitucional de este tipo de amparo y la plasma de la siguiente 

forma: 

"Articulo 158. El juicio de arnparo directo es cornpetencia del 
Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los térrninos 
establecidos por las fracciones V y VI del articulo 107 constitucional, 
y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que 
pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales. adrninistrativos 
o del trabajo. respecto de los cuales no proceda ningún recurso 
ordinario por el que puedan ser rnodificados o revocados. ya sea que 
la violación se corneta en ellos o que, cornetida durante el 
procedimiento, a recte a las defensas del quejoso. trascendiendo a I 
resultado del fallo, y por violaciones de garantías cornetidas en las 
propias sentencias, laudos o resoluciones indicados. 

Para los efectos de este articulo, sólo será procedente el juicio 
de amparo directo contra sentencias definitivas o Jaudos y 
resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, 
adrninistrativos o del trabajo, ... ". 

Para finalizar esta breve reseña sobre los supuestos de 

procedencia de este tipo de amparo. debemos puntualizar que por 

regla general no procede el recurso de revisión excepto que la 
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resolución emitida por el Tribunal Colegiado de Circuito decida sobre 

la inconstitucionalidad de una ley o establezca la interpretación 

directa de un precepto de la Constitución cuya resolución, a juicio de 

la Suprema Corte de Justicia y conforme a acuerdos generales, 

entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. 

1.4 El amparo ¿juicio o recurso?. 

Mucho se ha discutido en torno al terna y aunque para efectos 

prácticos podría pensarse que este tópico resulta árido, pues 

aparentemente se trata sólo de una controversia en cuanto a su 

nomenclatura, es imprescindible para un jurista, más si se dedica a 

manejar una materia como la nuestra, tener siempre presente la 

naturaleza del amparo, pues de ahí derivan sus peculiaridades. Es 

de explorado derecho que un juicio tiene características diversas a 

un recurso, corno son sus términos, su forma de substanciación, la 

admisión de las pruebas y por supuesto la forma en que se realiza la 

resolución de los mismos, las relaciones procesales que se dan e 

incluso las características de la acción que se hace valer son 

diversas. 

El maestro Ignacio Burgoa, nos dice: "Para establecer si 

nuestro medio de control constitucional tiene el carácter de juicio o si 

es un mero recurso strictu sensu es menester acudir al análisis de la 

naturaleza de ambos, en sus rasgos generales''. 19 

Ese insigne jurista nos dice que el objeto del recurso es revisar 

la resolución que se dicta en un juicio anterior, que el mismo supone 

una segunda o tercera instancia del juicio inicial, que normalmente 

19 BURGOA ORIHUELA, Ignacio ... Juicio de Amparo•'. op cit .• p. 178. 
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son resueltos por órganos superiores; dicho recurso puede 

resolverse confirmando. modificando. revocando e incluso nulificando 

la resolución impugnada; un recurso es un mero control de legalidad 

porque revisa si la resolución combatida se ajusta o no a la ley 

adjetiva y sustantiva aplicable al caso. En el amparo por el contrario 

se trata de verificar si el acto combatido viola las garantías 

individuales del quejoso. El recurso es un medio ordinario y el 

amparo es un medio extraordinario. El recurso persigue el mismo 

objetivo que la defensa o la acción iniciales y el amparo trata de 

reparar la violación cometida en perjuicio personal contra el orden 

constitucional. La autoridad que conoce del recurso sustituye a la 

inferior: en el amparo se juzga la inconstitucionalidad o 

constitucionalidad del acto de autoridad que se combate; en ambos 

se resuelven distintas pretensiones. La interposición del amparo no 

da lugar a una segunda o tercera instancia sino a un juicio sui 

generis. Las relaciones jurídico procesales que se forman con motivo 

del recurso y del amparo son distintas. en e 1 recurso el debate se 

realiza entre el actor y el demandado y en el amparo entre la 

autoridad responsable y el quejoso. y la autoridad responsable quien 

tiene la obligación de rendir su informe justificado, ocupa el lugar del 

demandado. 20 

Por lo que hace al amparo indirecto el Doctor Joel Carranco y 

Rodrigo Zerón De Quevedo, manifiestan: "Resulta inobjetable el que 

el control constitucional que se ejerce por medio del amparo indirecto 

se realiza por vía de acción mediante un procedimiento sui generis. 

cuyo objeto es determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad 

20 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. "Juicio de Amparo", op cit., p. 177-180. 
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de un acto de autoridad impugnado, y su consecuente validez; 

procedimiento que debe además considerarse jurisdiccional pues 

tiene como finalidad dirimir un conflicto de intereses. pues a pesar de 

que en la especie no surja la defensa por parte de la autoridad de su 

acto supuestan1ente inconstitucional. es obvio que ésta nace pues 

por una parte existe (si así se acredita) la actuación de la autoridad. y 

por la otra ID estin1ación de su inconstitucionalidad por parte del 

gobernado q uc se siente a rectado en su esfera de derechos. y en 

consecuencia su pretensión de invalidar tal acto. Aden1ás en tal 

proceso de an1paro se clan todas las etapas que por lo regular sigue 

un juicio corno to/. fijación de la litis. etapa probatoria, alegatos y 

sentencia··.·', 

Respecto al tenia Arturo Serrano Robles. concluye que en el 

recurso se esta en presencia de la misma controversia que fue 

abordada en el procedimientos de origen, con identidad de partes y, 

que debe resolverse aplicando la misma legislación que debió regir al 

juzgador emisor del fallo. 22 

Héctor Fix Zamudio, menciona que "e/ arnparo surge como un 

proceso sobre el proceso. sin ser un capítulo más del proceso 

ordinario .. _ ::-:J 

Asi las cosas. y sin pretender resolver esta controversia tan 

arcaica. propiciada por las mismas características que ha venido 

manifestando el amparo e incluso por las variadas denominaciones 

21 CARRANCO ZÚÑIGA. Jocl y ZERÓN DE QUEVEDO, Rodrigo. -Amparo directo 
contra leyes ... op cit, p. 1 9. 
22 Arturo Serrano Robles. lo plasmó en el '"Manal del Juicio de Amparo''. 
2"' .• Editorial Themis, México. 1994, pp. 14-13. 
23 FIX ZAMUDIO Héctor ... La garantla jurisdiccional de la Constitución Mexicana", 
1955, p. 110. 
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que le han otorgado distintas leyes, trataré de emitir una opinión 

personal al respecto. Pienso que por las notas distintivá·s del amparo 

y sobre todo por su naturaleza éste se configura cOmO un juicio. 

entendido éste como proceso y no como el momento de valoración 

que normalmente se hace en sentencia. 

Es de explorado derecho que el proceso es el conjunto de 

actos concatenados a través de los cuales se busca la resolución de 

una controversia jurídica. 

El procedimiento significa "En general, acción de proceder. Es 

un sisterna o rnétodo de ejecución, actuación o fabricación. Modo de 

proceder en la justicia. actuación de trámites judiciales o 

administrativos; es decir, que es el conjunto de actos, diligencias y 

resoluciones que comprenden la iniciación. instrucción. 

desenvo/vin1iento, fallo y ejecución de una causa".24 

Juicio deriva "del latín judicium, que a su vez deviene de la 

palabra judicare, compuesto de jus derecho y dicere, dare que 

significa dar. declarar o aplicar el derecho en concreto". 25 

En un sentido histórico, tanto en el derecho romano, como ·en 

la terminología de las Siete Partidas, juicio equivale a sentencia o 

resolución jurisdiccional que dirime el litigo. 

Otra connotación que se atribuye a la palabra juicio es el 

equivalente a proceso. es decir, el conjunto de actos del juzgador; de 

las partes y terceros, que tiene por finalidad solucionar un conflicto 

de intereses a través del derecho. 

24 CABANELLAS DE TORRES. Guillermo, ""Diccionario Jurídico Elemental", 11ª ed. 

~d¿~~~~ HP~~52'ó~i~·~Á~~~i~;,9~~¡11~-r~~~ · .. Derecho Mexicano de Procedimientos 
Penales"', 13ª. ed., Editorial Porrüa, S.A., México, 1992. p. 394. 
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Recurso según Guasp26 .. Es una pretensión de reforrna de una 

resolución judicial dentro del mismo proceso en que dicha resolución 

judicial ha sido dictada". 

En el siguiente cuadro he anotado las características 

distintivas del amparo como juicio contraponiéndolo con las del 

recurso, del que resulta indubitablemente que el amparo es un juicio 

entendido como proceso, pues contiene todas las características que 

posee el juicio aunque éstas se ven con mayor claridad en la 

modalidad de indirecto. pues a decir verdad en el amparo directo 

más bien parecería que por su forma de tramitación se asemeja más 

a un recurso; sin embargo. si dentro de todas estas circunstancias no 

perdemos de vista la naturaleza tanto del juicio de amparo indirecto 

como el directo advertiremos que ambos son diferentes a las de los 

recursos. pues en aquellos se controvierte la constitucionalidad del 

acto, aunque pudiera pensarse que en ambos se da un control de la 

legalidad quizá más acentuado en la práctica por el amparo directo 

en el que se analizan violaciones procesales: sin embargo. este tipo 

de violaciones son estudiadas en el amparo directo no porque 

impliquen una violación en si a la ley secundaria sino porque implican 

una violación a los mandatos de la Constitución. Esta idea que 

comparten juristas de la talla de Joel Carranco Zúñiga27 y de Arturo 

Serrano Robles consideramos que es la más acertada, aunque a 

diferencia del primer autor mencionado yo prefiero denominar al 

amparo para efectos prácticos como juicio extraordinario sui generis. 

26 Citado por Arturo Serrano Robles. en el .. Manal del Juicio de Amparo", op cit., 13. 
27 CARRANCO ZÚNIGA, Joel y ZERÓN DE QUEVEDO, Rodrigo. -Amparo directo 
contra leyes", op cit, p.23. 
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CUADRO DIFERENCIAL DE .JUICIO Y RECURSO. 

JUICIO 
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RECURSO 
Tierl8-POr objeto volver a revisar 
lo efectuado dentro de un 
proceso o procedimiento. 

--
No se ejercita una nueva 
acción. 

-Puecfe·-ser·e-j8iCitado y resuelto 
por la misma autoridad que 
resolvió en primera instancia 
aunque normalmente lo 
resuelve un superior de ella. 

La relación jurídico procesal la 
configuran las mismas partes 

A través de este se analiza la 
legalidad del acto que se 
combate, es un mero control de 
legalidad. 
Es el mismo conflicto el que se 
resuelve. 

Es un medio de defensa 
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se han agotado todos los modificar 
recursos ordinarios que señala la combatida. 
lev. 

la resolución 

8. No es una nueva instancia de Configura otra instancia de 
jurisdicción común. jurisdicción común. 

1.5 La acción de amparo y sus elementos. 

Es de explorado derecho que la acción es un concepto básico. 

sine qua non dentro de todo proceso o procedimiento, a decir de 

Podetti28 es uno de los elementos de lo que él denominó trilogía 

estructural de la ciencia del proceso, los restantes son la jurisdicción 

y el proceso; son conceptos fundamentales e intrínsecos de todas las 

disciplinas procesales. 

La acción. es el derecho de la persona o el gobernado para 

echar a andar la maquinaria jurisdiccional. El Doctor Ignacio Burgoa 

Orihuela. sobre el tema señala lo siguiente: "Es además la acción un 

derecho subjetivo, porque es una facultad concedida a la persona por 

orden jurídico objetivo (no pretendemos analizar aquí, por no 

correspondernos, la índole filosófico-Jurfdica del concepto de derecho 

subjetivo), consistente en reclamar la prestación del servicio público 

jurisdiccional". 29 

La acción nació como contraposición de la venganza privada; 

en tiempos remotos previo a que existieran leyes que regula~an la 

conducta de los seres humanos éstos en respuesta a la _lesión de sus 

derechos actuaban de la misma forma. ejemplo de esto es la ley del 

Talión "ojo por ojo diente por diente"; esta situación se dió hasta el 

26Citado por OVALLE FAVELA. José. En su obra "'Derecho Procesal Civil". 7ª ed., 
Editorial Harla, S.A. de C.V., México, 1980, p. 4. 
29 BURGOA ORIHUELA. Ignacio, .. El juicio de Amparo", op cit., p. 316. 
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momento en que el Estado se reservó monopólicamente la potestad 

punitiva para reprimir conductas antisociales, esta exclusividad del 

gobierno a ejercer el ius puiendi trajo aparejada, a la vez, la facultad 

de los gobernados para acudir ante las autoridades para que estas 

les satisficieran una pretensión o que castigaran a la persona que les 

hubiera afectado de alguna forma. 

Esta facultad se fue ampliando en su concepto hasta el grado 

de consagrarse corno derecho subjetivo público en las leyes 

fundamentales de los pueblos, es idóneo citar parte de lo que 

expresa el articulo 17 constitucional en donde se·. encuentra la 

facultad genérica de las personas a acudir a la autoridades para que 

les administren justicia. 

"'Ninguna persona podrá hacerse justicia por ·Si misma. ni 
ejercer violencia para reclamar su derecho. , .,. : .. :. · · 

Toda persona tiene derecho a que se le administrejústiCia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla .. en ··los ··plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resolucionés ·de manera 
pronta, completa e imparcial". · · 

:·'''..·~· ,_" 

Así las cosas. podemos decir que: La acción~~ nO-~:_es otra 

cosa que el derecho que la legislación objetiva. confiere·ª la 

persona (en su concepto juridico) para acudir ante la .autoridad 

competente a fin de que se le satisfaga una preten~ió;, jÚrid-ica, 

que puede ser la declaración, constitución de un derecho a favor 

de la parte actora o la exigencia de una obligación a cargo_ de 

otra persona particular o frente al ente estadual, este derecho 

también conlleva en su caso la facultad del sujeto activo para 

pedir que se ejecute lo resuelto en sentencia firme. 
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Ahora bien. la acción de amparo deriva en nuestra opinión no 

sólo del anterior numeral sino también de los artículos 1 º. 1 03 y 107 

de la Constitución. 

De los referidos articulas se desprende que toda persona sea 

física o moral por el sólo hecho de encontrarse dentro del territorio 

nacional puede promover el medio de control constitucional 

establecido en los articulas 103 y 107. el juicio de amparo, salvo 

ciertas excepciones. No se comparten las expresiones que establece 

gran parte de la doctrina en el sentido de que el derecho de acción 

es una subespecic del derecho de petición. pues cada uno guarda 

sus propias caracterist1cas y uno es independiente del otro. 

El derecho de pet1c1ón sólo garantiza al individuo que la 

autoridad ante quien forn1ulc un escnto de forma pacifica. se lo 

reciba. le de contcst."'lc1ón al mismo y lo haga conocer en breve 

término al pron1oventc. sin obligar de ninguna forma a la autoridad a 

que forzosamente le administre justicia. a tramitar un juicio, sino 

simple y llanan1ente lo que perrnite esta clase de derecho es que le 

den contestación a su escrito. 

Con el fin de explicar con mas claridad lo anterior supongamos 

que no existiera la garantía consagrada en el artículo 17 (derecho de 

acción) y que el señor Pérez Pérez estuviera tratando de promover 

un juicio ejecutivo mercantil. al momento de presentar su demanda 

de forn1a escrita el juez de la materia se la recibiria sellando copia de 

la misma como acuse de recibido y supongamos que le desechara su 

demanda porque ellos no están obligados a tramitar su juicio, ya que 

ningún numeral de la Constitución los obligaría a brindarle el servicio 

público jurisdiccional, en contra de dicho acuerdo el actor promueve 
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juicio de amparo, el Juez de Distrito al conocer del amparo 

promovido en la vía biinstancial resolvería que no hubo violación al 

articulo 8º constitucional, pues éste se colmó porque precisamente al 

siguiente dia en que presentó su demanda el Juez Civil dio 

contestación a su demanda. 

Con dicho ejemplo, se advierte que indubitablemente una cosa 

es la garantia de acción y otra muy diferente el derecho de petición -

existe una diferencia diametral entre uno y otro-, e inobjetablemente 

resulta que uno es independiente y autónomo del otro e incluso los 

alcances de uno son muy diversos a los del otro, lo anterior se 

asevera respetando las opiniones personales de diversos tratadistas. 

Una vez hecha la anterior apreciación debemos referirnos a 

los elementos de la acción que se hace valer mediante el juicio de 

amparo que a saber son: 

a) Sujeto activo. 

b) Sujeto pasivo. 

c) Causas. 

d) Objeto. 

e) Autoridad competente para conocer del juicio de amparo.30 

El sujeto activo, es la persona moral o fisica accionante del 

juicio de garantias, es decir. es el llamado agraviado por la 

legislación de amparo. 

30 
Algunos tratadistas dicen que es un elemento de 1 a acción otros disienten de 

este criterio, pues arguyen que si se acude ante una autoridad para ejercer el 
derecho de acción, es lógico concluir que este elemento debe existir previamente a 
su ejercicio. lo que" excluye como componentes indispensables de la acción a los 
tribunales que conocen derl _a_m_pc_a_r_o __________ ~ 

TESIS CON !" 
FALLA DE; Q:filGEN ¡ 

l 



38 

El sujeto pasivo: Es la autoridad responsable quien emite o 

ejecuta el acto reclamado y configura la parte demandada en el 

juicio. 

Causas: El derecho de pedir la protección de la Justicia 

Federal. 

Objeto: Conseguir que a través de la actuación. del Juez de 

Distrito, el Tribunal Colegiado de Circuito o en su caso la Suprema 

Corte Justicia de la Nación, se restituya al quejoso en el pleno goce 

de la garantia individual violada o en su caso que se le respete la 

garantia conculcada. 

Autoridad que conoce del juicio de garantías: Es el órgano 

jurisdiccional competente para dirimir esta clase de juicios. Juez de 

Distrito, Tribunal Colegiado de Circuito, Suprema Corte de Justicia de 

la Nación. excepcionalmente Tribunales Unitarios de Circuito y el 

órgano superior del tribunal que cometió la violación de acuerdo a los 

supuestos de competencia que marca la propia legislación de la 

materia. 

A pesar de que pudiera pensarse claramente entendible el 

presente tema, surge en la escena un problema que más que 

práctico es doctrinal en razón de que ·algunos autores entre ellos el 

ilustre jurista Ignacio Burgoa Orihuela, señala que además de los 

elementos a los que se ha hecho mención en los incisos anteriores, 

debe precisarse que la causa de acuerdo con lo propugnado por 

Chiovenda, se subdivide en dos causa remata y causa próxima o 

causa petendi. La causa remota es aquella situación juridica concreta 

que permite al gobernado solicitar la - intervención de los órganos 

jurisdiccionales para que éstos hagan actuar, en su favor, la voluntad 

rrTí' ~·~ roN 
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de la ley. En forma concreta la causa remota de acuerdo a la 

hipótesis de procedencia de la fracción 1, se traduce en las garantias 

individuales y en los otros dos supuestos de procedencia en la esfera 

competencia! de las autoridades establecidas en los ordenamientos 

juridicos. La causa petendi por su parte es aquel estado contrario a 

derecho que produce una afectación, en el primer supuesto de 

procedencia a que nos hemos referido se traduciría en la violación a 

las garantías individuales; en las dos últimas fracciones de 

improcedencia la causa próxima seria la ley o acto mediante los 

cuales las autoridades federales o locales. contravienen la órbita de 

su respectiva competencia dentro del régimen federal, en perjuicio de 

algún gobernado.31 

Cabe en este punto acotar brevemente que los tratadistas de 

la materia divergen en cuanto a que si la acción conlleva como 

requisito para su formación ineludiblemente una violación 

constitucional (causa petendi), o que si aquélla puede ser intentada 

sin la preexistencia de la trasgresión a la garantia del quejoso._ 

Al respecto concordamos en esencia con lo expuesto por e 1 

Doctor Héctor Fix Zamudio, que expresa que no debemos confundir 

la pretensión con la acción, ya que la segunda subsiste aún y cuando 

1a· primera resulte infundada; el jurista mencionado comenta además 

"que mientras el ejercicio de la acción tiende a lograr los 

proveimientos jurisdiccionales necesarios para obtener el 

pronunciamiento de fondo. o sea una sentencia justa, la 

pretensión se dirige a obtener una sentencia favorable; y 

concluye sustentando la tesis de que, dadas las ideas anteriores, no 

31 lbidem, pp. 321-323. 
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es exacto que para la procedencia de la acción del amparo se 

requiera una violación de garantías. sino que dicho requisito es 

necesario para obtener una sentencia favorable. es decir, para que la 

pretensión del actor se considere fundada; y que por tanto el único 

presupuesto de la acción de amparo es la existencia de un litigio 

constitucional. y que sus únicos elementos son: capacidad de 

accionar, instancia y acción"_ 3~ 

Para explicar porqué consideramos correctas las anteriores 

apreciaciones. haremos un parangón entre los conceptos de 

legitimación en la doctrina procesal y de acción que aunque debe 

decirse que no son lo mismo. debemos recordar que la primera se 

puede dividir en dos. que es Ja legitimación en la causa y en el 

proceso; la primera significa el derecho que la person.:i tiene para 

presentarse en juicio; y la segunda, se refiere al derecho que tiene la 

persona de obtener una sentencia favorable, en palabras de 

Chiovenda "es la identidad de la persona del actor con la persona en 

cuyo favor está la ley ... 3 :
1 Recordando también que la legitimación en 

el proceso se constituye como un presupuesto procesal, y la 

legitimación ad causam, es un concepto que se estudia en el fondo 

del asunto Asi, teniendo estos conceptos corno marco de referencia y 

traspolándolos al concepto de acción, tenemos que en todo caso 

como presupuesto procesal debe tenerse Ja capacidad de accionar y 

no la existencia de una violación de garantías. ya que eso va a ser 

materia del estudio del fondo del amparo. esto se ejemplifica de 

32 Suprema Corte de Justicia de la Nación ... Manual del ju1c10 de Amparo" Capitulo 
111, 2°. Edición, Thern1s, México, 2000, p. 19. 
33 Citado por SALOMA VERA Manuel Ernesto. "Apuntes de Derecho Procesal 
Civil", Instituto de la Judicatura Federal, Escuela Judrcial. 2001. p. 20 
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manera clara con lo siguiente: supongamos que una persona pide 

amparo en contra de una orden de detención, y al rendir su informe 

justificado las autoridades responsables dicen que el acto que les 

imputa el quejoso no es cierto, asi al momento en que tenga que 

resolver el juez de distrito, si no existe prueba en contrario, 

sobreseerá el juicio por inexistencia de los actos reclamados: luego 

entonces. de lo anterior se advierte que la persona que promovió la 

demanda de amparo a la cual se le dio la correspondiente tramitación 

y resolución, contaba con capacidad para promover el juicio de 

garantías; sin embargo, no existía el acto reclamado y por ende no 

se le habían violado sus garantías individuales. lo anterior denota 

que si efectivamente se exigiera como presupuesto de la acción de 

amparo Ja existencia de una violación. no podría suscitarse lo 

anterior, pues se llegaría al extremo de decir que si la violación 

alegada es inexistente, también es inexistente la acción de amparo 

tal y como lo comenta Arturo Serrano Robles en el Manual del Juicio 

de Amparo; en consecuencia, no se podría negar el amparo y la 

protección de la justicia federal, pues siempre que no existiera una 

violación constitucional, es decir, que el acto reclamado a criterio del 

juzgador se hubiere realizado de conformidad con los mandatos 

constitucionales en vez de negar el amparo tendría que decir que la 

acción de amparo no existe. 

Una vez planteada nuestra opinión respecto a los elementos 

que integran la acción de amparo, y habiendo analizado sus 

fundamentos constitucionales cabe exponer de manera definida lo 

que nosotros entendemos por acción de amparo, la cual como se ha 

observado opera de manera distinta a la acción en materia civil, lo 
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que en consecuencia. viene a comprobar la naturaleza sui generis de 

este juicio. 

Es la facultad que la Constitución confiere a la persona 

(sea física o moral) para acudir ante la autoridad competente 

para conocer del juicio de garantías (Juzgados de Distrito, TCC 

y SCJN) a fin de que se le satisfaga una pretensión consistente 

en que se le restituya en el goce de la garantía individual o que 

se le s iga respetando la garantía que estima lesionada por a t 

acto emitido por la persona o ente que actúa como autoridad 

responsable. 

1.6 Breve referencia a las partes en el juicio de 

amparo. 

Es importante precisar quiénes son parte en el juicio de 

garantías. pues nos servirá para entender la relación jurídico 

procesal que se da en este medio de control constitucional. 

El jurista Octavio A. Hernández. define a las partes en el juicio 

de amparo de la siguiente forn1a: "Son las personas a quienes la ley 

faculta para que, en nornbre propio o debidamente representadas, 

soliciten el arnparo; para que confiesen y en su caso justifiquen los 

actos de autoridad rec/an1ados; o para que con1parezcan a pedir que 

tales actos se declaren constitucionales o inconstitucionales ... 34 

Alfonso Noriega, expresa que parte .. Es aquella persona o 

entidad que tiene capacidad para pedir la actuación de los órganos 

34 HERNADEZ, A. Octavio. "Curso de Amparo ... 2ª. ed .. Ed1tonal Porrúa, S.A., 
México, 1983, p. 148. 
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jurisdiccionales ponerlos en movimiento, para obtener la tutela 

jurídica". 35 

Según Raúl Chávez Castillo, por parte se debe entender "Toda 

aquella que interviene en el p rocedirniento constitucional, en razón 

de su interés de que se declare la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de la ley o del acto de autoridad que se reclame 

en el amparo, o en los casos autorizados por la ley, tal corno sucede 

con el Ministerio Público Federal". 36 

Son partes en e 1 juicio de garantias por disposición expresa 

del articulo 5º de la ley de Ja materia, Jos siguientes: 

"Articulo 5º. Son partes en el juicio de amparo: 
l. El agraviado o agraviados; 
11. La autoridad o autoridades responsables; 
111. El tercero o terceros perjudicados. pudiendo intervenir con 
ese carácter: 
a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclarnado 
emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, 
o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo 
sea promovido por persona extraña al procedimiento; 
b) El ofendido o las personas que. conforme a la ley, tengan 
derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad 
civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso. en los 
juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden 
penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o 
responsabilidad; y 
c) La persona o personas que hayan gestionado en su favor el 
acto contra el que se pide amparo. cuando se trate de 
providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o 
del trabajo; o que. sin haberlo gestionado, tengan interés 
directo en la subsistencia del acto reclamado: y 
IV. El Ministerio Público Federal. quien podrá intervenir en 
todos los juicios e interponer los recursos que señala esta ley, 

NORIEGA. Alfonso. "Lecciones de Amparo", 1ª. ed., Editorial Porrúa. S.A., 
México, 1975, p. 303. 
36 CHÁVEZ CASTILLO, Raúl. "Juicio de Amparo' .. op cit., p. 36. 
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inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se 
reclamen resoluciones de tribunales locales, 
independientemente de I as obligaciones que I a misma I ey I e 
precisa para procurar la pronta y expedita administración de 
justicia. Sin embargo. tratándose de amparos indirectos en 
materias civil y mercantil, en que sólo afecten intereses 
particulares. excluyendo la materia familiar. el Ministerio 
Público Federal no podrá interponer los recursos que esta ley 
señala''. 

Nosotros tomando en consideración la relación adjetiva que se 

forma entre las partes en el juicio de amparo. preferimos definirlas de 

la siguiente forma: 

Parte, en el juicio de amparo, es la persona física o moral 

pública o privada que tiene un interés jurídico, legítimo o difuso, 

para intervenir en el juicio de amparo de acuerdo con la ley de la 

materia. 

Quejoso: Es el titular de la acción de amparo. Burgoa, define 

al quejoso basándose en las hipótesis de procedencia del juicio de 

amparo, asi señala tres definiciones: "a) El gobernado (elemento 

personal). a quien cualquier autoridad estatal (elemento autoridad) 

ocasiona un agravio personal y directo (elemento consecuente o de 

consecuencia) violando para ello una garantia individual (elemento 

teleológico legal de la contravención). bien por medio de un acto en 

sentido estricto o de una ley (acto reclamado). b) El gobernado 

(elemento personal). a quien cualquier autoridad federal (elemento 

autoridad) ocasiona un agravio personal y directo (elemento 

consecuente o de consecuencia). contraviniendo para ello 1 a órbita 

constitucional o legal de su competencia respecto de las autoridades 

locales (elemento teleológico-normativo de la violación). bien sea 
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mediante un acto en sentido estricto o una ley (acto reclamado). c) El 

gobernado (elemento personal). a quien cualquier autoridad local 

(elemento autoridad) origina un agravio personal y directo (elemento 

consecuente o de consecuencia), infringiendo para ella la órbita 

constitucional o legal de su competencia frente a las autoridades 

federales (elemento teleológico-normativo de la contravención, bien 

sea por medio de un acto de sentido estricto o de una ley (acto 

reclamado)."37 

Visto desde una forma más simple podemos decir que es 

quien solicita la protección de la justicia federal, es la persona que 

solicita el amparo. Nosotros lo definirnos de la siguiente manera: 

Es cualquier persona que se encuentra dentro del 

territorio nacional o bien que se encuentra fuera de éste pero 

que tiene un representante legal en el país, que promueve un 

juicio de amparo y que le afecta el acto reclamado, 

considerando tal afectación aunque sea inicialment~, es deci_r,_al 

momento de admitir la demanda. 

También se le denomina agraviado, pues así está establecido 

literalmente en 1 os articulo 1 07. fracción 1 de 1 a Constitución y 5 º. 

fracción 1 de la Ley de Amparo. 

Puede ser agraviado cualquier, gobernado, es decir, la 

persona física (hombre, mujer o menor de edad) o moral (privadas o 

públicas) que promueve amparo siempre y cuando externe su 

voluntad y al momento de dar trámite a la demanda el juez estime 

aunque sea presuncionalrnente que el acto reclamado afecta la 

esfera juridica del accionante de amparo. 

37 Ibídem, pp. 330-331. 
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De conformidad con el articulo 6º de la legislación en cita, el 

menor de edad puede pedir amparo por conducto de su legitimo 

representante o aún sin la intervención de éste cuando se halle 

ausente. en tal caso el juez le nombrara representante pero si el 

menor ya hubiere cumplido catorce años el podrá designar su 

representante. 

Las personas morales privadas pueden ocurrir en amparo a 

través de sus apoderados o representantes legales; las personas 

morales públicas por conducto de los funcionarios facultados para 

ello por disposición de la ley o por poder conferido por la persona que 

tenga facultades para ello, lo anterior no concuerda literalmente con 

los articulas 8º y 9º del mismo ordenamiento; sin embargo, se 

permite en la práctica. 

El Ministerio Público Federal: La legitimación de dicha 

institución deviene de la ley, pues el legislador consideró que era de 

interés público el que este órgano del poder ejecutivo interviniera en 

el juicio de amparo. es decir. su participación se ve justificada por la 

salvaguarda de los intereses de la sociedad: sin embargo. en los 

juzgados de distrito donde he tenido oportunidad de laborar he 

advertido que su participación es casi nula en materia de amparo. 

aunque si se le da la participación formal que dispone la ley, es decir, 

el Ministerio Público se notifica de las demandas, de los recursos, de 

algunos acuerdos y puede interponer recursos de revisión en algunos 

casos pero su intervención ha disminuido grandemente en la 

actualidad. 

El Ministerio Público, no tiene legitimación para intervenir en 

amparos indirectos civiles y mercantiles en que sólo se afecten 
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intereses particulares. aunque no siempre ha sido así, pues años 

atrás tenia la facultad de intervenir o de abstenerse cuando el caso 

carecía de interés público36
. Debe acotarse que el Ministerio Público 

de la Federación está legitimado para interponer el recurso de 

revisión en amparo contra leyes, únicamente si la sentencia que se 

impugna afecta Jos intereses jurídicos que representa. 

Respecto al tema son citables las tesis sustentadas por 

órganos del Poder Judicial de la Federación, que se observan en los 

anexos 1 y 2 de esta obra. 

Tercero perjudicado. El concepto de tercero perjudicado 

encierra un poco de complejidad, ya que al analizar la demanda de 

garantias o al recibir el informe justificado el juzgador debe verificar si 

no existe alguna parte a la que produzca perjuicios la nulificación o 

modificación del acto reclamado. no obstante que el arábigo 116, 

fracción 11 de la Ley de Amparo, le imponga esa obligación al 

quejoso, pues una omisión en ese rubro acarrearía la reposición del 

procedimiento. 

Para identificar si a una persona le reviste el carácter de 

tercero perjudicado es indispensable verificar si de las constancias 

que obran en el sumario se advierte que éste pudiera tener interés en 

que el acto reclamado quede intocado. Así las cosas, si durante la 

tramitación del juicio de amparo se observa que existe un tercero 

perjudicado el juez puede incluso diferir la audiencia y mandar a 

emplazar a dicho tercero con la finalidad de que no quede inaudito. 

38 En la reforma publicada el 1 O de enero de 1994, se restringe la participación del 
Ministerio Público en el amparo indirecto en materia civil y mercantil. exceptuando 
la materia familiar. 
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El Código Federal de Procedimientos Civiles de 1908, ya 

reconocía al tercero perjudicado como parte, pero éste podía 

apersonarse, sin que se le citara, y llegar al juicio en la etapa en que 

el mismo se encontrara. Y fue la jurisprudencia de la Suprema Corte 

la que inicialmente dio cabida a los terceros perjudicados en amparos 

administrativos.39 

Cabe resaltar los siguientes puntos acerca de los terceros 

perjudicados: 

• En materia penal por regla general no existe tercero 

perjudicado. excepto cuando se reclama la confirmación del 

no ejercicio de la acción penal en este caso será tercero 

perjudicado el inculpado en la averiguación previa, aunque 

existen criterios divergentes al respecto. (Ver los criterios 

judiciales que se encuentran como anexos 3 y 4). 

• También existe tercero perjudicado en materia penal cuando 

se trate de amparos que versen sobre la reparación del daño o 

la exigencia de la responsabilidad civil proveniente de un delito 

en tal caso será tercero el ofendido o la persona que conforme 

a la ley tenga derecho a la reparación del daño. 

• En amparo indirecto contra leyes no existe tercero perjudicado 

excepto que se reclame la aplicación de un precepto que se 

tilde de inconstitucional dentro de u na resolución o acuerdo, 

en éste caso será tercero perjudicado la contraparte del 

quejoso en el juicio del que derive el acto reclamado. 

39 Suprema Corte de Justicia de la Nación, .. Manual del juicio de Amparo" Capitulo 
IV, 2ª. Edición. Themis, México, 2000, p. 26. 
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• Es tercero perjudicado la contraparte del agraviado.cuando el 

acto reclamado emana de un juicio que no sea· del orden 

penal. 

• Serán terceros perjudicados todas las partes en el juÍcio 

natural cuando el amparo sea promovid.o ¡:i"or persona extraña 

• 
ajuicio. 

Es tercero perjudicado, de acuerdo. a la'fcirmüla g.;;neral que 

rige los criterios judiciales quien tenga' interés juridico en la 

subsistencia del acto reclamado: 

Autoridad responsable. La aútoridad· responsable de 

acuerdo al articulo 11 de la ley de la materia es la que dicta, 

promulga, pública, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto 

reclamado. 

La autoridad responsable es la parte a la cual se demanda en 

el juicio de amparo. es quien emitió o ejecutó e 1 acto combatido a 

través de este medio de control constitucional. El concepto de 

autoridad responsable se ha ido ampliando con el devenir de los 

años debido al surgimiento de distintas autoridades administrativas y 

a la complejidad de las relaciones juridicas que en día imperan en 

nuestro país. 

Deriva del ''vocablo latín auctoritate y significa derecho o poder 

de mandar, regir, gobernar, es la facultad de poder imponer 

obediencia. La autoridad puede expresarse de muchas formas". 40 

De acuerdo a la materia administrativa autoridad es todo aquél 

órgano dotado de facultades que implican el poder de decisión y 

40 Enciclopedia Audiovi~.al§_NCARTA MICROSOFT 2001. 
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ejecuc1on. esto es. la autorización para realizar actos de naturaleza 

jurídica que afecten la esfera de los particulares y la de imponer a 

éstos sus determinaciones. 

Sin embargo, para efectos de amparo la connotación de 

autoridad es mucho más amplia, pues no sólo los funcionarios o 

entes del Estado pueden ser autoridades para efectos de amparo 

sino también aquellos que aun sin serlo por sus funciones realizan 

actividades con facultades de imperio y pueden llevarlas a cabo 

coactivamente. Respecto al tema resulta ilustrativa la tesis del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia visible en el anexo 5. 

Cabe precisar que existen organismos descentralizados que 

pueden fungir en ciertas ocasiones como autoridades responsables 

aunque cabe decir que hay que tener mucho cuidado al momento de 

analizar una demanda de amparo, pues es indispensable identificar 

bien el acto que se reclama a este tipo de entes, ya que en muchas 

ocasiones pudiera llegar a confundirse su actuar. Es idóneo hacer 

una breve referencia sobre la doble personalidad del Estado, los 

órganos del Estado pueden actuar en dos tipos de relaciones de 

supra a subordinación y en relaciones de coordinación. en las 

primeras actúan como autoridad frente a particulares y sus actos son 

unilaterales. coercitivos e imperativos y en las ultimas se despojan de 

ese poder de mando y realizan actividades como cualquier particular, 

resulta sumamente útil identificar de que forma actuó la autoridad al 

realizar el acto reclamado, ya que de ello va a derivar la procedencia 

o improcedencia del juicio de amparo. 
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1.7 Tipos de resoluciones en el amparo. 

En el juicio de amparo se emiten diferentes tipos de 

resoluciones las cuales deben ser bien identificadas por los 

abogados postulantes, ya que una vez realizado lo anterior se 

pueden impugnar las mismas esto debido al tecnicismo que 

encierran los medios de impugnación en el juicio de amparo. 

Sólo comentare de manera general cada una de estas 

resoluciones. así las cosas tenemos tres tipos de resoluciones: 

Autos: A diferencia de lo que expresan varios juristas no son 

sólo proveidos de trámite, pues dentro de ellos también pueden 

resolverse cuestiones relevantes, tal es el caso de los autos de 

desechamiento. proveídos donde se sobresee fuera de audiencia y 

acuerdos donde se modifica alguna suspensión o incluso en donde 

se declara cumplida una sentencia o la imposibilidad juridica o 

material para cumplir los efectos de la misma, por tales motivos, 

considero que son acuerdos que por lo general versan sobre 

cuestiones de mero trámite, pero que; sin embargo, también dentro 

de ellas se resuelven cuestiones substanciales en el juicio de 

garantias. 

Debo precisar que en la práctica se advierte que existen actos 

que pueden ser revocables por el mismo Juez de Distrito que los 

dictó y algunos otros, como el auto que desecha la demanda, sólo 

pueden ser modificados a través de la interposición del recurso de 

revisión. 

El recurso de revisión en e uanto a su substanciación, en mi 

opinión personal, ha quedado un poco obsoleto por lo que hace a la 

impugnación de autos donde se desecha la demanda. Las 
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necesidades actuales demandan que exista una tramitación especial 

del recurso de revisión en estos casos. pues evidentemente resulta 

apremiante para la parte quejosa saber la suerte procesal de su 

demanda de amparo. sobre todo porque a veces es importantísimo 

para ella que se provea sobre la suspensión provisional. Sobre este 

tema realizaré un estudio en el último capítulo de esta obra. 

(Consultar formatos de é1IQunos acuerdos relevantes dentro de la 

substanciación del juicio de ;:1mparo en los éJncxos 6 y 7). 

Resoluciones interlocutorias: Ouc son donde se resuelve 

sobre el otorgamiento o no de la susfJens16n dcf1nit1vél, aunque cabe 

aclarar q uc p ropian1ente t arnbién deben de llamarse autos. y a que 

por su naturaleza pueden ser revocables tal y con10 Jo establece el 

arábigo nún1ero 140 de la ley de la materia que refiere que: "n1ientras 

no se pronuncie sentencia ejecutonoda en el Jtncio de arnparo. el juez 

de distrito podrá rnodificar o revocéJr el auto en que haya concedido o 

negado la suspensión. cuando ocurra un hecho superveniente que le 

sirva de fundarnenta·· 

También existen resoluciones de distintos incidentes como el 

de acun1ulación, de nulidad de notifrcaciones. de inejecución de 

sentencia, de repetición del acto reclamado. de violación a la 

suspensión, etc. (Ver anexos 8 y 9). 

Sentencia: La cual se debe emitir inmediatamente después de 

celebrada la audiencia constitucional, tal y como lo establece el 

primer párrafo del artículo 155 de la legislación en cita. aunque la 

mayoría de los tribunales incumplen con lo establecido en dicho 

numeral. 
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La sentencia de amparo se compone de tres partes: 

considerandos, resultandos y puntos resolutivos, y sólo puede 

resolverse en los siguientes sentidos: sobreseimiento. negar el 

amparo o conceder la protección constitucional. Puede darse un solo 

sentido en una sentencia o incluso pueden suscitarse los tres 

sentidos según sea el caso. Cabe acotar que el sobreseimiento se 

puede decretar por operar una causal de improcedencia; se niega el 

amparo cuando el juzgador considera que al acto reclamado fue 

emitido conforme a los cánones constitucionales o en materias en las 

que no hay suplencia de la queja porque los conceptos esgrimidos 

por el quejoso no son operantes o resultan infundados; se otorga el 

amparo cuando de un análisis de los actos reclamados se advierte 

que estos no fueron llevados a cabo bajo los lineamientos que se 

encuentran insertos como garantías individuales en la Constitución. 

(Consultar el formato de sentencia que obra como anexo 1 O). 

1.8 Principios del juicio de amparo. 

Es importante tener presente, en razón del tema que se 

aborda, que existen diversos principios que rigen la tramitación y 

resolución del juicio de garantías, ya que la no observación de alguno 

de ellos puede dar pauta a la configuración de alguna improcedencia. 

Para aprender sobre el juicio de garantías es importante que 

nunca soslayemos los principios fundamentales del juicio de amparo, 

ya que son la base del medio de control constitucional que se está 

tratando. 

1. De prosecución judicial: La substanciación de un juicio de 

amparo y su resolución e incluso la impugnación de la sentencia 
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cuando se trata de amparo indirecto se lleva ante órganos del Poder 

Judicial de la Federación. Algunos teóricos dicen que este principio 

refiere a que para la tramitación de este recurso extraordinario se 

lleva un procedimiento especial. 

2. De instancia de parte agraviada: Don Manuel Crescencio 

Rejón traspaló el principio dispositivo que rige en materias de estricto 

derecho al juicio de amparo, esto quiere decir que únicamente puede 

ser promovido por la parte a quien perjudique el acto reclamado. 

(Esto denota que contrario a lo expresado en diversos criterios el 

interés juridico debe analizarse desde el inicio del juicio: luego 

entonces. puede desecharse la demanda si a criterio del juzgador la 

parte quejosa carece notoriamente del interés juridico. En los 

capitulas subsecuentes se expondrán las razones por las cuales 

resulta lógico y juridico desechar la demanda de garantias por 

ausencia total y manifiesta del interés jurídico). 

El articulo 4º de la Ley de Amparo, señala que el quejoso 

podrá promover el juicio por si, a través de su representante legal e 

incluso por su defensor si se trata de una causa penal. 

Cabe precisar que lo puede promover cualquier persona en 

los casos que la ley lo permita, a este respecto el numeral 17 de la 

legislación en cita señala: 

"Artículo 17. Cuando se trate de actos que importen peligro de 
privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 
procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos 
prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, y el 
agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, 
podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre. aunque sea 
menor de edad. En este caso, el Juez dictará todas las medidas 
necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y, habido que 
sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres 
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días ratifique I a demanda de amparo; si e/ interesado I a ratifica se 
tramitará el juicio; si no la ratifica se tendrá por no presentada la 
demanda, quedando sin efecto las providencias que se hubiesen 
dictado''. 

Sin embargo, debe tenerse presente que para que se pueda 

seguir con 1 a tramitación del juicio debes eguirse por e 1 agraviado. 

por su representante legal o por su defensor. 

De este principio de instancia agraviada se puede advertir 

claramente que el amparo sólo puede ser promovido por acción del 

gobernado y nunca oficiosamente. 

Este principio aunque de manera más general se haya 

instaurado en la fracción 1 del artículo 107 de la Ley Fundamental. 

que establece: "El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de 

parte agraviada". 

En la práctica este principio suele a veces ser un poco estricto. 

pues aun cuando un juez de distrito observe que se realiza un acto o 

una ley contrario a los lineamientos constitucionales ·y que esta 

afectando a un sin número de personas aquél no puede motivar a los 

gobernados para que combatan dichas conductas autoritarias 

mediante amparo y sólo podrá amparar en todo caso a las personas 

morales o físicas que hayan promovido amparo contra dichos actos .. 

3. De existencia de agravio personal y directo: Este 

principio deriva de los articulas 107. fracción 1 de la Constitución. 4º. 

73 fracciones V y V l. de 1 a Ley de Amparo. y quiere decir que e 1 

juicio sólo pude ser promovido por la persona perjudicada por el acto 

o la ley que reclama. de lo cual se infiere que para que una persona 

pueda decirse afectada en su esfera de derechos debe previamente 
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acreditar que es titular de un derecho tutelado por la norma y que el 

acto de autoridad le irroga perjuicios. es decir, los dos elementos del 

interés jurídico. 

"Por agravio debe entenderse todo menoscabo, toda ofensa a 

la persona. física o moral, que puede o no ser patrimonial, siempre 

que sea material. apreciable objetivamente".41 

Ese agravio es personal porque debe concretarse en una 

persona determinada, ya sea moral o física, y es directo porque debe 

ser de realización pasada, estarse realizando o de realización 

inminente, por ello el juicio de garantías es improcedente contra 

actos futuros de realización incierta. 

Es importante identificar que se entiende por acto de 

realización inminente, ya que no todos gozan de esta característica. 

asi por ejemplo la ejecución de una orden de aprehensión resulta un 

acto de ejecución inminente pero sí lo que se reclama es una orden 

de aprehensión y en autos se advierte que toda vía no se ha 

determinado sobre la suerte procesal de la averiguación prevía. 

resulta que dicha orden de aprehensión que se reclama ·na puede 

tenerse por inminente. pues no es indefectible que el agente 

consigne la averiguación previa ni tampoco que una vez consignada 

el juez emita la orden de captura, ya que puede negarse.:·:.e1 

libramiento de la orden si a su consideración no se'colmaron' los 

elementos de cuerpo del delito y de la probable responsabilidad. 

4. De relatividad de las sentencias. También denominado 

Fórmula Otero, aunque cabe decir que dicho principio fue esbozado 

41 Suprema Corte de Justicia de la Nación, "Manual del juicio de Amparo .. op cit., p. 
32. 
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en la Constitución de Yucatán de 1840, este principio se refiere a que 

las sentencias emitidas en los juicios de amparo sólo pueden tener 

efectos respecto de las partes que intervinieron, nunca respecto de 

individuos diversos. es decir. que aunque declare la 

inconstitucionalidad de un acto la protección sólo será otorgada a la 

parte que lo solicitó y de ningún modo la misma sentencia puede 

tener efectos respecto de otras personas que se presuman afectadas 

por el mismo acto. Para ejemplificar lo anterior, cabe citar un ejemplo 

si un juez penal emite una orden de aprehensión contra los Señores 

Juan Pérez Pérez y Roberto Pérez Pérez, y sólo el segundo 

promovió un amparo en contra de dicha orden de captura si al final 

se resuelve ampararle la sentencia únicamente protegerá a Roberto 

pero no a Juan. 

El articulo 107. fracción 11 de la Constitución dispone lo 

siguiente: "La sentencia sera siempre tal, que sólo se ocupe de 

individuos particulares, limitandose a ampararlos y proteger/os en el 

caso especial sobre et que verse ta queja, sin hacer una declaración 

general respecto de la ley o acto que la motil/are". 

En la misma tesitura el articulo 76 de la ley reglamentaria del 

citado precepto recoge la misma disposición y·. establece: "La 

sentencias que se pronuncien en los juicios de - amparo sólo se -

ocuparan de tos individuos particulares o de tas personas morales, 

privadas u oficiales, que to hubiesen solicitado, .. /imitándose a 

ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el 

que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto 

de ta ley o acto que ta motivare''. 
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En síntesis este principio refiere a que la protección 

constitucional, que en su caso. se llegue a conceder a la parte 

quejosa sólo beneficiara a ésta. sin que dicha resolución tenga 

efectos erga omnes. 

Este principio también rige para las autoridades, pues sólo 

será obligatoria para las autoridades que fueron llamadas a juicio; sin 

embargo, en tratándose de autoridades ejecutoras aun y cuando no 

hayan sido señaladas como responsables en la demanda de 

garantías se encuentran obligadas a cumplir el fallo amparador. 

5. De definitividad del acto reclamado. Este principio 

consiste en que el quejoso previamente a la interposición del amparo 

debe agotar los recurso ordinarios mediante los cuales pueda ser 

revocado, n1odificado o nulificado el acto combatido. Lo anterior en 

razón de que por su naturaleza el juicio de amparo es un medio 

extraordinario de impugnación de los actos reclan1ados, este 

principio se instauro en razón de que los abogados postulantes 

hacían uso desmedido del juicio de garantías. es decir. promovían un 

sin fin de juicios de amparo cuando para combatir el acto del que se 

dolían existían medios de impugnación ordinarios. Sus fundamentos 

se encuentran en los articulas 107, fracción 111, incisos a) y b), IV y V 

inciso b) constitucional y 73, fracciones XIII. XIV y XV de la Ley de 

Amparo. 

Como la mayoría de la reglas tiene sus excepciones 

instauradas en la norma y la jurisprudencia en razón de las 

características del quejoso y del acto combatido, entre estas 

encontramos: 

~~~s c:oN 
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Si el acto reclamado carece de fundamentación, pues no se le 

puede exigir al quejoso que combata el acto reclamado 

mediante la interposición de medios de impugnación 

específicos, ya que si aquél carece de fundamentación el 

agraviado no tiene oportunidad de conocer debidamente al 

acto reclamado ni mucho menos combatirlo. Un ejemplo, muy 

común son las ordenes de clausura que, por lo regular. no 

especifican las razones del cierre de la negociación ni los 

artículos de la ley o reglamento que se dejaron de acatar. 

Si no se llama a juicio al quejoso, éste puede intentar el 

amparo inmediatamente sin necesidad de agotar los medios 

ordinarios de defensa. en este caso se equipara a un tercero 

extraño a juicio. cabe precisar que si el quejoso es parte 

demandada en el proceso del que emanan los actos 

reclamados y aun no hay sentencia ejecutoriada el agraviado 

debe esperar a que cause ejecutoria la sentencia o bien 

entonces si agotar los recursos ordinarios como sería el 

incidente de nulidad de actuaciones; sin embargo, si ya causó 

ejecutoria la sentencia puede interponer el amparo sin agotar 

recursos. 

No es necesario agotar el recurso de apelación contra la 

formal prisión. 

En materia penal, cuando se trata de actos que importen 

peligro de privación de la vida, de privación de la libertad, 

deportación. destierro o en tratándose de actos de los 

prohibidos por el articulo 22 de la Constitución. 

TESIS CON 1 
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Cuando se trata de actos administrativos y la ley aplicable al 

caso no prevé la suspensión o cuando la prevé pero exige 

mayores requisitos que los que enumera el arábigo 124 de la 

Ley de Amparo. 

6. O e estricto d erecho. El juzgador debe resolver sobre la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado 

únicamente en base al estudio de los conceptos de violación y si se 

trata de un amparo en grado de revisión el órgano colegiado que 

resuelva o en su caso la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

funcionando en Pleno o en Salas. deberá resolver el recurso 

constriñéndose únicamente a la valoración de los agravios expuestos 

por la parte recurrente. 

Este principio también cuenta con sus excepciones las cuales 

se hayan por lo regular en el articulo 76 bis de la ley de la materia, 

asi las cosas. existe suplencia de la queja. esto significa que el 

juzgador de oficio enmienda 1 as deficiencias que pudiera encontrar 

en los conceptos de violación esgrimidos por el accionante de 

amparo en los siguientes casos: 

En materia penal, aún ante la ausencia total de conceptos de 

violación o de agravios del quejoso. 

En materia laboral, si el quejoso o recurrente es el trabajador. 

Existe jurisprudencia que establece que en este supuesto se 

da la suplencia aún ante la ausencia total de conceptos de 

violación. 

En materia agraria, si quien promueve es un núcleo de 

población ejidal o ejidatarios o comuneros en particular. Cabe 
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citar que incluso el arábigo 227 de la ley en cita dispone: 

.. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de 

exposiciones, comparecencias y alegatos. en los juicios de 

amparo en que sean parte como quejosos o como terceros. 

las entidades o individuos que menciona e 1 articulo 2 12; asi 

como en los recursos que los mismos interpongan con motivo 

de dichos juicios". 

Si se promueve el amparo a favor de menores e incapaces. 

En cualquier materia, si se advierte que ha habido en contra 

del quejoso una violación manifiesta que le ha dejado sin 

defensa. esta hipótesis normativa se da cuando el acto carece 

de total fundamentación o en tratándose de partes en el juicio 

natural que no han sido debidamente emplazadas. 

Algunos tribunales tienen el criterio de suplir la deficiencia de 

la queja cuando el ofendido en materia penal promueve 

amparo en contra del no ejercicio de la acción penal. 

Cuando el acto reclamado se funda en una ley ya declarada 

inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Arellano Garcia42
• menciona que además de los ya apuntados 

otros principios que sin estar consagrados expresamente en la 

normatividad del juicio de amparo, tienen aplicabilidad en el juicio de 

amparo. entre estos se encuentran: 

a) Principio de prosecución oficiosa del amparo. 

b) Principio de no simultaneidad entre el amparo y otros medios 

de impugnación. 

42 
ARELLANO GARCIA, Carlos. "El juicio de amparo'', 3ª ed., Editorial Porrúa. S.A .. 

México, 1997, pp. 388-39q,--------------~ 
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c) Principio de tramitación escrita del juicio de amparo. 

d) Principio de limitación de pruebas. 

e) Principio de limitación de recursos. 

f) Principio de restitución. 

g) Principio de celeridad. 

h) Principio de litis constitucional. 

1.9 El acto reclamado. 

El objeto de estudio en la sentencia de amparo es el acto 

reclamado. pues primeramente se analiza su existencia, la 

procedencia del juicio de garantías en su contra y finalmente su 

constitucionalidad aunque cuando se procede al desechamiento de 

una demanda primeramente se analiza la procedencia del juicio de 

amparo en contra del acto que reclama el quejoso sin tenerse que 

estudiar forzosamente primero la existencia del acto. 

Previo a estudiar lo que entendemos por acto reclamado en el 

juicio de amparo debemos verificar que se entiende por acto de -

forma genérica, éste es el "hecho realizado- por el h;;,mbre".43 ' 
- - - -

Debemos diferenciar también lo que _se entiende' por un acto 

jurídico y por un hecho jurídico~ podem.:,s decir, que_ el segund~. es 

todo acontecimiento de la naturaleza o del hombré; que el 

ordenamiento jurídico toma en - consideración - para atribuirle 

consecuencias de derecho. 

!'>8 Esta es sólo una de las definiciones de acto de acuerdo a la Enciclopedia 
Audiovisual ENCARTA MICROSOFT 2001. 
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Al realizarse el hecho juridico previsto en la hipótesis o 

supuesto de la norma. se produce la disposición ·a consecuencia 

normativa (ley de la causalidad jurídica). 

En un sentido menos amplio, se llama hecho jurídico a los 

fenómenos de la naturaleza o de la actividad humana, .en que los 
. . 

efectos de derecho se p reducen con independencia .. de 1.a:'."oluntad 

del sujeto'"44(doctrina francesa). 

Ahora bien. actos jurídicos '"son aquellos acontecimientos en 

que interviene la voluntad humana, encaminados directamente a la 

producción de los efectos previstos en la norma juridica".45(doctrina 

francesa). 

El concepto de acto reclamado en el juicio de amparo no 

simplemente conlleva la idea de ser el acto que se combate, ya que 

dicho concepto tiene como presupuesto el de ser emitido por una 

persona actuando con carácter de autoridad, pues si no es emitido 

por alguna autoridad con facultad de imperio el amparo no podrá ser 

la vía idónea para reclamarlo, cabe aquí citar un ejemplo, 

supongamos que u na persona realiza con un órgano de poder del 

Estado un contrato de compraventa y reclama en vía de amparo que 

aquél incumplió con algún pago derivado de dicho contrato, así las 

cosas la falta de incumplimiento de la obligación de pago no es 

reclamable mediante el juicio de amparo, ya que el Estado actúo con 

carácter de particular46
; luego entonces, la conducta de que se duele 

44 GALINDO GARFiAS, Ignacio ... Derecho Civil"', Editorial Porrúa. S.A., México, 
1993. p 222. 
45 lbidem 
46 Es de explorado derecho que el Estado goza de un doble personalidad lo que le 
permite realizar actos con caracter de particular en el ambito del derecho privado y 
como ente de derecho público, esto se advierte analizando las caracteristicas con 
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la persona promovente del amparo no podrá ser estudiada en el 

fondo, toda vez que el ente que emitió el acto carecía de facultades 

de autoridad y el amparo no procede contra actos de particulares; 

consecuentemente, el juicio de amparo sera declarado improcedente 

contra dicho acto combatido. 

Es mornento de explicar curlles son las notas distintivas de los 

actos reclarnados en el JU1c10 de amparo. pues a partir de ahi 

aprenderernos a 1dent1f1car que conductas rea11zéldas por las 

élutoridadcs son impugnables rned1antc el medio de control 

const1tuc1onal que estamos tratando. 

Así las cos<.1s, pnn1er.:=1mente debemos tener en cuenta que 

debe ser em1t1do por una autoridad ejerciendo sus facultades del 

poder público que ostenta ademas dicho acto c.Jebc ser realizado de 

manera unilateral, f-:!S decir. que para su eficacid no se necesita que 

indefectiblcrnente concurra l;:i voluntad o la colaboración del 

particular al que va dmg1do; imperativos. pues someten la voluntad 

Ue los particulares y coercitivos. pues su cumplimiento es obligatorio 

incluso la autoridad para ello puede solicitar la ayuda de la fuerza 

pública.:;- Estas tres características resaltadas son a las que hacen 

alusión el jurista Arturo Serrano Robles..in y los criterios judiciales 

vigentes. 

las cuales realiza las conductas. las primeras se refieren a relaciones de 
coord1noción y las segundas de supra a subordinación. 
47 

Cabe precisar que no es necesario que quien emita el acto reclé:nnado sea una 
autoridad de derecho. pues corno se sabe existen autoridades de facto. las cuales 
también pueden emitir actos con las caracterist1cas señaladas. asimismo existen 
organismos descentralizados que en ciertas relaciones jurid1cas también actúan 
como autoridad para efectos de amparo. 
48 Arturo Serrano Robles. lo plasmó en el "Manal del Juicio de Amparo". op cit .. p 
23. 
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En este tenor, el jurista Ignacio Burgoa, nos dice que el acto 

de autoridad es .. cualquier hecho voluntario e intencional, negativo o 

positivo, imputable a un órgano del Estado. consistente en una 

decisión o en una ejecución o en ambas conjuntamente, que 

produzcan una afectación en situaciones jurídicas o fácticas dadas, y 

que se irnponga imperativa. unilateral y coercitivan1ente". 49 

El tratadista citado agrega a las anteriores caracteristicas: la 

voluntariedad y la intencionalidad, manifestando que la primera se 

refiere a que la conducta se realiza conscientemente y la segunda, 

se refiere a que el acto se realiza buscando un determinado fin, 

desde mi punto de vista no considero imprescindible la característica 

de voluntariedad. pues si bien es cierto cada acto de autoridad busca 

un determinado lelos, algunas veces dicho acto no se realiza o se 

ejecuta concienternente, verbigracia, si en una diligencia de 

emplazamiento se traba embargo sobre bienes inmuebles de una 

tercera persona. en este tipo de casos encontramos la 

intencionalidad (una finalidad), pues el objeto del embargo es 

garantizar el monto de la deuda por parte del demandado; sin 

embargo. si el actuario trabó embargo inconscientemente sobre 

bienes de una persona distinta a la demandada. distinta a la persona 

señalada en el auto de exequendo (no se da la voluntariedad de la 

autoridad ordenadora ni ejecutora), y no por ello no se va a tener por 

acto reclamable en el juicio de amparo, pues incluso el tercero 

extraño a juicio puede combatir dicho embargo precautorio sin 

necesidad de agotar los medios ordinarios de defensa, es decir, nos 

49 BURGOA ORIHUELA. Ignacio. "El juicio de amparo··. 38ª Ed., op cit., p. 203. 
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encontrarnos en uno de los casos de excepción al principio de 

definitividad que rige el juicio de garantías. 

También considero que en el amparo, no es imprescindible 

que el acto reclamado necesariamente tenga que producir una 

afectación en situaciones jurídicas o fácticas dadas, pues lo anterior 

no es un requisito sine qua non de los actos reclamados, ya que eso 

va a ser analizado por el juzgador o tribunal que conozca del juicio al 

momento de verificar si se colma el principio de interés jurídico, es 

decir. esto ya es una cuestión de procedencia del amparo, pero de 

ninguna forma se debe de tener como elemento necesario del acto 

reclamado. pues en el caso de que la autoridad que resuelve el juicio 

de garantías determine que no se cumple con el principio de interés 

jurídico, sobreseera el mismo por ausencia de un derecho legitimo 

del quejoso. o bien, por la falta de afectación a la esfera de sus 

derechos subjetivos, con el acto de autoridad que reclama; pero de 

ninguna forma dirá que al no existir la afectación tampoco hay acto 

reclamado, pues precisamente el juzgador analizó el acto de 

autoridad y las circunstancias del caso, y a partir de ahi consideró 

que no se le afectaban los intereses jurídicos del quejoso. 

Raúl Chavez Castillo, define el acto reclamado como la "La ley 

o acto de autoridad que viola garantías individuales en las hipó~tesis 

previstas en el articulo 1 03 Constitucional''5º. 
Esta definición no nos ayuda a formar un concepto preciso de 

lo que es el acto reclamado, además debemos precisar que para 

tener la calidad de acto reclamado no es necesario que viole 

garantías. 

50 
CHAVEZ CASTILLO. Raúl. .. Juicio de Amparo". op cit.r''-'"'2.-:=::-::--------~ 
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Una vez hecha la anterior apreciación, debemos decir que el 

acto reclamado es aquélla conducta· n·eQ'ativa O P_OSÍ.tivc:-, 

únicamente declarativa -o bien -que· t-rae. aparejáda ejecución, 

realizada por una persona e~ eJeri;;-ici~ de.u~···p,~d~'I- púbÚ~o--0 d~ 
hecho, que tiene Ja caracte_r~slic~ _:de_ ·.:.~er,:_un~ra:te-~a_r~·:::_~mper:~iiva, 
coercitiva y voluntaria, pues. emana de. Ún·:.ente.::·act'uá'n.'ci.;":.con 
facultades de autoridad. ,,', , ,, _,, ::_ ~ - - -;,:, ;':'.~: ,· . .,>,:' 

Los actos reclamados se 'pueden clasificar de la sigui.ente 

forma51
: 

1. Por su existencia en existentes e inexistentes. 

2. De acuerdo a la naturaleza en '_declar13tivos, 

positivos, negativos y omisivos. 

3. De acuerdo a la voluntad 

consentidos, consentidos y 

del quejoso: 

derivados de 

No 
otros 

consentidos. Los consentidos a su vez se 

subdividen en consentidos expresamente, 

presuntivamente y tácitamente. 

4. De acuerdo al momento en que realizan sus efectos: 

Pueden ser consumados, presentes, futuros. Los 

presentes se subdividen en instantáneos y de tracto 

sucesivo. Los futuros se clasifican en inciertos e 

inminentes. (contra los inciertos no es procedente el 

amparo). 

51 GUDIÑO PELAYO. José de Jesús. En su obra "Introducción al amparo 
mexicano'', 2ª. ed. Editorial Noriega, México, 1999, pp 293-344. 
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2.1 Tramitación general del juicio de amparo indirecto. 

La parte quejosa presenta su demanda de amparo en la 

oficialía de partes común. normalmente a través de su representante 

legal o por medio de sus autorizados; recibida la demanda de 

garantías se registra en la computadora y en el libro que para tal 

efecto se lleva en la oficialía de partes común. la computadora 

contiene un sistema a través del cual aleatoriamente determina a que 

juzgado correspondera conocer de dicha demanda; sin embargo, por 

un nuevo acuerdo del Consejo de la Judicatura Federal, si se pide 

amparo contra actos que forman parte de un juicio en el cual ya se 

solicitó un amparo anterior. aunque sea diverso acto al que se 

reclama en el nuevo juicio de amparo el órgano encargado para 

conocer del nuevo juicio sera el que conoció del primer amparo. Una 

vez que se realizó dicha operación se entrega un talón de recibido 

para que exista constancia de que dicha demanda ha sido recibida y 

el promovente esté enterado de que órgano jurisdiccional sera el que 

tendra conocimiento del juicio constitucional planteado; después el 

personal de oficialía lleva la demanda hasta la oficialía de partes del 

juzgado respectivo, ahí se recibe y se entrega constancia de ello, se 

registra en la libreta de correspondencia que para tal efecto se lleva, 

una vez realizado lo anterior se pasa la demanda a la sección de 

admisiones en la que el Secretario encargado estudiara la demanda 
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para determinar el sentido del acuerdo que el tribunal emitirá, la 

demanda deberá contener los requisitos que señala el articulo 116 

de la Ley de Amparo. 

Deberá de interponerse dentro del término que señala el 

articulo 21 o 22 de la Ley de Amparo, según sea el caso: en el primer 

supuesto. se conceden quince días. contados a partir del día 

siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la 

notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame: al en 

que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que 

se hubiese ostentado sabedor de los mismos: dentro de este periodo 

de tiempo también deberá interponerse la demanda de garantías 

para impugnar el acuerdo de la Secretaria de Relaciones Exteriores, 

por el que se concede la extradición de alguna persona reclamada 

por un Estado extranjero. 

Ahora bien, conforme al articulo 22 de la referida legislación 

federal, el término para la interposición de la demanda será de treinta 

dias. contados a partir de la vigencia de una ley autoaplicativa, la 

cual no requiere de un acto de autoridad que la aplique para que sea 

reclamable en la via de amparo: a su vez si un acto importa peligro 

de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, 

destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el articulo 22 de la 

Constitución, o la incorporación forzosa al servicio del ejército o 

armada nacionales, no existirá término para interponer la demanda 

de amparo. También dispone el precepto legal en comento, que 

cuando se trate de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que 

pongan fin al juicio, en los que el agraviado no haya sido citado 

legalmente para el juicio, dicho agraviado tendrá el término de 

.-------------~ ¡ 'r"'~T- ri~-·r . 
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noventa días para la interposición de la demanda. si residiera fuera 

del lugar del juicio, pero dentro de la república, y de ciento ochenta 

días, si residiere fuera de ella; contando en ambos casos. desde el 

siguiente al en que tuviere conocimiento de la sentencia. 

Una vez que el Secretario analiza la demanda de garantías, 

dentro del plazo de veinticuatro horas deberá dar cuenta al juez con 

dicho libelo, y emitir un acuerdo cuyo sentido puede ser el siguiente: 

• Admisión, si cumple con todos los requisitos referidos 

con antelación. 

• Desechamiento, si se advierte que en el caso se está 

en presencia de alguna hipótesis notoria y manifiesta de 

improcedencia. 

• Declararse incompetente para conocer de la litis 

constitucional planteada, en razón de la naturaleza del 

acto reclamado o porque no le corresponde conocer de 

dicha materia, por razón de territorio, o por grado. 

• Prevenir al promovente para que dentro del término de 

tres días, aclare su demanda sí hubiere alguna 

irregularidad en el escrito que la contiene, si se hubiere 

omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere 

el artículo 116 de la ley de la materia; si no se hubiese 

expresado con precisión el acto reclamado o no se 

hubiesen exhibido las copias que señala el artículo 120, 

de la misma legislación; lo anterior de conformidad con 

lo que dispone el artículo 146, párrafo primero, del 

mismo ordenamiento legal. pues de lo contrario se 

tendrá por no interpuesta. una vez que fenezca el 
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término que se le concedió al quejoso para que la 

corrija. 

+ El desechamiento-admisión, que se refiere a que en 

parte se va a tramitar el juicio por ser procedente y en 

parte no.52 Sobre este tipo de auto inicial, por sus 

características especiales, trataremos en el capitulo IV 

de esta obra. 

En el supuesto de que se admita la demanda de garantías, se 

deberá emitir un acuerdo en el que de manera expresa se señalará 

tal circunstancia, se pedirá informe con justificación a las autoridades 

responsables a quienes se les remitirá un oficio que contenga inserto 

el contenido del auto admisorio de la demanda y anexo al mismo 

copia de la demanda; asimismo se ordenará que se notifique de la 

misma al tercero perjudicado (con la copia del citado escrito). si lo 

hubiere; se señalará dia y hora para la celebración de la audiencia 

constitucional, que no deberá de pasar de treinta días siguientes a la 

fecha en que se admita dicho escrito. y dictará las demás medidas 

que procedan con arreglo a la ley en cita. de entre las que se 

encuentra sustancialmente la relativa a ordenar que por cuerda 

separada y por duplicado se tramite el incidente de suspensión 

correspondiente, cuando así lo solicite el quejoso en su escrito inicial 

s:? Aunque debemos decir, que cierto sector de la doctrina e incluso algunos 
criterios judiciales sostienen el carácter indivisible de la demanda. por lo que no 
estan del todo de acuerdo con este tipo de auto en el juicio de amparo. aunque en 
nuestra opinión es correcto que se pronuncie en algunos casos. 
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de demanda;53 para que dicho proveido tenga plena validez legal. 

además debe contener la firma del titular del órgano jurisdiccional de 

que se trate, deberá estar firmado también por el Secretario que tiene 

fe pública y constata la debida actuación del juez. 

Como se puede advertir. con motivo del escrito de demanda. 

se inicia un expediente el cual debe encontrarse debidamente 

foliado, sellado y rubricado. y se tendrá que integrar con motivo de 

las actuaciones que se vayan practicando, las cuales esencialmente 

serán los informes justificados que rindan las autoridades 

responsables, los proveidos que se tengan por recibidos y en los que 

se ordene dar vista con el contenido de los mismos a las partes, asi 

como las promociones que se reciban y el acuerdo respectivo que les 

recaiga. 

La autoridad responsable debe presentar su informe con 

justificación cuando menos con ocho días de anticipación a la fecha 

señalada para la celebración de la audiencia constitucional, sino 

sucede así el juez tendrá que diferirla de oficio,54 pues en caso 

contrarío sería causal de reposición del procedimiento. La autoridad 

responsable deberá señalar en su informe si es cierto o no el acto 

que se le reclama, proponer las causas de improcedencia que estime 

tipificadas en el caso y exponer argumentos para justificar la 

constitucionalidad de sus acto. 

53 
Debe precisarse que en el caso de que el Juez de Distrito conceda la suspensión 

de oficio está deberá obsequiarse en el mismo auto admisorio sin necesidad de 
abrir cuaderno incidental. 
!>4 El diferimiento de la audiencia no siempre es necesario, ya que cuando obra 
constancia de que la autoridad fue debidamente notificada del auto admisorio y no 
se ha presentado el informe, se debe tener como presuntivamente cierto el acto 
reclamado. 
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En el amparo se admiten todas las pruebas excepto la de 

posiciones y las contrarias a la moral y al derecho. Por regla general 

deben ser presentadas antes o durante la celebración de la audiencia 

constitucional, salvo las de inspección ocular. la pericial y la 

testimonial que deben ser anunciadas con cinco días de anticipación 

al día fijado para la celebración de la audiencia a que se refiere el 

artículo 155 de la Ley de Amparo, sin tomarse en cuenta para el 

computo de este término el día de la anunciación de la prueba y el de 

la audiencia. Dentro de la multirreferida audiencia se hará una 

relación de las promociones y acuerdos que obren en el expediente, 

se recibirán por orden las pruebas, los alegatos por escrito, acto 

continuo se recibe el pedimento del Agente del Ministerio Público de 

la Federación. una vez cerrada la audiencia constitucional deberá 

emitirse la sentencia respectiva. 

Dentro del juicio de amparo se pueden promover diferentes 

tipos de incidentes, el más común de todos y sin duda uno de los que 

entrañan una significativa importancia es el incidente de suspensión 

del acto reclamado, ya que a través de éste se mantiene vigente la 

materia del juicio de amparo, aunque también existen otros tantos 

como el de acumulación de autos, el de nulidad de actuaciones, el de 

reposición de autos, el de repetición del acto reclamado, el de 

objeción de documentos falsos, etc. 

Las sentencias de amparo pueden contener los siguientes 

sentidos: ampara y protege, negar el amparo o sobreseerlo. Las 

sentencias que se pronuncian en el juicio de amparo indirecto causan 

ejecutoría por declaración judicial, esto es. a los diez días hábiles 

después de haber sido notificadas a las partes. Éstas sólo cuentan 
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con el término de diez días para impugnarlas a través del recurso de 

revisión, del cual conoce el Tribunal Colegiado de Circuito, aunque 

por excepción también puede conocer de él la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. No obstante. para las resoluciones que no son 

combatibles a través del medio de defensa mencionado, existe el 

recurso de que queja que tiene su principio de procedencia por 

exclusión al de revisión. 

Una vez que causan ejecutoria las sentencias que conceden el 

amparo el juzgador de oficio debe exigir el cumplimiento de dicha 

sentencia a la autoridad responsable, quien debera cumplimentar la 

ejecutoria lo mós rápido posible, normalmente se otorga un término 

de veinticuatro horas, una vez cumplida la ejecutoria el juez debera 

dar vista a la parte quejosa con dicho cumplimiento para que 

exponga lo que a su derecho convenga en el término de tres dias. 

una vez transcurrido dicho plazo el juez debera resolver si la 

ejecutoria fue cumplida debidamente o no. Existen medios mediante 

los cuales el quejoso puede exigir a la autoridad el cumplimiento de 

la sentencia de amparo como son el incidente de inejecución de 

sentencia. la inconformidad, la queja por defecto en el cumplimiento. 

en su caso la repetición del acto reclamado, todos estos medios de 

defensa del quejoso tienen sus caracteristicas particulares y su 

reglamentación especial en la Ley de Amparo y en los criterios 

jurisprudenciales. De acuerdo con la fracción XVI del articulo 107 de 

la Constitución. cuando la autoridad responsable insistiere en la 

repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la 

sentencia y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, concluye que 

es inexcusable dicho incumplimiento, la autoridad responsable será 

TT:?SIS CON I 
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separada de su cargo y será consignada al Juez de Distrito que 

corresponda. 55 

2.2 Sentidos en que puede emitirse el primer auto. 

Gran relevancia presenta en el juicio de amparo el primer auto 

de la demanda, pues de él depende que el proceso vaya bien 

encaminado, esto es que se integre el expediente debidamente e 

incluso que se logre la celeridad en el procedimiento. Como ejemplo 

de lo anterior. tenemos que puede suceder que en alguna demanda 

no se realice la protesta de decir verdad y el juicio se halla seguido y 

se haya dictado sentencia al ser recurrida la sentencia por alguna de 

las partes el tribunal colegiado podrá ordenar la reposición del 

procedimiento dado que esa formalidad no debe soslayarse, pues es 

uno de los requisitos de los que establece el articulo 116 de la ley de 

la materia; asi las cosas, la reposición del procedimiento generará 

que se retarde la resolución del juicio, ya que cuando menos la 

revisión de la sentencia y dar cumplimiento a la reposición llevará 

tres o cuatro meses: otro ejemplo. que se puede citar es cuando 

erróneamente se desecha una demanda y se interpone revisión en 

contra de dicho auto y el Tribunal de Alzada después de dos meses 

ordena quesea dmita, obsérvese a qui e 1 tiempo que se retrasa la 

sola admisión de la demanda súmese lo que se llevará el trámite y 

resolución del juicio, hay veces que incluso el juicio ya no resulta útil. 

ya que a veces para el tiempo en que se admite la demanda ya 

cesaron los actos reclamados; otro caso diverso es el siguiente: 

55 Debe precisarse que este es sólo un panorama general de la tramitación del 
juicio de amparo indirecto, el cual cuenta con una enorme cantidad de reglas 
especificas. 
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supongamos que al realizar una admisión erróneamente se tiene 

como autoridad a una distinta a la que fue señalada en el escrito de 

demanda o en el caso de que no se gire oficio a la autoridad 

señalada, en situaciones así se retarda innecesariamente la 

tramitación del juicio de amparo 

Después de destacar la gran importancia que reviste la 

elaboración del primor auto, debemos mencionar que son varios los 

sentidos que puede tener el primer auto de un juicio de amparo: 

admisión, prevención. incompetencia, desechamiento. y admisión­

desechamiento. 

En síntcsrs y sin perjuicio de que en aprirtados posteriores se 

explique c<=Jd.:--1 uno de n1éJnera mas profunda. Por el prin1ero debe 

entenderse r:~I ~uto en el cual se tienen por satisfechos los requisitos 

que enun1cra el articulo 11 G de la Ley de An1paro. por tanto se 

ordena dar trán11tc él la petición do amparo: en el segundo se estima 

que el escrito do dcrn8nda do origen es imprecisó o no muy claro. 

por ello se solicita al quejoso que lo enmiende, lo corrija o lo depure; 

el tercero es cuando por alguna razón el juez federal estima que no 

debe conocer do 1 a demanda y 1 a remite al tribunal o juzgado que 

deba resolver dicho asunto, esta determinación normalmente se 

toma atendiendo a el territorio en que se haya ejecutado el acto 

reclamado o porque se trate de una resolución que ponga fin al juicio 

y por ello sea procedente el amparo directo. etc: el cuarto es cuando 

opera una notori~ causa de improcedencia en la demanda 

interpuesta y por ello el juez de distrito considera que no debe darse 

trámite a la misma, la última hipótesis es una conjunción entre el 

desechamiento y la admisión. aunque existen criterios que sostienen 

------·---------..........._ 
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que existe una indivisibilidad de la demanda y por tanto, consideran 

que no es técnicamente correcto pronunciar dicho acuerdo. 

Burgoa, señala que al auto o proveído judicial que recae a la 

demanda de amparo se le suele dar el nombre de "auto de 

admisión". Sin embargo, señala que dicha denominación le parece 

indebida ya que supone un determinado sentido de dicho acto 

procesal judicial, excluyendo la posibilidad de que se emitido en otro, 

pues puede ser que se deseche o que se prevenga al promovente en 

caso de que hubiere omitido ciertos requisitos que la misma ley 

prevé. Por ello el referido jurista prefiere denominar al primer acuerdo 

"auto inicial" o "auto cabeza del procedimiento constitucional .. _56 

2.3 Admisión de la demanda. 

La admisión de una demanda haya su fundamento en distintos 

artículos de la Ley de Amparo; sin embargo, debe aclararse que 

principalmente en los artículos 1°, 114, 147 y 148 de dicho 

ordenamiento. los últimos dos establecen lo siguiente: 

''Articulo 147. Si el juez de distrito no encontrare motivos de 
in1procedencia, o se hubiesen llenado Jos requisitos omitidos, 
admitirá la dernanda y, en el mismo auto, pedirá informe con 
justificación a las autoridades responsables y hará saber dicha 
demanda al tercero perjudicado, si lo hubiere; señalará dia y hora 
para la celebración de la audiencia. a más tardar dentro del término 
de treinta dias, y dictará las demás providencias que procedan con 
arreglo a este Ley..[}" 

''Articulo 148. Los Jueces de Distrito o las autoridades 
judiciales que conozcan de los juicios de amparo. con arreglo a esta 
ley, deberán resolver si admiten o desechan las demandas de 
amparo dentro del término de veinticuatro horas, contadas desde la 
en que fueron presentadas". 

56 
BURGOA ORIHUELA. Ignacio. º'Juicio de Amparo ... op cit., p. 654. 
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Los artículos 1 º y 114 de la ley en cita, establecen la 

procedencia del juicio de amparo, el primero de ellos plasma una 

procedencia general del juicio de amparo y el segundo refiere a los 

actos que son susceptibles de ser impugnados via amparo indirecto. 

El arábigo 148 de la Ley de Amparo, marca el término de que 

un Juez de Distrito dispone para resolver sobre una demanda de 

amparo. que será siempre de veinticuatro horas. es decir, puede 

decirse que la autoridad que conozca de este medio de control 

constitucional deberá avocarse de forma inmediata al conocimiento 

de cualquier petición que le sea formulada y que le corresponda 

según los mecanismos de competencia y emitir un acuerdo en el que 

resuelva sobre la tramitación o no del juicio de amparo promovido. 

El antes transcrito articulo 147 de la Ley de Amparo, señala 

que una vez que ha sido examinada la demanda y en ella no se 

hayan encontrado motivos de improcedencia o exista ausencia de 

alguno de los requisitos necesarios para la tramitación del juicio, 

deberá admitirse y darle el trámite correspondiente. Además, dicho 

numeral establece algunos de los requisitos que deberá contener el 

auto de admisión aunque no son todos los que debe contener. 

Una circunstancia muy importante que muestra este precepto 

es que de su estudio se desprenden ciertos principios que se deben 

seguir al momento de estudiar una demanda, ya que primero se 

señala que se debe verificar si no existe motivo de improcedencia, 

después si no falta algún requisito que amerite prevención y sólo 

después de lo anterior deberá verificarse lo relativo a la admisión, 

esta regla metodológica es importantísima recordarla al momento de 
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estudiar una demanda aunque en muchas ocasiones, en diversos 

juzgados, se deja aun lado, pues se prefiere admitir una demanda y 

al momento de emitir la sentencia estudiar lo relativo a la existencia 

de alguna improcedencia a veces porque puede resultar que el 

personal del juzgado al momento de recibir 1 ad emanda no e uente 

con el tiempo suficiente para estudiar acuciosamente la demanda y 

por comodidad prefieren que se resuelva en sentencia cuando 

metodológicamente lo correcto era resolver desde el auto inicial, 

otras de las veces porque el estudio de la improcedencia requiere de 

mayor profundidad y se piensa que en un auto no seria tan 

conveniente estudiarla o simplemente porque no se tienen los 

conocimientos necesarios para advertir la improcedencia al momento 

de estudiar la demanda. 

"El auto de admisión, se dicta por el Juez de Distrito una vez 
que ha examinado la demanda de amparo, con el resultado o 
conclusión de que la acción en ella ejercitada no adolece de ningún 
vicio manifiesto de improcedencia, de que es lo suficientemente clara 
y explicita y de que su presentación reúne todos los requisitos 
exigidos por la ley". 57 

El proveido que admite una demanda no sólo es un acuerdo 

de mero trámite. pues como se aprecia en párrafos que anteceden es 

muy importante, de su correcta elaboración depende el buen 

encaminamiento del juicio y su celeridad. 

De manera general podemos decir que los requisitos que debe 

contener un auto admisorio son los siguientes: 

En la parte superior debe contener los datos de identificación 

del expediente para obtener un fácil manejo del mismo, entre estos 

57 ldem. p. 654. 
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tenemos: La sección del juzgado cuando estos no están 

especializados en alguna materia. la mesa de trámite a que 

corresponde conocer del expediente y el número de expediente. 

DespuCs sigue la cuenta, que no es otra cosa que el apartado 

donde se hace referencia a las promociones (escritos u oficios) 

relacionadus con el expediente. que se tienen que acordar y la fecha 

en que el secretario del JUZgado hace saber al juez de la llegada de 

las promociones. No sicn1prc se da cuenta con pron1oc1ones, puedo 

ocurrir que se tcngn que z:icordar 3lgo de oficio. en ese caso se da 

cuenta con el estado de los autos. para que el juzgador en el 

contenido del acuerdo ordene lo procedente. La cuenta secretaria! 

encuentra su fundan1cnto en el articulo 62 del Código Federal de 

ProcAd1rn1entos Civiles, que tcxluélln1entc est;::iblecc: 

"El secretario hara constar el día y la hora en que se presente 
un escrito. y dará cuenta con él dentro del día siguiente. sin perjuicio 
de hacerlo desde /11cgo, c11anclo se trnte de un nsunto urgente·· 

Oespul.)S sigue el contenido del élcuerdo, que es la parte 

donde el Juez detcrn1ina qué proveer respecto de las promociones o 

situaciones juridicas que se presentan. Un auto adrnisorio por lo 

general debe contener lo siguiente: Primero se tiene por recibida la 

demanda sefialando quien ta promovió. en qué carácter y en contra 

de quien se pron1ucve. no es necesario citar a todas las autoridades 

responsables, pues norrnalmente ahi se menciona sólo una y se 

citan k1s polübras "y otras" 

Después se citan los fundamentos por los cuales se admite la 

demanda y se ordena que .el personal de juzgado realice las 

anotaciones correspondientes en el libro de gobierno 

r--------------
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correspondiente. A continuación se ordena abrir cuaderno incidental 

si así se solicitó o en el caso de que el juez decrete Ja suspensión de 

oficio sobre ella se proveerá en el mismo auto admisorio sin 

necesidad de abrir incidente por cuerda separada. Se solicita a las 

autoridades responsables su respectivo informe justificado, así como 

las constancias relativas del acto reclamado. 

Se señala fecha y hora para la audiencia constitucional, se da 

la intervención que legalmente corresponde al Agente del Ministerio 

Público Federal adscrito al Juzgado de Distrito; en caso de amparos 

en materia penal de conformidad con el articulo 155 de la Ley de 

Amparo, se notifica de la demanda también al Ministerio Público del 

juzgado en que se tramita el asunto del que emana el acto 

reclamado, esto para que tenga oportunidad de formular alegatos; y 

se ordena el emplazamiento del tercero perjudicado si es que existe. 

Se reciben las pruebas que en su caso el quejoso haya 

anexado a su demanda y se realizan apercibimientos a las partes en 

caso de no cumplir con sus obligaciones procesales. 

Posteriormente, se establece el nombre y cargo del juez y del 

secretario quien da fe de dicha actuación, estampándose enseguida 

las firmas de los mismos. Al final se anota una razón secretaria! de 

que se han girado los oficios para notificar de la demanda a las 

autoridades responsables y si se giró alguna requisitoria o exhorto, 

en caso de que algunas de las partes tenga su domicilio fuera del 

lugar de residencia del tribunal o por alguna otra circunstancia que 

implique el auxilio de alguna autoridad residente fuera del lugar 

donde se encuentra el juzgado que conoce del amparo. (Para mejor 

comprensión de lo antes comentado consultar anexos 11 y 12). 

~,...~:~ ~~or-1 
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2.4 Prevención. 

Entre los muchos significados que se otorgan a este vocablo 

encontramos los de: "precaución. desconfianza. concepto por lo 

común desfavorable que se tiene de una persona o cosa, sin llegar a 

sospecha, recelo, inquina". 56 

Aunque el que nos parece un poco más apropiado para 

nuestra materia es el siguiente: .. Preparación que se hace para evitar 

un riesgo o ejecutar una cosa". 59 

Y que en el tramite del juicio de amparo éste acuerdo se 

efectúa antes de que se admita la demanda de amparo con la 

finalidad de que el quejoso subsane alguno de los puntos de su 

demanda o que incluya algunos de los requisitos que marca la ley de 

la materia cuando respecto de ellos haya sido omiso. 

Asi las cosas, podriamos decir que el auto preventorio de la 

demanda es aquel en el cual se ordena a la parte quejosa que 

cumpla con alguno de los requisitos que debe contener su 

demanda según la ley de amparo, es decir; e~ diCh.o:·Pro~~ido se 

le ordena al promovente de amparo que ~ubS-.ane.-:º·:~-.;r:~lj_a:':~•~_:ú_·n -
defecto en su demanda, siempre y cuando no setrat~ .. ·;::1.; ,~-lg.Ün 
elemento cuya omisión conduzca al '·c:l;..;~.;t¡~¡.;:¡¡·;¡,¡,tci ''d;. la 

demanda. 
---";-' 

El fundamento de la prevención lo h~y¿i~os ~n ¿;l:~rti~ul~ 146 

de la Ley de Amparo, aunque debe decirse qÍ.J.,; 11'() IO!s·ei ·Ónicá porque 

debe concatenarse con lo dispuesto en. otros' articulos·como el 120, 

116 y 166 (en el caso de amparo directo). ' 

58 Enciclopedia Audiovisual ENCARTA MICROSOFT 2001. 
59 Ibídem 
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.. Articulo 146. Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de 
demanda, sí se hubiere omitido en ella alguno de los requisitos a que 
se refiere el artículo 116 de esta ley; si no se hubiese expresado con 
precisión el acto reclamado o no se hubiesen exhibido las copias que 
señala el articulo 120. el Juez de Distrito rnandará prevenir al 
promovente que llene los requisitos ornitidos. /1aga las aclaraciones 
que corresponda, o presente las copias dentro del térrnino de tres 
días. expresando en el auto relativo las irregularidades o deficiencias 
que deban llenarse, para que el promovente pueda subsanarlas en 
tiempo. 

Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere 
/as aclaraciones conducentes o no presentare las copias dentro del 
término señalado. el Juez de Distrito tendrá por no interpuesta la 
den1anda, cuando el acto reclamado sólo afecte al patrimonio o 
derechos patrimoniales del quejoso. 

Fuera de los casos a que se refiere el párrafo anterior. 
transcurrido el término señalado sin haberse dado cun1plimiento a la 
providencia relativa. el Juez mandará correr traslado al Ministerio 
Público. por veinticuatro horas. y en vista de I o que éste exponga, 
adn1itirá o desechará ta demanda, dentro de otras veinticuatro horas, 
según fuere procedente". 

De Jo anterior, se colige que el Juez de Distrito tiene una 

amplia facultad para poder prevenir a la parte actora en el amparo 

con 1 a finalidad deque su petición de amparo colme 1 os requisitos 

que marca la ley, que sin duda son necesarios para la debida 

tramitación y resolución del asunto; en la práctica normalmente se 

previene porque los litigantes no presentan completas las copias de 

la demanda; algunas otras veces porque del acto reclamad.o se 

advierte la existencia de un tercero perjudicado y no lo citan como tal 

en su demanda; a veces también porque no señalan . alguna 

autoridad en la emisión o ejecución del acto o ley que se combate; en 

otras porque no se expresan los antecedentes del acto .reclamado. y 

otras por no expresar los conceptos de violación aun cuando la 
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jurisprudencia ha dicho que basta con expresar la causa de pedir y 

se ha dejado un poco en desuso el prevenir por esta última causa. 

Debe precisarse que la parte quejosa cuenta con el término de 

tres días hábiles para aclarar o subsanar su escrito de demanda y 

que el escrito aclaratorio forma parte de la demanda de garantías de 

conformidad con los criterios sustentados en tesis establecidas por 

órganos del Poder Jud1c1.:it de la Federación. 

Resultn 1rnportantis1n-10 dejar en claro que la prevención debe 

notificarse en forma personal y que de no atenderse oportunamente 

lo ordenado por el tribunal en dicho proveído la consecuencia es que 

la demanda so treno por no interpuesta. 

Respecto al tema el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, 

nos dice que se debe entender como omisión de alguno de los 

requisitos del articulo 116. él refiere que el magistrado de Circuito 

Don Guillern10 Guzman Orozco, en un criterio señaló lo siguiente: 

.. Oue la prevención a que alude e I articulo 146 procede cuando la 

den1anda presentada sotisface Jos requisitos substanciales para ser 

considerada corno una dernanda viable, de forn1a que únicamente 

requiera la aclaración de cuestiones de naturaleza secundaria o de 

situaciones excusables; sin en1bargo. cuando la demanda es vacía 

en lo substancial no puede hablarse de una aclaración de la misma 

sino de una ampliación y en ese caso el juez de distrito no tiene 

obligación de mandarla a enn1endar". 60 

Se citan ejemplos de acuerdos de prevención en los anexos 

13 y 14 de esta tesis. 

60 GÓNGORA PIMENTEL, Genaro David, "Introducción al estudio del juicio de 
amparo", 3ª. ed .• Editorial Porrúa, S.A., México, 1990, p. 274. 
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2.5 Declaración de incompetencia en el primer 

De acuerdo a la legislación adjetiva civil federal y a los 

recientes criterios sustentados por los órganos del poder judicial, el 

juzgador debe verificar en todo tiempo (antes de la admisión de la 

demanda, durante la substanciación del juicio y aun en la sentencia 

definitiva) que se colmen los presupuestos procesales, es decir, 

"aquellos antecedentes necesarios para que el juicio tenga existencia 

jurídica y validez formal", según Couture;61 elementos que en 

palabras de José Ovalle Favela "son el conjunto de condiciones cuya 

presencia o ausencia es necesaria para la válida integración y 

desarrollo de /a relación procesal. '62 esta serie de requisitos puede 

ser estudiada por el juez a través de las excepciones procesales que 

se opongan e incluso en algunas legislaciones es permisible 

estudiarlas de oficio, pues son elementos sine qua non para la 

debida tramitación y resolución del proceso, sin los cuales ni siquiera 

tendría caso admitir la demanda correspondiente, ya que no se 

podría resolver en torno a la litis planteada, ya que de resolver el 

fondo y omitir el estudio de los presupuestos conllevaría a que se 

dictara una resolución viciada de invalidez formal. Así las cosas, 

entre dichos presupuestos encontramos la competencia. la 

legitimación ad procesum, la personalidad, la capacidad procesal, la 

obligación de verificar si en el caso a estudio no opera litispendencia, 

cosa juzgada, caducidad de la pretensión. la procedencia de la via, 

;,: OVALLE FAVELA, José. En su obra .. Derecho Procesal Civil", op cit., p. 71. 
ldem, p. 71. 
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entre otros. 

La finalidad de que el juzgador analice de manera oficiosa 

dichos extremos obedece a varias razones. que si bien no están 

literalmente establecidas en la legislación adjetiva, derivan de su 

interpretación armónica. las cuales se plasman a continuación: 

a) Verificar la válida integración de la relación procesal. 

b) Cumplir con la garantía de justicia pronta y expedita. 

c) Tratar de no derrochar recursos del gobierno en juicios que 

al final no resultaran eficaces. 

d) Asegurar la validez formal del juicio. y perseguir la 

seguridad y certidumbre jurídica de las partes. 

e) Tratar de lograr la finalidad de un proceso, que es la 

efectiva resolución de un conflicto de intereses. 

En síntesis, lo que se busca es que no se tramiten o resuelvan 

juicios cuyas deficiencias procesales sean insubsanables, o bien. en 

el caso de que si lo sean. ello se realice a fin de depurar el 

procedimiento previo a resolver el fondo del asunto. 

En este apartado sólo hablaremos del presupuesto procesal 

denominado competencia, el cual debe ser analizado en materia de 

amparo preferentemente antes de admitir 1 ad emanda, pues desde 

mi punto de vista es lo correcto procesalmente hablando aunque 

algunos juzgadores se prenuncian sobre ella hasta e 1 momento de 

dictar sentencia, lo que esta permitido por nuestra legislación pero 

que; sin embargo, redunda en perjuicio de las partes. pues 

evidentemente se retardará la resolución del proceso si hasta 

sentencia un juez se declara incompetente. esto por los trámites que 

origina. ya de por si dicha incompetencia y el tiempo que tardará la 
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autoridad competente en conocer la totalidad de un juicio que no se 

substanció ante ella. 

Para entender el concepto de incompetencia, que es 

perfectamente entendible en el sentido de que significa falta de 

competencia, ausencia de ésta: luego entonces. debemos verificar 

qué se entiende por competencia, ésta es "la capacidad o aptitud que 

se atribuye a un órgano del Estado para substanciar y decidir 

deternlinados actos juridicos; en el ámbito del derecho procesal debe 

definirse como un concepto específico de jurisdicción que obedece a 

la distribución entre los diversos órganos del Estado para resolver 

can potestad los conflictos de intereses". 63 

En el sentido jurisdiccional la competencia se traduce en aquel 

conjunto de facultades especificas con que juridicamente están 

investidas las autoridades encargadas de desempeñar la función 

jurisdiccional estatal abstracta. Aplicando la idea de competencia al 

amparo. según el maestro Burgoa, debemos entender por aquélla "e/ 

conjunto de facultades que la narmación jurídica otorga a 

determinadas autoridades estatales, can el fin de establecer el 

contra/ constitucional, en los casas previstas por el articula 103 de la 

Ley Suprema".64 

Interpretando esta definición contraria sensu obtendremos que 

la incompetencia es la falta de atribuciones legales de una autoridad 

para resolver un determinado asunto que se pone bajo su 

conocimiento. 

63 SALOMA VERA, Manuel Ernesto, .. Apuntes de Derecho Procesal Civil ... Instituto 
de la Judicatura Federal, México. 2001, p. 22. 
64 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. ''Juicio de Amparo ... op cit., pp. 380-381. 
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Es de explorado derecho que en materia civil la incompetencia 

se maneja de oficio o vía excepción. este última se da de dos formas 

por declinatoria o por inhibitoria. Sin embargo. en amparo el 

mecanismo funcionad e forma distinta; los fundamentos legales de 

esta figura en el amparo se hayan en los numerales 36 al 56 de la 

Ley de Amparo. y su funcionamiento es tan extenso que para la 

explicación de esta figura se necesitaría de una obra especial; sin 

embargo. corno no es el tema central que nos ocupa y sólo se está 

tratando de dejar comprendido lo básico de la incompetencia. 

únicamente explicare los parametros que un juez o un litigante deben 

tener en cuenta par8 determinar la competencia del órgano de 

justicia que debe conocer del asunto. 

Es indudable que, en ciertas ocasiones, la materia de la 

competencia encierra una gran complejidad debido a varias 

circunstancias. corno por ejemplo. e 1 que no esté determinado que 

clase de actos son los que se reclaman ni las autoridades que 

intervienen en la en1isión o ejecución de la ley o acto que se tildan de 

inconstitucionales. 

En el momento en que se recibe una demanda de amparo, 

aún antes de estudiar si no opera una causal de improcedencia o de 

determinar sobre su admisión, debe verificarse si el Juez de Distrito 

que va a conocer es competente para ello. 

Los articulas 1 07. fracción V y VII de Ja Constitución. articulo 

36 de la Ley de Amparo y 29, fracción 1, de la Ley orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, nos dan la pauta para determinar que 

autoridad es competente para conocer de un amparo. 

TESIS CON 
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Del análisis de dichos numerales se advierte que para 

determinar la competencia de un tribunal se debe atender 

primeramente al tipo de acto que se reclama, es decir, si se trata de 

actos que ponen fin al juicio o si se trata de actos dentro de un juicio, 

fuera de juicio o después de que se concluye, pues del 

discernimiento de lo anterior se determinara si procede amparo 

directo o indirecto. 

Como ejemplos de resoluciones contra las cuales procede 

amparo directo, y respecto de los cuales debe conocer un Tribunal 

Colegiado de Circuito y en ciertas ocasiones la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. cuando esta lo juzgue pertinente, encontramos 

los desechamientos de las demandas civiles que han sido 

confirmados en apelación, los desechamientos de las demandas 

laborales. los autos en que se desconoce la personalidad del autor 

en un juicio laboral. pues estas resoluciones evidentemente ponen fin 

a un juicio aun cuando no son sentencias y por ello son únicamente 

impugnables a través del amparo uniinstancial aunado a este tipo de 

resoluciones también encontramos sentencias o laudos definitivos. 

las cuales también ponen fin al juicio, todo lo anterior nos lleva a 

concluir que para determinar cu ando procede amparo d irecto .. d ebe 

analizarse si el acto reclamado pone fin a un proceso y de ninguna· 

forma debe entenderse que el amparo directo sólo procede éc)f1tra 

sentencias definitivas emitidas por tribunales. 

Por lo que hace al amparo indirecto, del cual deberá conocer 

un Juez de Distrito, hay que especificar que éste puede conocer de 

muy variados actos como son lo amparos contra leyes, solicitudes de 

amparo contra órdenes de desalojo, órdenes de aprehensión, 

TT?~.r··· .... ,JN 
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órdenes de detención. autos de formal prisión. la negativa a dar 

contestación a un escrito. contra decretos expropiatorios. órdenes de 

clausura. contra el desistimiento de la acción penal. etc. 

Hasta aqui podría decirse que no existe mayor problema para 

determinar la competencia; sin embargo. el problema mayor deviene 

cuando no sabemos si un acto por ejemplo, es sólo declarativo o si 

tiene ejecución y también cuando teniendo ejecución las autoridades 

tienen su residencia en diversos estados. Para resolver este tipo de 

problemas hay que estar a lo establecido en el articulo 36 de la Ley 

de Amparo. del cual podemos extraer lo siguiente. 

1. Será competente el Juez de Distrito en donde el acto 

reclamado tenga ejecución; por ejemplo. en e 1 caso 

de una orden de clausura librada por una autoridad 

administrativa municipal en contra de un restaurante 

ubicado en la Avenida Costera Miguel Alemán. será 

competente un Juez de Distrito con sede en esta 

ciudad. 

2. Si el acto ha comenzado a ejecutarse en un distrito y 

sigue ejecutándose en otro. el primero de los Jueces 

de Distrito que conozca será competente. este es el 

caso de un traslado de una persona de un centro 

penitenciario a otro. ahí podría conocer cualquiera de 

los jueces en cuya jurisdicción está teniendo 

ejecución dicha orden de traslado. 

3. Es competente el Juez de Distrito en cuya jurisdicción 

resida la autoridad que emitió el acto reclamado 

cuando dicho acto carezca de ejecución material. 

--- --~------------
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este es el caso, por ejemplo, de que se reclame en 

amparo la resolución en la que la Secretaria de la 

Defensa Nacional, determina negar a unas personas 

la licencia para portar un arma. en ese caso será 

competente el Juez de Distrito en donde resida la 

autoridad que pronunció dicha resolución, pues la 

misma no tiene ejecución material. es una resolución 

de carácter declarativa. 

Lo dificil resulta cuando no sabemos que clase de acto se está 

reclamando y si tiene o no ejecución. por ello bien vale la pena tener 

en cuenta los tipos de actos reclamados que según la doctrina y la 

jurisprudencia existen en el mundo juridico.65La comprensión de la 

clasificación de los actos reclamados nos permite tener una mejor 

visión para resolver sobre la competencia en materia de amparo. 

Existe otra regla en materia competencial que es la de que en 

caso de reclamarse actos emitidos por un Tribunal Unitario el órgano 

competente para conocer de dicho amparo será el Tribunal Unitario 

más próximo al tribunal que haya emitido la resolución tildada de 

inconstitucional, claro esta regla opera siempre y cuando no se trate 

de sentencias definitivas. pues como se explicó en lineas 

precedentes en ese caso procedería amparo directo. 

El determinar si un juzgado es competente o no a veces 

encierra mayor complejidad que lo expuesto; sin embargo, estas son 

las reglas básicas. En el anexo 15 se expone un auto mediante el 

65 Consültese en la parte final del primer capitulo la información referente a la 
clasificación de los actos reclamados. 
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cual se declara incompetente un Juez de Distrito para conocer de 

una demanda de amparo_ 

2.6 El desechamiento de la demanda de garantías. 

Es sin duda un tema que da pauta a grandes debates entre 

juristas en el que muchos se inclinan en su favor y otros tantos 

adoptan una postura un tanto mas conservadora, pues los primeros 

aducen que es adecuado que un Juez de Distrito, perito en derecho. 

analice previó a éJdmit1r l;:i demanda si la misma es procedente, pues 

de lo contrario. de acuerdo a la Ley vigente. debe desechar la 

demanda por operar una causal de improcedencia: otros juristas tal 

vez d1rian que el deseché-HTllf~nto y el sobrescin1iento tornan aún más 

dificil a los quejosos realizar unzi solicitud de ampnro en razón de que 

son den1élsiad<Js las CélUsoles de 1mprocedenc1n que existen para 

desechar unél dcn1éJnda y por ello pugnan para que no se haga aun 

mfls dificil Li los quejosos promover un amparo y 3lcgan además que 

en algunos risuntos de no éJdn11tirseles la demanda a los irnpetrantes 

de an1paro se les deja en estado de indefensión ante actos de 

autoridad posible1ncnte arbitrarios. Otra postura respecto al tema es 

la de desechar sólo en casos en que se advierta notoria e 

indubitablemente que la demanda es improcedente. esta corriente es 

la que jurisprudencialmentc se encuentra vigente en nuestros días. 

En esta obra no se pretende plantear una nueva postura sino 

sólo tratar de demostrar. que incluso. en ciertos casos. en los que los 

órganos judiciales no se han puesto de acuerdo en el desechamiento 

de la demanda ésta si se puede ser desechada: por ejemplo cuando 

se trata del interés jurídico o de la legitimación en el proceso, existen 

-------------, 
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tesis en las que no es procedente el desechamiento de la demanda 

por la falta de los citados elementos; mi trabajo entonces va 

encaminado a explicar que hay ocasiones en que de manera notoria 

y evidente no se acredita el interés jurídico u otros supuestos, lo que 

ineludiblemente da pauta a que sea inadmisible la demanda de 

amparo. esto quiere decir que, Ja aplicación de los criterios 

judiciales que existen hoy en día sobre ese rubro no deben 

operar en forma general sino que deben interpretarse en cada 

caso concreto comprendiéndose que para cada regla existen 

sus excepciones. Esto no pugna con el criterio que de antaño viene 

manejandose en el sentido de que sólo pueden desecharse 

demandas cuando notoriamente se advierta su improcedencia, sino 

mas bien con formulas que se han adoptado respecto al 

desechamiento de la demanda con finalidades nobles, pero que, sin 

embargo, el mismo paso del tiempo provoca que éstas queden 

desfasadas, pues recordemos que el derecho es dinamice y social lo 

que provoca los cambios en las legislaciones y criterios judiciales 

sobre diversos temas, y a que no es sostenible un derecho que no 

esta acorde con los cambios y desarrollos del mundo. 

El que existan estas figuras procesales como el 

desechamiento o el sobreseimiento que puede ser aún antes de la 

audiencia constitucional o en la sentencia, se justifica en la búsqueda 

de que no se haga uso desmedido del juicio de amparo para 

intereses ilegítimos que dañan a nuestra sociedad. No se trata de 

exagerar en el establecimiento de causales de improcedencia, pero 

no podemos soslayar también que no debe permitirse que 

desmedidamente se acuda al juicio de amparo cuando se advierte 
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que opera una causal de improcedencia, pues en esta postura 

también se desvirtúa la finalidad del juicio de amparo. 

2. 7 Concepto de desechamiento. 

Para formarnos un concepto de lo que es el desechamiento de 

la demanda, primero debemos indagar que significa "desechar", este 

vocablo de acuerdo al Diccionario de la Lengua Española, deriva del 

latín disiectare. cuenta con varias connotaciones entre las cuales 

encontramos: 

1. Excluir, reprobar. 

2. Menospreciar, desestimar, hacer poco caso y aprecio. 

3. Renunciar. no admitir una cosa. 

4. Expeler, arrojar. 

5. Deponer, apartar de si un pesar, temor, sospecha o mal 

pensamiento. 66 

Según el diccionario de uso del español desechar es rechazar 

una petición, sugerencia, proposición, etc.67Según el Diccionario 

Tesoro de la Lengua Castellana o Española, la definición de 

desechar es recusar, reprobar, echar fuera, excluido.68 

Con lo anterior. por simple lógica podemos concluir que 

entonces desechar una demanda es rechazarla, desestimarla, no 

aceptarla. La mayoría de los tratadistas que tocan el tema del 

66 Real Academia de 1 a Lengua Española. "Diccionario de 1 a Lengua Española". 
Tomo l. editorial Espasa- Calpe, S.A., 20ª. ed. Madrid, 1984, p. 470. 
67 MOLINER, Maria. "Diccionario de uso del Español", Tomo I, editorial Gredas, 
S.A., Madrid, 1990, pp. 929-930. 
68 ''Tesoro de ra Lengua Castellana o Española ... Ediciones Turners. S.A., México, 
1989. p. 457. 
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desechamiento no d afinen este proveido sino más bien señalan 1 a 

facultad del juzgador en este rubro y los requisitos que se deben 

colmar. 

Burgoa, por ejemplo señala que el auto de desechamiento 

definitivo de una demanda de amparo es el proveido contrario u 

opuesto al de la admisión de la misma. 

Sin embargo, esta idea tampoco nos aclara con precisión que 

es un acuerdo de desechamiento. pues para formar una definición de 

este auto requerimos de hallar otros requisitos esenciales del mismo. 

El maestro Carlos Arellano García, si bien es verdad que en su 

obra Practica Forense del Juicio de Amparo, tampoco define con 

precisión que se entiende por este tipo de resolución. si señala 

algunas de las características de este proveido. 

1. Es oficioso el examen de la demanda de amparo. Como aún 

no intervienen las demás partes en el juicio de amparo, el Juez de 

Distrito debe analizar el escrito de demanda para determinar si _existe 

alguna causa de improcedencia. 

2. Si en el examen correspondiente de la demanda, encüentra 

un motivo manifiesto e indudable de improcedencia el Juez. de 

Distrito desechará la demanda de amparo. 

3. No es cualquier motivo de improcedencia, -_debe .ser un 

motivo manifiesto e indudable, es decir, que no .re_quiera. prueba 

posterior por la que pudiera ser desvirtuado. [ .. '.].;_, 

4. El desechamiento se produce de plano, es decir. sin 

substanciación alguna, sin que se le dé al quejoso oportunidad de 

formular opinión alguna. Por supuesto que, si el quejoso considera 

que es inadecuado el criterio del Juez de Distrito, podrá interponer el 

'FST<:' roN 
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recurso de revisión. con base en la fracción 1 del articulo 83 de la Ley 

de Amparo. 

5. Al desecharse la demanda de amparo no se decreta la 

suspensión del acto reclamado. 

6. Por supuesto que. el JUe.Z de distrito deberá fundar y motivar 

el auto de desech<Jm1ento de la demanda de amparo_tJ~1 

A estas características sólo basta ria agregar que: 

Las cc:iusas cJe 1rnproccdcnc1a se hé-llldn en la Constitución, en 

la Ley de An1paro y en l<.:I 1ur1sprudcnc1¿¡_ 

Que este auto deb(! not1t1carse pr!rsonalmente, atendiendo a la 

importancia de este tipo cJc LlCucrdos. 

Adcrnc:'1s del>ernu:::; h<1cer la acl<:..Irac1ón, que en nuestra opinión, 

el exan1cn de las c¡iusas de in1proccdcncia en cuéJlquier momento 

del juicio, no C!::> of1c1osu porque en el n1on1ento de desechar Ja 

demand;i todavia no existen otr;:1s partes en el juicio de amparo como 

lo scrlala el alucJ1du trélt<-1d1sta o porque el 1u1c10 de amparo es de 

orden público corno lu sefio!an la r11ayoria de los trotdd1st<:1s, sino rnás 

bi8-n, porque quien resuelve cu<Jlqu1er tipo de ju1c10 debe ante todo 

verificar s1 se coln1.:Jn los ··presupuestos procesales·· y una vez 

desestin1ados éstos podc~r e studi<.1r el t ando, pues recordemos que 

de no ser así se d1ctarí.:i una rcsoluc1ón viciada de invalidez formal 

por los rnotivos de improcedencia que en cada caso subsistan. 

Una vez reunidas las caractcristicas de este tipo de proveidos 

concluimos que por EJuto de desechamiento de la demanda debe 

entenderse lo siguiente: 

69 ARELLANO GARCÍA, Carlos ... Practica Forense del Juicio de Amparo", 6ª. ed. 
Editorial Porrúa, S.A., México, 1999, pp. 248-249. 
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Es el proveído que se notifica ·personalmente al quejoso 

mediante e 1euale1 .Juez de Distrito determi_na, de plano·y de 

forma ofici~sa, n~ admitir>~ dad~· ·c~-~a··. a· Una·· demanda de 

amparo por advertirs~ qu~; ~pera :-:·~n-- .. el. ~-~~~~o- una causa de 

improcedencia legal, c~ri·s·~~~Ú_cio~~ .... 0--j~_-~j'~.P~~~~~'?_i~~-' qué tiene 

las característi.cas. de ser' e~idente e indu.bitable; ·,.;·que impide 

que ses ubstancie e 1 juicios olicitado_ y_ se. r_esuel·~~-~ ob~e 1 as 

medidas precautorias. 

)'17.::E CON 
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2.8 Facultad del juzgador para desechar la demanda. 

El auto de ·desechamiento encuentra su fundamento en el 

artículo 145 de fa Ley de Amparo, que textualmente establece: 

"Articulo 145. El juez de Distrito examinará, ante todo, el 
escrito de detTJanda; y si encontrare motiv.o ··, m·anifiesto e 
indudable de i1T1procedencia, la desechará de" ·plano, sin 
suspender el acto rec/arnado''. 

El Presidente de la Suprema Corte de Justicia Genaro David 

Góngora Pimentel, en una de sus obras señala "Este precepto ha 

sido discutido durante largos años, pues en primer lugar impone al 

juez de Distrito la obligación de examinar, antes que todo, el escrito 

de demanda. Los jueces federales son juristas y deben tener una 

preparación suficiente para desempeñar el importante cargo de 

resolver las peticiones de amparo que les planteen los gobernados, 

en los casos en que las autoridades violen las garantías individuales, 

que son limitaciones al poder del Estado; cuando el Estado salva 

esas limitaciones y las burla, puede ser enjuiciado mediante el juicio 

constitucional. 

Se supone que los jueces de distrito son elementos 

intercambiables, puesto que se reconoce en ellos la preparación 

necesaria para el importante cargo. Pues bien, dice el articulo 145 

que el Juez debe, ante todo, examinar el escrito de demanda. ¿Hay 

algunas reglas de cómo debe hacerse eso? ... porque nadie nace 



99 

sabiéndolas. Es decir. para que un juez sepa qué hacer. necesita ser 

juez ... 70 

En efecto este precepto legal establece el deber del juzgador 

de analizar la demanda y de no admitirla si a su criterio se advierte 

en el caso una causal de improcedencia sin proveer respecto de la 

suspensión provisional ni tampoco sobre la definitiva. 

El término con que cuenta el juzgador para resolver sobre el 

desechamiento de la demanda es de veinticuatro horas contadas a 

partir del momento en que es presentada la demanda!' 

2.9 Requisitos que se deben colmar para desechar la 

demanda. 

De lo anterior, podemos extraer varios requisitos ___ que_ deben 

configurarse para proceder a emitir un auto de inadmlsibilidad -de la 

demanda de garantías. Estos son a saber: ·_:·.,;<; .>-:<:~<·-·;. __ ._;<::.-
a) La autoridad que determine sobre el d'e~e-charri;eo~to d~ la 

demanda de amparo debe ser un Juez de -Distri1:6; ,d~'~;'a.;uerclo al 

texto legal; sin embargo. ello no impide - que_- lb's~ :Tribunales 

Colegiados puedan desechar demandas de ampa~c:i direocto qu~ se 

les planteen. pues indudablemente cuentan co_n dichC1,!a5uJt_ad; por 

disposición expresa del articulo 177 de la Ley de ,a,...;,pá~o:·: :-:• 
·' - ' '·: 

A manera de comentario personal, podemcis_-_decir,·que la 

facultad que tiene el Juez de Distrito para desechar i¡'.,cidentes--como 

pueden ser el de violación de la suspensión no se encuentra 

10 GÓNGORA P IMENTEL, Genaro David ... El Derecho que tenemos: La Justicia 
que esperamos'', 1ª ed. Editora Laguna, S.A. de C.V., México, 2000, pag. 108. 
71 Artículo 148 de la Ley de Amparo. 
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establecida expresamente en la ley de Ja materia sino que debe 

acudirse a lo que establece el arábigo 57 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, que en estos casos debe ser de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo. El referido precepto textualmente 

dispone: ··Los tribunales no admitirán nunca incidentes. recursos o 

prornociones notoriarncnte n1alíciosos o irnprocedentes. Los 

desecf1artln de plano. sin necesidad de n?andarlos hacer saber a las 

otras partes. ni dar traslado. ni forn1ar artículo". 

b) Oue al realizar el análisis de la demanda se advierta que 

existe una causal de 1mprocedencia. por ésta debe entenderse. que 

opere en el caso ;1 estudio algun.n ra?ón juridica que impida al juez 

poder dar siquiera trámite a la demanda porque aun de admitirse no 

podrá entrarse al estudio del fondo en el amparo. Sin perjuicio de que 

ahonden1os sobre la improcedencia en otro capítulo debemos decir 

que ésta es: La imposibilidad jurídica para que el órgano 

jurisdiccional que conoce del amparo pueda analizar la pretensión de 

la parte agraviada por existir algún impedimento constitucional. legal 

o jurisprudencia!. 

Respecto al tema sin duda ilustra mucho lo señalado en el 

Manual del Juicio de Amparo al inicio del capitulo referente a la 

improcedencia: ··cuando una .. acción'· (o .. pretensión') es 

i171procedente. existe i171posibilidad jurídica de que alcance su 

objetivo", 72 pues aunque no entraña una definición si refleja el 

mecanismo de la improcedencia en el amparo. 

72 Suprema Corte de Justicia de la Nación. "'Manual del juicio de amparo", op cit .• p. 
49. 
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c) Que la causal de improcedencia sea manifiesta e indudable, 

es decir, el primero conlleva la idea de que sea evidente, manifiesto, 

que se advierta de la lectura de la demanda y de las constancias que 

en su caso se hayan anexado a ésta y por el concepto precisado en 

segundo término, que no exista duda, que sea segura su 

configuración, indubitable, inconcuso, etc. 

2.1 O ; Qué se entiende por causa notoria y 

manifiesta de improcedencia? 

Es importantísimo señalar que de acuerdo a los criterios 

judiciales vigentes la causa del desechamiento debe ser notoria y 

manifiesta. Sin embargo, aun cuando se ha querido establecer un 

parámetro como guia para los órganos jurisdiccionales en los casos 

en que resuelvan desechar una demanda. éste aun resulta muy dificil 

de interpretar, pues los casos que se presentan ante los tribunales 

son muy diversos y cada uno. aun y cuando son similares a otros. 

contienen peculiaridades distintas, lo que provoca que cada órgano 

judicial interprete de distinta forma cuando se da de manera notoria 

una causa de improcedencia y cuando no, pues lo que para unos 

seria notorio para otros no tanto; sin embargo, esta es la labor de un 

juez que mas alla de saber únicamente el derecho debe interpretarlo 

sabiamente. En 1941. el ilustre ministro Gabino Fraga, al rendir su 

informe al Pleno de la Suprema Corte, como Presidente de la 

Segunda Sala, decía: " ... ha sido una tesis firmemente sostenida por 

la Sala de que salvo casos notorios o indudables de improcedencia, 

los jueces de distrito no deben rechazar las demandas de amparo 

sino que deben tramitarlas para dar oportunidad a que mediante los 
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informes de fas autoridades y fas pruebas que se rindan, puedan 

confirmarse o desvanecerse los motivos de improcedencia que 

hubieran podido apreciarse desde fa iniciación del juicio y de esa 

manera evitar perjuicios irreparables a los quejosos (demandas de 

amparo interpuestas contra fas reformas a fas Leyes de Hacienda y 

del Impuesto Predial, y contra el Reglamento para el Servicio de 

Limpia en el Distrito Federal. desechadas por los jueces de distrito y 

mandadas admitir por fa Sala en ejecutorias de fechas 15, 20 y 31 de 

octubre y 17, 25 y 28 de noviembre)". 73 

Debo precisar que no es requisito que la causa de 

improcedencia se advierta del escrito inicial de demanda. pues 

también puede aparecer de los documentos que se anexan a ésta, 

así como del escrito aclaratorio. 

Quizá este tema resulte fácil de comprender pero como se dijo 

al principio la complejidad del tema aparece en el momento en .que 

un juzgador debe resolver si a su criterio es notoria .1a·causa .-de 

improcedencia que aparezca en la demanda, aun'que ·'·:rriuchos 

órganos de justicia prefieren adoptar una postura caut~l;~a'~cnc este 

rubro. 

Si se impugna un auto desechamiento alegando que la 'causa· -- --'-·' _, '"• -· 

de improcedencia que hizo valer el juzgador no· fue notoria e 

indudable, el recurso interpuesto, que en este caso es'el_de revisión, 

puede ser resuelto en dos sentidos confirmar el auto' o ·revocarlo por 

no haberse acreditado evidentemente la causal de improcedencia 

73 G óNGORA P IMENTEL, Genaro David ... El O erecho que t enemas: La Justicia 
que esperamos", op cit., p. 11 O. 
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ordenando al juez que la admita en caso de que no advierta una 

diversa hipótesis de improcedencia. 

2.11 Justificación de la figura del desechamiento y 

algunas propuestas sobre el tema. 

El desechamiento al ser un tema íntimamente relacionado con 

la improcedencia denota que esta figura procesal fue creada para 

evitar que se tramitaran demandas en las que la acción intentada 

adoleciera de algún impedimento para poder ser analizada por el 

juzgador y·también para evitar el abuso del medio extraordinario de 

defensa que es el amparo. Un ejemplo evidente de ello es el llamado 

principio de definitividad. el cual fue discutido en 1908, en razón de 

que en cualquier momento de un proceso se reclamaba un acto por 

ser considerado inconstitucional y muchas de las veces no se 

interponían los recursos ordinarios. lo anterior daba lugar a que se 

saturaran los tribunales federales de solicitudes de amparo, así las 

cosas dos años después como solución a la citada problemática 

social que imperaba en esa época se plasma el principio de 

definitividad en las fracciones XIII y XIV, en materia judicial y la 

fracción XV en materia administrativa. 

Así al ser el derecho una consecuencia directa de las 

circunstancias y necesidades sociales que se dan en un determinado 

lugar, región o en el mundo, por ser éste ahora tan globalizado. 

inexorablemente necesita de varios cambios en su estructura, en su 

interpretación y muchas de las veces la solución a la problemática no 

se encuentra tan sólo en esos dos rubros sino en el de la ejecución. 

en el de la materialización del derecho vigente. 
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El derecho de amparo también necesita de cambios, algunos 

ya se estan dando, como por ejemplo. con la inclusión de la 

apariencia del buen derecho en tesis jurisprudenciales, el retorno al 

concepto de autoridad de facto. y los innovadores conceptos de 

interés legítimo e intereses difusos, en los cuales aun queda amplio 

camino por explorar; sin embargo, en temas como el desechamiento 

de la demanda desde mi punto de vista no se ha propugnado por los 

cambios que reclama la actualidad. 

En el desechamiento no se ha visto un gran desarrollo pues 

los investigadores, aunque estudian de forma exhaustiva el tema de 

la improcedencia no dan la suficiente importancia a lo que es el 

desechamiento en sí, además los órganos judiciales Ja mayoría de Ja 

veces toman un tanto a la ligera el auto de desechamiento. pues en 

gran parte de Jos casos no se detienen a estudiar de manera 

pormenorizada la demanda y cuando emiten autos de 

desechamiento lo hacen de forma muy simple, cuando para que 

pueda ser comprendido por Ja parte quejosa es menester que esté 

debidamente fundamentado y exhaustivamente motivado, pues sólo 

asi los agraviados, quienes la mayoría de las veces no tienen 

conocim1entos jurídicos. comprenderán porqué su petición de amparo 

fue rechazada, máxime si se trata de un acuerdo que resuelve una 

petición de amparo. 

Desde hace mucho tiempo se prefiere admitir una demanda 

sino tiene una improcedencia absoluta y si la causal es comprobada 

sobreseer en sentencia, aunque las causales de improcedencia 

deben ser examinadas de oficio en todo tiempo. Sin embargo, desde 

mi punto de vista esa no es Ja postura correcta, aunque muchos 
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órganos de justicia por comodidad prefieren, para evitar trabajo, 

analizar acuciosamente la demanda hasta la sentencia, llenándose 

por ello de demandas improcedentes, dilapidando en forma estéril 

recursos económicos y humanos del Estado, brindando falsas 

expectativas a las partes, pues admiten juicios que al final 

redundarán en un sobreseimiento ya que la causal que se advirtió no 

fue desvanecida, provocando muchas de las veces un retardo 

innecesario en la resolución o ejecución de los juicios o 

procedimientos de los que emana el acto reclamado. además de que 

como sabemos muchas de las veces las personas ocurren al amparo 

para propósitos maliciosos; está por ejemplo, el caso de los taxistas 

··piratas·· en Acapulco que desde hace ya varios años, han promovido 

amparo contra actos como la detención de su vehículo. el no 

otorgamiento de la concesión, la no contestación a escritos por parte 

de las autoridades de transportes en el Estado, estos amparos en su 

mayoría son sobreseídos por inexistencia de actos o por falta de 

interés. al igual la suspensión provisional es negada por actos 

consumados, por ser actos de naturaleza negativa y sobre todo por 

no contar con un interés jurídico y al sobreseérseles ese juicio 

promueven otro similar; sin embargo, utilizan las copias certificadas 

del auto donde se admitió la demanda y prestar el servicio 

ilegalmente. 

El anterior ejemplo permite advertir, que las circunstancias del 

devenir social exigen nuevas reglas para normar éstas. una solución 

a este problema seria que la parte quejosa presente las 

documentales que demuestren su interés jurídico, desde el momento 

en que se admita la demanda y si no lo hacen, prevenirlos para que 
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manifiesten lo que a su derecho convenga, si no desahogan tener 

por no interpuesta la demanda -lo que no les impide volver a solicitar 

amparo una vez que cuenten con las documentales idóneas para 

acreditar su interés juridico-; si la desahogan debidamente dar 

trámite a Ja demanda y en caso de que manifiesten una imposibilidad 

fundada para presentar sus documentos. que el Juez requiera a las 

personas o autoridades que los tenga en su poder y en vista de lo 

que contesten éstas. resolver sobre la admisión de la demanda.74 (Lo 

anterior no se pretende que se tome como solución a este tipo de 

problematica: sin embargo. sí sirve para hacer notar que debiera 

existir mayor libertad de interpretación de Ja norma para el juzgador 

en este tipo de asuntos. pues en la mayoría de estos casos el 

amparo es utilizado con propósitos maliciosos). 

Me parece. una solución adecuada para evitar que se admitan 

demandas de personas que no tienen interés jurídico para acudir al 

amparo y no dejarlas en estado de indefensión. aunque de hecho 

debo decir que no se les dejaria sin defensa en el momento en que 

se tuviera por no interpuesta su demanda. pues para ello existe el 

recurso de revisión a que se refiere la fracción l. del articulo 83 de la 

Ley de Amparo. que les pudiera dar la oportunidad de que su asunto 

sea revisado por un Tribunal Colegiado. Ahora bien. si se les otorga 

este recurso la substanciación y resolución del mismo debe ser 

mucho más rápida pues no resultaría muy dificil para Jos órganos 

revisores determinar si existe o no interés jurídico en la petición de 

amparo. además esta celeridad cumpliría con los requisitos de 

74 Esta idea no operaria por obvias razones en materias en las que existe suplencia 
de la queja. 
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justicia pronta y expedita, que señala el articulo 17 de la 

Constitución; lo que se ha propuesto de ningún modo haría nugatorio 

el derecho de acceso a la justicia con que todos los que nos 

encontramos en territorio nacional contamos. pues se está 

resolviendo de forma rápida y fundamentada sobre el reclamo del 

gobernado, lo que no se está permitiendo es que se de trámite a un 

reclamo improcedente. Además los quejosos tendrían la opción de 

solicitar amparo nuevamente por que sólo se les tendría por no 

interpuesta la d ennanda y aun en e 1 caso de que fuera desechada 

podrían, de acuerdo al caso, volver a promover juicio una vez que 

acreditaran tal extremo esto claro dentro del término legal que 

establece la misma ley. 

La anterior opinión se basa en la experiencia que he obtenido 

en la practica del amparo y por la problemática social que 

actualmente se vive en nuestro puerto en donde una infinidad de 

taxis y camiones urbanos prestan el servicio sin Ja concesión que 

autoriza 1 a prestación del servicio público, y aunque claro no es 1 o 

que esencialmente estoy tratando en esta obra, dejénnoslo corno 

reflexión vinculada al terna central. En síntesis, lo que se ha 

querido demostrar con lo anterior es que el juzgador debiera -

contar con mayores facultades de interpretación para reso~~er_ 

sobre la admisión o desechamiento de la demanda y así _e_vitar. 

que el juicio de amparo sea utilizado para intereses ilegales. 

Por otra parte, existen casos en que se advierte. por 

confesiones de la parte quejosa en su demanda que su reclamo es 

total y absolutamente carente de interés jurídico y por formulas 
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generales establecidas en criterios judici~les no se puede desechar 

por esta causal y por tanto se tiene ineludiblemente que admitir. 

A propósito de esta circunstancia, recuerdo que una vez llegó 

al juzgado una demanda en la cual se advertía existía una falta de 

interés jurídico evidente, la demanda no debía admitirse: sin 

embargo, existíéJ un precedente aislado que decía que por ese 

concepto no podía desecharse. El asunto. en síntesis se trataba de 

una persona que se ostentaba como persona extraña al juicio 

natural. que decia que no habín sido llamado a juicio y que 

supuestamente tenia derecho a ser emplazado en un juicio civil, 

porque tcniQ poder notarictl de actos de dominio y administración 

sobre un terreno el cual fue materia de la controversia, en su 

demanda también expresó que la propietaria del terreno si había sido 

emplazada y para demostrar que supuestamente tenia interés él 

presentó un poder notarial para actos de dominio y administración del 

bien inmueble materia de la controversia civil, de lo que se advertía 

que el quejoso carecía de interés jurídico en forma manifiesta e 

indudable porque carecia de un derecho legitimamente tutelado para 

ser llamado a juicio, pues recordemos que un poder notarial no tiene 

por efecto transferir la propiedad de los bienes del mandante hacia el 

mandatario. 

Por circunstancias como la anterior. es que en el capitulo 

quinto pro pondremos una nueva reflexión a 1 e riterio judicial vigente 

en lo tocante al desechamiento por falta de interés jurídico. 

En resumen. el tema del desechamiento afronta la siguiente 

problemática: 
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·Falta información exhaustiva sobre el tema del 

desechamiento. 

•Falta fundamentación y motivación en los autos de 

desechamiento. 

·Falta de análisis minucioso de Ja demanda al momento de su 

interposición. 

·Abuso de promoción de amparos con intereses maliciosos. 

Lo anterior nos exige buscar una visión actualizada sobre el 

desechamiento. ya que únicamente así podrá resolverse esta 

problemática. Por ello en este trabajo como se ha explicado se pone 

a consideración del lector una visión practica de Ja forma que en 

nuestros dias es reglamentada esta figura procesal, se propone a la 

vez una nueva interpretación del tema. una forma innovadora de 

estructurar autos de desechamiento, con mucha mayor 

argumentación y con una profusa motivación. pues al igual que una 

sentencia resuelve una petición de amparo. no se trata de un 

acuerdo común y corriente. 

Muchos son los beneficios de encontrar una visión actualiZada 

del desechamiento, entre estos tenemos los siguientes: 

1. No se tramitan demandas notoriamente improcedentes. 

2. No se brindan falsas expectativas a quien acud~:a. pedir 

amparo. 

3. Al resolverse de forma inmediata se cumple con la garantía 

de justicia pronta y expedita. 

4. El Esta.do no dilapida recursos humanos y económicos en 

juicios estériles. 
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5. Se evita que las autoridades dilapiden recursos del Estado 

en juicios estériles, pues hay que recordar que ellas envían los 

informes previos y justificados acompañando copia certificada de las 

constancias que justifiquen el acto que se combate. 

7. Los jueces de Distrito podrían centrar mucho más tiempo en 

los asuntos que realmente así lo requieran. por el núme~o· de asuntos 

que hay en los juzgados. 

8. Con el desechamiento por falta absoluta de interés juddico, 

se pone un candado para evitar el abuso de este medio.·C:Je control 

con objetivos maliciosos. 

Evidentemente se aprecian varios beneficios. e~ "10 ·~ue se 

propone. que no es otra cosa que formar una perspectiva mucho más 

actual del desechamiento de la demanda de amparo indirecto. 

2.12 ; Existe litis al momento de desechar una 

demanda?. 

La litis, el thema decidendum, es decir, la controversia sobre la 

cual va decidir el juez. Existen dos tipos de litis: La. abierta y la 

cerrada. un ejemplo de esta última la encontramos en el derecho civil 

en donde se considera formada en el momento en que se da 

contestación a la demanda, es decir, se conforma únicamente por las 

prestaciones, argumentaciones y consideraciones de la demanda y 

por la contestación de la misma, lo que origina que las nuevas 

argumentaciones que agreguen las partes después de la 

contestación de la demanda no deben ser tomadas en consideración 

por el juzgador, pues se estaría dejando en estado de indefensión a 

las partes. 
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El juicio de amparo indirecto al interrelacionarse con la 

mayoría de las materias posee en cuanto a la litis se refiere una 

naturaleza s ui g eneris, esto en razón de que en algunos e asas de 

acuerdo al articulo 76 bis, puede operar la suplencia de la queja 

deficiente, es decir, el juzgador puede introducir al momento de 

resolver nuevas cuestiones que pudieron no ser alegadas por la 

parte quejosa. por ejemplo en materia penal y laboral. cuando se 

trata del trabajador. en las cuales se suple la deficiencia de la queja 

aun ante la ausencia de conceptos de violación. lo que conlleva a 

que exista en el amparo una litis abierta, pues el juez hace valer 

oficiosamente razonamientos 1 ógico j uridicos que ni siquiera fueron 

alegados por las partes, es decir, puede introducir a la litis nuevas 

consideraciones de derecho. 

Sin embargo, existen algunas materias como la civil y la 

mercantil en las que no existe una litis tan abierta sino se inclina más 

a la cerrada, aunque claro esta dependerá del acto que se reclama, 

pues en el caso de que se combata un indebido emplazamiento se 

podrá suplir la deficiencia de la queja y el órgano que conozca del 

amparo estará en condiciones de incluir en el momento de resolver 

diversas consideraciones a las que plantearon las partes y amparar 

si. a su criterio, existía una diversa razón jurídica para otorgar la 

protección constitucional. 

Sobre la litis en el amparo, también debemos puntualizar que 

si una cuestión jurídica no fue materia del debate ante la autoridad 

responsable no puede ser materia de estudio en el amparo75
, salvo 

algunas excepciones. establecidas en la jurisprudencia, que se dan 

iirrafo primero de la Ley de Amparo. 
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sobre todo en materia penal. Ejemplo: Cuando se reclama una orden 

de detención y se ofrecen pruebas en el amparo que la autoridad no 

permitió que se desahogaran durante la integración de la 

averiguación previa. 

Ahora bien, el momento en que se cierra la litis en el amparo 

es muy dificil de determinar, esto debido a la misma evolución de sus 

conceptos. Citaremos un ejemplo para mayor comprensión de lo 

anterior, imaginemos que promovernos una solicitud de amparo, 1 a 

cual es admitida y posteriormente las autoridades rinden su informe 

justificado. quizas en ese momento para muchos se consideraria 

cerrada la litis; sin embargo, resulta que se nos da vista con los 

informes, por nueva disposición de una jurisprudencia y nosotros 

contestamos la vista. el juez se encuentra obligado a tomar en 

consideración nuestras argumentaciones e incluso los alegatos que 

hagamos llegar antes o durante la celebración de la audiencia 

constitucional y si el tercero perjudicado hace valer causales de 

improcedencia. el juez debe responder en la sentencia porque las 

considera operantes o en su caso porque las desestima, lo anterior 

indubitablernente nos da una idea que la litis en el amparo puede ser 

ampliada en varios momentos, por lo cual seria muy aventurado 

situar un momento en que se considera plenamente cerrado el tema 

debatido, lo que si pudiéramos decir es que se empieza a formar con 

la demanda y con la contestación de la demanda, es decir, con los 

informes justificados que rinde la autoridad. Por la generalidad 

podríamos arriesgarnos a decir que en el juicio de amparo en día se 

vive una litis mucho más inclinada a la abierta, con sus excepciones. 
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Lo que resulta inconcuso es que al momento de desechar la 

demanda no se ha formado la litis, pues aun no existe controversia, 

incluso en ese momento ni siquiera se ha llamado a las partes a 

juicio. en el desechamiento únicamente existe una pretensión, una 

acción que se califica de improcedente y por tanto no se admite a 

trámite. En el desechamiento no se analiza una controversia entre 

partes únicamente se resuelve si la acción de amparo que intenta el 

quejoso en contra de un determinado acto o conjunto de ellos, puede 

ser procedente o no. 

2.13 Consecuencias y efectos del desechamiento. 

El desechamiento produce en principio que no se admita la 

demanda, es uno de los proveidos que entrañan inadmisibilidad de la 

demanda; recordemos que el mismo se origina porque en el asunto 

opera una causal de improcedencia, es decir, se estudia la acción de 

amparo pero se haya un impedimento para poder ser analizada en el 

fondo. El desechamiento produce algo similar al sobreseimiento. 

pues ambos son consecuencia de la improcedencia de la acción, 

sólo que se dan en diferentes momentos, esto es. cuando se advierte 

una causal de improcedencia antes de la admisión de la demanda se 

pronuncia un auto de desechamiento y el sobreseimiento se puede 

dar durante la tramitación del juicio o en la sentencia si en uno de 

esos momentos sobreviene una causal de improcedencia. 

En conclusión, ambos son consecuencia de que la acción 

intentada en ese momento sea improcedente. mediante ambos el 

Juez de Distrito determina no poder analizar el fondo del asunto por 

existir en el caso un impedimento legal llamado improcedencia. 
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Ahora bien, el sobreseimiento nos sirve de marco de 

referencia para adentrarnos al tema de los efectos del 

desechamiento_ Asimismo cabe recordar en este punto, ya que nos 

servirá de mucho para nuestra investigación, la figura del 

desistimiento de la den1anda. des1stin1iento de la instancia y el 

desistimiento de In élCCión. en la prirner¿i según nos dice el maestro 

Cipriano Gómez Lar;:_1"''. en su obra "Teoria General del Proceso", la 

parte actoru extf")rn;:i su voluntad de no querer que se le de tramite a 

Ja demandél que y;:i presentó. este desistimiento se puede dar hasta 

antes de que se emplace a la contraparte y no requiere 

consentin1icnto dl! (!st;:-1. 1<::1 consecuencia del Ucsistin11ento de la 

demanda es ún1céu11ente que no se sigua con el tr8mite de la 

demanda. pero ello no s1gnifrca que la parte aclara no pueda volver a 

intentar la m1sm.cJ ~cción s1 z¡ún no ha prescrito. 

En el des1strn1iento de la instancia se da después del 

emplazarn1cnto y requiere del consentimiento de la contraparte. ésta 

forma de des1stirn1cnto produce que se renuncie al juicio que se 

siguió dejando sin efecto los actos procesales que se han llevado a 

cabo. í)ero alJn Cisi el 3ctor puedo volver a ejercitar su acción. pues el 

desistimiento de la instancia no destruye el derecho sustantivo que 

se está haciendo valer. 

El desistimiento de la acción, es la renuncia al derecho que 

sirve de base a la demanda; su consecuencia, es que la parte que 

76 GÓMEZ LARA, Cipriano. "Teoria General del Proceso'', 6ª. ed., UNAM, México. 
1983. pp. 35 y 36. 
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desistió no pueda volver a reclamar su acción en la vía 

jurisdiccional. 77 

Así las cosas, la consecuencia del desechamiento es que no 

se admita la demanda por ser la acción de amparo improcedente, 

surge en el aire la pregunta ¿son todos los efectos del 

desechamiento? ¿puede volverse a promover otro amparo en el que 

se ejercite la misma acción como sucede cuando se tiene por no 

interpuesta la demanda? ¿el desechamiento destruye la acción 

intentada o si está aun sigue viva?. surge un punto central en nuestra 

investigación, en el cual existen criterios disimbolos. 

Respecto al tema encontramos una tesis que establece lo 

siguiente: 

"AMPARO PROCEDENTE CONTRA ACTOS RECLAMADOS 
EN JUICIO DE GARANTIAS ANTERIOR, EN EL CUAL SE 
DESECHÓ LA DEMANDA. El juicio de garantías no es improcedente 
cuando se reclaman actos que han sido materia de otro amparo. en 
el cual se desechó la demanda por improcedente, pues por no 
haberse entrado al estudio de la constitucionalidad de dichos actos, 
no puede sostenerse que se surta la causal de improcedencia 
prevista en la fracción IV del articulo 73 de la Ley de Amparo"78

• 

De acuerdo a este criterio no es improcedente la nueva 

demanda que se plantee. pues la resolución que se dictó en el 

77 Sobre este terna resulta 1lustrat1va la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del 
Sexto Circuito, v1s1ble en el Semanario Judicial de Ja Federación, Torno XIV. Julio 
de 1994, Octava Epoca, pagina 547, del rubro y texto siguiente: 
"DESISTIMIENTOS DE LA ACCIÓN Y DE LA DEMANDA. DIFERENCIAS. No es 
lo mismo desistir de la acción que de la demanda o instancia, ya que en el 
des1st1rn1ento de la demanda se pierden todos Jos derechos y situaciones 
procesales; y si no ha presento la acción, puede volverse a ejercitar mediante la 
presentación de una nueva demanda; mientras que con el desistimiento de la 
acción se produce la pérdida del derecho que el actor hizo valer en ei juicio, porque 
al renunciar a la acción se renuncia al derecho" 
78 

Tesis del Segundo Tnbunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en el Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo XI, Marzo de 1993, Octava Época, página 215. 
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primero no contiene efectos de cosa juzgada, esto en razón de que 

no se entró al estudio del fondo de la cuestión planteada por lo cual 

puede volver a plantearse la misma controversia ante los órganos 

que conocen de este medio de control constitucional. 

Una cosa similar ocurre con el sobreseimiento ya que según lo 

ha señalado la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, los efectos de éste. consisten en poner fin al juicio sin hacer 

una declaración sobre la constitucionalidad de los actos reclamados, 

dejando las cosas tal como se encontraban al momento de 

promoverse la demanda. 

De acuerdo a lo que hemos expuesto hasta aquí se advierte 

que por regla general cuando se sobresea en un juicio de amparo 

dicha resolución no produce efectos de cosa juzgada sino sólo 

cuando se entro al fondo del asunto, es decir, cuando se analizaron 

los conceptos de violación y se concluyó que los actos combatidos 

eran inconstitucionales o no, en otras palabras sólo cuando se 

ampara o se niega el amparo. Sin embargo, no compartimos el 

anterior criterio, ya que a veces el sobreseimiento también produce 

efectos propios de la cosa juzgada, aunque debo decir que no 

siempre, un ejemplo en el que el sobreseimiento no debe 

considerarse cosa juzgada es cuando se pronuncia el sobreseimiento 

por inexistencia de actos pues lo contrario significaría dejar a la parte 

agraviada en estado de indefensión, además con justa razón podría 

intentar la acción de amparo contra los mismos actos que había 

reclamado pero que en aquel momento no existían y ahora si. 

Sobre los efectos del sobreseimiento existe una tesis desde mi 

punto de vista muy acertada porque estudia el tema de manera más 
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profunda y señala que existen casos en que lo resuelto en un amparo 

que se sobreseyó si puede tener efectos de inmutabilidad, de verdad 

legal y por ende ser improcedente el segundo juicio de amparo 

porque los actos reclamados ya fueron materia de una ejecutoria de 

amparo anterior, siempre que la improcedencia de la acción se haya 

determinado por algún impedimento inmutable, inatacable, en otras 

palabras cuando la causa de improcedencia hallada opere de modo 

absoluto. total. La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, ha desarrollado el concepto en la tesis del rubro siguiente: 

''COSA .JUZGADA. IMPROCEDENCIA DE AMPARO (FRACCIÓN 

IV DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO) CONTRA ACTOS 

OBJETO DE .JUICIO SOBRESEIDO QUE NO PUEDEN 

RECLAMARSE DE NUEVO". 

Esta tesis cita algunos ejemplos de cuándo se puede dar úna 

improcedencia de manera absoluta, agregando una reflexión al 

referido criterio pudiéramos decir que casi todas la veces el 

sobreseimiento va a tener efectos de cosa juzgada. contrario a lo que 

otros criterios judiciales y la mayoría de la doctrina señala, pues si 

echamos un vistazo a la amplia gama de hipótesis de 

improcedencias que existen seguramente llegaremos a la conclusión 

de que en la mayoria de los casos las improcedencias son 

invariables, es decir, no pueden cambiar y por ende esta situación no 

puede dejar de ser tomada en consideración si el quejoso combate 

los mismos actos en un juicio de amparo posterior el cual debe 

sobreseerse bajo la hipótesis de improcedencia establecida en la 

fracción IV del articulo 73 de la Ley de Amparo. Partiendo de esta 

premisa he llegado a la conclusión de que son muy pocos los casos 

- ------~----.... 



118 

en los que no operaria la improcedencia total, seria por ejemplo 

cuando no existen los actos reclamados, por falta de interés jurídico 

parcial, por falta de legitimación ad procesum y por supuesto cuando 

el caso a estudio se refiere a algunas de las excepciones con que 

cuentan las in1procedencias. tal es el caso de la materia electoral 

cuando el acto reclamado envuelva tambión violaciones a las 

garantías individuales o por ejemplo cuando se reclaman actos 

emitidos durante un juicio de garantias en otro juicio de garantías 

cuando e 1 quejoso es un tercero extraño que no fue emplazado al 

juicio constitucional. 

En suma. únicamente cuando no se esta en presencia de una 

improcedencia que opere de forma absoluta inmutable. puede volver 

a intentarse la acción. siempre y cuando la misma no se haga 

improcedente por diversa causa como puede ser el consentimiento 

t8cito de los actas. 

Según criterio judicial el desechamiento no tiene efectos de 

cosa juzgada y por lo tanto el quejoso puede volver a intentar la 

misma acción de amparo, en otras palabras no se puede sobreseer 

el segundo por considerar que los actos reclamados ya fueron 

materia de otro juicio de amparo; sin embargo, traspalando la 

estructura de los efectos del sobreseimiento al desechamiento debe 

decirse que este tiene efectos muy similares a aquel porque en 

ambos se examina la improcedencia de la acción de amparo con la 

única diferencia de que en el desechamiento, al tener como 

requisito para su pronunciamiento que la causa de 

improcedencia sea notoria y manifiesta, a mi criterio siempre 

producirá efectos de cosa juzgada, porque la improcedencia 
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advertida no va a cambiar, es absoluta; por lo tanto, debe 

considerarse que el nuevo amparo que el quejoso interponga contra 

los mismos actos es improcedente por que los actos reclamados ya 

fueron materia de una resolución de amparo que causó estado. es 

decir, inatacable, en términos de la fracción IV del articulo 73 de la 

Ley de Amparo, que no puede ser desconocida por el juzgador. 

En síntesis, en nuestra opinión tos efectos del 

desechamiento son que provoca que no se admita la demanda 

interpuesta, que no se le de trámite y además destruye la acción, 

pues cuando un desechamiento ha quedado firme el quejoso no 

puede volver a intentar esa misma acción en otro amparo, pues 

los actos reclamados ya fueron materia de una resolución en un 

juicio de amparo. En este punto debe precisarse que la fracción IV 

del articulo 73, de la ley de amparo. que textualmente señala: 

"Articulo 73. El juicio de amparo es improcedente: 
IV. Contra leyes o actos que hayan sido materia de una 
ejecutoria en otro juicio de amparo, en los términos de la 
fracción anterior". 

Debe ser interpretada en el sentido de que el acto reclamado 

ya haya sido materia de una resolución en un amparo anterior que 

haya quedado firme, sin que sea necesaria que únicamente se trate 

de una sentencia. pues puede tratarse de un desechamiento o de.-un 

auto de sobreseimiento fuera de audiencia constitucional; cuyas 

razones por las cuales fue pronunciado no pueden ser desconocidas 

por el juzgador en un diverso juicio de amparo. 

Para que se configure dicha causal también es requisito que el 

nuevo amparo sea interpuesto por el mismo quejoso y que se trate 

·-------- ---··---- --------------------------
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de las mismas autoridades responsables aun cuando se difiera en las 

señaladas como ejecutoras. 

2_ 14 Diferencias entre tener por no interpuesta la 
demanda, el desechamiento de la misma, el 
desistimiento y el sobreseimiento_ 

Son conceptos niuy similares en ciertos aspectos lo que 

produce que a veces llegue a confundirse uno con otro: sin embargo, 

cada uno cuenta con notas muy características que los hacen 

diferentes. Tanto el desechamiento como la no interposición de 

demanda producen el efecto de no dar trámite a la demanda. en 

distintas formas pero al fin y al cabo los dos autos no permiten que 

se le de curso a la demanda. Tienen otra caracteristica común que 

estos dos autos se dan antes de la admisión o cuando menos en 

puridad metodológica asi deben darse. 

Lo que distingue a cada una de estas resoluciones son los 

motivos y razones de las que derivan pues mientras el 

desecharniento deviene de un análisis de la acción de amparo en el 

cual se concluye que la misma es improcedente y por lo tanto no es 

permisible dar siquiera trámite a la solicitud de amparo. el tener por 

no interpuesta a una demanda es consecuencia de la omisión a 

desahogar una prevención dentro del término que le haya sido 

concedido, o en su caso, de haberla desahogado incorrectamente. 

Otra característica que los distingue es que el tener por no 

presentada una demanda da la opción a la parte quejosa de poder 

volver a promover su demanda satisfaciendo los requisitos por los 

cuales fue prevenido, siempre y cuando esté en tiempo y aun no se 

tenga por consentido el acto, contrario a lo que sucede cuando se 
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desecha la demanda. pues como explicamos en el apartado que 

antecede ya no se puede volver a intentar la misma acción a través 

de otro amparo. pues en el desechamiento operan improcedencias 

de tipo absoluto por lo que al haber quedado firme un auto de 

desechamiento no es permisible volver a interponer otra demanda de 

amparo reclamando los mismos actos, pues se debe considerar que 

ya fueron materia de una resolución de amparo que tiene efectos de 

cosa juzgada, pues de no ser así se produciría una cadena de juicios 

de amparo interminables lo cual va en contra de la finalidad del juicio 

de amparo. 

Dentro de la doctrina procesal el desistimiento ha sido 

considerado como la abdicación al ejercicio de una acción, el 

abandono de una instancia o de la reclamación de un derecho: y se 

ha examinado distinguiendo entre el desistimiento de la acción. de la 

instancia o del derecho. 

El desistimiento que contempla la fracción 1 del articulo 74 

transcrita, constituye 

derecho del sujeto. 

constitucionalidad de 

una abdicación o renuncia a la potestad o 

para que el órgano de control de la 

los actos de autoridad. ejerza su actividad 

jurisdiccional en un caso concreto y determinado; implica. por tanto. 

un desistimiento de la acción. como ha sido reconocido dentro de la 

doctrina del juicio de amparo"'. 79 

Debemos en principio precisar que el desistimiento tal y como 

lo contempla la fracción citada con antelación únicamente pude darse 

de manera expresa. ya que literalmente dicho precepto dispone: 

79 Ver ejecutoria de la tesis de jurisprudencia por contradicción P/J.3/96, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo 111, Febrero de 1996, página 22. 
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.. Artículo 74. Procede el sobreseimiento: 
l. Cuando el agraviado desista expresamente de la 

demanda". 

Así las cosas, debemos considerar que el desistimiento 

únicamente puede darse de forma expresa~ es decir, mediante un 

escrito debidamente firmado y ratificado por el quejoso ante el 

órgano jurisdiccional que conoce del amparo. 

No obstante lo anterior para algunos tratadistas el 

desistimiento también puede darse de forma tacita cuando por 

alguna razón el quejoso no desahogue alguna prevención que se le 

formule y se tenga por no interpuesta la demanda; sin embargo, 

desde mi perspectiva ello no es técnicamente correcto parque son 

muy diversos en sus efectos dichos conceptos, ya que mientras en el 

desistimiento de la demanda se renuncia a la acción ejercitada en la 

misma en la no interposición de la demanda se puede volver a 

intentar la misma acción vía otro juicio de amparo. 

Respecto a este punto resulta de gran ayuda el contenido del 

criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Circuito, que obra como anexo 16. 

En el desistimiento la acción se destruye, ya .no puede volver 

hacer ejercitada, pues se consideran actos consentidos además de 

que los actos reclamados ya serian materia de otro juicio de amparo. 

El desistimiento puede expresarse en cualquier momento hasta antes 

de que cause ejecutoria la sentencia. Tomando en cuenta lo 

expresado resultaría más adecuado hablar de un desistimiento de la 

acción y no de la demanda en el juicio de amparo. 

'T'r:'"!c:' ro•~ 
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El desechamiento se distingue del desistimiento muy 

fácilmente. pues aunque ambos tienen como consecuencia la 

destrucción de la acción intentada. e 1 primero es causado por una 

improcedencia. es decir es el desenlace de ésta y el desistimiento es 

una causa del sobreseimiento. en otras palabras el primero es un 

efecto y el segundo es una causa. 

El desechamiento como ya dijimos es muy similar al 

sobreseimiento, ambos son consecuencias de haberse detectado en 

el caso a estudio causas de improcedencia, aunque los distingue que 

dichos proveidos son dictados en distintos momentos el 

desechamiento es antes de la admisión de la demanda, aunque 

puede haber casos en que en el mismo proveido se desecha en 

cuanto a unos actos y se admite por otros, y por otro lado el 

sobreseimiento puede ser dictado en cualquier momento de la 

tramitación del juicio e incluso en 1 a sentencia antes de a bordar e 1 

fondo del asunto. 

Pero no sólo eso los cataloga como diferentes uno del otro 

también el desechamiento al dictarse por existir una improcedencia 

notoria y manifiesta desde mi punto de vista su improcedencia debe 

tratarse de una de las llamadas absolutas, lo que ternaria 

improcedente un juicio posterior y el sobreseimiento puede dictarse 

aun con improcedencias relativas. que por consecuenc.ia ,no pueden 

configurar cosa juzgada. 
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CAPÍTULO 111 
CAUSAS DE IMPROCEDENCIA. 

3.1 Concepto de improcedencia. 

Es de explorado derecho que, una vez ejercitada la acción de 

amparo, la autoridad judicial competente puede pronunciarse en 

diversos sentidos: 

a) Declarar improcedente la acción de amparo a través de un 

auto de desechamiento de demanda. o en su caso, mediante el 

dictado del sobreseimiento respectivo. 

b) Declararla procedente y entrar al estudio del fondo del 

asunto y posteriorn1ente otorgar la protección de la justicia federal o 

en su caso negarla. esto claro después de haber realizado el examen 

sobre la constitucionalidad del acto o ley reclamado. 

Ahora bien. sobre el concepto de improcedencia existen varias 

definiciones. En primer termino el vocablo improcedente refiere que 

no se está conforme a derecho. aduce a algo que es infundado. 

extemporáneo e inadecuado. 80 

De acuerdo al Diccionario enciclopédico Ouillet. improcedencia 

significa "falta de oportunidad. de fundamento o de derecho". Según 

la niisma obra improcedente se le denomina a lo "no conforme a 

derecho, lo inadecuado o extemporáneo'". 81 

Martín Alonso. manifiesta que: ··improcedencia deriva de in y 

procedente. en términos gramaticales significa falta de oportunidad, 

ENCARTA MICROSOFT 2001, significado de la 

Ouillet, Tomo VII, 13ª ed.,Ed1tonal Cumbre, S.A., 
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de fundamento o de derecho. Improcedente será lo no conforme a 

derecho. lo inadecuado o extemporáneo".82 

El maestro Arellano García, expresa que: "la palabra 

improcedencia es una palabra compuesta del prefijo "im" y del 

sustantivo "procedencia". El prefijo "im" equivale al prefijo "in", [ .... ] se 

utiliza en sentido negativo; por tanto. cuando antecede a 

"procedencia". significa que no hay procedencia en el amparo".83 

En su significado forense, la expresión procedencia a lude al 

fundamento legal y oportunidad de una demanda, petición o recurso. 

según el Diccionario de la Real Academia Española.84 

"La improcedencia en el juicio de amparo es la institución 

jurídica procesal en Ja que, por razones previstas en la Constitución. 

en la Ley de Amparo o en la jurisprudencia obligatoria, se desecha Ja 

demanda o se decreta el sobreseimiento, sin resolver la cuestión 

controvertida constitucional planteada". 85 

El ilustre jurista Ignacio Burgoa, sobre el concepto de 

improcedencia apunta lo siguiente: "En el ámbito de la abstracción, Ja 

improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que 

ésta. en su concepción genérica, logre su objeto. es decir la dicción 

del derecho sobre Ja cuestión de fondo o substancial que su 

imaginario ejercicio platea. En la realidad juridica. empero, la 

improcedencia de cualquier acción especifica se manifiesta en que 

82 ALONSO. Martin. "'Encicloped1a del idioma". Tomo 11, Tercera reimpresión. 

~g~:~~~oMi~~c~R1iCL1A~02~5.:RciA, Carlos. "El juicio de amparo ... 3ª ed .• EdiÍÓrial 
Porrúa. S.A .. México. 1997, p. 592. 
84 Dicc1onario de la Lengua Española. Real Academia Española, 19ª ed., Madrid, 

~p~g·J'LL~~~ GARCiA Carlos. "El Juicio de Amparo". op. cit .. p. 593. 

----------------------··-----



126 

ésta no consiga su objeto propio, o sea. en que no se obtenga la 

pretensión del que ejercita y precisamente por existir un impedimento 

para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva dicha 

cuestión". 8
G 

Para definir un concepto debe atenderse a las características 

que posee la cosa u objeto a delimitar sin soslayar los aspectos 

peculiares que lo distinguen de otros similares. 

Para la elaboración del concepto de improcedencia debemos 

tener en consideración varias notas distintivas de ésta. En primer 

término. como ya lo sostuvimos en párrafos que anteceden las 

causales 1mprocedenc1a f)rovocan que la acción de amparo no 

prospere o éJlc;1ncc su objetivo, la mayoría de las veces 

destruyéndola o a veces sólo retrasélndola, lo que refleja una idea de 

que las hipótesis de improcedencia son excepciones o delimitaciones 

a la prosecución de la acción de amparo. 

Otra de sus características, que es la de que el tribunal que 

este conociendo del asunto debe examinarlas de oficio, tal y como se 

establece en la parte final del articulo 73 de la Ley de Amparo. Ello 

no significa que el juzgador tiene que verificar en su sentencia todas 

las causales de in1procedencia, lo que se hace, de acuerdo a la 

técnica jurídica. en la elaboración de este tipo de resoluciones es que 

el juzgador sólo examine la hipótesis o hipótesis de improcedencia 

que operen en el caso; si no estima que aparezca alguna de estas 

excepciones entonces no tendrá obligación de realizar un examen en 

su sentencia excepto que las partes hayan invocado algunas 

causales de improcedencia. pues entonces el órgano que conoce del 

66 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. "El Juicio de mparou, oµ. cil., p.-iizi-----
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amparo sí deberá analizar dichas causales exponiendo las razones 

por las cuales las estima fundadas o en su caso porque las 

desestima. 

Como se ha precisado. la consecuencia de detectar en un 

asunto una causa de improcedencia es que se dicte un auto de 

desechamiento de demanda o uno de sobreseimiento. este último 

también puede ser emitido en sentencia. En otras palabras pudiera 

decirse que una improcedencia impide el examen de la acción 

intentada. Es decir. el juzgador haya una imposibilidad jurídica para 

analizar la pretensión de la parte aclara en el amparo que es 

conocida como agraviada. 

También debemos tener en cuenta que existen varios tipos o 

clases de improcedencias, las más comunes son las que se 

encuentran en la Ley de Amparo; sin embargo, existen otras que se 

encuentran en la Constitución y otras en la jurisprudencia, de las 

cuales hablaremos en el apartado siguiente. Debo precisar que 

existen otras clasificaciones de las causas de improcedencia aunque 

la señalada es la más común. 

Una más de las características de la improcedencia es que se 

configuran por la ausencia o la indebida configuració.n _de_· los 

presupuestos de la acción de amparo y de los ¡::iresupuestos 

procesales, pues sin estos el proceso carecería de validez formal 

como lo señala Couture. El ministro Gudiño Pelayo · sobre el caso 

menciona: "'La improcedencia en el amparo, de acuerdo con Jo 

expuesto, consiste en Ja imposibilidad del juzgador para conocer y 

resolver lo relativo a la constitucionalidad de la ley o acto reclamado, 

por no encontrarse satisfechos los requisitos que exige la ley para la 
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existencia de fa acción de amparo. [ ... ] Es fa ausencia o fa indebida 

configuración de los presupuestos de la acción de amparo· lo que 

origina y explica las causas de improcedencia en el juicio de 

arnparo".87 

En conclusión, tratando de dar una definición~-: de"· este 
... _,., ; ' 

concepto podemos decir que las causas de irnproc~der:wcia son 

limitaciones jurídicas establecidas en la Constitución,'en la Ley 

de Amparo y 1 aj urisprudencia. que son e xa~inadas de oficio 

por el juzgador y que impiden que · púeda ·. ;;;~tlldla~,;.e la 

pretensión de la parte actora y que traen cómo con~ecu~·nC¡a el 

desechamiento de la dem.;nd.; o el sobreseimien.to del asunto 

por no configurarse adecUadamente los presupuestos de· la 

acción o del proceso. 

3.2 Tipos de improcedencia. 

Las causales de improcedencia en el juicio de amparo derivan 

de tres fuentes la Constitución, la Ley de Amparo y la jurisprudencia, 

aunque debemos decir que en muchas de las ocasiones las hipótesis 

de improcedencia establecidas en la ley de la materia, son recogidas 

en los criterios jurisprudenciales y algunas otras veces son tomadas 

de nuestra Ley Fundamental. 

Asi pues, existen varias clasificaciones de las causales de 

improcedencia, la más conocida es la que divide a éstas en 

constitucionales, legales y jurisprudenciales. Aunque otros autores 

GUDIÑO PELAYO. José de Jesús. "Introducción al amparo mexicano". 3ª ed., 
Grupo Noriega Editores. México. 1999, p. 164. 
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como Octavio A. Hernández, prefieren dividirla en natural, 

constitucional. legal y jurisprudencial.88 

Este autor define como improcedencia natural a "aquella que 

proviene de la existencia de una circunstancia que por si rnisma 

impide que pueda pedirse amparo". Cita como ejemplo de esta 

improcedencia a la establecida en la fracción 1 del artículo 73 de la 

Ley de Amparo. 

Improcedencia constitucional "Es aquella que proviene de la 

realización de un supuesto previsto por la Constitución". 89 

Improcedencia legal "Es aquella que proviene de la Ley 

Reglamentaria de los articulas 103 y 107 de la Constitución (Ley de 

Amparo). que al señalar las causas de improcedencia tiene como 

limite obligatorio la constitucionalidad o la naturalidad de ellas". 9 º 
Improcedencia jurisprudencia! "Aquella que determina el Poder 

Judicial Federal (articulo 73, fracción XVIII de la Ley de Amparo)'91 

Aunque en esta definición el autor aludido señala la fracción 

XVIII del articulo 73 de la Ley de Amparo, debemos decir que las 

improcedencias que señala dicha fracción, por razón de método, las 

trataremos de forma independiente a las que se encuentran 

establecidas en la jurisprudencia, las cuales no son otra cosa que las 

causas de improcedencia emitidas en los diversos criterios de los 

órganos del Poder Judicial de la Federación, que. se encuentran 

facultados para elaborar la jurisprudencia de conformidad con los 

artículos 192 y 193 de la ley de la materia. Entre éstas encontramos 

88 
Consultar HERNANDEZ Octavio A .. ··curso de amparo", 1º ed .• Editorial Porrua . 

.;%·'id~~~·~~·7~983. pi:lg. 236. 

~0 lbidem p. 238. 
91 

HERNANDEZ Octavio A., .. Curso de amparo", op cit, pág. 257. 
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que el juicio de amparo es improcedente contra actos futuros e 

inciertos, contra actos derivados de otros consentidos, etc. 

De acuerdo a las reflexiones efectuadas durante la realización 

del presente trabajo y de los autores consultados, hemos llegado a la 

conclusión de que pueden realizarse diversas clasificaciones de las 

causas de improcedencia, las cuales se muestran en el siguiente 

cuadro: 

1. Por el lugar donde se encuentran establecidas, tenemos a las 

constitucionales, las legales y las jurisprudenciales. 

2. Por su origen. podemos dividirlas en naturales, cuando la 

causa de improcedencia obedece a una circunstancia 

contraria a la naturaleza del amparo, por ejemplo cuando se 

solicita amparo contra actos de particulares y procesales, 

cuando la causa de improcedencia emerge durante el 

proceso. 

3. Por la forma en que operan se dividen en absolutas y 

eventuales, de forma absoluta, ya sea en atención a la índole 

de la autoridad contra la cual pretendiera intentarse el juicio. o 

bien a la naturaleza del acto reclamado, y eventuales cuando 

únicamente se configuran por determinadas circunstancias 

que acontecen en el curso de procedimiento, es decir, se trata 

de juicios que normalmente habrían procedido de no ser por 

las circunstancias que casualmente los tornaron 

improcedentes, ejemplo cuando la autoridad responsable deja 

sin efectos e 1 a eta reclamado 1 o que produce que e esen 1 os 

efectos del acto combatido. 

4. Por el momento en que se advierten, puede ser al momento 
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de estudiar la demanda o durante el proceso e incluso en la 

sentencia. 

5. Por las consecuencias que pueden acarrear. el 

desechamiento de la demanda. el sobreseimiento fuera de 

audiencia constitucional o la declaración del sobreseimiento 

del juicio en Ja sentencia. 

6. Por los presupuestos de la acción o del proceso con que se 

encuentran vinculadas. se dividen tomando en consideración: 

La autoridad responsable, el acto reclamado, perjuicio, 

definitividad del perjuicio. ausencia de quejoso, etc. Por 

ejemplo, en el caso de la improcedencia contra actos de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, el presupuesto que 

no se configura adecuadamente es el de la autoridad 

responsable, pues dicho tribunal no puede quedar sometido a 

ninguna jurisdicción de un tribunal de menor jerarquía. 

7. Por la forma en que son demostradas, las podemos dividir en 

tres: Para dar lugar al desechamiento deben acreditarse de 

manera plena e indubitable; para el sobreseimiento de forma 

fehaciente y cuando se advierten sólo presuntivamente no 

pueden tenerse como actualizadas en la especie. 

3.3 Oficiosidad en el análisis de las causas de 

improcedencia. 

Dentro de la estructura de este medio de control constitucional 

se encuentra la obligación del juzgador de efectuar un examen sobre 

la existencia de las causas de improcedencia en cada caso que se 

somete a su conocimiento. Es de explorado derecho que, no en 
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todas las clases de juicios es permisible realizar de oficio el análisis 

de los presupuestos procesales sino únicamente en aquellos en los 

cuales se encuentra expresamente autorizado por sus códigos y 

leyes. Cuando no es permitido de acuerdo a la legislación que rige en 

la materia, el órgvno jurisdiccional únicamente se limita a 

examinarlos en via de excepción. es decir, sólo cuando le es 

invocado por las portc~s 

En el ¡urc10 de gé'1ranli!'.1s In nusencia o la indebida 

configuración de los pn.:!supucstos proces¿:1fes y los de la acción son 

examinados ;i travós de las causales de 1mprocedencia. La 

autorización pélra cfcctu;-ir el anrilisis of1c1oso de lo improcedencia se 

encuontrCJ c~stablcc1du en tres diversos artículos de la Ley de 

Amparo. estos son: 73 in fino. 145 y 147. 

··Artículo 73 El juicio cie arnpCJro es irnproceciente. 
{ . .} 
Las cuusDles de unprocedencia, en su caso. deberiJn ser 

oxarninadus de oficio" 
·Articulo 1-4-5. El Juez de Distrito exanJinara ante todo, el 

escrito de dcrnanda; y si encontrase n1otivo rnanifiesto e indudable 
cic irnprocedencin. la closcchar;j de plano. sin suspender el acto 
reclarnado ·: 

.. Articulo 1~17 Si el Juez de Distrito no encontrare rnotivos de 
lf11proceder1cia. o se hubiesen llenado los requisitos on1itidos. 
acln11tuá fa cfcrnanda. y en el núsrno auto. pedirá inforrnes con 
justificación a tas autoridades responsables y hará saber dicha 
dvrnanda al /t..}rcero perjudicado. si lo hubiere. serla/ara el día y hora 
para fu .... _ 

En la práctica el juzgador únicamente realiza el estudio en la 

sentencia de las causas de improcedencia que a su criterio se 

configuran y si a su criterio no se advierte alguna pasa directamente 

al estudio del fondo del asunto. Ahora bien. en el caso de que las 
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partes invoquen causas de improcedencia y una de esta resulte 

fundada el órgano jurisdiccional únicamente se avocará a estudiar la 

improcedencia que opere en el caso; sin embarga. en el supuesto de 

que no se compruebe Ja existencia de ninguna de las causales 

invocadas el juez debe, en su resolución, exponer las razones por las 

cuales estima que no operan en la especie y después estudiar los 

conceptos de violación. Debo precisar que antes de todo el juzgador 

debe verificar su competencia y la existencia del acto reclamado. 

La doctrina a criticado severamente a los criterios judiciales 

establecidos con respecto a este tema, pues la mayoría de los 

tratadistas arguyen que la oficiosidad del análisis de la 

improcedencia no debe justificarse en "el orden público". 

El maestro Carlos Arellano García, sobre el tema expresa lo 

siguiente: "Se expresa como razón de la operancia de oficio de ta 

improcedencia el orden público. En el orden público encontramos 

una preeminencia de los intereses colectivos sobre los individua/es. 

Por tanto, el fundamento de la oficiosidad de la improcedencia está 

en la prevalencia de los intereses colectivos sobre los individuales. 

Consideramos que hay razones lógicas que fundarnentan 

cada causa de improcedencia pero, independientemente de esas 

razones. la improcedencia ha de producirse, aún oficiosamente, en 

atención a que la Constitución, la ley o la jurisprudencia hacen 

obligatoria esa improcedencia, sin exigir como requisito que la parte 

interesada lo haga valer. En otros términos, la improcedencia opera, 

y es oficiosa porque su fundamento está en la norma que le sirve de 
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apoyo y que fija la irnprocedencia cuando se den los supuestos de 

hecho previstos en la norma jurídica"- 92 

Arturo González, refiere que la oficiosidad del sistema se debe 

a otras razones, "por ejernplo: al hecho de que en todo juicio lo 

prirnero que tiene que hacer quien lo falla es estudiar y determinar si 

la acción procesal existe y si fue concretamente ejercitada, y sólo 

una vez que se ha analizado esto, se presenta el problerna de fondo, 

es decir, el relativo a la comprobación de la acción y de las 

excepciones. O bien, porque la facultad de averiguar oficiosamente la 

procedencia de la acción. está prevista en forma expresa por los 

artículos 145 y 179 de la Ley de Amparo, que obligan a los órganos 

jurisdiccionales (Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados) al 

examen previo de la procedencia de la demanda de amparo y a 

dictar, de oficio, el auto de desecharniento si ésta resulta 

improcedente, o en su caso, el de su aceptación".93 

El ministro Gudiño Pelayo, alude a una justificación que nos 

parece un poco más convincente que las anteriores. el menciona 

que: "La procedencia del amparo, por referirse a los presupuestos de 

la acción de amparo, es de estudio preferente porque de acuerdo con 

Von Bulow, constituyen la materia del procedirniento previo. 

{ ... ] 

El principio es indiscutible. congruente con la naturaleza de los 

presupuesto procesales, ya sean del proceso en estricto sentido o de 

la acción, como ha quedado expuesto; en lo que no acierta la 

92 ARELLANO GARCÍA Carlos. ~El Juicio de Amparo". op. cit .. p. 624. 
93 GONZÁLEZ COSiO, Arturo. "El Juicio de Amparo", 5ª ed. Actualizada, Ed. 
Porrúa, S.A., México, 1998, p. 114. 
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jurisprudencia es en el porqué, esto es, en la razón en que descansa 

el principio. 

{ .. .} 

Por otra parte, sólo a través de la doctrina de /os presupuestos 

procesa/es puede explicarse y justificarse que el estudio de las 

causales de improcedencia o de sobreseimiento se haga de oficio y 

previo al estudio del fondo del amparo, esto es, de la 

constitucionalidad o inconstituciona/idad de la ley o acto 

reclan1ado ". 94 

En efecto a nuestro juicio resulta indispensable realizar el 

examen de las causas de improcedencia antes de estudiar el fondo 

del asunto, pues a través de ellas se examinan los presupuestos 

procesales y de la acción de amparo, con este análisis se advierte la 

ausencia o la indebida configuración de este tipo de elementos 

procesales. 

Uno de los problemas más interesantes que presenta este 

sistema oficioso es el hecho de que para algunos autores este 

principio de oficiosidad. en segunda instancia se contrapone con otro 

principio que es el de estricto derecho. 

Esto es asi, ya que la fracción 1 del articulo 91 de la Ley de 

Amparo. literalmente establece: 

"El tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de 
Justicia o los Tribunales Colegiados de Circuito, al conocer de los 
asuntos en revisión. observarán las siguientes reglas: J. Examinarán 
únicamente los agravios alegados contra la resolución recurrida; pero 
deberán considerar los conceptos de violación de garantías omitidos 

94 GUDIÑO PELAYO. José de Jesús. "'Introducción al amparo mexicano", op. cit., 
pp. 171- 173. 
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por el inferior, cuando estimen que son fundados los agravios 
expuestos en Ja resolución recurrida". 

Diversos autores señalan que de acuerdo a los establecido en 

dicho numeral si la sentencia impugnada mediante el recurso de 

revisión estudio el fondo del asunto, es decir si amparó o negó la 

protección constitucional, el órgano que conoce del recurso no puede 

examinar las cuestiones de improcedencia excepto si se alegó en el 

escrito de interposición del recurso. Señalan además que 

únicamente, en revisión. se pueden examinar de oficio cuestiones de 

improcedencia en el caso de que la sentencia reclamada haya 

sobreseído en el juicio. 

3.4 Improcedencias constitucionales. 

Como ya se apuntó las causas de improcedencia se 

encuentran establecidas en diferentes preceptos y precedentes 

judiciales. En este apartado estudiaremos las hipótesis de 

improcedencia que se encuentran en la Constitución. Este tipo de 

improcedencias normalmente están contenidas en los arábigos 103 y 

107 de la Constitución, las cuales si bien es cierto no se encuentran 

literalmente establecidas, tal como ocurre en las fracciones del 

articulo 73 de la Ley de Amparo, si se obtienen de una interpretación 

en sentido contrario. Para ejemplificar esto podríamos basarnos en lo 

que señala la fracción 1 del articulo 107, que consagra uno de los 

principios básicos del juicio de amparo: 

"Articulo 107. Todas las controversias de que habla el articulo 
103, se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico 
que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes: 

l. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte 
agraviada". 

l T i;-0"10 f'QN ----: 
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De una interpretación en sentido contrario. se obtiene que una 

persona que no haya sido afectada por el acto reclamado no puede 

solicitar la protección de la justicia federal; por lo tanto, la demanda 

que interponga será improcedente y en consecuencia. deberá 

desecharse, o en su caso. sobreseerse el juicio. 

Casi por lo regular los principios y reglas que contienen los 

articules 103 y 107 de la Ley Fundamental, son recogidos y 

pormenorizados por 1 a Ley de Amparo, por 1 o que 1 as ca u sales de 

improcedencia instauradas en los citados preceptos las estudiaremos 

conjuntamente con las improcedencias legales y las que se obtienen 

de la relación armónica de la fracción XVIII del articulo 73 de la Ley 

de Amparo. con diversos preceptos, y aquí sólo nos avocaremos a 

las improcedencias insertas en los demás artículos de la 

Constitución. 

'"El caracter distintivo de la improcedencia constitucional 

estriba en que esta se consigna por modo absoluto y necesario para 

todos aquellos casos concretos que puedan enmarcarse dentro de la 

situación abstracta establecida en la Ley Fundamental, sin que la 

actitud asumida por e I particular frente al acto de autoridad que I o 

agravie la determine". 95 

A) El articulo 33 Constitucional, que en la parte conducente 

establece que '" ... el Ejecutivo de la Unión tendra la facultad exclusiva 

de hacer abandonar el territorio nacional, inmediatamente y sin 

necesidad de juicio previo, a todo extranjero cuya permanencia 

juzgue inconveniente". De lo anterior tenemos que, de manera 

95 BURGOA ORIHUELA. Ignacio. "El Juicio de Amparo", op. cit., p. 448. 
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expresa y como excepción al principio de legalidad cons3grado en el 

párrafo segundo, del artículo 14 Constitucional, la disposición que se 

analiza determina la improcedencia genérica de cualquier juicio 

previo, incluyendo el de amparo. Esta salvedad se debe al poder de 

discrecionalidad que en esos asuntos ostenta el Poder Ejecutivo 

Federal. Cabe nclar~n que no obstante tal mandato constituc1onal 

existen critenos que el ampélro indirecto es procedente contra la 

deportación. tal e on10 se a dv1erte en el precedente q uc obra en el 

anexo 17 

B) Es de exploré1do derecho que en materia electoral no es 

procedente el 1uic10 de amparo. consecuentemente. el articulo 60 de 

la Constitución. exprcs<i que las resoluciones de las Salas 

Regionales del Tribunéll Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

podrán ser revisadas cxc\us1van1ente por la Sala Superior del Propio 

Tribunal, a través dr~I rnedio de 1n1pugnación que los partidos 

políticos podri1n interponer únicamente cuando por los agravios 

esgrimidos se pueda n1odific;:H el resultado de la elección, los fallos 

de la Sala seran definitivos e inatacables. El amparo también es 

improcedente contra lc:is resoluciones del Instituto Federal Electoral. 

ya que el artículo 41 en su fracción IV. preceptúa lo siguiente: "'La 

renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará 

mediante e lecciones I ibres. auténticas y periódicas. e onforme a I as 

siguientes bases. {. .} IV Para garantizar los principios de 

constitucionalidad y legalidad de tos actos y resoluciones electora/es, 

se establecerá un sisten1a de medios de impugnación en los términos 

que señalen esta Constitución y Ja ley. Dicho sistema dará 

definitividad a las distintas etapas de Jos procesos electorales y 

1·T'--:~s •::oi~ 
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garantizará la protección de /os derechos políticos de tos 

ciudadanos de votar. ser votado y de asociación. en los términos del 

articulo 99 de esta Constitución". La justificación de que el juicio de 

amparo no sea procedente contra resoluciones de indole electoral 

esencialmente estriba en que estas versan sobre derechos politices y 

no sobre garantías individuales que es lo que protege el juicio de 

amparo. Aunque existen criterios judiciales que establecen algunas 

salvedades. 

C) Con relación al juicio politice previsto por el articulo 11 O de 

nuestra Constitución, debe decirse que las declaraciones y 

resoluciones que las Camaras de Diputados y Senadores que 

respecto a esta índole lleguen a emitir son inatacables: lo que 

significa que deviene improcedente el juicio de garantías. 

D) El articulo 111 de nuestro Maximo Cuerpo de Leyes. al 

igual que el 11 O. establece el procedimiento a seguir para fincar 

responsabilidad penal en contra de los Diputados y Senadores del 

Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral, los Consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios de 

Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Diputados 

de la Asamblea del Distrito Federal. el Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal, el Procurador General de la República y el Procurador 

General de Justicia del Distrito Federal, así como el Consejero 

Presidente y los Consejeros Electorales del Consejo General del 

Instituto Federal Electoral, por la comisión de algún delito durante el 

tiempo de su encargo, y contra las resoluciones o declaraciones de 
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FALLA DE OFJGEN 
~~-~--~~~~~..J 



140 

las Cámaras de Diputados o Senadores que respecto a estos tópicos 

emitan tampoco procede el juicio de amparo. 

E) El articulo 89. fracción 11 de la Constitución. consagra otro 

caso de inmunidad de poder, ya que señala literalmente lo siguiente: 

"Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presidente son 
/as siguientes: 

[. . .] 
11. Nombrar y remover libremente a los secretarios del 

despacho, remover a los agentes diplomáticos y empleados 
superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a los 
demás empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no 
esté determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes". 

F) El penúltimo párrafo del articulo 100 de la Constitución 

Politica de nuestro país, consigna que contra las decisiones del 

Consejo de la Judicatura Federal serán definitivas e inatacables y por 

ende no procede juicio o recurso alguno en su centra, excepto 1 as 

que se refieran a la designación o remoción de los jueces o 

magistrados las cuales podrán ser revisadas. por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. 

Antes de la reforma constitucional del 6 de enero. de 1992, 

existían otras dos improcedencias del JUICIO de amparo, una 

consagrada en la fracción XIV del articulo 27 constitucional y otra en 

la fracción 11 del articulo 3º, las cuales respectivamente. señalaban 

que el juicio de amparo era improcedente: 

a) Contra resoluciones dotatorias o restitutorias de ejidos o 

aguas dictadas a favor de los pueblos, cuando afecten predios que 

excedan de la extensión de la pequeña propiedad agrícola o 

ganadera. 

'f''r.'~IS CON 
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b) Cuando el acto reclamado estribe en cualquier resolución 

que niegue o revoque la autorización que deba expedir o haya 

expedido el Estado a favor de los particulares para impartir 

educación en los tipos y grados a que se refiere ·e1 articulo 3º ·del 

Código Fundamental. 

3.5 Improcedencias legales. 

En este apartado se procede a realizar el estudio, de las 

improcedencias establecidas en las primeras diecisiete fracciones del 

articulo 73 de la Ley de Amparo. El estudio de la última fracció_n lo 

realizaremos en un apartado posterior. 

A) La fracción 1, del referido precepto legal establece que 

el juicio de amparo es improcedente contra actos de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación; esto es así. porque al ser ésta el 

máximo tribunal federal de nuestro pais, sus resoluciones no están 

subordinadas ni pueden ser objeto de análisis por parte de otro 

órgano de poder, debemos recordar que de acuerdo a la 

normatividad que nos rige a un inferior nunca le es dable controlar los 

actos de su superior. Sus resoluciones no son impugnables en 

amparo porque tendría que existir un órgano revisor de los actos de 

nuestra Suprema Corte, lo que provocaría una cadena interminable 

de juicios que provocarían que no existiera certeza jurídica en 

nuestro régimen jurídico. Es necesario que exista un órgano que 

"'diga la última palabra"', es decir, que tenga la facultad de decidir 

como última instancia y que sus resoluciones tengan efectos de cosa 

juzgada. Siendo importante precisar que por las anteriores razones, 

i TESIS CCN L FA~!-~ __ I2_E ORIGEN 
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es improcedente el juicio de garantías contra las resoluciones 

dictadas por el propio Presidente del referido Tribunal Federal. 

No debemos soslayar que los Tribunales Colegiados de 

Circuito en ocasiones también fungen como tribunal supremo, pues 

sus fallos son irrecurrihles sr:ilvo ciertas excepciones. En el proyecto 

de nueva Ley de Arnraro elaborado en m;::iyo de 2001. ya se 

especifica en su articulo 59, que el JUicio de an1paro es improcedente 

contra las resoluciones de estos órganos en mntcna de an1paro 

B) En la fracción 11 del citado precepto legal, se establece 

que el juicio de garantías es improcedente contra resoluciones 

dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas. 

Esta fracción se refiere a todos los proveidos y resoluciones emitidos 

en el juicio de arnpriro. tanto en lo principal como en los incidentes. 

Esta improcedencia es justificable porque si la resolución dictada en 

un juicio do amparo dicré1 origen a otro, se 1nici;:iria una cadena 

interminable de amparos. lo que generaria inseguridad jurid1ca. sobre 

todo si se porte de In premisa que en la propia ley de la materia. se 

establecen los recursos que. en su caso, se pueden hacer valer por 

las partes en el supuesto do que no estén conformes con una 

resolución de an1paro. 

Existe el criterio de que las actuaciones de los tribunales 

federales en materia de amparo no violan garantías individuales. por 

lo que deviene innecesario someter a la consideración de otro órgano 

de justicia de igual jerarquía las determinaciones de aquéllos. Existe 

la presunción de que los órganos del Poder Judicial de la Federación, 

actúan con estricto apego a la legalidad y constitucionalidad, ya que 

-----~--------....... 
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si no fuese así en que se justificaría que conocieran de este medio 

de control constitucional. 

Ahora bien. es importante señalar que en el supuesto de que 

alguna de las partes no esté de acuerdo con la ejecución o 

cumplimiento del fallo protector de amparo. la ley de la materia 

establece también medios de impugnación que se pueden hacer 

valer. 

Existe cierta complejidad en este punto. ya que no todas las 

veces el amparo que se promueve. contra actos en ejecución de una 

sentencia de amparo. es improcedente. Es imprescindible que se 

determine hasta qué grado queda vinculada la actuación de la 

autoridad responsable con la resolución dictada por el tribunal federal 

de que set rate. es decir, sed ebe tener en cuenta si se 1 e deja a 

aquélla en plenitud de jurisdicción para emitir un nuevo acto. o bien. 

si queda vinculada al fallo de amparo. esto es en que no se les 

devuelve plenamente su jurisdicción y se les indica de qué manera 

deberan apegar su actuación para dar cabal cumplimiento a lo que 

se le ordenó en sentencia ejecutoriada; en el primer caso. sí 

procederia un nuevo juicio de amparo, mientras que en el segundo, 

tendria que interponerse queja por exceso o defecto en el 

cumplimiento de la ejecutoria de amparo. 

Para que exista una mejor comprensión de lo aquí explicado, 

se citan como anexos 18 y 19 algunos criterios judiciales·sobre·e1 

tema. 

Existe otra excepción para la configuración de está 

improcedencia la cual consiste en que un tercero extraño a juicio si 

puede pedir amparo contra resoluciones emitidas en un juicio de 
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garantías. Esto puede ocurrir cuando se omitió durante el juicio 

llamar a un tercero perjudicado, pues de lo contrario quedaria 

indefenso y se contravendria la garantía de legalidad y seguridad 

jurídica. 

C) Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de 

amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en 

primera o única instancia, o en revisión, promovido por el 

mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio 

acto rcclan1;:ido, aunque las violaciones constitucionales sean 

diversas. 

La fracción 111. vcrs.::J sobre la litispendencia. ésta deriva de la 

conjugación de dos vocablos latinos que son /itigium y pendeo. es 

decir etin1ológicamente significa la existencia de un pleito pendiente 

de resolver 

Para que esta excepción se actualice se necesita identidad en 

varios elementos: 

1. 

2. 

La existencia de un litigio anterior que no haya sido 

resuelto por sentencia ejecutoriada. 

Oue en ambos litigios exista identidad en las partes. 

las cosas que se demandan y las acciones 

deducidas. 

En materia de amparo para que se configure necesita que se 

conforme la llamada triple identidad en e 1 quejoso. las autoridades 

responsables y los actos reclamados. Es importante tener presente 

que la actualización de esta causal es independiente de que en 

ambos juicios los conceptos de violación sean diversos. Otro punto 

que no debemos soslayar es el de que las autoridades ejecutoras 

r--- fj"'1:1 t:: .:· -~ ·-: () ~~~--­
F."i..L LA DE ORfGEN 

---------------



145 

pueden ser diversas siempre y cuando la autoridad que ordeno el 

acto sea la misma. La configuración de esta causal se presenta hasta 

antes de que cause ejecutoria el primer juicio, pues de lo contrario 

estaríamos en presencia de la cosa juzgada. 

La consecuencia de que exista litispendencia es que el juicio 

promovido en segundo término será sobreseído. El articulo 51 de la 

Ley de Amparo, en su penúltimo párrafo señala que el Juez de 

Distrito declarado competente, sin acumular los expedientes, 

sobreseer.:3 en el otro juicio, quedando, en consecuencia, sin efecto 

alguno el auto de suspensión dictado en el juicio cuyo 

sobreseimiento debe decretarse. 

Es importante diferenciar entre litispendencia y conexidad, en 

la primera se da un triple identidad de elementos en el amparo y en 

la segunda existe diferencia en los elementos activos y pasivos de la 

acción de amparo. Las consecuencias en la actualización de ambos 

es distinta. en la litispendencia el segundo juicio promovido será 

sobreseído y la conexidad provocara la acumulación de los juicios 

(articulo 57 de la Ley de Amparo) para ser fallados en una sola 

sentencia esto para evitar sentencias contradictorias en asuntos en 

los cuales existe vinculación. 

En los amparos contra leyes es requisito sine qua non para la 

configuración de la improcedencia el hecho de que se reclame el 

mismo articulo de la ley reclamada con anterioridad y se trate del 

mismo acto de aplicación. 

D). Contra leyes o actos que hayan sido materia de una 

ejecutoria en otro juicio de amparo, en los términos de la 

fracción anterior. 
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La fracción IV, es similar a la que acabamos de explicar con la 

diferencia de que en este caso el primer juicio ya ha quedado firme 

por sentencia que ha adquirido la categoria de verdad legal. Para la 

actualización de esta improcedencia también se requiere de una 

triple identidad en el quejoso, las autoridades responsables y el acto 

reclamado. 

No todas las sentencias alcanzan la connotación de cosa 

juzgada sino sólo aquellas que ya no son juridicamente impugnables 

a través de algün medio de defensa. En materia de amparo las 

resoluciones de los Tribunales Colegiados y de la Suprema Corte de 

.Justicia en los recursos de revisión causan ejecutoria por ministerio 

de ley. Las resoluciones de los jueces de distrito causan ejecutoria 

por declaración judicial si dentro de los diez días siguientes no se 

interpone recurso de revisión en contra del fallo. 

La existencia de esta improcedencia tiene como finalidad 

evitar que se pronuncien sentencias que puedan ser contradictorias y 

la promoción de nuevos amparos enderezados con idéntico objeto. 

Además. busca que impere la certeza jurídica. 

Existen materias en las cuales las resoluciones que en ellos se 

emitan se encuentran sujetas a cambio, es decir. que no constituyen 

cosa juzgada, pues los parámetros de la resolución pueden ser 

modificados. Esto ocurre en materia de alimentos, custodia de 

menores, ejercicio y suspensión de la patria potestad, interdicción, 

etcétera. 

Se presenta en este tópico u na interrogante cuya resolución 

encierra gran importancia, ¿qJé r~soluciones tienen autoridad de 

cosa juzgada en el juicio de amparo? en principio los teóricos y los 

----·----·---......._ 
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criterios judiciales se inclinaron por decir que únicamente aquéllos 

fallos en los cuales se estudiaba la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de los actos. es decir. únicamente en las que se 

otorgaba o negaba la protección constitucional. Por ende las 

resoluciones en las que se desechaba la demanda o se sobreseía el 

juicio. aún cuando quedarán firmes, no adquirían carácter de cosa 

juzgada. Lo anterior se justificaba esencialmente en dos puntos, que 

son los siguientes: 

1. No puede constituir "cosa juzgada" algo que no fue 

juzgado. 

2. Que los autos de desechamiento que han quedado firmes 

no pueden equipararse a ejecutorias en materia de 

amparo. 

Sin embargo, esta reglamentación que sobre todo tuvo 

vigencia hacia la quinta época, en 1981 sufre una excepción y se 

empieza a desarrollar más el concepto de cosa juzgada, pues la 

Segunda Sala de la Suprema Corte establece que: "Aún cuando por 

regla general una sentencia de sobreseimiento no constituye cosa 

juzgada ni impide, por consiguiente, la promoción de un nuevo juicio 

de garantias. en que se combata el mismo acto. existen casos de 

excepción a virtud de que la causa de improcedencia de cosa 

juzgada opera también por diversas circunstancias, pues ésta no sólo 

se da cuando una sentencia ejecutoria se ha examinado y resuelto 

sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos 

reclan1ados, sino también cuando se ha deterrninado su 

inatacabilidad a través de un juicio de garantias, siernpre que tal 

determinación se haya realizado atendiendo a razones o 
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circunstancias que hagan inejercitable la acción de amparo de rnodo 

absoluto. con independencia del juicio en que tal deterrninación se 

haya efectuado. como ocurre por ejemplo, cuando se ha declarado 

por sentencia ejecutoria que se ha consurnado de manera irreparable 

el acto reclamado. o que han cesado sus efectos, o que dicho acto 

ha sido consentido, o cuando se ha determinado que el acto 

reclamado no afecta los intereses juridicos de la parte quejosa, pues 

estas situaciones no pueden ser desconocidas en un nuevo juicio de 

garantias".96 

Lo anterior evolucionó notablemente los criterios de Jos 

órganos de justicia federal y en la actualidad se sostiene que dicha 

causal se configura aunque el primer amparo haya sido sobreseído. 

Consideró que la causal en estudio debe configurarse aun cuando Ja 

demanda del primer amparo haya sido desechada por improcedente. 

tal como se expresó en el apartado donde se habló de los efectos del 

desecha miento. 

En este punto hemos llegado a Ja conclusión de que el 

concepto de cosa juzgada no debe connotarse como sólo aquel litigio 

en el que se ha estudiado el fondo sino más bien como aquello que 

ha quedado firme y que no puede modificarse. es decir. aduce a la 

inatacabilidad absoluta de una situación jurídica. 

Ejemplo de lo anterior en materia de amparo. se da con el 

sobreseimiento por inexistencia de actos. que no determina Ja 

situación que resuelve de manera absoluta y por ejemplo. si se 

desecha una demanda porque no se reclaman actos de autoridad en 

96 Criterio publicado en el informe de 1981. Segunda Parte. Tesis 148. página 124. 
(Cuando alcanzo el nivel de jurisprudencia se le ª';s::!i!l]Q[!:n~ó!_e~I n!:J.U"LnJau>-5~~::---1 
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este caso si se determina una situación de forma absoluta, es decir. 

la improcedencia que se configuro no cambia, opera de forma 

contundente y por tanto si se pidiera nuevamente amparo en contra 

de los mismos actos y por el mismo quejoso se configurará la misma 

causal que se -adujo en el primer juicio y por supuesto que la de cosa 

juzgada, pues como dijimos se resolvió una situación de forma 

inmutable. 

Cuando se desecha una demanda o se sobresee un juicio 

debido a causas de improcedencia que operan de modo absoluto 

estas resoluciones consideramos que si alcanzan la categoría de 

verdad legal, no sólo porque han quedado firmes sino esencialmente 

porque resuelven una situación jurídica de forma inmutable. 

Consultar el innovador criterio que se encuentra en el anexo 20. 

E) Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del 

quejoso. 

Es principio constitucional que el juicio de amparo sólo puede 

ser promovido por la parte a quien perjudique el acto reclamado, y 

por eso la fracción V de la ley de la materia señala que aquél es 

improcedente cuando éste no afecte los intereses jurídicos del 

quejoso. El concepto de interés jurídico, con algunos matices, ha sido 

tradicionalmente concebido por la jurisprudencia como la existencia 

de un derecho legítimamente tutelado, que ha sido afectado por un 

acto de autoridad. 

Se ha reconocido por los tribunales de amparo que el interés 

jurídico en el juicio de garantías debe acreditarse fehacientemente. 

Es necesario pues que la parte quejosa sea titular de un 

derecho protegido por la norma y que resienta un perjuicio en dicho 
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derecho con el acto de autoridad que reclama. Por perjuicio debe 

entenderse todo menoscabo en la esfera jurídica del gobernado. 

Aunque con la tutela del juicio de amparo al interés legítimo y 

del interés difuso o colectivo. el concepto de perjuicio 

necesariamente se ha ampliado también. (En el capítulo V se realiza 

un breve estudio de este tipo de intereses). 

Necesariamente el interés se compone de dos elementos: 

1. Un derecho tutelado por la norma 

2. Un agravio. que debe ser personal y directo. tal como se 

explicó en el é.1partado en el que estudiamos los principios 

del juicio de éJmp;:iro. 

En la obra "Mélnuel del Juicio de amparo" se cita una parte del 

informe laboral del Presidente do la Suprema Corte correspondiente 

a los años 1972 y 1973. que reza: .. El interés jurídico. reputado con10 

un derecho reconocido por la ley. no es sino lo que la doctrina 

juridica reconoce con el nornbrc de derecho subjetivo. es decir. corno 

facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norn1a 

objetiva del derec/10. En otras palabras. el derecho subjetivo supone 

Ja conjunción en esencia de dos e/ernentos inseparables a saber: 

Una facultad de exigir y una obligación correlativa traducida en el 

deber jurídico de curnplir dicha exigencia, y cuyo objeto, desde el 

punto de vista de su índole. sirve de criterio de clasificación de los 

derechos subjetivos en privados (cuando el obligado sea un 

particular) y en públicos (en caso de que la mencionada obligación se 

impute a cualquier órgano del Estado) ". 97 

97 Citado en el "Manual del Juicio de Amparo~. op cit .. p. 54l.,.·-------------1 
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F) Contra leyes, tratados y reglamentos que, por su sola 

vigencia, no causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite 

un acto posterior de aplicación para que se origine tal perjuicio. 

La razón del establecimiento de esta causal descansa en la 

ausencia de agravio. Las normas son también actos de autoridad con 

las características de ser impersonales, abstractas y generales. 

Estas normas establecen supuestos jurídicos en los cuales la 

conducta de una persona puede encuadrar o no. 

Basados en el concepto de individualización condicionada de 

la norma existen dos tipos de normas las autoaplicativas y las 

heteroaplicativas. Las primeras son las que por su sólo entrada en 

vigor generan un perjuicio para el gobernado, es decir. no requiere 

ninguna conducta de otra autoridad para producir un agravio. Las 

segundas son las que necesitan de un acto de aplicación para 

producir el perjuicio.98 

Esta fracción entonces. viene a establecer que el amparo 

pedido contra normas heteroaplicativas -las que necesitan de un acto 

de aplicación- sin que exista acto de aplicación o antes del acto de 

aplicación es improcedente, pues existe ausencia del presupuesto 

consistente en el agravio personal y directo. Resulta ilustrativa la 

tesis que se cita en el anexo 21. 

G) Contra las resoluciones o declaraciones de los 

organismos y autoridades en materia electoral. La fracción VII. se 

refiere a la improcedencia del juicio de amparo en materia política. 

Esta improcedencia constitucional es recogida por la Ley de Amparo. 

96 Consultar AGUILAR ALVAREZ y De Alba, Horacio ... El amparo contra Leyes", 
Editorial Trillas, México, 1990. 
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Corno se explicó en el apartado correspondiente la razón substancial 

en la que se erige esta causal es que el juicio de amparo fue 

instituido para proteger derechos subjetivos públicos y no por 

violación a derechos politices. Es decir, doctrinalmente se ha dicho 

que el amparo es un medio de control constitucional y no un 

instrumento de control politice. 

La causal de improcedencia se debe también a que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. dada la experiencia histórica 

que ha adquirido ha adoptado una postura discreta en los asuntos 

politices del país evitando así posibles ataques a las facultades de 

los demás poderes. 

Esta hipótesis tiene plena justificación; sin embargo, no es 

universal, ya que contiene cuando menos dos hipótesis de excepción 

que son las siguientes: 

1. El amparo es procedente si la resolución combatida 

además de vulnerar derechos políticos transgrede 

derechos subjetivos públicos. 

2. Cuando se trate de impugnar alguna ley de carácter 

electoral por su inconstitucionalidad, el juicio de amparo sí 

es procedente. pues es evidente que tal ley no emana de 

ningún organismo electoral sino del Órgano legislativo 

federal o local. 

Estas hipótesis que pudiéramos denominar excepciones a 

este tipo de improcedencia son perfectamente entendibles si 

tornamos en cuenta que existe evidente diferencia entre las garantías 

individuales y los derechos políticos. en principio porque de las 

primeras son titulares los gobernados y de las segundas los 
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ciudadanos, y que cada uno de este grupo de derechos cuenta con 

instrumentos procesales mediante los cuales busca su protección. 

Sin embargo, no debemos soslayar que existen garantias 

individuales materiales y formales. Contraponiendo las garantías 

materiales con los derechos políticos vemos la evidente diferencia 

que existe entre ambos, pero en materia de garantías formales como 

son las de legalidad y seguridad juridicas éstas extienden su tutela a 

diversas materias incluyendo la política. 

A este respecto el maestro Ignacio Burgoa. expresa: "No sería 

correcto desde el punto de vista jurídico que determinados derechos 

subjetivos del gobernado estuviesen colocados fuera del ámbito 

preservativo de las n1encionadas garantías de seguridad jurídica, 

puesto que todos los derechos mencionados deben estar protegidos 

por ellas. Excluir algún tipo de tales derechos de la preservación que 

dichas garantías establecen. significaría restringir su alcance 

protector con violación del articulo 1 º de la Constitución de la 

República". 99 

De acuerdo a los razonamientos expresados se llega a la 

conclusión de que deben existir excepciones en la configuración de 

la improcedencia estudiada ya que de no ser así se restringiría el 

manto protector de las garantías de legalidad y seguridad jurídica. 

H) Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso 
Federal o de las Cámaras que lo constituyen, de las Legislaturas 
de los Estados o de sus respectivas Comisiones o Diputaciones 
Permanentes 7 en elección 7 suspensión o remoción de 
funcionariosy en los casos en que las Constituciones 
correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana 
o discrecionalmente. 

99 BURGOA ORIHUELA, Ignacio_ "El .Juicio de Amparo'', op. cit., p. 453. 
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Es otra de las improcedencias en materia política de la cual ya 

hablamos en el tema de las improcedencias constitucionales. En 

efecto, tanto nuestra Ley Fundamental como la Ley de Amparo, 

reconocen que cuando los legisladores federales y locales cuentan 

con la facultad de decidir libre y soberanamente sobre la designación 

o destitución de sus funcionarios. tales decisiones no pueden ser 

impugnadas a través del juicio de amparo. Estamos ante uno de los 

casos de inmunidad de poder. 

Sin embargo. la Corte en este tópico a dejado claro que el 

amparo si sera procedente cuando las autoridades que hayan 

emitido los actos reclamados no cuentan con la facultad de resolver 

soberana y discrecionalmente. 

1) Contra actos consumados de un modo irreparable. 

La teleología del juicio de amparo estriba en restituir al 

quejoso en el pleno disfrute del derecho subjetivo que le fue 

violentado por el acto de autoridad, esto ocurre claro. cuando la 

conducta de la autoridad es de caracter positivo y cuando se trate de 

un acto de índole omísíva el efecto de la concesión del amparo sera 

la de obligar a la autoridad a que respete la garantía individual 

conculcada. Esta es la finalidad del juicio de garantías que se 

encuentra inserta en el arábigo 80 de la Ley de Amparo. 

Sin embargo, debemos tener en cuenta que la substanciación 

y resolución del juicio de amparo, aunque c elérico en relación con 

otro tipo de juicios. debe contar con instrumentos para poder 

conservar viva la materia de litis constitucional, pues de lo contrarío 

devendría inútil la función de control constitucional. Para ello como 

sabemos existen la suspensión de oficio, la provisional y la definitiva, 
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que a su vez, cuentan con elementos para poder hacerse cumplir en 

caso de negligencia de las autoridades. 

Ahora bien, imaginemos que se reclama una orden de visita y 

al momento en que se interpone e 1 amparo ya se efectuó la visita 

domiciliaria. En principio estaremos en presencia de un acto que ha 

consumado todos sus efectos, puesto que la orden ya fue 

materialmente ejecutada. por tanto físicamente la conducta 

autoritaria resulta irreparable, ya que ¿cómo podría repararse la 

garantía de inviolabilidad del domicilio del quejoso si la orden ya ha 

sido terminada de ejecutar? como respuesta a esta interrogante 

tenemos que en esta caso la concesión del amparo devendría inútil y 

estéril. La Corte ha precisado que el juicio de garantías debe tener 

siempre una finalidad práctica y no ser un medio para realizar un 

actividad meramente especulativa. 

Nuestro Máximo Tribunal. ha precisado que en el caso de la 

hipótesis en estudio, debe verificarse si la irreparabilidad es total. 

pues si los actos de las autoridades, aun cuando consumados, 

producen efectos que continúan manifestándose y que son el 

resultado de aquéllos y que pueden desaparecer por la concesión del 

amparo, no hay causa para sobreseer. 

J) Cambio de situación jurídica. (irreparabilidad jurídica). 

Esta fracción al igual que la que antecede se basa en la 

irreparabilidad del acto. con la diferencia de que la anterior hipótesis 

de improcedencia se refiere a una imposibilidad de reparación 

material, física y ésta alude a la imposibilidad jurídica de estudiar la 

inconstitucionalidad del acto reclamado por la existencia de un nuevo 

acto dentro del mismo procedimiento que creó una nueva situación 
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jurídica la cual no puede ser modificada. Es decir. se refiere a una 

irreparabilidad jurídica. 

Una de las razones por las cuales el legislador insertó esta 

causal es para evitar que las sentencias de amparo nulificaran actos 

de autoridad que crearon una nueva situación jurídica dentro del 

proceso y que contarán con una justificación legal y constitucional 

que no fue examinada en la sentencia de amparo y que tal vez si se 

encontraren debidamente fundados y motivados. De ahí la 

importancia de esta hipótesis de improcedencia. 

Como requisitos para que se pueda configurar este tipo de 

improcedencia podríamos citar los siguientes: 

1. Que se este substanciando un procedimiento de índole civil, 

mercantil, laboral, administrativa o penal. 

2. Que dentro de dicho procedimiento el quejoso se encuentre 

en una situación jurídica en virtud del acto reclamado. 

3. Que en el curso del procedimiento se emita una nueva 

resolución que cree una nueva situación jurídica. 

4. Que la nueva resolución sea autónoma, es decir, que no 

exista ninguna relación de causalidad entre el acto reclamado y la 

nueva resolución en razón de que ésta cuenta con validez jurídica 

propia, pues los fundamentos legales y constitucionalesÉon· que se 

apoya son en esencia diversos. 

5. La garantía individual cuya violadó,; se reclam·a. ya no es 

afectada por el acto reclamado sino ahora. lo es· directamente por la 

nueva resolución. 

Existen varios ejemplos de ésta improcedencia en materia civil 

y administrativa: sin embargo, el desarrollo de esta causal se ha 
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suscitado de manera notable en materia penal. El segundo párrafo 

de esta fracción se adicionó el ocho de febrero de mil novecientos 

noventa y nueve. lo que ha acarreado divergencias en su 

interpretación, ya que para algunos juristas con esta reforma. 

contrariamente a lo que con anterioridad a tal adición ocurría (que el 

juicio constitucional se hacia improcedente cuando el acto reclamado 

estaba constituido, por ejemplo, por una orden de aprehensión si 

mientras se tramitaba y resolvía dicho juicio de amparo se decretaba 

la formal prisión del quejoso), ahora no podrá legalmente 

considerarse operante la mencionada causal de improcedencia en 

tanto no se haya pronunciado en el proceso que haya dado lugar al 

acto reclamado, la sentencia de primera instancia. 

Sin embargo. otros tratadistas y los criterios jurisprudenciales 

vigentes realizan una interpretación diferente a este párrafo y 

sostienen que si por ejemplo. se dictó una orden de aprehensión la 

cual es reclamada en amparo y durante la substanciación del juicio 

constitucional se emitió auto de formal prisión el amparo contra la 

orden de captura se torna improcedente. pues la nueva resolución 

crea una nueva situación jurídica. Sin embargo. si se combate 

mediante amparo el auto de formal prisión, el procedimiento penal 

una vez cerrada la instrucción deberá suspenderse hasta que se 

notifique la resolución del amparo contra la formal prisión. 

Evidentemente la redacción del segundo párrafo de esta 

fracción puede dar lugar a errores en su interpretación; sin embargo. 

la misma exposición de motivos de la reforma publicada en el Diario 

Oficial de la Federación, el ocho de febrero de mil novecientos 
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noventa y nueve, aclara cualquier duda que surja sobre el tema. 

(Consultar el anexo 22). 

De lo anterior, se colige también que en razón del cambio de 

situación jurídica que se suscita cuando se combate la orden de 

aprehensión y posteriormente se emite un auto de plazo 

constitucional no se dejará en estado de indefensión al quejoso, ya 

que tiene la posibilidad de combatir en amparo el auto de formal 

prisión. 

K) Contra actos consentidos expresa, tácita y 

presuntivamente. estas causales aluden al caso en el que el 

quejoso acepta. consiente. admite de forma voluntaria el acto 

reclamado. Claro para que tenga efectos el consentimiento debe 

encontrarse exento de vicios del consentimiento. 

La fracciones en estudio señalan literalmente lo siguiente: 

"XI. Contra actos consentidos expresamente o por 
manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento; 

XII. Contra actos consentidos tácitamente. entendiéndose por 
tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo 
dentro de los terminas que se señalan en los articulas 21. 22 y 218. 

No se entenderá consentida tácitamente una ley. a pesar de 
que siendo in1pugnable en an1paro desde el momento de la iniciación 
de su vigencia, en los términos de la fracción VI de este articulo. no 
se haya reclamado. sino sólo en el caso de que tampoco se haya 
promovido an1paro contra el prin1er acto de su aplicación en relación 
con el quejoso. 

Cuando contra el prin1er acto de aplicación proceda algún 
recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser 
modificado, revocado o nulificado. sera optativo para el interesado 
hacerlo valer o impugnar desde luego la ley en juicio de amparo. En 
el primer caso, sólo se entenderá consentida la ley si no se 
promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a 
partir de la fecha en que se haya notificado la resolución recaída al 
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recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan 
aducido exclusivamente motivos de ilegalidad. 

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo. 
deberá estarse a lo dispuesto en el artículo 166, fracción IV, párrafo 
segundo, de este ordenamiento•: 

De acuerdo a lo anterior. la ley de la materia reconoce tres 

formas en que se puede manifestar el consentimiento. 

Expresamente. presuntivamente y técitamente. 

De acuerdo al articulo 1803 del Código Civil para el Distrito 

Federal. se está en presencia de un consentimiento expreso cuando 

"se manifiesta verbalmente. por escrito o por signos inequívocos. y 

que el tácito resultará de hechos o de actos que los presupongan o 

que autoricen a presumirlo''. 

En el amparo podemos entender entonces que sera expreso 

cuando el quejoso voluntariamente externe su voluntad, ante el 

órgano jurisdiccional que conozca del amparo, de estar conforme con 

el acto, ya sea de forma verbal mediante certificación de ese hecho 

realizada por un fedatario judicial o en forma escrita la cual. poL 

seguridad del quejoso. consideramos que debe ser ratificada.de 

forma personal ante el juzgado. Un ejemplo, que a veces ocurre de 

consentimiento expreso es cuando el quejoso se desiste del jÜicio d.e 

amparo. 

Ejemplo, el agraviado promueve un juicio de amparo en contra 

de una orden de desalojo: sin embargo, en el transcurso del juicio se 

desiste lo que traera como consecuencia el sobreseimiento en dicho 

juicio: sin embargo, después promueve otro amparo en contra del 

mismo acto. el nuevo amparo será improcedente en razón de que se 

considerara que con el desistimiento realizado en el primer juicio 
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entraña el consentimiento expreso del acto reclamado. (Debemos 

recordar, como se ha explicado en un diverso capitulo, que en el 

amparo el desistimiento entraña un desistimiento en la acción). 

Tratándose del consentimiento presuntivo el maestro Burgoa, 

señala que: "Se traducirá en Ja realización de hechos por parte del 

agraviado que indiquen principalmente su disposición de cumplirel 

acto o Ja ley reclamados". 100 

El consentimiento tácito, se refiere a la preclusión de la acción 

de amparo por ende. sólo opera en aquellos casos en los cuales Ja 

interposición del juicio de amparo cuenta con un plazo especial, pues 

como sabemos existen actos que pueden ser reclamados en 

cualquier tiempo; como por ejemplo. en los casos que establecen los 

articulas 22. fracción 11 y 217 ambos de la Ley de Amparo. que 

señalan lo siguiente: 

"Articulo 22. Se exceptúan de lo dispuesto en el articulo 
anterior: 

11. Los actos que importen peligro de privación de Ja vida, 
ataques a Ja libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de 
Jos actos prohibidos por el articulo 22 de Ja Constitución, o la 
incorporación forzosa al servicio del ejército o arrnada nacionales." 

"Articulo 217. La demanda de amparo podrá interponerse en 
cualquier tiempo. cuando el amparo se promueva contra actos que 
tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en 
forma temporal o definitiva, de Ja propiedad, posesión o disfrute de 
sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen 
ejida/ o comunal." 

Es de explorado derecho, que una ley de carácter 

autoaplicativo puede también ser impugnada como ley 

heteroaplicativa cuando se produzca el primer acto de aplicación. es 

10º BURGOA ORIHUELA, Ignacio ... El Juicio de Amparo", op. cit., p. 469. 
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decir, el quejoso cuenta con dos oportunidades para su reclamación: 

por lo tanto, si Je fenece el término de treinta días para reclamarla a 

partir de su vigencia. no puede validamente sostenerse que su 

acción de amparo ha prescrito, pues aún tiene una oportunidad legal 

para hacerlo a partir del primer acto de aplicación.'º' 

L) Las fracciones XIII, XIV y XV, establecen Ja obligación 

de agotar recursos ordinarios antes de acudir al amparo. 

(Principio de Definitividad). 

Estas tres causales establecen el principio de definitivídad el 

cual ha sido ampliado a través de tesis jurisprudenciales. 

Las fracciones mencionadas señalan 

siguiente: 

textualmente Jo 

'XIII. Contra las resoluciones judiciales o de tribunales 
administrativos o del trabajo respecto de las cuales conceda la ley 
algún recurso o rnedio de defensa. dentro del procedirniento, por 
virtud del cual puedan ser rnodificadas. revocadas o nulificadas, aun 
cuando la parte agraviada no lo hubiese hecho valer oportunamente. 
salvo lo que la fracción VII del articulo 107 constitucional dispone 
para Jos terceros extraños. 

Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el 
acto reclarnado irnporte peligro de privación de la vida. deportación o 
destierro. o cualquiera de tos actos prohibidos por el articulo 22 de la 
Constitución; 

XIV. Cuando se esté trarnitando ante tos tribunales ordinarios 
algún recurso o defensa legal propuesta por el quejoso que pueda 
tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado; 

XV. Contra actos de autoridades distintas de tos tribunales 
judiciales, adrninistrativos o del trabajo. que deban ser revisados de 
oficio, conforrne a !as leyes que los rijan. o proceda contra ellos algún 
recurso. juicio o rnedio de defensa legal por virtud del cual puedan 

101 
Este es un terna relacionado con la improcedencia de los actos derivados de 

otros consentidos, los cuales seran estudiados dentro de las causales de 
improcedencia dcnpda-.....dcJ.p_jurisprudencia. 

1 
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ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las 
misrnas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la 
interposición del recurso o medio de defensa legal que haga valer el 
agraviado, sin exigir mayores requisitos que Jos que Ja presente ley 
consigna para conceder la suspensión definitiva. independientemente 
de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser 
suspendido de acuerdo con esta ley_ 

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de 
defensa. si el acto reclamado carece de fundamentación". 

Sobre esta improcedencia el Ministro jubilado Don Arturo 

Serrano Robles, en la obra "Manual del Juicio de Amparo", señala: 

"Éstas tres causales descansan en el principio de definitividad que 

rige el juicio constitucional, con la diferencia de que mientras las 

previstas en la primera y en la tercera de ellas operan en los casos 

en que respecto de los actos reclamados (provenientes de 

autoridades judiciales, de tribunales administrativos o de tribunales 

del trabajo, en el supuesto de la XIII; y de autoridades distintas a 

dichos tribunales en el caso de la XV) existen recursos o medios de 

defensa legales que no fueron agotados previamente a la promoción 

del juicio constitucional, la establecida en la XIV, es aplicable cuando 

se promueve el citado juicio no obstante que se encuentra en trámite. 

y por lo mismo no ha sido resuelto, algún recurso o medio de defensa 

legal que podria tener por efecto modificar. revocar o nulificar el acto 

reclamado. independientemente que el quejoso estuviese o no 

obligado a agotar dicho recurso". Nos permitimos no ahondar más 

sobre esta improcedencia. pues seria repetitivo ya que en el primer 

capitulo hablamos sobre el principio de definitividad y sus 

excepciones. 
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LL) Cuando hayan cesado fas efectos del acto reclamado. 

Es una de causales que se da con mucha frecuencia en el 

juicio de amparo, ya que con cierta frecuencia durante la 

substanciación del juicio las autoridades responsables revocan o 

dejan sin efecto Jas resoluciones que se les reclaman. 

Un ejemplo común en nuestro puerto ocurre cuando el quejoso 

reclama la omisión a dictar resolución en un juicio laboral alegando 

que viola su garantía de justicia pronta y expedita, la autoridad 

responsable al rendir su informe manifiesta que no es cierto el acto 

reclamado porque ya ha emitido su laudo. 

En este tipo de casos. por lo general, no es que no exista el 

acto reclamado ya que al momento de que se interpone el amparo si 

existe la omisión reclamada. pues transcurren por lo regular varios 

meses antes de que se emita laudo, lo que conlleva a determinar que 

si existía el acto; sin embargo, como durante la substanciación del 

juicio de amparo se emitió el laudo, el amparo solicitado se tendrá 

que sobreseer, ya que los efectos del acto cesaron, la incertidumbre 

jurídica en que se encontraba el quejoso cesó y las cosas retornaron 

al estado en que se encontraban antes de la violación de garantías. 

Por tanto, e 1 quejoso ya ha sido restituido en 1 a g arantia individual 

que le fue violada como si se hubiera otorgado el amparo. 

De lo anterior se colige, que cuando se advierta que han 

cesado los efectos del acto reclamado deviene inútil entrar al estudio 

del fondo del asunto por ello debe sobreseerse el juicio. 

Sin embargo, antes de determinar que han cesado los efectos 

del acto debe tenerse en cuenta lo siguiente: 

FALLA DE ORIGEN 
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1. Si el acto reclamado versa sobre la omisión a dar 

contestación a un escrito debe verificarse que aparte de 

haber sido contestado, dicha resolución le fue notificada a 

la parte quejosa de lo contrario no operara la hipótesis de 

improcedencia. 

2. Hay que verificar si la autoridad que revocó la resolución 

combatida tiene facultades para ello. 

3. Hay que verificar si todos los efectos han cesado, ya que 

de subsistir uno no se configura la improcedencia. 

M) Cuando subsistiendo el acto reclamado. no pueda 

surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir 

el objeto o la materia del mismo. 

Esta hipótesis es muy similar a la establecida en la fracción IX, 

es decir, a la consumación del acto reclamado de forma irreparable y 

también guarda similitud a la improcedencia que versa sobre la 

cesación de efectos del acto. 

Todas éstas improcedencias cuentan con algo en común, 

consistente en que cuando se configuran el objeto del amparo ya no 

puede lograrse. En la primer causa mencionada, ya produjeron 

materialmente todos los efectos del acto y no pueden ser retrotraidos 

materialmente dichos efectos. En la cesación de efectos, como su 

nombre lo indica han dejado de producirse los efectos del acto 

reclamado por una nueva conducta de la autoridad responsable, es 

decir, la misma autoridad con esa nueva conducta hace que las 

cosas retornen al estado en que se encontraban antes de la violación 
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de la garantía individual y no tiene caso seguir substanciando y 

mucho menos resolver el juicio de amparo. 

En la causal en estudio, el acto sigue subsistiendo a diferencia 

de la cesación de efectos, todavía no se han consumado los efectos 

pero; sin embargo, el acto reclamado se encuentra imposibilitado, 

legal o materialmente, para producir algún efecto esto en razón de 

que el objeto de dicho acto ha dejado de existir. 

3.6 Improcedencias establecidas en la 

jurisprudencia. 

Diversos preceptos de la Ley de Amparo, son derivados de la 

jurisprudencia; como por ejemplo, la fracción VII del articulo 114 del 

citado ordenamiento, que señala que el juicio de amparo indirecto es 

procedente contra resoluciones del Ministerio Público, que confirmen 

el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal, en los términos 

de lo dispuesto por el parrafo cuarto del articulo 21 constitucional, lo 

que en un futuro podría suceder con el tema de la apariencia del 

buen derecho. 

Asimismo, existen diversas hipótesis de improcedencia que en 

sus origenes se gestaron a través de los criterios judiciales y 

después pasaron a ser parte del contenido de un articulo de la Ley 

de Amparo_ Diversos autores citan como improcedencias 

jurisprudenciales a los actos consumados de modo irreparable, 

cuando se reclaman actos de particulares. cuando se reclaman 

violaciones a derechos políticos. etc. Sin embargo, nuestra 

consideración sobre el tema diverge algunos cuantos grados. pues 

consideramos que estas causas de improcedencia no se configuran 

I TESIS f:ON l 
FALLA DE ORIGEN 



166 

actualmente a través de la jurisprudencia, ya que si observamos 

existen en la ley de la materia. preceptos que aluden a dichas 

causales ya sea expresamente o a través de la relación de diversos 

preceptos, lo que lleva a encuadrarlas entre las improcedencias 

legales y entre las que derivan de la relación fracción XVIII del 

articulo 73 de la Ley de Amparo, con diversos articulas. 

En nuestra humilde opinión consideramos que las causas de 

improcedencia jurisprudenciales deben ser las que no derivan de 

articulas de la Constitución o de la Ley, sino que para su 

configuración requieren exclusivamente de la invocación de alguna 

tesis jurisprudencial. En la actualidad la mayoría de las 

improcedencias se encuentran insertas en el contenido de preceptos 

y el papel de la jurisprudencia estriba en la interpretación de estos. 

Entre las causas de improcedencia que derivan de la 

jurisprudencia encontramos las siguientes: 

a) Contra actos derivados de otros consentidos. Cabe acotar, 

que el juicio de amparo contra actos derivados de otros 

consentidos sólo es improcedente cuando aquéllos no se 

impugnan por razón de vicios propios. 

b) Contra actos futuros e inciertos. 

c) El amparo contra leyes es impro.cedente si .no s~ señaló 

como autoridad responsable al Congreso que.la expidió. 

d) El amparo promovido por el Fisco es i~probedente~ 

En los anexos 23 al 26 se citan algunos criterios judiciales que 

establecen improcedencias. 
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3. 7 Improcedencias derivadas de la relación de la 
fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo con 
diversos preceptos. 

1. Contra actos que no violan garantías individuales 
Artículos 103 de la Constitución y 1 º de la Ley de Amparo, 
ambos interpretados contrario sensu. 

Existentes distintos medios de control constitucional entre los 

cuales se encuentran el juicio político. las controversias 

constitucionales. las acciones de inconstitucionalidad, el 

procedimiento de investigación de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. el juicio de amparo, el juicio para la protección de los 

derechos politice electorales. el juicio de revisión constitucional 

electoral y los organismos autónomos protectores de los derechos 

humanos. 

Fix Zamudio, conceptualiza a este cúmulo de instrumentos 

jurídicos como las verdaderas garantías constitucionales. pues 

señala que éstas deben entenderse no en el concepto tradicional que 

las identifica como los derechos de las personas consagradas en la 

Constitución si no como los medios jurídicos de naturaleza 

predominantemente procesal que están dirigidos a la reintegración 

del orden constitucional cuando el mismo ha sido desconocido o 

violado por los órganos del poder y los instrumentos protectores de la 

Constitución no han sido suficientes para lograr el respeto y el 

cumplimiento de tas disposiciones constitucionales. 

Ahora bien, cada una de estas garantías constitucionales 

cuenta con sus especificas hipótesis de procedencia. El juicio de 

amparo es un instaurado con 
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la finalidad de salvaguardar los derechos subjetivos públicos de los 

gobernados extendiendo su tutela a través de la garantía de 

legalidad. 

El articulo 1 03, que estable la procedencia general del juicio 

de amparo. señala en su fracción l. que procederá en contra de leyes 

o actos que violen garantias individuales y las otras dos fracciones se 

refieren al amparo soberanía. 

Así, cualquier acto o ley que no vulnere derechos subjetivos 

públicos si no derechos de distinta índole no puede ser motivo de 

estudio en el amparo. pues Je está vedado por su misma naturaleza. 

Dicha causal de improcedencia se obtiene del enlace armónico de la 

fracción XVIII del articulo 73 de la Ley de Amparo con el 1 º del 

mismo ordenamiento y 103 de la Constitución Política, estos últimos 

interpretados en sentido contrario. Un ejemplo de esta causal es 

cuando se reclama el decreto de una legislatura. relativa a una 

división territorial, pues el acto reclamado en tal caso es una cuestión 

netamente politica. sustraída al juicio de garantías no viola garantías 

individuales. 

2. Artículo 107, fracción 1 de la Constitución y el Articulo 
4º (ausencia de parte agraviada y falta de legitimación ad 
causam). 

La fracción 1 del articulo 1 07 de nuestra Ley Fundamental. 

consagra uno de los principios torales del juicio de amparo. que es el 

que señala que únicamente puede ser promovido por la parte a quien 

perjudique el acto reclamado. es decir, debe necesariamente ser a 

instancia de parte agraviada. 
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Dicho principio es recogido y pormenorizado por el artículo 4º 

de la Ley de Amparo, que literalmente establece: 

"Articulo 4º. El ¡wc10 de amparo únicamente puede 
promoverse por Ja parte a quien perjudique la ley. el tratado 
internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se recla1ne. 
pudiendo hacerlo por si. por su representante, por su defensor si se 
trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por n1edio de 
algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo 
permita expresan1ente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su 
representante legal o por su defensor". 

Al relacionar Jos numerales citados con la última fracción del 

articulo 73 de la Ley de Amparo. se obtienen dos improcedencias la 

primera es la ausencia de parte agraviada, ésta normalmente se 

visualiza en los casos en que la demanda de amparo no contiene la 

firma de alguno de los quejosos. 

Puede suceder también que la persona que promueva el juicio 

de amparo no cuente con la legitimación necesaria para poder 

hacerlo. Existen dos clases de legitimación la activa y la pasiva. La 

legitimación a la que nos referimos se le conoce con la denominación 

de ··ad procesum". la cual únicamente se presenta cuando el derecho 

que se ventilara en juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene 

aptitud para hacerlo valer. es decir, esta clase de legitimación sólo la 

tiene la persona que puede incitar al órgano jurisdiccional en virtud 

de un derecho que le reconoce la norma jurídica. 

3. Artículo 9 contrario sensu, falta de legitimación de las 
personas morales oficiales para solicitar la protección de la 
justicia federal en contra de actos que no afecten sus intereses 
particulares. 
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La estructura del juicio de amparo sólo permite a las personas 

morales oficiales solicitar amparo en contra de actos que afecten sus 

intereses patrimoniales, de lo que se colige que si tratan de combatir 

a través de dicho medio de control constitucional actos que no 

afecten su patrimonio el juicio será improcedente. 

4. Artículos 103 de la Constitución y 1 º de la Ley de 
Amparo, ambos interpretados contrario sensu. y 11 contrario 
sensu (improcedencia contra actos que no son de autoridad). 

Uno de los requisitos primordiales de procedibilidad del juicio 

de garantias, es el hecho de que en las demandas de amparo se 

reclamen precisamente leyes o actos de autoridades que violen las 

garantias individuales de 1 os gobernados. Esto resulta muy fácil de 

apreciar cuando se reclaman actos de particulares: sin embargo. la 

complejidad del tema deviene cuando se combaten actos de 

autoridades que en el momento en que emitieron el acto se 

despojaron de sus facultades de imperio, es decir, cuando actúan 

también como particulares. 

Recordemos que el Estado en su relación con los gobernados 

puede actuar de distintas formas. En efecto, de acuerdo con la teoria 

ampliamente recogida por la doctrina y la jurisprudencia, el Estado 

puede actuar con una "doble personalidad", es decir, algunas veces 

ejerciendo toda su potestad soberana, y otras colocándose en un 

plano de igualdad frente al particular con quien contrata, caso éste en 

que los vínculos entre uno y otro se sitúan en el plano de 

coordinación, tal y como si se tratase de dos particulares. 

'IT.'S!S GON 
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Según la teoría de la doble personalidad existen los siguientes 

tipos de relaciones juridicas que derivan de la actuación del Estado y 

sus órganos: 

Las relaciones de coordinación son los vínculos que se 

entablan por una diversidad de causas, entre dos o más personas 

físicas o morales, en su calidad de gobernados. 

Las relaciones de supra a subordinación son las que 

surgen entre los órganos de autoridad, por una parte. y el gobernado, 

por la otra. En dichas relaciones la autoridad desempeña frente al 

particular los actos de autoridad propiamente dichos, que tienen 

como características la unilateralidad, la imperatividad y la 

coercitividad. 

De lo anterior se colige que para verificar cuando el Estado 

actúa como particular y cuando con su facultad soberana debe 

verificarse el tipo de relación en que fue emitido dicho acto de 

autoridad y las caracteristicas del mismo. Por ejemplo. cuando el 

Estado celebra un contrato con un particular actúa en una relación de 

coordinación, es decir. también como particular. 

5. Artículo 114 interpretado en sentido contrario. (El juicio 

de amparo es improcedente contra actos intraprocesales). 

El juicio de amparo indirecto sólo procede contra actos de 

imposible reparación. De la conjunción del articulo 73, fracción XVIII, 

en relación con el diverso 114, fracción IV, de la Ley de Amparo, 

interpretado a contrariu sensu se obtiene que el juicio de amparo 

indirecto no procede contra actos intraprocesales. que son aquellos 

que no trastocan la gama de derechos sustantivos fundamentales 

protegidos por las garantias individuales. 
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''Artículo 73. El juicio de amparo es improcedente: 
XVIII.- En los demas casos en que la improcedencia resulte 

de alguna disposición de la ley". 
"Artículo 114. El amparo se pedíra ante el juez de distrito: 
IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o 
las cosas una ejecución de imposible reparación". 
Los anteriores artículos también deben relacionarse con el 
diverso artículo 107, fracción 111, inciso b), de la Constitución, el 
cual en lo conducente establece: 
''Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 
103 se sujetaran a los procedimientos y formas del orden 
jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases 
siguientes: 
111.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, 
adn1inistrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los 
casos siguientes: 
b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible 
reparación. fuera de juicio o después de concluido. una vez 
agotados los recursos que en su caso procedan; y( ... )" 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha expresado que 

el amparo sólo procede contra actos que tengan sobre las personas 

une ejecución irreparable, de lo que se colige que este medio de 

control constitucional es improcedente contra actos que únicamente 

afecten derechos procesales, tal como se aprecia en la tesis que 

obra en el anexo 27. Estas son algunas de las causales más 

relevantes de improcedencia derivadas de la relación de la fracción 

XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, con diversas 

disposiciones. 

1 
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CAPÍTULO IV 
COMO REALIZAR UN ACUERDO DE 

DESECHAMIENTO. 

'73 

4.1 Técnica que se debe utilizar para examinar la 
demanda de amparo y detectar la improcedencia en 
una demanda de garantías. 

La demanda de amparo no sólo es aquél ocurso en el cual se 

solicita la protección de la justicia federal. sino que también forman 

parte de ésta los documentos que se le anexen. los escritos 

aclaratorios cuando haya sido desahogada una prevención e incluso 

aquellos documentos en los cuales se solicite la ampliación de la 

demanda de amparo. 

El escrito de demanda debe estudiarse de forma integral y no 

sólo por partes. a fin de que el juzgador tenga la posibilidad de 

interpretar el ocurso donde los gobernados solicitan amparo y pueda 

armonizar las expresiones contenidas en ella con el derecho. esto 

para poder fijar con precisión lo que la parte quejosa solicita o 

intenta. En la práctica esto sirve de mucho para fijar los actos 

reclamados e incluso para poder fijar las garantías que el quejoso 

estima violadas. pues por un error involuntario o por desconocimiento 

de la técnica de amparo. puede ser que se cite un determinado 

precepto que se estima violado. cuando los conceptos de violación 

van encaminados a justificar la inconstitucionalidad del acto 

reclamado a la luz de otra garantía individual. y en tal caso. el 

juzgador debe hacer la corrección en la citación del articulo que se 

estima conculcado de conformidad con lo establecido en el numeral 
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79 de la Ley de Amparo, que literalmente señala: "Artículo 79. La 

Suprema Corte de Justicia de ta Nación, tos tribunales Colegiados de 

Circuito y los jueces de distrito. deberán corregir los errores que 

adviertan en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se 

estimen violados, y podrán examinar en su conjunto los conceptos de 

violación y los agravios, así como Jos demás razonamientos de las 

partes. a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin 

cambiar los hechos expuesto en la demanda'". Este precepto permite 

que sea menos rigido el estudio de la demanda de amparo sin que 

esto signifique que el juez no tenga que prevenir al promovente para 

que subsane algunas omisiones e irregularidades de su escrito ni 

que mucho menos se supla la deficiencia de los conceptos de 

violación, lo cual se debe realizar sólo en los casos a que refiere el 

articulo 76 bis de la legislación en cita. 

No existe una metodologia perfectamente establecida para 

poder detectar las improcedencias en el juicio de garantias; sin 

embargo, en principio como ya se dejó asentado debemos tener 

presente de qué documentos se integra la demanda y que la misma 

debe analizarse integralmente para de ahí partir tratando de 

encontrar formas de identificar la improcedencia en una demanda. 

Otra de las cosas que nos van a servir para poder hallar las 

improcedencias es precisamente conocerlas pero sobre todo 

comprenderlas, pues no es necesario que las memoricemos ya que a 

partir de que las entendamos las podremos manejar con mayor 

facilidad al momento de estudiar un determinado asunto. Lo más 

recomendable es estudiar la demanda detenidamente y revisar su 

contenido y sus anexos en varias ocasiones. revisar si contiene los 
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requisitos que señala el articulo 116 de la Ley de Amparo, pero aún y 

cuando faltase algo de ellos no debe soslayarse que el estudio de las 

causales de improcedencia es de estudio preferente, pues ¿para qué 

prevenir si hay un motivo manifiesto e indudable de improcedencia?, 

aunque debemos recordar que antes que nada se debe verificar si el 

juzgado que ésta conociendo es competente, es decir, lo relativo a la 

competencia es de estudio preferente a la improcedencia. Debe 

verificarse la fecha de conocimiento del acto reclamado, verificar si el 

acto combatido es reclamable en amparo indirecto o no. si el órgano 

señalado como responsable actuó como autoridad o no. 

Pareciera que el estudio de una sola demanda nos llevaría 

muchísimo tiempo~ sin embargo. no es necesario ir haciendo un juicio 

de exclusión de las causas de improcedencia. pues con la misma 

práctica y el estudio más profundo de ellas, al momento de revisar la 

demanda saltan a la vista. 

Otro punto importantísimo para poder detectar las causales es 

el seguimiento de los criterios mas novedosos en materia de 

improcedencia. ya que la ignorancia de ellos provocan un desacierto 

continuo en el trabajo que perjudica a las partes. En el amparo 

surgen continuamente criterios nuevos sobre diversos temas o 

simplemente se cambian los que ya estaban; un ejemplo, de esto es 

lo que se entiende por "última resolución en un procedimiento de 

ejecución", pues de su conocimiento dependerá que sepamos si un 

acto tildado d e inconstitucional emitido dentro de un procedimiento 

de ejecución es reclamable en amparo o si en su caso es otra 

resolución la que debe ser conceptualizada como última en un 
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procedimiento de ejecución y el quejoso deba esperar hasta su 

dictado para promover amparo. 

Asi las cosas, y sin tratar de establecer una metodología en Ja 

identificación de las improcedencias pero si con el animo de ayudar a 

quienes se adentran en el mundo del amparo, citare algunos puntos 

que les pueden ser de gran utilidad al momento de estudiar las 

improcedencias en una demanda. 

1. Identificar Jos datos generales de la demanda como son 

nombre del quejoso. autoridades responsables. actos 

reclamados. identificar si existe o no tercero perjudicado. 

identificar las garantias que se estiman violadas por el acto 

o actos impugnados. 

2. Leer de forma pausada y acuciosa Ja demanda. 

3. Revisar los anexos. 

4. Verificar si el tribunal que está conociendo es competente. 

5. Verificar Ja fecha de conocimiento del acto y Ja de la 

interposición de la demanda, si es posible constatar Ja 

fecha de conocimiento del acto con Jos documentos que 

anexe Ja parte quejosa. 

6. Identificar 1 a c Jase de acto reclamado y determinar si fue 

emitido por algún ente o persona actuando como autoridad, 

esto para poder determinar el supuesto de procedencia en 

el que encuadra. (articulo 114 de la Ley de Amparo). 

7. Tener un conocimiento previo sobre las causales de 

improcedencia y el desechamiento, pero sobre todo 

comprender dichas figuras procesales del amparo. 

r~·;'."·:.í:~-~ t;u.r~ 
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8. Estar al tanto de los criterios judiciales mas novedosos en 

la materia y de los cambios que sufran los criterios 

vigentes. pues de ello dependera en gran medida que se 

detecten con mayor facilidad los motivos de improcedencia 

que operen en los asuntos que se estudien. 

9. Saber interpretar el contenido de los artículos de forma 

literal, en forma amplia, en forma estricta y en sentido 

contrano. pues no todas las improcedencias se encuentran 

de forma literal en la ley 

1 O. Es importante saber valorar las pruebas. ¿Cómo se valora 

una expresión del quejoso en su demanda? ¿Cómo se 

pondera una documental?, etc. 

11. Poco a poco. sin dejar de lado los criterios que existen 

sobre el tema. ir form8ndose una opinión personal. pues si 

no únicamente ejecutaríamos el derecho y lo importante es 

interpretarlo, razonarlo lo más acertadamente posible. 

4.2 ¿Cómo abordar un acuerdo de desechamiento? 

No estan establecidos específicamente en la ley los requisitos 

legales y formales que debe contener un auto de desechamiento: sin 

embargo, considcré3ndose ésta un tipo de resolución que resuelve 

una petición de amparo y que por consecuencia cobra aún mas 

relevancia que otros autos. de acuerdo con los principios legales que 

rigen nuestro derecho debe contener los siguientes requisitos 

legales: Estar suficientemente motivado, debidamente fundamentado 

y ser congruente_ 
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La motivación impone al juzgador el deber de expresar en su 

resolución los argumentos y razonamientos por los que se considera 

que el caso a estudio encuadra en una determinada hipótesis 

normativa. La fundamentación por su parte debe entenderse como el 

deber del juzgador de citar los articulas, preceptos o principios 

juridicos que son aplicables en el caso a estudio en Ja resolución que 

emita, sin ser necesario que los transcriba literalmente. 

El maestro Burgoa en su obra "Las Garantías Individuales". 

señala que "/a garantía de legalidad se conforma por dos 

subgarantías que son Ja de fundamentación y la de motivación. La 

garantía que mayor protección imparte al gobernado dentro de 

nuestro orden jurídico constitucional es, sin duda alguna. la de 

legalidad consagrada en el articulo 16 de Ja Ley Suprema. La 

fundamentación consiste en que los actos que originen la molestia de 

que habla el a rticu/o 16 de Ja Constitución, deben basarse en u na 

disposición norn1ativa general, es decir. que ésta prevea la situación 

concreta para la cual sea procedente realizar el acto de autoridad, 

que exista una ley que lo autorice. La motivación legal implica, pues. 

la necesaria adecuación que debe hacer Ja autoridad entre la norma 

general fundatoria del acto de molestia y el caso especifico en el que 

éste va a operar o surlir sus efectos ... 102 

La congruencia se refiere a que las resoluciones 

jurisdiccionales que dictaminen sobre la suerte procesal de algún 

asunto deben resolver únicamente sobre la controversia planteada y 

no debe contener elementos contradictorios entre si. 

102 BURGOA ORIHUELA. Ignacio ... Las Garantias Individuales'', op cit .. pp. 601-
604 
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Ahora bien dentro de los requisitos formales que debe 

contener un auto de desechamiento se encuentran: Los datos de 

identificación del expediente, es decir, el número de expediente. el 

número de mesa a que corresponde el asunto, la cuenta secretaria! 

que es la razón del secretario en la cual da cuenta al juez con la 

demanda o con el escrito aclaratorio; después debe contener la 

fecha, el nombre del promovente, el carácter con que realiza la 

petición de amparo. las denominaciones de las autoridades que se 

citan como responsables: cuando menos la primera de ellas y se cita 

la expresión " y otras"; acto seguido el juzgador se pronuncia sobre el 

desechamiento de la demanda, se citan los fundamentos legales 

para desechar la demanda, principalmente se cita el articulo 145 de 

la Ley de Amparo; se expresan 1 os requisitos que deben colmarse 

para proceder al desechamiento; conviene precisar el acto 

reclamado, después se citan los hechos que configuran los 

antecedentes del acto; se expresa la causa de improcedencia que se 

considera actualizada y posteriormente se esgrimen los 

razonamientos por los cuales se concluye que opera en la especie la 

mencionada improcedencia; finalmente, se determina desechar la 

demanda, por supuesto, aun cuando no es obligatorio, es 

recomendable que se cite el contenido de los fundamentos legales 

respectivos. Es un acuerdo que se notifica personalmente por la 

relevancia de la resolución y para que la parte quejosa se encuentre 

enterada de la no admisión de la demanda y en todo caso tenga 

oportunidad de exponer lo que a su derecho convenga e incluso 

poder interponer el medio de defensa respectivo, se cita el nombre y 

el cargo del juez y tiene éste que estampar su firma y el secretario 
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tiene que dar fe de dicha actuación procesal y verificar que se 

realicen las anotaciones relativas en el libro de gobierno respectivo. 

Otro punto importante. es la valoración de la prueba. Es a 

partir de los medios probatorios que el juzgador va a llegar a la 

convicción de un determinado hecho, normalmente en el 

desechamiento se valoran las afirmaciones de hechos propios que 

realiza la parte quejosa y las cuales son equiparadas a una confesión 

judicial que adquiere valor probatorio pleno, tal y como lo establece el 

articulo 200 del Código Federal de Procedimientos Civiles. de igual 

forma en el auto de desechamiento se suelen valorar las pruebas 

documentales de acuerdo a las reglas que la misma ley y 

jurisprudencia establecen. Por ejemplo, una copia certificada alcanza 

valor probatorio pleno y las copias simples sólo tienen valor de 

indicio. 

Finalmente. debo hacer hincapié en que resulta imprescindible 

Ja correcta interpretación de los artículos que se van a invocar en la 

resolución, ésta interpretación puede ser realizada en su forma literal. 

en sentido estricto, en amplio sentido o en sentido contrario. Por 

ejemplo en el caso de que resultara que el amparo es improcedente 

porque quien lo interpuso no es tercero extraño a juicio la causal que 

operaria sería la establecida en el artículo 73, fracción XVIII. en 

relación con la fracción V del arábigo 114 de la Ley de Amparo. 

interpretado contrario sensu. Otro ejemplo se da cuando deviene una 

improcedencia del juicio cuando existe imposibilidad para restituir al 

quejoso en el pleno goce de la garantia individual violada. ya que en 

tal caso se invocaria la causal establecida en la fracción XVIII del 
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articulo 73 en relación con el articulo 80 interpretado contrario sensu~ 

ambos de la Ley de Amparo. 

FORMA TO DE DESECHAMIENTO 
"LEGITIMACIÓN AD PROCESUM", EN EL 
LAS PARTES DE QUE DEBE CONSTAR, 
PROPUESTA, UN AUTO DESECHAMIENTO. 

POR FALTA DE 
CUAL SE INDICAN 
SEGÚN NUESTRA 

Cuenta ~ 

Secrelar1al 

SECC. AMPAROS. 
MESA DOS. 
J.A. 6/2000. 
MAGºMA. 

Cuenta El seis de septiembre del dos mil, el secretario da 
cuenta al ¡uez con el escnto registrado con el número 1. en el 
libro de entrada de correspondencia y con el estado que 
actualmente guardan los presentes autos Conste.-

Fecha de 
Acuerdo ~ Acapulco. Guerrero. seis de septiembre del dos mil 

Acuerao del 
CJF por el que 
">e suprimen los 
cuadernos 
au••hares en los 
mganos 
1unsd1cc1onales 
de nueva 
creac1on 
¡No es 
1mpresc1nd1bl~ 

c11ar1u¡ 

Visto. el estado actual en que se encuentran los autos que 
integran el presente cuaderno aux1lrar de amparo. y toda vez 
que en el Acuerdo General número 34/2000. aprobado por el 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal y publicado en el 
Diana Of1c1al de la Federac1on del veint1sé1s de JUiio de dos mil. 
relativo a la determinación de los Libros de Control que 

~~~,~~~to~,~X~~~e ~=b~; 1~:~~:~~ió';,~ga~~s~J~ri!~1c~1~n~~~~ ds~ 
estableció en su artículo primero transitorio que los libros que 
se mencionan en él. se utilizaran en los órganos 
jurisd1cc1onales de nueva creación que entraron en funciones, 
a partir del mes de septiembre del año actual. por lo que al ser 
este Juzgado de Distrito de nueva creación. ya que entró en 
funciones a partir del cuatro de septiembre del año actual. este 
órgano 1urisd1cc1onal está obligado a observar el acuerdo de 
referencia. y por lo tanto. a mane1ar únicamente los libros a 
que se refiere el mismo 

En virtud de lo anterior. y toda vez que el acuerdo citado. 
no prevé el mane10 y ex1stenc1a de un hbro de auxiliares de 
amparo. sino únicamente un libro correspondiente a JUtcios de 
amparo en el que deben registrarse todos los escritos de 
demanda rec1b1dos. y asignarse a los mismos un número 
progresivo ascendente. independientemente de que se trate de 
una resolución de prevención. desechamiento, 1ncompetenc1a, 
o cualquier otra que anteriormente integraba un cuaderno 
auxiliar de amparo. por lo tanto y para efectos del correcto 
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registro y control en el maneJO del libro mencionado. se 
procede a regularizar tal s1tuac1ón. por lo que la presente 
causa auxiliar pasa a ser el juicio de amparo número 6/2000. 
regístrese en el libro referido con el número de amparo antes 
asignado. y hágase las demás anotaciones correspondientes 

Respecto del escrito presentado por Francisco Vargas 
Flores, en su carácter de Secretario General del S1nd1cato 
Independiente de Empleados en General del Estado de 
Guerrero. por medio del cual desahoga la prevenc1on que se le 
formuló mediante auto de cinco de septiembre del año en 
curso. e informa ba¡o protesla de decir verdad que su patrón 
es J. Fclix Pineda Ortuño. aunque. aclara que Julio CCsar 
Rayón Carmena se ostenta como responsable de la fuente de 
traba¡o Sin ernbargo. precisa que el prop1etano c1e los locales 
es Agustin PCrcz Ccndcjas 

En atenc1on al estado que actualmente guardan los autos 
es menester pronunciarse sobre la admis1on o desccharn1ento 
de la demanda promovida por el ocursante en contra de actos 
del Juez Pnmero de Pr1n1era Instancia del Ramo C1v1I del 
Distrito Judicial de Tabares. residente en esta ciudad y otras 
autoridades 

En tal tenor. cabe decir que de acuerdo al articulo 145 
de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito debe examinar. ante 
todo, el escrito de demanda. y s1 encontrare motivo manifiesto 
e indudable de improcedencia. la desechará de plano. sin 
suspender el acto reclamado La tesis 1urisprudenc1al 
V.2o.J/75 del Segundo Tribunal Colegiado del Quinto C1rcu1to. 
publicada en la Gaceta del Semanario Jud1c1al de la 
Federación. Octava Epoca. Tomo 68. agosto de 1993. pagina 
77, cuyo rubro es "DEMANDA DE AMPARO. 
DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS". explica que el 
desecham1ento de plano de una demanda de garantias debe 
tener los siguientes requ1s1tos 

a) Que se encuentre un motivo de 1rnprocedenc1a del JUICIO 

const1tuc1onal, 
R=~~,~~~~:~ª b) Que este motivo sea manifiesto. es decrr. cuando se 
1mprocedenc1a advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura 

del libelo. y 
c) Que tamb1en sea indudable, lo cual resulta de la 

certidumbre y plena convicción de que la causa de 
1mprocedenc1a de que se trata es operante en el caso 
concreto 

De un ana11sis minucioso del escrito de demanda que 
presentó la parte que1osa se advierte que los actos que tildan 
de inconst1tuc1onales consisten en 

Acto ~':~C::::'aº d~ ,::~~~c1°o:dco';d1~~n~ªsnz:,~:;r~ú~e~::o~~j-~C::; rec1amado~pron1ov1do en el Juzgado Prunero C1v1I y 371-2196 radicado en 
el Juzgado Segundo C1v1l. amb<;:>s en esta cwdad. respecto de 
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/os locales "El Refugio 1 y el Refugio fl". que se encuentran 
ubicados en la Avemda Adolfo Lopez Mateos. nútTJero 67. 
fracc1onam1ento Las Playas. do esta ciudad y puerto de 
Acapulco. Guerrero. sm u11portarles que en ese lugar existe un 
estallam1ento a hue/qa de focha 4 de septiembre del año en 
curso de los exped1ontos de lwolga núrneros 327/2000 y 
328/2000'' 

Aunado a lo anterior. bajo protesta de decir verdad los 
solicitantes de aniparo. menc1onnn esencralmente en el 
capitulo de antecedentes de su demanda de amparo que 

a) Los trabajadores afiliados al sindicato quejoso 
emplazaron a huelga a la persona prop1etana de la 
negoc1ac1on mercantil Refugio 1 y Refugio 11". ubicados en 
Avenida Adolfo Lopez Mateas. numero 67. fracc1onam1ento 
Las Playas en esta ciudad. aseverando después en su escrito 
aclaratorio los promoventes baJO protesta de decir verdad, que 
la persona propietaria de dichos locales es Agustin Perez 
Cende1as. persona distinta al patron emplazado a huelga 

b) Se corn1s1ono al actuario de In Junta de Conc1l1ac1ón 
para que se constrtuyeré'I en el dom1ci110 de la negocración 
emplazada y diera fe de la suspcns1on de las labores en dicha 
fuente de trabajo. en esas circunstancias siendo las 12 00 
horas del d1a 4 de sept1ernbre del año en curso. el actuario del 
referido organo ¡urrsd1cc1onal laboral se constituyó en el 
domrc1llo de ta persona nioral emplazada. a dar fe del 
estallam1ento de huelga. en donde procedieron a colocar las 
banderas roJ1-negras en la puerta de acceso principal de la 
crtada demandada 

c) Con fecha 4 de sept1en1bre del año en curso. siendo 
aproximadamente las 16 00 horas se presentaron en el 
dom1c1llo de la persona propietaria de la negoc1ac1ón mercantil 
"Refugio 1 y Refugio 11" (negoc1ac16n emplazada a huelga). dos 
secretarros de acuerdos en funciones de actuarios de los 
JUZgados Primero y Segundo de Pnmera Instancia del Ramo 
C1vll del 01stnto Jud1c1al de Tabares. acompañados de 
elementos que se ostentaban de la Pollcia Preventiva. para 
ejecutar una orden de lanzamiento y desocupación de los 
aludidos locales pronunciada por los Jueces Primero y 
Segundo de Primera Instancia del Ramo Civil del Distrito 
Jud1c1al de Tabares. agregando los agraviados que como hubo 
opos1c1on de su parte se retiraron sin cumplir con las ordenes 
g1íadas por las autoridades responsables ordenadoras 
menc1onadJs lineas ornba 

Una vez realizado el estudio del ocurso de garantias. a 
ju1c10 del que aqui provee. en la especie se advierte un motivo 
manifiesto e indudable de 1mprocedenc1a. que es el 
establecido en el articulo 73, fracción XVIII de la Ley de 
Amparo, en relación con el diverso 4o. del mismo 
ordenamiento legal. los cuales señalan 
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"Articulo 73. E/juicio de arnparo es improcedente:"( ... ) 

~!\~b~~~~~~~~y;:s~:~~ ~~ a:~~n~~%~as~~~óons d:7a j~~ ... la improcedencia 
improcedencia .. Articulo 4o. El juicio de amparo únicamente puede 

promoverse por la parte a quien pequd1que la ley, el tratado 
internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se 
reclame, pudiendo hacerlo por si. por su representante. por su 
defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa 
cnminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los 
casos en que esta ley lo permita expresamente. y sólo podrá 
seguirse por el agraviado. por su representante legal o por su 
defensor'' 

Ello se considera asi. porque en er presente caso existe 
una evidente falta de leg1t1mac1on procesal activa. la cual se 
deduce del articulo 4o de la ley de la materia el cual considera 
que sólo Ja tiene aquel suieto pcqud1cado por los actos 
reclamados. con la pos1bll1dad de sol1c1tar la protecc1on 
const1tuc1onal 

A este tipo de 1eg1t1mac1ón se Je conoce con la 
denommac1ón de "ad procesum·· la cual únicamente se 
presenta cuando el derecho que se ventilara en 1u1cro es 
ejercitado en el proceso por q8wen tiene aptitud para hacerlo 
valer. es decir. esta erase de leg1t1mac1ón sólo la tiene la 
persona que puede 1nc1tar al organo 1unsd1cc1onal en vsrtud de 
un derecho que le reconoce la norma 1urid1ca 

Así se ha establecido en la tesrs de 1ur1sprudenc1a 
2a./J.75/97, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Just1c1a de la Nación. v1s1ble en el Semanario Jud1cral de la 
Federación y su Gaceta. Tomo VII. Enero de 1998. Novena 

~~~~~entac1~~r~~:ri~~2:~J~ 1 ·~~~~n;;._z_ra ACTIVA. CONCEPTO Por 
legitimación procesal activa se entiende Ja potestad legal para 
acudir al órgano 1unsd1cc1onal con la pet1c16n de que se 1mc1e 
la tran11tac1on del 1wc10 o de una 1nstanc1a A esta leg1t1n1ac16n 
se le conoce con el nombre de ad procesum y se produce 
cuando el derecho que se cuest10narii en el ¡wc10 es e¡erc1tado 
en el proceso por quien tiene aptitud para J1acerlo valer. a 
d1ferenc1a de Ja leg1t1mac1ón ad causan1 que 1n1pflca tener Ja 
t1tulandad de ese derecho cuestionado en el 1wc10 La 
leg1t1rnaC1ón en el proceso se produce cuando Ja acción es 
e1erc1tada en el 1wc10 por aquel que tiene aptitud para hacer 
valer el derecllo que se cuest10nará. bien porque se ostente 
como /ltular de ese derecho o bien porque cuente con Ja 
representación legal de dicho tllular_ La leg1t1rnación ad 
procesum es reqws1to para la procedencia del Juicio. mientras 
que la ad causam. lo es para que se pronuncie sentencia 
favorable ·· 

Con todo lo anterior se colige que la figura Jurídica en 
comento es un presupuesto para la procedencia del juicio de 

------------- --~-- -----------...__ 
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garantías a diferencia de Ja leg111mación ··ad causam" que se 
refiere al derecho que tiene el que1oso de obtener una 
sentencia favorable en el 1u1cio de garantías 

Lo anterior sirve para explicar de qué forma surge el 
primero de los requ1s1tos para desechar la demanda. pues en 
el presente asunto la parte quejosa. Sindicato 1 ndepend1ente 
de Empicados en General del Estado de Guerrero. manifesto 
ser un sindicato que ha emplazado a huelga a la persona 
propretana de la ncgociac1ón rncrc~mt1t "'Refugio 1 y Refugio 11 ... 
que se encuentra ubicada en los uimueblcs de Avenida Adolfo 
López Matees número 67, Fracc1onam1ento Lus Playas de esta 
Ciudad, y se duele csencmlmente de una orden de desahucio 
que intentaron llevar al cabo en dicho dorn1c11to. los Secretarios 
de Acuerdos en Funciones de Actuarios de los Juzgados 
Pnrnero y Segundo de Primera Instancia del Ramo Civil por 
ordenes de sus superiores. y que dichas ordenes de 
lanzamiento y desocupación derivan de los JU1c1os ordinarios 
civiles números 213-2/98 y 371-2/96. del indice de los 
JUZgados antes citados 

Aduce en su libelo de garantias que d1ct1a <lC!uac1ón de las 
autoridades aludidas trastoca sus gar<-int1<Js 1nd1v1duales de 
legalidad consagradas en los artículos 14 y 16 de la 
Const1tuc1ón Federal en relacrón con los derect1os laborales 
preceptuados en los normativos 449 y 924 de la Ley Federal 
del Trabajo. 

Establecido lo anterior. hay que mencionar que en el 
escrito mediante el cual et quejoso desahoga la prevención de 
cinco de septrembre del afio en curso. ba10 protcstn de decir 
verdad asevera lo siguiente 
.. Que e I e ontrato e afectivo de t raba10 se t ienc f 1rrnado con J 
Felix Pineda Ortuño, quien es patrón de los trabajadores. y que 
por razones que desconocemos. cuando el sindicato emplaza 
a l1uelga por violaciones al contrato colectivo. cornparece a la 
referida audiencia de advenin11ento Julio Cesar Rayón 
Carmona. quien dice ser el responsable de esa fuente de 
trabajo, de tal rnanera. que los trabajadores desconocieron 
este hecho hasta que se llevó a cabo la audiencia de 
avenimiento en Jos juicios de huelga. el dia 11 de agosto del 
año en curso. como se justifica con las copias de la referida 
audiencia. Ahora bien, /os secretarios de los Juzgados Pnmero 
y Segundo Civil nos n1anifestaron que el propu~tario de los 
locales lo es Agustin Pérez Cendejas. y que el patrón J. Felix 
Pmeda Ortur1o y Julio Cesar Rayón Carrnona. son 
arrendatarios y subarrendatario de estos locales·· 

De lo antes transcrito. se advierte claramente que la 
persona patrón de los trabajadores que forman el sindicato 
ahora quejoso es J. Felix Pineda Ortuño. persona a la cual el 
sindicato emplazó a huelga. y que el propietario de los locales 
en los cuales se pretende ejecutar la orden de desahucio es 
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Agustin Pérez CendejaS. lo antenor según lo declarado por la 
parte agraviada, en su escnto presentado en la of1c1alia de 
partes de este juzgado con fecha seis de septiembre del dos 
mil, declaración a la cual este Juzgador otorga pleno valor 
probatorio de acuerdo a lo dispuesto por el articulo 200 del 
Código Federal de Proced1rn1entos C1v1les aplicado 
supletonamente a la Ley de Amparo. que es del tenor literal 
siguiente 

"Articulo 200 Los hechos propios de las partes. 
aseverados en la demanda. en la contestación de la demanda. 
en la contestación o en cualquier otro acto de 1u1c10 haran 
prueba plena en contra de quien los asevere. sin necesidad de 
ofrecerlos como prueba" 

De todo lo expuesto. es inconcuso que en la especie el 
sindicato que¡oso es a¡eno a la relación ¡urid1ca contractual 
formada entre Agustln Pérez Cende¡as propietario de los 
locales rnult1rrefendos y el arrendatario J Fellx Pineda Ortuño 
{patrón de los empleados del s1nd1cato) 

Ahoru bien. partiendo de esto se 1nf1erc c1ararnente que 
a) La persona emplazada a huelga es d1st1ntu al 

prop1elano 
b) Que el patrón de los trabajadores solo tiene e1 uso y 

disfrute del bien denvado del contrato de arrendamiento 
celebrado con el prop1etano del bien 

c) Que en tal tenor. el sindicato ahora queioso aún cuando 
alegue tener un derecho obrero sindical consagrado en el 
articulo 924 de la Ley Federal del Traba¡o. consistente 
esenc1alrnente en que a partir de la not1f1cac1ón del pliego de 
peticiones con emplazamiento a huelga, deberá suspenderse 
toda e1ecuc1ón de sentencia alguna y no podrán practicarse 
d1llgenc1as de desahucio. en realidad no lo tiene en virtud de 
que lo que preceptúa dicha norma sólo se puede invocar el en 
caso de que no se afecten derechos de personas que sean 
a¡enas al conflicto laboral. ademas de que aun cuando con la 
1nserc1ón del refendo precepto en la legislación laboral en cita. 
persigue la ftnalldad de asegurar los bienes del patrón para 
que éste no dilapide sus bienes y se declare en estado de 
insolvencia en pefJU1C10 de los derechos de los traba¡adores 
dicho pnnc1p10 no opera en todos ros casos. pues cuando se 
trate de bienes que esten fuera del patnmon10 del patron 
(corno ocurre en el presente caso). no existe 1mped1mento 
alguno para ejecutar una sentencia de desahucio. que 
comprende bienes o derechos a¡enos al patron 

De lo argu1do, se concluye indudablemente que la persona 
sindical que1osa carece del derecho para soflc1tar amparo en el 
presente caso. por lo cual es operante la causal de 
desecharn1ento establecida en el articulo 73. tracción XVIII, de 
la Ley de Amparo. en relac1on con el diverso 4o. del mismo 
ordenamiento. 
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Se tiene la certidumbre y plena convicción de que la causa 
de improcedencia de que se trata es operante en el caso 
concreto, y no se soslaya el hecho que en cualquier momento 
procesal dentro del juicio de amparo puede acreditarse el 
interés jurid1co de la parte queiosa, pero en el presente caso 
aunque se adm1t1cra la den1anda y se substanciara el 
procedimiento. la pnrte quc1osn no podria aportar prueba 
alguna que hiciera cambiar de conv1cc1ón este 1uzgador 

Además, la causa de 1mproccdenc1a es tan1b1cn indudable. 
pues existen mU1t1ples precedentes en las tesis integradas por 
diversos órganos 1ud1c1ales fcderé'llcs. que apoyan los 
argumentos y fundamentos antes citados. con10 la tesis 
aislada del Primer Tnbunul Colegiado del Segundo C1rcu1to, 
octava época, publ1cadu en la pautn<l 330. Torno 1 segunda 
Parte-1, del Semanarro .Judicial de la Federación. al respecto 
determina lo siguiente: 
.. HUELGA, EMPLAZAMIENTO A, CASO EN QUE NO 
SUSPENDE LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA. Es 
verdad que el articulo 924 de la Ley Federal del Trabajo 
dispone en lo conducente que a partir de la notificación del 
pliego de peticiones con en1pla?an11ento a huelga. debera 
suspenderse toda e1ecución de sentencia. sin ernhargo. el 
alcance de la norma no es afectar l.J1cnes o cferechos de 
personas ajenas al asunto laboral. pues no es esa la 111tcnción 
del legislador. No considerarlo de esa rnancra 1n1plica un 
reconoc1n1iento de supren1acia de la norn1a I aboral s obre las 
garantías que tutelan los artículos 14 y 16 consfltucionales y. 
en consecuencia. una pugna de estas con la contcruda en el 
nurneral 123 de la propia Cana Magna En otras palabras. la 
dispos1c1ón laboral de que se trata. garant1zJ en favor de los 
trabajadores el aseguranncnto de bienes o derechos del 
patrón. aun cuando estén su1etos a una controversia judicial. 
salvo los casos que especif1can1ente sef1ala. pero en nlanera 
alguna garantiza dic/10 aseguranúcnto cu.3ndo no forn1an parte 
del patrimonio de este, caso en el que no existe 1rnpedimento 
para la ejecución de una s entencia que con1prenda bienes o 
derechos ajenos al patrin1onio del patrón.·· 

A fin de redundar en la expllcac1ón de la razón que lleva a 
este juzgador a abstenerse de dar trámite a la demanda de 
amparo. cabe ahora hacer un análisis del articulo 924 de la 
Ley Federal del Trabajo que establece: 
.. Artículo 924. A partir de la notificación del pliego de 
peticiones con emplazamiento a huelga, deberá 
suspenderse toda ejecución de sentencia alguna, así 
como tampoco podrá practicarse embargo. 
aseguramiento. diligencia o desa/1ucia, en contra de la 
empresa o establecimiento, ni secuestrar bienes del local 
que se encuentren instalado._ ... 

~SIS CO"tI 
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El d1spos1trvo en comento, según lo han precisado diversos 
criterios jurispruc.Jenc;1ules. otorgé..I a íHvor de los tral>aJadores 
un derecho de preferencia sobre los bienes del patrón; es 
decir. que la finalidad de dicho numeral es proteger los 
derechos de los trabajadores para que el patrón no disponga o 
derroche los bienes afectos a la empresa emplazada a huelga. 
como una medida de aseguramiento de la fuente de trabajo de 
los trabajadores o, en su caso. de la 111dcmnizac1ón de éstos. 
cuando el patrón se negare a pagar las prestaciones que 
hubieren emanado dc ta relación laboral 

Pero lo anterior. no tmpllca que por ello se dejen de 
ejecutar sentencias que afecten bienes que no estén dentro 
del patrimonio del deudor y con10 consecuencra inipedir la 
pronta y expedita adrn1n1strac1ón de ¡ust1cra por parte de los 
tribunales. pues de ser asi se prop1c1ari;:i la inobservancia de In 
garantía prevista por éll Qrticulo 17 de la Const1tuc1ón Política 
de los Estados Unidos Mexicanos 

En tal tenor, se tiene que la sociedad est<'1 1 nteresada en 
que se adrnrnrstre 1usllc1a pronta y expedita. y no se derrochen 
recursos del EstC1do en 1u1c1os 1nut1les o estenles Ahora, 
admitir la dernanclü ele i.Hllp<Jro proµ1c1aria el 1ncurnpl1rn1enlo 
del p;,:itrón de las obl1g;:ic1oncs contrélid<Js con el arrendador 
(propietario de los locules referidos). ya que se estaria 
in1p1d1endo a este el e¡ccutar las sentencias que tuviera en 
contra de aquel, li.11 con10 se actualiza en el caso que nos 
ocupa. en donde lo Unico que se esta logrando es Ju protección 
al patrón sobre las obligaciones contraídas. y no a los 
que¡osos 

Por lo tanto, es innegable que Ja parte que¡osa carece de 
legit1m1dad procesal activa. toda vez que la llt1s que originó el 
asunto se integró entre el arrendador y el arrendatario en 
función del inmueble arrendado. es decir, se relaciona con un 
contrato totalmente desligado de la relación laboral que tuviera 
el arrendatario (patrón). con los trabajadores miembros del 
sindicato. y en virtud de que tos locales comerciales donde se 
ubica la fuente de traba¡o no son propiedad del patrón. resulta 
inaplicable el articulo del ordenamiento obrero que señalan los 
pet1c1onanos de garantías. 

Robusteciendo lo antenor, es aplicable al caso la Tesis del 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Pnmer Circuito. 
Octava Epoca. publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo XIII-Febrero, página 436, que textualmente 
expone 
ººTERCERO PERJUDICADO, NO TIENE EL CARACTER DE. 
EN EL JUICIO DE AMPARO. SINDICA TO DE 
TRABAJADORES QUE NO FUE PARTE EN EL JUICIO 
NATURAL DE DESAHUCIO. EJECUCION DES ENTENCIA. 
Si de autos aparece que la litis se integró entre el arrendador y 
el arrendatario en función del inmueble arrendado, en esa litis 

-----------
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no se puede comprender a un smd1cato de trabajadores como 
tercero per;udicado por haber emplazado a huolga a una 
empresa patronal. ya que el sindicato no fue parte en la 
contienda cJVil al no tener nexo jurid1co con /os contratantes y 
porque el bien mmueble matena de la sentencia de desahucio 
a e¡ecutarse no es propiedad del arrendatano (patrón). luego. 
en esta hipótesis. la ley laboral resulta mapllcab/e ya que ésta 
busca proteger los derechos de los traba¡adores. para que el 
patrón no disponga. dJ/ap1de o d1strarga tos bienes afectos a la 
empresa en1plazada a huelga. s1 en el caso ese mrnueb/e no 
fortna parte de esos bienes. de a/Ji que no puede tenerse 
como tercero perjudicado al smd1cato cuyos agrennados no 
resultan afectados en sus derechos .. 

De todo lo antes expuesto. se desprende que aunque la ley 
consigna que una vez not1f1cado el emplazam1ento de huelga 
no puede eiecutarse sentencia alguna que afecte los bienes de 
la empresa. no se debe pasar por alto que tal pnv1leg10 puede 
ser aprovechado en forma mdeb1da como medio de eludir el 
curnpllm1ento de obl1gac1ones legitimas. desv1rtu<indose con 
ello los fines de benef1c10 colectivo que persigue la ley. y 
muchas veces. afectandose incluso bienes de terceros. es por 
eso que el mu1t1c1tado articulo ha sido vanas veces objeto de 
interpretación e incluso callf1cado como v1olatono de la 
garantia de audiencia. toda vez que no señala un 
proced1m1ento que de oportunidad de defensa a aquellos que 
con la suspensión a que se refiere, pueden ser afectados o 
privados en sus derechos corno en el caso que actualmente se 
aborda 

Mas los diversos entenas 1unsprudenc1ales sobre el tema 
coinciden en que no se pueden asegurar los derechos de los 
trabajadores con bienes a1enos al nexo laboral. como la tesis 
del Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. Séptima Epoca. 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación. Tomo 
205-216 Sexta Parte. Pagina 250, que establece 
"HUELGA, EJECUCION DE SENTENCIAS EJECUTORIAS 
CUANDO EXISTE EMPLAZAMIENTO A. La e;ecuc1ón de una 
sentencia e;ecutona. dictada en contra de la parte patronal. no 
implica la v1olac1ón del articulo 924 de la Ley Federal del 
Trabajo. cuando dicha e¡ecuc1ón recae sobre bienes respecto 
de los cuales no es prop1elar1a dicha parte patronal Lo 
antenor. porque el resultado de /as demandas de los 
trabajadores. cuya satisfacción se pretende con el 
emplazamiento a huelga. se logra. en todo caso. con los 
bienes prop1edad de la misma y no de terceros ·· 

Es inconcuso. que en la especie se actualiza de manera 
notoria. plena e indubitable la causa de 1mprocedenc1a prevista 

e:::::::> por el articulo 73. fracción XVIII. de la Ley de Amparo. en 
relación con el normativo 4° del mismo ordenamiento. en 
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consecuencia. lo procedente es desechar de plano la demanda 
de garantias planteada 

Firma del Notifiqucsc personalmente. 
~~~~~ª~~~~ Lo proveyó el Juez Se~t?. de 01st~1to en el Estado de 

Guerrero, Joel Carranca Zumga, asistido por el secretario. 
quien autorrza Doy fe.-

Razón En la m1srna fecha se realizó la anotación 
respectiva en el Libro de Gobierno. Conste.· 

No existe obligación jurídica para que forzosamente se sigua 

este formato; sin embargo. en nuestra opinión seria la forma más 

adecuada para realizar un acuerdo de desechamiento, pero aún sino 

se quisiera seguir está metodología lo realmente importante es que 

un auto de desechamiento ya no sea aquél que se elabora de una 

forma demasiado sencilla y simple, si no que contenga una rica 

fundamentación y motivación jurídica a fin de que la parte quejosa 

entienda lo mejor posible dicha resolución y en su caso pueda 

exponer lo que a su derecho convenga. 

4.3 La figura del desechamiento-admisión. 

Este acuerdo es sui generis y esta íntimamente relacionado 

con el tema de la indivisibilidad de la demanda. Algunos juristas 

consideran que no es correcto admitir en parte y desechar por otra. 

ya que la demanda debe aceptarse o desecharse en forma total, lo 

anterior en razón de que la demanda es indivisible. El Presidente de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Genaro David Góngora 
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Pimentel. menciona que "es impropio aceptarla en parte y rechazarla 

en otra. debiendo hacerse el estudio de la cuestión completa, a 

reserva de que, al resolver en definitiva. se sobresea el amparo en 

los puntos que no sea procedente. señala además que para admitir 

una demanda de amparo, basta que proceda respecto de uno de los 

actos reclamados. pues no debe desecharse por un concepto y 

aceptarse por otro, sino que debe adrnitirse integra mente". 103 El 

mismo autor sostiene en su obra "Introducción al estudio del juicio de 

ampara·· .. que la indivisibilidad de la dernanda se sur1e incluso cuando 

contenga actos de distinta naturaleza. corno por ejen1plo 

adnlinistrativos y penales. Por tanto, el juez de distrito en n1ateria 

adnlinistrativa debe adnlitirla en su totalidad y resolver el problerna 

planteado tanto en la rnateria adn1inistrativa corno penaf". 104 

Sin embargo, el criterio de nuestro mas alto tribunal respecto 

al tema es un poco mas flexible de la opinión que sustenta el 

mencionado jurista, y en la tesis del texto y rubro literal siguiente 

establece: 

"DEMANDA DE AMPARO, INDIVISIBILIDAD DE LA. Las 
disposiciones relativas de la Ley de Amparo. manifiestan un claro 
espiritu en el sentido de la indivisibilidad de la dernanda de arnparo, 
tanto para admitirla como para rechazarla. Sin embargo, es preciso 
considerar que la doctrina expuesta no es una interpretación rígida 
que pueda sentarse como regla general, y que sólo tiene aplicación 
justa cuando Jos actos reclan1ados estan fuert.emente ligados entre 
si, forn1ando una unidad o todo que no es posible desmembrar; pero 
cuando la demanda contenga actos aislados o independientes. que 

103GÓNGORA PIMENTEL. Genaro David. "El Derecho que tenemos: La Justicia 

<¡b~e~Ó~e~~mRo~ .. p~t::,~~/~:'L~ 2~~naro David. ··introducción al estudio del juicio de 
amparo"'. op cit.. p. 281. 
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puedan examinarse por separado. será necesario estudiar si procede 
aplicar las reglas anteriores". 105 

Dicho criterio denota que en bien de la justicia no siempre 

debe operar el principio de indivisibilidad de la demanda en forma 

absoluta. si no que deben valorarse las circunstancias particulares 

del caso para determinar si se debe admitir la demanda en su 

totalidad o bien si se puede desechar en parte y admitir en parte. 

Nuestra consideración personal se acerca un poco más a lo que 

señala la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en principio 

porque sabernos que el derecho no puede basarse en formulas 

generales y absolutas, pues ello sólo opera en las ciencias del ser y 

no del deber ser. corno es el derecho, en la cual es imprescindible la 

interpretación jurídica para integrar la justicia al derecho. Además 

nuestra experiencia en materia de amparo nos ha revelado que en 

diversas ocasiones se presentan demandas de amparo que en parte 

son procedentes y por lo que hace a otra de sus partes no lo son, un 

ejemplo de ello es cuando cuarenta quejosos solicitan amparo y 

únicamente sus abogados lograron recopilar la firma de treinta y 

ocho de ellos, y aún asi presentan la demanda de amparo; porque, si 

no se les puede vencer el término legal que tienen para interponer su 

petición de amparo, el Juez de Distrito al revisarla y estudiarla se da 

cuenta que dos de los agraviados no firmaron dicho escrito, por lo 

cual no tendrá la certidumbre jurídica de que en realidad externaron 

su deseo de pedir la protección de la justicia federal y en 

105 Tesis de jurisprudencia número 144. integrada por el Pleno de la SCJN, 
consultable en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, 
Tomo VI, Común, Sección Jurisprudencia S.C.J.N, Quinta Epoca, Materia Común. 
p. 119. 
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consecuencia. tendrá la obligación jurídica de desechar la demanda 

por lo que hace a esos dos quejosos. pues evidentemente no se 

cumple con el principio de instancia de parte agraviada, tendrá que 

admitirla por lo que hace a los actos que reclaman los otros treinta y 

ocho. En el ejemplo anterior se visualiza como no resulta impropio 

desechar y admitir en el mismo proveido, si no por el contrario para 

efectos del juicio de amparo lo correcto será desechar por unos y 

admitir por otros, pues lo indebido seria tramitar una demanda de 

amparo que no viene firmada por la persona que la promovió lo que 

crearía incertidumbre juridica. 

En los anexos 28 y 29 se presentan dos formatos de 

desechamientos-admisiones, los cuales permiten en rn uchos casos 

tener mayor certeza jurídica en el procedimiento y evitan una serie de 

problemas procedimentales en el trámite del juicio, por lo cual 

estamos a favor de su pronunciamiento cuando el caso a estudio lo 

amerite. 

4.4 Formatos de acuerdos de desechamiento de . 

demandas de amparo. 

En los anexos 30 al 39 se citan algunos de los autos de 

desechamiento que he elaborado conjuntamente con mis 

compañeros de los Juzgados Cuarto y Sexto de Distrito en el Estado 

de Guerrero, bajo la supervisión del Doctor Joel Carranca Zúñiga, los 

cuales resultan sumamente novedosos por su forma y contenido. 

Estos acuerdos contienen una gran argumentación y 

fundamentación. además permiten entender a cabalidad de que 

forma opera una improcedencia en una demanda de amparo, es 

r~ 
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decir, nos dan una visión más actualizada sobre lo que es el 

desechamiento de la demanda de amparo y a la vez nos permiten 

comprender que los viejos y sencillos formatos han quedado 

desfasados y deben dejar de elaborarse para bien de la impartición 

de justicia. 

Uno de los objetivos de nuestra tesis es proponer una 

actualización en la elaboración de los formatos de d esechamiento. 

pues evidentemente los acuerdos de desechamiento que se elaboran 

en la mayoria de los Juzgados de Distrito son deficientes en su 

fundamentación y motivación. 

Por ejemplo. si se desecha una demanda de amparo porqué el 

acto combatido se encontraba vinculado a un fallo pronunciado en un 

juicio de amparo anterior, es importante que dentro del proveido de 

desechamiento no se exprese esto únicamente de forma simplista. si 

no que se expliquen las razones por las cuales se arriba a tal 

conclusión. esto es muy importante para que la parte quejosa 

entienda cuando un acto debe combatirse mediante otro juicio de 

amparo o bien, en su caso. cuando es procedente la queja por 

defecto o exceso. 

FALLA DE 
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CAPÍTULO V 

ALGUNAS OPINIONES PERSONALES SOBRE 
TEMAS RELACIONADOS CON EL 

DES ECHAMIENTO. 

5.1 Interés jurídico. 

El interés juridico. uno de los conceptos básicos en el juicio de 

amparo. es un principio toral que de alguna forma se encuentra 

esbozado en el principio de instancia de parte agraviada a que refiere 

la fracción 1 del articulo 107 de la Constitución. el cual. como lo 

mencionamos en el primero de los capitulas de esta tesis, significa 

que sólo puede pedir amparo el gobernado a quien perjudique el acto 

reclamado de unél forma personal y directa. 

La idea de interés jurídico que actualmente protege el juicio de 

amparo, significa que para que una persona se encuentre legitimada 

(legitimación ad procesum) para solicitar la protección de la justicia 

federal a través de este medio de control constitucional debe contar 

con un derecho legítimamente tutelado por la norma y que éste sea 

trastocado por un acto de autoridad. de lo anterior se advierte que. a 

saber son dos los elementos por los que se conforma el interés 

jurídico: 

a) Ser titular de un derecho legitimamente reconocido. 

b) Que el acto reclamado proveniente de alguna autoridad 

afecte. perjudique. trastoque. viole dicho derecho. 

Es menester comentar que en la actualidad no es la única 

clase de interés protegida por nuestro derecho de amparo. pues ya 

se empieza a reconocer el interés legitimo e incluso los intereses 

--~-........_ 
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difusos, los cuales hasta ahora, se encuentran establecidos en 

algunos precedentes; sin embargo, en el proyecto de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación de la nueva Ley de Amparo, de mayo 

de dos mil uno, se prevé su instauración. Sólo a manera de 

comentario diremos que el primero de ellos "conlleva una 

legitimación intermedia entre el interés jurídico y el interés simple. La 

noción de interés legítirno estriba en que ciertos gobernados puedan 

tener un interés cualificado respecto a la legalidad de determinados 

actos administrativos. La posibilidad de acudir al an1paro mediante el 

interés legitimo abre enormes oportunidades de control de actos de 

la administración pública que hasta ahora sólo en algunos casos es 

factible proteger". 105 

Por otra parte. el maestro Ignacio Burgoa nos señala respecto 

a los intereses difusos lo siguiente: "En e I ámbito ecológico puede 

haber actos de autoridad que lesionen intereses de un grupo 

colectivo determinado. Estos intereses se llaman grupales o difusos. 

atañen a un todo humano comunitario. que, como tal, no está 

legitimado para promover el amparo contra actos u omisiones de las 

autoridades que lo damnifiquen. Existe, pues. en la actualidad, Ja 

necesidad de preservar Jos citados intereses mediante el aludido 

medio juridico procesal defensivo. Esta necesidad surge ante el 

riesgo de que. por dichos actos u omisiones, imputables a cualquier 

órgano del Estado, se afecte verbigracia, Ja salud general en 

detrimento del grupo comunitario, máxime que el artículo cuarto de la 

Constitución proclama como garantia de todo gobernado "el derecho 

106 Apuntes del Jurista Arturo Saldivar citados por el Magistrado Arturo Sánchez 
Valencia dentro del Diplomado en Derecho de Amparo impartido el año pasado en 
este puerto por la Universidad de Estudios de Posgrado en Derecho. 
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a la protección" de dicho bien colectivo. Por consiguiente, estimamos 

pertinente que el juicio de amparo extienda su procedencia a favor de 

los intereses grupales o difusos mediante la adición de un segundo 

párrafo al articulo 4º de la Ley concebido en los siguientes términos: 

En el caso de que, por actos u omisiones de cualquier 

autoridad, se lesionen intereses colectivos. el grupo agraviado, a 

través de alguno o algunos de sus miembros. podrá promover 

amparo contra tales actos u omisiones. teniendo el promotor o los 

promotores la representación legal del propio grupo ... 107 

Volviendo a nuestro tema. que es el interés jurídico debemos 

precisar que ha sido criterio reiterado de los tribunales del Poder 

Judicial de la Federación. que no es permisible el desechamiento de 

la demanda por esta causa de improcedencia establecida en la 

fracción V del articulo 73 de la Ley de Amparo. porque no se trata de 

una causal que se advierta de forma tan clara y evidente en el 

momento en que se presenta la demanda, que resulte inobjetable su 

configuración. también porque tal requisito de p rocedibilidad puede 

acreditarse hasta el momento de celebrarse la audiencia 

constitucional y de desecharse la demanda se realizaría un juicio a 
priori que dejaría al quejoso en estado de indefensión. pues se le 

privaría del derecho de aportar pruebas en el proceso. 

Por razón de método citaremos en los anexos 40 al 43 

algunas de las tesis de jurisprudencia y aisladas más importantes 

sobre este tema. además citaremos parte de las ejecutorias que 

dieron origen a la integración de algunas de dichas jurisprudencias. 

107 BURGOA ORIHUELA. Ignacio ... Juicio de Amparo", op cit .. p. 1068. 
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De los referidos criterios de los órganos del Poder Judicial de 

la Federación, se advierte que existe una corriente muy pronunciada 

en el sentido de que no es correcto desechar la demanda por los 

motivos que en lineas anteriores se han mencionado; sin embargo. 

yo considero, con todo respeto para los tribunales que han emitido 

dichos criterios, que no es del todo correcto la postura que adoptan 

respecto al tema y que debiera de modificarse el criterio vigente, esto 

en razón de que. como ya se ha mencionado el derecho no puede 

basarse en formulas generales. pues se trata de una ciencia del 

deber ser que requiere de interpretación, es decir, de verificar las 

características que reúne el caso a estudio para determinar con base 

en ello si opera o no una determinada figura jurídica. 

No se esta en contra del principio que dispone que el interés 

juridico puede acreditarse hasta la celebración de la audiencia 

constitucional. pues pueden exhibirse en ella las pruebas 

conducentes para demostrar dicho extremo; sin embargo, si se ésta 

en contra que dicha formula legal deba utilizarse en todos los casos. 

ya que un juzgador. si bien se encuentra obligado por los articules 

192 y 193 de la Ley de Amparo, a acatar la jurisprudencia, no debe 

ser un instrumento legal únicamente para aplicar el derecho sino que 

debe analizar las características del caso concreto e interpretar la 

ley. pues puede ser que en un caso opere una determinada hipótesis 

y en otro muy parecido al anterior no opere la misma hipótesis. En la 

practica nos hemos encontrado con algunos casos en los cuales se 

acredita de forma evidente e indubitable la ausencia de interés 

jurídico para promover el juicio de amparo, entre estos tenemos el 

caso en el que un indiciado impugne a través del amparo las 
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diligencias de averiguación previa que realiza el Ministerio Público en 

uso de sus facultades de investigación, en este caso mientras no se 

reclamen dentro de la averiguación previa actos privativos de la 

libertad. derechos o posesiones el amparo solicitado será 

improcedente porque las simple iniciación de las diligencias 

ministeriales de averiguación no causan ningún perjuicio puesto que 

únicamente están e nea minadas a integrar un expediente en donde 

se glosarán las pruebas sobre un hecho presuntamente delictivo y en 

todo caso solicitarán al juez que ejercite acción penal en contra de 

dicha persona y sera éste quien resuelva lo conducente. Además, no 

se debe tener como inminentes actos privativos de la libertad por la 

sola integración de la averiguación previa porque el Ministerio 

Público. dentro de ella puede emitir diversas determinaciones. como 

puede ser la de archivo. la de consulta. la de no consignar o la de 

solicitar al juez el ejercicio de la acción penal. En este caso no se 

dará el segundo de los elementos que conforman el interés jurídico el 

agravio y no habrá forma que pueda desestimarse dicha causal. pues 

¿qué clase de pruebas el quejoso tendría que aportar para acreditar 

el perjuicio?. De lo anterior resulta que cuando se reclame la 

iniciación de las diligencias de averiguación previa. no se dará el 

perjuicio a la esfera jurídica del gobernado. hasta ese momento se 

considera que Ja autoridad no trastoca sus derechos subje.tivos 

públicos. 

En los anexos 44 y 45 se transcriben algunos casos en los 

cuales la ausencia de interés jurídico resulta clara y evidente desde 

el momento en que se estudia la demanda y no puede ser 

desvanecida esta improcedencia en ningún momento del juicio. 

/,..,. TESIS CON ' 
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De lo expuesto. se colige que una causal de improcedencia no 

puede configurarse a través de formulas generales sino que por el 

contrario su aplicación o no se encuentra constreñida al estudio de 

las características que contiene el caso a estudio. El interés jurídico 

en ocasiones no puede ser demostrado ni aún substanciándose todo 

un procedimiento de amparo. pues su ausencia es tal que no puede 

ser siquiera demostrada a través de pruebas. tal como sucede en los 

casos anteriores. en los cuales la ausencia de interés jurídico no se 

puede desvanecer a través de medios de prueba, pues opera de 

forma absoluta. total. 108 

Con el desechamiento por falta de interés jurídico no se 

obstaculiza el principio constitucional consistente en que la regla 

general sea la procedencia del amparo. y sólo. por excepción no se 

entre al analisis del fondo del asunto, ya que resulta necesario para 

la correcta substanciación del juicio de amparo esta clase de 

limitantes, pues de lo contrario se interpondrían infinidad de juicios de 

amparo sin tener el mínimo rasgo de interés jurídico para reclamar un 

determinado acto. lo que evidentemente redundaría en perjuicio de la 

correcta impartición de justicia. 

Con el desechamiento de la demanda por falta de interés 

juridico no se deja en estado de indefensión al quejoso, pues para 

ello se estableció en la Ley de Amparo, un medio defensa para 

impugnar este tipo de resoluciones. 

106 BAZDRESHC, Luis. En su obra "El juicio de Amparo. Curso General", 5ª. ed. 
Editorial Trillas. México, 1992, p. 90; expresa que cuando la falta de interés jurfdico 
resulte directamente de la exposición de hechos y de razonamientos de la 
demanda de amparo puede dar pauta al desechamiento de la demanda, y cuando 
aparezca en el momento de proyectarse la sentencia da lugar al sobreseimiento. 
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Debo agregar ademas que la ley de la materia no hace 

distingos en cuanto a que por unas causales si se puede desechar y 

por otras no, ya que el articulo 73 de la referida legislación alude a 

las causales de improcedencia y por su parte el normativo 145 del 

mismo ordenamiento. únicamente expresa que si el Juez de Distrito 

haya algún motivo de improcedencia que resulte indudable y 

manifiesto debe desechar la demanda: lo anterior denota contrario 

sensu que puede tratarse de cualquier motivo de improcedencia 

siempre y cuando resulte claro y evidente. 

Resulta inconcuso, que cualquier causa de improcedencia 

puede resultar notoria y evidente según los datos de cada caso a 

estudio y no podemos de ningún modo negar que lo mismo sucede 

con el interés juridico; por lo tanto. considero que la configuración o 

no de esta causal de improcedencia debe basarse en las 

características que arroje cada caso en concreto y a partir de ahí es 

como debe resolverse si es procedente el desechamiento de la 

demanda o no. pero de ningún modo debemos descartar a priori la 

invocación de esta causal para desechar la demanda. Por lo anterior. 

sugerimos que deberia haber una modificación en los criterios de 

jurisprudencia que actualmente se encuentran vigentes. 

5. 2 ; Puede ser autoridad responsable la 
Comisión Federal de Electricidad, cuando se reclama el 
corte del suministro de energía? 

El tema de la autoridad responsable casi siempre resulta 

complejo en razón de la evolución de nuestro derecho, sobre todo en 

el area administrativa. donde han surgido innumerables entes que en 
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determinadas ocasiones actúan con las características de 

autoridades y en otras tantas como particulares, lo que conlleva una 

notable complejidad al momento de determinar si el juicio de amparo 

es procedente o no contra un determinado acto. 

En efecto, nuestro pais y las necesidades de la población han 

provocado que el Estado. para satisfacer las necesidades de la 

población cree organismos descentralizados y que algunas veces 

tareas que venían siendo realizadas por autoridades ahora sean 

llevadas a cabo por organismos privados. 

La legislación reglamentaria actual del juicio de amparo señala 

que "Es autoridad responsable la que dicta. promulga, pública, 

ordena ejecuta o trata de ejecutar la Ley o el acto reclamado". 

Esta definición aun no siendo perfecta nos da una referencia 

de lo que debe conceptuarse como autoridad aunque para la gama 

de entes que en 1 a actualidad pueden emitir a etas que afecten 1 as 

esferas de los particulares. aun resulta muy vaga. 

Al respecto el jurista José de Jesús Gudiño Pelayo, señala que 

"detern1inar el concepto de autoridad para efectos del amparo. es 

una labor compleja en la que hay que atender, para definirla en cada 

caso concreto. tanto a la naturaleza del acto mismo corno a la del 

órgano de donde proviene". 109 

El concepto de autoridad responsable ha sido uno de los de 

más lento desarrollo en el juicio de amparo, e incluso hay que decirlo 

en algunas épocas el desarrollo que había alcanzado se detuvo, 

pues a principios del siglo XX, la Suprema Corte emitió criterios más 

'ºY GUDIÑO PELAYO, José de Jesús ... Introducción al amparo mexicano". 
Colección Reflexión y Análisis, Grupo Noriega Editores. 3ª. ed. México, 1999, p. 
196 
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evolucionados sobre este tema que los que ha venido sosteniendo 

con posterioridad. 110 

Afirma Alfonso Trueba. que las primeras leyes de amparo no 

le otorgaron el caracter de parte a la autoridad responsable. El 

articulo 7º de la Ley de 1861 decía: .. Si el juez mandare abrir el juicio. 

lo sustanciará inmediatamente con un traslado para cada parte, 

entendiendose por tales el Promotor Fiscal, el quejoso y la autoridad 

responsable para el solo efecto de oírla". No fue hasta el Código 

Procesal de 5 de febrero de 1990. que la autoridad responsable fue 

reconocida como parte, pues en su articulo 670, expresaba: .. En Jos 

juicios de amparo serán consideradas con10 partes el agraviado, la 

autoridad responsable y el Agente del Ministerio Público". 111 

Gudiño Pelayo, nos dice que el calificativo de responsable de 

ninguna manera juzga a priori sobre la responsabilidad de la 

autoridad, ya que el vocablo responsable viene del latín responsum. 

supino de respondere. que significa obligado a responder. Los 

vocablos responder. responsable y responsabilidad admiten 

significados analogos. De lo anterior se advierte que al denominar a 

la autoridad llamada a juicio '"autoridad responsable'" de ninguna 

manera se califica la responsabilidad constitucional en que pudo 

haber incurrido la autoridad sino que exclusivamente se está 

refiriendo a la obligación de la autoridad de comparecer a. juicio a 

responder (contestar) ante el juez respecto de la procedencia del 

juicio y la supuesta inconstitucionalidad del acto que le reclama el 

''
0 Proyecto de la Ley de Amparo elaborado por 1 a Suprema Corte en Mayo de 

2001. Coordinación General de Compilac1ón y Sistematización de Tesis de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, p. 34. 
111 TRUEBA. Alfonso. ··oerecho de Ampara··. Editorial Jus, S.A., México, 1983, pp. 
106 y 107. 
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quejoso. Dicho autor expresa además, que en el juicio de amparo 

existen dos tipos de autoridades las responsables y las autoridades 

con responsabilidad. 112 

Pero no siempre resulta fácil determinar cuando una autoridad 

actúa como autoridad y cuando no, debido al conglomerado de 

autoridades que sobre todo surgen producto del sector administrativo 

de nuestro Estado; resulta adecuado en este punto señalar lo que 

Gabino Fraga. expone sobre el tema: "Los órganos de la 

administración pueden separarse en dos categorías unos que tienen 

caracter de autoridades y otros que tienen caracter de auxiliares''. 113 

Existe otra clasificación de las autoridades en el amparo que 

es la que las clasifica en autoridades de derecho y de hecho, las 

primeras. son aquéllas que tanto su existencia como sus facultades 

están previstas en la ley. las segundas, son aquellos entes públicos 

que o bien su existencia no se encuentra prevista en alguna ley. o 

carecen de facultades de decisión o de ejecución. y no obstante esto, 

afecta en la práctica la esfera jurídica de los particulares. 114 

Cabe en este punto ahondar más sobre la procedencia de 

este medio de control constitucional en contra de actos de 

autoridades de facto. La procedencia del juicio de amparo contra 

actos de esta clase de autoridades aunque se ha venido 

manifestando con más claridad en estos últimos años debemos 

••:: GUDIÑO PELAYO, José de Jesús. ··introducción al amparo mexicano", op cit., 
pp. 224-226. 
113 FRAGA. Gab1no. "'Derecho Administrativo .. , 10•. ed., Editorial Porrúa, S.A., 
México. 1963. pp. 126 y127. 
114 GUDINO PELAYO. José de Jesús. "Introducción al amparo mexicano", op cit., 
p. 231. 
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precisar que lo cierto es que dicho criterio comenzó a gestarse hace 

ya mucho tiempo. 

Así las cosas, tenemos que entorno a las necesidades que 

han ido surgiendo a través de las diferentes épocas y momentos de 

la evolución de nuestro país, el Poder Judicial de la Federación, ha 

ido estableciendo diferentes principios y formas para determinar 

cuando una autoridad actúa en relaciones de supra a subordinación 

con facultades de imperio y cuando en relaciones de coordinación o 

en otras palabrns en un plano de igualdad ante los particulares. 

El Proyecto de Ley de Amparo de mayo de 2001. elaborado 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. nos brinda una 

sintesis de la forma en que ha evolucionado el concepto de autoridad 

responsable dentro del Juicio de amparo. que resulta de gran 

importancia para comprender nuestro tema: 

"La Suprema Corte para detern1inar quién es autoridad para 
los efectos del arnparo privilegiaba el anBlisis de la naturaleza del 
acto reclarnado. con independencia del caracter forn1al de quien lo 
EHnitiera. Con efectos nocivos para la protección de los gobernados 
este principio toral se perdió. Se consideró erróneamente. en una 
pritnera etapa, que era indispensable la fuerza pública en el concepto 
de autoridad responsable La posterior necesidad de considerar 
corno autoridad para efectos del an1paro únican1ente a los órganos 
centralizados del Estado. irnplicó un paso rnas en esta línea 
forrnalista y antiproteccior11sta 

La Suprerna Corte en su actual integración sustentó un criterio 
rnás evolucionado, n1erced al cual los organisn1os descentralizados 
pueden ser autoridades para los efectos del amparo cuando de 
n1anera unilateral y obligatoria afectan la esfera juridica de los 
particulares. Sin embargo las necesidades del derecho público 
contemporáneo exigen dar un paso significativo hacía adelante. 

En e I proyecto se propone dar la prioridad - como lo hizo la 
Suprema Corte a principios del siglo XX-, a la naturaleza propia del 
acto reclamado, por encima del carácter formal de quién lo emite. En 
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este sentido se consideraría como autoridad para efectos del 
amparo, a quien emite el acto que crea. modifica o extingue 
situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria, al margen de Ja 
naturaleza forrnal del emisor. 

{. .] 
El proyecto propone un concepto abierto que permita su 

actualización a través de la interpretación jurisdiccional". 11
J 

Con el correr de los tiempos se fue desarrollando la 

administración paraestatal formada por los organismos 

descentralizados y las empresas de participación estatal. Los cuales 

escapaban al concepto de autoridad responsable lo que ocasionó 

una nueva reflexión juridica con el fin de no dejar desprotegidos a los 

quejosos de actos emitidos por estos entes. Para determinar la 

procedencia del juicio de amparo en contra de actos de estos 

organismos debe atenderse a la naturaleza de los actos reclamados 

que en cada caso se combaten. La Suprema Corte de Justicia, en los 

criterios que ha emitido, casi por lo regular. determina la 

improcedencia del amparo en contra de actos de los órganos 

descentralizados; sin embargo, hay que aclarar que dicha 

improcedencia no deriva en si de la naturaleza jurídica de dichos 

entes de la administración pública, si no más bien de la naturaleza de 

los actos. sin soslayar las caracteristicas de unilateralidad, 

coercitividad e imperio. con independencia de la naturaleza formal 

del emisor. 

Asi las cosas. si los actos que emiten son unilaterales, 

susceptibles de crear. modificar o extinguir situaciones jurídicas o de 

115 Proyecto de la Ley de Amparo elaborado por 1 a Suprema Corte en Mayo de 
2001, Coordinación General de Compilación y Sistematización de Tesis de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. México, pp. 34 y 35. 
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hecho, y pueden imponerse aún en contra de la voluntad de los 

gobernados. siendo obligatoria su observancia incluso mediante el 

uso indirecto de la fuerza pública, entonces deben considerarse 

como autoridades para efectos del amparo. 

Dentro de los organismos descentralizados se encuentran por 

ejemplo el Instituto Mexicano del Seguro Social, las universidades 

con autonomia y por supuesto la Comisión Federal de Electricidad, 

etc. 

En cuanto a la Comisión Federal de Electricidad, se suele 

presentar un problema consistente en determinar en que casos actúa 

dentro de relaciones de coordinación con los particulares y cuando 

emite actos de autoridad. Uno de estos casos es precisamente 

cuando se reclama el corte de suministro de energía eléctrica a los 

contratantes del servicio que incumplen con alguna de las 

obligaciones derivadas de dicho contrato de suministro. 

De acuerdo con el último criterio sustentado por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si se tiene como 

acto de autoridad el corte de suministro de energía eléctrica puesto 

que de acuerdo con sus apreciaciones en dicho acto la Comisión 

Federal de Electricidad. ejerce la facultad de imperio y afecta la 

esfera legal del gobernado y, por tanto. es procedente el juicio de 

amparo, aunque existen criterios de los Tribunales Colegiados y otro 

incluso sustentado por la misma Sala. que divergen del aludido 

criterio. 

Para tratar de unificar criterios nuestro Máximo Tribunal el año 

pasado concluyo que si era autoridad la Comisión Federal de 

Electricidad. conformándose con esto una tesis por contradicción. No 

------~ - ·---........... 
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obstante ello sigue habiendo mucha divergencia en cuanto a este 

tema. 

No obstante el criterio sustentado por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, desde mi punto de vista el corte de suministro 

de energía eléctrica no es un acto de autoridad. por lo cual es 

improcedente el juicio de amparo esto en razón de varios factores 

que a continuación se expondrán. 

Primero que nada no debemos soslayar que la Comisión 

Federal de Electricidad, es un organismo descentralizado encargado 

de prestar el servicio público de energia eléctrica; sin embargo. no 

debemos olvidar también que para que una persona moral o física se 

vea beneficiada por dicho servicio debe firmar un contrato de 

suministro, cuya naturaleza es mercantil, lo que se obtiene de lo 

expresado en la fracción V del articulo 75 del Código de Comercio. 

que literalmente señala: 

"Arlícu/o 75. La ley reputa actos de comercio: 

V_ Las en1presas de abastecimientos y suministros ... 

Tal vez resulte un poco confuso el llegar a esta conclusión 

teniendo en consideración que se trata de un organismo 

descentralizado. que forma parte de la administración pública; sin 

embargo, no debemos olvidar que al celebrar un contrato de esta 

indole actúa como un ente de derecho privado. esto es, como una 

empresa que aunque es paraestatal o pública, la cual aun y cuando 

se encarga de administrar un servicio público, al momento de realizar 

contratos de suministro de energia eléctrica está realizando actos de 

naturaleza mercantil . 

------------------------------------
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Cabe acotar en este punto. que una empresa pública, la cual 

goza de personalidad y patrimonio propios, para realizar los fines de 

interés general que le son encomendados realiza actos de naturaleza 

diversa que tanto pueden ser de índole civil como mercantil, sin que 

esto sea contrario a su naturaleza. pues cabe recordar que toda 

clase de empresas (privadas, públicas y semipúblicas) tienen un fin 

económico. lo anterior se aprecia claramente en la definición de 

empresas públicas que da el maestro Andrés Serra Rojas. en su obra 

de Derecho Admin1strat1vo. Primer curso: ··san entidacies de derecho 

ptibl1co. con personalidad juridica, patrin1onio y regirnen juridico 

propios. creadas o reconocidas por rnedio de una ley del Congreso 

de la Unión. por decreto del Ejecutivo Federal. para la realización de 

de naturaleza 

econóf71ica. cualquiera que sea su denominación y forrna juridica .. ; 1 u; 

niotivo por el cual se reitera que la Comisión Federal de Electricidad 

al celebrar un contrato de suministro de energia eléctrica con los 

particulares esta efectuando un acto mercantil. 

Otro punto importante que hay que recalcar es el hecho de 

que al efectuar el contrato de suministro se encuentra en una 

relación de c oordinacrón con e 1 particular, es decir, rea liza un acto 

juridico des provista de 1 a facultad de imperio que e aracteriza a 1 os 

actos de autoridad. Se dice que actúa sin imperio porque no puede 

de f arma directa; por ejemplo. hacer efectivos los adeudos de sus 

suministrados. para ello como es sabido debe acudir a la instancia 

116 SERRA ROJAS, Andrés. '*Derecho Administrativo", 19ª. ed. Editorial Porrúa. 
S.A., México, 1998, p. 834. 
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judicial correspondiente, a fin de que se Je administre justicia al igual 

que cualquier persona. 

Ahora bien, el corte de energia eléctrica no es un reflejo de su 

facultad de imperio, pues al igual que otras empresas de suministro 

tiene el derecho derivado de un contrato, de suspender el suministro 

a los beneficiarios cuando estos incumplan con las clausulas 

establecidas en el contrato; por ejemplo, la falta de pago. 

A efecto de que quede perfectamente explicado el porqué la 

Comisión Federal de Electricidad. como empresa pública realiza 

actos de comercio. y que a nuestro criterio. incluso. no es procedente 

impugnar sus actos por la vía contenciosa administrativa, pues no 

actúa como autoridad al realizar contratos de suministro de energía 

con los particulares, sino a través de una diversa. debe dejarse 

perfectamente claro que ésta aun y cuando explota un servicio 

público 117 no pierde su naturaleza de empresa. que aunque es 

creada por el Estado, ello no le impide que al realizar las actividades 

necesarias para lograr los fines para los que fue creada. como 

también podria ser el caso de Petróleos Mexicanos. tenga que 

realizar actos de comercio. 

A mayor abundamiento, es de hacerse notar que las tarifas 

que se fijan con motivo del suministro de Ja energia eléctrica, no 

tienen la naturaleza jurídica de una contribución, pues su 

cumplimiento o pago no derivan de una ley si no del contrato que 

celebra con Jos solicitantes del suministro de energía eléctrica, y en 

117 
Cabe recordar que con el nuevo proyecto de reformas en materia de energia 

eléctrica; sólo se contempla como servicio pübhco la dotación de este tipo de 
energia a comunidades rurales y a zonas urbanas marginadas, privatiz8ndose. por 
lo tanto. el suministro de este tipo de energia a Ja rnayoria de la población en las 
ciudades 
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su fijación no se atiende a los principios de proporcionalidad y 

equidad; sino que Jos precios que se fijan a cargo de los 

consumidores por el suministro y venta de energía eléctrica con base 

en las tarifas prcv1an1cnte establecidas. tienen con10 razón de ser la 

prestación del servicio por p~rtc del organismo encargado de ello. 

incluso los ingresos que se obtienen por tal concepto pasan a formar 

parte del patrimonio de la propia Com1s1ón Federal de Electricidad y 

no al gasto pUbllco; motivo por el cual se reitera que dicho organismo 

pUb/1co dcscentr.::1l1zéldo al vender y surn1nistr8r energía eléctrica. 

rcnliza <Jetos de con1crc10. 

A n1<:-Jyor LJbu11dcH111ento. debemos precisar que la Comisión 

Federal de Elcctncidod, actúa con10 particular al mon1ento de 

celebrar los contratos de suministro. y por ende los derechos 

derivados de él corno son l.::-1 exped1c1ón de recibos, el apercibimiento 

de corte e incluso la suspensión del suministro tan1b1én son actos de 

naturaleza privdda (Acorde con la teoria de lé1 doble personalidad del 

Estado). 

Definitivamente debemos reconocer también que la Comisión 

Federal de Electricidad, no cuenta con facultad de imperio al cortar el 

suministro de energía sino únicamente es un derecho derivado del 

contrato que celebra. Otra circunstancia que revela que no cuenta 

con facultad de imperio es que las deudas no las cobra de forma 

directa sino que tiene que acudir a las instancias correspondientes 

p.:::!ra que se le administre justicia. 

rnv ~/ 
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5.3 Propuesta sobre la instauración de un 
procedimiento especial para la substanciación del 
recurso de revisión, cuando el acto impugnado sea el 
auto que desechó la demanda. 

Dentro de la problemática del desechamiento una de las 

circunstancias que surgen en perjuicio del quejoso. es la relativa a 

que. si bien es cierto. cuenta con un medio de defensa para 

impugnar un a uta de desechamiento (recurso de revisión). éste en 

principio aun y cuando cuenta con un término procesal para ser 

resuelto, casi siempre dicho plazo no es respetado por los Tribunales 

Colegiados de Circuito. cuando por la premura que entraña el tener 

certidumbre sobre la admisión o rechazo de la demanda debería de 

existir un procedimiento mucho más celérico para resolver este tipo 

de recursos de revisión. lo anterior aunado a que para su resolución 

no es necesario utilizar un periodo largo de tiempo. 

Incluso cuando el acto reclamado en el recurso de revisión es 

el desechamiento de la demanda no es necesario notificar a las 

autoridades responsables. los únicos que intervienen es la parte 

quejosa, el juzgado que emitió el acuerdo impugnado y el Tribunal 

Colegiado de Circuito. que va a conocer de este recurso, además la 

única materia sobre la que versara la controversia en el recurso, es la 

consistente en determinar si opera o no la causal o causales de. 

improcedencia invocadas, así como si son o no manifiestas e 

indudables. 

Existe una necesidad impostergable de adicionar un artículo 

en e 1 que se establezca un término no muy extenso. en el cual e 1 

órgano de justicia encargado de conocer del recurso de revisión deba 

resolverlo, situación similar a 1 a que o curre en 1 os su puestos de 1 a 

TESIS CON 
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queja, en los cuales se privilegia en su resolución la premura que 

reviste la materia de litis en cada caso. un ejemplo de ello es la 

hipótesis normativa que señala la fracción XI del artículo 95 de la Ley 

de Amparo. que establece la procedencia del recurso de queja contra 

la resoluciones que concedan o nieguen la suspensión provisional y 

el cual debe ser resucito en forma muy breve. pues en este caso de 

no ser asi qued;:1ria sin materia el aludido recurso de queja. 

El recurso de revisión en contra del desechamiento se debe 

resolver de forn10 n1uy breve no tanto porque éste quede sin materia 

sino por el estado de incertidumbre en que se encuentra el quejoso 

durante su suhst.;inci;ación. pues no sabe la suerte procesal de dicho 

medio de defensa. qu1za pudiera pensarse que lo anterior no sólo 

ocurre cuando se 1n1pugni1 el acuerdo de desechamiento sino que 

ese estado de 1ncert1dun1brc sucede en todos los recursos; sin 

embargo, en 1.:-J hrpütcs1s que se anal1zéJ ocurre algo un tanto distinto. 

ya que. debernos recordar que cuando se desecha una demanda no 

se suspende el <:Jeto rccl<'.::ln1ado y en muchas ocasiones al quejoso le 

resulta apren1iante que se resuelva sobre la suspensión del acto. 

Supongamos que una persona promueve una demanda de 

amparo y que ésta es desechada porque a criterio del órgano que 

resolvió el quejoso no agotó los recursos ordinarios establecidos en 

la ley para poder modificar o nulificar el acto reclamado; un día 

después de que 1 e notifica el a cuerdo de desechamiento interpone 

recurso de revisión contr;-1 el rnismo y a los tres meses le notifican 

que el amparo en efecto es 1n1procedente y que el quejoso debió 

haber interpuesto otro recurso, todo lo anterior parecería muy normal 

en un recurso; sin embargo. la problemática que acarrea es de vital ¡-___ _ 

l
. ~ ~ 7 -. -------. 
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importancia en razón de que para el momento que se entere que 

recurso es el que debió promover ya no se encontrara en tiempo 

para interponerlo. 

El anterior ejemplo, nos da una idea de la gran necesidad que 

existe de instaurar un término para resolver este tipo de recursos de 

revisión en los que se impugnan acuerdos de desechamientos de 

demanda. Tengo la firme convicción de que no se necesitaría de 

demasiado tiempo para la substanciación y resolución de este 

recurso, por 1 os iguiente: Cu ando se impugna este tipo de a utas a 

través del recurso de revisión. lo que se hace es un acuerdo donde 

se tiene por recibido el recurso y se ordena su substanciación, que 

significa la elaboración de un cuaderno de antecedentes y la 

inmediata remisión del expediente y el recurso. para que el Tribunal 

de Alzada determine si se admite o no dicho recurso. una vez 

realizado lo anterior se notifica al Ministerio Público, y se pasa a la 

etapa resolutiva. De esto se colige que la substanciación no se 

llevaria más de dos días. Ahora bien, en ta resolución como se ha 

explicado sólo tendrá que analizarse si opera o no la improcedencia 

invocada por el juez en su desechamiento si es clara y evidente. lo 

que cuando mucho a expertos en la materia como deben ser quienes 

trabajan en este tipo de órganos de justicia, no les debe resultar muy 

dificil de determinar máxime si no tendrán que analizar ningún 

concepto de violación por regla metodológica. Por tanto. la resolución 

de dicho recurso no les llevará más de tres días en su proyección. 

además de esto debemos tener en cuenta el tiempo de estudio de los 

demás asuntos y por su puesto el tiempo que tarden para sesionar 
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los magistrados, por 1 o que a mi parecer no debe llevarse más de 

diez dias hábiles la resolución de este tipo de recursos de revisión. 

Nuestro propuesta sobre el tema se sintetiza en adicionar un 

nuevo articulo a la Ley de Amparo en donde se establezca el término 

de diez dias hábiles para la resolución de este tipo de recurso de 

revisión. o bien. de insertar esta proposición en su articulo 90, que es 

donde se establece el término genérico de quince días para la 

resolución de los recursos de revisión de que conocen los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

Dicho artículo o adición podría quedar redactado de la 

siguiente forma: 

uEn el caso de que se trate del recurso de revisión en el 

que se combata el auto que desechó la demanda, el término 

para su substanciación y resolución será de diez días hábiles". 

-----------------·-~·----~-- ------......... 
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CONCLUSIONES. 

1. Es indispensable para la sociedad contar con derechos 

subjetivos frente al Estado. pero serian letra muerta si no se contara 

con un instrumento juridico procesal a través del cual poder reclamar 

cualquier violación a sus derechos fundamentales. En la actualidad el 

juicio de amparo cumple con esa función protectora. 

2. Debido al crecimiento y desarrollo del México actual así 

como a su integración con otros paises. el amparo tiene nuevos retos 

que sortear. por ello a través de la gestación de nuevos conceptos y 

del desarrollo de otros ya existentes, el amparo extiende su manto 

protector tratando de hacer factibles los postulados constitucionales. 

3. Resulta sumamente necesario alojar valores de justicia en 

los preceptos y disposiciones que norman el juicio de amparo. Es 

valido hacer mas flexibles ciertos parámetros de este medio de 

control para lograr resoluciones acordes con las situaciones que se 

presentan a diario. 

4. El juicio de amparo contiene sus propios principios y 

caracteristicas que lo distinguen de otros medios de control 

constitucional y de los recursos ordinarios. Tomando en cuenta las 

propiedades que contiene el juicio de amparo podemos definirlo de la 

siguiente forma: Es el juicio establecido en la constitución como 

medio de defensa de ésta. que se sustancia conforme a los propios 

principios. normatividad y jurisprudencia que lo rige, y que 

esencialmente se entabla contra actos de entes que actúan como 

autoridades. que violen las garantías individuales de los gobernados 

quienes solicitan el amparo de los tribunales que conocen de dicho 

medio de defensa (el tribunal superior del que cometa la violación. 

/~ 
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Juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito, Tribunales 

Unitarios y Suprema Corte de Justicia de la Nación), para que se les 

respete y restituya el derecho subjetivo público que estiman violado. 

El juicio de amparo se divide en dos modalidades cada una de las 

cuales cuenta con sus propios supuestos de procedencia 

establecidos en la Constitución y en la Ley de Amparo. 

5. Respecto a la naturaleza del amparo podemos concluir que 

no se trata de un recurso sino que se configura como un juicio, 

entendido éste como proceso sui generis. en razón de que presenta 

sus propias características en relación a otros distintos procesos, y a 

la vez presenta diferencias en las modalidades indirecta y directa. 

6. La acción. no es otra cosa que el derecho que la legislación 

objetiva confiere a la persona para acudir ante la autoridad 

competente a fin de que se le satisfaga una pretensión jurídica, que 

puedes er 1 ad eclaración, constitución de un derecho a favor de 1 a 

parte actora o la exigencia de una obligación a cargo de otra persona 

particular o frente al ente estadual, éste derecho también conlleva en 

su caso la facultad del sujeto activo para pedir que se ejecute lo 

resuelto en sentencia firme. La acción de amparo deriva de los 

articulas 1 º, 17. 103 y 1 07 de la Constitución. 

7. El derecho de acción no es una subespecie del derecho de 

petición. pues cada uno guarda sus propias características y uno es 

independiente del otro. En efecto, el derecho de acción r el . de 

petición son distintos e incluso los alcances de uno son muy diversos 

a los del otro. Como presupuesto procesal de la acción de amparo 

debe tenerse la capacidad de accionar y no la existencia de una 

violación de garantías. 
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Acción de amparo, se define como la facultad que la 

Constitución confiere a la persona (sea f isica o moral) para acudir 

ante la autoridad competente para conocer del juicio de garantías a 

fin de que se le satisfaga una pretensión consistente. en que se le 

restituya en el goce de la garantia individual violada o que se le siga 

respetando la garantía que estima lesionada por al acto (éste 

conceptualizado lato sensu) emitido por la persona o ente que actúa 

como autoridad responsable. 

8. Tomando en consideración la relación adjetiva que se forma 

entre las partes en el juicio de amparo, las hemos definido de la 

siguiente manera: Parte en el juicio de amparo es la persona física o 

moral pública o privada que tiene un interés jurídico. legitimo o difuso 

para intervenir en el juicio de amparo de acuerdo con la ley de 1 a 

materia. Entre las parte tenemos al quejoso. que es cualquier 

persona que se encuentra dentro del territorio nacional o bien que 

encuentra fuera de éste. pero que tiene un representante legal en el 

pais, que promueve un juicio de amparo y que le afecta el acto 

reclamado. considerando tal afectación aunque sea inicialmente, es 

decir. al momento de admitir la demanda. E 1 juez debe verificar la 

existencia del tercero perjudicado con 1 a finalidad de no dejarlo en 

estado de indefensión. Las reglas sobre la inexistencia de terceros 

perjudicados en materia penal y amparo contra leyes no es absoluta 

cuenta con sus salvedades. Por ejemplo, cuando se reclama la 

confirmación del no ejercicio de 1 a acción penal en este e aso será 

tercero perjudicado el inculpado en la averiguación previa, aunque 

existen criterios divergentes al respecto; en amparo indirecto contra 

leyes existe tercero perjudicado cuando se reclame la aplicación de 
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un precepto que se tilde de inconstitucional dentro de una resolución 

o acuerdo, en éste caso será tercero perjudicado la contraparte del 

quejoso en el juicio del que derive el acto reclamado. La connotación 

de Ja autoridad responsable casi siempre resulta compleja en razón 

de la evolución de nuestro derecho. sobre todo en el área 

administrativa. donde han surgido innumerables entes que en 

determinadas ocasiones actúan con las características de 

autoridades y en otras tantas como particulares. lo que conlleva una 

notable complejidad al momento de determinar si el juicio de amparo 

es procedente o no contra un determinado acto. 

9. En el apartado en que se estudiaron las resoluciones de 

tramite se ha logrado observar que los autos no son sólo proveidos 

de trámite. pues dentro de ellos también pueden resolverse 

cuestiones torales, tal es el caso de los autos de desechamiento, 

acuerdos donde se sobresee fuera de audiencia y a utas donde se 

modifica alguna suspensión o incluso en donde se declara cumplida 

una sentencia o la imposibilidad juridica o material para cumplir con 

los efectos de la misma. 

Por lo que hace a las denominadas sentencias incidentales 

debo precisar que no se trata de sentencias sino de autos, pues por 

su naturaleza pueden ser revocables tal y como lo establece el 

numeral 140 de la ley de la materia, de donde se extrae que el propio 

Juez de Distrito puede modificarlas, lo que no es característica de las 

sentencias sino de algunos autos. 

1 O. En las sentencias el Juez de Distrito, debe verificar 

primeramente la competencia, luego la existencia de los actos, 

después las improcedencias que él advierta que existen en el caso, 
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una vez efectuado su examen debe en un diverso considerando 

estudiar los conceptos de violación en contra de los actos que si 

proceda en el juicio de amparo, al final establecer los efectos de la 

sentencia. esto claro, en caso de conceder el amparo. y por último 

establecer los puntos resolutivos. Cuando se procede al 

desechamiento de una demanda primeramente se analiza la 

procedencia del juicio de amparo en contra del acto que reclama el 

quejoso sin tenerse que estudiar forzosamente primero la existencia 

del acto. 

11. Los actos reclamados son el objeto de estudio en el juicio 

de amparo. este debe contener las características unilateralidad, 

imperatividad. coercitividad y por supuesto la de voluntariedad. 

También considero que en el amparo, no es imprescindible que e 1 

acto reclamado necesariamente tenga que producir una afectación 

en situaciones jurídicas o f8cticas dadas. para ser considerado como 

tal, pues lo anterior no es un requisito indispensable de los actos 

reclamados, ya que eso va a ser analizado por el juzgador o tribunal 

que conozca del juicio al momento de verificar si se colma el principio 

de interés jurídico. es decir. esto ya es una cuestión de procedencia 

del amparo, pero de ninguna forma se debe de tener como elemento 

necesario del acto reclamado. 

El acto reclamado es aquélla conducta negativa o positiva, o 

ambas conjuntamente, únicamente declarativa o bien que trae 

aparejada ejecución. realizadas por una persona en ejercicio de un 

poder público o de hecho, que tiene la característica de ser unilateral, 

imperativa, coercitiva y voluntaria, pues emana de un ente actuando 

con facultades de autoridad. 
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12. Gran relevancia presenta en el juicio de amparo el primer 

auto de la demanda, pues de él depende que el proceso vaya bien 

encaminado, esto es que se integre el expediente debidamente e 

incluso que se logre la celeridad en el procedimiento. Varios son los 

sentidos que pueden darse en el primer auto del juicio. entre estos 

encontramos la declaración de incompetencia. el desechamienta. el 

desechamiento-admisión. la prevención y la admisión. 

13. El auto de desechamiento. es el proveido que se notifica 

personalmente al quejoso mediante el cual el Juez de Distrito 

determina. de plano y de forma oficiosa, no admitir o darle curso a 

una demanda de amparo por advertirse que opera en el asunto una 

causa de improcedencia legal, constitucional o jurisprudencia!, que 

tiene las caracteristicas de ser evidente e indubitable, lo que impide 

que se substancie el juicio solicitado y se resuelva sobre las medidas 

precautorias. Los requisitos para desechar la demanda en nuestra 

opinión, son los siguientes: Debe ser realizado por el órgano judicial 

competente; que se advierta una causal de improcedencia y que ésta 

sea notoria y manifiesta. 

14. En resumen. el tema del desechamiento afronta la 

siguiente problemática: Falta información exhaustiva sobre el tema 

del desechamiento; falta fundamentación y motivación en los autos 

de desechamiento. falta de análisis minucioso de la demanda al 

momento de su interposición, abuso de promoción de amparos con 

intereses maliciosos, existencia de formulas legales que se muestran 

obsoletas. 

15. La figura del desechamiento-admisión de acuerdo a 

nuestro criterio es técnicamente correcta cuando los actos 
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reclamados no se encuentran vinculados de u na forma indisoluble, 

además en muchos de los casos permite tener mayor certeza jurídica 

en el procedimiento y evita una serie de problemas en el trámite del 

juicio. Es adecuado su pronunciamiento cuando el caso a estudio lo 

amerite. 

16. En ocasiones, el sobreseimiento también produce efectos 

propios de la cosa juzgada cuando la improcedencia que lo produjo 

sea absoluta y total. El desechamiento siempre es consecuencia de 

improcedencias absolutas, notorias y manifiestas y en el 

sobreseimiento no se necesita que las improcedencias sean 

absolutas, un ejemplo de ello es el sobreseimiento causado por 

inexistencia de actos . 

17. En síntesis, en nuestra opinión los efectos del 

desechamiento son que provoca que no se admita la demanda 

interpuesta, que no se le de trámite y además destruye la acción, 

pues cuando un desechamiento ha quedado firme el quejoso no 

puede volver a intentar esa misma acción en otro amparo, pues los 

actos reclamados ya fueron materia de una resolución en un juicio de 

amparo. En otras palabras, tiene efectos de cosa juzgada. 

18. El desistimiento de la demanda en amparo constituye un 

desistimiento de la acción. pues la acción no puede volver a ser 

ejercitada ya que se considera que el desistimiento implica el 

consentimiento expreso de los actos reclamados. 

19. Desde mi perspectiva las improcedencias son limitaciones 

jurídicas establecidas en la Constitución, en la Ley de Amparo y la 

jurisprudencia, que son examinadas de oficio por el juzgador y que 

impiden que pueda estudiarse la pretensión de la parte aclara y que 
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traen como consecuencia el desechamiento de la demanda o el 

sobreseimiento del asunto por no configurarse adecuadamente los 

presupuestos de la acción o del proceso. 

20. De acuerdo a las reflexiones efectuadas durante la 

realización del presente trabajo y de los autores consultados. hemos 

llegado a la conclusión de que pueden realizarse diversas 

clasificaciones de las causas de improcedencia. de acuerdo al lugar 

donde se encuentran establecidas; por su origen; por la forma en que 

operan; por el momento en que se advierten: por las consecuencias 

que pueden acarrear: por los presupuestos de la acción o del 

proceso con que se encuentran vinculadas y por la forma en que son 

den1ostradas. 

21. El estudio oficioso de la improcedencia se justifica 

plenamente en los presupuestos procesales y de la acción, y no en el 

orden público. Se debe depurar el procedimiento previo a resolver el 

fondo del asunto de lo contrario el juicio careceria de validez formal. 

En efecto a nuestro juicio resulta indispensable realizar el 

examen de las causas de improcedencia antes de estudiar el fondo 

del asunto. pues a través de ellas se examinan los presupuesto 

procesales y de la acción de amparo, con este análisis se advierte la 

ausencia o la indebida configuración de este tipo de elementos 

procesales. 

22. Se suscita un cambio de situación juridica en materia 

penal. cuando se reclama la orden de aprehensión y paralelo a la 

tramitación del juicio de amparo se emite auto de formal prisión en el 

procedimiento penal; sin embargo, ello no deja en estado de 

indefensión al quejoso quien tiene la posibilidad de combatir el auto 
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de plazo constitucional a través de otro amparo. Se necesita una 

nueva redacción al segundo párrafo de la fracción X del arábigo 73 

de la Ley de Amparo. ya que la actual da pauta a ciertas confusiones. 

23. Existen diversas causas de improcedencia derivadas de la 

relación de la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, con 

diversos preceptos de la Constitución y de la misma Ley de Amparo. 

Algunas de éstas son confundidas con las improcedencias 

jurisprudenciales: sin embargo, debe precisarse que si bien en 

algunas ocasiones las improcedencias nacieron en criterios 

jurisprudenciales de ahí fueron llevadas al contenido de algunos 

articulas de la ley de la materia, por lo que ahora deben considerarse 

improcedencias legales. Las causas de improcedencia 

jurisprudenciales deben ser las que no derivan de artículos de la 

Constitución o de la Ley, sino que para su configuración requieren 

exclusivamente de la invocación de alguna tesis jurisprudencia!. 
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PROPUESTAS. 

1. Debe realizarse una interpretación más innovadora y 

actualizada en ciertos temas de desechamiento. 

2. Debe existir una nueva forma de estructurar autos de 

desechamiento, con mucha mayor argumentación y con una profusa 

motivación. En el contenido de esta obra y en los anexos se 

presentan varios formatos de desechamiento. 

3. Deben tomarse en consideración en los criterios judiciales 

los beneficios que aporta la correcta elaboración de un auto de 

desechamiento: a) No se tramitan demandas notoriamente 

improcedentes; b) No se brindan falsas expectativas a quien acude a 

pedir amparo; c) Al resolverse de forma inmediata se cumple con la 

garantia de justicia pronta y expedita; d) El Estado no dilapida 

recursos humanos y económicos en juicios estériles: e) Se evita que 

las autoridades dilapiden recursos del Estado en juicios estériles, 

pues hay que recordar que ellas envían los informes previos y 

justificados acompañando copia certificada de las constancias que 

justifiquen el acto que se combate; f) Los jueces de Distrito podrían 

centrar mucho más tiempo en los asuntos que realmente así lo 

requieran. recordemos el gran número de asuntos que hay en los 

juzgados. 

4. El juzgador debiera contar con mayores facultades de· 

interpretación para resolver sobre la admisión o desechamíento de la 

demanda y así evitar que el juicio de amparo sea utilizado para 

intereses maliciosos. 

5. Mayor utilización de la figura del desechamiento- admisión, 

pues a veces por su complejidad suele caer en desuso, y considero 
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que es adecuada en ciertos casos para una mejor tramitación y 

resolución del juicio de amparo. 

6. Cualquier causa de improcedencia puede resultar notoria y 

evidente. según los datos de cada caso y no podemos de ningún 

modo negar que lo mismo sucede con el interés jurídico: por lo tanto. 

considero que la configuración o no de esta causal de improcedencia 

debe basarse en las características que arroje cada caso en concreto 

y a partir de ahí es como debe resolverse si es procedente el 

desechamiento de la demanda o no pero de ningún modo debemos 

descartar a priori la invocación de esta causal para desechar Ja 

demanda. 

Debe considerarse técnicamente correcto el desechamiento 

por falta de interés juridico cuando la ausencia de dicho presupuesto 

es total, sugerimos que deberia haber una modificación en los 

criterios judiciales que actualmente se encuentran vigentes. 

7. La interpretación que se realiza a la fracción IV del articulo 

73, de la Ley de amparo, debe contener un mayor alcance, es decir, 

debe ser interpretada en el sentido de que el acto reclamado es 

inatacable a través del amparo. cuando ya haya sido materia de una 

resolución en un amparo anterior que haya quedado firme, sin que 

sea necesaria que únicamente se trate de una sentencia. pues puede 

tratarse de un desechamiento o de un auto de sobreseimiento fuera 

de audiencia constitucional, cuyas razones por las cuales fue 

pronunciado no pueden ser desconocidas por el juzgador. 

8. El corte de suministro de energía eléctrica no debe ser 

catalogado como un acto de autoridad, por lo cual es improcedente el 

juicio de amparo esto en razón de varios factores. 
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9. Por los motivos que se han expresado en el último tema de 

esta obra consideramos necesaria la adición de un articulo en el que 

se establezca un término para la resolución del recurso de revisión 

en contra del desechamiento. o bien. insertar esta proposición en su 

articulo 90, que es donde se establece el término genérico de quince 

dias para la resolución de los recursos de revisión de que conocen 

los Tribunales Colegiados de Circuito. Dicho articulo o adición podría 

quedar redactado de la siguiente forma: 

"En el caso de que se trate del recurso de revisión en el que 

se combata el auto que desechó la demanda el término para su 

substanciación y resolución será de diez días hábiles". 

r 'l"í? ('TI'.' .~f"'\1'.T 
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ANEXOS. 

Anexo 1 

"MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. LÍMITE QUE LE 
IMPONE EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
AMPARO, AL INTERPONER LOS RECURSOS DE LEY. Si bien es 
cierto que el Ministerio Público Federal conforme a lo dispuesto en la 
fracción IV del articulo 5o. de la Ley de Amparo, es parte en el juicio 
de garantías y puede interponer los recursos que la misma ley 
establece. su actuación tiene el lín1ite que el propio dispositivo 
señala. es decir. procurar la pronta y expedita administración de 
justicia. Sin en1bargo. cuando dicha representación social pretende 
apoyar la conducta de las autoridades responsables al emitir Jos 
actos reclamados y obtener la revocación de la sentencia recurrida. 
corno parte no es su .función. lo que contraviene a lo dispuesto por el 
arliculo 19 de la Ley de An1paro, ya que carece de legitimación 
procesal activa. por exceder la función concreta que al Ministerio 
Público Federal, como parte formal, le corresponde en el juicio de 
amparo y por asumir la defensa de otra de las partes. en pretendida 
representación prohibida por la Ley de Amparo". 

Tesis número l.4o.A.41. del Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, que obra en el Semanario 

.Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, .Julio de 1998, 

Novena Época, página 371. 

Anexo 2 

"MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. ES PARTE EN EL 
JUICIO DE GARANTIAS Y PUEDE INTERPONER LA REVJSION 
AUN EN AMPARO CONTRA LEYES, SOLO CUANDO LA 
MA TER/A DE LA LEY IMPUGNADA AFECTE SUS 
A TRJBUCJONES. El artículo 5o .• fracción IV, de la Ley de Amparo, 
reformada por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
de dieciséis de enero de mil novecientos ochenta y cuatro. establece 
que el Ministerio Público Federal es parte en el juicio de garantías, 
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con facultades para intervenir en todos los juicios e interponer los 
recursos que señala dicho ordenan1iento; por tanto, el Ministerio 
Público esta facultado para interponer el recurso de revisión. aun en 
amparo contra leyes. pero ello no significa que tenga legitimación 
para interponerlo ad libitum ni en todos los casos, sino únicamente 
cuando la Constitución o las leyes le encon7iendan la defensa de un 
interés específico con10 propio de su representación social. pues aun 
cuando Jos artículos 2o., 3o .. fracción t y 10, fracción /, de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de la República. le señalan 
genéricamente la tarea de velar por el orden constitucional, ésta 
debe interpretarse sin demérito de los principios que rigen todo juicio 
y, en especial. e I de a nJparo. en cuanto que las partes sólo estan 
legitimadas para interponer los recursos en contra de las 
resoluciones que afecten el interés que respectivan1ente les 
corresponde. Por tanto. el Ministerio Público Federal está legitimado 
para interponer el recurso de revisión tratándose de las disposiciones 
contenidas en el artículo 102 constitucional y en los ordenamientos 
penales y procesales relativos que le otorgan atribuciones para 
perseguir ante los tribuna/es los delitos del fuero federal, Jo n1isn10 
que en todos aquellos casos y nJaterias en que el orden legal le 
ser1ala especifican1ente a dicho representante de ta sociedad. la 
defensa de un interés. Por el contrario. si con la sola invocación 
genérica o abstracta de defender el orden constitucional, se aceptara 
que el Ministerio Público puede interponer la revisión en el juicio de 
garantías a su libre voluntad y en cualquier caso. se estaría 
desfigurando el concepto del interés en sí, el cual ya no estaría 
sujeto a Ja comprobación objetiva de los supuestos de la norn1a. sino 
a la expresión subjetiva del recurrente, ademas de que tratándose 
del amparo contra leyes, trastornaría el equilibrio procesal de las 
partes en perjuicio del quejoso, en virtud de que su intervención sólo 
vendría a reforzar la posición de las autoridades responsables, tanto 
de las que expiden, como de las que promulgan las leyes". 

Tesis número P./J. 4/91, del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación, Tomo VII, Enero de 1991, Octava Época, página 17. 
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Anexo 3 

"ACCIÓN PENAL, RESOLUCIÓN DE NO EJERCICIO, 
EMANADA DE_ UNA AUTORIDAD DEPENDIENTE DE LA 
PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO 
FEDERAL, ES UN ACTO MATERIALMENTE PENAL Y DEL JUICIO 
DE AMPARO QUE SE PROMUEVA EN SU CONTRA DEBE 
CONOCER UN JUEZ DE DISTRITO EN MA TER/A PENAL. El 
articulo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en 
su fracción /, dispone, entre otros supuestos. que los Jueces de 
Distrito de arnparo en rnateria penal conoceran de los juicios de 
garantías que se pro111uevan ".. contra actos de cualquier autoridad 
que afecten la libertad personal . _ "_ Ahora bien. corno donde existe Ja 
rnisrna razón debe existir la rnisn1a disposición, es válido interpretar 
en forrna extensiva la fracción de nJérito y sostener que la 
cor11petenc1a tarn/Jien se surte cuando la sentencia que se dicte en el 
arnparo pueda producir la consecuencia de afectar la libertad 
personal del tercero perjudicado que. en el caso de un iuicio 
promovido en contra de una resolución de no ejercicio de Ja 
acción penal, lo seria. por supuesto. el indiciado o inculpado. 
Aun cuando no todos los delitos se sancionan con la privación de la 
libertad. la afectación debe entenderse en sentido arnplio. pues aun 
tratándose de delitos que se sancionan con pena alternativa o con 
pana no privativa de la libertad, la orden de con1pDrecer al juicio y, en 
su caso. el auto de sujeción a proceso que pudiera dictarse en el 
supuesto de que se ejerciera la acción penal por tales delitos con 
n1otivo de un juicio de an1paro. de conformidad con el articulo 304 bis 
del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 
afectan la libertad de la persona. pues se le obliga a comparecer ante 
la autoridéld que la requiere, aun cuando la restricción tenga el limite 
precario indispensable para el desahogo de las diligencias 
respectivas. tales corno la declaración preparatoria. la identificación 
adrninistrativa, entre otras_ Por otro lado, interpretando en forma 
s1sten1atica las fracciones del artículo 51 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, con los arlículos 19. 20, 21. primer 
párrafo. constitucionales: 94 a 108. 111 a 114. 118 a 121, 122. 124, 
135. 136. 139, 140, 141. 144, 147, 152, 189, 191. 262. 268 bis y 273. 
entre otros. del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 
Federal; 13 y 15 del Código Penal para el Distrito Federal. se obtiene 
que si en el propio precepto 51 se contemplan fas atribuciones de los 
Jueces de Distrito en I os juicios de amparo para conocer de actos 
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materialmente penales. la competencia de que se trata no sólo se 
actualiza con fundan1ento en la fracción / antes examinada, sino en 
dicho numeral. En estas condiciones, si bien la naturaleza de Ja 
resolución de no ejercicio de la acción penal es, por el órgano que ta 
realiza. formalmente administrativa, por su n atura/eza intrínseca es 
materialmente penal, por lo que la competencia para el conocimiento 
del juicio de amparo en su contra le corresponde a un Juez de 
Distrito en dic/1a materia, no sólo por la circunstancia de que Ja 
sentencia que llegara a dictarse pudiera afectar la libertad del tercero 
perjudicado. sino tan1bién porque al tratarse de una resolución 
materialmente penal, la con1petencia se ubica en el propio numeral 
interpretando sus fracciones sisten18ticarnente. La interpretación de 
n1érito respeta el principio de especialización que justifica la creación 
de tribunales especializados y, por ende, el articulo 17 constitucional, 
en cuanto garantiza la expeditez en el fallo". 

Tesis P./J. 91/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo VI, Diciembre de 1997, Novena Época, Página 5. 

Anexo 4 

"TERCERO PERJUDICADO. SÍ EXISTE EN EL JUICIO DE 
GARANTÍAS, CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES EL NO 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL (EXCEPCIÓN A LA REGLA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN 111, INCISO AJ DE 
LA LEY DE AMPARO). La regla prevista en el inciso a) de la fracción 
111 del numeral 5o. de la Ley de Amparo, que establece la no 
existencia de tercero perjudicado cuando el acto reclamado provenga 
de un juicio o controversia del orden penal, debe ser interpretado en 
la actualidad atendiendo a la reforma del articulo 21, cuarto párrafo; 
de la Ley Fundamental, que entró en vigor el primero de enero de mil 
novecientos noventa y cinco y al criterio sostenido al respecto por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de su 
tesis aislada que se encuentra bajo el rubro: "ACCIÓN PENAL. LA 
GARANTÍA QUE TUTELA EL DERECHO DE IMPUGNAR LAS 
RESOLUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO SOBRE EL NO 
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EJERCICIO O DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA, NO SE 
ENCUENTRA SUJETA A QUE SE ESTABLEZCA EN LEY LA ViA 
JURISDICCIONAL DE IMPUGNACIÓN ORDINARIA, POR LO QUE 
MIENTRAS ÉSTA NO SE EXPIDA, EL JUICIO DE AMPARO ES 
PROCEDENTE EN FORMA INMEDIATA PARA RECLAMAR TALES 
RESOLUCIONES."; debiendo de esta forma considerarse como una 
excepción a la citada regla. el caso en el que en un juicio de amparo 
se señale como acto reclamado el no ejercicio de la acción penal 
respecto de una denuncia. acusación o querella que se /Jace sobre 
determinada persona. Ello en virtud de que en este supuesto el 
agraviado es precisan1ente la parte ofendida. que considera que las 
conductas que atribuye a los indiciados en la averiguación previa, es 
constitutiva de delito y por tanto. el acto reclamado (no ejercicio de la 
acción penal), vulnera garantías en su perjuicio. Siendo en 
consecuencia aplicable en estos casos lo estatuido en la parte 
segunda del inciso e) de la fracción fil del numeral So. referido, toda 
vez que el acto reclan1ado proviene de una autoridad administrativa y 
si los denunciados pudieron eventualmente comparecer en ese 
procedin1iento. para aporlar pruebas de descargo y alegar a su favor 
en ejercicio del derecho consagrado en la Constitución Federal. en el 
articulo 20 fracciones V, VII, IX y penúltimo parrafo de este numeral, 
y tornando en consideración que la sentencia que llegara a dictarse 
en el juicio de garantías, podría producir la consecuencia de afectar 
su libertad personal; es evidente que tienen interés directo en la 
subsistencia del acto reclamado y por consiguiente es incuestionable 
que deben ser considerados como terceros perjudicados para que en 
estos juicios puedan ser oídos como parte". 

Tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal el 

Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Tomo VIII, Diciembre de 1998, Novena Época, página 

1095. 

Anexo 5. 

"AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. 
LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS 

TESIS CON 
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PÚBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS 
UN/LATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O 
EXTINGUEN SITUACIONES JURÍDICAS QUE AFECTAN LA 
ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este Tribunal Pleno considera 
que debe interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece 
publicado en la página 519 del Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1988. Segunda Parte, que es del tenor siguiente: 
"AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El 
término 'autoridades' para los efectos del amparo. comprende a 
todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública en virtud 
de circunstancias. ya legales. ya de hecho, y que. por lo n1ismo, 
estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan 
actos públicos. por el hecho de ser pública la fuerza de que 
disponen.'', cuyo primer precedente data de 1919. dado que la 
realidad en que se a plica ha sufrido e ambios. I o que obliga a esta 
Suprema Corte de Justicia. r11tJxin10 intérprete de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. a rnodificar sus criterios 
ajustándolos al n1omento actual. En efecto. las atribuciones del 
Estado Mexicano se han incrementado con el curso del tiempo. y de 
un Estado de derecho pasamos a un Estado social de derecho con 
una creciente intervención de los entes públicos en diversas 
actividades. lo que ha motivado cambios constitucionales que dan 
paso a la //an1ada rectoria del Estado en materia económica, que a 
su vez modificó la estructura estadual, y gestó la //an1ada 
administración paraestatal formada por los organismos 
descentra/izados y las empresas de participación estatal, que 
indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad 
establecido en el criterio ya citado. Por ello, la aplicación 
generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión de los 
gobernados, pues estos organisn1os en su actuación, con 
independencia de la disposición directa que llegaren a tener o no de 
la fuerza pública. con fundarnento en una norn1a legal pueden emitir 
actos unilaterales a través de /os cuales crean. modifican o extinguen 
por sí o ante sí. situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de 
los gobernados. sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni 
del consenso de la voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades 
decisorias que les están atribuidas en la ley y que por ende 
constituyen una potestad administrativa. cuyo ejercicio es 
irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderos actos de 
autoridad al ser de naturaleza pública la fuente de tal potestad. Por 
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elfo. este Tribunal Pleno considera que al criterio suorac1tado no 
puede ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que 
debe atenderse a las particularidades de la especie o del acto 
n1ismo · por ello. el juzgador de amparo, a fin de establecer si a quien 
se a tribuye e/ acto es autoridad para efectos del juicio de an1paro. 
debe atender a la norn1a legal y exnniinar si lo faculta o no para 
tomar decisiones o resoluciones que afecten unilateralmente la 
esfera juridica del interesado. y que deben exigirse nJediante el uso 
de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades". 

Tesis visible en el Semanario Judicial de Ja Federación y su 

Gaceta. Tomo V. Febrero de 1997. Novena época. pagina 118. 

Anexo 6 

Auto donde se declara cumplida la sentencia de 

SECC. AMPAROS. 
MESA. UNO. 
PRAL. 251/2001 • 
.JPM.MA. 

amparo. 

CUENTA. El quince de mayo de dos mil uno. Ja secretaria da cuenta al 
Juez, con el escrito registrado con el número 6334, en el libro de entrada de 
correspondencia y con el estado de los autos. Conste.-

Acapulco, Guerrero. quince de mayo de dos mil uno. 
Visto: tóngasc por recibido el oficio signado por el quejoso en atención a 

su contenido y con fundamento en el articulo 278 del Código Federal de 
Proced1m1entos Civiles. npl1cado en forma supletoria y por mayoria de razón al 
procedimiento en que se actua. en términos del nurneral 2º de la Ley de Amparo. 
expidasclc la copia simple que indica, previa firma de rec1b1do que se otorgue en 
autos para debida const<:u1c1a lcuol Hilgasele saber al pron1ovente que la copia la 
puede obtener y recoger en cualquier dia hábil Téngase corno autorizadas para 
recoger dicha documcntéll a las personas que menciona en su ocurso 

Ahora bien. en atención al estado que guardan actualmente los autos de 
los que se advierte que hasta la fecha el pet1c1onano de garantias no tia 
manifestado nada respecto o! informe que sobre el curnpllm1cnto de la sentencia 
rindió el Juez Primero de Primera Instancia del Ramo Penal del Distrito Jud1c1al de 
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Tabares. de conformidad con lo dispuesto en los puntos siete y ocho de la tesis de 
jurisprudencia número 9/2000, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. el dos de febrero de dos mil uno de rubro 
"CUMPLIMIENTO DE EJECUTORIAS DE AMPARO. PRINCIPIOS QUE HA 
ESTABLECIDO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN 
RELACIÓN CON LOS TRÁMITES, DETERMINACIONES Y MEDIOS 
PROCEDENTES DE DEFENSA." y en concordanc1a con lo que expresa el aré3b1go 
113 de la Ley de Amparo. es procedente pronunciarse con relación al cumplimiento 
dado a la ejecutorin por la autoridad responsable 

En orden a la técnica 1urid1ca del JU1c10 de garantias, es preciso mencionar 
en primer lérm1no, los efectos para los cuales fue concedido el amparo y protección 
de la 1ust1c1a federal. que en la especie lo fue para que lu responsable deiara 
1nsubs1slente el .::t uto de forn-1al prisión que constituyo el acto reclarnado en este 
JUICIO, y con plenitud de 1urisd1cc1ón. resolviera la situación juridica en que 
debiera quedar el indiciado, cumpliendo debidamente las formalidades de 
fundamentación y motivación. 

Asi las cosas. del unál1s1s det3llado de léls const~n1c1us que ad¡untó a su 
of1c10 registrado con el numero 5965. en el libro de entrada de correspondencia. se 
advierte que el siete de rnuyo. el JUCZ rcspons;1blc pronunció resolución en los 
autos de l<l causa pcnétl 229-112000. n1ed1antc el cunl dCJÓ sin efectos el auto de 
forn1al prisión de siete de febrero del año que transcurre, y crn1l10 un<ol nueva en IV 
que delcrminó decretar auto de formal prisión en conlra del quejoso por su 
probable responsélbll1dad pen<JI en la corn1s1on del delito de lesiones, previsto y 
sancionado por el iJrticulo 1 05, fracción 11, del Cod1go Pennl para el Estado de 
Guerrero. adv1rt1endose que en drcho auto de plazo constitucional se subsanaron la 
defic1enc1as forn1ales por las cunles se otorgó ki protección constitucional al 
quejoso de rnórito 

De lo anterior, se concluye que la autoridad responsable acató los términos 
en que se pronunció la e¡ccutorin ampanstn. en virtud de que dCJÓ sin efectos el 
auto de ternimo const1tuc1onal, que constituyó el acto rcclan1ado, y en su lugar. 
en11t1ó otro con plcnil libertad de 1unsd1cc1ón. en consecuencia. lo procedente es 
declarar cumplida la sentencia emitida por este órgano jurisdiccional el 
nueve de abril de dos mil uno; por tanto. con fundamento en el articulo 
supracrt.:=ido, hc3gJnse las anotaciones en el libro de gobierno respectivo. glósense 
los cuadernos incidentales y archivese este expediente corno asunto totalmente 
concluido 

CntJe prec1sé'l.r. que en la especie el cumpllm1ento de la sentencia de 
amparo se agoto ncatando el ob¡eto por el que fue pronunciado el fallo arnpansta. 
es decir. con la sola depuración de los v1c1os formales de que adolecia la 
resolución anterior, con 1ndepcndenc1a del sentido en que resuelva In autoridad 
responsable en el nuevo auto de plazo constitucional; en otras palabras. una 
sentencia de arnpnro con los erectos antes crtaaos queda cumplida s1 la autoridad 
de1a insubsistente el acto reclamado y dicta otra resolución vertiendo en ella los 
preceptos legales aplicables y los motivos y argumentos que sostengan el sentido 
de su fallo. tal y como ocurrió en et caso a estudio. 

Por ello este tribunal al momento de resolver sobre el cumplimiento del 
fallo protector sólo examinó si se cumplieron con las garantias violadas 
(fundamentación y motivación), sin prejuzgar sobre el fondo de la nueva resolución, 
es decir, sin hacer pronunciamiento alguno sobre el sentido del nuevo fallo, pues 
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este es considerado como un diverso acto f"eclamado al que fue materia de la litis 
const1tuc1onal. contra el cual en su caso procederia otro ampa.-o, ya que analizar 
violaciones diversas en el nuevo auto de formal prisión seria ir mas alta de los 
lineamientos establecidos en la sentencia rompiendo con ello la estructura misma 
del Juicio de garantias 

Notifiquese personalmente. 
Lo acordó -loel Carranco Zúñiga. Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, as1strdo de ICJ secretaria. quien autoriza. Doy Fe.-

Razón. En la misma fecha se giraron los oficios números 12885 y 12886, a 
efecto de not1f1car el presente proveido. Conste.-

Anexo 7 

Auto que tiene por no interpuesto el recurso de revisión 
adhesiva. 

SECC. AMPAROS. 
MESA UNO. 
ANT. 51/2001 . 
.JPM•MA. 

Cuenta. El catorce de marzo de dos mil uno. la secretaria da cuenta al 
JUez, con el escrito registrado con el número 3210. en el libro de entrada de 
correspondencia. Conste.-

Acapulco, Guerrero; catorce de marzo de dos mil uno. 
Visto; agréguese a los autos el ocurso de la cuenta secretaria! firmado por 

José Sánchcz. en su carácter de apoderado legal de la quejosa Maria Moreno 
lbáñez, en atención a su contenido digasele que no ha lugar ha tramitar el recurso 
de revisión adhesiva. en virtud de que de una interpretación armónica de los 
preceptos que regulan el recurso de revisión en la Ley de Amparo, se obtiene que 
dicho medio de impugnación debe interponerse ante el Tribunal de Alzada que esta 
conoc1endo del JUic10 pnncipal, lo anterior tornando en consideración que no se 
trata de un diverso recurso que deba tramitarse de la misma forma que el primer 
recurso interpuesto sino que el segundo se encuentra vinculado al primero, tan es 
asi que sigue la suerte procesal del otro. 

Otro de los motivos por los cuales se tomó la presente determinación es el 
hecho de que el térn11no para interponer el recurso de revisión adhesiva, corr.ienza 
a correr a partir de que se notifica la admisión del recurso, acto procesal realizado 
por el Tribunal Colegiado y que sm duda se verifica después de que el Juez 
Federal que conoce en primer grado realizó los tramites para la substanciación de 
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dicho medio de impugnación; es decir. después de la not1ficac1ón a las partes del 
citado recurso; de la ren1is1ón del expediente principal a la Suprema Corte de 
Just1c1a de la Nación o al Tribunal Colegiado de Circuito y del envio del original del 
esenio de agravios con la copia respectiva al M1rnsteno Público Federal. 

Así las cosas, y una vez ponderadas las caracterist1cas especiales con las 
que cuenta el tipo de recurso que se intenta. se obtiene que el camino procesal 
idóneo para la 1nterpos1c1on del mismo es en forma directa ante el Tribunal de 
Alzada que conoce del pnrner recurso. 

Tiene apl1cac1ón ID tesis Vl.2o.135 K. sustentada por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito. que obra en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo IX, Marzo de 1999. Novena Epoca, pagina 1456. del tenor literal 
siguiente. 

..REVISIÓN ADHESIVA. EL ESCRITO CON EL QUE SE 
INTERPONE DEBE REALIZARSE ANTE EL TRIBUNAL COLEGIADO 
RESPECTIVO. Si bien es cierto que /os articulas 83. 86. 87, 88 y 89 de la 
Ley de Arnparo no cst<:lbfecen cxpres~uncnte ante qué organo jurisdicc1onal 
debe presentarse el escrito con el que se prornueve o/ recurso de revisión 
en forma adhesiva. tarnbién lo es que de la recta interpretación de los 
preceptos legales citados se concluye que tal escrito corresponde 
presentarse ante el Tribunal Colegiado que fJaya adr111t1do el recurso de 
revisión con el que se relaciona la adhes1on senalada. pues por una purtc, 
arnbos recursos se encuentran vinculados a una nHstnd resoluc1on y por 
otra, el tCrrn1no para expresar agravios por aquel que interpone revisión 
adl1es1va cor111enza a contar a partir de la feclh"J en que se notifique ta 
admisión del recurso de revisión pnncipal decretada por el Tribunal 
Colegiado respectivo. de af1i que la presentación del escrito en que se 
hace valer la revisión ad/1esiva ante un Juez de Distnto no surte efecto 
legal alguno ·· 

Sustenta el mismo criterio la tesis número IV 2o. 1 O K, del Segundo 
Tribunal Colegiado del Cuarto C1rcu1to, consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo 111. Mayo de 1996, Novena Época, pagina 695. del 
rubro y texto siguiente 

''REVISION ADHESIVA. EL ESCRITD DE AGRA VIDS RELA T/VO 
DEBE PRESENTARSE ANTE EL TRIBUNAL COLEGIADO QUE 
CONOCE DE LA REVIS/ON PRINCIPAL. Es cierto que ni la parte final del 
articulo 83 de la Ley de Amparo. ni los numerales 86. 87, 88 y 89 de la 
n11sn1a. qvc regulan el trámite del recurso de revisión establecen 
expresan1ente 3 nte qué o rgano jurrsdiccional debe presentarse e I escrito 
de agravios que en forn1a adhesiva hace valer quien obtuvo resolución 
favorable en el an1paro: sin embargo. de la rnterpretación armónica de 
dicl1os preceptos se concluye que el citado escrito debe ser presentado 
ante el Tribunal Colegiado que conoce del recurso de revisión interpuesto 
por el d1rectarnente agraviado. atento a que el término para expresar 
agravios en forma adhesiva ernpieza a contar a partir de la fecha en que se 
notifique la admisión del recurso principal y para efectos de su tramitación 
no puede considerarse como un diverso recurso que deba seguir las reglas 
establecidas para el que en forma directa se hizo valer. toda vez que la 
revisión adhesiva sigue la suerte procesal de éste y el término de su 
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presentación es rle r.inco d;as después de notificarla la admisión del 
recurso. esto e s. e on p osteriondad a I a t ran11tación q uc hace e/Juez de 
Distrito en terrninos de los articulas BR y 89 de la expresada Ley de 
Arnparo ... 
En consccucnc1a de lo anterior. se ordena a la actuaria adscrita a este 

órgano de JUst1c1n federal n ot1f1car pcrsonalrnentc el p rcsente a cuerdo a la parte 
prornovcnte, devolv1endosele en el m1sn10 acto el cscnto original de agravios. 
As1m1sn10. gloscse cop1.-::i del rn1srno, L.ir11ci1n1cnte para que obre como antecedente 
uri el pies.ente cuaderno 

Notifiqucsc personalmente. 
Lo i.iCorUo Jocl Carranca ZUrliga, .Juez Sexto de 01stnto en el Estado de 

Guerrero. as1strdo de lcr secretan<i. quien auton?.n Doy Fc. 4 

Anexo 8 

Resolución de un incidente de violación a la 

SECC. AMPAROS. 
MESA. UNO. 
INC. 321/2001. 
JPM"MA_ 

suspensión. 

Cuentil El diez de abril de dos mil uno. la secretaria da cuenta al juez. con 
un of1c10 y un escrito registrado con los números 4570 y 4614. en el libro de 
entrado de correspondencia Conste.-

Acapulco, Guerrero, diez de abnl de dos mil uno. 
Visto; ugrégucsc a los autos el esenio de la cuenta secretaria!, signado por 

el Juez Ou1nto de Primera lnst<1nc1a del Ramo Penal del Distrito Judicial de 
Tubares. con res1denc1.::1 en esta c1uddd, a través del cual 1nforn1a que compareció 
é:Jnle su presencio el quc1oso .Javier Barnentos Moreno, baJO los efectos de la 
suspcns1on prov1s1onal que le fue concedida. por lo que se decretó su detención 
virtual. 51n pnvarsule de su l1bertZld personal que suspendió y que se suspendió por 
ello la orden de <Jprehi~n~1on ~11rod<J en contra clnl inculpac1o de rnénto, aqui 
quejoso. 

As1m1smo. el 1uez responsable inforrna que se le hizo SBber al indiciado el 
derecho a rendir su declilrac1on preparatoria, la cuéil se nego a em1t1r. informando 
también que se encuentra corriendo el térn1ino const1tuc1onal para resolver la 
situación jurídica del n11smo. lo anterior, se acredita con la docun1ental certificada 
que se anexa al of1c10 de cuenta; a la cual se le otorgi'l valor probntono en términos 
de lo establecido en los élrtlculos 129 y 202 del Cod1~10 f-edt~r;i! de Proccdrmientos 
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Civiles aplicado supletonamenle al procedimiento en que se actúa de conformidad 
con lo establecido en el arab1go 2° de la Ley de Amparo. 

En atención a lo anterior. gírese of1c10 al Juez Quinto de Primera Instancia 
del Ramo Penal del 01stnto Judicial de Tabares. para el efecto de que en el 
momento de resolver la s1tuac1ón 1urid1ca del queioso. es decir de que pronuncie el 
auto de plazo constltuc1onal corrcspond1entc. 1 o informe a la brevedad posible a 
este tribunal federal acon1pañando copia cert1f1cada de dicha resolución As1m1smo, 
téngase por curnplldo el requenm1ento que se le formuló al que1oso Javier 
Barnentos Moreno. en la resolución intcrlocutona de cinco de abnl de dos mil uno. 
por lo cual sigue surtrendo efectos la suspensión def1n1t1va que se le concedió 
hasta en tanto las autoridades responsables reciban notif1cac1ón sobre el auto que 
declare e1ccutonada la sentencia que resuelva el 1u1c10 de amparo. 

Por otra p~rte. tCngase por rec1b1do el ocurso de la cuent<J secrctanal 
firrnado por el quejoso u traves del cual interpone 1nc1dcnte de v1olac1ón a la 
suspensron prov1s1onal y definitiva 

Ahora bien, para estar en aptitud de ncorclar lo procedente respecto de la 
1nc1denc1a interpuesta debe atenderse a lo dispuesto en el articulo 143 de la Ley de 
An1paro. sin de1arse de ponderar lo establecido en el arab1go 57 del Cod1go 
Federal de Proccdin11entos C1v1lcs apt1cndo suplctonnrncntc ;:JI proced1m1cnto en 
que se actUn en térn1rnos del articulo 2° de In ley de In n1atena, es decir, el 1uez del 
conoc1rn1ento antes de i'!drn111r cualqurer 1nc1dcnte rnlcrpucsto debe analizar s1 éste 
es procedente, pues de no serlo se tiene In obl1gac1on de no darle adm1s1bll1dad al 

Para rnayor cornprcns1on se citan tcxtualr11entc rJ1ct1os nurnerales 
"Articulo 143 Para la e1ccuc1on y curnpl1n11ento del auto de 

suspens1on. se observnriln las d1spos1c1ones de los artículos 104, 105. 
párrafo pnrncro. 107 y 111 de esta ley 

Las n11srnas d1spos1c1ones se observaran. en cuanto fueren 
aplicables. para la e1ecuc1ón del auto en que se haya concedido al quejoso 
su libertad cauciona! conforme al articulo 136 ... 

'"Artículo 57. Los tribunales no adm1t1r<Jn nunca incidentes. recursos 
o promociones notoriamente maliciosos o improcedentes. Los desecharán 
de plano, sin necesidad de mandarlos hacer saber a las otras partes, ni dar 
traslado. ni form<Jr articulo ... 
Del último numeral lranscnto. se puede concluir que cuando una de las 

partes interponga 1nc1dentes notorramente improcedentes estos no deben ser 
admitidos; sin embargo, para concluir que un 1nc1dente resulta improcedente a 
criterio de este Juzgador deben colmarse ciertos extremos como son: 

A) Oue se adv1ert<J una causa de 1mproccdenc1a. 
B) Oue dicha causal de 1nLtdm1s1b1t1dad sea notoria. 
C) Oue resulte inconcuso que opera en la especie 
En el caso a estudio. se actualiza 1ndercct1blemente una causal de 

1mprocedencra, sin enibargo. p<Jra dejar perfectamc:nte explicada la misma. es 
idóneo pnmeran1ente realizar algunas aprec1ac1ones sobre la naturaleza, fines y 
caracteristicas del 1nc1denle de 1ncumpl1m1ento a la suspensión definitiva, para 
después confrontarla con los hechos que a sentJr del que1oso constituyeron u na 
transgresión de 1 a suspensión definitiva que le fue concedida: 1 o anterior. con 1 a 
finalidad de identificar como se actualiza en la especie la causal de improcedencia. 

rt"-T"\ Q1 ~ (""'1 ('1 ¡·:~ 
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Es de explorado derecho que la suspensión del acto es 1mportantis1rna en 
la tran11tac1ón de un JUICIO de garantias ya que en muchas ocasiones es necesaria 
para mantener la rnatena de la lll1s const1tuc1onal hasta en tanto se resuelva el 
fondo del asunto, adcrnás de que con ella se logra que de nianera n1omentánca no 
se causen pequic1os al quejoso. 

El 1nc1dcntc de 1ncurnplnn1ento de la suspensión encuentra su 
fundan1cntac1ón en el nrticulo 143, en rcJnc1ón con Jos diversos nun1erales 35, 104. 
105, pórrnfo p nmcro, 107 y 1 11, todos de 1 a Ley de Amparo; siendo 1 no portante 
ncotar que los Ultrn1os cu.-itro articulos Je son üpl1cablcs por rern1s1ón expresa del 
citado en primer tUrrn1no, y ndernc.'1s porque el 1nc1dr~ntc de suspens1on goza de los 
n11sn1os pr1nc1p1os de una c¡ccuton<'...l de urnp<'.lro. haciendo v03ter el afonstno que 

··uondc existe la n11sn10. rZlzon debe cx1st1r l<:..i rn1smo. d1spos1c1on". lo anterior 
con la hnalld<Jd de ev1ta1 que tanto las c¡ecutonas de <lnlpé'-lro con10 las 
detcnn1nac1ones su.spcns1onL1les del L!clo rccl<in1ado se<..in 1ncun1plldas por las 
<'HJtoricl<idcs responsotJles. pues solo con el i.1Gaton11ento efe cJ1ct1os fallos se podra 
dar f<Jr:t1!JrJ1dad a l.""ls re!:>uluc1<J11c~ ern1t1das en los ¡u1c1os efe ~J<-ir;:1nt1<Js 

Una ve.: prcc1SLido esto. /1;::1y que h;:iccr ref1!renc1,::1 cic rn;in1~r;1 fV..!ncral a los 
c;:1sos en ro~:; que procedun<J o no d1ct10 1nc1rfcnte 

~1) Si ILJS ;:_-'!uloridildcs e~:;t<Jndo dcb1d;:Hncntc not1f1cocl;::is lfr! lo suspensión 
def1n1t1v<:·1 e¡ect1lan al{JLHlo n algunos de los ::1ctos respecto do los 
cuales se otor~~o la rncd1da cnutel;::ir correspond1cnte. sus 
consecuenc1L.ls o efectos. se conclu1rn r¡uc cfect1v;-irncnte se violentó 
la 1ncd1dél c;:Jutelar. 

b) S1 los nutondudes c¡ccuti"ln actos lotalrncnte diversos a los 
combnl1dos en el nn1paro, no se tendrá por 1ncurnpl1da In suspensión. 
pues en los fallos relzit1vos u lél suspens1on de los <Jetos es aplicable 
ano.Jóg1comcnte el princ1p10 de rel;:Jt1v1düd de la sentenc1n, ya que la 
suspcns1on no puedf.! abarcnr ,::1ctos que no sean los con1tJnl1dos en 
CI JUICÍO 

c) S1 las autoridades rcsponsnblcs e¡ccutan ectos d1sl1ntos con el 
mismo sentido de afcct;::ic1on que los cor11bat1dos. pero diferente 
motivo. se cntcncJcran aqufillos como actos nuevos que no violan In 
suspensión concedida 

d) S1 los actos tlldudo5 de 111const1tuc1onulcs y el e¡ecut.acJo por la 
autondad responsülJle tienen el m1sn10 rnot1vo. pero es diferente su 
sentido de afcct<Jc1or1, no se transgrcder3 la resoluc1on suspens1onal 

En síntesis. podernos decir que se csta.ra en presencia de una v1olac1ón a 
la suspensión :.'.1>.!...!lQ__§_e resnctan los l111eam1ento_Lpstablec1dos en la resolución 
interlocutoria.. Es c1tablc IQ tesis integrado. por el Pleno de la Suprema Corte de 
.Justicia de la Nación, visible en el Semanano .Jud1c1<JI de la Federación. Quinta 
Epoca. Tomo XIX, pagina 560. que dispone: 

"SUSPENSIÓN. La consecuencia natural del tallo que concede la 
suspensión, es que el acto reclamado no se e¡ecute y que las autondades 
responsables se abstengan de continuar los proced1m1entos. que tiendan a 
ejecutarlo; y si no lo hacen, sus actos constituyen un desobedec1n1iento a 
la suspensión, pues los alcances de ésta son 1mpcd1r toda actuación de las 
autoridades responsables, para ejecutar el acto que se reclama ... 
Una vez estudiada la naturaleza y caracterist1cas del incidente en comento. 

cabe señalar que en el caso el quejoso estima que se transgreden la suspensión 

~"'·'":· -~~ -~-· {~~(Ji'J 
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provisional y definitiva concedidas. esencialmente porque la autoridad responsable 
ordenadora pretendió tornarle su declaración preparatoria y él sólo compareció 
ante ella porque en el auto donde se le concede la suspensión definitiva sólo se le 
exigió como requisito para que siguiera surtiendo efectos dicha medida cautelar 
que compareciera ante el 1uez de la causa. con la finalidad de que se pusiera a su 
d1spos1c1ón en cumplimiento a lo que establece el último párrafo del articulo 138 de 
la Ley de Amparo. s111 tener en ningún momento la mtenc1ón de rendir su 
declaración preparatoria 

En pnrner ténn1no debe apuntarse que por lo que se refiere a sus 
alegaciones en el sentido de que se violo el auto de suspensión prov1s1onal emitido 
el dos de abril del presente afio, tales argumentoc1ones son rnatcnd1bles; en razón 
de que la suspensrón que de manera prov1s1onal se provee en los 1nc1dentes 
derivados del 1u1c10 de aniparo b11nstanc1al deja de surtir sus efectos 1urid1cos en el 
mon1cnto 1nmcd1ato en que se not1f1ca a las responsables la determinación que 
resuelve sobre la suspensión def1mt1va. ya que ésta Ultimn viene a sustituir la 
medida prov1s1onal que al 1 rnc10 se dicta, al realizarse un estudio pormenorizado 
sobre la procedencia de la suspensión tomando en cons1derac1ón por supuesto los 
1nforrnes previos de las responsables y pruebas que en su caso hnyan aportado las 
partes 

En efecto, lo anterior se 1nf1cre de lo establecido en el articulo 130 de la 
Ley de Amparo. m1sn10 que en la parte que nos interesa literalmente dispone 

"Artículo 130. En los casos en que proceda la suspensión 
conforme al articulo 124 de esta ley, si hubiere peligro inminente de 
que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el 
quejoso, podrá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que 
guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la 
resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva ... " 
Sirve para ilustrar sobre la anterior dcterm1nac1ón. en lo conducente. el 

criteno adoptado en IQ tes1s número 1 80 C 125 C. de la Novena Epoca. cm1tida por 
el Octavo Tnbunal Colegiado en Materia C1v1I del Pnmer Circuito. visible en el 
Semanario Jud1c1nl de la Federación y su Gaceta. tomo V. abnl de 1997. página 
292. que expresa 

"SUSPENSIÓN PROVISIONAL, QUEJA EN CONTRA DE SU 
DETERMINACIÓN. QUEDA SIN MATERIA EN CASO DE QUE EXISTA 
RESOLUCIÓN SOBRE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA. La vigencia de lo 
resuelto en relación con la suspensión provisional de los actos reclamados 
opera sólo de manera temporal. mientras se resuelve sobre la suspensión 
definitiva. y al haberse decidido sobre ósta, la determinación tomada en el 
acuerdo de suspensión prov1s1onal de1a de tener efectos. por lo que resulta 
inconducente analizar la Ilegalidad que se atribuya al auto recurrido y. en 
consecuencia. debe declararse sin materia el recurso de queja que se 
interponga en contra de dicho proveido." 
En tal virtud. sólo resta estudiar s1 la autoridad orden<J.dora incumplió con la 

medida suspensional definitiva decretada en la 1nterlocutona de cinco de abnl del 
presente año Del anál1s1s de las documentales públicas que tanto el juez 
responsable como el promoventc exhiben a las cuales procede otorgárseles valor 
probatorio pleno. de conlorm1dad con lo establecido en los articulas 129 y 202 del 
Código Federal de Proced1m1entos Civiles aplicado supletonamente al presente 
1u1c10, en térn11nos de lo dispuesto por el numeral 2° de la Ley de Amparo, se 
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advierte que el quejoso Javier Barnentos Moreno, compareció ante el Juez Ouinto 
de Pnmera Instancia del Ramo Penal del Distnto Judicial de Tabares. ba10 los 
efectos de la suspensión definitiva que se le otorgó por interlocutoria del cinco del 
mes y año en curso, y que por tal motivo quedó su1eto a la junsd1cc1ón del 1uez 
responsable. conllevando ello la facultad y obl1gac1ón de éste de continuar la 
tramitación del proced1rn1ento penal incoado en contra del pet1c1onario de 
garantías. por lo que le decretó su detención virtual, suspendiendo 
provisionalmente la orden de captura haciéndole saber a dicho indiciado las 
garantías que el artículo 20 const1tuc1onal le otorga ordenando por ello tomarle su 
declaración preparalona. 

De ello se adv1erle indub1lablemenle que la aulondad ordenadora no violó 
los paramelros en que fue concedida la suspensión def1n1t1va, ya que la proposición 
de declarnr en preparatoria viene corno consecuencia de que el inculpado quedó 
su¡cto a la 1urrsd1cc1ón del JUCZ de la causa. es decir. es un aclo procesal que se 
debe llevar a cabo en el penado de prc1nslrucc1ón, con10 consecuencia 
prcc1san1ente de que el inculpado se son1et1ó al proceso que se le instruye, tal 
como lo dispone el orticulo 86 del Código Penal del Estado de Guerrero; 
estableciCndosc en el mismo arábigo el derecho que tiene el indiciado a 
abstenerse de declarar, derecho que es consagrado como garantía individual 
en el articulo 20, fracción 11 de la Ley Fundamental. 

Atiora b 1en. 1 os efectos de lél suspens1ón dcfrn1t1va concedida en el caso 
que nos ocupa. son que tas autondades que trencn el caractcr de responsables 
ciecutoras no cumplimenten materialmente la orden de aprehensión; y la fmalldad 
de que el que1oso comparezca ante el 1ucz de la causa es evitar que con la 
concesión de la medida cautelar. se paralice el proced1m1ento penal de donde 
emana el acto reclamado, por lo tanto. sr la autoridad responsable como 
consecuencia de que el que1oso quedó sujeto a su 1unsd1cc1ón. decretó la 
delenc1on virtual del n11smo y llevó a cabo la diligencia de declaración preparatoria 
y en la cual el 1nd1c1<Jdo se negó ;:i declarar. es inconcuso que los actos que en este 
incidente reclama el que1oso son totalmente d1st1ntos a los que quedaron 
comprendidos en la suspensión def1nit1va. por lo cL:al dicho proceder de la 
autorrdad no viola punto alguno de la suspensión def1rntrva 

Conviene rnd1car que l<J v1olac1ón a Ja suspensión se hubiese podido dar. 
en el caso de que las <Jutondades responsables no obstante de estar debidamente 
not1f1cad<Js de la concesión de la medida cautelar ejecutaran el acto reclamado; en 
otras palabras. el 1ncumpl1m1ento al fallo suspcnsional se hubiese dado s1 se 
hubiera c1ccutado malerraln1ente la orden de caplura. hecho que en la especie no 
se dio. lo que se corrobora precisamente con las documentales públicas ya 
¡ust1precradas y con los hechos declarados por el queJOSo en la promoción de 
cuenta que h ncen prueba en su contra de conformidad con 1 o establecido en e 1 
arábigo 200 del Código Federal de Proced1m1entos Civiles aplicados 
supletonarnente a la ley de la matena. pues tan no se dio que cuando se decretó la 
detención v1rtu.'.:ll se ordenó no pnvarle de su libertad personal. adernas de que se 
suspendió prov1s1onalmente la orden de captura. Asi las cosas. lejos de que la 
autondad responsable desobedeciera los lineamientos de la suspensión concedida 
se estima que los respetó a caballdad. 

Sin embargo. los actos por los cuales el quejoso estima se transgredió la 
suspensión que le fue otorgada resultan total y absolutamente diversos de aquéllos 
respecto de los cuales se otorgó dicha medida; cabe decir, que en el caso de 
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estimar correcta la apreciación del quejoso seria tanto como hacer efectiva la 
suspensión definitiva en contra de actos no con1balldos en este JU1C10 de amparo y 
suspender la continuación del proced1rniento penal. s1tuac1ón que sin duda alguna 
conlravendria los principios de este medio de control const1tuc1onal. como son el 
hecho de que no se puede paralizar un procedimiento JUd1c1al por ser de orden 
püblico 

Es tal tesitura. la incidencia interpuesta es notoria y rnan1f1cstamcnte 
1mprocedente. pues del anól1s1s de Jos actos que a decir del quc1oso son v1olatonos 
de la medida cautelar concedida en la resoluc1on rnlerlocutona, se advierte que se 
trata de netos diferentes de élQUóllos respecto de los cuales se otorgo la medida 
cautelar, aderT1as que la suspensión conccd1du en un ju1c10 de amparo nunca 
puede tener por obieto que no se continúe con el desélhogo de las d1l1genc1as 
dentro de un proceso 1ud1c1al. con10 ro es In dcclarac1on preparatoria en una causa 
penal 

Por los n1ot1vos expuestos y con fundamento en el arilb1go 57 del Códrgo 
Federal de Proccd1rn1enlos Civiles ilpltcado supfctonan1entc a lé:.i Ley de Aniparo. 
sed esect1a e 1 1 nc1dcnte de r ncun1pl1m1ento a 1 n s uspcns1on d cfrn1l1va 1 ntcrpuesto 
por el quc1oso Javier Barrientos Moreno 

Notifiqucsc personalmente. 
Lo acordó Jocl C arranco Z Uniga, Juez Sexto de Drstnto en el Estado, 

as1st1do por la secretana Jacquel111c Pineda Mendoza. quien autoriza. Doy fe.-

Razón. En la misma fecha se giró el oficio número 9642, a efecto de 
not1f1car a la autoridad responsable Juez Quinto de Primera Instancia del Ramo 
Penal del D1stnto Judicial de Tabares, el requenrnienlo que se le formuló en el auto 
que antecede Conste.-

Anexo 9 

Resolución de un incidente de acumulación de autos. 

SECC:AMPAROS 
MESA: UNO 
PRAL: 601/2001 

Acapulco, Guerrero; trece de agosto de dos mil uno. 
Vistos: para pronunciar la resolución respecto a la procedencia de la 

acumulación al presente juicio 601/2001, del 560/2001-11. del indice del Juzgado 
Tercero de Distrito en el Estado de Guerrero, con sede en esta ciudad; y 

RESULTANDO: 
PRIMERO. Por escrito recibido el veintiuno de junio de dos mil uno, en la 

of1cialia de partes común a los Juzgados de Distrito en Guerrero con residencia en 
Acapulco, y remillda al siguiente día este tribunal por razón de turno, Rafael 
Martincz Martíncz y en su carácter de apoderado legal de Supcrautobuses. 
sociedad anónima de capital variable. solicitó el amparo y protección de la 
Justicia federal en contra de la autoridad y por el acto que a continuación se 
precisan: 

AUTORIDAD RESPONSABLE: 

TES1S CON j 
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Junta Local de Conciliación y Arbitraje, con sede en esta ciudad. 

ACTO RECLAMADO: 

"A) De la Junta Local de Conciliación y Arbitraje se reclama el 
en1plazamiento supuestamente realizado a los quejoso en el juicio laboral 9/2000, 
el cual seguran1ente no se a1usta a los términos previstos y ordenados por la Ley 
Federal del Trabajo. en sus artículos 739. 740, 741, 742. 743 y demás relativos del 
ordenanliento legal antes citado. por lo que el procedinliento laboral que se siguió 
en contra del suscnto y mí n1andante, esta viciado de origen /o que llevó a seguirse 
un procedimiento en rebeldía y a concluir con un laudo condenatorio, sin que 
llayan1os sido oídos y vencidos en juicio. 

B) Del Actuario adscrito a la Junta Local de Conc1/iac1ón y Arbitraje, se 
reclan1a el acto de cllatorio y en1plazamicnto efectuado supuestan1ente al quejoso 
en el don11cilto vbicado en Avenida Santa Cruz y Calfe Dos. nún1ero 205. Colonia 
Vista Alegre en esta ciudad Toda vez que no se curnp/1eron con las fornn1/idades 
previstas y contempladas en los articulas 739. 740. 741, 742. 743 y demás 
relativos de la Ley Federal de Trabajo. lo que rne dejó al igual que nli n1andante en 
cornpleto estado de 111dcfens1on. cfandose prosecuc1on a un proced11111ento viciado 
de ongcn que rne irnp1d10 ser oído y vencido en juicio. 

As1 n11.-;r110 se rcclarna del actuano tocios los actos relatrvos a las 
not1f1cac1oncs personales que realizó en el supuesto acto de not1f1cación a los 
que1osos. tocia vez que no fue realizada. n1 prnct1cada diligencia alguna con 
persona autonzada o de c onf1anza que 11 abitara en Avenida Santa Cruz y Calle 
Dos. ntimero 205. Colonia Vista Alegre en esta ciudad. adcn1é'ls bajo protesta de 
decir verdad expreso que nunca fui notificado. emplazado o requerido de manera 
personal por Actuario alguno de esa Junta Local de Conciliación y Arbitraje, 
adernas que por cuestiones de salud y de edad desde /lace dos años no asisto a 
ese dorn1c1ho. corno lo acreditare. no atendí ningún requerirniento personal por 
parte de actuano alguno 

SEGUNDO. Por acuerdo de seis de agosto de dos mil uno, se dio tramite a 
la incidencia de previó y espec1al pronunciamiento que aqui se resuelve, se 
suspendió el proced1m1ento. se sollc1taron al Juzgado Tercero de Distrito en esta 
ent1d03d federativa las constancias necesarias del 1u1cio de amparo número 
560/2001-11. se señaló fecha para la celebración de la audiencia a que hace 
referencia el párrafo primero del artículo 60 de la Ley de Amparo, misma que tuvo 
vcnf1cat1vo con los resultados asentados en el acta que antecede; y 

CONSIDERANDO: 
PRIMERO. Este J uzgado Sexto de O 1stnto en e 1 Estado de Guerrero es 

legalmente competente para conocer y dec1d1r respecto a la procedencia de la 
acumulacrón a 1 presente J u1c10 de g arantias. del e xped1ente n Umero 5 60/2001-11, 
del índice del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Guerrero, con sede en 
esta ciudad. de conformidad con lo dispuesto por los articulas 57, fracción 11 y 60 
de la Ley de Amparo. en virtud de que se trata de dos juicios seguidos en juzgados 
diferentes, siendo el presente órgano ante quien se formuló la petición de 
acumulación de los expedientes antes indicados. 

-- .~_~CiN 
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SEGUNDO. Ponderando que el incidente interpuesto sólo se da 
eventualmente en la praxis es adecuado explicar lo que se entiende por 
acumulación; asi las cosas. esta excepción, como también se le rnane1a en el 
derecho procesal, denva del lalin accumulatio. es decir et1rnológ1camcnte significa 
el resultado de Juntar varias cosas, ya sean materiales o inmateriales. 

De acuerdo a la doctrina del derecho procesal pueden darse diversos tipos 
de acumulación. asi encontramos la subjetiva que se advierte cuando concurren en 
un mismo proceso diversas personas como actores o demandados o pueden darse 
ambos supuesto en mismo JUICIO. A la acumulación con este tipo de características 
se Je denomina l 1t1sconsorc10 que puede rn amfcstarse en tres d 1ferentes f armas· 
activo, pasivo y mixto, las cuales pueden darse en dos rnodalidades lltrsconsorc10 
voluntano o ncces;ino 

Tan1b1Cn cncontr<:Jn1os la acurnulac1ón ob1ct1va que refiere a la reunión de 
vanas pretensiones en unn rn1sn1a dcrnélnda siempre que léls rn1smas provengan 
de una rn1smél causa 

Encontran1os tar11b1ón la acumulación de nulos que es lo unión nialcrral y 
JUrid1ca de los e xpcd1entes en p odcr de un J ucz. con 1 <'1 f 1nahdad deque ambos 
JUICIOS se tramiten en form.:i con1un1a y se resuclvon en una sola sentencia. este 
1nc1dente de previo y especial pronunc1élm1cnto llcv<::i consigo von.:Js f1n;:il1dadcs Asi 
las cosas. entre los lelos que el legislador tomo en consrderac1on pélru establecer 
esle incidente en la lcg1slac1ón procesal se tienen 

a) Prevenir la ern1s1ón de sentencias contrad1cton3s, sobre un mismo 
caso en particular, ya que daña ria los prrnc1p1os de certeza y 
seguridad 1urid1ca. que en bien de la Justicia deben imperar en todo 
Estado de Derecho As1m1srno se provocarían groves problemas en la 
e1ecuc1ón de las scntencléls v1nculadus que resultaron contrad1ctorras 

b) Evitar 1 a dllap1dacrón de recursos del Estado, con 1 o tram1tac1ón de 
una pluraltdad de 1u1cros que por sus car;:ictcrist1cas de 

c) Econon1ía procesal, pues se ahorranc::~n un conglomerado de 
dil1genc1as JUd1c1olcs 1nnccesarras 

Los elementos que caracterizan a la acun1uluc1on en el derecho procesDI 
fueron traspalados a la Ley de Amparo. aunque con ciertas rnod1f1cac1ones que 
distinguen a esta figuro en nuestra materia. pues de una interpretación s1stemát1ca 
del artículo 57 de lu lcg1slac1ón en cita, que a cont1nuac1án se transcnbe 
literalmente· 

"Artículo 57. En los ;uicios de arnparo que se encuentren en 
tranlitación ante los ;ueces de distnto. podrá decretarse la acun1ulación a 
instancia de parte o de oficio en los casos siguientes: 

l. Cuando se trate de juicios promovidos por el n1ismo quejoso. por el 
mismo acto reclan1ado aunque las violaciones constitucionales 
sean distintas, siendo diversas las autoridades responsables; y 

11. Cuando se trate de juicios pron1ovidos contra las mismas 
autoridades. por el mismo acto reclarnado siendo diversos los 
quejosos. ya sea que éstos hayan intervenido en el negocio o 
controversia que nJotivó el an1paro. o que sean extraños a los 
mismos··. 
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Se obtiene que para declarar procedente la acumulación no debe estarse 
tanto a los elementos suUJcllvos corno son las partes en el JUICio sino 
preponderantemente al componente objetivo. es decir, como requisito sine qua non 
parad eterminar que u na acumulación de juicios de garantias es procedente, se 
encuentra al acto reclamado. 

Resulta 1lustrat1va la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 
C1rcu1lo. publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época. tomo 
XI. marzo de 1993. pagina 204, que al respecto establece 

''ACUMULACIÓN. JUICIOS DE AMPARO. Conforme a lo 
dispuesto por el articulo 57 de la Ley de Amparo. es presupuesto 
indispensable para la procedencia de la acurnu/ación. la identidad de 
los actos reclamados en los juicios de qarantias analizando para ello 
la unidad teleológica de los misrnos. de ahi que si no queda satisfec/10 
dicho requisito, resulta m1procedente." 

Una vez realrzados los anlenores cons1derac1ones cabe decir que en la 
especie Rafael Martínez Martínez. por su propio derecho y con caracter de 
apoderado legal de Superaulobuses. sociedad anónima de capital vanable. 
ínterpuso demanda de amparo el veintiuno de iumo de dos mil uno. en contra de 
actos de la Junta Local de Conc1llac1ón y Arbitraje y el Actuario de dicho órgano de 
iustrc1a laboral. la cual se adm1t1ó por auto de ve1nl1dós del mismo mes y año 
quedando registrada baJO el número 601/2001. en el libro de gobierno de este 
iuzgado. 

Asrm1sn10. segun se des prende de las c onstanc1as e nv1adas por e 1 Juez 
Tercero de Distrito en el Estado de Guerrero. o las cuales se les otorga pleno valor 
probatono en térn1u1os de lo establecido en los articulas 129 y 202 del Código 
Federar de Proced1n11entos C1v1les aplicados supletonamente a la Ley de Amparo, 
se tiene que el veintiuno de iun10 de dos mrl uno. Marcos Otero Sánchez y Apolonio 
Otero Sanchez. por su propio derecho. sol1c1taron el amparo de la Justicia Federal. 
en contra de actos de la Junta Local de Conc1llac1ón y Arb1tra1e y Actuano adscrito 
a dicho tribunal, adm1t1éndose su escrito por auto de ve1nt1dos del mismo mes y 
año quedando registrado baio el número 560/2001-11. del indice del Juzgado 
Tercero de Distrito en el Estado 

Es unportante destacar que en ambos Juíc1os el acto reclamado es el 
m1sn10 pues se tilda de inconst1tucíonal el emplazamiento realizado a los quejosos 
en el Juicio laboral número 9/2000. del indíce de la Junta de Conciliación y 
Arbitraje. colmélndose con ello el elemento índispensable para la procedencia de la 
acumulación. 

De conforrnidad con lo antenor se concluye que. 
a) Ambos ju1c1os const1tuc1onales fueron promovidos contra Jos mismos 

actos. "El emplazamiento realizado a los demandados en el juicio 
laboral número 9/2001. del índice del tribunal obrero responsable." 

b) Oue se interpusieron ambos juicios contra las mismas autoridades 
responsables. '"La Junta de Conciliación y Arbitraje y el Actuario de 
dicho tnbunal laboral."" 

e) Que son promovidos por diversos quejosos. con la característica en 
cornún que todos son demandados en el ju1cm natural. 

----------·-·~----......._ 
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Por lo anterior, es inconcuso que la incidencia planteada encuadra en la 
h1pótes1s normativa del articulo 57 fracción 11. de la Ley de Amparo; en 
consecuencia, con base en el numeral antes citado y en el 60 de la misma 
legislación se impone declarar procedente la acumulación de los juicios 
601/2001, tramitado ante este juzgado y el expediente número 560/2001 ·ll. del 
indice del Juzgado Tercero de 01stnto en el Estado. 

Ahora bien, para efectos de determinar cuál de los juicios será el 
acumulado y cuál el acurnulante o atrayente, es preciso invocar al articulo 58 de la 
ley sobre la materia, que en su pnmer párrafo establece· 

'"Articulo 58. Para conocer de la acurnulación, así con10 de los 
juicios acun1ulados. es con1pctcnte el juez de distnto que t1ubiere 
preverudo, y el hlic10 rnás reciente se acurnulará al n1ás antiguo 

Cualquier caso de duda o c ont1enda sobre lo establecido en e I 
párrafo nntenor se dec1d1ró por el Tribunal Colegiado de C1rcu1to dentro 
de cuya Jt1nsd1cc1ón resida el ¡ucz de distrito que previno .. 

En la especie se esta ante un caso su1 gencns porque las dcn1andas que 
dieron pauta a ambos 1u1c1os fueron presentc:::idas en In of1c1alia de partes el 1TI1smo 
día veintiuno de Julio de dos mil uno, e u1cluso l;::is dos SP. :ldm1t1eron ol s1gu1cnte 
dia 

Ahora bien, de la 1nterpretac1on 1urid1ca que se ha realizado al precepto 
de marras se ha arribado a la conclus1on de que por 1u1c10 n1<Js nnt1guo se entiende 
.. aquél en que pnn1cro se J1aya presentado la den1anda con 1ndepcndenc1a del 
n1on1ento en que se haya pronunciado el acuerdo adm1sono" 

Siguiendo este parámetro es inconcuso que el 1uic10 mas añe10 es el 
601/2001. del indice de esta juzgado, en virtud de que la demanda que dio pauta a 
la forn1ac1ón del mismo fue presentada seis minutos antes que la demanda que dio 
ongen al JU1c10 nlJrncro 560/2001-11, del indice del Juzgado Tercero de Distrito en el 
Estado de Guerrero. lo antcnor se corrobora con el sello de recibido de la ofrcialia 
de partes cornún que se t1alla en la parte supenor izquierdo de los ocursos de 
garantias. pues la interpuesta por Rafael Martinez Morttnez. por su propio derecho 
y en su carácter de apoderado legal de Superautobuses. sociedad anónima de 
cap1tal vanable, fue rccrbrdo en In of1c1alia común a las trece horas con cincuenta y 
cinco n11nutos del vc1nt1uno de ¡unio de esta anualidad. en tanto que la signada por 
Marcos Otero Sanchcz y Apolomo Otero Sánchez. fue presentada en la misma 
fcct1a sólo que a las catorce horas con un rn1nuto 

Robustece la anterior detcrm1nac1ón. la tesis del Primer Tnbunal 
Colegiado en r\.1atena Adrn1n1strat1va del Pnn1er C1rcu1to. publicada en el Semanano 
Judicial de la Federac1ón. Séptima Epoca. torno 145-150 sexto parte. página 17. 
que establece 

"ACUMULACIÓN EN AMPARO. Para determinar cuál de dos 
;u1cios acun1ulables es el atrayente. el articulo 58 de la Ley de An1paro dice 
que para conocer de jwcios acun1ulados es con1petcnte el Juez que 
previno. y que el juicio n1 as recientes e acun1ulará al más antiguo. Esto 
deja tres posibles interpretaciones: a) el iuicio atrayente es aquel en que 
primero se presentó la demanda; b) el juicio n1ás antiguo es aquel en que 
previno el Juez, entendiéndose por prevenir el hecho de dictar auto de 
avocanliento. y e) por ;uicio más antiguo debe entenderse aquél que 
primero se formó con la adnJisión de la demanda, y previno el Juez que 

--- 1 rr------ . ., rtr-..•,,:\ '1 • TES1;::, 1,_,u,, 
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prin1ero adnlitió. Pero el segundo párrafo del propio articulo 58 aclara que 
es Ja pritnera l1inótes1s la correcta al establecer que si las demandas 
hubiesen sido presentadas sinniltánearnante el Tribunal Colegiado 
competente o la Suprema Corte en su caso decidirán al respecto. Luego 
cuando procede la acunu1tae1ón de dos juicios de amparo debe 
considerarse con10 atrayente aquél en que prin1ero se hul.Jiesc presentado 
la demanda de- an1paro, 1ndcpcndientcmentc de la fecha del avocanJicnto y 
de ta adr1ús1ón ·· 

En este rnrsrno sent1do. se pronunc1<J 1<1 tesis del Segundo Tribunal 
Colegiado del Sexto C1rcu1to. pul:llrcada en el Scn1.nnano Jud1c1¡-¡I de 1<1 Federación. 
Octava Epoczi. ton10 X. octuhre rlc 1992. p.-'iguin 263, que a la fctr<J dice 

ººACUMULACIÓN. JUICIO MÁS ANTIGUO. Para efe-etas de la 
acurnu/ac16n y dctcrrr11nar cuúl es el ¡u1c10 rnas antiguo. debe ton1arse 
con10 !2.!.?..::i....<.L..0__!!?~{1.!.-'1__Y.. c{_r!.]_qQ_1er!Jg_dc ..l.Il....fl.rcscntac16n de la demanda· 
1ndcpcnd1cntcrncntc de la {cella de radicación del cxpcd1cntc respectivo. 
pues con la dcrnanda se 1f11cin el proccdinuento y se 1ntcrrun1pe la 
prescnpci611 

Por t Dnto. por ser e 1 expediente en e 1 que se n et U a e r más a rca1co en 
relación con el otro. otJJeto de lci presente resolución. con base en lo dispuesto por 
el nrtículo 58 y GO de la ley sobre liJ rnatcn.n, hágase la presente resolución del 
conocimiento del Juez Tercero de Distrito en el Estado de Guerrero, para que, 
de no tener oh1cc1ón nl~JtHl<J respecto a 1 o a qui resucito y uno ve? agotados los 
tramites a que se refiere el nun1erul 60 de la Ley de Amparo. y en términos del 
nrticulo G1 de lil n11srn;:1 ley, remita los autos relativos al juicio de amparo 
560/2001-11, p;1r;-:1 que er1 el n1ornento procesal oportuno, sean dec1d1dos en una 
audiencia arnt.Jos iu1c1os corno uno soro. tcn1óndosc en cuenta todas las 
constancr<:is que los integran. Jo anterior. con fundilmento en el articulo 63. de la 
Ley RcglamcnfQr1a de los Articulas 103 y 107 Const1tucronLJlcs 

As1n11srno. y en otenc1ón a que lo que el articulo 62 del mismo d1sposit1vo 
1nvoci:ldo est~blcce, continua suspenso el procedimiento en el presente juicio 
de garantias hasta en tanto culmine en su totalidad el trámite sobre la 
acumulación. Por constgurente. la oudrcnc1a constitucional señalada para las 
nueve horas con diez minutos del veinte de agosto de dos mil uno queda 
suspend1da. y Ju nueva fecho para su celebración sera fijada una vez que. salvo 
que se resuelva de otra mancr;:t, el exped1cnte 560/2001-11 del indice del Juzgado 
Tercero de 01str1to. sea acumulado al presente expediente y este órgano 
1unsd1cc1onal, conociendo el estado procesal en el que se encuentra aquél. se 
encuentre en cond1c1ones de determinar lo conducente. 

Por lo expuesto y fundé:ldo. con apoyo ademas en los articulas 57, 58. 60, 
61 y 62 de la Ley de Amparo, se 

RESUELVE: 

f~··7 ·:VT·::-1 CON 
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ÚNICO. Se declara procedente el incidente de previo y especial 
pronunciamiento interpuesto por el tercero perjudicado referente a la acumulación 
de los juicios de amparo 60112001. del indice de este 1uzgado y el 560/2001-11, 
radicado en el Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Guerrero. 

Notifiquesc personalmente a las partes. 
Lo resolvió Joel Carranca Zúñiga, Juez Sexto de Distnto en el Estado de 

Guerrero. asistido del Secretario Maximino Estr-ada Romero. que autoriza. Doy 
fe.-

Razón. En la misma fecha se libraron los oficios , para el efecto de notificar 
la presente resolución a las autoridades correspondientes. Conste.-

Anexo 10 

SECC. AMPAROS. 
PRAL. 1/2000. 
MAG.11J>A. 

Ejemplo de sentencia de amparo. 

Acapulco, Guerrero, veinticinco de septiembre de dos mil. 
V i s t o s; los autos para pronunciar sentencia en el juicio de amparo 

número 1/2000; y, 
R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Por escrito recibido el cuatro de septiembre de dos mil, en la 
oficialía de partes común de los Juzgados de Distrito del Estado de Guerrero con 
residencia en esta ciudad, remitida por razón de turno a este Juzgado Sexto, Maria 
del Carmen Cruz. por su propio derecho. demandó el amparo y protección de la 
justicia federal contra la autoridad y por el acto que a continuación se indican: 

AUTORIDAD RESPONSABLE: 
Juez Segundo de Primera Instancia del Ramo Familiar del Distrito Judicial 

de Tabares. con residencia en esta ciudad. 
ACTO RECLAMADO: 

''Lo hago consist1r en la abstención y/o negativa de la autoridad 
responsable de dar cu1nplln11ento al quinto punto resolutivo de Ja sentencia 
defimtiva de fccl1a tres de septiernbre de n1il novecientos noventa y dos. dictada en 
el expediente núrnero 268-1/92. relativo al juicio de divorcio necesario prornovido 
por la suscnta en contra de Rene Miranda A/varado." 

SEGUNDO. Por auto de cuatro de septiembre de dos mil. se admitió a 
tramite la demanda de amparo que quedó registrada con el número 112000; se dio 
al agente del Ministerro Público la intervención que legalmente le compete; se 
solicitó a la autoridad responsable su informe con JUSITf1cación. y se señaló fecha 
para la celebración de la aud1enc1a constitucional que tuvo verificativo con el 
resultado asentado en el acta que antecede. 

C O N S 1 D E R A N O O: 
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PRIMERO. Este J u7gado Sexto de Distrito en e 1 E stndo de G ucrrcro es 
legalmente competente para conocer y resolver el presente juicio de garantías, de 
conformidad con lo dispuesto por los articulas 107, fracción VII, de la Constitución 
Polít1ca de los Estados Unidos Mexicanos; 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, y 114, fracción 111, de la Ley de Amparo, por reclamarse un acto 
orn1s1vo de un tnbunal jud1c1al después de conclu1do el Jwc10 

SEGUNDO. La autondad responsable al rendir su informe JUStif1cado (foja 
36). mega el acto que se le atribuye consistente en la abstención de dar 
curnpl11111cnto ni quinto punto rcsolut1vo de la sentencia de tres de septiembre de 
mil novcc1en1os novcntn y t1os. pronunciada en el expediente núrnero 268-1/92. Sin 
embargo, la negativa propuesta queda desvirtuada. debido a que la autoridad no 
acredita con algún rned10 probatorio la 1nex1stenc1a del neto reclamado. luego 
entonces. se tiene corno cierto el acto combatido. 

Ahora bien. con10 de fa certeza del acto se desprende ta 
inconst1tuc1onalldad del r111sn10 -por atacarse una conducta on11s1va de la autorrdad. 
acto este 1nconst1tuc1onal en si rn1srno- las razones que rnueven el animo de este 
Juzgador para cstin1or dcsv1rtuado el contenido del informe ¡ust1f1cado. seran 
expuestas, por ri.Jzón de rnctodo, en el considerando quinto. 

Es c1tablc la tesis suslentada por el Segundo Trrbunal Colegiado del 
Segundo C1rcu1to. la cual obra en el la Gaceta del Scn1anarro Judicial de la 
Federación. Tomo 70, Octubre de 1993. Octava Epoca. pagina 53. que establece: 

"ACTO RECLAMADO. INCONSTITUCIONAL/DAD DEL. QUIEN DEBE 
PROBARLA. Cuando se reclama en un juicio de an1paro un acto de autoridad en 
si nlisn10 v1olatono de garantias. estando acreditada la existencia del acto. también 
lo esta su 1nconst1tucionalidad. y en estos casos la carg<J probatona para demostrar 
su const1tuc1onal1dad corre a cargo de la autondad responsable En cambio. 
cuando el acto rcclarnado no es 1nconst1tuc1onal en si nusn10. entonces la 
den1ostrac1ón de su existencia es insuf1c1ente para den1ostrar su 
inconst1tuc1ono/Jdad. puesto que ésta depende de los motivos. datos y pruebas en 
que se haya fundado el propio acto. y la carga probatona corresponde al quejoso 
en térnunos del articulo 149 de la Ley de Amparo.·· 

TERCERO. En el presente caso se reclama substancialmente Ja omisión 
de la autoridad responsable de dar cumpt1m1ento a un punto resolutivo de una 
sentencia. es decrr. en la especie la que1osa se duele de que el Juez Segundo de 
Prrmera Instancia del Ran10 Familiar del D1stnto Jud1c1al de Tabares. no dio cabal 
cumpl!m1cnto al quinto punto resolutivo de la sentencia def1n1t1va de tres de 
septiembre de mil novecientos noventa y dos. dictada en el ju1c10 de divorcio 
necesario número 268-1 /92. alegando que con ello viola en su perjuicio el segundo 
párrafo del articulo 17 constitucional. 

Ahora bien. como et Umco concepto de violación plasmado por la quejosa 
en su e scnto 1 nic1al de den1anda se basa e senc1almente en la transgresión a la 
garantía md1v1dual consagrada por el articulo lineas arnba citado. se hace 
necesario el estudio previo del mismo. 

Dicho numeral encierra diversas garantías de seguridad JUrid1ca. aunque, 
teniendo en cuenta las caracteristicas propias del caso. nuestro estudio sólo lo 
enfocaremos a una de ellas. Para explicarla, se hace necesario transcribir el 
párrafo segundo del articulo 17 de la Const1tuc1ón Polit1ca. el cual rezff 

.. Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que 

------ ~ -----·--- -------........ 
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rijcn las leyes. emitiendo sus resoluciones de n1anera pronta. completa e 
imparcial. Su servicio será gratuito. quedando. en consecuencia. prohibidas 
las costas judiciales." 

Del anélls1s del precepto de referencia se advierte que en él se establece: 
Un derecho a la 1unsdicc1ón que tiene todo gobernado de acudu- ante los 

órganos J urisd1cc1onales p rcv1amente e stablec1dos para e 1 e fccto de obtener u na 
resolución sobre una pretensión, y en su caso. la ejecución forzosa de lo Juzgado. 
2, Establece la obligación por parte de las autoridades 1unsd1cc1onales de 
conocer, substanciar y resolver los JU1c1os que se dmman ante ellas 
3 Que dicha 1mpart1c1ón de JLISt1c1a debe llevarse al cabo dentro de los plazos 
previamente establecidos en las leyes adjetivas aplicables al caso. es decir. que 
las resoluciones, ya sean autos o sentencias. pronunciados por los órganos 
junsd1cc1onales, se deben rcal1znr dentro de los términos estnblcc1dos en las 
leg1slac1ones procesales 
4 La última parte del articulo en cornento consagr;:i liJ gratuidad en el 
desernperlo de la actividad Junsd1cc1onal, esto s1gn1f1ca que las autoridades que 
rcnl1zan d1ch<J func1on no deben percibir rcrnunerac1ón o percepctón cconón11ca 
algun<J, es d ec1r, no es otra cosa que la proh1b1c1ón consl1tuc1onal de 1 as costas 
1udrc1alcs, lo que persigue la frnal1dad de conseguir la 1mparc1al1dad de los 
tribunales. ¿1si corno abatir la n1ercantll1dad o venta de la JUSllc1a 

CUARTO. Lo expuesto en el consrderando antenor sienta los pródromos 
del presente estudio iuridrco. el s1gwcnte paso de <Jcucrdo a la tccnica expos1t1va. 
sera detern11nar la CLJrga de la prueba. es decir, determ1nür a qué parte en el JUICIO 
corresponde probar o acreditar lél ex1stenc1a de Jos actos y la const1tuc1onalrdad o 
1nconst1tuc1onal1dad de los rn1srnos. en otras polabras, la carga de la prueba 
precisa a quien corresponde probar 

En estos tCrm1nos se tiace nccesano enumerar de manera enunciativa mas 
no l1mitat1va algunas reglas generales que sirven para determinar la figura procesal 
de referencia 

Las partes asumirán la carga de probar los hechos constitutivos de 
su acción. Esta regla está plasmada en el articulo 81 del Código Federal de 
Proccd1m1cnto Civiles 

Otro de los princ1p1os sobre la carga de la prueba es el que se halla en el 
articulo 82 de la legislac1on adjetiva de referencia. de cuya interpretación contrario 
sensu, se entiende que sólo el que afirma tiene la carga de probar, y no así el 
que niega S m e nibargo, existen excepciones a esta regla: Cuando la negación 
envuelva J¿i afirmación expresa de un hecho. cuando se desconozca la presunción 
legal que tenga en su favor la contraparte, y cuando se desconozca la capacidad 
de la parte contrarra 

En esle tenor. se hace nccesarro hacer referencia a lo que establece la 
legislación de amparo sobre la carga de la prueba. por lo cual se transcribe 
literalmente el parrafo tercero del articulo 149 de la Ley de Amparo, que dice: 
.. Cuando la autoridad responsable no rinda su informe con justificación se 
presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a 
cargo del quejoso la prueba de los hechos que determinen su 
inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea violatorio de garantías en sí 
.!!!.!§..!!!.Q, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los 
motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.'' 

Una vez hechas 1 as precisiones anteriores, y procediendo al a nélisis del 
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caso específico qua ahora se presenta, resulta que el acto reclamado es de 
caracter orn1s1vo (también llamado "negativo" por la doctrina y jurisprudencia, 
aunque este último término no es utilizado con intachable propiedad). pues se trata 
de una conducta omisiva por parte de fa autoridad al rehusarse a dar cumplirn1ento 
a la ejecución de una sentencia ejecutoriada. 

Para entender mejor qué es un acto de carácter negativo es preciso citar la 
tesis sustentada por el entonces único Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer 
Circuito. visible en el Semanario Judicial de la Federación, Torno: VIII-Septiembre. 
Octava Epoca. pagina 91, la cual es del tenor literal siguiente 
"ACTOS PROHIBITIVOS Y ACTOS NEGATIVOS, CONCEPTO DE. Actos 
proh1b111vos son aquel/os que fi¡an una 1Lm1tac1ón que tienen efectos pos1t1vos. y los 
.netos neg;::it1vos son aquellos en que la autoridad responsable se rehusa a hacer 
filg_Q .. 

Una ve? que se ha precisado el caracter del acto reclamado. conviene 
anregar que cuélndo se reclama este tipo de actos la c.nrga de la prueba 
corresponde a la .nutondad, ta cual debe den1ostrar que no existen dichas 
orn1s1ones. pnnc1p10 probatorio que se desprende de la concatenación del articulo 
149 párr.:lfo tercero de la ley de la materia con los argumentos vertidos hasta el 
niornento 

Robustece las anteriores cons1derac1ones la tesis VI. 1 o.230 K. sustentada 
por el Primer Tribunal Colegiado del Sexto C1rcu1to, que se publicó en el Semanario 
.Judicial de la Federación, Tomo XV-11 Febrero, Octava Epoca, pagina 189, que 
se(1ala 
"ACTOS NEGATIVOS. CORRESPONDE A LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES LA CARGA DE LA PRUEBA DE LOS. Advirtiéndose que los 
actos reclamados consisten en omisiones o hechos negativos imputados a las 
autondades responsables, la carga de la prueba de que no existen esas omisiones 
o hechos negativos no corresponde a la parte quejosa sino a las responsables." 

Dicha carga de probar se le impone a las autoridades. en virtud de que un 
acto de caracter negativo tiene la caracteristica de ser v1olatono de garantias per 
se. ya que su constitucionalidad o inconstitucional/dad no depende de otros 
r11ot1vos. datos o pruebas donde se haya fundado el propio acto. Tiene aplicación la 
1es1s elaborada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Prmier C1rcu1to. v1srblc en el Semanario Judrcrnl de la Federación, Tomo 163-168 
Sexla Parte. Séptima Época, pagina 84. que reza 
"INFORME JUSTIFICADO. FALTA DE. LA PRESUNCIÓN DE CERTEZA 
ESTABLECIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 149 DE LA LEY DE 
AMPARO SÓLO LIBERA AL QUEJOSO DE LA CARGA DE PROBAR. CUANDO 
EL ACTO RECLAMADO ES INCONSTITUCIONAL EN SÍ MISMO. La presunción 
de ser ciertos 1 os a etas reclamados. establecida en e 1 tercer pérrafo del artículo 
149 de la Ley de Amparo. no siempre libera al quejoso del deber de probar la 
1nconst1tuc1onalldad de dichos actos. pues esto sólo ocurre cuando el acto 
impugnado es .nconstitucional en si mismo. ya que si la constitucionalidad o 
mconst1tuc1onal1dad del acto depende de los motivos, datos o pruebas en que se 
haya fundado el propio acto, éste no es inconstitucional en si mismo y la carga de 
probar corresponde al quejoso. Para apreciar cuando un acto reclamado en el 
amparo es. en si mismo, violatorio o no de garantias, el articulo 149 de la Ley de 
Arnparo proporciona una base muy importante, al expresar que un acto no es, en si 
mismo. violatono de garantías. cuando su constitucionalidad o mconstitucionalidad 
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depende de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado ese propio acto. 
de lo cual resulta como consecuencia que. de acuerdo con el propio precepto 
invocado, cuando el acto reclamado pueda ser realizado por la autoridad 
responsable mediante el cumplimiento de determinados requ1s1tos, no puede ser 
tenido. en si mismo, como violatorio de garantias. y en cambio cuando en ningún 
caso la responsable puede realizar el acto reclamado. llenando o no requisito 
alguno. debe estimarse con10 v1olatono de garantias en si n11sn1os Ademas. 
también son actos 1nconst1tuc1onates en si mismos, aquellos que se realizan 
contrav1n1endo proh1b1c1ones establecidas en la Const1tuc1on General de la 
República." 

QUINTO. Toda vez que ya se ha precisado que la carga de la prueba 
corresponde a la autoridad responsable, es nccesnno hacer un an<3lis1s 
(dcllberadamente omitido por rnzón de mótodo en el considerando segundo) para 
demostrar la certeza del neto al mismo tiempo que su 1nconst1tuc1onalrdad. y con 
ello desvirtuar la negativa de la autoridad ni rendir su 1nfonne. 

En tal tes1turi"l. se tiene que la quejosa Maria del Carrncn Cruz, sol1c1tó la 
protección de la Justicia federal en contra de la abstención o negativa del Juez 
Segundo de Pnmera Instancia del Ramo Familiar del 01slnto Jud1c1al de Tabares. 
consistente en lo omisión de dar cumplin11ento ol quinto punto resolutivo de la 
sentencia definitiva de fecha tres de scpticrnbrc de mil novecientos noventa y dos, 
pronunciada dentro del expediente número 268-1/92, relativo al 1u1c10 de d1vorc10 
necesano que l;:i queiosa enderezó en contra de Rcné Miranda Alvnrndo 

Del anéllls1s de las const.:'lncins que la autondnd responsable anexó a su 
rnforme con 1ust1f1cac1ón (fOJil 11 a la 44 ). relativas ni 1u1c10 de d1vorc10 referido, las 
cuales merecen volar probalor10 pleno de conformidad con lo que disponen los 
articulas 1 29 y 2 02 del Cod1go Federal de P roced1mrcntos C1v1les. de a pl1cac1ón 
supletoria en la materra. se observa que efectivamente dicha responsable em1t1ó 
sentencia def1ni11va con fecha tres de sepl1en1bre de niil novecrentos noventa y dos. 
ordenando en el quinto punto resolutivo de la niisnia que una vez eiecutonada esta 
se diera cumpllrn1ento al articulo 43 de la Ley de D1vorc10 del Estado De las 
documentales en mención tambten se advierte que el Juez Segundo de Pnmera 
Instancia del Ran10 Familiar del 01stnto Judicial de Tabares. en auto de dieciocho 
de septiembre de la anualidad en mención, declaró ejecutorrada la sentencia. 

Asimismo. en ID foJa 43 del sumarro obra el of1c10 expedido por la 
responsable en septiembre de mil novecientos noventa y dos (el oficio no precisa el 
dia exacto). dirigido al oficial del Registro C1vrl de Acapulco, Guerrero. en el cual le 
ordena dar curnpl1m1ento al quinto punto resolutivo de la eiecutoria aludida. 

Cabe en este punto abrir un paréntesis en el estudio para destacar que en 
el texto del rnforme justificado. la autoridad responsable sostiene haber cumplido 
con la obligación de girar el of1c10 de referencia. habiendo entregado éste al 
abogado de la parte actora. hoy quc1osa en el presente juicio de amparo. 

Al respecto. efect1varnente se advierte que el of1c10 en cuestión -tal como 
lo informó la responsable- fue entregado a uno de los autorrzados de la parte 
aclara en el ¡u1cio natural. pero. al no obrar constancia de que el mismo fuera 
recibido por el oficial del Registro Crv1I ante quien se celebró el matnmonio, implica 
un rncumplimiento por parte de la autoridad responsable. por no llevar al cabo en 
forma legal la e1ecuctón del quinto punto resolutivo de la sentencia de tres de 
septiembre de mil novecientos noventa y dos 

Ademas. no pasa rnadvert1do que el of1c10 de referencia fue girado al oficial 
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instancia remitirá copia de ella al juez del registro civil ante quien se celebró 
el matrin1onio, para que levante el acta correspondiente y. además para que 
publique un extracto de la resolución, durante quince dias, en las tablas 
destinadas al efecto.º 
.. Artículo 364. La sentencia ejecutoriada que decrete un divorcio se remitirá 
en copia al oficial del Registro Civil para que levante el acta 
correspondiente." 

Los fundamentos citados en párrafos anteriores. tienen relación con el 
diverso nun1erar 542 del Cod1go de Procedimientos Civiles del Estado de Guerrero. 
el cual recoge en su conlcn1do esencialmente los mismos lineamientos. pero 
aclarando que el of1c10 debe dirigirse precisamente al of1c1al del registro civil ante 
quien se celebró el rnatnrnon10 

De lo anterior, se concluye plenamente que el juzgador es el órgano 
competente para llevar al cabo la e¡ecuc1ón de una sentencia que tiene el caractcr 
de cosa iuzgada y que dtcho proccd1m1cnto de e¡ecuc1ón se debe llevar en forma 
adecuada para que los fallos lengnn pronlo y debido cumpllmienlo y con ello 
respetar las garantias consó'.:lgradas en el articulo 17 constitucional. 

En la especie. se observa que aunque el JUCZ que conoció del Juicio natural 
inició el procedimiento de c¡ccuc1ón tcndrente a dar cumplimiento al quinto punto 
resolutivo de la sentencia, mediante ta exped1c1ón de un oficio dirigido al oficial del 
Registro C 1vd, en el e ual remite c op1a c ert1ficada de 1 a sentencia definitiva y del 
auto que la declaró ciecutorrada, paru el efecto de que realizara lo establecido en 
el articulo 43 de ta ley de D1vorc10 del Estado de Guerrero, en ningún momento 
agotó d1ct10 proccdrrn1ento de c¡ecuc1ón, pues el oficro en cuestión fue entregado al 
autorizado de lil parte actora Bernardo Casanova Hernandez. lo que se corrobora a 
fo1a 43 de autos. aunque no existe constancia de que efectivamente hubiere sido 
entregado a su dcst1natano. crrcunstanc1a esta última que es precisarnente de la 
que denvn el 1ncun1pllrn1ento de la sentencia 
Partiendo de un princ1p10 de buen<:i fe, se est1n1a que Ja 1ntencrón por la que fue 
entregado el aludido of1c10 r1 ta persona rnenc1onada, fue que ésta lo entregara de 
forma nias rápida al of1c1al del Registro Civil ante quren se celebró el matrimonio y 
así dar curnpl1n11cnlo ni qu1nlo punto resolutrvo del fallo Este resolutor federal no 
desconoce q uc tal e onductn es muy frecuente en 1 a p rax1s. y sobre tocio en 1 os 
tribunales del orden común. sin embargo, tal proceder carece de fundamento legal. 

Aunque en estricto sentido la constitucionalidad del acto reclamado no se 
encuentra relacionada con el que se haya entregado el oficio aludido a una de las 
partes (es niuy importante aclarar que lo que convierte al acto en inconstitucional 
es que. después de tanto tiempo. la sentencia no hubiere quedado cumplida}, se 
considera pertmente referirse a la practica de confiar a las partes la ejecución de 
ciertas acciones prop1us de la autoridad. pues no debe perderse de vista que con 
hacerlo, la autoridad en nrnguna forma se libera de la obligación que la ley le 
impone de ocupnrse directarncntc de ellas 

Uno de los efectos perniciosos que provoca la conducta de auxiliarse de 
las partes para cumplir las obligaciones que originaria e indelegablemente 
pertenecen a la autoridad. es que ésta -tal como en la especie ocurre-
1ndeb1damente supone que su responsabilidad concluye en el momento en el que 
confía el tramite al particular Srn enibargo, al emanar la obligación d1rectamente de 
una norma general, que desde luego no prevé intervención de persona extrana al 
funcionario JUd1cial. resulta que únrcamente se cumple en el momento que 
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del Registro Civil de esta ciudad, dcbióndosc hnbcr girado D su s1m1lar en Snn 
Marcos, Guerrero, ya que ante él se celebró el matnmonio que se disolvió 
mediante la sentencia de d1vorc10 que se trata. 1rregulandad que se suma a que el 
citado oficio se refiere a un m atrimorno diverso de fecha diez de febrero de mil 
novecientos noventa y seis. cuando el acta del matrimonio que se disolvió esta 
inscrita en el libro uno de matrimonios a foja ochenta, correspondiente al seis de 
agosto de mil novecientos setenta y dos. De todo ello, se concluye que la autoridad 
responsable no ha dado cumpl1miento a su fallo. 

Con los anteriores razonamientos queda desvirtuada la negativa de la 
autoridad y se tiene por cierto el acto reclamado consistente en la omisión de 
la responsable de dar cumplimiento al quinto punto resolutivo de la sentencia 
ya precisada. 

Ahora bien, de lo expresado se 1nf1ere que resulta fundado el úrnco 
concepto de v1olac1ón argu1do por la quejosa. c1rcunst.:inc1a sobre la cual se abunda 
en los s1gu1entes razonc=irn1entos y fundamentos JUrid1cos 

En pr1n1er lugur. debe partirse de la cons1dcrac1ón de que la e¡ccuc1ón de 
las sentencias es de orden pUbllco, y que por ello et Estado se encuentra 
interesado en el curnplln11cnto de las resoluciones de las autoridades 
¡unsd1cc1onates, dndo que soto con el cabal curnpllmicnto de sus fullas es que se 
puede dar fact1c1dnd a la ¡ust1c1a 

Por ello existen proccd1rn1cntos de c¡ccuc1ón que tienden a que por medio 
de un sistema iurid1can1ente regulado el órgano competente del Estado (en este 
caso et Juez responsable) dé efect1v1dad a los derechos de la parte vencedera en el 
1u1c10, la e1ecuc1ón de las sentencias es. entonces. el con¡unto de actos dirigidos a 
lograr la ef1cac1a practica de las n11smas. 

De lo anterior se colige, que el ¡uez. asi como tiene la obligación de fallar 
sobre la cuestión debatida. una vez que su sentencia adquiere la calidad de cosa 
Juzgada. tiene tan1b1ón la obligación de ejecutar su resolución -aun en forma 
forzosa. en el caso de que la parte vencida no cumpliere voluntariamente con la 
sentencia- de acuerdo con Jo que establecen la fracción pnmera del articulo 416 y 
la fracción primera del articulo 417 del Código de Procedimientos C1v1les para el 
Estado de Guerrero. 

Ahora bien. analizando especif1camente el cumplimiento al quinto punto 
rcsolul1vo de la sentencia del tres de septiembre de mil novecientos noventa y dos, 
vernos que este sef'lola 
"QUINTO Una vez que cause eiecutona este fallo dése curnpltm1ento al articulo 43 
de la ley de D1vorc10 del Estado·· 

Por lo tanto. se t1ace necesario remitirnos al articulo 43 de la ley en cita el 
cual 1 mponc al 1uzgador 1 a obligación de rem1t1r al oficial del Registro Civil (ante 
quien se celebró el n1atnmorno. según se vera a continuación) copia de la 
sentencia y del auto que la declara e¡ecutonada, para el efecto de que levante el 
acta correspondiente y para que se publique un extracto de la resolución durante 
quince dias dando cumplimiento con ello a lo que dispone el diverso 25 de la ley de 
referencia, en correlación con lo que disponen los articulas 364, 365 y 366 de la 
lcg1slac1ón sustantiva civil del Estado de Guerrero. 

Por lo anterior. y para mayor claridad, conviene transcribir los artículos 43 
de la ley de Divorcio del Estado de Guerrero y 364 del Código Civil del Estado de 
Guerrero . 
.. Artículo 43. Ejecutoriada una sentencia de divorcio, el juez de primera 
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instancia remitirá copia de ella al juez del registro civil ante quien se celebró 
el matrimonio. para que levante el acta correspondiente y. además para que 
publique un extracto de la resolución. durante quince días, en las tablas 
destinadas al efecto.•• 
''Articulo 364. La sentencia ejecutoriada que decrete un divorcio se remitirá 
en copia al oficial del Registro Civil para que levante el acta 
cor,-cspondientc." 

Los fundamentos citados en pérrafos anteriores. tienen relación con el 
diverso nun1eral 542 del Código de Proced1m1entos Civiles del Estado de Guerrero. 
el cual recoge en su contenido esencialmente los mismos lineamientos. pero 
aclarando que et ofrc10 debe d1ng1rse precisamente al of1c1al del registro civil ante 
quien se celebró el matnmon10 

De lo anlcrior. se concluye plenamente que el 1uzgador es el órgano 
competente para llevar al cabo la eiccuc1on de una sentencia que tiene el carácter 
de cosa 1uzgLldé1 y que dicho proccdim1cnto de ejecución se debe llevar en forma 
adecuada parLJ que los fallos 1engan pronto y debido cumpllrnicnto y con ello 
respetar las garantras consagradas en el articulo 17 constituc1onal. 

En Ja especie. se observa que aunque el juez que conoció del ju1c10 natural 
1n1ció el proccdrm1ento de eiecución tendiente a dar cumplimiento al quinto punto 
resolutivo de la sentcnc1.J, mediante la cxped1c1ón de un oficio d1ngrdo al oficial del 
Registro C 1vll, en el e ual remite e op1a c ertrf1cada de 1 a sentencia definitiva y del 
auto que la declaró ciccutonad<.l, para el efecto de que realizara lo establecido en 
el articulo 43 de I~ ley de 01vorc10 del Estado de Guerrero, en ningUn momento 
agotó dicho proccd1rn1en10 de c1ecuc1on, pues el of1c10 en cuestión fue entregado al 
autorizado de la p;-irte actor<! Bernardo Casanova Hernandez, lo que se corrobora a 
fo1a 43 de éJUlos, aunque no existe constancra de que efectivamente hubiere sido 
entregado a su destinatario. circunstancia esta Ultima que es precisamente de la 
que dcrrva el 1ncun1plln-11ento de la sentencia 
Partiendo de un princ1p10 do tniena fe, so estima que Ja 1ntcnc1ón por la que fue 
entregado el aludido oftc10 a la persona mencionada, fue que esta to entregara de 
forma mas r3p1da ;il oficial del Rcgrstro Civil ante quien se celebró el matnmonio y 
así dar cun1p1Lrn1cn10 al quinto punlo resolutivo del fallo. Este resolutor federal no 
desconoce q uc tal e onducla es muy frecuente en 1 a p rax1s. y sobre toda en 1 os 
tribunales del ord<:!n cornún. sin ernbargo, tal proceder carece de fundamento legal. 

Aunque en estricto sentido la const1tucmnalidad del acto reclamado no se 
encuentro relac1onnda con el que se haya entregado el oficio aludido a una de las 
partes (es n1uy m1portantc aclarar que lo que convierte al acto en inconstitucional 
es que. después de tanto t1cmpo, la sentencia no hubiere quedado cumplida), se 
considera pertinente referirse a la práctica de confiar a las partes la ejecución de 
ciertas acciones propins de la autoridad, pues no debe perderse de vista que con 
hacerlo, la autoridad en nrnguna forma se llbera de la obligación que la ley le 
impone de ocup3rsc directamente de ellas. 

Uno de los efectos pernrc1osos que provoca la conducta de auxiliarse de 
las partes para cumplir las obligaciones que onginaria e indelegablemente 
pertenecen a la autoridad. es que ésta -tal como en la especie ocurre-
1ndeb1damente supone que su responsabilidad concluye en el momento en el que 
confia el trámite al particular Sin embargo. al emanar la obligación directamente de 
una norma general. que desde luego no prevé intervención de persona extraña al 
funcionario 1ud1c1ar. resulta que Unrcamente se cumple en el momento que 
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efectivamente la conducta mandada se realiza, y siempre bajo la responsabilidad 
de la autoridad a la que le es encomendada. 

En el caso a estudio. la norma impone al juez de Ja causa la obligación de 
hacer ejecutar la sentencia. Dicha obligación, desde luego, sólo quedara 
enteramente cumplida cuando la CJecutona de mérito sea debidamente acatada. La 
responsable no puede. baJo pretexto de haber entregado el of1c10 que ordena la 
anotación niarginal del acta a una de las partes. sentirse o saberse liberada de la 
obllgación, precisamente porque no es responsabilidad de las partes. sino de ella 
rn1srna, el entregar el of1c10 correspondiente. 

Sin que esté condenada en forma un:3nime, la practica de confiar a las 
partes ha sido y a rechazada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación por 
atentar contra el pnnc1p10 de gratuidad en la impartición de JUStic1a 

Pongc:in1os corno eicn1pto el caso presentado en el Estado de Nuevo León, 
en el que su poder lcg1sl::it1vo insertó en el articulo 25 de su Código de 
Procedun1cntos C1vllcs una disposición que. esencialmente, impone a las partes 
obligación - en o quellos casas en que alguna d 1ligenc1n que h ub1cren promovido 
deba practicarse por el actuario o funcionario JUd1c1al correspondiente fuera de Ja 
oficina del JULgado- de proporcionar a dicho funcionario los medios de conducción 
o trc:islo.do pi1ra el desahogo de CS.3 actuación jud1c1al 

Habiendo estudiado la const1tuc1onalldad de dicha d1spos1c1ón, el Pleno de 
la Supren1n Corte de Justicia de la Nación considero que 1<1 rn1srnél resulta contraria 
al texto del articulo 17 const1tuc1onal. pnnc1paln-ientc por atentar en contra del 
princ1p10 de gratuidad en la 1mpart1c1ón de Justicia (de alguna manera. ta 
circunstanc1C'I de est.:tr obligado o proporcionar al actuario un n1cd10 de transporte. 
resulta en l¿i próct1ca unn costa JUd1c1al) 

Conviene citar la totalidad de la tesis P_XVl/2000 sustentada por el Pleno 
de la Suprema Corte de Just1c1a de la Nación. la cual es consultable en el 
Sem.ünnno .Judicial de la Federación y su Gaceta. Torno XI. Marzo de 2000. 
matona Constitucional. Noven<J Epoca. pi3gma 91. del contenido literal siguiente. 
''GRATUIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE .JUSTICIA. EL ARTÍCULO 25 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE NUEVO 
LEÓN. ES VIOLATORIO DE ESA GARANTÍA. De conformidad con el criterio de 
este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. identificado con 
el rubro ºCOSTAS JUDICIALES. PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL DE LAS.'. 
que aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Novena Epoca, Tomo V. mayo de 1997. página 159, tesis P. LXXXVll/97, el 
articulo 1 7. parrafo segundo. de la Constitución Federal, que consagra la garantia 
de graturdad de las costas JUd1c1ales. debe ser interpretado en el sentido de que 
ninguna personü debe erogar cantidad de dinero en calidad de honorarios o como 
contraprestación a los funcionarios que intervienen en la administración de justicia. 
como cond1c1ón para que se efectúen las actuaciones Jurisdiccionales 
corrcspond1entcs, en estas cond1c1ones. la circunstancia de que el articulo 25 del 
Cod1go de Proced1rn1entos Civiles para el Estado de Nuevo León imponga. como 
obligac1on de las partes en aquellos casos en que alguna diligencia por ellas 
ofrecida deba practicarse por el actuario o funcionario Judicial correspondiente 
fuera de la oficina del 1uzgado. la de proporcionar a dicho funcionano los medios de 
conducción o traslado para el desahogo de esa actuación judicial. resulta violatoria 
del citado precepto constitucional, toda vez que ese tipo de actos procesales es 
propio e inherente a la función judicial en tanto que se trata de actuaciones que de 
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una u otra manera benefician o perjudican a las partes y determinan la posición 
que éstas van tomando en el proced1micnto, lo que resulta indicativo de que deben 
quedar cubiertas por el salario que perciben los empleados judiciales 
correspondientes y que, por ende. forman parte de la administración de justicia que 
el Estado se encuentra obligado a proporc1onar de manera gratuita." 

Con la finalidad de dejar completamente comprendido el sentido del 
presente fallo. cabe dar una expllcac1ón mediante la formación de un s1log1smo 
lógico 1urid1co, por tanto conviene pnn1oramente determinar In premisa mayor que 
en la especie lo es la norrnu ¡urid1cn aplicable al caso, es decir la garantía 
const1tuc1onal que se le conculca al que¡oso. li1 cual se haya en el articulo 1 7 de In 
Const1tuc1ón Polit1ca de los Estados Unidos Mexicanos. cuyo estudio ya se realizó 
en el considerando tercero 

Después cabe cspcc1f1car la premiso menor. es decir, delnn1tar los ti echos 
malcn<'.l de la l1t1s con base en las pruebas aportadas. que en la especie lo es ta 
abstenc1on de la autoridad responsable dcnon1tn<3d<l Juez Segundo de Pnn1era 
Instancio del Ramo Farn1l1Qr de dar cun1pl1rn1ento o un punto resolutivo de una 
sentencia dictada en un JUICIO de d1vorc10, lo que se traduce matcnalmentc en girar 
y entregar el oficio al of1c1al del Registro Civil ante quien se celebró el niatnmonio. 
para efectos de que éste levante el acta correspondiente y pora que se publique un 
extracto de la resolución durante qwnce dias. es decir, para cumplir con lo 
establecido por el articulo 43 de la Ley de 01vorc10 del Estado de Guerrero 

Ahora resta precisar de que forma se conculcan las garantías del 
gobernado. En este rubro hay que decir que han quedado demostrados los 
extremos consistentes en· 

LD cx1stenc1n del acto rcclan1ado, esto en virtud. de que la au1or1dad 
responsable. qU1en tiene la carga de la pruebo. no demostro la 1ncx1stenc1a del 
acto. ya que de lns constancias que ren1rt1ó Junto con su informe con ¡ust1f1cac1ón 
no acredita de forma al9una haber cumplido con lo establecido en lo dispuesto por 
el multirrefcndo articulo 43 de l<'.l Ley de 01vorc10 del Estado de Guerrero. pues s1 
bien es cierto que se 03cred1ta que expidió un of1c10 con la 1ntenc1ón de dar 
cumplln11cnto a la sentencio CJecutonada. esta expedición no se llevó al cabo en la 
forn1a legal y adecuadn, en pnrner lugar porque no fue d1rrg1do al of1cral del 
Registro C1v1I ¿Jnte quien se celebro el matrrrnonro. y sobre todo porque no existe 
constanc1¿) de que dicho of1c10 fuera entregado. 

Al con1probarsc la ex1stcnc1a del acto se comprueba su 
inconstilucionalldad. ya que con10 se explicó. Jos actos de caracter omis1vo son 
tnconst1tucionales en si niesrnos. 

Por todo lo antes expuesto se concluye en forma indudable que asiste la 
razón y el derecho a la agraviada, por lo que resulta procedente otorgar la 
protección consl1tucional, para el efecto de que el juez responsable dé 
cumplimiento al quinto punto de la sentencia de tres de septiembre de mil 
novecientos noventa y dos. pronunciada en el expediente relativo al juicio de 
divorcio necesario nUmero 268-1/92, promovido por la que¡osa en contra de René 
Miranda Alvarado. dicho en otras palabras. para que reexpida el oficio a que se 
refiera el numeral 43 de la Ley de Drvorcio vigente en el Estado, ordenándole al 
of1c1al del Registro C1v1I de San Marcos, Guerrero -ante quien se celebró el 
niatrirno1110- que levante el acta correspondiente, anote la partida de matrimonio 
con la disolución del vinculo y que publique un extracto de ta resolución durante 
quince dias en las tablas destinadas al efecto. por lo cual es necesario que anexe a 
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su oficio copia certificada de la sentencia y del auto que la declara ejecutoriada, asi 
como del acta de matrimonio de René Miranda Alvarado y Maria del Carmen Cruz. 

Huelga decir. que dicho oficio lo debera entregar el juez responsable 
preferentemente en forma directa. ya sea a través de correo certificado o servicios 
de mensajería. pero en todo caso deberé ponderar con la debida precaución la 
pertinencia de servirse nuevamente de una de las partes para ello. 

Por lo expuesto y fundado, con apoyo ademas en los artículos 76, 77, 78, 
1 55 y 1 92 de la Ley de Amparo. se 

RES U E LV E: 
ÚNICO. Se concede el amparo y protección de la JUStic1a federal a Maria 

del Carmen Cruz. en términos de lo establecido en el considerando último del 
presente fallo 

Notifíquesc. 
Lo sentenció '°'oel Carranca Zúñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado 

de Guerrero. asistido por el secretario Miguel Angel Gonzalez. quien autoriza. Doy 
fe.-

Razón. Enseguida se giró el oficio número 320, con el propósito de 
not1f1car a la autoridad responsable la resolución que antecede. Conste.-

Anexo 11 

Auto admisorio en materia administrativa y primer auto del 
incidente de suspensión. 

SECC. AMPAROS 
MESA: DOS 
PRAL. 1092/2001 
RMZDQ.MA 

Cuenta. El veintiocho de noviembre de dos mil uno, e 1 Secretario da 
cuenta al Juez con la demanda de garantias promovida por Ramón Abarca 
Martinez, por propio derecho. recibida en la oficialia de partes de este Juzgado de 
Distrito. con nueve copias sin anexos. Conste.-

Acapulco, Guerrero; veintiocho de noviembre de dos mil uno. 
Vista; téngase por recibida la demanda de garantias promovida por Ramón 

Abarca Martinez, por propio derecho, contra actos del Presidente Municipal de 
Acapulco, Guerrero, con residencia en esta ciudad y de otra autoridad. 

Con fundamento en lo dispuesto por los articulas 1º, y del 147 al 148 de la 
Ley de Amparo, se admite la demanda. Hágase la anotación respectiva en el libro 
de gobierno. Tramitese por separado y duplicado el incidente de suspensión 
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solicitado. Dése Ja intervención que legalmente corresponde a la Agente del 
Ministerio PUblico de la Federación adscrita a este Juzgado Federal. 

Pidase a las autoridades señaladas como responsables su informe 
justificado, que deberan rendir en el improrrogable plazo de cinco días, 
acompañando. en su e aso, e opia e ert1ficada de las e onstancias que tornaron en 
consideración para emitir el acto combatido en esta via constiluc1onal, o de no 
serles posible. manifestando el irnpedrmento legal que tengan para remitirlas. 

Se f !Jan 1 as NUEVE HORAS CON QUINCE MINUTOS DEL VEINTJSEIS 
DE DICIEMBRE DE DOS MIL UNO, para que tengél venficat1vo la audiencia 
constitucional. 

Tengase corno don11c1l10 de la. parte que1osa para recibir not1f1cac1ones el 
señalado en su esenio de denianda. y como su autorizado únicamente para rec1b1r 
not1f1cac1ones e 1n1poncrse de los autos a Rodolfo Navarrete Gallardo. hasta en 
tanto registre su cCdula profes1onul en el libro que para tal efecto se lleva en esta 
Juzgado 

Se tiene corno tercero pcqud1cadn a Guadalupe Gómcz Gómcz, con 
dorn1c1l10 en col le Oucrctaro, nun1ero 112. en la colonra Progreso en esta ciudad. 
por lo que se ordena a uno de los actuarios adscritos a este órgano 1unsd1cc1onal 
que emplace a dicha persona, corriéndole traslado con una copia de la dernanda y 
hac1endole saber la hora y 13 fect1a f1J3das para 13 CJud1cnc1a const1tuc1onal 

Indíquese a las autoridades responsables que Ja Ley de Amparo, en sus 
articulas 149 y 74. fracción IV. respcctrvamentc. dispone que podrá multárselcs en 
caso de que no rindan su 1nforn1e 1us!lf1cado, lo hagan sin remitir las constancias 
necesarias paru apoyarlo, u orn1tan rnanifestar s1 es que han cesado los efectos del 
acto reclamado o han ocurrrdo causas notorias de sobrcse1n11cnto 

lndepend1entcmcntc de dicha facultad, el ;:irticulo 59, fracc1on 1, del Código 
Federal de P roced1m1cntos C 1vllcs. p errn1te a 1 os tribunales imponer mu Ita hasta 
por la cantidad de mil pesos, como medida de apremio para hacer cumplir sus 
detern1inac1ones Por ello, h<3gase saber a las autoridades responsables que dicha 
multa les sera 1n1puesta en Cé'JSO de que no rrndan su informe justificado, 
prec1sarncnte dentro del plazo que les fue concedido, pues al hacerlo en forma 
exteniporánea retardarian rndeb1damente la celebración de la audiencia 
const1tuc1onal, cuya fecha fue f1¡::ida considerando la ant1c1pac1ón con que tales 
informes debe ser conocidos por la parte quejosa 

Notifiquesc. 
Lo proveyó Jocl Ca.-ranco Zúñiga. Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, asistido por el Secretario que autoriza. Doy fe.-

Razón. En la misma fecha se registró la demanda en el libro que con esa 
finalidad se lleva en este Juzgado de Distrito bajo el número 1092/2001. se formó 
expediente y se giraron los oficios números 29692 y 29693, para notificar el auto 
admisorio. Conste.-
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Cuenta. E 1 v cintiocho de noviembre de dos mil uno. el Secretario da 
cuenta al Juez con la copia simple de la demanda de garantias promovida por 
Ramón Abarca Martinez. Conste.-

Acapulco, Guerrero; veintiocho de noviembre de dos mil uno. 
Vista; la copia simple de la demanda de garantías promovida por Ramón 

Abarca Martincz, por propio derecho, contra actos del Presidente Municipal de 
Acapulco, Guerrero, con residencia en esta ciudad y de otra autoridad. 

Con fundamento en Jo dispuesto en los articulas 131, 132 y 142 de la Ley 
de Amparo, pídase a los autoridades responsables su informe previo, que 
deberán rendir por duplicado dentro del plazo de veinticuatro horas, enviándoles 
al efecto copia simple de la demanda de garantias 

Se hace saber a las autondades responsables que la falta de la rendición 
oportuna de su informe previo se sanciona con una corrección disciplinaria, de 
conformidad con el pilrrufo tercero del articulo 1 32 de la Ley de Amparo. En este 
sentido. indiquesc a dichas nutondadcs que dentro del articulo 55 del Código 
Federal de Proced1m1entos C1v1lcs se reconoce entre las correcciones disc1pl1nanas 
a la multa no excedente de qu1n1entos pesos. cuyo max1rno les sera impuesto en 
caso de que incurran l.'!n In irregularidad citada, resultando aplicable a esta 
aperc1b1m1ento, la tesis IV.2º. P.C.4K. sustentada por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal y Crv1I del Cuarto Circuito, publicada en el Semanario 
Judrc1al de la Federación y su Gaceta. Novena E poca. tomo IX. enero de 1999, 
pagina 873, cuyo rubro scñalu "MULTA. CORRECCIÓN DISCIPLINARIA 
IDONEA PARA SANCIONAR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE QUE OMITE 
RENDIR INFORME PREVIO". 

Se fijan las NUEVE HORAS CON CUARENTA MINUTOS DEL TRES DE 
DICIEMBRE DE DOS MIL UNO. para que tenga verificat1vo la audiencia incidental. 

Ahora bien, para resolver sobre la suspensión de los actos combatidos aun 
cuando esencialmente deben analizarse los requisitos que marca el arábigo 124 de 
la ley de la materia. deben observarse también toda una sene de principios 
establecidos en el articulo 107 de la Ley Fundamental, otros diversos relacionados 
establecidos en la n11srna Ley de Amparo y por supuesto otros también 
consagrados en las tesis aisladas y de 1urisprudenc1a, siendo indefectible la 
observancia de los entenas sustentados por los órganos del Poder Judicial, pues 
es ahi donde se gesta lo mas innovador en materia de suspensión. 

De lo anterior se deduce que. la normatividad de la materia estructura 
toda una gama de disposiciones sobre las medidas cautelares; así las cosas 
encontramos que el juzgador debe verificar si se cumple primeramente lo 
establecido en el arábigo 124. es decir, que el quejoso haya solicitado la 
suspensión de los actos. que no se perjudique el interés social. ni se 
contravengan disposiciones de orden público y que después de un análisis 
de las circunstancias del caso el juzgador estime que de no concederse la 
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medida suspensional so producirfan daños o perjuicios de dificil reparación 
al agraviado; debe verificar además la naturaleza de Jos actos reclamados, tal 
como lo preceptúa el numeral 107 de la Ley Suprema del país; debe basarse 
tambión la autoridad que resuelve sobre la medida cautelar de los actos 
combatidos en la jurisprudencia, verbigracia puede utilizar el principio de fa 
apariencia del buen derecho "fumus boni iuris" y el peligro en la demora 
.. periculum in mora" e inclusive utilizar principios doctrinarios como el 
referido por el procesalista italiano Giuseppc Chiovcnda .. el tiempo necesario 
para obtener la razón no debe perjudicar a quien tiene la razón''. 

Ahora bien. en cuanto a Ja suspensión prov1s1onal sollcit;::::ida respecto del 
acto reclamado consistente en la orden mediante la cual se da de baja al at1ora 
incident1sta corno contribuyente del impuesto predial, 10 procedente es negar la 
medida cautelar solicitada. toda vez que al mismo le rcvrsle el carácter de 
consumado. dado que ya se llevó a cabo ol momento de pronunciarse el mandato, 
y contra ello es 1mproccdentc conceder la suspcns1on prov1s1onal, ya que de 
otorgarse en los términos que soflc1ta el quejoso 1rnpltcaria la rest1tuc1ón al mismo 
en el goce de las garantias 1nd1v1duales que est1n1a violadas. efecto que no es 
propio al otorgan11ento de l;:i medida precautoria que se emita en el ju1c10 de 
gorantius su10 soro de Ja sentencia Cjecutoriad<::t que, en su cuso. se en1rta en el 
JUtc10 de ;irnparo 

En este sentido, result;i ;:ipl1cable el criterio sustentodo en l;:i tesis de 
1urisprudcncra nlJrnero 11.30 J 137. integrada por et Tercer Tribunal Colegiado de 
Segundo Circuito. publicada en la página 51 del Semanar!o Jud1c1al de la 
Federación y su Gaceta. torno VI. diciembre de 1992, Octava Epoca. que es del 
rubro y texto siguiente· 

''ACTOS CONSUMADOS, SUSPENSIÓN IMPROCEDENTE. Es 
in1procedente conceder la suspensión de los actos reclarnados si éstos tienen el 
carácter de consumados. pues de hacerlo equivaldría a darle efectos restitutorios 
que son propios de la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio de an1paro 
respectivo ... 

Notifiqucsc. 
Lo acordó Joel Carranca ZUñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, as1st1do por el Secretario quien autoriza. Doy fe.-

Razón. En la misma fecha se giraron los oficios números 29694 y 29695, a 
efecto de notificar a las autoridades responsables el auto que antecede. Conste. 

Anexo 12 

Auto adrnisorio en materia penal v primer auto del incidente 
de suspensión. 
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Cuenta. El dos de octubre de dos mil uno, el S ec..-etario da cuenta al 
Juez con la demanda de amparo promovida por Roberto Morales Saldivar. por 
propio derecho, recibida en la oficialia de partes de este Juzgado de Distrito, con 
seis copias, sin anexos. Conste.-

Acapulco, Guerrero. dos de octubre de dos mil uno. 
Vista. téngase por recibida la demanda de amparo promovida por Roberto 

Morales Saldivar, por propio derecho. contra actos del Agente Auxiliar del 
Ministerio Público del Fuero Común del Distrito Judicial de Altamirano, con 
residencia en Marqueila, municipio de AzoyU, Guerrero, y de otra autoridad. 

Con fundamento en los artículos del 147 al 149 de la Ley de Amparo. se 
admite 1 a m 1sma. Regístrese en el 1 ibro de gobierno e on e 1 número 914/2001 y 
fórmese exped1cnte. Tramítese en la vía incidental. por cuerda separada y 
duplicado. la suspensión que se solicita 

Con fundamento en el numeral 156 de la ley en cita. pídase a las 
autoridades responsables su rcspecttvo informe con JUSt1f1cación. que deberán 
rendir en e 1 improrrogable plazo de tres días. acompañando. en su caso. copia 
cert1frcada de las constancias que tomaron en consideración para emitir el acto 
con1bat1do en esta vio const1tuc1on;:il. o de no serles posible, manifestando el 
rmped1mcnto legar que tengan pora remrtirlas 

Dése l.n 1ntcrvenc1ón que legalmente corresponde a la agente del Ministerio 
Público de la Federación adscrita a este organo de 1ust1c1a federal. 

Citese a las partes para la aud1enc1a const1tuc1ona1. que deberé tener lugar 
a las NUEVE HORAS CON VEINTE MINUTOS DEL VEINTICINCO DE OCTUBRE 
DE DOS MIL UNO. 

Téngase como dom1c1llo del queJOSO para recibir notificaciones el senalado 
en su escrito de demanda, y dada la naturaleza del juicio, como su autorizado en 
términos amplios del articulo 27 de la Ley de Amparo a Adolfo Marin Garcia. 

lndiquese a las autoridades responsables que la Ley de Amparo, en sus 
artículos 149 y 74, fracc1on IV, respectivamente. dispone que podrá multérseles en 
caso de que no nndan su informe Justificado, lo hagan sin remitir las constancias 
necesarias para apoyarlo. u omitan manifestar si es que han cesado los efectos del 
acto reclamado o han ocurrido causas notorias de sobreseimiento. 

Independientemente de dicha facultad, el articulo 59, fracción 1, del Código 
Federal de P roced1m1entos C 1v!les. p erm1te a 1 os tribunales imponer multa hasta 
por la cantidad de mil pesos. corno rned1da de apremio para hacer cumplir sus 
determinaciones Por ello. hágase saber a las autondades responsables que dicha 
multa les será impuesta en caso de que no nndan sus informes justificados. 
precisamente dentro del plazo que les fue concedido, pues al hacerlo en forma 
extemporanea retardarian 1ndeb1damente la celebración de la audiencia 
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constitucional. cuya fecha fue fijada considerando la anticipación con que tales 
informes deben ser conoc1dos por la parle quejosa. 

Notifiqucse. 
Lo acordó Jocl Carranco Züñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, asistido del Secretano que autonza. Doy fe.-

Razón. En la misma fecha se registró la demanda en el libro de gobierno 
que con esa finalidad se lleva en este Juzgado de Distrito bajo el número 
914/2001, se formó expediente y se giraron los oficios números 25349 y 25350 
para notificar el auto que antecede. Conste.-

SECC. AMPAROS 
MESA: CUATRO 
INCD. 914/2001 
RZDQ. MA 

Cuenta. El dos de octubre de dos mil uno, el Secretario da cuenta al 
Juez con las copias simples de la demanda de garantías promovida por Roberto 
Morales Saldiva,-, por- propio derecho. Conste.-

Acapulco. Guerrero; dos de octubre de dos mil uno. 
Vistas. las copias simples de la demanda de garantias promovida por 

Roberto Morales Saldivar, por propio derecho, contra actos del Agente Auxiliar 
del Ministerio Público del Fuero Comün del Distrito judicial de Altamirano. 
con res1denc1a en Marquelia. niurncip10 de Azoyú. Guerrero, y de otra autoridad. 

Con fundamento en lo dispuesto por los articulas 131. 132 y 142 de la Ley 
de Amparo. pídase a las autondades señaladas corno responsables su i nfor-me 
previo, que deberan rendir por dupllc<3do dentro del término de veinticuatro 
horas, cnv13ndolcs al efecto copia simple de la demanda de garantias. y 
requiriéndoles que en el mismo se precise la naturaleza. modalidades y 
caracteristicas del delito que se imputa al quejoso. asi como los preceptos 
legales que lo tipifiquen. 

Por otro lado, no obstante que el articulo 131 de la Ley de Amparo senala 
que la aud1cnc1a 1nc1dcntat debe venf1carse dentro de las setenta y dos horas 
siguientes de haber fenecido el plazo que tienen las autoridades responsables para 
que rindan su 1nforrne previo, con fundamento en el numeral 133 de la ley en cita y 
atendiendo que l<JS autoridades responsables tienen su dorn1c1!10 en Marquel1a, 
munic1p10 de AzoyU. Guerrero, se f1Jan las NUEVE HORAS CON VEINTICINCO 
MINUTOS DEL DIEZ DE OCTUBRE DEL AÑO EN CURSO. para que tenga 
venficat1vo la audiencia incidental. 

Se hace saber a las autoridades responsables que la falta de la rendición 
oportuna de su informe previo. esto es. antes de la hora y fecha señaladas para 
la celebración de Ja audiencia incidental, se sanciona con una corrección 
d1sc1pl1nana. de conformidad con el parrafo tercero del artículo 132 de la ley de la 
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materia. En este sentido mdiqueseles a dichas autoridades que dentro del articulo 
55 del Código f-=cdcral de Proced1m1entos C1v1les se reconoce entre las 
correcciones disciplinarias a Ja multa que no excede de quinientos pesos. cuyo 
máximo les será impuesto en caso de que incurran en la irregularidad citada, 
resultando aplicable a este aperc1bim1ento, la tesis IV.2o. P.C.4K, sustentada por el 
Segundo TntJunal Colegindo en Materia Penal y C1vll del Cuarto C1rcu1to, publicada 
en el Scrn<Jnano Jud1c1nl <1e lél Fcdcrac1on y su Gncet<i. Novena Época. torno IX. 
enero de 1999. pi!g1na 873. cuyo rubro senala "MULTA. CORRECCIÓN 
DISCIPLINARIA IDÓNEA PARA SANCIONAR A LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE QUE OMITE RENDIR INFORME PREVIO ... 

Por lo que rcspect;:i <.:! la suspens1on prov1s1onal sol1c1lada por el que1oso. 
aquí 1nc1dcnt1sta. Roberto Garc1.'.J Encarn<lC1ón. lo procedente es concederla. toda 
vez que se S<Jl1sf;_1ccn los rc·qu1s1tos previstos cri el articulo 124 de l<'l Ley de 
Aniparo. ya que fue sol1c1t<:1d<l er1 stJ ocurso 1n1c1al, con su conces1on no se infringen 
d1spos1c1orHJS de orden putJ!1co r11 se le~>1on;i ni 1ntercs soc1;:1!. y la c¡ecuc1ón del acto 
reclan1ndo le c<Jus;ir1.1 pt_.•r1u•r:1c)'.~ de d1f1r:d rep.rr;1r..1on. ;:-1J snr rnolnstado en su 
libertad pcr sonar 

El efecto de d1ch.'.J rn~d1cJa es que se n1antcngLir1 las cosas en el estado en 
que se encuentran y Roberto Moarles Saldivar, no sea privado de su libertad 
personal con rnotrvo de Ja orc1en de .aprchens1on que afirma cm1t1ó en su contra el 
Agente Auxiliar del Ministerio Público del Fuero Común del Distrito Judicial 
de Altamirano, con rcsrcjenc1.::i en l\..1nrquclln. n1un1c1p10 de Azoyú. Guerrero. hasta 
en tanto l.:is LJUtoridndcs responsables rec1bnn not1f1célc1on sohn~ lo suspensión 
def1n1t1vn que se d1clc en el prc~enle 1nc1dente 

Con fundan1cnto en lo que se dispone en et articulo 124 bis de la Ley de 
Amparo. Ja rncd1da cc:1utclar concccJ1da dejará de surtir efectos s1 el que1oso. 
dentro de los tres di<'!s s1gu1entes a aquel en que le surta efectos la not1f1cac1ón de 
este proveido. no otorga g¿-¡ra11t1~l D d1spos1c1ón de este órgano ¡urisd1cc1onal. por la 
CéHlftdC"Jci de tres mil pesos. en billete de dcpósrto o en cu;ilqu1cr otra de las formas 
establecidas por la ley y <::ls1n11sn10, s1 no acredita dentro del m1sn10 plazo. con las 
conslancras reli1t1vas, hobcr con1parec1do ante el Agente Auxiliar del Ministerio 
Público del Fuero Común del Distrito Judicial de Altamirano, tal y como lo 
ct1spone el tJlt1n10 pilrrnfo dul ;:irticulo 138 de Ja ley en c•ti:l En el caso de no 
S<If1Sfi1ccr tc:ilcs rcqws1IO'.:>. quedarán expeditas las facultades de las 
autoridades responsables para ejecutar los actos reclamados. previo aviso 
dndo por este org.Jno 1ud1c1al 

Lo antcnor 1mp/1co. en la h1pótes1s de que exista el acto reclamado, la 
obllgac1ón del mencionado agente mmistenal de recibir. en su caso. la 
con1pareccnc1a al 1nc1dent1sto con la simple exh1b1ción de la copia certificada del 
presente proveido. y comunicarlo inmediatamente a este juzgado, en el 
entendido que la desobed1cnc1<J de este auto es sancionada en térmrnos del 
articulo 206 de la Ley de Aniparo 

Se hace snbcr n los que la presente vieren que esta medida precautoria no 
protege al quejoso en caso de que se le pretenda privar de la libertad personal en 
la comisión de flagrante delito. si 1nfnngc el Bando de Policia y Buen Gobierno. o 
en cumplimiento de una orden de aprehensión librada en su contra por autoridad 
judicial, sin perjuicio ademas de que la autoridad responsable ordenadora pueda 
citar al peticionario de garantías para la practica de d1llgenc1as de averiguación 
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previa que son insuspcnd1bles, quien queda obligado a comparecer cuantas veces 
sea requerido para ello 

Por úll1mo, corno lo solicita. expídase al que1oso copia certificada del 
presente proveido. previa razón de recibido que de la misma se deje en autos para 
debida constancia legal. teniéndose como autorizada para recogerla a la persona 
que seriala en su libelo 1mc1al. 

Notifíqucsc 
Lo acordó Jocl CaHanco Zúñiga, .Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero. as1sl1do del Secretario que autoriza. Doy fe.-

Razón. En la misma fecha se giraron los oficios números 25351 y 25352 
con el objeto de curnplirnentnr el auto que antecede. Conste.-

Anexo 13 

SECCIÓN AMPAROS 
PRINCIPAL 1099/2001 
MESA NUEVE 
RMZDO. MA 

CUENTA. El treinta de noviembre de dos mil uno, el secretario da 
cuenta al juez con la demanda de garantias promovida por Hortensia Rodríguez 
Rodriguez. por propio derecho, recibida en la oficialía de partes de este Juzgado 
de Distrito. con ocho copias y tres anexos. Conste.-

Acapulco. Guerrero; treinta de noviembre de dos mil uno. 
Vista; téngase por recibida la demanda de garantias promovida por 

Hortensia Rodríguez Rodrigucz, por propio derecho, contra actos del .Juez Sexto 
de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Tabarcs. con 
residencia en esta ciudad y de otras autoridades. 

Registrese en el libro de gobierno con el número 1099/2001. y fórmese 
expediente 

Tóngase como domrc11io de la parte quejosa para recibir notificaciones el 
señalado en su escrito de demanda, y como su autorizado en los térmrnos amplios 
que marca el articulo 27 de la ley de la materia a Gustavo Adolfo Cortés Olea y 
como sus autorizados ú n1camcnte para recibir n ot1f1cac1ones e imponerse de 1 os 
autos a Luis V Altarnirano Pineda. Francisco Javier Jrménez Olmos, Juan M. 
Altamirano Pineda. Susnn~ Uruñucla Vargns. Hrnarn Espinoza Casarrubias, 
Danretn Guillen Valle. Jocr Ariza T<:ip1a, f\..1a. Estela Fel1c1ano Serna. Encyda 
Guerrero Chrno. Amanda Herrera Ruperto, Jesús Aragón Ariza y Elideth Alarcón 
Tenono. hasta en tanto registren su cédula profesional en el libro que para tal 
erecto se lleva en este 1uzgado. 

At1ora bien. respecto a la sollc1tud de :a promovente en el sentido de 
adm1t1r la demanda de an1paro. se debe decir que previo acordar lo conducente es 
necesario seguir los lineamientos establecidos en la ley de la materia, uno de ellos, 
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sin duda, es el que marca el articulo 146 de la Ley de Amparo, que en lo referente 
establece: 

"Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda, si se hubiere 
omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 116, de 
esta 1 ey~ si no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se 
hubiesen exhibido las copias que señala el articulo 120. el juez mandará prevenir 
al promovente que llene los requ1s1tos om1t1dos. haga las aclaraciones que 
correspondan, o presente las copias dentro del término de tres días, expresando 
en el auto relativo las 1rregulandades o def1c1enc1as que deban llenarse, para que el 
promovente pueda subsanarlas en tiempo·· 

El normativo anterior impone al Juzgador una obligación en el sentido de 
que previo a acordar sobre la adrn1s1ón de ta demanda, debe estudiarla para 
verificar que se hayun colmado los requ1s1tos que marca la ley en cita. entre ellos 
tenernos los enunciados en el nrticulo 116, fracciones 111 y IV, de la ley en comento. 
es decir, expresar con clC1r1daU y prec1s1ón las autoridades responsables y los actos 
que de cada una de cll<1s se recla1nan 

En este sentido, ele un estudio integral al ocurso 1rnc1al de demanda que 
nos ocupa. se deduce que no se acataron plenamente las ex1genc1as citadas. pues 
se observa la port1c1pac1ón. en la en11s1ón de Jos actos reclamados, de una 
autoridad distinta a las sci'lnlndns en el ocurso de demanda. lo anterior es asi ya 
que s1 bien la parte que1osa sefialó como acto reclamado el acuerdo de trece de 
noviembre de dos mil uno. en el cual el .Juez Sexto de Primera Instancia en Materia 
Civil del Distrito Jud1c1al de Tabares ordenó el diligenciamiento del exhorto número 
63-2/99. debe tomarse en cons1dcrac1ón también que dicha responsable no fue 
quien ordenó trabar el embargo de que se duele la promovente. ya que dicho 
gravarnen deriva del JU 1c10 eiccut1vo mercantil número 1146/2001. del indice del 
Juzgado Segundo de Pnn1cra Instancia en Materia Civil del Segundo Distrito 
Judicial del Estado de Tarnaullpas. por tanto resulta inconcuso que el juez citado 
como responsable sólo actuó corno autondad auxiliar ejecutora. 

En tal tesitura, con fundamento en el articulo 146. primer parrafo. de la Ley 
de Amparo. prevéngosc a Ja parte que1osa para que dentro del plazo de tres días 
contados a partir de que surta efectos la not1f1cac1ón de este proveído, con copias 
suficientes del escrito aclaratorio para correr traslado a las partes, exprese si 
es su deseo seflalar como autoridad responsable ordenadora al ~uez 

Segundo de Primera Instancia en Materia Civil del Segundo Distrito Judicial 
del Estado de Tamaulipas, precisándose que, en el caso de hacerlo, deberá 
señalar el acto que le imputa y los conceptos de violación correspondientes, 
apercibida que de no hacerlo en los términos señalados. dentro del lapso indicado, 
se tramitara la instancia const1tuc1onal únicamente en contra de las autoridades y 
por los actos reclamados senalados en et escrito inicial de demanda. 

Tiene aplicación por analogía la tesis VIII 1o.19 K. sustentada por el Primer 
Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Novena Epoca tomo VIII. Octubre de 1998. pég1na 1106. 
que es del tenor literal siguiente· 

"AUTORIDAD NO SEÑALADA COMO RESPONSABLE. EL JUEZ DE 
DISTRITO DEBE PREVENIR AL QUEJOSO, SI DEL INFORME JUSTIFICADO 
SE ADVIERTE SU PARTICIPACIÓN EN LA EMISIÓN DEL ACTO RECLAMADO. 
Con vista en el criterio que la Suprerna Corte de Justicia de la Nación y Tribunales 
Colegiados han sustentado en el sentido de que la demanda de garantías 
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constituye un todo y debe interpretarse en su integridad a fin de encontrar los 
olernontos que /a e onfar111.:.J11. y de que e I Juzgadores un p ento en derecho e on 
capacidad para interpretar una redacción oscura e irregular y determinar si el autor 
por error incurre en ornisiones e in1precisiones por desconocimiento de la tecnica 
de an1paro. s111 que esto s1gnif1que suplir la defiClencia de Ja que1a o integrar la 
acción que intenta el gobernado. sino sólo en arn1onizar la inforn1ación con Ja que 
cuenta. tornando tamb1611 corno Alen1cnto referencial para detcrn1inar la realidad y 
precisión de los actos reclan1ados y la designación de las autoridades 
responsables. los anexos da la den1anda y los propios 1nforrnes justificados que las 
autondades nndan; se est1n1a que si el Juez de 01strrto. con motivo de los informes 
justificados o de alguna otra prueba advierte que el acto proviene de una autoridad 
distinta de las sciialadas corno responsables o que aparezcan otros actos diversos 
de los rndtcados como reclan1;Jdos que expresan1cntc se hayan om1t1do en la 
dernanda. deber;j ordenar que el contenido de los inforrncs o de esas pruebas se 
l1aga del conocirmento de la parte que¡osa n1ediante notificación personal y. 
prever11rlo para que aclare s1 serla/a o no con10 rcc/oroado. a esos nuevos actos o 
se tenga con10 responsa/Jle a la nueva autoridad cíe Ja que no tenia conoc1nliento 
el que1oso. por tratarse de un tercero a1eno al procedimiento o no siéndolo 
inadvertidarnentc pasó por alto. y asi. estar en posibilidad de dictar una sentencia 
1usta y apegadn a la realidad. evitando que la distracción o confusión de aquél sea 
la base para generar un o!Jstaculo que pueda llegar a ser una tran1pa procesal que 
unpida al Jue? resolver el fondo <ic la cuest1on planteada_ Por Jo tanto. si en el caso 
Ja parte que1osa señaló corno autoridad responsable a Ja Junta. pero de los 
mforrnes ¡ust1f1cados se cicsprcnde que quien en1itió e I acto fue el presidente de 
esta, el Juez cíe D1slnto cteb10 prvvemr a Ja parte quejosa a efecto de que aclarara 
si ser1alaba o no corno responsable al titular de Ja Junta de Conciliación y Arbitraje 
y. al no /Jacer/o asi. el a quo incurrió en una violación a las norn1as que regulan el 
proced1n1iento y debe ordenarse reponerlo para los efectos precisados ... 

Notifiquose pcrsonalrnento. 
Lo acordó Joel Carranca Zúñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, asistido por el Secretario. quien autoriza. Doy fe.-

Razón. En la misma fecha se registró la demanda en el libro de gobierno 
con el número 1099/2001 y se formó expediente. Conste.-

Anexo 14 

SECC. AMPARO 
MESA: CUATRO 
PRAL 764/2001 
RZOQ•NRSC 

Cuenta. El quince de agosto de dos mil uno, el Secretario da cuenta al 
Juez con el oficio registrado con el número 764, y como anexo de tal oficio una 
demanda de garantías. un despacho, un testimonio, un toca civil, un cuaderno 
incidental y un expediente. Conste.-
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Acapulco, Guerrero; quince de agosto de dos mil uno. 
Vista. téngase por recibido el oficio de la cuenta secretaria!, signado por el 

Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer 
Circuito, con residencia en Chilpancingo, Guerrero, mediante el cual remite por 
incompetencia legal la demanda promovida por José Sanchez Pérez como 
representante de Oro. sociedad anónima de capital variable y DEF. sociedad 
anOnima de capital variable, contra actos de la Primera Sala Civil del Tr-ibunal 
Superior de Justicia en el Estado de Guerrero, con resrdencia en Chilpancingo, 
Guerrero, y de otra autoridad 

Acúsese recibo al Pnmer Tribunal Colegiado del Vigésuno Pnmer Circuito. 
Regístrese en el libro de gobierno con el número 764/2001 y fórmese 

expediente 
Se tiene como dorn1c1ho para rcc1b1r not1f1cac1oncs de las promoventes el 

señalado en su ocurso de garnntias. y por lo que respecta a Pedro Morales 
Hernández, persona que se pretende autorizar en términos amplios del articulo 27 
de Ja Ley de An1paro. se acordara lo conducente una vez que demuestre haber 
curnplldo con las cx1gcnc1as requeridas en d1ct10 precepto. n11entras tanto se le 
autoriza únicamente para rec1b1r not1f1cac1ones e imponerse de los autos. 

Ahora bien. respecto .a la solicitud de las promoventes en el sentido de 
admitir la den1anda de .amparo, se debe decir que previo a acordar lo conducente 
es necesario seguir los llncarn1cntos establecidos en la ley de la materia, uno de 
ellos s 1n duda es e 1 q uc marca e 1 articulo 146 de la Ley de Amparo. que en 1 o 
referente establece: 

"S1 hubiere algun¡o¡ irregularidad en el escrito de demanda. si se hubiere 
omitido en ella alguno de los requisitos a que se refiere el articulo 116. de 
esta ley, s1 no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado o no se 
hubiesen exh1b1do las copias que señala el articulo 120. el 1uez mandara prevenir 
al proniovente que llene los requisitos omitidos, haga las aclaraciones que 
correspondan. o presente las copias dentro del término de tres dias. expresando 
en el auto relativo las irregularidades o deficiencias que deban llenarse, para que el 
prornovente pueda subsannrlas en tiempo.·· 

El norrnat1vo anterior impone al 1uzgador una ob1lgac1ón en el sentido de 
que previo a acordar lo conducente sobre la admisión de la demanda. éste debe 
estudiar e 1 e scnto 1 nicial para v enf1car que se hayan e olrnado 1 os requisitos que 
marca la ley en cita, lo que. en cuso contrario. se debe prevenir al promovente para 
que lo subsane dentro del plazo establecido en el articulo transcrito lineas arriba. 

Asi tenemos que, en el escrito inicial de demanda, ta prornovente no 
manifiesta bajo protesta de decir verdad los hechos o abstenciones que le 
constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los 
conceptos de violación, de lo que resulta inadmisible su libelo de garantías en los 
términos en que se encuentra, por incumplir los requisitos exigidos por la Ley de la 
Amparo, mismos que fueron referidos lineas arriba. 

Resulta pertinente aclarar que la frase "Protesto lo necesario ... que aparece 
al final de la demanda. no debe considerarse como la protesta de decir verdad 
exigida por la ley de la materia, según la tesis de jurisprudencia visible en el 

-------------
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Semanario Judicial de la Federación y su gaceta, de la Novena Epoca, noviembre 
de 1999. Matena Común, página 32. del rubro y texto literal siguiente: 
"PROTESTA DE DECIR VERDAD. ES UN REQUISITO FORMAL QUE DEBE 
MANIFESTARSE DE MANERA EXPRESA EN EL ESCRITO DE DEMANDA DE 
AMPARO, OUE NO PUEDE SER SUSTITUIDO POR LA EXPRESIÓN FINAL 
"'PROTESTO LO NECESARIO.. Y CUYA OMISION PUEDE LLEVAR AL 
JUZGADOR DE AMPARO A TENER POR NO INTERPUESTA LA DEMANDA." 

Por otro lado. se advierte que no se presentaron las copias suf1c1entes de 
la demanda, rcqucnd.:Js para ernplaznr a las partes en el presente JUIC10 de 
garantias, por lo cual tamb1en se les previene para que procedan a cumplir tal 
obllgaciOn impuesta por el articulo 120 de Ja Ley de Amparo que establece 
textualmente lo s1gu1cntc 

"Artículo 1 20 Con lil demanda se exhibirán sendas copias para las 
autoridades responsables. et tercero perjudicado st lo hubiere, el Ministerio 
Público. y dos para el incidente- de suspensión s1 se pidiera ésta y no tuviera 
que concederse de plé1no conforn1e a cst;::i ley." 

De acuerdo con liJI precepto, y teniendo en cuenta que del acuse de recibo 
asentado por la of1c1atia de partes común en el original del escrito de demanda se 
advierte que no se cxh1b1cron copias de In misma. resulta que se 1ncumpl1ó con la 
obligación que 1n1ponc el d1spos1t1vo legal aludido en parrnfos precedentes: por tal 
motivo. con fundamento en lo previsto en el diverso artículo 146, de la propia ley de 
la materia, se previene a las promovcntes. mcd1;::inte not1f1cac1on personal. para 
que dentro del térnirno de tres días, exhiban una cop18 mas de su demanda. !oda 
vez que la debieron haber presentado por requenrse esta p<Jra el Agente del 
Ministerio PUbl1co Fedcr<JI adscrito. calle scflalar que no se requiere cop13s para 
los terceros pcqudicados nr pura las partes, por ya estur dcbtdarnentc emplazados 
al presente JU•c•o 

Es aplicable a esta prevención la tcsrs de Jurisprudencia Vl.2o. J/309, del 
Segundo Tnbunal ColDg1ndo del Sexto Circuito. publicada en I~ Gaceta del 
Semanario Jud1c1al de lél Fcdcracrón, Octava Epoca. tomo 80. agosto de 1994. 
pégtna 77. de rubro: .. COPIAS PARA LA TRAMITACIÓN DEL AMPARO. EL 
JUEZ DEBE PRECISAR EL NÚMERO DE LAS QUE SE REQUIERAN" 

Por tal razón. con fundamento en lo previsto por el articulo 146 de la Ley 
de Amp<:lro, prcvóngasc a las pron1ovenlcs, para que dentro del plazo de tres dias. 
contado a part1r del siguiente a aquél en que surta efectos la notificación del 
presente proveido. con copias suficientes del escrito para correr traslado a las 
partes. cumplan con los requerimientos exigidos en el presente auto, 
aperc1brdas que de no hacerlo en los términos sei'ialados. se tendra por no 
interpuesto su ocurso por el que sollc1tan la protección de la ¡ust1cia federal. tal 
como lo establece el segundo parrafo del referido articulo 

Con fundamento en la fracción 11 del multic1tado articulo 16. y en vista de 
que el dor11icil10 señalado por las promoventes se encuentra en la ciudad de 
Chilpanctngo, Guerrero. se les previene para el efecto de que lo seflalen en esta 
ciudad, apercibidas que de no cumplrr con tal exigencia las subsecuentes 
nol1ficactones se haran por lista en los estrados de éste juzgado. 

Girese atento exhorto al .Juez Primero de Distrito en el Estado. con 
resrdencia en Chllpancingo, Guerrero. a fin de que proceda a not1f1car a las 
pet1c1onanas de garantías el presente auto mediante alguno de los actuarios 
adscritos a d1ctio órgano 
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Notifíqucsc pcrson¡ilmcntc. 
Lo acordo ..Joel Carranca Zúñiga. Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero. asistido por el Secrctnno que autoriza. Doy fe.-

Razón. En la misma lecha se registró la demanda en el libro de gobierno. 
seg iró e 1 o í1c10 número __ para acusar recibo del juicio en que se actúa y se 
formó expediente. Conste. 

Anexo 15 

SECC.AMPAROS 
MESA DOS 
PRAL. 442/2002 
HOM*CEIS 

Cuenta En quince de abril de dos mil dos. el Secretario da cuenta al 
Juez con el of1c10 registrado con el número 442. y un expediente de amparo 
1nd1rccto corno Dncxo Conste. 

Acapulco, Guerrero; quince de abril de dos mil dos. 
Visto; téngosc por rec1b1do el oficio de la cuenta secretaria!, signado por el 

Juez Dóc11110 Segundo de Distrito en Matena Civil, en el Distrito Federal. con sede 
en la ciudad de México. mediante el cual remite por incompetencia legal la 
demanda de garantías promovida por Eduardo Ramirez Fontan, por su propio 
derecho, senalando como autoridad ordenadora al Juez O ócimo Octavo de 1 o 
Civil del Distrito Federal. con residencia en la ciudad de México y con10 e1ccutora 
al Secretario de Acuerdos .. B.. adscrito al juzgado que preside dicha 
autoridad ordenadora. 

Registrcse en el libro de gobierno UaJO el número 442/2002 y fórmese 
cuaderno de antecedentes en virtud del sentido del presente proveido 

Tenoa~e corno .iulori..:odo un1can1ente para recibir not1f1cac1ones e 
1n1ponerse de los autos c1 Álvaro Fernilndez Fajardo. dado que no tiene registrado 
su cedula profes101101! Pri !;-1 l1h:-1!t~1 ciue pDra !;::11 efecto n1iJneia este organo 
1ur1sd1cc1ona! 

La cue5t1on de: cornpetenc1;:i de toda <:Jutondad JUr1sd1cc1onal es de sun1n 
wnportanc1a, y Uc: p rev10. especial y o f1c1oso p ronunc1nn11cnto. por r rnperat1vo del 
<:1rt1culo 16 constrtuc1on;::1I. que nn el iu1c10 de ampuro se concreta con la d1spos1c16n 
contenida en el ~1rt1culo S2 de 1~1 Ley Reglamentaria de Jos Articulas 103 y 107 de la 
Const1tuc1on Pol1t1cé1 de los Estados Unidos Mexicanos L:lt establecer. corno 
obllgac1án de todo Jue.,: Llt.: 01slr 110, Id contenida en su prirner parrafo que es del 
tenor literal s1gwente 

ºArticulo 52. Cuando ante un Juez de Distrito se promueva un juicio 
de amparo de que otro deba conocer, se declarará incompetente de plano y 
comunicará su resolución al Juez, que. en su concepto. deba conocer de 
dicho juicio, acompañándole copia del escrito de demanda. Recibido el oficio 

--
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relativo por el Juez r equcrido, decidirá de plano, dentro de las e uarenta y 
ocho horas siguientes. si acepta o no el conocimiento del asunto". 

Como se desprende de la transcripción anterior, cuando un Juez de Distrito 
se estime incompetente deberá comunicar su resolución a aquel en cuyo favor 
considere que se surte la competencia. y que el juez requerido debera decidir de 
plano dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes si acepta o no el 
conocin1iento del asunto. por ro que a continuación se procede a pronunciarse al 
respecto 

En la especie, deriva del oficio de la cuenta que el Juez Dócimo 
Segundo en Materia Civil del Distrito Federal se declaró legalmente 
incompetente del presente asunto. esencialmente por considerar que la 
ejecución de los actos reclamados deberá realizarse en esta ciudad y puerto 
de Acapulco, Guerrero; por lo anterior, conviene citar textualmente las 
conductas autoritarias que se impugnan en la demanda de garantías, y a 
saber son: 

··<J) El lanzan1icnto ordené1clo en tt11 contra rned1ante auto de feclla 8 de 
n1arzo del ano en curso y publicado en el Bolctin Judicial el dia 12 del n1isn10 111es 
y aiJo por rned10 del cual se ordena se gire exhor1.o al Juez con1petcnte en 
Acapulco, Guerrero. a fm de que se sitva poner a disposición de la tercero 
perjudicadéJ Constructora y Realizadora Mexicana. S.A. de C. V .. el bien inmueble 
adjudicado a su favor. ubicado en Costera Miguel Alen1án No. 49. fracc1onan1icnto 
Club Deportivo. Acapufco. Guerrero, Departarnonto 1409. 

lJ) As1rn1s1110 reclan10 los autos dictados por Ja responsable ordenadora 
de fecllas 13 de nwrzo de 2002, publicado el dia 15 de marzo de 2002. y auto de 
18 de 1narzo de 2002. pulJ/1cado el dwcmueve del n1is1110 n1cs y a110. por n1edio de 
los cuales no se n1e reconoce personalidad y no se acuerdan debidamente 
mis pron>ociones de fcc/Jas de presentaCJón Marzo 13 del 2002 y marzo 15 del 
2002. respect1van1ento. por 1ncctio de los cuales exhibo contrato de arrendan1iento 
que celebre con techa 1 ·· de ¡unio de 200 1. en n1i carácter de arrendatario con 
ln111obl/1ana Polans. S A de C V. en su caracter de arrendadora. respecto al 
111rnucble ya 1ncnc1onado y ad¡ucJ1ciJdO a la tercera per¡udicada Constructora y 
Realizadora Mexicana. S A etc C V. y en el segundo de Jos escritos solicito la 
regulación del procedimiento conforme al ar1.iculo 272 del código adjetivo 
para el D.F.; 

Autos derivados del ¡u1c10 Océano Construcción y Administracion. S.A. de 
C. V .. VS. lnn1ob1//aria Polaris. S.A. de C. V .. juicio ejecutivo mercantil. expediente 
nUn1ero 912/99, Secretana B. 

c) Reclan10 asir111sn10 el remate de fecha B de agosto del 2001. celebrado 
ante la t1oy responsable ordenadora. Unica y exclusivamente respecto del 
departa1nento 1409, ubicado en el nU1nero 49 de la avenida Costera Miguel 
Aleman. fracc1onan11ento Club Deportivo. en la ciudad de Acapulco. Guerrero. 
remate que se celebro en contravención al derec/10 del tanto que establece en mi 
beneficio con10 inqwlino el articulo 2391 del Código Civil para el Estado de 
Guerrero.·· 

Asimismo, conviene destacar que deriva del punto dos de antecedentes de 
la demanda de amparo. que el promovente d110 que se enteró el trece de marzo de 
dos mil dos. por conducto de la parte demandada en el juicio natural, que se había 
ordenado mediante auto de ocho de marzo pasado, que se girara exhorto al Juez 

TESIS C~l)I··J 
FALLA DE ORIGEN 
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competente de esta ciudad para llevar a efecto el lanzamiento ordenado en el 
juicio. 

En este orden de ideas. e onvienc traer a e elación e 1 e ontenido del 
articulo 36 de la Ley de Amparo, mismo que a la letra establece: 

.. Articulo 36. Cuando conforme a las prescripciones de esta ley sean 
competentes los Jueces de Distrito para conocer de un juicio de amparo, lo 
será aquel en cuya jurisdicción deba tener ejecución. trate de ejecutarse, se 
ejecute o se haya ejecutado el acto rec/a171ado. 

Si el acto ha comenzado a ejecutarse en un Distrito y sigue 
ejecutándose en otro. cualquiera de los Jueces de esas jurisdicciones, a 
prevención, será competente. 

Es competente el Juez de Distrito en cuya jurisdicción resida la 
autoridad que hubiese dictado la resolución reclamada. cuando ésta no 
requiera ejecución material"" 

El Juez de Distrito remitente del asunto, una vez que analizó los actos 
reclamados llegó a la conclusrón de que en el caso en particular se surte la 
h1pótes1s prevista en el prrmer p.érrafo del precepto citado. ya que el prrmero de los 
actos reclamados se pretende e¡ecutar fuera del terrilorro en que e¡erce 
¡urrsd1cc1on. concretamente en esta ciudad y puerto de Acapulco. Guerrero. 
af1rrnando que ello es asi. porque se giró exhorto al Juez cornün competente de 
esta ciudad. a fin de que pusiera en posesión del inmueble a la pnrte actora. 

Sin embargo, dadas las circunstancias especiales que revisten el caso en 
estudio. este ¡uzgador no cornpartc el entena adoptado por el Juez de Distrito 
remitente. y considera que el que tiene competencia legal para conocer del asunto 
es un Juzgado Federal con sede en la ciudad de México. por las razones que a 
cont1nuac1ón se explrcan. 

En pnncrp10. corno se ha visto de las transcripciones asentadas en parrafos 
anteriores. conviene destacar que en la demanda de amparo fueron senalados 
actos que indudablemente requ1eren de una e1ecución material y otros que no es 
asi. tales corno la falta de reconocimiento de la personalidad que alega el 
pet1c1onano del amparo, asi corno la regularización del procedimiento natural que 
so1Lc1ta, pues en todo caso la Unica ejecución que podrian tener tales conductas de 
autondad se darian dentro del propio expediente en que se ventila et juicio de 
origen. situación que no abordó el Juez de Distrito declarado incompetente. 

At1ora bien, respecto de la orden de lanzamiento reclamada. la cual como 
se ha visto fue cm1t1da por la autorrdad designada corno ordenadora Juez Décimo 
Octavo de lo Civil del Distrito Federal, y su c¡ecución se atribuye al Secretario 
de Acuerdos ··s", adscrito al juzgado de la ordenadora, debe tornarse en 
cons1deracrón que el sol1c1tante del amparo no designó autoridad ejecutora alguna 
con res1denc1a en esta ciudad en virtud de que no le constaba que ya hubiese sido 
girado el exhorto pidiendo el auxilio y colaboración para cumplirse la orden citada. 
puesto que únrc<'lmcnte apuntó que tenía conoc1m1cnto que mediante auto de ocho 
de n1arzo del presente ano se ordenó gtrar la mencionada comunicación of1c1al. 

De acuerdo a lo anterior. el ünico acto reclamado que en su caso se puede 
e¡ecutar materialmente en esta ciudad podria ser la citada orden de lanzamiento, 
no asi el resto de las conductas reclamadas; sin embargo, no debe pasarse por 
alto el hecho de que la autoridad responsable ordenadora sólo podría pedir el 
auxiho y colaboración (cuestión que de acuerdo a los autos no se ha hecho dado 
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que no se designó autoridad rcsponsnblo P-jecutora de ostn c1udDd) a su homólogo 
de esta ciudad, pero es aquella quien desde el momento mismo en que libre el 
exhorto. comenzara a ejecutar en dicho lugar la orden de lanzamiento reclamada, 
ya que no debe pasarse por alto la circunstancia de que. en razón de que aún no 
se remite Ja comunicación oficial, el quejoso no designó autoridad cuya sede esté 
en la junsd1cc1ón de esto órgano 1ud1c1al (en que existen vanos 1ueces que podrían 
recibir el exhorto). por lo que es indudable que de aceptarse la cornpetenc1a, no 
seria mas que en detruncnto de la garantia que tiene el pet1c1onario de pronta y 
expedita 1mpart1c1ón de iust1cia que tutela et articulo 17 conslltuc1onal, dado que de 
nada le scrv1ria al prornovcnlc la ndm1s1ón de la demanda de aniparo. puesto que 
este tribunal no esla en aµlllud de concederle la suspenston prov1s1onal de los 
acles reclaniados en contr<:l de alguna autondad de esta ciudad. por la simple y 
sencllln razón de que no designo. y por obv1.:is razones tarnpoco se sollc1tarian 
1nforn1cs 1usllf1cudos <J entes pLibllcos que oqui residen. razones por las que dct>eró 
rcct1aznrsc la cornpctcnc1;:_1 plnntcndéJ, habtda cuent;J que es el Jue7 de 01str1to con 
sede en l<J ciudad dc Mcx1co el que debe conocer y resolver el asunto propuesto en 
virtud de que, en aquel lugar llenen su dorn1c1llo las autoridades. y OLJn cslil en ta 
pos1b1lldad de resolver sot>re la suspensión prov1s1onal de la orden de lanzarTI1ento. 
en donde si la cst1n1<J procedente. podrá evitar que se gire el exhorto si está en 
posibllidad de huccrlo 

Tiene apl1cac1ón en lo conducente y por 1dent1dad de razón, el criterio que 
este 1uzgador conipartc contenido en la tesis XIV.2º.64C. sustentada por el 
Segundo Tribunnl Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, publ1ccida en el 
Semanario Jud1c1al de la Federación y su Gaceta. Novena Epocn. torno VI. 
d1c1cmbre de 1997, p;:ig1na 655. cuyo rubro y texto llteralniente dicen 

••COMPETENCIA. TRATÁNDOSE DEL AUTO DE EXEOUENDO Y SU 
EJECUCIÓN. ES COMPETENTE EL JUEZ DE DISTRITO DEL LUGAR EN QUE 
SE DICTÓ Y NO EL DE AOUEL EN QUE HA DE CUMPLIMENTARSE El artículo 
36, párrafo segundo. de la Ley de Amparo establece que en los asuntos cuyo 
conoc1rn1ento corresponda a tos Jueces Federales. sr el acto reclamado ha 
comenzado a eiecutarse en un distrito y sigue e1ecutándose en otro. cualquiera de 
los Jueces de esas ¡unsd1cc1ones. a prevención. será competente Por ello. cuando 
el acto reclarnado consiste en el auto de exeguendo su cum.Ql1n11ento y e1ecuc1ón 
habiéndose consurnRdo esta en un lugar distinto de aquel en que el Proveido se 
em1t1ó en obsequio de un exhorto debe estimarse que es competente para 
conocer del 1u1c10 const1tuc1onal el Juez en cuya 1unsd1cc16n reside la autoridad que 
dictó la resolucrón reclarnada dado que dicho acto ha comenzado a e1ecularse en 
dicho lugar. pues el hecho de disponer que se gire exhorto a fin de cumplimentarlo. 
indudablemente constituye un acto de ejecución y como por lógica y sentido 
común. sólo uno de los dos Jueces tiene que ser el que conozca de la 
controversia. válidamente puede concluirse que debe ser el que previno, debido a 
que fue quien conectó 1nic1alrnente de ta demanda." 

Por las circunstancras del caso. de igual manera se estima aplicable. el 
criterio de la tesis 3a. XIV/92, su~tentada por la entonces Tercera Sala de la 
Suprema Corte de Just1c1a de la Nación. al resolver la competencia civil número 
6/92. localizable en el Semanario Jud1c1al de la Federación. Tomo IX marzo, pagina 
20. cuyo tenor literal es el siguiente 

ORIGEN 
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"COMPETENCIA EN UN .JUICIO DE AMPA~O INDIRECTO. 
CORRESPONDE AL .JUEZ QUE TENGA .JURISDICCION SOBRE LA 
AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO RECLAMADO SI EN LA DEMANDA NO SE 
HIZO REFERENCIA ALGUNA A SU EJECUCIÓN. Para dirimir un conflicto 
cornpetencial suscitado entre 1ueces de Distrito que no son de la jurisdicción de un 
mismo Tribunal Colegiado de Circuito para conocer de un 1uicio de amparo 
indirecto en materia c1v1I debe atenderse a la forma en que la oarte gue1osa 
planteó su demanda de garantias· y si en ella se desvinculó el acto reclamado de 
su e1ecuc1ón. la competenc1a debe resolverse a favor del Juez de Distrito que tenga 
junsd1cc1ón sobre la autoridad que dictó ese acto pues. en esa h1pótes1s debe 
tornarse en cuenta que en la propia demanda de amparo no se impugnaron actos 
de e1ecuc1ón, n1 fueron señalados como responsables autondades con residencia 
en el lugar donde habran de e1ecutarse los actos reclamados ·· 

Tomando en cons1derac1ón el entena anterior. de la lectura de la demanda 
queda dctern11nadc=i la competcncra del Juez de Distrito que deba conocer del 
asunto, pues en el capitulo destinado a las autoridades responsables. ninguna de 
ellas tiene su dom1c1llo en esta ciudad, y por obvias razones no se les atribuye acto 
alguno de eJeCuc1on respecto de la orden de lanzamiento por la cual el Juez 
remitente cstm1ó que es un Juzgado de Distrito de esta ciudad el que debe 
conocer 

Así. queda de manifiesto que ante la falta de datos que permitan 
pronunciarse sobre los actos de ejecución. el .Juez competente para conocer 
del amparo. lo será aquel en donde se haya empezado a ejecutar el acto, y 
como ya se explicó anteriormente. lo será con el libramiento del exhorto 
respectivo, por lo que es competente para conocer de este Amparo el .Juez 
que tenga jurisdicción sobre la autoridad responsable, y ante la imposibilidad 
de que dos .Jueces conozcan del mismo asunto. lo deberá conocer aquel que 
previno, de conformidad con el segundo párrafo del articulo 36 de la ley de la 
materia, siendo el Juez oecimo Segundo de Distrito en Materia Civil del 
Distrito Federal, con residencia en la ciudad de Mexico, quien lo conoció 
primero, además de que ejerce jurisdicción sobre las autoridades a quienes 
se les atribuyen los actos reclamados. 

Como colofón de lo anterior, cabe mencionar también que los actos 
reclamados distintos a la mult1citada orden de lanzamiento, tales como los 
acuerdos d 1ctados por la autoridad responsable ordenadora. a si como el remate 
llevado a cabo respecto del inmueble que asegura el promovente tener en 
posesión. tuvieron su eiecuc1ón dentro del juicio ejecutivo mercantil 912/99. 
radicado ante e 1 Juez Dec1mo Octavo de lo Civil del Distrito Federal. por 1 oque 
1nvanablemente el Juez de D1stnto de aquélla ciudad, tiene competencia legal para 
conocer y resolver tales conductas de autoridad, ello de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 36 de la ley de la materia 

En las anotadas cond1c1ones. se concluye que este Juzgado Sexto de 
D1stnto. carece de c ornpetenc1a legal para e onecer 1 a demanda de garantias en 
cuestión y resuelve que su conocimiento se surte a favor del referido Juez de 
Dtstrito. dado que la autoridad emisora del acto reclamado tiene su residencia 
dentro de su 1unsd1cc1ón 

También conviene citar la tesis que aplica en lo conducente, número 
P.J.9/2001, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

"1~ •.• ' 
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publicada en el Sernanano Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. 
tomo XIII. Enero de 2001. pagméJ 5, cuyo rubro y texto a la literalidad serlalan: 

"COMPETENCIA DEL JUEZ DE DISTRITO. SI LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE CUYA RESIDENCIA LA ORIGINÓ NIEGA EL ACTO 
RECLAMADO Y ESTA NEGATIVA NO SE DESVIRTÚA, DICHO JUEZ DEBE 
DECLARARSE INCOMPETENTE Y REMITIR LO ACTUADO AL JUEZ 
COMPETENTE. Conforme a lo dispuesto en el primer pérrafo del articulo 36 de la 
Ley de Amparo. es competente p¿ira conocer de un juicio de garantias el Juez de 
Distrito en cuya junsdicc1ón deba tener e1ecución, trate de e1eculnrse, se e1ecute o 
se haya e1ecutado el acto reclamado, pero s1 la autoridad c1eculora que por residir 
dentro de la 1unsd1cc1on tcrntonal del Juez de 01strilo lo hacia competente, nrega el 
acto reclamado y el queioso no desvirtúa esta negativa. d1ct10 Juez debe. una vez 
desarrollada totalmente la élud1enc1a const1tuc1onal salvo el dictado de la sentencia, 
declararse incompetente y, en los t Crmrnos e stablec1dos por el articulo 5 2 de 1 a 
propia ley, remitir lo élctundo <31 Juez que resulte conipetcntc, para que conforme a 
sus atrrbuc1ones lcgélll?S dtcte 1;:1 sentencia ciuc corresponcta " 

De acuerdo con la 1dc.n substanc131 que ftJa la tesis antcnor, y dé:ldo que se 
insiste, no hay acto de e1ccuc1on é:ll~uno atrrbu1do a una autondnd ubicada dentro 
del tcrntono sobre el cunl este Juzgador c¡erza Junsd1cc1on, se estima q uc f uc 
incorrecto el proceder del Juez de Distrito al declararse incompetente para 
conocer del asunto con la sola afirmación proporcionada por el promovente 
en el sentido de que la orden de lanzamiento se ejecutaría en un inmueble de 
esta ciudad. puesto que debió admitir la demanda y esperar los informes 
¡ustificados. para en lodo caso. una vez que tuviera la certeza de que era verdad lo 
aseverado en el libelo de garantí.as, celebrar aud1enc1a constitucional y declarar su 
incompetencia para resolver el asunto. pues no basta con la sola afirmación de la 
parte promovente para hncerlo desde el primer acuerdo que se emita en el juicio 
b11nstanc1al 

Por lodo lo apuntado con antelación, este juzgador no acepta la 
competencia planteada, por lo que se ordena comunicar esta resolución al 
Juzgado Décimo Segundo en Materia C1v11 del Distrito Federal, con sede en la 
ciudad de México, sol1c1tándole se sirva proceder de acuerdo con el articulo 52 de 
la Ley de Aniparo, es decir, rcsuPlva dentro de las cuarenta y ocho horas si insiste 
o no en d ecllnar su cornpetenc1<'l, y solo en caso de persistir en tal intento, que 
tenga a bien dar aviso a este s1n11lar par.a que esté en aptitud de exponer ante el 
Tnbunal Colegiado de Circuito lo que estime pertinente 

F1naln1ente, visto el contenido del articulo 9. fracción VIII del Acuerdo 
General 34/2000 del Pleno del Conse10 de la Judicatura Federal, con copia 
certificada de la totalidad de lns constancias que integran el presente expediente. 
fórmese cuaderno de antecedentes para que obre en este órgano jurisdiccional; y 
devuélvase al Juzgado declinante el juicio 276/2002-VI de su índice. solicitándole 
el acuse de recibo de estilo 

Notifiqucse. 
Lo proveyó J oel Carranca Zúñiga. Juez Sexto de O istrito en e 1 Estado, 

asistido por su Secretario Hurnbcrto Qu1roz Mares que autoriza y da fe. 

Razón. En la misma fecha se registró la demanda en el libro de gobierno, 
se formó expediente y se envió el oficio número 13120. Conste.-
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Anexo 16 

"DEMANDA DE AMPARO. NO OPERA EL DESISTIMIENTO 
TÁCITO. Si el Juez de Distrito tiene al quejoso por desistido 
tácitamente de Ja demanda de garantías. porque no dio cumplimiento 
a una prevención o requerimiento tendente a la prosecución del 
procedin1iento para dejarlo en estado de resolución, argumentando 
que ello revela su falta de interés. y por ende sobresee en el juicio 
fuera de audiencia. esto es incorrecto. toda vez que contraviene Jo 
dispuesto por el articulo 74, fracción l. de la ley reglamentaria de los 
dispositivos 103 y 107 constitucionales. que establece únicamente el 
desistimiento del juicio de amparo de manera expresa, lo que 
consecuentemente obliga a revocar el auto recurrido". 

Tesis sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Circuito, XX.2o.2 K, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. Tomo VIII. Octubre de 1998, Novena Época, 

página 1133. 

Anexo 17 

"DEPORTACIÓN. ES ILEGAL DESECHAR DE PLANO UNA 
DEMANDA DE AMPARO CUANDO SE RECLAMA LA. Resulta 
erróneo desecllar de plano una demanda de amparo indirecto 
cuando el acto reclamado consiste en la deportación del quejoso, por 
considerar que ese acto se ha consumado irreparablemente y. como 
consecuencia. se está en presencia de un rnotivo manifiesto de 
improcedencia previsto en los artículos 73 fracción IX y 145 de la Ley 
de Amparo. En primer lugar. aun cuando este último numeral dispone 
que si el juez de Distrito. al examinar la demanda, encontrare un 
motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de 
plano. sin suspender el acto reclamado; esa facultad no es ilimitada 
ni depende del criterio subjetivo del juzgador, sino que es necesario 
que dicha causal se pruebe plenan1ente y no inferirse simplemente a 
través de la narración de hechos que hace el peticionario de 
garantías en su demanda. En segundo lugar, no es suficiente que el 
acto reclan1ado se consun1e para que surja la improcedencia, sino 
que se requiere q ue tal consumación sea irreparable; p ues e I a eta 
consumado de modo irreparable es aquel en que es fisicamente 
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imposible volver las cosas al estado qua tenían antes de la violación; 
fo cual no sucede si se otorga el an1paro solicitado contra la 
deportación, pues el quejoso estaría en la posibilidad jurídica de 
volver al territorio nacional. con lo cual se le restituiría en su garantía 
individual violada. Máxin1e que no se reclama una orden de 
depo1tación, sino la deportación rnisn1a, entendida ésta corno un 
ataque a la garantía de la libertad personal, que aún no está 
consun1ado definitivamente. por sufrirla, quien la padece. de 
momento a rnor11ento; es decir. es un acto de realización instantánea 
pero de efectos que se prolongan en el tiempo, o sea, de tracto 
sucesivo y, por ende. contra ella procede el juicio de amparo 
indirecto". 

Tesis número l.2o.P.1 K. visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. Tomo 11, Octubre de 1995. Novena Época. 

página 518. 

Anexo 18 

"IMPROCEDENCIA, NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL DE, 
PREVISTA EN LA FRACCIÓN ti DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY 
DE AMPARO, CUANDO SE RECLAMA UNA RESOLUCIÓN 
EMITIDA EN CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA, QUE 
AMPARÓ ÚNICAMENTE POR VIOLACIONES FORMALES Y SE 
ATACA DE NUEVA CUENTA POR OTROS VICIOS. No se actualiza 
la causal de improcedencia contenida en la fracción 11 del artículo 73 
de la Ley de Amparo. cuando se reclama una resolución emitida en 
cumplimiento de una ejecutoria que amparó por considerar 
infringidas disposiciones de carácter formal, pues no se puede privar 
del derecho de defensa a la quejosa. si el nuevo acto lo impugna por 
otras violaciones formales cometidas con posterioridad o por 
violaciones de fondo; estimar Jo contrario, seria tanto como que e I 
asunto sometido a la potestad de la Justicia Federal quedara sin 
resolver". 

Tesis número l.2o.A.J/19. del Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito. visible en la página 261. 
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del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII. 

correspondiente al mes de julio de 1998, Novena Época. 

Anexo 19 

"IMPROCEDENCIA. INTELECCIÓN DEL ARTÍCULO 73, 
FRACCIÓN //, DE LA LEY DE AMPARO. Si se toma en cuenta la 
finalidad que se persigue con la norma, su razón legal y la aplicación 
constante y uniforn1e hecha por los tribunales federales. el correcto 
sentido del articulo 73, fracción //, de la Ley de Amparo. en lo que 
toca a la improcedencia del juicio de garantias contra resoluciones 
dictadas en ejecución de fas determinaciones emitidas en los juicios 
de amparo. no es el que se pudiera deducir de una vista inicial de 
sus térn1inos gramaticales, que llevarían a la actualización de esa 
hipótesis normativa en todos los casos en que el acto reclamado se 
emitiera teniendo corno base lo ordenado en ese sentido en una 
resolución proveniente de un juicio constitucional. sin importar el 
alcance de esta últin1a ni ta rnedida en que vinculó a la autoridad 
responsable, sino que este motivo de in1procedencia se da sólo 
cuando las cuestiones que se plantean en la nueva den1anda de 
garantías fueron objeto de una decisión directa y definitiva en la 
resolución del juicio constitucional anterior o si constituyen su 
consecuencia lógica y jurídica inn1ediata. aunque la autoridad 
responsable se apoye en nuevos fundan1entos y razones para 
sostener su criterio respecto a lo ya resuelto por las autoridades 
jurisdiccionales federales. pues es evidente que lo que quiso evitar el 
legislador ordinario con el establecin1iento de la improcedencia 
referida. fue que una n1isma cuestión concreta pudiera ser objeto de 
controversia y decisión en dos o más sentencias de amparo, con el 
peligro de que se produjera una cadena infinita de dichos juicios 
sobre la rnisn1a n1ateria, en den1érito de la seguridad que se requiere 
para lograr la armonía social; es decir, que tanto la razón de la ley 
como el propósito perseguido, son semejantes a los de la institución 
de la cosa juzgada, pero ajustados a la estructura jurídica sobre la 
que se levanta el juicio de amparo''. 
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Tesis de jurisprudencia XXl.1o. J/15 del Primer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Primer Circuito. que obra en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI. Marzo de 2000. 

página 867. 

Anexo 20 

"COSA JUZGADA. IMPROCEDENCIA DE AMPARO 
(FRACCIÓN IV DEL ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO) 
CONTRA ACTOS OBJETO DE JUICIO SOBRESEIDO QUE NO 
PUEDEN RECLAMARSE DE NUEVO. Aun cuando. por regla 
general. una sentencia de sobreseimiento no constituye cosa juzgada 
ni impide, por consiguiente. la promoción de un nuevo juicio de 
garantias en que se con1bata el mismo acto, existen casos de 
excepción en virtud de que la causa de improcedencia de cosa 
juzgada opera tan1bién por diversas circunstancias. pues ésta no sólo 
se da cuando en una sentencia ejecutoria se ha examinado y 
resuelto sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los 
actos reclan1ados, sino tan1bién cuando se ha determinado su 
inatacabilidad a través de un juicio de garantías. sien1pre que tal 
determinación se haya realizado atendiendo a razones o 
circunstancias que hagan inejercitable Ja acción de amparo de modo 
absoluto, e on independencia del juicio en que tal determinación se 
haya efectuado. como ocurre. por ejemplo, cuando se ha declarado 
por sentencia ejecutoria que se ha consumado de manera irreparable 
el acto reclamado, o que han cesado sus efectos. o que dicho acto 
ha sido consentido. o cuando se ha determinado que el acto 
reclamado no afecta Jos intereses jurídicos de Ja parte quejosa, pues 
estas situaciones no pueden ser desconocidas en un nuevo juicio de 
garantías". 

Tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia. 

visible en el Semanario Judicial de la Federación. Tomo 181-186 

Tercera Parte. Séptima Epoca. página 91. 

Anexo 21 
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"LEYES AUTOAPL/CA TIVAS Y HETEROAPLICA TIVAS. 
DISTINCION BASADA EN EL CONCEPTO DE 
INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA. Para distinguirlas leyes 
autoap/icativas de las heteroap/icativas conviene acudir al concepto 
de individualización incondicionada de las rn isrnas, consustancial a 
las norrnas que adr11iten la procedencia del juicio de amparo desde el 
rnornen/o que entran en vigor. ya que se trata de disposiciones que. 
acorde con el 1111perat1vo en ellas contenido. vinculan ni gobernado a 
su curnplin11cnlo desde el inicio de su vigencia. en virtud de que 
crean. transforrnan o extinguen situaciones concretas de derecho. El 
concepto de lflCÍlviduali?ación constituye un clernento de referencia 
objetivo para r:Jctc11111nar la procedencia del ¡u1cio constitucionnl. 
porquu pcnnitu conocc1. en cada cnso concreto. si los efectos de In 
cilspo::;ic1on h-'Uª' 1n1pu9nada ocurren en forrnn conciicionad;:J o 
1ncondicio11<Jda. asi. la cond1ción consiste en la realización del acto 
necesario para que la ley adquiera individua/Jzación. que bien puede 
1evcst1r el car¿Jcter de adrninistrativo o jurisdiccional. e incluso 
cornprencfc al acto junciico ernanado de la voluntad del propio 
particular y al l1ec/Jo 1urid1co. ajeno a In voluntad hurnana. que lo 
sitt_Jan dentro de la l11potes1s legal. Oc esta rnancrN. cuando las 
obligac1ones derivadas de la ley nacen con ella n7isrna. 
indcpcndicntcrnente de que no se actualice condición alguna. se 
estora en presencia cíe una ley autoaplicativa o de individualización 
1ncond1c1onada; en car11b10. cuando las obligaciones de hacer o de no 
hacer que unpone la ley. no surgen en forrna autornéitica con su sola 
un/rada en vigor. sino que se requiere para actualizar el perjuicio de 
un acto diverso que condicione su aplicación. se tratará de una 
disposición heteroap/icativa o de individualización condicionada, pues 
la aplicac16n juridica o rnaterial de la nortna. en un caso concreto. se 
halla sornetida a la realización de ese evento .. 

Tesis P./J. 55/97, del Pleno de la SCJN. que obra en el 

Sen,anario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VI. Julio de 

1997. Novena Época. pagina 5. 

Anexo 22 

.. Por otra parte, la reforma a la Ley de Arnparo Reglan1entaria de los 
artículos 103 y 107 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos se 
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justifica en fa necesidad de adecuar las normas juridicas a la realidad imperante, 
que día a dia exige una evolución del derecho. 

Se propone derogar el párrafo s ogundo de la fracción X del articulo 73, 
toda vez que en la actualidad. dicho dispositivo produce confusiones y duplicidad 
de procedimientos. 1n1posibilita y aún interrun1pe la función jurisdiccional. tanto al 
Juez const1tucional corno al Juez natural, al perrnitir que los procedimientos 
transcurran l1asta que se dicte sentencia defu11t1va en el ¡u1c10 de an1paro, pues al 
nlisn10 t 1empo que se s 1gue e I p rocoso penal ante el Juez natura/, se t ran11ta el 
juicio de control const1tuc1onal. contra la orden de aprehensión. pero con /CJ 
incongruencia cJc que el hecho de que se conceda el arnparo en estos casos. 
produce el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordmano y trae con10 
consecuencia Ja libertad del encausado. no obstante que la privación de la libertad 
que éste sufre. ya no tiene co1no base la orden de aprellcns1ón que se con1batió en 
el an1paro. sino un auto de forrnal prisión que con posterioridad le fue dictado, con 
la circunstancia de que po:ira el rnon1ento de la concesión del arnparo, pudieran 
haberse recabado nuevos ciernen/os probatorios que hacen rTJayorrnentc probable 
la responsabilidad penal del que1oso. de la comisión del delito que se Je atribuye. 

Por el 1nisn10 rnot1vo resulta adecuada la reforn1a que se propone al ptlrrafo 
prin1ero del articulo 13G de la Ley de An1paro ya que se /Jun presentado una sene 
de circunstancias a fJ ropósJto de la arnpliación de la figura efe la suspensión del 
acto reclarnado. que han rcdundodo en t1encf1c1os excesivos en favor de los 
pro111oventes. que 1ocluso les t1a pos1b1l1taclo sustraerse a la acc1on de la ;ust1c1a 

Se establece con e/andad que el efecto de Ja suspensión provisional 
concedida contra la orden de apre/Jens1ó11 que no /Ja sido ejecutada, consistirá en 
que el inculpado cornparezca ante la autondad que deba ;uzgarlo. en el terrnino de 
tres dias. a f111 de que rmda su declaración prcparatona En los casos en que ta 
orden de apret1cns1on ya hubiera sido e1ecutada. el efecto de la suspensión 
provisional será garantuar Ja scgundacl del quejoso en el lugar en el que se 
encuentre rech11do. sin pcrju1c10 de que el Juez natural conceda la libertad 
provisional bajo caución, cuando esta procediere. 

No pasa desapercibida la circunstancia de que obligar al quejoso a 
con1parecer ante la autoridad que deba juzgarlo para que rinda su 
declaración preparatoria, corno requisito para que siga surtiendo sus efectos 
la suspensión decretada, l1abra de producir el sobrescirniento en el juicio por 
carnbio de situación juridica. al momento en que se decrete la formal prisión 
correspondiente. 

No obstante, lo anterior no implica la indefensión del inculpado, pues 
óste continúa disfrutando de Jos beneficios que tiene al prornover el juicio de 
amparo contra la orden de aprehensión, como son /as rnedidas cautelares del 
incidente de suspensión y la posibilidad de promover un nuevo juicio de 
garantías contra el auto de tórn1ino constitucional. 

En la 1nicwt1va se propone que el órgano de control constitucional no tenga 
ya la facultad de conceder el beneficio de Ja libertad provisional bajo caución al 
quejoso dentro del juicio de an1paro. toda vez que dicha facultad corresponde al 
Juez natural. de conforrmdad con lo dispuesto en el articulo 20, fracción I de la 
Constitución. 

lndepend1enten1ente de la concesion de la medida suspensional, es 
necesario que se obligue al quejoso a comparecer ante la autoridad que deba 
juzgarlo a rendir su declaración preparatoria. Lo anterior. dejaría en claro que la 

_ ______., 
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institución del amparo, y en especial la figura de la suspensión, no son 
instrumentos para burlar a la justicia penal". 

Anexo 23 

"ACTOS DERIVADOS DE ACTOS CONSENTIDOS. Cuando 
se ha pedido un amparo señalando como responsable. únicamente a 
la autoridad ejecutora, y al rendirse Jos informes, aparece que otra es 
la autoridad del que emanó el acto reclamado, y no se amplia la 
demanda en contra de esta última autoridad, debe reputarse el acto 
de ejecución, como derivado de otro consentido, y, por tanto 
sobreseerse en el amparo". 

Tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación, 

Tomo XXXV, Quinta Época. página 1325. 

Anexo 24 

"EMBARGO SOBRE BIENES AJENOS, PROBABLE 
EJECUCION DE. ES UN ACTO FUTURO E INCIERTO. AMPARO 
IMPROCEDENTE. Si el acto reclamado se hace consistir en la orden 
emitida por la autoridad señalada como responsable, relativa al 
embargo que se pretende realizar en el domicilio de los terceros 
perjudicados. respecto de bienes que dice el quejoso son de su 
propiedad, porque le fueron otorgados en dación de pago por los 
propios demandados: tal acto resulta ser de realización futura e 
incierta. pues no existe la certeza de que, al efectuarse la diligencia 
de embargo ordenada, se deje de observar lo dispuesto en el articulo 
399. fracción 111, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado 
de Sonora. es decir, afectar al deudor en su patrimonio y no a 
terceras personas. cuyos bienes y derechos deben ser respetados; 
por lo que resulta improcedente el amparo solicitado contra el 
preindicado acto". 

Tesis número V.2o.36 C, del Segundo Tribunal Colegiado del 

Quinto Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la 
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Federación y su Gaceta, Tomo IV, Septiembre de 1996, Novena 

Época, página 642. 

Anexo 25 

.. FISCO, IMPROCEDENCIA DEL AMPARO PROMOVIDO 
POR EL. El Fisco, cuando usa su facultad soberana de cobrar 
in1puestos. multas u otros pagos fiscales, obra ejerciendo una 
prerrogativa inl1erente a su soberanía. por lo cual no puede 
concebirse que el poder pida amparo en defensa de un acto del 
propio poder. Y esto es evidente. pues cuando ante el Tribunal Fiscal 
de la Federación ocurre el Fisco Federal, o sea el Estado. por 
conducto de uno de sus órganos. si es verdad que acude como parte 
litigante. también lo es que el acto que defiende no difiere del acto 
genuino de autoridad, el cual no puede ser considerado como un 
derecho del hombre o con10 una garantia individua/, para el efecto de 
que I a autoridad que lo dispuso estuviera en aptitud de defenderlo 
n1ediante el juicio de an1paro, con10 si se tratara de una garantía 
individual suya·· 

Tesis número 1115. de la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. que obra en el Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación de 1995, Tomo 111, Parte HO, Quinta 

Época. página 913. 

Anexo 26 

.. LEYES, AMPARO CONTRA LAS. FALTA DE 
SEÑALAMIENTO DE AUTORIDADES RESPONSABLES. Cuando 
se impugna la constitucionalidad de una ley a través de los actos de 
aplicación, sin señalar como autoridades responsables al Congreso 
que la haya expedido y al Ejecutivo que la haya promulgado, aunque 
se surte la competencia del Tribunal en Pleno, debe sobreseerse 
porque no fueron llamadas a juicio las responsables de la ley cuya 
constitucionalidad ha de analizarse". 
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Tesis del Pleno de la Suprema Corte de .Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación. Tomo Primera 

Parte, CXXXll, Sexta Epoca, pagina 126. 

Anexo 27 

"EJECUCIÓN IRREPARABLE. SE PRESENTA, PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO 
CONTRA ACTOS DENTRO DEL JUICIO, CUANDO ESTOS 
AFECTAN DE MODO DIRECTO E INMEDIATO DERECHOS 
SUSTANTIVOS. El articulo 114 de la Ley de Amparo, en su fracción 
IV previene que procede el an1paro ante el juez de Distrito contra 
actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una 
ejecuc1un que sea de unpos1b/e reparación, debiéndose entender que 
producen "e1ecuc1ón lfTcparable" los actos dentro del juicio. sólo 
cuando afectan de rnocio directo e inn1ediato clcrcchos sustantivos 
consagrados en lo Const1tución. y nunca en los casos en que sólo 
afectan derechos adjetivos o procesales. criterio que debe aplicarse 
sien1pre que se estudie la procedencia del an1paro indirecto. respecto 
de cualquier CJcto dentro del juicio" 

Tesis numero P./J. 24/92, del Pleno de la Suprema Corte de 

.Justicia, que obra en la Gaceta del Semanario .Judicial de la 

Federación. Tomo 56. Agosto de 1992. Octava Epoca. pagina 11. 

Anexo 28 

SECC. AMPAROS 
MESA: OCHO. 
PRAL. 258/2000. 
HPP. OCHC. 

Cuenta. E 1 e uatro de diciembre de dos mil. e 1 secretario da e uenta a 1 
encargado de despacho, con la demanda de garantias promovida por Joel 
Silnchez Gallegos. como apoderado legal de Ejido de Linda Vista, recibida en la 
oficialia de partes de este juzgado de Distrito, con nueve copias y anexos. 
Conste.-
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Acapulco, Guerrero: cuatro de diciembre de dos mil. 
Vista; la demanda de garantias promovida por Joel Sánchez Gallegos. 

como apoderado legal del Ejido d e Linda V is ta, contra actos del Presidente y 
Secretario del Tribunal Umtano Agrario, residentes en esta ciudad y de otras 
autoridades 

Previo acordar lo conducente sobre la adm1s1ón de la demanda de 
garonlias, este órgano 1unsd1cc1onal advierte que en la especie se reclaman actos 
de diversa índole que en estricto sentido no se encuentran estrechamente 
vinculados entre si, rnzon por 1 n cual es dable analizar la naturaleza jurid1ca de 
cada uno de ellos. por separado, paril estar en aptitud de determinnr lo relativo a la 
adrn1s1ón de la demanda mediante la cunl se les combate 

En la den1anda se rcclamé:ln los s1gu1entes actos de las siguientes 
autoridades· 

u) Del Presidente y Secretorio del Tribunal Urntvrio Agrario, se reclama la 
aud1encléJ de vc1nt1dos de nuv1ernbre de dos n11I, así con10 el ocuerdo dictado en ta 
n11sn1a. 

b) Del Dcleg<::tdo Estatal de la Procuraduria Agraria Federal en et Estado de 
Guerrero, se rcclnn1.:i el no haber cur11pl1do con sus atribuciones legales de 
convocntorin y vig1l<:lncia de In Asamblea , 

e) Del Registro Agr;:mo Nacional. se reclama el registro en el libro 
correspondiente del acta de Asamblea de e Jtdatario del e ¡ido de Linda V is ta, de 
veinticuatro de n1arzo de rnel novecientos noventa y nueve; 

d) Del Presidente de la República. se reclama el cun1pl1rn1ento de su 
promesa de cnmb10 vertido en su can1puñél electoral. 

Pues bren, lo pruncro que se advtcrtc de los anteriores actos es que los 
netos scrlalados con los incisos a). b) y c) se encuentran estrechamente vinculados 
entre s1. todn vez que to que se reclama del Delegado Estatal de la Procuraduría 
Agraria y del Registro Agrario N<Jc1orial, es denvndo de Jo ocurrido en la audiencia 
de veintidós de noviembre del presente ailo. asi corno el acuerdo dictado dentro de 
ésta, en el que. de acuerdo a lo relatado por el que¡oso, se ordenó su suspensión y 
se f1¡ó nuevo dia para su celebración. siendo este úll1rno acto del que 
escncrriln1cntc se duele el pet1c1onano de garantías 

Ahor8 tJ1en. en rclac1on a la ultuna autoridad senalada como responsable, 
se aprecia que los actos que se reclaman de ésta son de naturaleza ¡uridica 
distinta e n1depcnd1entc, pues n11cntras que el primero se relaciona con la garantía 
del ind1v1duo n una ¡ust1crn pronto y expedita. así como la prosecución de un 
proced1rn1ento, como resultado de la 1mpugnac1ón de la personalidad de una de las 
partes, y los otros dos actos de autoridad reclamados son, en cierta forma. 
derivados de In audiencia cuya celebración se impugna por esta via 

Por otra parte, el acto scflalado con et inciso d). ni s1qu1era es un acto de 
autoridad para los efectos del ¡u1c10 de amparo. en relación con el numeral 11 de la 
ley sobre la rnatena. y en ese sentido se advterte un motivo marnf1esto e indudable 
de 1mprocedenc1a que mueve el animo de este juzgador a desechar la demanda 
enderezada a ese respecto. al propio tiempo de admitirla por los actos y 
autoridades restantes prev1arnente menc1onadns 

A propósito del acto reclamado por el que se desecha, consistente en el 
1ncumpllm1ento de la promesa de cambio vert1do en la campar"ia electoral del 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. este juzgado federal considera que 
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en su contra dicho acto es improcedente el juicio de garantins en virtud de que no 
se trata de un acto de autoridad. y no afecta directamente los intereses juridicos 
del QUCJOSO. 

Luego. a 1uic10 de este Juzgador hay motivos manifiestos e indudables de 
1mprocedenc1a que es el previsto en el artículo 73, fracc1on XVIII, en relación con el 
103, fracción l. de la Const1tuc1ón. en concatenac1ón con el 1, fracción l. y 11, de la 
Ley de Amparo interpretados contrano sensu 

Asi tenemos que de los d1spos1hvos legales invocados con antenondad se 
obtiene con innegable clarrdad que el ju1c10 de amparo procede solamente en 
contra de actos de autorrdad, y el que en la especie se reclama. no reviste el 
carácter de a eta a utontario, en virtud de que q u1en lo e n11lló no contaba en e se 
mon1cnto con tal car<'Jcter Dicho en otros términos. el iu1c10 de amparo indirecto es 
procedente en contra de actos de autoridad. y contrario sensu será 1n1procedcnte 
en contra de actos que no provengan de una autoridad en los términos del articulo 
11 de la Ley de Amparo 

Lo anterior es asi. en virtud de que lo que se le esta reclamando a la 
autoridad en cuestión. es lllcralrnente ··su pronwso de carnbio vertida en su 
carnpar1a". por lo que se puede deducir que. en pnnc1p10, dicha autondad al 
111ornento de realizar el acto. aun no revest1a el carácter de autoridad. en v1rtud de 
que. con10 el rn1sn10 que¡oso scnala, se encontrabn en su carnpana preelectoral. y 
en ese morncnto, ero un c and1dato rn3s dentro de 1 LJ contienda presidencial, s 1n 
rnngun<J atnbuc1ón legill para en11t1r actos de autoridad. por Jo que el acto que se le 
reclan1a no puede ser considerado como un acto autontnno 

As1n11srno. es preciso decir que el 111curnpl1m1ento de una promesa de 
can1b10 dentro de unn carnpai1a electoral, en el ultimo de los casos. pudiera ser 
s1n1plernenle un discurso crn1t1do por algUn candidato a un puesto de elección 
popular. en el que se plilnlea de manera general la prepuesta de gobierno. y e 1 
~1sterna que se pretende adopt<Jr en caso de ser electo; sin embargo, estas 
propuestas. pron1csas o af1rn1ac1ones no van d1r1g1das a un 1nd1v1duo en especial. n1 
vinculan coact1vamcnte a qwcn la emite con quien se considera afectado, por Jo 
que resulta 1lóg1co que se pretenda obligar a una autondad. al cumplimiento de una 
situación tan general y abstracta corno es "una promesa de cambio .. a través de 
este medio de control const1tucronal 

En conclusión. por todas las argurncntac1oncs antes expuestas, con 
fundamento en los articulas 73, fracción XVIII, en relación con el 103, fracción 1, de 
la Const1luc1ón, en conc;:itcnac1ón con el 1o, fracción l. y 11 de la Ley de Amparo, 
interpretados contrario scnsu. procede desechar la demanda de garantías en 
cuestión, respecto del acto que se reclama al Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, consistente en el 1ncurnplim1cnto de sus promesas vertidas 
dentro de su campana electoral 

Por otra parte. y sin pcqu1c10 de lo anterior, considerando que los restantes 
actos reclarn::idos. si son impugnables por rned10 del Juicio de amparo. ya que 
emanan de autoridades, pues dichos actos son unilaterales, 1rnperat1vos y 
coerc1trvos. y el queioso argumenta la v1olac1ón en su per¡wc10 de los articulas 14. 
16 y 17 de la Const1tuc1ón. con fundamento en lo dispuesto por los articulas 1º. y 
del 147 al 149 de la Ley de Amparo. se admite la demanda. Registrese en el libro 
de gobierno con el numero 258/2000 y fórmese expediente, sin tramitarse 
incidente de suspensión por no haberse solicitado. Dese la intervención que 
legalmente corresponde al agente del Ministerio Público de la Federación adscrito 
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a este JUZgado federal. Pídase a las autoridades señaladas como responsables su 
informe JUSt1f1cado, que deberan rendir en el térrn1no de diez dias. de conforn11dad 
con lo establecido en el articulo 222 de la Ley de Amparo. 

Se f •Ja 1 as NUEVE HORAS DEL TRES DE ENERO DE DOS MIL UNO. 
para que tenga venf1cat1vo la audiencia constitucional. 

Téngase como dom1cillo de la parte quejosa para recibir notificac1ones el 
señalado en la demanda 

Se tiene corno tercero perjudicado en el presente ju1c10 a Alejo 
Maldonado Cuevas, con dorn1c1lio en el despacho número 30, del ed1f1c10 Ov1edo. 
en esta ciudad. el cual deber<:) ser legalmente emplazado por conducto del actuario 
de este JULgado, corrróndolc traslado con una copia sirnple de In demanda y 
haciéndole snber el día y la hora de la aud1enc1a const1tuc1onal 

As1m1srno. se haces abcr a 1 as autoridades responsables que e 1 articulo 
149 de la Ley de Ampi1ro. faculta al Juez de Drslnlo para imponerles una multa en 
la sentenc1c-t respectiva. que va de diez a cincuenta días de Sillnno n1in1mo vigente 
en el 01strrto Federal. un c.1so de que no rtndan su 1nforn1e 1ust1f1cado, o lo hngan 
su1 rcm1llr t..!n su Ci1~o las copias cert1f1c<'ldos de las constanc1os necesnnas p;::iro 
apoyar dtct'lo 1nforrnc 

Notifiqucse pc..-sonalmcntc_ 
Así lo proveyó y f1rn1a Juan Ramón Rodríguez Minaya, sccretano del 

Juzgado Sexto de D•stnto en et Estado de Guerrero, encargado del despacho por 
vacaciones del t1tufé:lr. en términos del articulo 161 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación. as1st1do del secretano que autoriza. Doy fe.-

Razón Enseguida. se registró la demanda. se formó expediente y se 
giraron los of1c1os números 3587 al 3589, para cumplimentar el auto que antecede. 
Conste.-

Anexo 29 

SECC. AMPAROS. 
MESA: NUEVE 
PRAL 609/2001. 
RMZDQ"LDG 

CUENTA. El veintinueve de junio de dos mil uno. el Secretario da 
cuenta al Juez con el escrito registrado con el número 8871, en et libro de entrada 
de correspondencia de este juzgado, con ocho copias, y un anexo. y con el estado 
que actualmente guardan los autos Conste. 

Acapulco, Guerrero, veintinueve de junio de dos mil uno. 
Visto; téngase por recibido y agréguese a sus autos el escrito de la cuenta 

secretaria! signado por Rosa Melgarejo Gutiérrez, por propio derecho, mediante et 
cual desahoga la prevención que se le formuló rn ediante auto de veinticinco de 
junio del año en curso. manifestando bajo protesta de decir verdad que tuvo 
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conocimiento del neto reclamado el veintidós de junio del presente año, y fue 
informada del mismo a través de un escrito, cuya copia anexa, signado por Isabel 
J1ménez Delgad1llo; de igual forma, refiere que el acto impugnado deviene de un 
1u1cio e1ecutivo civil en donde se demandó a su padre la cantidad de $62, 116.00 
M.N. por concepto de cuotas de mantenimiento del inmueble a que se refiere en su 
escrito 1n1c1al de dcrnanda 

Ahora bien. respecto a la soltc1tud de admitir a trámite la demanda que nos 
ocupa. debe seflnlarse que de conformidad con el articulo 145 de la Ley de 
Amparo. el Juez de 01stnto debe examinar, ante todo, el ocurso inicial. y s1 
encontrare motivo man1f1esto e indudable de 1mprocedenc1a. lo desechará. sin 
suspender el acto reclamado 

Sobre este aspecto, la tesis 1urisprudenc1al V 2"'J/75 del Segundo Tnbunal 
Colegiado del Quinto Circuito, publicada en la G3ceta del Semanano Judicial de la 
Federación, Octava Epoca, Tomo 68, agosto de 1993, página 77, cuyo rubro es 
ººDEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS"; explica 
que el desecharn1ento de plano de una demanda de garantias debe satisfacer los 
siguientes requ1s1tos: 

a) Que se encuentre un motivo de improcedencia del juicio constitucional; 
b) Que ese motivo sea manifiesto, es decir. que se advierta en forma 

patente y absolutamente clara de la lectura del libelo. y 
e) Que tamb1ón sea indudable, lo cual resulta de la certidumbre y plena 

conv1cc1on de que ta causa de improcedencia de que se trata es operante en el 
caso concreto 

Allora bien. de un anal1s1s m1nuc1oso a la demanda de garantías que nos 
ocupa, se a dv1crte quesea ctual1za con todas 1 as c allf1cativas r esefladas en 1 os 
incisos anteriores. una causa de improcedencia que motiva el desechamiento 
parcial de la demanda de garantias, por cuanto se refiere a la intención de 
juzgar a tr-avCs de esta instancia la conducta atribuida al Notal'"io Público 
númcr-o catorce de Acapulco, Guer-r-ero. 

En este sentido. la pretensión de Juzgar por este medio conductas 
atribuidas al fedatario público en cuestión, actualiza la hipótesis de improcedencia 
del Ju1c10 de garantías derivadas de lo dispuesto por los artículos 73, fracción XVIII, 
de la Ley de Amparo en relación con la fracción 1 del numeral 1 03 constitucional, 
contra no sensu. y con la también fracción 1 del articulo 1° del ordenamiento 
secundario referido; numerales que respectivamente señalan: 

u Artículo 73. El juicio de amparo es improcedente: 
XVIII. En los demas casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley. 
( ... ) 

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite: 

l. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantfas individuales; 
( ... ) 
Artículo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia 

que se suscite: 
l. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantlas individuales; 
( ... )" 
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De la 1nterpretac1ón a lo transcnto se obtiene que las causas de 
1mproccdenc1a factibles de actualizarse en el ju1c10 de gnrantias no se limitan a las 
hipótesis previstas en las primeras XVII fracciones del citado numeral 73 de la Ley 
de Amparo, dado que su fracción XVIII posibilita ta 1mprocedenc1a de la instancia 
const1tuc1onal en con1ento en razón de cualquier otro motivo derivado de la 
Const1tuc1on General de la RepUbl1ca o de la ley. uno de los cuales es el que deriva 
de lo ordenado por la tracción 1 del artículo 103 const1tuc1onal y del diverso 1° de su 
ley reglamentaria, de acuerdo con los que, el ju1c10 de garantías solo es procedente 
en contra de actos de autoridad (en sentido amplio, incluyendo en ól a las leyes) 

Esto cs. l<::i n1ntena de anillls1s dentro del Ju1c10 de amparo. por 1mperat1vo 
legal y en atcnc1on a la naturaleza JUrid1ca de este medio de control const1tuc1onal. 
la constituye 1ndefccllblemcnte un acto de autondnd que el gobernado cons1dera 
que afecta su esfera Jurid1ca y que ademas estm1a contrario a In Norma 
Fundamental 

Por tanto. el 1u1c10 de gar;:Jn!ias sólo procede en contrn de netos de 
autoridad. resultando convenrcntc clestacar lils notas d1sllnt1vas de estos para 
esclarecer lil cictcrm1nac1on do 1rnproccdcnc1;::i rctenda. p<3ra lo cual resulta 
nccesnno pnrt1r de In 1clc0 rlc Que. In Const1tuc1on Polit1cn de los Estados Unidos 
Mexicanos. 1nsp1rad<l en In trad1c1on francesa. conten1pla unu serie de derechos 
publicas suhict1vos en favor clcl hon1brc. y establece •~dernás rned1os para t1ocerlos 
efectivos en contra ele los orgnnos encargados de 0¡crcer el poder público. esto es. 
en razon de 13 ar géln1znc1ón de l<t nac1on en un Estéldo. es necesario crear entes 
encorgndos de su d1recc1on. que c1crzan el gobierno corno facultad de mando. 
qwenes en razon de su pos1c1ón pnv1leg1ada ante el resto de 1nd1v1duos por las 
funciones y facultades que se les encomiendan. al ejecutar su üct1v1dad. corren el 
nesgo de transgredir con cierta facilidad los citados derechos públicos subJCt1vos. 
situación que no debe quedar impune en peligro dc1 Estado de Derecho anhelado. 
por lo que entre otras gar8ntías de protección se reconoce a1 JU1c10 de amparo para 
prevenir y subsanar tal s1tuac1ón 

Por lé'lnto. al ser el Juicio de garantías un medio de defensa de los derechos 
públicos sub¡et1vos reconocidos por nuestra Ley Fundamental en contra del actuar 
de la autoridad. resulta necesario que este último se actualice aunque sea 
presun11blemente pélra la procedencia de aquél. 

Lo 1mport~nte ahora es dcterm1nDr qué actos deben entenderse de 
outondad pues solo asi se pos1bil1ta su const1tuc1on en reclamados paru efectos del 
amp8ro 

En concordélncra con lo expuesto hasta ahora. se considera corno actos de 
autondad aquellos provemcntes de un ente. que al cn11t1rlos. eierce el poder públtco 
en el depositado. esto es. los órganos const1tu1dos con fundamento en la Ley 
Suprema de nuestro país, encargados de actualizar el gobierno. entendido como la 
dirccc1ón, v1g1lanc1.él y s21nc1ón del nctuar del resto de los elen1entos integrantes del 
Estado en búsqucdet de lu consecución de detcrn11nados fines. al realizar tal 
función emiten actos que gozan de determinas caracterist1cas en razón de quién 
los emite y por su propia naturaleza y fines que persiguen. 

Estas caraclerist1cas son las de ser unilaterales. pues no requieren el 
concurso de voluntades para su existencia y eficacia. imperativos, pues someten la 
voluntad del o de 1os gobernados a los que se dirige, y coerc1t1vos, porque su 
cumplim1en10 es obligatorio aún mediante el uso de la fuerza pública. ya sea que el 
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órgano emisor tenga acceso directo a ella o lo haga indirectamente a través de otra 
autoridad. Tales actos producen, modifican o extinguen diversas s1tuac1ones 
jurídicas o de hecho. En consecuencia de las caracterist1cas anteriores, es de 
concluir que los actos de autoridad se dan en las relaciones de supra a 
subordmac1ón. esto es en aquellas que surgen entre el Gobierno en e1erc1cio del 
poder público y las personas que carecen de éste. o que de poseerlo. en el caso 
concreto no lo eierc1t;:_H1 

De todo ro anterior. se considera que el acto reclamado dentro del iu1c10 de 
amparo, es nquelln conduela voluntaria e 1ntenc1onal provcn1cnte de una autoridad. 
que, al en11trrla lo hace en e1erc1c10 del poder público. y en consecuencia no 
requiere de un concurso de voluntades, se irnpone al gobernado al que en su caso 
se dirige siendo su cun1pl1m1ento obligatorio aún mediante el uso de la fuerza 
pútJllca. tal conduela adenias afecta la estera 1urid1ca de uno o vanos gobernados, 
quien o quienes estiman tal actuac1on corno contraria al orden const1tuc1onal y por 
tanto se decide 1rnpugnarla ;:i través de la interposición del citado medio de defensa 
consl1tuc1onnl 

Senaladi.ls l¿js prcn11sas anteriores. son de confrontarlas con lo sucedido 
en la especie. obteniéndose que el promovente pretende cuestionar la legalidad y 
const1tuc1ona11d.3d del actu<Jr de un notario público, resultando que tal 1nstituc1ón no 
emite actos de <1utondad para efectos del 1uic10 de garanti<1s tal y como se 
dcrnostrara i1 conllnuac1on 

La figura del notario público se concibe corno un auxiliar de las labores del 
Estado. encargándosele la función de autenticar y dar forma en los térrnmos de ley. 
él los instrumentos en que se consignen actos y hechos 1urid1cos Esto es. el 
notario públlco es aquél particular a quien. una vez satisfechos determinados 
requ1s1tos leg¿_iles, el Estado dota de fe pública. con la cual puede formalizar 
solemnemente netos y hcct1os que ante él se consignen. 

De lo nntcnor se deduce que las conductas desplegados por el notario 
pUbl1co. de rnancra alguna pueden estimarse de autondad para efectos del 
aniparo. en razon de que carecen de la unilateralidad necesaria. no pueden 
irnponerse <'lún en contrn de la voluntad de los gobernados y niucho menos es 
susceptible ocud1r o:t la tuerza pública para su acatamiento 

En este sentido, cuando el notario autentica actos y hechos haciendo uso 
des uf e p úbl1ca. evidentemente no ejerce u na f acuitad de 1 mpeno. es decir, no 
impone su proceder de manera unilateral. Por tanto, s1 en la especie se pretende 
reclamar una conducta atribuida a un notario público. resulta que la 1nstanc1a 
const1tuc1onal deviene improcedente. pues no se esta ante actos de autoridad para 
efeclos del an1paro 

No es óbice a al anterior determinación el hecho de que. en el caso 
concreto. el citado fedalano público ejecuta un acto por órdenes de un órgano 
Junsd1cc1onal. ente que si goza del caracter de autondad. lo anterior en razón de 
que en ningún momento el multirrcfendo notario actuará por motu proprio. sino 
simplemente acatando un mandato jurisdiccional, que es en donde se decretó la 
afectación de la esfera jurid1ca de las partes contendientes; por tanto, éste no 
actúa de manera alguna como autoridad para efectos del amparo. toda vez que se 
limita a ser un fedatario de un acto materia de una controversia jurisd1cc1onal. 

Resulta 1lustrat1va sobre este aspecto. la tests 11.30.C.4 C. em1t1da por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. y publicada en el 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, tomo XI, 
correspond•cnte D abril de 2000. página 971, cuyo rubro y texto son los siguientes. 

"'NOTARIOS PÚBLICOS. NO SON AUTORIDAD RESPONSABLE PARA 
LOS EFECTOS DEL AMPARO CUANDO SU ACTUACIÓN DERIVA DE UNA 
ORDEN JUDICIAL. De conforrmdad con el articulo 11 de ta Ley de An1paro. es 
autoridad responsable la que ejecuta o trata de ejecutar el acto rec/an1ado. 
Efectivamente. of notaáo es un fedatario pUblico al que la ley le otorga la facultad 
de autentificar y dar forma a los actos y /lechos jurídicos. por lo que cuando actúa 
en ejercicio de esas facultades. a virtud de una disposición jurisdiccional, su 
actuación no implica la aplicaC1ón o e1ccución de alguna determinación de 
observancia obligatoria, con10 tan1poco la r11od1f1cación de una situación juridica 
dete11nmada o la afectación de la esfera legal del gobernado, ya que no trata de 
unponer dh;pos1ciones norn1ativas ni actúa n1otu proprio. sino en acatarn1ento del 
referido rnandato jurisdiccional. que es donde propianwnte se /uzo la aplicación de 
la ley y en donde se decretó la afectaClon de la esfera jurídica de las partes 
contendientes Consecuente1ncnte. el fedatario que da autenticidad y forrna legal al 
acto 1urichco base de la acc1011. en el JUICIO nattual, no actúa con10 autoridad para 
efectos del a1nparo. sino con10 Slfllple fcdatano de ese acto que fue rnatena de una 
controversia 1unsd1ccional y por ende. el JU1c10 de arnparo contra actos del notario 
publico. rcsultcJ 1T11procecfc11tv·· 

Asi los cosns. lo procedente es desechar la demanda de garantias, 
solamente por lo que respecta a la impugnación del actuar del Notario 
Público número catorce de esta ciudad, en virtud de que en la especie se 
actualiza un n101rvo man1f1esto e indudable de 1n1procedcnc1a; manifiesto en virtud 
de que se advierte en forn1a p;:1tcntc y absolut~ del escnto 1n1c1al de amparo e 
indudable, dodo In certidumbre y plena conv1cc1ón de que es operante en el caso 
concreto 

Por otra parte. con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1 ", 4º, 116, 
del 145 al 147. y 149 de la Ley de Amparo. se admite la demanda de garantías, 
por cuanto se refiere al acto reclamado del Juez Cuarto de Primera Instancia en 
Materia Civil del Distrito .Judicial de Tabares. Registrese en el libro de gobierno. 
Tramítese por separado y duplicado el incidente de suspensión solicitado. 
Dése la 1ntervenc1ón que legalmente corresponde al Agente del M1n1sterio Púb!ico 
de la Federación adscrito 

De conformidad con el nrticulo 149 de la Ley de Amparo, pídase a la 
autondad responsable su informe justificado. mismo que deberá rendir dentro del 
térmrno de cinco dias s1gu1entes al en que reciba el oficio en el que se solicitan_ 

Se seflalan las NUEVE HORAS CON DIEZ MINUTOS DEL VEINTJSEIS 
DE .JULIO DE DOS MIL UNO. para que tenga vcrif1cativo la audiencia 
constitucional en este JU1c10 

Ténganse corno tercero pcqud1cado a Asociación de Condominios de 
Acapulco Marquóz. Asociación Civil. con domrc1rro en Cerrada de Galeana, 
número 11. despacho 12. Colonia Centro. en esta ciudad. quien deberá ser 
emplazado por conducto de uno de los actuanos adscritos a este juzgado. 
corriendole tras lado e on u na e op1a simple de la demanda y haciéndole saber 1 a 
fecha en que tendra verificat1vo la audiencia constitucional. 

Con fundamento en lo dispuesto por el articulo 78. parrafo tercero, de la ley 
de la materia. requiérase a la responsable Juez Cuarto de Primera Instancia en 
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Materia Civil del Distrito ~udicial de Tabar-cs, con residencia en esta ciudad, 
r>nr<i que c1entro del fórrnrno de cinco días tengo o bien rcrn1t1r las constunc1é!S que 
tomó en cons1dcrac1ón para emitir el acto combatido en esta via const1tucional. en 
su caso copras ccrt1f1cadas. o bien. n1anificste el imped1mcnto lcgol que tenga para 
hélcerlo 

Por otra parte, se hace saber a dicha responsable que el articulo 149 de la 
Ley de ArnpéJro. facultn al Juez de 01slrito pélr<:l irnponcrle una multa en la 
sentencia respectiva. que va de diez a ciento cincuenta dias de salario mínimo 
vc~¡ente en el 01strito f .. cderal. en caso de que no ,-inda su informe justificado. o 
lo ha~Jü s111 rern1t1r u11 su c0so l;;1s coprzis ccrt1f1caci<1S de l.:.1s const:1nc1<:1s necesarios 
par.;:1 .:ipoyar d1Ctlo r11fon11e 

lr1depur1cJ1cnlt!111er1te de d1ct1a facullad. el articulo 59. fracc1on 1, del Código 
Federal dt! Pruced1rn1entus Civiles. permite a los trrbunales federales rrnponer multa 
hasléJ por la c.--1n11c:1;icJ d•~ n11! pesos. con10 rned1da de .-~pren-iro pora hnccr cumplir sus 
dett~rn1111.<:lc101H~S Por ello. se a¡Jcrc1be a ta autondad responsable que dicha multa le 
se1.:1 apl1cc..Kl<1 c-r1 c<1so cll~ 110 rf!f1CJ1r el 1nforrne sol1c1t.:ido prccisarnente dentro del 
te1rn1r10 que le fue cur1ct!d1do. pu1-~s <ll tlacerlo en forma cxten1por.:ine.<:l. retardaría 
111detJ1dé:lrTU:!r1le la celebrélc1on dt~ la aud1cnc1a const1tuc1onDI. cuya fect1a fue frJada 
co11s1derando lo .-1nt1c1p<.1c1on con que los 1nforrncs deben ser conocidos por la parte 
que¡os.:i 

Notifiqucse personalmente. 
Lo proveyó Joel Carranca ZUfliga. Juez Sexto de D1stnto en el Estado de 

Guerrero. ;1s1st1do ¡Jor el secretano que autorizo Doy fe 

Anexo 30 

SECC:AMPAROS 
PRAL: 91 /2000 

Cuenta En diez de octubre de dos mil, el secretario da cuenta al juez con 
In demanda de amparo promovida por ACAPULCO AÑO 2000. sociedad anónima 
de capital vanuble. recrb1da en la oficialía de partes de este juzgado. con d1ecisé1s 
copias y tres anexos. Conste.-

Acnpulco. Guerrero; diez de octubre de dos mil 
Vista. la demanda de amparo promovida por ACAPULCO AÑO 2000, 

sociedad anónima de capital variable, a través de su representante legal. contra 
actos del Procuréldor General de Justicia en el Estado de Guerrero, con residencia 
en Ch1lpanc1ngo. Guerrero y otras autondades. 

Registrese en el libro de gobierno con el número 91/2000. y fórmese 
expediente. 

Dispone el articulo 145 de la Ley de Amparo que los Jueces de Distrito 
tienen la obligación de examinar ante todo las demandas que les sean presentadas 
para que. en el evento de encontrar motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, las desechen de plano sin suspender el acto reclamado 

'T' ·:.~: 20N 
F!\Lí...A DE OPJGEN 



293 

Asi también. el Segundo Tribunal Colegiado del Ournto Circuito. en 
JUnsprudenc1a visible baJO el número V.2o . .J/75 en la págin~ 77 de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Fcderüc1ón. tomo 68, agosto de 1993, cuyo rubro es: 
··oEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS" ha 
establecido cuales son las cond1c1ones necesarias que deben concurrir en una 
demanda para que sea desechada. pudiendo éstas resumirse en que se encuentre 
un n1ot1vo de 1rnproccdcnc1a del 1u1c10 const1tuc1onal: que este motivo sea 
n1nnir1esto. y f1naln1ente. que tan1b1en sea indudable 

Lo relativo <JI n1ollvo o causn de 1mproccdenc1a del JU1c10 const1tuc1onal no 
requiere mayor explrcac1on; lo nianif1esto se da cuando el n1otrvo de 1rnprocedenc1a 
se a dv1crte en f arma patente y a bsolut.amcnte clara de 1 a 1 cctura del l 1belo. y 1 o 
indudable resulta de que se tenga la certidumbre y plena conv1cc1ón de que la 
causa de 1n1procedcnc1a de que se trate es operante en el caso concreto. de tal 
modo que aun en el supuesto de que se adm1t1cra la demanda y se substanciara el 
proced1n11ento, no podra el iucz formarse una conv1cc1ón d1st1nta. 
mdepend1entementc de los clcrnentos que cvcntualrnentc pudieran allegar las 
partes. 

En el caso que nos ocupa este 1uzgador considera que existe un motivo 
manifiesto e indudable de 1mproccdcnct0, que es el previsto en el articulo 73. 
fracción XV, de la Ley de Amp.nro. que establece lo s1gu1cntc 

''Artículo 73. El juicio de an1paro es improcedente: 
( ... ) 
"XV. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales 

judiciales. administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, 
conforn1c a las leyes que tos rijan, o proceda contra ellos algún recurso, 
juicio o rnedio de derensa legal por virtud del cual puedan ser rnodificados, 
revocados o nulificados, sien1pre que conforme a las rnismas leyes se 
suspendan los efectos de dichos actos rncdiantc la interposición del recurso 
o rn edio de defensa I egat q uc 11 aga valer el agraviado, sin exigir n1 ayores 
requisitos que los que la presente ley consigna para conceder fa suspensión 
definitiva, independienternente de que el acto en si misn10 considerado sea o 
no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.·· 

En la especie. los actos reclamados provienen de autoridades comunes 
(municipales y estatales), m:snias que por su parte pertenecen al género de 1 as 
autoridades administrativas Atendrendo a dicha circunstancra. cabe sostener que 
el ju1c10 de an1paro prornovido en su contra sólo procede contra actos que causen 
al quejoso un agravio no reparable med18nte algún recurso. iu1c10 o 1ned10 de 
defensa legal. segun establece Ja fracción IV del articulo 1 07 constitucional. 

Así las cosas. en casos como el que nos ocupa es menester verificar. 
antes de aceptar una demanda de amparo. si el acto que se reclama es 
susceptible de ser reparado a través de algún medio de defensa ordinario por cuya 
virtud. además. pueda ser suspendida su ejecución sin exigir mayores requisitos 
que los que establece la Ley de Amparo. pues debe recordarse que. en caso de no 
poder obtenerse la suspensión con ta misma exped1tez. se actualizaria una 
excepción const1tuc1onal al pnnc1p10 de defin1t1v1dad antes aludido 

Pues bien. a cons1derac1on de este juzgador los actos reclamados son 
susceptibles de nul1ficac1ón a través del proced1rn1ento contencioso administrativo 
previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guerrero, y para 
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explicar cón10 es que opera la causa de improcedencia advertida. se considera 
conveniente efectuar algunas reflexiones en torno a tal tipo de jurisdicción 

La evolución de los organos de junsd1cción administrativa en el 
ordenamiento n1ex1cano se circunscribió, hasta la segunda mitad del siglo pasado, 
al arnb1to fiscal federal a través de la consolidación del Tribunal Fiscal de la 
Federación. razón por la cual el único medio existente hasta entonces para 
combatir los actos autontanos provenientes de la administración pública estatal y 
municipal. fue el juicio de amparo 

Sin embargo, el d1ec1s1ete de marzo de mil novecientos ochenta y siete se 
publicó en el Diana Of1c1al de la Federación el decreto que reformó y adicionó el 
articulo 116 de la Constitución Polit1ca de los Estados Unidos Mexicanos. para que 
su fracción V quedara de la siguiente manera 

V. Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir 
tribunales de lo contencioso-adrninistrativo dotados de plena autonornia para 
dictar sus fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se 
susciten entre la Adrninistración Pública Estatal y /os particulares, 
estableciendo las norrnas para su organización, su funcionamiento. el 
procedirniento y los recursos contra sus resoluciones; 

A partir de la entrada en vigor de la reforma antedicha el desarrollo 
alcanzado por 1 a 1ust1c1a administrativa en e 1 amb1to federal comenzó a permear 
hasta alcanzar incluso el nivel rnun1c1pal de gobierno, precisamente con la creación 
de tribunales cspec1al1zados en asuntos de contención administrativa, y fue 
entonces que, en ese orden de cosas. tres nieses mas tarde la legislatura del 
Estado Guerrero exprd10 la Ley de Just1c1a Administrativa y del Tribunal de lo 
Contencioso Adm1111strat1vo del Estado de Guerrero, publicada en el Periódico 
Of1c1al número cincuenta y ocho, el día srete de junio de mil novecientos ochenta y 
siete 

A partir de la instalación de dicho tribunal. los ciudadanos que se sienten 
agraviados por algún acto admin1strat1vo deben impugnarlo ante la instancia 
contencioso adrn1nistrat1va, y abstenerse de acudir directamente ante los Jueces de 
01stnto, pues esa fue prec1sarnentc una de las intenciones que persiguió la reforma 
-const1tuc1onal y posteriormente legal- que instauró aquél tipo de 1unsd1cc1ón. Asi 
lo explica, entre otros 1unstns. Carlos Sepúlveda Valle en su articulo "El control de 
In cons11tuc1011<3l1dad" (publicado en la revista especializada en temas 1urid1cos de la 
Universidad de GuudalaJura .. Jurídica Jal1sc1ense". enero-abril de 1995, pagina 
133). al apuntar 
.. Con la ex1stencw de los nuevos tnbunales el procedim;ento será diferente ya que 
antes de acudir al Juez de 01stnto se debe agotar el procedinliento ante el tribunal 
adrn1nistrat1vo correspondiente. por lo que el juicio de amparo sólo se promoverá 
en contra de la sentencia definitiva que pronuncien dichos tribunales ... •· 

En este punto del estudio cabe precisar que la improcedencia del ju1c10 
111tent.:ido es evidente. porque se aprecia tanto del propio texto de la demanda de 
amparo como de los documentos que a ésta se acompañan. de los que se 
desprende la naturaleza admirnstrallva -y aún no definitiva- del acto que se 
reclama, y en ese sentido se considera suficientemente acreditado el requisito que 
ve al caracter manifiesto de la causa de improcedencia_ 

Debe también decirse que no pasa inadvertido para este juzgador que el 
pnnc1p10 de def1nit1v1dad que esta previsto en la fracción XV del articulo 73 de la 
Ley de Amparo, adn1ite dctermrnadas excepciones. una de las cuales exime al 

-~-----------------....... 
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quejoso de agotarlo cuando. con la interposición del recurso. juicio o medio de 
defensa ord1nano, no pueda obtener con la misma facilidad que le brinda la Ley de 
Amparo, la suspensión de los actos reclamados. 

Sin embargo. tal cosa no ocurre en el Estado de Guerrero 
En efecto, de un estudio efectuado a los articulas 1 o .. en relación con los 

que van del 36 al 41 de la Ley de Jusllcra Adm1n1strat1va y del Tribunal de lo 
Contenc1oso Adrnu-11strat1vo del Estado de Guerrero, resulta que si un gobernado 
pretende impugnar en la vin contcnc1oso adrn1mstrat1va algún acto proven1cntc de 
tal clase de autoridades. puede obtener la suspensión de los actos reclamados 
cubriendo csenc1nln1entc los m1s1nos rcqu1s1tos -ni rnuyorcs n1 menores- que para 
tal efecto le exige la Ley de Arnparo 

Así lo t1n estimado lan1t)1en el Pruner Tnbunnl Colegiado de este V1gésuno 
Pnmer C1rcu1to. al sustentar la tesis XXl.1o.6 A. consultable en el Sernanano 
Jud1c1al de la F cderac1ón y su G acetn. n ovcnn época. torno 1 11. rn arzo de 1996. 
pilgrna 991, cuyo rubro y texto es el s1gU1cntc 

"PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE 
AGOTARSE PREVIAMENTE A LA INTERPOSICIÓN DEL AMPARO. 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). De una correcta interpretadón 
del articulo 1o de la Ley de Justicia Admmistrativa del Estado de Guerrero. el 
Tribunal do Jo Contcnc1oso Adrnin1strat1vo es un organo de control. que tiene a su 
cargo substanciar y resolver las controversias que se susciten entre las 
autoridades del Estado. los ayuntarmcntos y organisn1os públicos descentraltzados 
con ft.ir1c1oncs de autoridad y los par11culares Ahora bien. SI un particular se 
considera atectndo por cualquiera de los aludidos actos de autoridad. queda 
obligado a agotar el proced11111ento contencioso adr11inistrat1vo prevrsto en la citada 
Ley. prcvlé.1rncnte al Juicio constitucional. dado que. por otra parle. dicho 
ordcnan11ento cstahlece en svs artículos del 36 al 4 1 la pos1b1l1dad de obtener la 
suspens1on del acto 1tnpugnacfo. sin cx1g1r para ello rnayores requisitos que la Ley 
de Arnparo. pues de la luctura cJe urnbos preceptos se puede advertir que son 
substanc1alrnentc /os rn1srnos: por lo que, si un gobernado pretende irnpugnar en la 
v1a constlluc1onal un acto de autondad con10 los antes precisados. sin acudir 
prev1an1ente a aquel proceduniento en el que puede revocarse. n1odificarse o 
nulificarsc. es e /aro. que se n ctualiza I a causa de in1procedencia prevista por e I 
.'3rticulo 73. fracción XV. de Ju Ley de Arnparo. al no cun1plirse con el principio de 
definitividad que rige en el juicio de garant1as." 

Por olr<J parte. también debe considerarse que el pnnc1p10 de definit1v1dad 
admite desde luego otras excepciones. entre las cuales está aquella que opera 
cuando se rcc/am.:in actos curentcs de fundan1entac1ón De hecho, la excepción 
aludida opera de manera mucho más amplia. pues se admite la reclamación 
directa en amparo cuando se alegan cualquier tipo de v1ol3cioncs directas a la 
Const1tuc1ón 

Ln razón de estas excepciones. sobre todo la que ve a la ausencia de 
fundamcnl<Jc1ón y rnot1vnc1ón. obedece a k1 necesidad de no dejar al quejoso en 
estado de inrJcfensión. porque precisamente esas carencias (falta absoluta de 
fundan1entacrón y rnot1vac1ón} le m1ped1rian hacer valer el recurso idóneo para 
atacar el acto que le molesta. pues el desconoc1m1en10 de los motivos y 
fundarnentos de este, no le perm1t1rian impugnarlo mediante un recurso ordinario. 
Debe eslunarse. en consecuencia, que la excepción aludida opera en aquellos 
casos en que el agraviado se encuentra en tal estado de 1ncert1dumbre ante los 

--------
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netos aulonturros, que no le c5 pos1l>le nt s1qu1cru salJcr unte qu1un dube d1ng1rsc 
pnra 1n1pugnarlos d1rcctan1enlc. n1 cómo prcparéJr su dcfensu 

Como corolario de Jo onlcnor. resulta ser que si. por el contrario. el 
.afectado conoce la 1dt~nl1d.-id de la <'.JUlondad q uc le n1 olcst<1 y lu esencia de 1 os 
nrgumentos legales y <Je t1ncho en que ésl.a se 3poya, queda plenamente 
capacitado parn dt'?fendl'rsf~ nntc la potestad con1lJn. y operLJ norrnnlrr1ente el 
pnnc1p10 de dcf1n1t1v1d<Jd .-1 que '1;:1ce rcfcrcnc1cJ l¡1 fracción XV del articulo 73 de la 
Ley de Arnp;uo 

Pnra P.xpllc;lr l<J consideración anlcnor c1cl1c apunt¡use que In 
1unsprudcncr:i ha dc•ftn1do clar;-nncntc que la excepción cornentada ~e adrn1te 
sulan1cnte cl1ando t-~n l.-i dt?m;ir1d~ de ornp[lrO se ale~Fl LJr11can1ente v1olac1ones 
c1rrectns a la Const1tuc1on. ns dncir. cunndo óstas se é1r:us;-1n r1e n1Fir1urc1 exclusiva y 
sin n1czcl:irlas con <!í~¡t 1n1cnto~ rclQt1vo~:; ;i 1~1 v1olQc1on ;:1 µrecnptos secundarios Y 
ello es asi. nuesto qtH!, s1 ;i! l<1do de v1oluc1oncs ;:i r¡<1ra11t1<1s de lc~Ji111dad por 
ust1n1or qtu! si! vuln.--~r.:1rnn prr~cnptos de lr~yr~s secundarias. ~"~ ah;gan v1olac1oncs 
directos de preceptr1<., cnnsl1tucion;-t1cs. t-~1 ;:¡fcct;:u.lo 110 queda relevado de l<l 
ohl1goc1on de a~¡ot;-ir Pn los r:;i~.os 1!n quu procecla. !os recurso~ que estatuye J;:i ley 
orc1111ari0 que est1r11é1 t.:irn!11<~n infr 1riri1d:1. pues de lo contr:ir 10 1111p€!r aria el arbitrio del 
q1a!10:-,u. qu1f•ri. por 1~1 ~~ulo t1pr:lio d(! serlal;n v1ot.1c1orH!~; a 1.1 C:.irt<1 f\.1d~Jn.1. po(Jr1a 
optar entru <:1c1nl1r d1r+•ct;1r111~nl1! <11 1u1c10 (je ;-ir11p;iro n i1~¡ot,n h>!-.. nH•l!ins nrd1narius 
clt! (lf!fe11s;1 q11t"'! l;i l1~y ·~1!CtHl<í,ir1;1 (:st.-illle~-"c;i, lo qrH! d1!~.cle !u1.>~JO rio es ;1drn1s1tJle 
t:fl (.'I jll1CIO df' .é!!llpélít l 

En rdeclo. ;-n1nquc t1.1y nc;is1ones f;n ]QS que e! afect<-1do no t1enu obhgoc1ón 
<h~ n9ot;ir prev1;:irnnnl•~ n lc1 1nt0rpos1c1ón del on1p<lro !os recursos ordinarios que lé':J 
l1~y del acto prnvl!. t!llu ocurr.: <:ti<nl(!O ún1c;1n1cntc aduce v1ol;1c1ones directas a la 
Cnns11tuc1ón tndur;-11 Mé1s. si no snlan1enlc ;:1lc~F1 ese tipo de v1olac1oncs. sino 
t.:11nb1cn In etc prec<:plos le~Joles, es 1ncucst1on<3ble que no se esta en el caso de 
f'l<'ccpc1on al pr1nr.:rr1n dP. dc~fin1t1v1d<id. tod..-i vez que ~ólo se carece de la 
opnrtun1cJnd de hact!r vo!cr recursos ord111arios cuondo en el <1cto clt! rnolest1a no se 
pr{!CISGn los rnol1voe. q11e lo or1g1non n1 se c1t<.:1 d1spos1c1on leg.'.ll al~Juna, ya que nnte 
Pst;1 s1tunc1on el ;:1fr~ct:.rlo desconoce 10 ley <l¡Jllc¿ible. y por lo t;:into. ilUnque esta 
est<llllP.N-:<1 un recurso. el n9r;iv1<1do no cstó en pos1bl11d;:id rle hacerlo valer 

Pr!rO por otr<'1 pC1rtr.!. P~ 1nc-nncusn <¡tJe s1 <11 é1~rav1<:"1clo conoce cu¿·11 es 10 ley 
qut~ se le est/1 n;Jl1c:-inclo. y .;;<JtJ0. t!xnct:inicn!f.> de c1uc ;:1utor1d<.1d en1anan los aclos 
,,_,c1an1ados. cntoncPs no si: 1:ncucntro en el e~-;tndo dP 111certrc."1111nbrc que ro 
.iuhn1.·;i .i c!eJiH dt~ ot1~:;1~rv;ir el pr 1nc1p10 de dr!f1n1t1v1dad que r1~¡1.! en 1;:1 rnatcria 

En 1<:1 espcc11~. 1~! .:.i<:¡rav1.-idu rcck1n1c:1 la v1ol.:Jc1on o lo:'> ;:nt1culos 14 y 16 de la 
Lt:y Suprt~rnn. pero ;:1d1!n1;is .1cus;1 tcH"nt)10n v1ol;1c1oncs a la Ley Orgc'in1ca del 
r.11H11c1p10 LttJre dcd Est.-ic!o de Guerrero, ;¡ la Ley ele Ecologl.'.l y Protccc1on a1 
Ar11b1F!nle en l.!! Estéldo. <11 B.:ir1do ele Pol1cin y Buen Gobierno del fv1unrc1p10 de 
Ac;1pulco, y :11 Re0l<JnH~nto !ir. Centros Nocturnos, Cabarets. R~1íes. Restaurantes­
Bares y otros del f\/1t1n1r1p1n d0 Ac~pulco. qu0 c1C5de lueqo son ord~n~n11entos 
legales de natura1e7~1 secund.-in;i 

En esta v1rturl. se considera que el prornovcntc del amparo est<'i obligado a 
observar el pnnc1p10 de c1ef1mtiv1dad, pues de la lectura de su completa. profunda y 
profesional demanda. se advierte en forma mdiscutible que está plenamente 
capacitado para procurarse una adecuada defensa nntc la potestad cornún. y por 
lo tanto no es admisible que se acepte su reclamo de cH11paro en este rnoniento 

--· ---··- -~--------........ 
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Tal no es simplemente el criterio de este juzgador. sino que se encuentra 
apoyado en la tesis de junsprudenc1a firme y obligatoria número XX. J/1. del 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo l. abril de 1995, página 94, cuyos rubro y texto 
rezan: 

••RECURSOS ORDINARIOS. DEBEN AGOTARSE PREVIAMENTE A LA 
INTERPOSICIÓN DEL AMPARO, CUANDO EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS 
SE RECLAMAN VIOLACIONES DIRECTAS A LA CONSTITUCIÓN Y 
CUESTIONES DE LEGALIDAD. Si bien es cierto que el 1wc10 de amparo puede 
interponerse sin necesidad de agotar recurso ordinario alguno cuando se reclarnan 
v1olac1011es directas a la Const1tuc1on General de la Repúbllca. tarnbuin lo es que 
tal excepción a la causal de 1n1prococfencia prevista en la fracción XV del articulo 
73 de la ley de la nwtena presupone que en la dernanda de garantias 
exclus1varnente se hagan valer v1olac1ones directas a nuestra Carla Magna, puesto 
que si aderniis se 111cluycn cuestiones de legafldad. la parte que1osa debe 
previarnente agotar el recurso ordu1ano procedente ·· 

Por todo ello. se impone en esto caso. indefect1blcrnenlc, el desecham1ento 
de la demanda presentadé:!, dado que corno se ha visto, concurre en la especie un 
motivo man1f1esto e indudable de 1mprocedenc1a. cuestión que necesariamente 
obltga a este ¡uzg3dor a no adm1l1r a lrárnrte la pretensión plonteada 

Así las cosas. con fundamento en lo dispuesto por los articulas 145 y 73, 
fracción XV. de In Ley de Amparo, se desecha por su manifiesta e indudable 
improcedencia la d cm andad e a mporo presentada por A CAPULCO AÑO 2 000, 
sociedad anónrma de capital variable. contra actos del Procurador General de 
Justicia en el Estado de Guerrero, con residencia en la ciudad de Chilpancingo, 
Guerrero. y otras autoridades 

Notifiquese personalmente. 
Lo proveyó Jocl Carranca Züñiga. Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero. as1strdo por el secretario Miguel Ángel González, quien autoriza. Doy 
fe -

Razón En la misma fecha se formó expediente y se realizaron las 
anotacmnes correspondientes en el libro de gobierno. Conste.-

Anexo 31 

SECC: AMPAROS. 
J. A: 173/2000. 
LPO 

CUENTA.- El dieciséis de agosto del dos mil, la secretaria da cuenta al 
Juez con la demanda de amparo promovida por Julio Sánchez de Paz. Conste.-

Acapulco, Guerrero; dieciséis de agosto del dos mil. 
Vista; la demanda de amparo promovida por Julio Saldivar Solis, por su 

propio derecho, contra actos de los Magistrados de la Segunda Sala Penal del 
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Tribunal Suparior de Justicia en el Estado, con residencia en esta c1ud<'Jd. y del 
.Juez Dccin1u cJe !-'r1tneru lnsli.HlCl<:l del Ran10 Penal del distrito Jud1c1al de Tabares 

Rcr¡1stresc en el L1!Jro de Gobierno con el nú1.-1cro 173/2000 y fórn1ese 
expcd1entc-

Ahora bien, de dCUerdo ül artículo 145 de In Ley de An1paro. el .Juez de 
D1stnto dcb1~ cxurn111ur, ante todo, el escrito de dcn1anda, y s1 encontrare rnot1vo 
n1nn1fiesto e 1ndud<Iblc de 1rnprocedcnc1a, lo desechilra de plano. sin suspender el 
acto recl<'.ln1;1do L::i tes1s ¡urisprudcnc1é1I V 2· J/75 del Segundo Tribunal Colegiado 
del Ou1nto C11 cU1to. pul>llcélda en IQ G<:1ceta del Scrn0nono .Jud1c1al de la 
Fcdcrüc1on. Octav<:..1 EpocLJ, Torno 68, agosto de 1993, p<ig1na 77, cuyo rubro es 
"DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS", explica 
que el dt!Suchun11ento dt! pl.:.1no de un,él den1<ind<i de g:1rélnli<J debe tener los 
s1gu1enles requ1srtos 

;:1) ()ut! se encuentre un rnut1vo de 1n1procedcnc1a del Jl11c10 const1luc1onal. 
tJ) Oue r1ste n10!1vo St.!<I n1c1n1f1esto, es decir, cu<1ndo SP ar1vtcrte eri forrna 

pulente y ;1bsolut;ir11e11te clLJr<i de l<i lectura del l1bclo, y 
e) CJ u11 t ;u11tJ1t•11 5 Cd 1 nc_Jud.:.ible, 1 oc uLJI resulta de li1 e erlldun1bre y plena 

conv1cc1on cl1: qtn: 1.-1 c;:1t1s<1 de 1n1proccde11c1:_l de que sn tr~1!<1 ns opcrnntc en el 

At1or<1 b1t!ll. t~n plt!fHJ estudio del e::o.cr1to de dcrn<Jnd;1 nresenl<'ldo. se 
advierte qui: el ;ictu 1ucl;Jrn;..1do µor el pron1ove11tc lo hact~ cons1st1r en 
''la ilegal, infundada e improcedente EJECUTORIA DE FECHA 11 DE JULIO 
DEL 2000, colitida en el Toca Penal V-73812000; y de la Autoridad señalada 
corno responsable ejecutora ( ... ) la ejecución y curnplinlicnto que pretenden 
darte a la rcsolucion antes 111e11cionada ... 

Asrr111:-.n10. un rt~l;1c1on <JI acto que se reclarnD, cabe n1enc1onar que el 
;Jrt1culo lGU ch~ l<.1 Ley de An1paro establece que en contra de v1olac1ones al 
proced1n11ento t:n JU1c1us seguidos ante Tribunales penales procede el amparo 
directo At1or;:-1 b1t!n. ¿1 el celo el•..! precisar lo que Ja ley conten1pla como v1olac1ón a 
l:1s leyr!s d11I procedHn1ento resulta neccs<Jrio invocar al nun1eral 160 de la tcy 
sotJrt~ IZl n1aten<..i que en la parte que interesa en et presente caso indica 

"Articulo 160 En los ¡u1c1os del orden penal se consideraran violadas las 
leyes c1el prnc1>d1rn1ento. dt! n1<:1ncr.-i que su 111fr<icc1ón afecte IQS defensas del 
que¡o~o ( ) 
VII Cuando st! h~ d{~sccflcn Jos recursos que tuviere conforrnc a la ley. respecto de 
prov1denc1<ts qui~ ,¡:)feclen p<:1rtes substanc1olcs del proccdrrn1cnto y produzcan 
1ndefcns1on. de ¿¡cuerdo con IL.Js den1ns fracciones de este 8rticulo; 

De lo <ir1terior. se desprende que el acto reclarnado esta clas1f1cado dentro 
ele IL1 ley d1! Arnp<-iro corno una v1olac1on a las reglas procedimentales en materia 
p1:n.-~I. y por lo l<..Jnto. a Juicio c1c este ¡uzgildor. en el presente caso existe un motivo 
ni<:.ir1Jfresto t~ induc1<.itJle de 1n1proccdcnc1<J. todil vez que con relación a1 neto que se 
rcclarnél se ;1ctuul1;:-Q lo caus<-1 de 1r11procedenc1a prevista por el articulo 73. fracción 
XVIII, que 1nd1c.:1 que no µrucedc.:r<J l<J dc111Llnda de arnparo cuando dv Ja rn1sma ley 
se desprenda alguna causal. y dado que el acto que se impugna se encuentra 
denominado como una v1olac1ón a las reglas del proced1m1ento. y como se 
determinó anteriormente, la manera idónea por regla general para combatir 
violaciones al procedimiento cometidas en los juicios de orden penal. como en el 
presente caso. es por via de amparo directo. 
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En virtud de que el acto que el que1oso reclama consiste en la ejecutoria 
emitida en Toca penal V-738/2000, que confirma el auto de tres de mayo del dos 
mil, em1t1do por el Juez dócirno de Primera Instancia del Ramo Penal, que desecha 
de plano el incidente de nulidad interpuesto por el sollc1tante de garantias. asi 
como su ejecución y cumpllm1cnto; se puede observar que éstos actos por s1 
mismos. es decir los acuerdos como tales. no acarrean nmgün pequ1c10 al queioso. 
ya que esto sólo podr;1 actualizarse cuando la autoridad responsable haya 
realizado la valornc1ón y estudio de todo el expediente para emitir la resolución 
respectrva que ponga fin al ¡u1c10 

Lo anterior se drstmgue obvio, debido a que el acto que se rcclan1a no le 
causa n1ngUn per¡u1c10 al quc¡oso por s1 mismo. rn es de 1mpos1ble reparación, 
circunstancias en las cuales s1 seriél procedente el .in1paro b1instanc1nl. su10 en 
todo Cé1so sen.:.i la declaratoria de culpab1lld;::id o 1noccnc1i'l que se dicte en el ¡u1c10 
ordinario la que le causar1a un pcqu1cro al quc1oso. ya que es tiast.-i ese mon1ento 
cuando se podril s.:iber s1 el acto que se rccl.in10 en estr~ Juicio de garanti;1s y que 
el queioso of1r1na us v1olator10 de las reglas del proced1n11P.nto ti i1 lr~sccnd1do él 1 
resultado del fallo y le causa nlgún pequ1c10 

Por fo tanto. In sol1c1tud de ¿:¡n1paro en contra de lns .;1utor1dadcs ser'1oladas 
como responsables. t.-inlo de ru emisora con10 ro que confJrn1a el ocio rcclon1ado. 
solo podra ser prornov1d;:i contra l.:i sentencia defrrnt1va que ponga fin ol proceso. tal 
y como lo establece el numerar 161 de Ja Ley Reglamentaria de los articules 103 y 
107 Constrtuc1onales, dcbrdo a que de acuerdo a lo antes expuesto se desprende 
que contra ac1os procedimentales relativos al desccharn1cnto de recursos 
precslablecrdos en la lcg1slac1ón ord1nana. únicamente pueden ser 1rnpugnodos en 
amparo directo 

En ese sentido, según lo establece la fracc1on 111 del articulo 107 
const1tuc1onal, e 1 JU1c10 de a n1paro contra actos de t nbunalcs solamente procede 
contra sentencias def1nit1vas. contra élctos de 1rnpos1ble reparac1on y contra los que 
afecten a personas cxtrur'las al JUic10 

En s1tuac1ones con10 la presente, puede ocurrir que durante la tram1tacrón 
de la causa penal ocurran violaciones del proccd1m1cnto que dc1en sin defensa al 
procesado. cncuns1unc1a osté:i que por trascender al resultado del fallo, es 
susceptible de ser combatida a traves del 1u1c10 de amparo directo que se 
promueva contr.:1 el n11srT10, segun 1nd1ca el rnc1so a) del precitado articulo 107 
const1tuc1onal. en lw parte que establece la procedencia del JU1c10 

"Contra sentencias dcfin1t1vas o laudos y resotuc1oncs que pongan fin al 
juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que 
puedan ser n1od1f1cados o reformados. ya sea que la violación se con1eta en ellos. 
o que co1nct1eia durante el proced1111iento afecte las defensas del quejoso 
trascendiendo al resufta_do efe/ fallo, .. 

At1ora bien. considerando que el 1u1c10 comienza con la f1jac1ón de la litis y 
concluye con el dictado de la sentencia correspondiente, se ha visto que en el caso 
en estudio. por no causarle ningún pequ1c10 directo al queioso los actos que 
rcclan1a. éste deberá esperar a oir la sentencia que se emita para hacer valer el 
amparo directo. porque la violación que el promovente acusa es precisamente de 
las que la ley de la rnatena considera como susceptibles de ser combatidas hasta 
amparo directo que en su caso se promueva contra la sentencia correspondiente. 

En efecto, el nrticuJo 107. fracción 111. Const1tuc1onal, en relación con los 
numerales 114. fr~cc1ón IV. 158 y 159. Fracción IV. de la Ley de Amparo, señala 
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que cu<éindo se tr.,te do v1olnciones dentro de un proccd1rn1cnto, por regla general, 
es procedente el an1paro directo. siempre que tales v1olac1ones afecten las 
defensas del quejoso trnscend1cndo al resultado del fallo, la Unica excepción a lo 
anterior. y que por lo tanto haria procedente el amparo indirecto ante el JUCZ de 
D1stnto. se presenl<-lria s1. con-10 se explicó previamente, los actos en el 1u1c10 
tuvieran unn e¡ccuc1on de m1pos1blc reparación o cuando afectasen de manera 
cierta e 1nn1ed1ala algún derecho sustantivo proteg1do por las garantias 1nd1v1duales 
de modo tal. que esa <Jfcctac1on no fuera susceptible de repararse con el hecho de 
obtener una scntcnclél favorable en el 1u1c10. por haberse consuniado 
irreparablemente In v10lac1ón en el disfrute de la garantia 1nd1v1dual que se tratare 

No p asn 1r1ildvcrt1do por este J uzgador, que e 1 q ueioso en e 1 c npitulo de 
antecedentes de su escrito inicial de demanda, mamf1esta que el Juez de Primera 
Instancia desecho de plano, por considerarlo frivolo e improcedente el 1nc1dente de 
nuhdad de actuaciones interpuesto por el que¡oso, el cual fue posteriormente 
cont1rmndo por el superior ierárqu1co, sin embargo, tal t1ccho no puede 
considerarse corno un acto de 1n1pos1ble reparación, pues solo produce efectos 
1ntraprocesc:iles. cuyas consecuencias son susceptibles de ext1ngu1rse con la 
scntenc•il dcf1n1t1va que se pronuncie en el juicio natural, en el caso de que le sea 
favorable al afectado. y en el supuesto contrario. el n11sn10 se encontrará en aptitud 
de 1r11pug11.:1r l.:1 v1oloc1ón procesal referida a través del recurso de apelación que 
1ntorponga nn conlr<-1 de fallo de primera instancia, s1tuac1é>n prevista en el articulo 
131 del Cod190 de Proccdun1cntos Penales del Estado de Guerrero, o en su caso. 
rned1ante la dernandu de an1paro directo que promueva en contra de la sentencia 
de se~JLHldo ~¡rndo. en el cnso de que esta llltin1a resolución tarnb1én le sea 
desfnvornble 

Cabe invocar In Tesis de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Jusllcta de 
la Nac1on. Ournla Epoc<l. publicada en su lnforn1e 1933, p<Jg1na 367. que por su 
contenido. resulta 1lustrat1vo para el caso concreto. y literalmente establece. 

"NULIDAD DE ACTUACIONES La resolución que declara no haber lugar a 
decretar dicha nulidad. no trae en si ejecución que sea de in1pos1t~le reparación. 
aunque produzca efectos ;urid1cos. puesto que es una resolución de carácter 
negativo que m s1qwcr3 tiene ejecución material. En caso de que se estime que se 
trata de violaciones substanciales del procedimiento. que dejan sin defensa al 
que;oso. solo pueden hacerse valer al interponer el amparo contra la sentencia 
def1n1t1va. deh1endo prepararse el recurso en los términos que sena/a la fracción 11 
del articulo 107 constitucional•• 

Por todo to antes expuesto, debe necesariamente concluirse que en este 
caso no es procedente la via 1nd1recta ante el iuez de D1stnto. sino la un11nstancial 
que en su caso se pron1ueva contra la sentencia definitiva por conducto de la 
autoridad responsable. por lo tanto. de acuerdo al estudio anterior. y al actualizarse 
de manera notoria e indudable la causa de improcedencia prevista por el articulo 
73. fracción XVIII de la Ley de Amparo. lo procedente es desechar de plano la 
demanda de gorant1us planteada 

Notifiqucsc personalmente. 
Así lo proveyó y firma Joel Carranca Zúñiga. Juez Cuarto de Distrito en el 

Estado de Guerrero. as1st1do de la Secretaria que autoriza. Doy fe.-

RAZÓN.- En la misma fecha se registró la demanda en el libro de gobierno 
y se forn1ó expediente Conste.-
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SECC. AMPAROS. 
MESA CUATRO. 
PRAL. 117 412001 . 
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CUENTA. El veintisiete de diciembre de dos mil uno, la secretaria da 
cuenta al Juez con la demanda de amparo promovida por Arca, sociedad anónima 
de capital variable. Conste.-

Acapulco. Guerrero. veintisiete de diciembre de dos mil uno. 
Vista; téngase por rec1b1da ta demanda de garantías promovida por José 

Luis Gallegos Peralta en su caracter de apoderado legal de Arca. sociedad 
anónima de capital vnr1ablc. en contra de actos de la Comisión Federal de 
Electricidad, con rcs1denc1a en esta ciudad, y de otras autoridades. Asun1smo, se 
tienen a Ir¡ vista los autos del expediente de cuenta sccretana1. m1sn1os que scréln 
tornados en cons1derac1ón para los efectos conducentes 

Registrese el presente ocurso en el libro de gobierno con el número 
1174/2001 y fórmese expcdrente 

TCngase con10 dornicilio del promovante para recibir notiricacionas al 
señalado en su escrito de dcrnanda y como sus autorizados en terminas 
arnplios del articulo 27 de la Lay da Amparo a Mónica Leonor Toscano Noriega 
y Margarita Méncfc? PacfJcco y únicamente para recibir notiricaciones e 
imponerse de los autos a Renó Nutlez Marquez y Edgar Vicente Lazada 
Martinez_ 

Ahora bien. teniendo en cuenta lo establecido en el articulo 145 de la Ley 
de Amparo. que impone al iuez de Distrito la obl1gac1ón de examinar la demanda, 
para que en el evento de que encuentre un niotivo manifiesto e indudable de 
1rnproccdencra. In deseche de pl.nno, sin suspender el acto reclamado. se procede 
a realizar el cinnrrs1s respectivo 

En atención a ello. prevro a efectuar el estudio correspondiente. se debe 
ser.atar que en el numeral en comento se dispone l;:i taxativo consistente en que 
para desechar una demanda de amparo no basta con que el Juzgador haya 
encontrado un niot1vo de 1n1procedenc1a, sino que además. se requiere que dicha 
causa sea mnr11f1esta e indudable. tan es asi que diversos Tribunales de la 
Federación han em111do entenas al respecto. como es el caso de la tesis aislada del 
Sexto Tnbunal Colegiado en Materia Adm1nrstrat1va del Primer Circuito, 
correspond1enle o la Octava Epoca. v1s1ble en el Semanario Jud1c1al de la 
Federación. Torno VIII. Noviembre de 1991. página 200, cuyo rubro establece: 
.. DEMANDA DE AMPARO. PARA SU DESECHAMIENTO DEBE EXISTIR UNA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA MANIFIESTA E INDUDABLE." 

El concepto '"motivo manifiesto e indudable de improcedencia"', ha sido 
explicado en la tesis de Junsprudencia V.20. J/75 del Segundo Tribunal Colegiado 
del Quinto Circuito. publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Octava Época, Tomo 68. agosto de 1993, pégina 77. cuyo rubro es: 
''DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS", que 
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establece lag siguienles lrncrtmiontos necesario!:i p~rn desechar un;:i demanda de 
garantias: 

a) Que se encuentre un motivo de 1n1procedcnc1a del 1u1c10 const1tucional; 
b) Que ese rnolívo sea manifiesto, es decir. que se ndv1crta en forma 

patente y absolutamente clara de la lectura del libelo. y 
e) Ouc tan1bión sea indudable, lo cual resulta de la cert1dun-ibre y plena 

conv1cc1ón de que la causa de irnproccdcnc1a de que se trate es operante en el 
caso concreto 

Pues bien, unil vnz sentado lo precedente y dcspucs de un nnalls1s 1ntegrül 
al escrrto de sol1c1tud de protccc1ón fcdernl 1ntcrpuesto µor la. persono morul 
dcnorn1n<-1d<1 Arca. soc1ecfad anón1rna de CGprtLJI var1nblc. ;:1 tr;_ivcs de su npodcrudo 
leqal, esle JLl7Qéldor ;:1ctv1ertc tJn rnotrvo de 1n1proccdenc1ét que reúne las diversas 
c3rnclcristrc.-1s cx1~11hles p:ir.:.1 su dcsechn1111cnto. es Cfr!C1r. n:-> rn;""1n1f1esto e 
indudable. el rnot1vo de 1n1proccdcnc1<1 que se actu<Jll?a 

Efectrvarnentn. la c<lus;:1 de lrnproccdcnc1a que ~e configura en la espccu:: 
es In flrcvrst;:i en li'! lr;:1cc16n XII del articulo 73 de l<i Ley de Anip.:.uo. ya que a 
cnleno de este rcsolutor. el <1cto que aquí se reclnrna se trilla de uno consentido 
tflc1tnmenlc. toda ve~~ ciuc no se comb<:ll1ó dentro de los pl.1.::os previstos en el 
citado orden.:.1n1u.Jnto le~_F1I 

Par<l dernoslr.:.ir lo ;ir1terror. por cuestión dt! tecnrc<J u~pos1t1vn. 1..:s rnencstcr 
tr<lcr <:J este <1ulo ro contcr11rlo nn i:~I d1spos1trvo en cit~. el cu.:il iJ:~ dnl tenor s1gu1entc 

"Articulo 73. FI 1u1c1u du .J111paro us 11nµ1ocociunte 1 ._i 

"XII Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales 
aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los 
terminas que se señalan en los articules 21, 22 y 21 a··. 

Oe <"1cucrdo con 1<1 lrilnscrtpc1ón renl!Ladn, se cri!1cnclc que el gobernado 
consicntr. P1 ar.lo dt..' <H1to11d;1cl cu~1ndo no pron1uevn oportunarnente en su favor la 
aceran ele <.Jrnp;iro. r1..-s1JIL::1ndo 1rnprocedcnte el Ju1c1ü que en todo caso se 
mterpongn Llfl<l vez que fcncc1cron los pla?os reconocidos por lo ley poro intentarlo 

Ahora bren. lé1 1nturprctac1ón de la c1tad<'.l fracción X 11 del nrticulo 73 de la 
ltJY de IL.J rnciterru. cor110 se ho vasto se cornplcn1enta con lo señalado en los 
articulas 21. 22 y 218 del propio ordenamiento. que flJi"lrl los plazos o "términos" 
para In prornoc1ón de l<l dcn1<Jnda de g;::irantios 

En consecucnci<J. es d;:ible precisar que cuando una persona sufre una 
afcct.Llcrón en stJ csfcr<l ¡urid1cn 1not1vada por un acto de éluloridod susceptible de 
u-npugnarsc v1ci 1u1c10 de .Lltllp<iro. y deJD transcurrir el plazo parn e1erc1tar la acción 
respect1v<i previsto en 1;1 prop1;J ley reglon1ent~H1.J de los <irticulos 1 03 y 1 07 
const1tuc1on::ilcs. tal conducta se llene como r11anifcstac1on tuerta de conformidad 
con l<i menc1onadil nctunc1ón lesivo de sus derechos 

So!Jrc este .:..ispf?clo, es de citar el entena sustentado en la tesis cie 
¡unsprudenc1a del Cuarto Tnbun<JI Coleg1ado en Mnterra Civil del Pnmer Circuito. 
consultLJble en el Seni<lnorro Jud1C1<ll de la Federación. Ton10 IX~Junio. página 364, 
Octava Epoca. que csl.Jblecc 

··coNSENTIMIENTO TÁCITO DEL A CTO R ECl-AMADO EN AMPARO. 
ELEMENTOS PARA PRESUMIRLO. Atento a lo dispuesto en el articulo 73, 
fracción XII, de la Ley de A111paro. el juicio consfltucional es fr11procedente contra 
actos consentidos tácitan1ente. reputando corno tales los no reclan1ados dentro de 
/os plazos establecidos en los articulas 21. 22 y 218 efe ese ordenanuento. excepto 

-~,. ---: ·"",(YrJ t 
·. _E OIÚGEN ¡ 

-··-- - J 
-------------. 
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en los casos consignados expresa1nente en n1ateria de an1paro contra leyes. Esta 
norrna 1urid1ca l1t:!ne su expllcac1011 y su fundarnento racional en esta presunción 
/lurnana· cuando una persona sufre una afectación con un acto de autoridad y 
tiene la posibilidad legal de impugnar ese acto en el juicio de amparo dentro 
de un plazo perentorio determinado. y no obstante deja pasar el término sin 
presentar la demanda, esta conducta cn tales circunstancias revela 
conformidad con el acto. En el ámbito y para los efectos del amparo. el 
razonan11ento contiene los /1echos conoc1dos siguientes_· a) Un acto de autoridad; 
b) Una persona afectada por tal acto.- e) La pos1b1l1dad legal para dicha persona de 
pron1ovcr el 1u1cio de an1paro contra el acto en rnención; d) El establcc1n11ento en la 
ley de un plazo perentono para el ejcrc1c10 de la acción. y e) El transcurso de ese 
lapso sin haberse presentado la den1anda. Todos estos clerncntos deben concurrir 
nccesarian1ente para la validez de la presuncion. pues la falta de nlguno 1n1pide la 
reun1on de lo indispensable para estunar el hcc/10 desconocido corno una 
consccuencta /og1ca y natural de los l1ccl1os conocidos Asi. ante la 1ncx1stcncia del 
dCto de autondad faltarin el nb1cto sobre el cual pudiera recaer la accion de 
conscntun1ento. s1 no h11b1cri.J una persona afectada laltaria ni su1eto efe la acción. 
s1 la ley no confiere la pos1bll1dad de ocurnr en dernancfa de la JUSllCla federal. la 
on11s1on de tal dernanda no puccln serv1r efe hase para est11nar la confornudad del 
afectado con el acto de autondad. en tanto no pueda encausar su inconforrn1dad 
por ese rned10; y s1 la ley no t11a un plazo percntono para dcductr la acC16n de 
arnparo o l1ab1éndolo f11udo éste no /1a transcurndo. la no presentación de la 
dcn1andé:J no puede revelar con ccrleza y claridad la aqwescenc1D del acto de 
autondad en su contenido y consecuencias. al subsistir 1'3 posib1/1cfad de entablar la 
contienda·· 

De esta formn. antes de señalar las circunstancias que en el caso 
actualizan la causa de improcedencia aludida. se debe atender a lo que dispone la 
Jeg1slac1ón de amparo en cuanto a los términos para la 1nterpos1c1ón de la demanda 
que da origen al ju1c10 de garanlias. para asi estar en cond1c1ones de concluir si en 
el caso estos se respetaron 

Señala el articulo 21 de ta Ley de Amparo. que la demanda dcbera 
interponerse dentro de los quince dias s1gu1entes a1 en que haya surtido efectos. 
conforrne a lo ley del .;1cto. In no!lf1cac16n al queioso de 1.3 resolución o acuerdo que 
reclame. o dentro de los quince días s1gu1cntes al en que haya terndo conocimiento 
de ellos o de su c1ecuctón. o ol en que se hubiese ostentado sabedor de los 
ni1srnos 

Por su parte. los articulas 22 y 218 del ordenamiento en cuestión, señalan 
excepciones al plazo genérico de quince dias con que se cuenta para intentar la 
acción de amparo. sin que sea el caso rcfenrnos a ellas. pues no se surten en la 
espec1e 

Partiendo de las premisas anteriores. es mon1ento de referirnos al caso 
concreto, en donde se reclama la orden emitida por las autondades responsables a 
su personal subordinado para que procedan a cortar el sun1inistro de energía 
eléctnca en el dom1c1llo ubicado en Costera Miguel Alemán. número 25, junto al 
embarcadero en esta ciudad. correspondiente a la cuenta 04DG81A013704090 
con número de medidor 4EV975. 

Asi las cosas, una vez que se ha ser.alado la conducta de autoridad 
impugnada. resulta trascendente indicar que aunque el solicitante de amparo 
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expresa en su ocurso de dcn1anda que luvo conoc1rn1ento del acto reclamado 
11o!:>lé1 el cJ1ec1~1ele Ut! d1c1e1ntJre de dos 1n11 uno. este JUZgQdOr acJv1crlt! que no es 
así pues el dia veinticuatro de d1c1crnbrc del arlo en curso. la persona moral 
prornov10 1de11l1c<ci den1andu de arnµaro. n-11srna que fue deseché..ld<:! rcu1str~ndose 
con el nUrnero 11G8í2001, 1u1c10 de an1pLJro que es 1nvocodo corno tiect10 notorio y 
con lundo1rr1ento en el .::.irc...ib1uu 88 del Cod1go í"tJdf:::r<J! e.Ji_: Prucec-J1rnruntos Civiles 
dpl1cadu suph!lur1;-inH.>11fe il J.i 1.~y d,1 !<:1 rn;1tcr1d. ~•·~ ord1...'r1;:J tr<J1.:r cup1u prueba .:J este~ 

1!".ped1ente cop1<-1 ccrt1ficadd del u Ll r.:rnanrJu y del¿¡ u!o en el cu..il se dt:::sechó 1 a 
fn1sn1a. un la CtJCJI !:>e d(Jsµrende c.011 tu<..1.:J c!.-irl(J.:Jd que t!I µet1c1011<-H•u t.le ~arilnl1<:1~• 
tuvo conocimiento del acto reclamado el treinta de octubre de dos mil uno. en 
1 <1.·ori de quu. ;1~>1 lu .J~,c:vc1 o l:""p1 t.!~><JllH.!llle en el p1H1tu tc~1 cero <Jel c.1p<irt;_1do de 
/11~chos de ~u c1enHHlLld, 111d1c,Hu.Ju c¡lH..! en (.:~-.a IL!Clld pL!r~~on<if Uu lc:i Corn1~1on 

f 1~c11:r¡-ll cl e E lectr1c1d._11J::,. t_' e O'+::;liluyu 0 r1 :. u U or111c1l1n r11 dll1f1__.~.t;:ir1cJult! que 1lJ.:::-H1 .:J 

c1Hnphrnt:11:,J1 la u1d1.:r1 de ccHlt! c!t..! ~;urn1:11::,t1u .1 l.:_1 cuerit;l u.;LJG81/..,()1370--lüDO 
t•r111t1<i,1 ¡Hir SlJ~. =.uµ•!rHHt:~~. iu 1.11;JI ll1! t_;(111furn11u._1Li LUI) ltl Ll1'....~J•1e:_..tu 1.:r1 lo~; ;:irt1culos 
~1~). ~by 2UO cJ1_•I Cud1!:_¡U r:~dt:r,ii clt; f-'ruc1!c!u1111._:r1!u C1vllt.:::... \j(_} dfll•C.:JL.1ur1 ~;uph~to11.:::1 

.i l.i Luy 0t~ A1np.iru, <JetJt: ::.•--=r ltHll<.HlU con10 und curlft_;'....1011 1:xpr1~·:.u cun v;_ilor <..ll! 
prut..:ba plt.!rl.:.l . .:::iclt..:111:1s de que t.:::il 1na1ufc:stélciur1 lJ ull~ctuu bajo protesta de decir 
verdad. ri~v1sl11~rHln ch_~(' st;i 111:111cr¡__¡ d•.! n1;1yor torn1.:-iJ1cJ;._id t UfJLJ'._; stJs t~xr.ires1ones 
v1:111dd~ er1 ~u llt>elo Ue u.:ir.:int1<..1:.;, por t.:.tnto se tu•nu cur110 lecti.-i 111dtJd.Jblc de 
t:()11ocn11u~11to Llt_~! .:::1ctu ;1qu1 1t!cl.J111acJo el tri.!111!<-J <Je uctutH1~ d•· (~(J', 1nil uno y no 
l:O!TlO lo ddUCt.! l!fl l.i dl!llldl1\.J.J H\!t_;tµu1:~.t.i C!! dld <J1.: t1uy 

1:;:.es11ltd dust1ut1v<J 1~1 te~.1~ (il.! iu11sprudcnc1'--J XXII .J, 1:-'. 1r1teqradw por el 
1 r1bunnl Culey1ddo dul V1ycs111HJ Se1,,1ur1du C1rcu1to ..• ,1~.1!Jle t~11 ;:I S(.:r11drii-lr10 Jud1c1al 
dt~ 1 a F t..•dt.:J<JCIUll y~ (J (:; <lC!!L-! 1 (Jrllo \/ e !lf!r(l d ,_. 1~«17 f'J()'.'!'rl;J r--= por:.i. pi1grn<'1 

;><):,. CJLH~ 1·~·l<-1tJlL•ce 

.. HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYE PARA UN JUEZ DE DISTRITO 
LOS DIVERSOS ASUNTOS QUE ANTE EL SE TRAMITAN. l.d antunur Tercc1a 
,'--;,¡fu (jp lc1 ,":;ufJrt!fTld Corre ,¡, . .Ju.·;t1c1a tfe /d rJJC/()f) L'fl /J fllf/S(J!lJ(ÍPflC/d ntifncro 
,'t,.'.J v1::;1JJlt• t..-'ll l.i:~ p.i~Jirld~· 7 /,:j v T f'J del u/tuno /ltJ•-nd1ce .11 ::;;ur11dtJJr10 Jud1c1al de 
fd Perir...'fd( 1011. civl rut;riJ ''Hf=CtfO NOTOHIO LO CONS l ! l UYE PARA UNA SALA 
lJl--:· LA SUf'HEl\.1A C:.OH TE DE .IUS TIC/A DE LA rJACION UtJA EJECUTORIA 
E:-/\.11 TIDA POR EL T f-?IBUN/',L í-Y LENO ". s o~;tu\.'0 e nteno un e Is cnt11Jo cJ e que I J 

, ·n11.r;1on u._. und CJ<_,>,:ut.;H1<1 pt,_)tJun._1JJ.i t.:on JtJf<-.:f/ullu"Jd µor ,_·.' f='lenu o por i.J propia 
:_;.11u. constituye purd Jus 1.tu11s,•1os que 1ntcrv1n1c1on en :_,u \. ut..Jc1on y ú1scus16n un 
!11 ·c/llJ notorio, vi CLJdl pu<::U•_· 1nt1uduc11::.c co1nu Uf1..•n1vnto efe prut.:lJd .-.:n otro juicio, 
•;1n neces1tfJ(i ríe c¡ue su ulr•_.:.._·..;,,¡ con10 tal o lo cJ/cyuPn /JS partes. Partiendo de lo 
.1nteflOr. es cvllfentc c¡uc· p<ir.i un Juc?: de 01st11to. ¡_¿n ticc!.l_o_!_l_Qtono lo const1tt.1vcn 
h )';_,!.!...~_LJ:j •.-Jii!JJl.l_Q_~Ll!.!:i_<?J.!_{•.t._ c·I se tran11t.Jn y. pur lo tunto. cu~-u1do un un cuaderno 
1nnde11tal 1.__nJ!:;f.J copia Jotost,it1ca du un diverso Jocun11.1ntu cuyo ong1na/ obra en el 
1in11c1pal. 12/ Jue¿ F1.:di.;1cJI . .JI l• .. }SOÍ\.'Cr sobre /u n1cd1dd CL1utcl0r y a efecto de evitar 
r7uu u/ pet1c1on .. i110 de ;JtTJ/huo :.;1) Ju cJuscn danos y pur1u1c:1o:s Ju dd1cJ/ reparación, 
puede tener d Í-J v10t.1 ~il;u·_:f ¡uL:.0 y con~,t.._¡f._ir l.J t...'>.1.-;f(:flc_,¡,, ,¡,_,¡ ,_nHpnal de dicho 
docun1ento. 

De igual forn1a rcsul:a c:Jplrcablc la tesis del Scpu11Co Trit_JLm;1J C oleg1ado 
del Segundo Circuito, Oct.::::ivu Epoca, v1s1blc en el Scr11<.rnar10 Judicial de la 
Federación, Tomo X, D1c1embre de 1992. pagina 301. que <.J1ce 

"DEMANDA NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE, POR 
EXTEMPORÁNEA NO LO IMPIDE UNA ACLARACIÓN POSTERIOR DANDO 

-~------~----------
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OTRA FECHA DE CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO. Si el quejoso en 
su escrito de den1anda manifiesta la fecha en que tuvo conocimiento de los actos 
recla1nados. esta es la ilmca fecl1a que debe considerarse para ver la oportunidad 
del eiercicio de /a acción de amparo no sólo por la seriedad que tiene la 
tramitación del juicio de garantias. sino ademas. porque el artículo 200 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. de ap/Jcabilidad supletona conforrne al articulo 
2o. de la ley de la r11ateria, dotern11na el valor que tienen las aseveraciones de los 
promoventes contenidas en sus pro1nociones sobre hechos propios, en cuanto a 
que hacen prueba plena en su contra. Por tanto, si conrormc a la presentación 
del escrito inicial de demanda de amparo Csta es cxten1poránea. no puede 
tornarse en cuenta la presentación de un escrito posterior aclaratorio en el 
que se nJanifiesta que se tuvo conocimiento del acto impugnado dcspues de 
la fecl1a en que se dijo originalmente, toda vez que el articulo 146 de la ley en 
consulta permite aclarar la dernanda pero de ninguna rnanera desdecirse de una 
tec/1a que se se1lala co1no cierta .. 

Pues bren, una vez que se h:J n credrtndo que en la demanda registrada 
con el número 1168/2001, del indice de este Juzgado el propio solicitante del 
amparo 1n;:in1festó, b<'lJO protesta de decir verdad. que su representada conoció el 
neto rccl.:tmndo dcsc1c el tre1nlü de octubre de dos n-id uno y no como lo intenta 
ahora hacer ercer. y que tal mnrnfestac1ón tiene plenos efectos legales, lo 
proceden1c es desechar In deniond<i en arrnonin con lo dispuesto en el ya citado 
articulo 21 de la Ley de Amparo 

En la especie, resulta apl1c<:1blc In tesis del Trrbun.31 Colegiado del Dóc1mo 
Tercer C1rcu1to. correspondiente a la Octavn E:pocD. publlcadil en el Semanario 
Judicial de la Fcdcrc:ic1on. Torno 11. Segunda Pélrtc-1, Julro n D1c1ernbrc de 1988. 
pag1nn 92, que es del rubro y texto s1gu1cntc 
"'AMPARO, TERMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL. CONOCIMIENTO DEL 
ACTO RECLAMADO. S1 el que¡oso rnan1f1esla en su dcrnanda de garantías en qué 
techa tuvo conoetn1icnto del acto reclan1ado, tal manifestación constituye una 
confesión que hace prueba plena de confortnidad con lo dispuesto por los articu/os 
199 y 200 del Código Federal de Procedimientos Civiles. de aplicación supletoria 
en el 11.11cro de arnparo. por lo que a part1r de esa feclla debe hacerse el cómputo 
del término que señala el articulo 21 de la Ley Reqlan1entaria de /os Articulas 103 y 
107 de la Co11st1tuc1ón Federal " 

Ello es asi. pues atendiendo n que el promovente sostiene en la demanda 
registrada con e J n ún-iero 1168/2001. que et t re1nla de octubre del a no en curso 
personal de la Com1s1ón Federal de Electrrc1dad se constituyó en el domicilio de su 
representada con la finalidad de cortarle el sum1rnstro de energia eléctrica, luego 
entonces. se tiene que se hizo sabedor de ta orden que reclama en la citada fecha. 
resultando que el termino genenco de quince dias al que se refiere el articulo 21 de 
la Ley de A rnparo. parn p remover el JU1c10 de garnntius. debró de computarse a 
partir del dia hábil s1gu1ente. esto es. el treinta y uno de octubre de dos mil uno y 
feneció el veintiuno de nov1ernbre de dos n1il uno. por lo que s1 la presente 
den-ianda se interpuso hasta el veinticuatro del mes y año que transcurre. tal como 
se constata con el sello de recibido de la of1c1alia de partes común de los Juzgados 
de Distrito que obra en el esenio cuenta. es evidente que se consintió técitamente 
el acto que se tilda de inconst1tuc1onal. 

Por tanto. de conformidad con tos criterios invocados. así como los 
argumentos vertidos. es válido concluir que la causa de improcedencia advertida 
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se surte de una forma manifiesta e indudable, toda vez que el acto de autoridad 
existe, según el dicho del promovente; siendo su representada qU1en resulta 
afectada por tal acto; teniendo la posibilidad legal de promover el juicio de amparo 
en su contra, establecténdole la ley un plazo para ejercitar su acción, precisamente 
de quince dias y transcurrió el plazo señalado sin que se presentara 
oportunamente ta dcnianda En consecuencia, debe considerarse como una 
conducta consentida tácitamente. 

Por todo lo expuesto. debe concluirse que analizado el esenio de petición 
de amparo, se advierte su marnf1esta e indudable 1n1procedenc1a. prev1sta 
exactamente por el articulo 73. fracción XII, de la Ley de Amparo. motivo por el 
cual se desecha de plano la demanda de gar-antias presentada por Ar-ca. 
sociedad anónmia de capital variable. 

Finaln1cntc. se apercibe a la promovente que de volver a interponer 
demnndas de i'lniporo en 1 as que se afirmen hechos falsos. se 1 e impondré una 
sanción de seis rneses a tres ar'los de prisión y multa de diez a noventa dias de 
salario, to nntcr1or con fundarnento en et articulo 211. fracc1on primera. de la Ley de 
Amparo, ello sm pcriu1c10 de dar vista al Ministerio Público para que actúe como 
corresponda 

Notifiqucsc personalmente. 
Lo acordó Jocl Car-r-anco Zúñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, asistido por el Secretario, quien autoriza. Doy fe.-

Anexo 33 

SECC. AMPAROS 
MESA. SIETE 
PRAL 277/2002 
RZDQºCEIS 

Cuenta. El ocho de marzo de dos mil dos, el secretario da cuenta al juez 
con la demanda de amparo promovida por Alejandro Pérez Pérez. en su carácter 
de Notificador de la Dirección General de Fiscalización adscrito a la 
Coordinación Fiscal Dos de esta ciudad dependiente de la Secretaria de 
Finanzas y Administración del Gobierno del Estado, recibida en la oficialía de 
partes de este Juzgado con siete copias y un anexo. Conste.-

Acapulco, Guerrero; ocho de marzo de dos mil dos. 
Vista~ téngase por recibida la demanda de amparo promovida por 

Alejandro Pérez P érez. en su caracter de notíficador de la Dirección General de 
Fiscalización adscrito a la Coordinación Fiscal Dos, de esta ciudad, dependiente de 
la Secretaria de Finanzas y Administración del Gobierno del Estado, contra actos 
de la Magistrada de la Segunda Sala Regional Acapulco del Tribunal Contencioso 
Administrativo del Estado de Guerrero, con residencia en esta ciudad. Regístrese 
en el libro de gobierno con el n Umero 277/2002 y fórmese expediente. Téngase 

J ro· '·"tiJ 
I FALLA DE OPJGEN ~ .... - ____ _ 
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como don11c1llo del promovente, para recibir not1ficaciones, el señalado en et escrito 
de demanda 

Atlora bien, de acuerdo al articulo 145 de la Ley de Amparo. el Juez de 
D1stnto debe examinar, ante todo, el escrito de demanda. y s1 encontrare motivo 
rnamf1esto e indudable de 1mprocedenc1a. lo desechará de plano. sin suspender el 
acto reclamado. lo antcnor atendiendo pnmord1alrnenle al pnnc1p10 de 1mpart1c1ón 
de just1c1a pronta y expedita que consagra el precepto 1 7 de nuestra Constttucrón, 
el cual 1mp1de dar tramite a demandas de amparo notonarncntc 1mprocedcntes. 
para prevenir crear falsas cxpcctat1v:::ts en quienes sollc1tan la protección federal en 
asuntos que, al final de cuentas. resultaran 1ndudablemcntc en un sobrese1m1ento. 
La tesis 1ur1sprudenc1al V 2"J/75 del Segundo Tribunal Colegiado del Quinto 
C1rcu1to. publicada en la Gaceta del Semanario Judrcrat de la Federación, Octava 
Epoca. Tomo G8, agosto de 1993, página 77. cuyo rubro es ""DEMANDA DE 
AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS .. ; cxphca que el 
desechan11ento de plano de una demanda de garantias debe satisfacer los 
s1gu1entes requ1s1tos 

a) Oue se encuentre un motivo de 1mprocedenc1a del JUICIO const1tuc1onal. 
b) Ouc ese rnol1vo sen manifiesto, es decir, que se advierta en forma 

patente y absoluta1ncnle Cl<lr<'t de In lectura del libelo. y 
c) Ouc tan1b1cn sea indudable, lo cual resulta de lé! certidumbre y plena 

conv1cc1on de que la causa de irnprocedenc1;:i de que se trata es operante en el 
caso concreto 

Asi. de conforrmdacf con lo r11spuesto en el articulo 73. fracc1on XVIII. de la 
Ley de Arnp;:1ro. el ¡u1c10 const1tuct0nal es 1mprocodcntc cu<Jndo existan causas 
paro ello en alguna d1spos1c1on de ta ley. ta Consl1tuc1ón o ta ¡urrsprudenc1a En el 
caso a estudio este 1uzgador advierte que se actu¿:illza la causa prevista en dicho 
d1spos1t1vo. relacionado con lo que por su parte dispone er prrrner parrafo del 
diverso articulo 9o del f;J propia ley. que a saber establece 

.. Articulo 9o Lns person;:is morales of1c1ales podr3n ocurrir en demanda de 
arnparo. por conducto de los funcionarios o representantes que designen las leyes. 
cuando el acto o la ley que se reclame afecte a los intereses patnmornates de 
aquellas 

De acuerdo con lo transcnto. resulta que en trat3ndose de personas 
morales oficiales -denom111ac1ón técnica para aludir a quienes en sentido amplio 
son agentes del Estado, sino es que el Estado mismo actuante- la Ley de Amparo 
les impone una taxativa consistente en que sólo pueden acudir al Juicio en defensa 
de sus intereses patnmornales. De hecho. mas que una limitante se trata de una 
excepción a 1 p r1nc1p10 general de que. en estricto sentido, el amparo no d eberia 
estar nunca al alcance de las entidades de derecho público que por su propia 
naturaleza carecen de garantías 1nd1v1duales que defender. 

En efecto. la Const1tuc1ón. para proteger a los individuos contra la acción 
del Estado que sea lcs1vu de ros garontias 1ndiv1duales, creó el JU1c10 de amparo. 
Siendo en esencia las garantias md1v1dualcs restricciones al poder público que 
salvaguardan los derechos fundamentales del 1ndiv1duo, queda al margen de toda 
d1scus1ón que el Estado no goza de garantias individuales y, por lo mismo. que no 
puede pron-iover ju1c1os de garantías 

A esta regla general -como se ha visto- se ha opuesto una excepción en 
el articulo 9o de la Ley de Amparo. El por qué de esta excepción radica en que el 

--..._ 
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Estado puede obrar con un doble caracter. corno entidad pública y corno persona 
rnoral de derecho pr 1v.:..ic.Jo En el prnner caso, su acción previene del l:!Jerc1c10 de las 
facultades de que se hay;:i investido como poder público. En la segunda situación, 
obra en las mismas cond1cioncs que los partrcularcs, esto es. contrae obligaciones 
y adquiere derechos de la misma naturaleza y en la misma forma que los 
1nd1viduos Esta equ1parac1ón en el obrar. indujo al legislador a dotar al Estado de 
los mismos derechos tutelé'tres que al 1nd1v1duo, cuando aquél obra como persona 
moral de derecho prrv<-:1do. derechos tutelares entre los que prrnc1palmente se 
encuentr<1n l<:is garilntins rndrv1duales que están protegidas por el 1u1c10 
const1tuc1onnt 

Pues bien. en el cnso en particular que nos ocupo esto JUZQ:ldor considera 
que los intereses que el pron1ovente intenta defender en el JUICIO const1tuc1onal no 
son de c;1r<Jcte1 pntr1n1on1;:il. srno rcléltrvos a su cnré':lclor de ;::iutor1dC1d soberana 

A efecto de dcrnostrélr lo anlenor es de sefialnrsc que de los antecedentes 
nélrr:-ir1os <:-n 1;:1 d0rn;:H1r101 rle ;:irnpono. se obt1onc que el soJ1c1t<Jnte de la protección 
const1t11c1onnl r11.-in1f11:st;i qtJC! rned1<1nte nc11crdo de vc1ntrdos de enero de dos n1ll 
cJos. lz-1 aulor1cl;1d q1u~ scnal<-t con10 responsnble ~drn1t10 a trélrnitc en la via 
contenc1osa Qdn11n1slrnt1v;:i lo dcn1é1nda prornovrda por el aqui scna1ado como 
tercero pcr¡ud1cado en contra de. entre otré.1s autoridades. él aquclln promovente de 
estr. Ju1c10. otorganrlosc la suspens1on del ~cto reclamado que consrstia en la 
llqu1dac1on de un crcdrto fiscal en mnterm del 1n1puesto estatal sobre 
rcrnuncrac1ones ul trabajo persono!. not1f1cnclo el d1ec1s1cte de cf1c1cn1brc de dos md 
uno 1ncd1<'1nte el of1c10 número lll-04-2-CAJ2/0453/2001 En contra de la resolución 
que adrn1!1ó d1chn dernnnda. la parte aqui prornovcnte del JUICIO de arnparo. 
dernanciélndo en aquella via, mlerpuso recurso de rcc1arnac1ón. mismo que 
rncd1ante acuerdo de vcintrcinco de enero del año en curso. se desechó por 
extcmpori'.:lnco. siendo esté3 ultima resolución el acto que ahora se reclan1a 

At1ora bien. teniendo en cuenta que de <'!cuerdo con lo apuntado es 
rcqws1to inexcusable para admitir la procedencia del amparo solicitado por 
personas n1orillcs de derecho público. el que se hayan afectado sus intereses 
p¡itrrmon1alcs resulta ser que. en el caso que nos ocupa. tal cond1c1ón no se 
cumple. habida cuenta que los derechos que se reputan transgredidos no son de 
d1ct1n 1ndole. n1 In sol1c1t<lnte de la protccc1on const1tuc1onal los defiende en et Juicio 
de donde crnanrt el acto rcclomado. como se demostrara a cont1nuoc1ón 

Para poder d1scern1r lo que rior ··intereses patnmon1ales·· debe entenderse. 
es ncces.,no é."ilcndcr n 13 .. doble personalidad .. con que actúa el Estado, lo que se 
ohllene por unél f1cc1ón legal que le pern11te a éste conducirse como persona moral 
de derecho privado. estableciendo relaciones de naturaleza civil con los 
parllculares y es cap;:iz. por tanto. de adquirir derechos y contraer obligaciones y, 
como consecuencia de ello. puede resultar afectado por una ley o acto de 
élutondad en sus brenes propios. de que es poseedor y que le son indispensables 
para ejercer sus funciones. Sera entonces cuando las personas oficiales titulares 
de dichos bienes estaran legitimadas para hacer uso del juicio de amparo en 
defensa de los intereses patrimoniales del Estado, pero nunca cuando lo que 
pretendan defender sean otra clase de intereses. 

Ahora bien. el acto que se pretende combatir por esta via no afecta los 
derechos patrimoniales de la autoridad accionante del amparo. puesto que en el 
juicio de donde emana el mismo. ésta actúa provista de su jus imperio, esto es, en 
un plano de supra-subordinación. y no como sujeto de derechos tutelados por la 

' . 
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via civil Asi, en todo juicio contencioso administrativo. se ventilan conflictos de 
intereses entre Jos gobernados y las autondades. cuyos actos transgreden los 
derechos de los primeros. Por ello, una de Jas partes neccsanarnente tendrá el 
caractcr de autoridad, lo que en el ju1c10 de origen sucede con el aquí 1rnpetrantc 
de garantías 

El caractcr de autondad del promovenlc en el 1u1c10 de origen se advierte 
de sus propio hechos narrados. ya que en su escnto de dernanda •nanif1esta que 
acude en su carácter de not1f1cador adscrito a la Secrctíiria de Finanzas y 
Adm1rns1rac1ón del Estado, pues como tal fue den1andi.JdO en el JUICIO de origen 

Asi en tul procedirn1enlo defiende actos em1t1dos en función de sus 
facultades de 1n1pcno, siendo ellos los que se encuentran comprometidos. y no 
algún derecho patr ln"10mill del promovente 

En consecuenc1.:i de lo anterior. quien promueve esta mstanc1a. al resultar 
una autoridad dcrnandad.3 en el 1u1cro contencioso adm1n1strat1vo de ongen. no esta 
legitimado parn solrc1l<>r el an1paro on contro de actos derivados del mismo. pues 
no existe afectac16n iJlguna en su esfera patnrnomal, dado que la n1atena de ese 
proced1m1cnto son los actos que emite como autoridad soberana y no corno 
particular. 

Resulta lll1str<'...1t1va ,""l 1 o anterior la tesis de ¡urisprudcnc1a nún1ero Vil A T. 
J/34. sustent;:id.:i por el Tribunal Colcg1odo en Materias Adrnm1str<::Jt1va y de Trabajo 
del Sépt1n10 Circuito, publ1cnda en In Gaceta del Semanario .Jud1cral de la 
Federación, Octava Epoc<3. lomo BG-1. febrero de 1995, p.ógma 50, que dice 

''JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA AUTORIDAD 
DEMANDADA EN ESTE CARECE DE LEGITIMACION ACTIVA PARA EJERCER 
LA ACCION CONSTITUCIONAL EN CONTRA DE LA SENTENCIA 
PRONUNCIADA EN EL MISMO. S1 la promovente del ¡u1c10 de an1paro reclama la 
resoluc1on pronunc1ad.J en et 1u1c10 contenc1oso adrn1n1strat1vo. en el que le fue 
demandada In nulidad de actos que en11t10 en su carácter de 3utor1dad soberana, 
no se está en el c~so previsto por el articulo 9º de la Ley de Amparo. porque lo que 
pretende dicha que¡osa es que subsistan las determrnac1oncs que con el caracter 
111d1cado dictó, y b.nJo esa cond1crón no puede ser su1cto de v10IL1c1ón de garantias 
1nd1v1dua1es." 

As1n11smo. es aplicable por anatogia la tesis aislada sustentada por el 
Segundo Tribunal Colegmdo del Cuarto Circuito. publicada en Semanario Judicial 
de la Federación, Octava Época. tomo XI, marzo de 1993, pagina 212. cuyo rubro y 
texto a la literalidad señalan· 

"AMPARO IMPROCEDENTE. CUANDO LO ES PROMOVIDO POR LAS 
AUTORIDADES DEMANDADAS EN UN JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE NUEVO LEON. El JUICÍO de amparo se 
instituyó para salvaguardar las garantias individuales del gobernado. frente a los 
desvíos del poder público. pero excepcionalmente. según lo autoriza el articulo 9 
de la Ley de Arnparo, es perrn1s1blc a las personas morales of1c1ares que hagan uso 
de dicho n1ed10 extraord1nano de defensa. siempre y cuando el acto o ley que 
recia ni en afecte sus intereses patrimoniales. es decir, cuando no actúen provistas 
del jus 1mpcnum, sino en el mismo plano de un particular. supuesto que no se 
satisface en la especie. habida cuenta de que, si bien es verdad que las 
autoridades recurrentes cornparecreron al 1uic10 contencioso adm111istrat1vo a 
defender el acto que de las mismas se reclama. consistente en la omisión de 
resolver el cambio de uso de suelo de hab1tacional a comercial, también lo es que 
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tal 1n1ervenc1ón la llevaron n cabo con el car<icter de autoridades y no para 
defender derechos privados o patrimoniales de la entidad que representan. misma 
categoria de autondades que ostentaban cuando se produjo la om1s1ón 
controvertida. pues el acto que defienden no difiere del acto genuino de autoridad y 
la calidad de tal no se pcrd•o por el hecho de ser demandadas en el proced1rniento 
contenctoso De atli que no estón leg1t1madas para promover el JUlcio constituc1onal 
contra la sentencia ern1t1da por el Tribunal de lo Contencioso Adn"linistrativo del 
Estado de Nuevo León, pues sostener lo contrarm seria tanto como permitir que el 
poder público unpugnc-1ra un QCto del propio poder. siendo que únicamente puede 
hacer valer los medios ordinarios de defensa que establezca la ley de la n1atena." 

Por eso. s1 el pro1noventc en carácter de Not1f1cador de la Dirección 
General de F1scalrz<Jc1on adscrrto <"! la Coordmacrón Fiscal Dos dependiente de la 
Secrelana de Finanzas y Admrrnstrnc1ón del Estado de esta ciudad pretende por 
esta vin unpugnar la i1dn11s1on de un<::i demando en la via contenciosa en contra de 
sus propios nclos sober<1nos. result<1 entonces que lo que ocurra en aquel ¡u1c10 no 
afcctélra su~ u1lereses p.-:1trin1on1nles. lo que h<'lce 1n1procedente el amparo 
lrllClll<.JdO 

En este sentido. no es pos1l>lc conceder él los órganos del Estado el medio 
de clcfensa extraordmar10 de ¿in1paro en contra de los actos del mismo Estado. 
porque de lleg~r a tn1 extrenio se establecería una contienda entre los órganos de 
poder, lo cual va en contra de In naluraleza del 1u1c10 de garantías, y en esa virtud 
debe est1n1arse que existe la causa manifiesta. notoria e indudable de 
1n1procedenc1a. prev1stn en los ;::irt1culos 73 fracción XVIII en relación con el ar<3bigo 
9'. contrario scnsu. anll>os de In Ley Reglamentaria de los articules 103 y 107 de 
la Constitución 

Robustece lo anteriormente expuesto la tesis aislada sustentada por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito. publicada en el Semanario 
.Judicial de la F ederac16n. O clava Epoca.torno· X l. Enero de 1993. pagina 2 23, 
cuyo rubro y texto scñnlan 

"AMPARO IMPROCEDENTE. LAS AUTORIDADES TRIBUTARIAS 
CARECEN DE LA ACCIÓN DE AMPARO CUANDO FINCAN UN CREDITO 
FISCAL. S1 la Secretaria de Hacienda y Crédito Púbhco y la Administración Fiscal 
Federal. a traves de sus dependencias y en uso de sus atribuciones. emiten una 
resoluc1on fincando un cred1to fiscal a un particular. y éste promueve ante la sala 
fiscal regional iu1c10 de nulidad para combatirlo, dichas autoridades en su carácter 
de demandadas, no pueden acudir al Juicio de amparo para impugnar una 
resolución dictada dentro del proced1m1ento anulatorio, pues la acción 
conslltuc1onal esta reservadn para las personas fisicas o morales que se vean 
afectadas en sus derechos consagrados en las garantias individuales plasmadas 
en la Const1tuc1on de la República. y solo excepcionalmente las personas morales 
oficiales lo pueden hacer valer en el supuesto del artículo 9 de la Ley de Amparo. 
cuando el acto o la ley que reclamen afecte sus intereses patrimoniales. es decir. 
cuando no actúen provistas del JUS imperi. sino en el mismo plano de un particular. 
lo que no ocurre en el caso en que actúen corno autoridades fiscales. carácter que 
no pierden por el hecho de que su resolución sea objeto de un litigio en el que el 
contnbuyente discuta su legalidad y ellas sean parte demandada. 

Por todo lo anterior se impone. necesariamente. desechar de plano por su 
notoria. man1f1esta e indudable 1mprocedenc1a. la demanda de amparo promovida 

·-----.._ 
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por Alejandro Pércz PCrcz, en su caracter de Notificador de la Dirección 
General de Fiscalización adscrito a la Coordinación Fiscal Dos de esta ciudad 
dependiente de la Secretaria de Finanzas y Administración del Gobierno del 
Estado, contra actos de la Magistrada de la Segunda Sala Regional Acapulco del 
Tribunal Co11tenc1oso Adn1m1strat1vo del Estado de Guerrero. 

Notifíqucsc personalmente. 
Lo proveyó Joel Carranca ZUñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero, asistido por el Secretario quien autoriza. Doy fe.-

Razón En la misma fecha se registró la demanda en el libro de gobierno y 
se formó expediente respectivo Conste.· 

Anexo 34 

SECC. AMPARO 
MESA. DOS 
PRAL. 562/2002 
HQM"CEIS 

Cuenta. El quince de mayo de dos mil dos, el Secretario da cuenta al 
Juez con la demanda de garantias promovida por Rigoberto Popoca Soto en 
representación de Manuel De la Cruz. recibida en la oficialía de partes de este 
juzgado, con diez copias y siete anexos. Conste.-

Acapulco. Guerrero; quince de mayo de dos mil dos. 
Vista; tóngase por recibida la demanda de amparo promovida por 

R1goberto Popoca Soto en representación de Manuel De la Cruz, contra actos del 
Gobernador- del Estado de Guerrero. con residencia en Chilpancingo, y de otr-as 
autoridades: asi como de los anexos exh1b1dos 

Registresc en el libro de gobierno con el númer-o 562/2002, y fórmese 
expediente. 

Téngase como domicilio de la parte quejosa para recibir notificaciones, el 
señalado en el escnto de demanda; y por lo que respecta a José Antonio Lázaro 
Salgado y Sandra Chávez Herrera. personas a las que se pretende autorizar en 
términos amplios del articulo 27 de la Ley de Amparo, se acordara lo conducente 
una vez que hayan registrado su cédula profesional en el libro que para tal efecto 
se lleva en este Juzgado; mientras tanto, se les tiene únicamente como autorizados 
para recibir notificaciones e in1ponerse de los autos 

Ahora bien. teniendo en cuenta la obl1gac1ón establecida en el articulo 145 
de la Ley de Arnparo, que impone al Juez de Distrito examinar la demanda, para 
que en el evento de que encuentre un motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, la deseche de plano. sin suspender el acto reclamado. se procede 
a realrzar el anál1s1s respectivo. 
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En atención a ello. previo a efectuar el estudio correspondiente, se debe 
señalar que en el numeral en comento se dispone la taxativa consistente en que 
para desechar una demanda de amparo no basta con que el JUZgador haya 
encontrado un motivo de 1mprocedenc1a, sino que ademas. se requiere que dicha 
causa sea manifiesta e indudable 

En este sentido. a fin de explicar el concepto de .. motivo manifiesto e 
indudable de 1mprocedenc1a ... resulta aplicable la tesis de jurisprudencia l.60.C . 
.J/19, sustentada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Pnrner 
Circuito, visible en el Semana no Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena 
Epoca, Torno: X, S cpt1embrc de 1 999. pagina 7 30, cuyo rubro y texto a 1 a 1 etra 
establecen 

"DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. ALCANCE DE LA 
EXPRESIÓN "MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA". 
De lo dispuesto por el articulo 145 de la Ley de Amparo. se deduce que los 
motivos manifiestos e indudables de improcedencia que afecten a la 
demanda de garantías d cbcn s cr e videntes por si mismos. o s ca, q uc sin 
ulterior comprobación o demostración surjan a la vista haciendo inejercitable 
la acción de amparo. pues s1 se invocan en el auto desechatono de la demanda 
razones que puedan ser materia de debate. ya no se esta en presencia de los 
supuestos e x1g1dos por e 1 precepto c 1tado. dado que 1 os a dJet1vos "'manifiesto''. 
significa cl;;iro, evidente y el "indudable", a su vez indica cierto. seguro, que 
no pucdn dudarse, de nt1i, una adecuada interpretación del numeral en comento, 
se desprende que s1 In 1n1proccdenc1a de la acción const1tuc1onal que se intenta no 
es patente y clnra, esto es motivo suficiente para proveer sobre la adm1s1ón de la 
denianda. ya que Ja conclusión de desecham1ento es de estricta excepción debido 
a la idea del legislador de que las partes tengan amplia oportunidad de defensa en 
el 1u1c10. para que de esta manera puedan acreditar en la audiencia constitucional o 
antes de ella. s1 es o no fundada la causa de improcedencia. esto se debe a que la 
adm1s1on de la demanda. no 1mp1de al Juez un pronunciamiento a este respecto 
con posterioridad .. 

Es decir. que los lineamientos que rigen el desechamiento de una 
dernanda son· 

a) Que debe encontrarse un motivo de improcedencia del juicio 
const1tucional. 

b) Tal motivo debe ser manifiesto. es decir, advertirse en forma patente y 
absolutamente clara de la lectura del libelo; y, 

c) También debe ser indudable, lo cual resulta de la certidumbre y plena 
convicción de que la causa de improcedencia de que se trata es operante en el 
caso concreto. 

Pues bien. una vez sentado lo precedente y después de un análisis integral 
al escrito de demanda. este Juzgador advierte un motivo de 1mprocedenc1a que 
reúne las diversas caracterist1cas exigibles para el desechamiento de una 
demanda de amparo. es decir. es manifiesto e indudable. lo cual inexorablemente 
conduce a actuar en consecuencia y por ende. desechar la demanda planteada. 

Efectivamente. la causa de improcedencia que se configura en la especie 
es la prevista en la fracción XII del articulo 73 de la Ley de Amparo. ya que a 
criterio de este juzgador, los actos que se reclaman fueron consentidos 

----·---~-
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técilamente, toda vez que no se combatieron dentro de los términos previstos en el 
citado ordenamiento legal. 

Para demostrar lo antenor, por cuestión de técnica expositiva, es menester 
mencionar lo contenido en el dispos1t1vo en cita, el cual, en lo que para este estudio 
interesa. es del tenor siguiente· 

ºArtículo 73. El ¡u1c10 de amparo es improcedente:( ... ) 
XII Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales 

aquellas contra Jos que na se promueva el juicio de amparo dentro de los 
térnrinos que se seiia/an en los articulas 21, 22 y 218. •• 

De acuerdo con la transcripción realtzada. se entiende que el gobernado 
consiente el acto de autoridad cuilndo no pron1ueve oportunamente en su contra la 
acc1on de arnparo. resultando 1n1procedcnte el ju1c10 que en todo caso se 
interponga una vez que fenecieron los plazos reconocidos por la ley para intentarlo 

At1ora bien. la interpretación de la citada fraccrón XII del articulo 73 de la 
ley de la rnatena. como se ha visto se con1plemcnl<'l con lo serlalado en el articulo 
21 del propio ordcn<'._-un1cnto, que flJél el pl<1?0 o t6rrn1no genérico para la promoción 
de la demanda de g<:irant1as 

En consecuencia. es datJlc precisar que cuando una persona sufre una 
afectación en su esfera ¡urid1ca mul1vad~ por un delo de autoridad susceptible de 
impugnarse vía ¡u1c10 de amparo. y deja lr:inscurnr et plazo para c¡erc1lar la acción 
respectiva previsto en la propia ley reglamentaria de los articulas 1 03 y 107 
conslltuc1onales, tal conducta se tiene como man1fcstac1ón de conform1dad con la 
n1cnc1onada actuac1ón les1va de sus dcrcct1os 

Sobre este aspecto, es de citar el entena sustentado en la tesis de 
1unsprudenc1a del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia C1v1I del Primer Circuito, 
consultable en el Semanario Jud1c1~1 de la Federación. Octava Epoca. tomo IX­
Jumo, página 364. que establece 

""CONSENTIMIENTO TÁCITO O EL ACTOR ECLAMADO EN AMPARO. 
ELEMENTOS PARA PRESUMIRLO. Atento a lo dispuesto en el artículo 73, 
fracción XII. de la Ley de Amparo. el 1u1cro const1tuc1onal es improcedente contra 
actos consentidos 1.:ic1tan1cnte. rcput<1ndo con10 toles los no reclamados dentro de 
los plazos estublec1dos en los a1 t1culos 21. 22 y 218 de ese ordenamiento. excepto 
en los casos consignados expresan1ente en materia de amparo contra leyes. Esta 
norrnn ¡urid1ca tiene su expllcac1ón y su funda1nento racional en esta presunción 
hurnana. cuando una persona sufre una afectación con un acto de autoridad y 
tiene la posibilidad legal de impugnar ese acto en el juicio de amparo dentro 
de un plazo perentorio determinado, y no obstante deja pasar el término sin 
presentar la demanda esta conducta en tales circunstancias revela 
conformidad con el acto En el ámbrto y para los efectos del amparo, el 
razonamiento contiene los hechos conocidos siguientes: a) Un acto de autoridad; 
b) Una persona afectada por tal acto: e) La pos1b1l1dad legal para dicha persona de 
promover el Juicio de amparo contra el acto en mención~ d) El establecirniento en la 
ley de un plazo perentorio para el e¡erc1c10 de la acción; y e) El transcurso de ese 
lapso sin haberse presentado ta demanda. Todos estos elementos deben concurrir 
necesariamente para la validez de la presunción. pues la falta de alguno impide la 
reunión de lo indispensable para estimar el hecho desconocido como una 
consecuencia lógica y natural de los hechos conocidos. Así, ante la inexistencia del 
acto de autoridad faltaría et ob¡eto sobre el cual pudiera recaer la acción de 
consent1rn1ento; s1 no hubiera una persona afectada faltaría el sujeto de la acción; 



314 

sí la ley no conriere la posibilidad de ocurrir en demanda de la justicia federal. la 
omisión de tal demanda no puede servir de base para estimar la conformidad del 
afectado con el acto de autoridad, en tnnto no pueda encausar su 1nconform1dad 
por ese medio; y si la ley no fija un plazo perentorio para deducir la acción de 
amparo o habiéndolo f1¡ado éste no ha transcurrido. la no presentación de la 
demanda no puede revelar con certeza y claridad la aquiescencia del acto de 
autoridad en su conlerndo y consecuencms, al subsistir la pos1b1lldad de entablar la 
contienda" 

De est<J forn1i1. antes de ser'lal<:lr las circunst<Otncias que en el caso 
actualizan la causa de 1n1proccdenc1a aludida, se debe atender a lo que dispone la 
lcg1slac16n de amparo en cuanto a los lérn11nos para la interposición de la demanda 
que da origen ol Juicio de garnntias. para nsi estar en cond1c1ones de concluir s1 en 
el caso éstos se respetaron 

Señala el articulo 21 de la Ley de Amparo. que la demanda debera 
interponerse dentro de los quince dias siguientes al en que haya surtido efectos, 
conformen la ley del acto, la not1f1cac1ón al queioso de la resolución o acuerdo que 
reclame. o dentro de los quince dias siguientes al en que hava tenido 
conocimiento de ellos o de su ejecución. o al en que se hubiese ostentado 
sabedor de los mismos 

At-,ora bien. el acc1onantc de amparo en el prescnle 1u1c10 de garantias. 
1n1pugna. con10 actos rcclarnéldos. las órdenes de detenc1on y desposes1on de dos 
vehículos automolores. y diversos objetos. los cuales detalla en su escrito de 
den1anda Dichos n1éH1dan1uJntos. los refiere corno una consecuencia directa a la 
e¡ecuc1on de la orden de a prehcns1ón g 1rada en contra del que1oso. por e 1 Juez 
Sexto de Prrn1crél Instancia en 1\.1<'..ltcna Penal del D1str1to Jud1cml de Tabares. por et 
delito de secuestro en agr;iv10 de Dagoberto Esp1110 Zúrl1ga 

En esta tcs1turn. el pron1ovcntc rn<'.:1n1festó. baio protesta de decir verdad. 
que fue apret1end1do con motivo de la referida orden de aprehensión, el dia 
d1ec1s1ete de d1c1en1bre del ario próxuno pnsado. y en esa misma fecha le fueron 
detenidos y despojados los bienes ya precisados; siendo puesto a disposición del 
Juez Sexto de Primera Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de Tabares, 
el dia d1ec1nueve del n11smo mes y año. 

As1m1smo. se menciona que el representante legal del promovente. 
compareció ante el Agente del Ministerio Público del Fuero Común de Coyuca de 
Benitez. Guerrero. el dia d1cc1sé1s de enero del presente año. con el objeto de 
solicitar In devolución de los bienes antedichos: e incluso le volvió a formular esta 
pet1c1on por escrito. el dia veintitrés de enero de dos mil dos. 

De lo vertido hasta ahorn. se desprende con toda claridad, que el 
pet1c1onario de garantías tuvo conocimiento de los mandatos que ahora reclama. 
desde la fecha en que le fueron ejecutados. esto es. el diecisiete de diciembre de 
dos mil uno, pues corno lo expresó el propio promovente. tales mandatos son 
consecuencia directa de la orden de aprehensión e1ecutada; y en caso de no 
haberse hecho sabedor de los n11smos en esa fecha. de las manifestaciones 
vertrdas en su escrito de demanda. se advierte que supo de la existencia de dichas 
órdenes, a través de su representante legal. al haber comparecido éste ante el 
Agente del M1n1stcrio PUbllco responsable antedicho. los días dieciséis y veintitrés 
de enero del presente año, a soltcltar la devolución de los bienes antedichos, 
mamfesté3ndolo bajo protesta de decír verdad dentro de un capitulo de 
antecedentes mserto en su escrito de demanda 
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Asi, en términos de lo dispuesto por los aniculos 95. 96 y 200 del Código 
Fcdcrul de Proced11111cnlos C1v1lcs de apllcac1on supletoria a la Ley de Amparo, 
tales manifestaciones del demandante, se consideran como una confesión expresa 
con valor de prueba plena. toda vez que las efectúa bajo protesta de decir 
verdad. revistiendo de esta manera mayor formalidad 

En la especie. resulta aplicable la tesis del Tribunal Colegiado del Décimo 
Tercer Circuito. publicada en el Semanario Jud1crnl de la Federación. Octava 
E.poca. Tomo 11. Segunda Parte-1. Julto a D1c1cmbre de 1988. página 92, que es 
del rubro y texto s1gu1ente· 

''AMPARO, TERMINO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL. 
CONOCIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO. S1 el quc1oso n-1anifiesta en su 
gemanda de garantías en guó fecha tuvo conoc1m1cnto del acto reclamado tal 
rnan1festac1ón constituye una confesión que hace prueba plcnn de conformidad con 
ro d1spucs10 por los articulas 199 y 200 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de apl1cLJc1on supletoria en el JUICIO de arnparo. por lo que a partir de esa 
fecha dct"Jc ll<lccrse el con1puto <Jcl térn11no que senala el articulo ?.1 de la Ley 
Reglamentaria ele los Articulas 103 y 107 de lc.1 Const1tuc1ón Federal." 

No posa 1nadvert1do para este 1uzgador. que las ordenes combatidas 
derivan de un proced1m1ento penal. sin cmbé'lr{'lo. to:-il circunstancia no s1grnf1ca que 
para con1bat1rlns. se tenga que efectuar una excepc1on al plazo genérico que 
establece el articulo 21 de la Ley de Amparo. esto es, atender los plazos 
establecidos por los articulas 22 y 21 8 del rn1sn10 ordcnan11cnto legnl. pues no se 
surten las condiciones previstas en los ni1srnos, y evidentemente. los actos 
reclamados afectan únicamente los derechos patrimoniales del promoventc. 
y no se vinculan con aquellos restrictivos de su libertad, para los cuales no 
existe plazo determinado. 

En este sentido, no es posible desvincular Ja orden de aprehensión ya 
e1ecutada, con los m3ndatos ahora rcclnmados. En tal tes1turo. es aplicable en lo 
conducente a 1 o a ntenor. 1 a t cs1s numero 11.1 o.P .39 P. sustentada par e 1 Primer 
Tribunal Coleg1ndo en Materia Penal del Segundo Circuito, publicada en el 
Scn1anar10 Jud1c1al de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo: VII, Abril 
de 1998. póg1na 722. que es del rubro y tenor siguiente 

"AMPARO, IMPROCEDENCIA DEL. CUANDO SE SEÑALA COMO 
ACTO RECLAMADO LA ORDEN DE IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DEL 
ACUSADO, PERO NO EL AUTO DE SUJECIÓN A PROCESO DEL QUE DERIVÓ 
DICHA ORDEN. Sr el que1oso señala como acto reclamado la orden de 
1dent1f1cac1ón adm1mstrat1va íflcho s1gnalética> em1t1da dentro del auto de sujeción a 
proceso sin que dicho auto haya sido señalado como acto reclamado en la 
demdnda de garantias resulta clara la concurrenc1d del motivo de improcedencia 
que contempla la fracción XVIII del articulo 73 de la Ley de Arnparo, toda vez que 
el acto impugnado es derivado de otro consentido, ya que no se interpuso el 1u1cio 
de garanlias en contra del auto de sujeción a proceso, que es donde se ordena la 
1dent1ficac1ón. fa cual es una consecuencia inrncd1ota y directa de aquél y, por 
ende, el Juez de amparo debió concluir que era improcedente el amparo.~ 

Por ello. el cómputo del plazo que rige a la especie debe ser el genérico; 
es decir. de quince días siguientes a aquel al en que haya tenido 
conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que se hubiese ostentado 
sabedor de los mismos; corriendo evidentemente en exceso el termino 
establecido para la interposición de la presente demanda de amparo. 
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Por tanto. de conformidad con los criterios invocados, asi corno los 
argumentos vertidos. es válido concluir que la causa de 1mproccdenc1a advertida 
se surte de una fonna rnamf1esta e indudable. toda vez que el acto de auto..-idad 
que afecta al promovcnte pudo haber sido impugnado dentro del plazo de 
ley En consecuenc1a, debe considerarse como una conducta consentida 
tácitamente 

Como ya se sennlo, aun cuando existen excepciones ar plazo genérico de 
quince dias con que se cuenta para intentar la acción de amparo, en el caso que 
nos ocupa no se surte ninguna de ellas. m s1qu1era por cuestiones de residencia, 
esto en relación con la frncc1on 111 del articulo 22 de la Ley de Amparo. puesto que 
del propio esenio rr11c1al de demonda se advierte que el pron1oventc se encuentra 
recluido en el Centro de Readuptac1ón Social de esta ciudad 

Por todas l<ls razones aquí expuestas, este JUZgzidor concluye que lo 
procedente es desechar la demanda, ello es asi, pues tom<:indo como referencia 
la fecha en que se hizo sabedor de los actos reclamados. la cual, aun y cuando se 
considerase li.1 ultm1n de lns fechas proporcionadas por el promoventc. esto es el 
veintitrés de enero del presente ano. es evidente que se consintieron tac1tamente 
los actos que se tildan de 1nconst1tucionales. corriendo en exceso el termino 
establecido para la mlerpos1c1ón de1 1u1c10 de amparo 

Por todo lo expuesto, debe concluirse que analrzado el escrito de petición 
c1c arnparo. se advierte su rnan1f1esta e indudable 1rnprocedenc1a. prevista 
exactamente por el LJ.rticulo 73. fracc1on XII. de la Ley de Amparo, n1ot1vo por el 
cual se desecha de plano la demanda de garantias. 

Notifiquese personalmente. 
Lo proveyó Joel Carranca Zúñiga, Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero. as1st1do por el Secretano que autonza. Doy fe. 

Razón. En la misma fecha se registró la demanda en libro de gobierno de 
este 1uzgado y se formó exped1ente. Conste.-

Anexo 35 

SECC.AMPARO 
MESA. DOS 
PRAL 642/2002 
HQM"CEIS 

Cuenta. El diez de junio de dos mil dos. el Secretario da cuenta al Juez 
con la demanda promovida por Rosario Olmedo Gabriel en representación de 
Lineas Unidas del Sur México Cuernavaca Acapulco y Anexas Flecha Roja. 
sociedad anónima de capital variable, y Transportes Gacela. sociedad 
anónima de capital variable, recibida en la oficialia de partes de este Juzgado de 
Distrito con seis copias, y tres anexos; y con las copias certificadas de los autos del 
juicio de amparo 591/2002, radicado en este juzgado federal. Conste 
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Acapulco. Guerrero; diez de junio de dos mil dos. 
Vista: téngase por recibida ta demanda de amparo promovida por Resano 

Olmedo Gabriel en representación de Lineas Unidas del Sur Móxico Cucrnavaca 
Acapulco y Anexas Flecha Roja, sociedad anónima de capital variable, y 
Transportes Gacela, sociedad anónima de capital variable, contra actos de la 
Junta Local de Conciliación y Arbitraje. con residencia en esta ciudad; asi corno 
de los anexos exhibidos. y la copia cert1f1cada de los autos del 1u1c10 de amparo 
591/2002, radicado en este Juzgado federal 

Regístrese en el libro de gobierno con el número 642/2002. y fórmese 
expediente 

At1ora bien. ten1cndo en cuenta la obl1gación establecida en el articulo 145 
de la Ley de Amparo. que 1rnpone al .Juez de 01stnto examinar la demanda, para 
que en el evento de que encuentre un rnot1vo man1f1esto e indudable de 
1mprocedenc1él, la desect1c de plano, sin suspender el acto reckln1udo. se procede 
a realrzar el anól1sis respectivo 

En atenc1on a ello, previo a efectuar el estucho correspond1cntc. se debe 
scña1élr que en el nun1cral en co111cnto se dispone la taxnt1va consistente en que 
pora desechar un;::i dc111<1nda de an1paro no basto con que el iuzgador haya 
cncontr;::ido un n1ot1vo cJe 1n1proccdenc1a. sino que 3dc111<)S. se requu:::rc que dicha 
causa sea n1ar11f1csta e indudable 

En este sentido. él f111 de explicor el concepto de .. rnot1vo rnanif1esto e 
indudable de 1rnproccdcnc1a". resulta apltcnble la tesis de 1unsprudenc1a l.60.C. 
J/19. sustcnléH1o por el Sexto Tnbunal Coleg13do en Matcna C1v1I dc1 Pnmcr 
C1rcu1to. v1s1t:>lc en el S cn1anario .Jud1c1al de 18 Fedcrac1on y su Gaceta, Novena 
Época.Tomo X. S cpt1crnbrc de 1 999. pilg1na 7 30. cuyo r ut.Jro y texto a 1a1 etra 
establecen 

"DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. ALCANCE DE LA 
EXPRESIÓN "MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA". 
De lo dispuesto por el articulo 145 de la Ley de Amparo. se deduce que los 
motivos manifiestos e indudables de improcedencia que afecten a la 
demanda de garantías deben ser e videntes par si mismos, o sea, que sin 
ulterior comprobación o demostración surjan a la vista haciendo inejcrcitable 
la acción de amparo. pues si se invocan en el auto dcscchatono de la demanda 
razones que puedan ser materia de debate, ya no se está en presencia de los 
supueslos e x1g1dos par e 1 precepto e 1tado, dado que 1 os a d1et1vos "manifiesto"". 
significa claro, evidente y el "indudable", a su vez indica cierto, seguro, que 
no puede dudarse. de ahí, una ndccuada interpretación del numeral en comento, 
se desprende que s1 In 1mproccdcnc1a de l¿J acción const1tuc1onal que se intenta no 
es patente y clara. esto es motivo suf1c1entc para proveer sobre la admisión de la 
demanda, ya que la conclusión de desecham1ento es de cstncta excepción debido 
a la idea del legislador de que las partes tengan amplia oporturndad de defensa en 
el 1u1cro. para que de esta n1ancra puedan acreditar en fa audiencia constitucional o 
antes de ella. s1 es o no fundada la causa de 1rnprocedencia. esto se debe a que la 
admisión de la demanda, no impide al .Juez un pronunc1arn1ento a este respecto 
con postenorrdad." 

Es decir. que los lineamientos que rigen el desechamiento de una 
dernanda son· 

-------....... 
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a) Que debe encontrarse un motivo de improcedencia del juicio 
constituc1onal: 

b) Tal motivo debe ser manifiesto. es decir, advertirse en forma patente y 
absolutamente clara de la lectura del libelo; y, 

e) También debe ser indudable, lo cual resulta de la certidumbre y plena 
conv1ccron de que lél cciusa de improcedencia de que se trata es operante en el 
caso concreto 

Pues bien. uné:3 vez sentado lo precedente y después de un ana11s1s integral 
al escrito de demanda. este Juzgador advierte un motivo de 1mproccdenc1a que 
reüne las diversas c~raclcrísllcas exigibles para el desecharn1ento de una 
demanda de amparo, es decir. es rnan1f1esto e indudable, lo cual inexorablemente 
conduce a actuar en consecuencia y por ende. desechar la demanda planteada 

Lo relot1vo al 111ot1vo o causa de 1mprocedencra del iu1c10 const1tuc1onal no 
requiere m.<iyor expl1c;-1c1on. lo n1a111f1csto se da cuando el motivo de 1mprocedenc1a 
se a dv1crte en f orrn:1 patente y a bsolutaniente e tara de 1 a 1 ectura del l 1belo. y 1 o 
mdudable result3 cJe que se tengél la certidumbre y plena conv1cc1on de que la 
causa de 1n1proccdenc1a de que se trate es operante en el caso concreto. de tal 
modo que aun en el supuesto de que se adm1t1era la demanda y se substanciara el 
proccdrm1cnto. no podr<'i el JUeZ formarse una conv1cc1ón distinta. 
indcpcnd1cntemcntc de los elementos que eventualmente pudieran allegar las 
partes 

Asi las cosas. del an811s1s efectuado por este organo Junsd1cc1onat a la 
demanda de garantias presentada por las promoventes. es posible apreciar que los 
actos que en dicho ocurso se reclarnan consisten fundamentalmente en las 
consecuencias que se dcnvan del desconoc1m1ento de la personalidad de los 
representantes de las sociedades anónimas de capital variable antedichas. dentro 
del 1u1c10 laboral 164912001. ello es asi. pues de lo manifestado en el escnto de 
den1anda que se provee. se advierte que la autondad que se señaló como 
responsable. no te pcrn11t1ó a dichos representantes hacer uso de la voz. ofrecer 
las pruebas ni ObJet~H las ofrecidas por la contraparte dentro de la aud1enc1a 
relatrva a la contestación de las ampl1ac1ones. mod1ficac1ones y prec1s1ones que 
realizo el actor en aquel 1wc10 de ongen precisamente por estimar la responsable 
que no tiene acreditada su representación legal; en tales cond1crones. como a 
continuación se explicara. opera Ja causal de improcedencia prevista en el articulo 
73. fracción 111. de la Ley de Amparo. que establece lo siguiente: 

""Articulo 73. El 1wc10 de arnparo es in1procedente: 
( .. .) 
111. Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo 

que se encuentre pendiente de resolución. va sea en primera o única 
instancia. o en revisión. promovido por el mismo quejoso. contra las mismas 
autoridades y por el propio acto reclamado. aunque las violaciones 
constitucionales sean diversas ... 

Una vez advertida la causal de improcedencia que opera indefectiblemente 
en el caso, conocida en el .élmb1to procesal como litispendencia, es adecuado 
explicar lo que se entiende por dicha figura; asi las cosas, litispendencia deriva de 
la conjugación de dos vocablos latinos que son lit1gium y pendeo. es decir 
et1mológ1carnente significa la existencia de un pleito pendiente de resolver. 

,._ ---:- CON 

~:··_: __ \ =:~ OliGEN 
--~--·-·--------- --- ........ 
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Cabe ahora realizar una breve explicación para entender los efectos y la 
telcologié1 que persiguió el legislador con la 1nstaurac1ón do dicha causal prevista 
en la Ley Reglamentan.o de Jos articulas 1 03 y 1 07 const1tuc1onalcs 

De acuerdo a la doctrin<:i procesal, la figura de la l1t1spcndencia refiere que 
un llt1g10 esté en vida, es decir. eslá pendiente de resolverse y se entenderá 
terminado una vez que exista cosa Juzgada, en otras palabras. en el momento en 
que cause eiecutona la sentenc13 que resuelva el 1u1cio, esta figura ha sido 
estudiada desde dos puntos de vista como excepción y corno presupuesto procesal 
y tiene con10 finalidad que se guarde la unidad del proceso, que se cumpla con el 
pnnc1p10 de econornia procesal que debe imperar en todo 1u1c10 y. sin duda la más 
importante de estas finalidades es evitar que se pronuncien sentencias 
contradictorias en p recesos iniciados par 1 as m ismas partes. por el mismo 
ob1eto y que busquen la misma pretensión 

Cabe aclarar que la figura de l1t1spendenc1a puede surt1rse en dos 
rnon1entos 

Primero: Anles del dictado de la sentencia en el primer 1u1c10 
Segundo: Aun cu ando ya se haya d 1ctado s en1enc1a en e 1 p nmer Juicio, 

s1en1pre que no haya causado e1ecutor1a antes de la 1n1c1ac1ón del segundo. 
Cuando se configura esta excepción en un proceso produce la 

extinción del n1isn10, subsistiendo el prin1cro; sin etTJbargo, para el 
surgin1icnto de esta rigura procesal es necesario que se coltTJen varios 
cxtrc1nos, 111ejor conocidos con10 identidad de los elen1entos del litigio, es 
decir, se refiere a Ja igualdad de los sujetos, el objeto y la pretensión en dos 
juicios. 

Esta 1gunldad de elementos que se debe de dar entre los dos ju1c1os de 
amparo promovidos debe ser sólo de carácter formal. pues tanto de la ley de la 
rnntena con10 tos entenas sustentados por tos tribunales del Poder Jud1c1al de la 
Federación. md1can que para que se configure la causal de 1mprocedenc1a en 
comento no es necesario que las v1olac1ones const1tuc1onales reclarnadas en los 
dos amparos sean 1dcnt1cas 

Es ilustrativa la tesis número XIX.2o.12 K, del Segundo Tribunal 
Colegiado del Décin10 Noveno Circuito, visible en e/ Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, tomo JI/, enero de 1996, Novena Época, página 312, 
que es del tenor literal siguiente: 

.. LITISPENDENCIA EN MATERIA DE AMPARO. Por imperativo de la 
fracción 111, del articulo 73, de la Ley Reglamentaria de los Articulas 103 y 107 
Const1tuc1onales. debe entenderse que la litispendencia en materia de amparo 
es formal y no matenal; de ahi, que resulta irrelevante el hecho de que en las 
demandas de amparo se pudieran haber planteado violaciones 
constitucionales diferentes. ya que ello no impide la configuración de ta 
causal de improcedencia prevista en ta fracción y precepto inicialmente 
citados. la cual sólo an1cnta. la valoración de la identidad de los elementos 
formales quejoso, acto reclamado y autoridad responsable." 

De lodo lo expresado con antelación se desprende que para que se 
actualice la hipótesis en comento: 

a) La ley o el acto que se reclama debe ser materia de otro juicio 
de arnparo. 

b) El primer juicio debe estar pendiente de resolver en primera 
o única instancia o en revisión. 
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e) Se (Jebe d<"lr In tnplc 1dcnt1dad de elcnH'!rilos quc1oso. 
autoridades responsables y acto rccla111ado. 

Luego entonces par.-1 que se cntiend<:tn clur~nncntc lzis razones concretas 
por las que este juzgador considera procedente dcscctlar k1 dernanda instaurada 
ante esta 1nstonc1a federal. resulta ncccsano precisar Jns cons1derac1ones que se 
tienen en cuentn y que se expondritn en scgu1du. 

A efecto de cornprcndc~r l;:i rn:Jlcnul1z<3c1ón de l¿is l11pótcs1s nori11.::Jt1vLls en el 
cnso concreto. rncrece nH..'nc1ontH Jo narrado en el capitulo dest1naclo ~ los hechos 
dentro <JP.1 llhr.lo dP dr.·n1;1nd:J. dr_..1 r:unl ~~<..' d1..'sprcndc r¡uc l.:.1~. prornovcntcs acuden 
al presente ;unp.:iro. rt>cJ;11n:inUo que Jo o.utor1d;1d resporisabh! no les pcrn11t1ó 
con1p<Jrcc0r df!nlro dt!I Jt11c1n l..ihnr<-JI 1G40/2001. pues no tun1;:1n reconoc1da la 
pcrson:-it1c1ad dt! sus í!!pr1!~-.r_•n1;1ntcs ante l!l1;1 po:..ira LJctu;ir en la aud1enc1;:-i de 
contcst;ir::1ón tlp ;1n1pllc1r;1orH!S. n1od1f1cac1ones y prcc1s1ories que el octur en el ¡u1c10 
natur:-il recill/o ;:1 1Jnn ele: lo'., tiecho'.:-. vertidos un su escrito 1ri1c1;il de dcn1ondu 
1.-'."lbOr<"ll. ;:1s1rn1-•rno. r11.-1n1f1t;»l<ir~ ~J<1¡n protes!<.t de duc1r v1!rd<.1cl. que con anterioridad 
;:_11 íJre~;.t!/lll; /llll:1n. pí!Hl\IJ\/l•;ftH1 tJrl tllVf!íSO jlJICIO Clí! ~FH<lllll.JS un cuntr;i dP la 
scntcncrn 1ntt•rtoc:1llori;i r;11t; rt:·,ol·.'10 !o rt:l.it1vo il 1.:1 per~or1<-1l1cj.:1d ele sus 
rcprescnt;:1ri!f..'s. y qtH: por r;1.·u11 d•..' turno. tuco conocer ;:_1 este 1111srno J uL~J<JClor. 

rarl1c.•ndo 1<"11 den1;1nd;i i--n e: t;;.<;1f.•rl1r~nte ntirnero 591/2002, lo c11;11 puccJe ser 
cnrrohnr;ido < nn Li~-. cnpr.1•, c1•1!1fir:.irl;i<., rtt: l,i r:111;11t;:1 ~;.t;c1pt;tr1.-if qLu: s<: ;i~-irt:~J<:Hon a 
este 1 ~xpnc11t:nh · 

J\t1ur.:i IHen. f_>I\ t:l prirnl!r ¡u1c10 du dtnparo que élUll se trarn1t~1 en este 
ór~21no 1unsr11r.c:1on;1I, pi ;:1c:to recl.:)rn;-1do se hoce consistir prcclSéHlH;nte en lél 
rcsoluc1on 1.!n11t1d<1 por 1.-1 re~ponsublc rncd1<"1nl1~ la 1nterlocutoria en que no 
reconoc10 !.1 pcrson<""Jl1dc-1d ~l In~ representantes de l<::1s prornoventcs, d1ct10 acto, 
ev1dcnten1entc ticfl(~ una re!ac1on estrecha con lo qtJC ¿_ihora se pretende rccl0n1ar. 

En efecto. en el ¡u1c10 que nos ocu¡-i<:J. lo conductzi 1n1pugnuda resulta ser 
1Jn;:-1 cnn~.0c:t10nc1<1 d1rt!Clél rli_•! .--icto r>rinicrarncnte con1bat1do en el diverso an1paro. 
pues <'!! t1;-1t1crsnles df!SConor:1dn 1;1 pcrson<ll1dc1d a los rcprescnt;:1ntes lc~¡;1lcs de los 
pcrson;:_1s rTlor-;iles yu 11ir:ric•on;:_1dos, es inconcuso que en las posteriores 
iJctuncrones. d1cll<"1 c1rcunstaric1a 11;:-ibr<i de prev<:llcccr. teniendo en ct1cnt<'I que no 
es íJOS1b1e s.t.zspcndP.r c-1 1u1c10 cld que ern.:in3n los actos con1t)i.Jl1dos 

As1. ;:_1nte la rul;-1c1on Pstreclla entre e! prirncr <lCto y el que ahora se 
recl<lm.i. t:r1 ~,u c;1:;0. l.i · ... i :c:urH;;j p.:::ira 1rnpuynu1 est<.J ultnn<J conducta. pudiese 
hélbcr s 1clo ! ;¡ ~1 n1pl1ac1óri de 1 ;:-1 d ernand;:i del J u1c10 de u rnparo 5 91/2002. y no la 
prornocron de In n11cv.--1 1ns!éHlc1;-1 que ~e 1ntentu, pues 1ndefcct1blen1cntc lo resuelto 
•..!n t:I pnrnero ele los ¡u1c1os ele ~J<Jr<:inti<:1s, habr;:J de mod1f1c<Jr e incluso extinguir lo 
que se pl:-inle.i en cst.:J den1c-1nda de garantías. y de dar entr ad<=i a la 1n1srnzi. se 
podrr;-1 lleq,ll .1l 1~;._!rer110 de •!rTl1t1r :..,c~ntenct.:)s cunt1<.1dicton<Js 

L¡; nntu11or us asi. en virtud de que, unu vcL que se resuelva Jo conducente 
en el JUICIO de Daranli<Js SQ1 ·:?002. respecto de la conducta 1rnpugnad<:1 consistente 
en la reso1ucion 1nlerloct1tor1.:_i l.Jue tuvo por no reconoc1dél la personéll1dad de los 
representantes de las personus 1norolcs denorrnnüdas. Líneas Unidas del Sur 
México Cucrnavaca Acapulco y Anexas Flecha Roja, y Transportes Gacela, 
ambas sociedades anónimas de capital variable, de ser amparadora la 
sentencia de fondo que se pronuncie. las consecuencias que se hayan derivado de 
tal a eta, e amo 1oese1 que a qui se combate, c ons1stente en 1 ar esolucrón de la 
autoridad responsable en no permitir a los representantes de las personas rnoralcs 
antedichas hacer uso de la voz. ofrecer las pru{°as...n.Lo.bj.cJQL.19.~-+~~~r_d_<3s +P-~~--la 

t - - - :''J -,,,u ¡ 
Lff~j_j~ D~~_QÍÚ~ 
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contraparte dentro de la audiencia relativa a la contestación de las ampliaciones, 
mod1f1cac1ones y prcc1s1ones del actor en el juicio de ongen. habrá de seguir la 
misma suerte. 

En caso contrario. de admitir esta demanda. se podria correr el nesgo de 
que se analice la personalidad en los dos 1uic1os de amparo. que finalmente es el 
acto dentro ele 1u1c10 contra lo que procede el JUICIO b1111stanc1al. e incluso podria 
co1nete1 so el error de que en el pnrncr amparo se ordenara a la responsable 
reconocer el carácter con el que se ostentan los representantes de las sociedades 
anónirn;:JS de cnp1tal variable de ménto. y en el segundo, confirmar el 
desconoc1rn1cnlo que la responsable realiza sobre dicha personalidad 

De lo ru1tes expuesto este 1uzgador llega a la conclus1on de que lo a qui 
cornbat1clo. verso prop1a1nente sobre la resolución de la <'lUlor1dad responsable. 
Junta Local de Concll1ac1on y Arb1tra¡e, respecto de la pcrsonnlldad de los 
representantes de las personas morares citadas. incluyendo sus consecuencias. y 
en este rnon1ento se encuentra pendiente de analizar la const1tuc1onalldad de !DI 
acto en el JU1c10 de arnpDro 59112002 rad1c<3do en este organo 1urisd1cc1onal 

Ahora. par;i abundar un poco más en el asunto y con la finalidad de 
explicar cómo se colrnan cada uno de los extremos que se deben reunir para poder 
concluir que cfcct1vó'.lrncnte se cstó ante la prescnc1n de la h1pótes1s establecida en 
la frncc1on 111. del nré'!b1go 73 de la Ley Reglamentarin de los <irticulos 103 y 107 
Const1tuc1onales se lineen las cons1dcrac1ones s1gu1cntes 

Que la ley o el acto que se reclama sea materia de otro juicio de 
amparo. Este punto se encuentra plenamente acreditado pues como se apuntó 
antenorrnente, el acto reclnmndo es la resolución de la autoridad responsable 
sobre lo pcrsun<il1dnd de los representantes de l3s person<ts morales referidas. 
incluyendo sus consecuencias. y que fundamentalmente las conductas que aqui se 
cornbciten son consccucncin de aquella; ello es asi toda vez que s1 bien es cierto el 
prornovente scñdJa corno a etas reclamodos los acuerdos de v emte de mayo del 
presente año drctados en In ~ud1enc1a de contestación a la an1pl1ac1ón de la 
dernanda del actor en 1u1c10 natural. dado que no se les perm1t10 a los 
representantes de las pro1noventes actuar en dicha d1l1genc1a por no tener 
reconocido su personalidad. es de concluirse que tales actos son precisamente las 
consecuencias de dicho desconoc1m1ento. el cual se encuentra pendiente de 
analizar en el diverso ¡u1c10 de amparo 591/2002. 

Que e 1 primer juicio e stó pendiente de resolver en primera o única 
instancia o en revisión. Este requ1s1to también se colma por lo expresado por la 
parte prornovente en el sentido de la existencia de un ju1c10 de amparo anterior al 
que nos ocupa, lo que resulta inconcuso con las copias certificadas del mult1citado 
JUICIO 591/2002, mismo que aun se encuentra en trámite por no haberse em1t1do 
sentencia 

Que se de la triple identidad de elementos: quejoso, autoridades 
responsables y acto reclamado. 

Quejoso. Este elemento se encuentra también acreditado dado que tanto 
la presente 1nstanc1a const1tuc1onal como en el diverso juicio de garantías 
591 /2002. quienes soltc1taron el amparo y protección de la just1c1a federal son las 
sociedades anónimas de capital variable denominadas Lineas Unidas del Sur 
Móxico Cuernavaca Acapulco y Anexas Flecha Roja, y Transportes Gacela. 



322 

Autoridades responsables· Este extrerno t:=imt11ñn SP ncrerl1t<'» yn flUP. en 
ambos JUICIOS. se trata de lci Junté! Loen! Lle C oncd1;:ic1on y Arb1tra1e <:J 1 a que se 
atribuyen las conductas que se unpugn;:in 

Acto reclamado En !ns dos 1nstnnc1as const1tuc1onnlcs resulta ser lo 
relativo .i:ll desconoc1rn1cnto que hizo la nutortdO'ld r0sponsnblc respecto de Ja 
pcrsonalldad de los representantes de las soc1ed<.1dcs rnerc;in11lcs en cornento 

Por lo tanto. c1I qucd;ir dernostracjo que sn d..-i la ex1stenc10 de todos y cada 
uno de los elerne11tos que son cornunes en <lmbos 1u1c1os d1! g¡:irantias. es valido 
cor1cluir que en ul prc~;entc <H11p;:1ro oper;:i la t11potr?s1s c~1~ 11r1proC(.!d1Jric1a prcv1stn 
por 1;1 tracc1on 111. del ;:-inrculo 7J de In lr!y de 1<1 mal<!ílCl 

De lo l!Xptif!Sto. t~s inconcusu qLH! al ilctual17nrse J<-J C3usa de 
1rnprocedcnc1<:1 y::i rete11d<'l por OfH?r<1r en IQ especie l;i t1q1u.:i Jtiridrca proccsnt 
rlt.!no1111n21dd f!t1~;pendr.nc1il. ns procedente desechar la dcm;1nda con 
fund.:in"lcnto en el articulo 145. en rclac1on con el diverso numcr.al 73. fracción 
111. ambos de la Ley Rcglarncntnri;i de los articulas 103 y 107 de la 
Const1tucion Pol1t1ca de los Estados Unidos Mox1canos 

f-'ur ot1u 1.1<10. st! t1er1t! con10 dorn1c1110 (ir. 1<1 p¡::irt•• prnn10·.1enle para rcc1b1r 
r1ot1l1cvc1cHH?~; t!I ....,,~nnl<Hlo 1~n su escrrtn ele rje111a11d:1 y corno s11s autorrzndos por:o1 
1.:110s efectos ;i Federico Hernandcz Candelns. Francisco Hcrnilndcz Candelas. 
Javier de Jesus Rf"?'nó Tostado P1mcntcl. Javier Frias Vñzqucz, Manuel 
Antonio Caldcron Nino. Angel Alonso Ccrnllo S.:int<1rn<1rí::i y Jorge Manuel 
Val~.?nzuelc:1 Fnas. 

F1ndl11Jt•11tr! con10 se sol1c1ta, dt>VLHdvanse las doc:urncntales que en copia 
Lt!Jl1tu;ad<J l<.-i p;-1rt1• qLH!JOS<'I nn1!l".O ;1 su demandel de q;ir<int1:1s. previo cotejo y 
cvrt1f11..:ac.:1ori ch! l~1s rn1srnas con 135 cop1ns srn1p!es que par;1 t;_1I efecto se 
• .:xt11lJ1t!ron. a fin de qut: otJn~n en este cxped1Pnte 

Notif1quesc personalmente. 
Lo <.'lcordo el Juez Jocl Carranca ZLifliga, Juez Sexto de Distrito en el 

E<:>t<ido ele c:;tH!trr!ro. ;:1s1st1do por el Sccret<.1r10. qurcn ilutoriza Doy fe. 

Razon. En la r111sn13 fer:h;_1 se registro ra dcn1anda en el libro de gobierno y 
si~ forn10 (~ ..... p1_!d1t!n!I~ respectivo Conste.-

Anexo 36 

SECC.AMPAROS 
J.A. 83/2000 
OC He· 

Cuenta El cinco de octubre de dos mil, el secretario da cuenta al Juez 
con la demanda de garantias promovida por Alma Rosa Bcnitez y otros, por su 
propio derecho. presentada en 1 a oficialla de partes con seis copias sin a nexos. 
Conste.-

Acapulco, Guerrero. cmco de octubre de dos mil. 

'T'~.- 7 .... "ON 
FALIA -ÓE ÓRIGEN 
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Vista; la demanda de garantias promovida por Alma Rosa Benítez y 
otros, contra actos del Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo Civil del 
Distrito Judicial de Tabares. y otra autoridad. Regístrese en el libro de gobierno con 
el número 83/2000. 

Dispone el artículo 145 de la Ley de Amparo. que el Juez de Distrito debe 
l;!XCu111nur ante todo el escrito de dernarida. y si encontrare rnotivo rnan1fiesto e 
indudable de 1n1proccdenc1a la descct1ara de plilno, sin suspender el acto 
reclamado; por ello, y en cumplln11ento a lo ordenado por el numeral 145 de la ley 
reglamentaria de los Qrticuros 103 y 107 de la Conslltuc1ón Polit1ca de los Estados 
Unidos Mexicanos. se proccd10 a exarnmar la den1anda. y de dicho examen se 
advierte de n-1anera rnanrf1esta e 1ndudoblo. la causa de irnprocedcncia prevista por 
el articulo 73, fracción XVIII de la Ley de Amparo. pues esta resulta de la aplicación 
contrano sensu. de lo proscrito por el élrticulo 114. fracción 111. parrafos primero y 
tercero. de In ley de la rnatena. que cstnhlecc lrtornl y categoncan1ente lo s1gu1ente. 

"Articulo 114.- El arnp«uo sc pedira ante el Juez de Distrito:( ... ) 
111.- Contra actos de Tribunalcs Judiciales, AdnJinistrativos o del 

Trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. 
Si se trata de actos de ejecución dc sentencia, sólo podrá promoverse 

el amparo contra la ültima resolución dictada en el procedimiento respectivo, 
pudiendo reclan1arse en la n1isrna demanda las demas violaciones cometidas 
durante ese procedin1icnto, que hubieren dejado sin derensa al quejoso. 

TratiJndosc de remates sólo podrá promoverse C!I iuicio contra Ja 
resolución definitiva cn que sc aprucbC!n o dcsaprucbCJn •• 

Esta d1spos1c1ón de la Ley de Amparo elimina la procedencia del amparo 
en su n1odahdud 1nd1recta que sea pron1ov1do contra actos que versan sobre la 
ni aterra de remates . .::i cxcepc1on de aquel acto que consista en la últ1n1a resolución 
que tenga por ob1cto aprobar o desaprobar el remate del bien. por lo que el simple 
hecho de que el Llcto autoritario reclamado no encuadre dentro del supuesto único 
en el que procede el nn1pélrO b11nsté3nc1;:il en conlril del proccd1m1ento de remate. es 
rnot1vo sul1c1cnte pQra tener por 1rnprocedente el presente ju1c10 de garantias. 
reun1Cndosc ndcn1a5. 1<:1s car.-icterrstrcas de .. n1an1f1esto .. e .. mdudable'º a que se 
refiere et articulo 145 de In Ley de Amparo 

Para efecto de sustentar esta conclusión, conviene ahora precisar el acto 
que reclrin1un los pct1c1ononos de <Jmp<:.1ro. con el .ónu110 de dejar claro el motivo 
manifiesto e 1ndudoblc que norn1a la convicción de este iuzgador en el sentido de 
considerar que dicho acto no es 1n1pugnable en la via constitucional. y que por 
ende. opera In 1mprocedenc1a del Ju1c10 planteado 

Los sollc1tantes de protección por la vía de amparo. se duelen de un acto 
que. según se desprende del contenido de la demanda. de manera resumida 
consiste en la orden de r-emate que pr-etenden realizar sobre el bien inmueble 
que, afirman. es de su propiedad. atribuyendo la orden al Juez Tercero de 
Primera Instancia del Ramo C1vrl del 01stnlo Judicial de Tabares. y la ejecución al 
tercer sccrelano de acuerdos en funciones de actuano del mismo Juzgado. 

Es mcuest1onablc que el acto por esta vía reclamado. se encuadra en el 
µnmer parrafo del numeral 114, fracción 111 de la ley reglamentaria de nuestra Carta 
Magna. por cuanto a que se tratn de un acto realizado por un Tribunal Judicial. 
con10 lo es el Juzgado Tercero de lo C1v1I del Distrito Judicial de Tabares: 
as1n11srno. se trata de un acto de e1ecución de sentencia, tal como lo establece la 
primera parte del segundo p<3rrafo del mencionado articulo. pues consiste en un 
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acto ern1tido dentro de la fase procedimental de ejecución de una sentencia 
encaminada a hacer efectivas las prestaciones económicas obtenidas por la parte 
que resultó vencedora en 1 a sentencia def1rnt1va. en donde se busca el pago de 
prestaciones a que se condenó en el fallo, con el producto del bien. esto, a través 
del e1ercic10 de las atribuciones cocrc1t1vas con que cuenta la autoridad 
JUnsd1cc1onal. por lo que tal acto emrt1do dentro del proced1rnrento llevado a cabo 
en la via h1potecarta entre Pollos y Forra1es de Acapulco. sociedad anónima y los 
ahora pet1c1onanos de garantias. una vez concluido el 1uicio. en que se ordena 
llevar ni cabo el remate sobre el bien 1nrnucblc que describen los QUCJOSOS en su 
libelo const1tuc1onal. seflalando para tal efecto el d1ecisC1s de noviembre del 
presente a no: sin embargo, y p rec1samente por este ú !timo hecho p rcc1sado. es 
decir. por tratarse únicamente de un auto drctado dentro de una etapa de ejecución 
de sentencia en donde se ordena celebrar primera almoneda para rcn1atar un bien 
mntena de hipoteca. después de concluido el JUICIO, señaléndose dia y hora para 
ese fin. es por lo cual resulta improcedente recurrir In acción por esta vía, toda vez 
que et n11sn10 articulo 114, fracc1on 111. en su tercer párrafo, l1m1ta In procedencra 
clcl ¡u1c10 de gorantius ante el Juez de D1stnlo, para que éste sea promovido sólo 
conlrd la resolución definitiva en que se apruebe o desapruebe un remate. y 
corno se detcrrnrno ~ntcnorrncntc el acto autoritario que se reclama de 
u1r.onst1tuc1onnl no es la úl!lrna resoluc1on en el proced1rn1ento de remate a que 
alude la f racc1án 111. del articulo 114, de la Ley de Amparo.sinos et rata de un 
simple auto dictado dentro del proced1rn1cnto de ciecuc1ón de sentencia en el Ju1c10 
h1potecnno en donde los que¡osos tienen el caracter de demandados. por to que es 
mdud<Jble que con este acuerdo de trece de noviembre de dos mil. no termina el 
procedrrn1cnto de e¡ecuc1án rcspccl1vo 

Así entonces. el acto aqui señalado como v1olatono de garantias no es 
11npugnable por este rned10 const1tuc1onat. dado que, corno se determinó 
;'.:lntenorrnente, Cstc consiste en un auto dictado corno medio preparatorio del 
rernate, y este no es el último de los actos con que culmina el procedrrniento de 
remutc y por ende, la adiud1cac1ón del bien en def1n1t1va, pues así se deriva 
también de los artículos 466 al 471 del Código Procesal Civil de Guerrero que al 
respecto indican claramente que para el remate iud1c1al de inmuebles se deben 
agotar los pasos y requ1s1tos, que de manera concreta son los siguientes· 
1 Se debe contar con un cert1f1cado expedido por el Registro Público de la 
Prop1edc:id, en et que consten los gravamenes que reporte el inmueble. 
2 Se debe citar legalmente a los acreedores que aparezcan en el certificado de 
gravamenes. para su 1ntervenc1on. y s1 asi lo convinieran. podran incluso intervenir 
en el acto de remate y. en su caso. recurnr el auto de aprobación de remate. 
3 Se debe llevar a cabo el avalúo del bien inmueble Objeto de la subasta. en 
donde podran intervenir los peritos que para tal efecto hayan nombrado los 
acreedores del bien para que intervengan en dicho avalúo. 
4. Ya realizado el avalúo. se sacara a subasta pública el inmueble. 
convocándose postores por los medios publicitarios conducentes ( 
precisamente. el acto aquí impugnado ordena esta providencia). 
5 Se realizara la subasta. atendiendo a lo preceptuado por el numeral 467 del 
cod1go estatal antes invocado, y en su oportunidad el Juzgador revisara las ofertas 
presentadas y decidirá cual es la preferente. 

, . .., CON \ 

~ :¡;¡, ._ ::::.>-~:>. DPJGEN \ ,,. ___ _ 
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6. Una vez realizado todo lo anterior, el 1uez ordinario resolver.a sobre la 
aprobación de remate y resolverá sobre la adjudicación legal del inmueble 
rematado. 

De todo lo anterior, resulta evidente que en el presente caso, no se está 
ante la última resolución que prevé el último párrafo del articulo 114. fracción 111 de 
la ley sobre la materia, ni al que se refieren las d1spos1c1ones legales secundarias 
antes citadas. que rigen en el proced1m1ento del que emana el acto reclamado, 
pues el acto que en esta via se reclama. consiste en el auto que senala fecha para 
la e clcbrac1ón del r ernate, 1 a e ual t 1ene e 1 e aracter de resolución 1ntcrrned1a que 
sirve como medio para llegar a la últ1ma que dcbcra pronunciarse en tratandose del 
rernates 1ud1c1ales. y que como se tia dtcho es aquella que se aprueba o 
desaprueba el n11srno. siendo In ún1cn contra la que es procedente el jutc10 de 
garantins 

Robustece el entena expuesto. la tesis del Tribunal Colegiado del V1ges1rno 
Circuito. Octava Epoca. publlcnd.-i en el Sernnnar10 ~lud1c1al de l;:i Federac1on. Torno 
11 Seguncla Partc-2. pagina 474. que es del tenor s1uu1entc 

""REMATES. VIOLACIONES PROCESALES PARA LOS EFECTOS DEL 
AMPARO INDIRECTO. Oc conforn11dad con el vll1t110 p¡jrrafo de la tracción 111 del 
articulo 1 14 de la Ley de An1paro. traté)ndosc efe rcrnat!-~S sólOJJodrtl prornovcrsc el 
1u1c10 ele qarantias contra la resolución def1n1t!Yª en que se aprueben o 
desaprueben lo cual excluve 1~~osib1/1dad r:/c_ ser considcrarjas corno actos 
1eclar11ados las actuaciones que oreceden a d1c/1a resolución practicadas durante 
~rocer:Jtn1iento rcsnectivo: pero con10 estas actuaciones no es dable 
exceptuar/as en cuanto al exan1cn de su legalidad por f.'3 autondad federal. deben 
ser consideradas corno violaciones a las reglas del proced1n11cnto de rernate y. por 
ende. deben ser irnpugnadas con10 tales. y no con10 actos rec/an1ados al 
pron1oversc el juicio de an1paro indirecto contra rcsolvc16n definitiva que apruebe o 
dvsaprucbc el rcrnatc_ ·· 

Resulta é1pl1cable a las anteriores aseveraciones. el criterio sustentado en 
lé.J tes1s del Pleno de la Suprema Corte de Just1c10'.:J de lu Nación P LVll/97. 
consultable en la pagina 16 del Sernanano Jud1c1al de la Federación y su Gaceta. 
de nbnl de mll novecientos noventa y siete. cuyo rubro y texto son del tenor 
s1gu1ente 

"AMPARO INDIRECTO. SIGNIFICADO DE LA EXPRESIÓN "ÚLTIMA 
RESOLUCIÓN", A QUE SE REFIERE EL PARRAFO SEGUNDO DE LA 
FRACCIÓN 111 DEL ARTiCULO 114 DE LA LEY DE AMPARO. El articulo 114. 
tracción 11/. parrafo segundo. de la Ley de An1paro. exige para la impugnación de 
Jos actos dictados en un procedinliento de ejecución de sentencia. como 
presupuesto de procedenda de la via indirecta. que se reclame la última resolución 
dictada en die/Jo procedirniento. Este requisito persigue. de conformidad con Ja 
exposición de nJotivos de la ley citada. evitar abusos del juicio de garantias. lo que 
se obtiene si la procedencia de éste contra v10/ac1ones sufridas en la ejecución de 
una sentencia. se lin1ita a la irnpugnación de la "Ultin1a resolución .. que se dicte en 
esa fase ejecutiva. resolución que debe ser entendida como aquella en ta que 
se aprueba o reconoce et cumplimiento total de lo sentenciado o se declara Ja 
in1posibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 113 de la legislación invocada, al que se acude en 
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forrna analógica. anta Ja i 11ex1stcncia do otro o rdonamionto q uo p roporcionc una 
interpretación diferente.·· 

De conformidad con lo antenor. y ya que el legislador quiso evitar que se 
ulll1cc la noble 1nst1tuc1ón 1urid1ca que es el Juicio de amparo. como un nied10 para 
obstaculizar el normal dcsen1peno de las autoridades const1tu1das conforme a un 
Estado de Derecho. cuando estas actUan c1ecutando sus resoluciones. mismas 
que son el resultado de un JUICIO donde las partes tuvieron la oporlurndad de 
reclamar y h<lcer valer sus derechos, tanto sustantrvos como procesales, y 
defenderse o excepcionarse cons1dernndo que les asistía la razón, por lo que, una 
vez conclutdo el 1u1c10, no puede aducirse que respecto de la ciccuc1ón de la 
sentencia e1ecutor1a, nos cncontrenios ante s1n1ples intereses opuestos entre quien 
obtuvo senlenc1a favorable (pues le interesa que se c1ccutc) y a qwen te fue 
desfavorable (que tal vez desearia poder evitarlo). sólo porque dtcha sentencia se 
encuentra cn11t1di1 en un sentido que, necesariamente bcnef1c1a a uno y pequd1c.:1 al 
otro, hablando Ue t;is partes que part1c1paron en la litis. y en relacrón a la materia 
de la rn1srna. sino que, por el contrilnO, el hecho de haberse tran11tado un 1u1c10. y 
corno resultado de este. haberse em1t1do la sentencia que rcsolv10 la controversia, 
rebasa el rnteres particular y se erige en un verdadero rnandnrn1cnto. donde el 
Estado se expresa con plenitud. dctern11nando la verdud legal que debe prevalecer 
sobre cualquier 1ntures p¡irt1culdr y por ende. su eiccuc1un interesa ;:1 la sociedad y 
es de orden pl"1bl1co Es por este motivo que el leg1slndor ha cstoblcctdo que, s1 
bien. poc1r;i prornoversc el ¡u1c10 ele ilmparo ante el .Juez ele D1stnlo. lré'ltándose de 
reniates. esta pos1b1tidad qucdu lun1tada. un1carnentc c::ontrn la resolución que 
i:'lpruebe o desnµruetJe el n11sn10, y nunca antes, pudiendo desde luego. hacer vnler 
en el ¡u1c10 de garant1as las vtolac1oncs co1net1d<Js durante el proced1m1enlo 
correspondiente. que hubieren de1odo sin defensa a los quciosos 

Tiene <1pl1cnc1on al c<'.lso concreto. la tesis de la Prrniera Sala de lo 
Suprcniil Corlt~ de Justicia de In Nación, publicada en el Scrnanano .Jud1c1al de la 
Federnc1on. Quinta Epoca. ton10 LXXV. pagina 5637. que establece 

••EJECUCIÓN DE SENTENCIAS, AMPARO CONTRA RESOLUCIONES 
DICTADAS EN EL PERÍODO DE. Si el acto reclamado se hizo consistir en el auto 
dictado en el proccdinJiento de ejecución, por el cual se mandó sacar a remate el 
bien ft!!1barqªQ9~t_Je dc_c1rse que dicho auto no constituve la li /tima resolución 
dictada en ese procedinliento ni se trata de la que aprueba o desaprueba el 
rernate y_rr!.!ft_flor lo rnisrno el nJic10 de qarantias es improcedente. toda vez que 
las v10lac1oncs alegadas por el quejoso. puede hacerlas valer contra el auto en que 
la autondad responsable decida sobre la aprobación o desaprobación del rernate. 
En consecucnc1a. el Juez de Distrito ante quien se promovió la dcn1anda. debió 
desechar ésta. con fundan1ento en el articulo 145 de la Ley de Amparo. y si no lo 
!uzo as1 y por tal r11ot1vo se interpone el recurso de queja. el rnisrno debe declararse 
fundado·· 

Asirn1srno, tiene aplicación por analogia la tesis de Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia C1v1I del Pnmer Circuito, publicada en el Semanano .Jud1c1al 
de la Federación. Séptima Epoca. Tomo 139-144 Sexta Parte, pagina 67. sobre el 
terna indica: 

.. EJECUCIÓN, AUTO DICTADO DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DE. 
AMPARO IMPROCEDENTE. Es improcedente el amparo que se interponga en 
contra de un auto dictado dentro del procedimiento de ejecución, aunque el 
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que¡oso alegue que no se contó con /os avalúas y certificados de grav6monos 
requendos, por ser claro que ello se traduciria en violaciones al procedinliento 
respectivo, sin que tal circunstancia quite al auto reclamado su característica de ser 
sólo un proveido dictado, corno ya se dijo, dentro del proccdin11enlo de ejecución y, 
en consecuencia. no se esta aún en condiciones de deternlinar la legalidad o 
Ilegalidad de tal auto. smo hasta que se apruebe o desapruebe el remate en 
defin1t1va ·· 

En este sentido, cabe resaltar por su 1mportanc1a. que no se esta ante una 
mera pos1b1lldad de que el acto reclamado no cuente con el cnrácter de Ja 
rosolucion deftr11tiva en que se apruebe o desapruebe el ren1ate. sino que, de 
ninncra rnan1f1csta e 1ndudoblc. queda acreditado este hecho en consideración con 
In demanda de garantios presentada y con lo expuesto n lo JCJrgo de este auto. y 
por ello se tiene la cert1durnl.Jre y plena conv1cc1ón de que la causa de 
1n1procedencr;:1 de qut! se encuentra afcCl<:lda la dcrn¡indn. se sustenta en la 
1n1p0!--.1b1l1dLJd le~F:11 de u11pugnar por la vía de c::unp<Jro. que oper;i respecto del octo 
rcclan1ado. en atcnc1on a lo esti'..lt)fCCtdo por el articulo 114. lracc1on 111. de tal n1odo 
que a Un cuando se a d1n1t1era ln d em¡u1da y se sustanctora el proced1n11ento. no 
scri<'.1 fc.1ct1ble obtener unu conclus1on diversa. 1ndcpend1enlen1ente de los 
clcn1entos que pud1cr;:1n allegé1r eventualmente léls partes. y el odr111t1r en estas 
cond1c1ones l<i dcn1anda, 1rnplrcaria una v1oluc1ón al pnnc1p10 ne cconon1ia 
proces~I 

Pé..lra of1rn1or que el 1uzgador cuenta con Ja certidumbre y plena conv1cc1ón 
clt.! que IZt c;:ius3 de irnprocedenc1i'..l es operante, se requrcre de elcrnentos objetivos 
y no bastü con expresar razones y aprecracrones sub1et1vas o sllog1smos 
abstroctos. por ello, y para ello, basta citar el contenedo de los articulo 73, fracción 
XVIII. asi con10 el 114. fracción !JI, contrario sensu. ambos de la Ley de Amparo. 
asi como precisar la naturaleza del acto que se reclama. destacando que no se 
trata de un acto que la ley repute como atacable en este momento por la via 
const1tuc1onol, todo ro cual quedó cumplido lineas arriba 

En conclusión. de acuerdo al estudio anterior. y al encontrarse motivo 
n1anif1esto e indudable de 1rnproccdenc1a, de conformidad con ro dispuesto por el 
articulo 73, froccrón XVIII, en relacrón con el 114, fracción 111, interpretado contrario 
scnsu y con fundan1ento en el numeral 145. todos de la Ley de Amparo, se 
desecha de plano la demanda de garantias planteada 

Notifiqucsc personalmente. 
Asi lo proveyó y firma Joel Carranca Zúñiga. Juez Sexto de Distrito en el 

Estado de Guerrero, asistido por el secretario que autoriza. Doy fe.· 

Razón. En la misma fecha se registró la demanda en libro de gobierno de 
este 1uzgado Conste.· 

Anexo 37 
SECC. AMPAROS. 
PRAL. 172/2000. 
JJRM•MA. 
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CUENTA. El dieciséis de agosto del dos mil, el secretario da cuenta al juez 
con la demanda de garantias promovida por Javier Soler Benítez. recibida en la 
oficialía de partes de este Juzgado de Distrito con ocho copias y un anexo 
Conste. 

Acapulco. Guerrero. d1ec1sé1s de agosto del dos mil. 
Vista; la demanda de garantias promovida por Javier Soler Benitez. par 

propio derecho. contra actos de los Magistrados de la Segunda Sala Penal del 
Tribunal Superior de Just1c1a del Estado de Guerrero. con residencia en esta 
ciudad y aira autoridad. Registrese en el libro aux1lrar de gobierno con el número 
172/2000 y fórmese el expediente respectivo. 

Ahora bien. de acuerdo al articulo 145 de la Ley de Amparo, el Juez de 
D1stnto debe examinar, ante lodo. el escrito de demanda. y s1 encontrare motivo 
marnr1esto e mdud;=1blc de improcedencia, la desechara de plano. sin suspender el 
acto reclamado La tesis junsprudencial V.2"J/75 del Segundo Tribunal Colegiado 
del Ouinto Circuito. publicada en la Gaceta del Semanano .Jud1c1al de la 
Federación. Octava Epoca, Tomo 68. agosto de 1993, página 77, cuyo rubro es 
"DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS"; explica 
que el dcsecha1n1cnto de piune de una demanda de garantías debe tener los 
s1gu1entcs requ1s1tos 

a) Que se encuentre un n1011vo de 1mprocedenc1a del Ju1c10 const1tuc1onal; 
b) Oue este motivo sea n1an1r1esto. es decir, cuando se advierte en forma 

patente y absolutarncnte clara de la lectura del libelo, y 
c) Oue l<-tn-ibten sea indudable. lo cual resulta de la cert1dun1bre y plena 

conv1cc1ón de que la causa de 1mprocedenc1a de que se trata es operante 
en el caso concreto 
De un anal1s1s n-i1nuc1oso del esenio de demanda que presentó el quejoso 

se advierte que et acto que tilda de 1nconst1tuc1onal consiste en 
"Reclamo de la autondad señalada como responsable ordenadora. la 

1legdl, infundada e irnproccdente eiecutoria de fecha 11 de Julio del 2000. emitida 
en el Toca Penal nün1cro V-737/2000. y de la autoridad señalada como 
responsable CJecutora, reclamo la cJecución y cumplimiento que pretenden darle a 
la resolución antes mencionada, toda vez que la misma no se encuentra emitida 
confornic a derecho n1 conforme a las constancias procesales que obran en autos, 
de ahi que los actos reclamados vulneran totalmente las garantias de legalidad y 
segundad 1urid1ca que prevén los preceptos constitucionales que se precisan en 
esta den1anda'" 

Ahora bien. de un analls1s de la totalidad de la demanda se advierte que 
ba¡o protesta de decir verdad el promovente cita corno antecedentes del acto 
rcclaniado 
1) Se encuentra procesado ante el .Juez Décimo de Pnmera Instancia del Ramo 

Penal del 01stnto .Jud1c1al de Tabares. en la causa penal número 84/96. 
instruida en su contra por el delito de secuestro 

2) Por auto de fecha 28 de abril del 2000. la autoridad citada en el punto anterior, 
declaró cerrada la instrucción, y ordenó poner el expediente a la vista de las 
partes para que formularan sus respectivas conclusiones 
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3) En desacuerdo con el untenor ¡_¡uta el 1n1pctrantc de garontias u1lerpu5.o 
recurso de apelación en contra del mismo 

4) El 1 1 de J ullo de 1 a presenta a nual1dad. 1 a Segunda Sala Penal d el Tribunal 
Superior de Just1c1a del Estado de Guerrero. conf1rrná el auto de 28 de abril del 
2000 

De lo anterior se advierte que el acto que reclama en esta via 
const1tuc1onal no es considerado de 1rnpos1ble reparación dentro del JUICIO 
constrtuc1onnl. es decir. acto proccd1mcntat que no trastoca la gama de derechos 
sustont1vos fundan1enlalcs protegidos por las garantias 1nd1v1duales 

Luego. a 1u1c10 del que aqui resuelve en la especie se advierte un motivo 
manifiesto e indudable de improcedenc1a, esto en concordanc1a con lo que 
preceptuan los articulas 73, fracción XVIII, en relación con el diverso 114, fracción 
IV. de la Ley de Amparo. interpretado a contrariu scnsu que señalan: 

.. Artículo 73.-EI juicio de amparo es improcedente: 
XVIII. En tos demás casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley". 
''Articulo 114.· El amparo se pedirá ante el juez de distrito: 
IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las 

cosas una ejecución de imposible reparación". 
Los anteriores artículos tan1bién deben relacionarse con el diverso 

articulo '107, fracción 111, inciso b), de la Constitución, el cual en lo 
conducente establece: 

.. Articulo 107.- Todas las controversias de que habla el articulo 103 se 
sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la 
ley, de acuerdo a las bases siguientes: 

111.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo. el amparo sólo procederá en los casos 
siguientes: 

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, 
fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que 
en su caso procedan; y .. 

De la 1nterpretacrón del precepto anterior se desprende que los actos 
susceptibles de cornbat1rse por la vía del amparo indirecto. son aquellos que de 
modo directo e inn1ed1ato afecten derechos sustantivos consagrados en la 
Constitución Polit1ca de los Estados Unidos Mexicanos. también llamados 
derechos fundamentales. los cuales no se podran privar n1 restringir al gobernado. 
sino en los casos y cun1pl1endo los requ1s1tos que impone la propia Ley 
Fundamental. pero nunca tratandose de actos que solo afecten derechos ad1et1vos 
o procesales 

Lo anterior sirve para explicar de que forn1a surge el prnnero de los 
requ1s1tos p;:ira desechar la demanda. ya que la e1ecutor1a en que lél Sala Penal 
confrrma al auto en que el Juez OCc1rno en l\/latcna Penal declaró cerrada la 
111strucc1ón tiene solo caractcr de acto mtraprocesal el cual no acarrea perjuicio 
directo e inminente al agraviado y de ninguna forma afecta derechos sustantivos 
del gobernado. es decir. no es de los considerados de 1mpos1ble reparación. 

Con lo f1nal1dad de dar una mayor explicación, cabe decir que la Suprema 
Corte de Jusllc1a de la Nación sostiene el entena en diversas 1unsprudenc1as que 
deben considerarse como actos de imposible reparación aquéllos que afectan de 
manera cierta e 1nmed1ata algún derecho sustantivo protegido por las gaíantias 
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individuales de modo tal que esa afectación no sea susceptible de repararse con el 
hecho de obtener una sentencia favorable en el Juicio, por haberse consumado la 
violación de la garantía individual de que se trate. por tanto. no pueden 
considerarse corno actos de imposible reparación aquéllos que tengan como 
consecuencia una afectación a derechos de naturaleza adjetiva o procesal, pues 
los efectos de este trpo de v1olac1oncs son meramente formales y desaparecen si el 
afectado obtiene una sentencia o léJudo favorable 

Una vez e stablec1dn ra causal de 1mprocedencm es menes ter expllcar el 
segundo de los rcqu1s1tos el cunl se colma en virtud que de la simple lectura del 
ocurso de g;:irantias se advierte en forma plena que opera en la especie la causal 
de desccharn1cnto y<::-i cxpllcndn, ya que el promovente tJ<:tJO protestn de decir 
verdad serlaln como acto rcclarnado una c1eculor1a en11t1da por la üutondad citada 
con10 responsnble orden01dora en l.J que se conf1rn10 el auto en que la autondad 
scf1alada corno e1ccutora declara cerrada la 1nslrucc1on y ordena poner los autos a 
la vista de /as partes.de a hi que se advierta que dicho acto procesal no causa 
per¡u1c10 illguno a la parte quc1osa. pues no representa lesión alguna a Jos 
derechos cons<Jgr.::idos por Ja ley a favor del gobernado, requ1s1to ncccsano para la 
procedencia del amparo b11nstünc1al 

De acuerdo a lo argúrdo se hace improcedente el ju1c10 de amparo 
indirecto. pero no obsta parél que el promovenle del JUICIO const1tuc1onal este en 
aptitud de pron1over an1p.:-lro directo en contra de la sentcnc1.n def1n1!1va. t1ac1endo 
valer d1ct1.:i v1oloc1ón procesal por haber trascendido al resultado del fallo. tal como 
lo establecen los articulas 160, y 161 de la Ley de Amparo 

No se soslaya el hecho de que el promovente en su ocurso de garantias 
esgrima que el cu~rrc de la 1nstrucc1ón le afecte en virtud de que ya no se podri3n 
ofrecer y desahogar rn3s prucb<Js dentro del procedrm1ento. en tal tenor es preciso 
decir que ta les v 1otac1oncs procesales argu1das por e 1 o cursante se tendran que 
ti<:.icer valer corno vrolac1t>r1es a l<-1s leyes del proced1r111ento de conformidad con lo 
que preceptué1 el arabrgo 160. traccron VI. de la ley de Ja materia. que en su parte 
conducente establece 

'ºArticulo 160. En los 1u1c1os del orden penal. se consideraran violadas las 
leyes del procedimiento, de rn anera que su 1nfracc1ón afecte a las defensas del 
que1oso 

( )VI Cuando no se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente. o 
cuando no se reciban con arreglo a derecho'" 

La ley de la matena otorga a la parte afectada la oportunidad de combatir 
tal v1olac1ón medrantc la 1nterpos1c1on del amparo directo contra la sentencia que se 
dicte en el 1u1c10 natural tal corno lo dispone el diverso numeral 161 de la ley 
antenorn1ente referida. luego entonces. de llegarse a dar dichas violaciones 
procesales dentro del proced1m1ento deben ser combatidas mediante amparo 
un11nstanc1al. 

Ilustra el entena antenor la tesis de 1unsprudenc1a v1s1ble en el Apéndice de 
1985. Volumen Parte VI. Materia ComUn. Séptima Epoca. página 107, que señala: 

''VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO. IMPROCEDENCIA DEL 
AMPARO B//NSTANCIAL. Cuando se señalan como actos reclamados violaciones 
ª-.!..__Qroced1m1ento cometidas durante la secuela del n1ismo que afecten las defensas 
del guc1oso trascendiendo al resultado del fallo previstas en los articulas 159 y 
160 de la Ley de Amparo resulta rmprocedente el 1u1c10 de garantías oromovido en 
la via indirecta. ya que al disponer el articulo 161 de la ~.@~entaria del 
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de la fracción VIII del articulo 20 constituc1onal y que como en ese plazo el 
ncusado pudo ofrecer pruebas In omisión de hacerlo no es imputable al iuzg<Jdor 
ello dc1a en estado de indefensión al quejoso ocasionéndole asi una violación 
procesal al trascender al resultado de 1 a sentencia condenatoria e onforme a 1 a 
h1pótcs1s prevista por la fracción VIII, del articulo 160 de la Ley de Amparo, porque 
al no proporc1onar al acusado los datos necesarios para su defensa, como es. el 
que una vez agolada la instrucc1ón se le hubiese puesto a la vista el proceso. para 
que examinado estuviera en aptitud el encausado o su defensor de ofrecer las 
pruebas pertinentes y se percataran de las dlligenc1as que faltasen. y en su caso 
sollc1tar su desahogo, yn que esa vista es la que abre un último término probatorio. 
por lo que es necesario que el 1uzgador la efectúe. debido a que se necesita saber 
si l<ls partes van a ofrecer pruebas o no. y el hecho de que el Juez no acate la 
c1tc::Jda d1spos1c1ón. 1mpllca v1olac1ón a las leyes del proced1m1ento ·· 

Es u1concuso. que en la especie se actualiza de manera notoria, plena e 
1nduh1lable J;:i causa de unprocedenc1a prevista por el artículo 73. fracción XVIII. en 
relación con el numeral 114. fracción IV. interpretado a contranu sensu. ambos de 
la Ley de Amparo, en consecuencia. lo procedente es desechar de plano la 
demanda de garantías planteada. 

Notifiquese Personalmente. 
Lo proveyó y f1rma Joel Carranca ZUñiga. Juez Cuarto de Distrito en el 

Estado de Guerrero. asistido por el secretario que autoriza. Doy fe. 

RAZÓN. En la misma fecha se registró la demanda en libro auxiliar y se 
formó expediente auxiliar. Conste. 

Anexo 38 

SECC:AMPARO 
PRAL: 76/2002 
MESA: SEIS 
RZDQ"CEIS 

Cuenta. El veintiocho de enero de dos mil dos. el Secretario da cuenta 
al Secretario Encargado del Despacho con la demanda de garantías promovida por 
Pamela Rosales Ponce, por su propio derecho, recibida en la oficialía de este 
Juzgado de Distrito, con nueve copias y cuatro anexos. Conste.-

Acapulco, Guerrero; veintiocho de enero de dos mil dos. 
Vista; téngase por recibida la demanda de garantias promovida por 

Pamela Rosales Ponce, por su propio derecho, contra actos del Presidente 
Municipal de Acapulco de Juárez, Guerrero, con residencia en esta ciudad, y de 
otras autoridades, y los anexos que adjuntó. 
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Registrese en el libro de gobierno bajo el número 76/2002 y fórmese 
expediente. 

Téngase corno dornrc1ho de la quejosa. para recibir not1f1cac1oncs. el 
señalado en el escrito de demanda, y como sus autorizados para tales efectos a 
Alberto Aparicio Navarro. Portmo Mat1lde Mendoza y Luis Alberto Aparicio Gómez. 

Ahora bien. de acuerdo al articulo 145 de la Ley de Amparo. el Juez de 
01stnto debe exan11nar. ante todo, el escrito de demanda. y s1 encontrare niotivo 
manifiesto e indudable de 1n1procedencia, lo desechará de plano. sin suspender el 
acto reclamado. lo anterior <'ltend1endo pnmord1almente al pr1nc1p10 de 1n1part1c1ón 
de just1c1a pronta y expedita que consagra el precepto 1 7 de nuestra Const1tuc1on. 
el cual 1mp1dc dar tróm1tc a demandas de amparo notoriamente improcedentes. 
para prevenir crear falsas expectativas en quienes solicitan lo protección federal en 
asuntos que. ni final de cuent::is. resultarán 1ndudablemente en un sobrcse1m1ento 
La tesis junsprudcnc1al V 2"J/75 del Segundo Tribunal Colegiado del Quinto 
Circuito, publlcadn en In Gacct.-i del Sernanano Jud1c1al de In Federación. Octava 
Epoca. Torno 68, agosto de 1993, página 77. cuyo rubro es .. DEMANDA DE 
AMPARO. DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS"; explica que el 
desechnm1ento de pl;-ino de una dernanda de gnrantias debe tener los s1gu1entes 
rcqu1s1tos 

a) Que se encuentre un motivo de 1n1procedcnc1a del iu1cm const1tuc1onal. 
b) Oue ese rnotivo sea manifiesto. es decir. que se advierte en fornia 

patente y absolulélnlente clara de 1;:1 lectura del llbelo. y 
c) Oue tan1b1cn ::;ca indudable, lo cuéll resulta de In cert1dun1bre y p1enu 

conv1cc1ón de que la caus~ de 11nprocedcnc1a de que se trata es operante en el 
caso concreto 

Por ello. es neccs;:ir10 efectuar un anillts1s ni esenio 1nic1<:'ll de dernanda 
para establecer lo reli1!1vo ;::1 In proc0dencaa del ¡u1c10 intentado. y en ese senl1do se 
advierte que los netos que se rcclarnan consisten en la orden n1ed1ante la cual se 
cambia a la promovente de odscr1pc1ón de trabajo y lo n1atena1Lzoc1ón de tal orden 

Ahora bien. del nn<':il1s1s los actos reclamados descntos. a Juicio de este 
órgano jurisd1cc1onal. en el presente caso existe un motivo manifiesto e indudable 
de in1procedcnc1a. puesto que uno de los principios que regulan nuestra materia es 
el de defin1t1v1dad. el cual consagra la procedencia del 1u1cio de amparo en 
supuestos donde el que1oso haya agotados todos los recursos antepuestos al 1u1c10 
de rnénto o. en su defecto. no exista recurso alguno o medro ordinario de defensa 
mediante el cual prevalezca 1u pos1btlidad de subsanar las v1olac1ones cometidas a 
los derechos sustant1vos del demandante. según lo establece la fracción IV del 
articulo 107 const1tuc1onal. en tal hipótesis. el juez de distrito tendria la obligación 
de adrn1t1r la demanda. procediendo a amparar a la quejosa. y de haberlo pedido 
otorgarle la suspens1on. srn embargo. en el caso que nos ocupa la demandante no 
ha agotado los medios de defensa de que dispone la rnatena antes de recurrir a la 
demanda de amparo 

Las cor1s1derac1ones anteriores encuentran su fundamento en el articulo 
73, fracción XV, de la Ley de Amparo. que establece lo siguiente; 

'"Articulo 73. El juicio de amparo es improcedente: 
( ... ) 
XV. Contra actas de autoridades distintas de los tribunales judiciales. 

administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio. conforrne a fas 
leyes que /os rijan. o proceda contra ellos algún recurso. juicio o medio de 
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derensa legal por virtud del cual puedan ser rnodiricados, revocados o 
nuliricados, siempre que conforn1e a las mismas leyes se suspendan los efectos 
de dichos actos mediante la mterposición del recurso o n1edio de defensa legal que 
haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la presente ley 
consigna para conceder la suspensión definitiva, independientenuJnte de que el 
acto en si mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo 
con esta ley .. 

Luego entonces. pros1gu1endo con el anal1s1s de la demanda se tiene en 
consideración que los actos que aqui se reclarnan. provienen de autoridades 
adm1rnstrat1vas. con10 lo son todas aquellas que se señalaron como responsables 
en libelo 1n1c1al de la promovente, lo cual nos coloca en la tesitura de ponderar su 
rrnpugnac1ón a través del 1wc10 de nulidad prevrsto en el articulo 1 o de la Ley de 
Justicia Adrn1nistrat1va del Estado de Guerrero. al scñali'lr este ultimo lo s1gu1enlc 

.. Aniculo 1 La presente Ley es de orden público y de 1nter6s social y tiene 
por objeto sufJstanc1ar y resolver los procedu111cntos contcnc1osos en rnatcna 
adnúnistrat1va y fiscal. que se planteen entre las autondacfes del Estado de 
Guerrero. los ayuntanuentos y orgar11srnos púb/lcos desccntraf1zados con funciones 
de autoridad y los parlicularcs. así con10 las resoluc1oncs que se cflcten por 
autoridades con1pctcntes en aplicac1on de la ley de rcsponsafJ1l1dades de los 
servidores públicos 

De lo transcrito se llega a la conclus1on de que en este caso el acto 
reclamado consistente en la orden de cambio de adscnpc1ón loboral, es susceptible 
de ser reparado a travós de un n1ed10 de defensa ord1nano, cuya via. proporciona 
la posib1lldad de que su eiecuc1ón pueda ser suspendida. sin exigir mayores 
requis11os que los que establece la Ley de Amparo. pues debe recordarse que. en 
caso de no poder obtenerse la suspensión con la misma cxped1tez. se actualizaría 
una excepción const1tucronal al pnncip10 de def1n1t1v1dad anlcs aludido 

En efecto. de un cslud10 efectuado <J los articulas 1 o., en relación con los 
que van del 36 al 41 de la Ley de Jusl1c1a Adm1n1strat1va y del Tribunal de lo 
Contencioso Adm1n1strat1vo del Estado de Guerrero. resulta que si un gobernado 
pretende impugnar en la vía conlcncioso adm1n1strat1va algUn acto proveniente de 
tal clase de autoridades. puede obtener la suspensión de los actos reclamados 
cubriendo esenc1ahncnte los n11sn1os requ1s1tos que para tal efecto le exige la Ley 
de Amparo 

Así lo ha estimado también el Pnmcr Tribuno! Colegiado de este Vigésimo 
Pnrner C1rcui10. al sustentar la tesis XXl.1o.6 A. consultable en et Semanario 
Jud1c1al de la Federación y su Gaceta. noven a ó poca. tomo 1 11, marzo de 1996. 
pagina 991. cuyo rubro y texto es el siguiente 

"PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE 
AGOTARSE PREVIAMENTE A LA INTERPOSICIÓN DEL AMPARO. 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). De una correcta interpretación 
del articulo 1o. de la Ley de Justicia Admm1strat1va del Estado de Guerrero. el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo es un órgano de control, que tiene a su 
cargo substanciar y resolver las controversias que se susciten entre las 
autoridades del Estado. los ayuntamientos y organisn1os públicos descentralizados 
con funciones de autoridad y los particulares. Ahora bien. si un particular se 
considera afectado por cualquiera de los aludidos actos de autoridad, queda 
obligado a agotar el procedimiento contencioso administrativo previsto en la citada 
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Ley. previan1ente al juicio constitucional. dado que. por otra parte. die/Jo 
ordenamiento establece en sus arliculos del 36 al 41 Ja pos1biltdad de obtener la 
suspensión del acto impugnado, sin exigir para ello mayores requisitos que la Ley 
de An1paro. pues de la lectura do an1bos preceptos se puede advertir que son 
substancialmente Jos nlisrnos: por lo que. s1 un gobernado pretendo itnpugnar en la 
via constitucional un acto de autondad como los antes precisados. sin acudir 
previan1ente a aquel proccdirnicnto en el que puede revocarse. rnodificarse o 
nulificarse. os e Jaro. q uc se a ctuallza ID e ausa de unprocodonc1a prevista por e I 
articulo 73, fracción XV, de fa Ley ele An1paro. al no curnplirso con el principio de 
definllividad que rige en el ¡uiC10 de g;:uantias ·· 

Por tanto. con10 yLJ se ha plasrnado pnrrafos nrnba. resulta claro para este 
Juzgador In suscept1bll1dad de nullf1car los actos que la que1osa reclam.;:J a través de 
la promoción del 1wc10 de nulidad previsto en la Ley de Justicia Adm1nistrat1va del 
Estado de Guerrero. y parn explicar cómo es que opera la causa de 1mprocedenc1a 
advertida. se considera conveniente efectuar algunas reflexiones en torno a tal tipo 
de junsd1cc1ón. 

La evolución de los órganos de junsd1cc1on adn1irnstrativa t!rl el 
ordenamiento mexicano se c1rcunscrib1ó, hasta la segunda n11tad del siglo pasado. 
al amb1to fiscal fcdernl a traves de 13 consolidación del Tribunal Fiscal de la 
Federación, razon por la cuL1l el un1co nlcd10 existente hasta entonces para 
combatrr los actos aulontanos provenientes de la <.1dm1n1strac1ón pública estatal y 
municipal, fue el 1u1c10 de ;imparo 

Sin enibargo. et d1cc1s1etc de marzo de rn1I novecientos ochenta y siete se 
publicó en el D1arro Of1c1ul de la Federación et decreto que reformó y adicionó el 
articulo 116 de la conslituc1ón Política de los Estados Urndos Mexicanos. para que 
su fracción V quednra de la s1gu1entc rnanera 

"V Las Const1tuc1oncs y leyes de los Estados podran 1nst1tu1r tnbuna/es de 
lo e ontenc1oso-ad11úr11strat1vo datados de plena autono1111a para dictar sus fa/Jos. 
que tengan a su cargo dinrn1r las controversias que se susciten entre la 
Adnúnistractón Púb/lca Estatal y los particulares. establecwndo las norn1as para su 
organización, su func1onan11ento. el procedimiento y los recursos contra sus 
resoluciones;·· 

A partir de la entrada en vigor de la reforma antedicha el desarrollo 
alcanzado par 1 a just1c1a adm1rnstrat1va en e 1 ámbito f cderal comenzó a permear 
hasta alcanzar incluso el nivel n1urnc1pal de gobrerno, precisamente con la creación 
de tribunales especializados en asuntos de contención administrativa. y fue 
entonces que. en ese orden de cosas. tres meses mas tarde la legislatura del 
Estado Guerrero expidió la Ley de Justicia Adm1nistrat1va y del Tribunal de lo 
Contencioso Adm1n1strat1vo del Estado de Guerrero. publicada en el Periódico 
Oficial número cincuenta y ocho. el día siete de Jumo de mil novecientos ochenta y 
siete 

Por ello, a partir de In 1nstalac1ón de dicho tribunal. los ciudadanos que se 
sienten agraviados por algUn acto administrativo deben impugnarlo ante la 
1nstanc1a contencioso adrr11n1strat1va, y abstenerse de acudir directamente ante los 
¡ueces de D1stnto, pues ésa fue precisamente una de las intenciones que persiguió 
la reforma -const1tuc1onal y posteriormente legal- que instauró aquél tipo de 
Jurisdicción. Así lo explica, entre otros juristas. Carlos Sepúlveda Valle en su 
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articulo '"El control de la constitucionalidad" (publicado en l<=t revista especializada 
en temas jurid1cos de la Urnvcrsidad de Guadalajara .. Jurid1ca Jaliscience ... enero­
abnl de 1995. pagina 133), al apuntar: 

"Con In existencia de los nuevos tribunales el procedin1iento sera diferente 
ya que antes de acudir al Juez de Distrito se debe agotar el procedimiento ante el 
tribunal adn1in1strativo correspondiente. por to que et juicio de amparo sólo se 
pron1overt:J en contra de la sentencia definitiva que pronuncien dichos tribunales. ·· 

En este punto del estudio cabe precisar que la improcedencia del juicio 
intentado es e vidente. parque a si se aprecia del p rop10 texto de 1 a demanda de 
amparo de la que se desprende la naturaleza administrativa -y aún no defin1t1va­
del acto que se reclama, y en ese sentido se considera suf1c1cntcmente acreditado 
el requisito que ve al caracter manifiesto de la causa de in1procedenc1a 

Abocé':Jndonos al caso concreto que nos ocupa se llene que la promovcntc 
del an1paro se duele de lél orden por ta cual se le pretende carntJ1ar de adscnpc16n 
lriboral. su1 e n1bc:ugo. toles <:1Ctos no pueden cons1dernrsc corno provenientes de 
una relac1on laboral, stno ern1ncntcmente admin1str<::Jt1v~. y por ende. todos los 
confl1clos que se llegaren a suceder dentro de d1ctla rctac1on. se deben resolver a 
Ja luz de las leyes adrn1111str.:it1v<:ls aplicables 

Para e xpt1car n1 as p rotundamente 1 o a ntcs expuesto. r csulta s urnamcnte 
ut1I conocer el contenido del articulo 123, Apartado B. fré'1Cc1ón XIII de la 
Const1tuc1on General de la República Mexicana, por ser este numeral la base que 
regula lo relativo a las cuestiones laborales en nuestro ordenamiento 1urid1co 
nacional. el cual dispone 

.. Articulo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y sociatn1ente 
ut1I; al efecto. se pron1overá la creación de empleos y ta organización social para el 
trabajo. conforn1e a la ley 

Et Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes. deberá 
expedir leyes sobre el trabajo. las cuales regir8n: 

(..) 
B. Entre I os poderes de la Unión. el Gobierno del Distrito Federal y sus 

trabajadores 
( . .) 
XIII Los rnilitares. marmos, personal del servicia exterior. agentes del 

Ministerio Público y /os miembros de las instituciones policiales. se regirán por 
sus propias leyes ... 

En pnnc1p10. del contenido de la transcripción anterior permite concluir que 
en el ámbito de aplicación personal de la disposición constitucional, no se 
consideró expresamente a los servidores públicos estatales y municipales, por ello, 
en mrl novecientos ochenta y tres. dentro del marco de lo que se dio en llamar .. la 
reforma murnc1pal'". se establecieron en la fracción IX. del articulo 115 
constitucional. normas relativas al trabajo. en los términos siguientes: 

"Articulo 11 S . ... 
( ... ) 
IX. Las relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores, se 

regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los Estados con base en to 
dispuesto por el articulo 123 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

r 
.l ft;__ 

.., SON f 
.-.~~ 

--·--· -~~-- --·---.......... 



337 

Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias. Los municipios observarán estas 
n1ismas reglas por lo que a sus trabajadores se refiere". 

En la exposición de motivos de la iniciativa presidencial se señaló respecto 
de la fracción aludida, lo siguiente 

·· ... Se sugiere que a fin de que tales trabajadores cuenten con protección 
legal en un reglfnen 1uríd1co corno el nuestro. se regulen sus relaciones en las 
Constituc1ones locales y en las leyes estatales. nlisn1as que deben observar con10 
princ1p1os bas1cos las garantías de los derechos 111inimos de sus servidores. la 
irnplantación de s1sternas de scrv1c10 ptib/1co de carrera estatal y municipal. niveles 
de estabt/Jdad laboral en el ernpleo, el acceso a la función pública, Ja protección al 
sa/ano. la seguridad social, la 1nclus1611 de norn1as que garanticen la eficacia de los 
servidores públicos en el e1crc1c10 de sus funciones. y el establecinliento de 
proced1n11entos y autonúadcs adecuadas para la solución 1urisdiccional de 
controversias " 

Lo anterior revela que el Constituyente tuvo en mente siempre que la 
normat1v1dad para esos trabajadores correspondiera a la establecida en el 
Apartado B del mcnc1on<'.ldo articulo 123 

Por tanto. es de concluir que las relaciones entre los Estados y Municipios y 
sus empleados se encuentra regulada 1mplicitamentc por el articulo 123, Apartado 
B. de conformidad con los articulas 115, fracción VIII. segundo pé3rrafo y 116, 
fracción VI. de la Constrtuc1ón General de la República. en los que se establece: 

.. Artículo 115. ( .. ) 
(. .. ) 
VIII.( . .) 
Las relaciones de traba10 entre los n1umcipios y sus trabajadores, se 

reg1ri3n por las leyes que expidan las legislaluras de los Estados con base en lo 
dispuesto en el articulo 123 de esta Constitución y sus disposiciones 
reglan1cntanas 

Artículo 116. (. .. ) 
(. .. ) 
VI. Las relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores se 

regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los Estados con base en lo 
dispuesto por el articulo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias: y 

Asi, de la lectura de los articulas citados se advierte claramente que tanto 
la Constitución Local. como las leyes reglamentarias del Estado de Guerrero, 
deberan ajustarse a lo establecido en el articulo 123 constitucional, en su Apartado 
B. pues esta fue la intención del legislador acorde a las consideraciones expuestas 
con anterioridad, cabe senalar que a esta misma conclusión arnbó el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 11/94. 

En este sentido, al aplicarse en términos generales los principios 
const1tuc1onales plasmados en el apartado B del articulo 123 constitucional a las 
relaciones que surgen entre los Estados y Municipios y sus trabajadores, también 
se ngen por la ya transcrita fracción XIII del citado precepto de la Carta Magna, en 
cuanto señala que 'los militares, marinos. personal del servicio exterior, 
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agentes del Ministerio Püblico y los miembros de las instituciones policiales, 
se regirán por sus propias leyes.'' 

Corno se ve, los cinco grupos 1nd1cados. constituyen la excepción que 
efectúa el propio articulo 123 const1tuc1onal en el Apartado B, respecto de la regla 
general consistente en que la relación Estado-empleado se as1m1la a una relación 
laboral y que aquél debe considerarse como s1 fuera patrón, excepción aceptada 
en el consenso 1ntcrn.:ic1onal, seguramente porque las atribuciones 
encomendadas por las leyes a esos grupos son de tal manera substanciales 
para el orden, la estabilidad y defensa de Ja Nación, o para su imagen 
externa, que su control requiere de una rigida disciplina jerárquica de 
carácter- administrativo. 

Conviene sefialar que Ja actual mtegracrón del Pleno del Max1mo Tribunal 
del país. al resolver Ja citada contradicción de tesis 11/94, est1n1ó que al excluirse a 
los cinco grupos en cuestrón del tratamiento otorgado por la Carta Magna al resto 
de empleados del Est<Jdo. de acuerdo con la citada fracción XIII Apartado B de1 
articulo 123 const1luc1onal. entonces la relac1on que guardan con et es de 
naturaleza adn1in1strat1va y se ngc por tas norn1as tarnb1én adm1nistrat1vas de ta ley 
y reglamentos que les correspondan 

As• pues. es dable concluir que t.J relación existente entre los Munic1p1os 
con los m1cn1t.)ros de sus cuerpos policiacos es de nnturalcza .ndmtrnstrntiva. 
ng1cndolas las leyes de ese rn1smo caractcr, con10 lo es Ja Ley de Jusl1c1él 
Adn11n1strat1v<J del Est¿ido y del Tnbunal de lo Contencioso 

En ese orden de ideas, <11 aplicarse la leg1slac1on adm1n1strat1va en las 
relaciones sucedrdus entre los integrantes de los cuerpos (Je pol1cia del Munic1p10 y 
éste, se obl1cnc que Jos conf11clos de ellas derivados dct.Jeran ventilarse. en 
pnnc1p10. y nntcs de acudir al amparo. nnte el Tnbunal de to Contencioso 
Adm1n1strat1vo del Estado 

Resulta aplicable por analogia el criterio JUrtsprudenciat por contradicción 
de tesis nlJmero 2a./J. 51/ em1trda por la Segunda Sala de Ja Suprema Corte de 
Justicia. derivado de las tesis sustentadas entre los Tribunales Colegiados Primero 
y Segundo del Décimo Octavo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, pagina 33. Noviembre de 2001; la cual 
establece la competencia del Tribunal de lo Contencmso Administrativo para 
resolver los conflictos entre los trabajadores del Estado y éste; cuyo rubro y texto a 
la letra dicen 

"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS 
DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE MIEMBROS DE LOS CUERPOS DE 
SEGURIDAD PÚBLICA EN EL ESTADO DE MORELOS. CORRESPONDE, POR 
AFINIDAD, AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA 
ENTIDAD". 

En la tests de Jurisprudencia 24/1995, sustentada por el Tribunal Pleno de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 43, Tomo 11. 
correspondiente al mes de septiembre de 1 995, de la Novena Epoca del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. con el rubro: "POLICÍAS 
MUNICIPA.LES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
MEXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACIÓN JURiDICA ES DE 
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NATURALEZA ADMINISTRATIVA.", se estableció que los miembros de dichas 
corporaciones. al formar parte de un cuerpo de segundad pública, mantienen una 
relación de naturaleza administrativa con el Gobierno del Estado o del Municipio, la 
cual se nge por las normas legales y reglamentarias correspondientes. por 
dispos1c1ón expresa del articulo 123. apartado B, fracción XIII. de la Const1tuc1ón 
Polit1ca de los Estados Ur11dos Mexicanos, con lo cual se excluye de considerar a 
aquéllos. asi con10 a los militares. mannos y al personal del serv1c10 exterior. como 
sujetos de una relac1on de naturaleza laboral con la 1nst1tuc1ón a la que prestan sus 
scrv1c1os En congruencia con tal entena. y tomando en consideracion que la Ley 
del Serv1c10 Civil y la Ley do Justicia Adrnu11strat1va, ambas del Estado de Morelos. 
no scñal~Hl con prcc1s1on 1;:i cornpctcnc1a del Tribunal de Arb1tra¡e o del Tnbuna1 de 
lo Contencioso Adrn1n1stra!lvo del Est<Jdo mencionado, para conocer de las 
dc1nandus prornov1dns por un pollcia n1un1c1pal o ¡udrc1al contra autoridades del 
propio Estndo de l\1orclos. con la f1nal1dud de que se deduzcan pretensiones 
derrvadas de l;-1 prestac1on de sus serv1c1os. es inconcuso que debe recaer la 
competenc1.-1 en el Tribunal de lo Conlcnc1oso Adrn1n1strat1vo. por ser ese tribunal 
ndm1n1strat1vo el milS nfin purn conocer de la demanda relativa Lo anterror. en 
acatarn1ento a lo dispuesto por el segundo párrafo del articulo 1 7 de la Const1tuc1611 
Federal. que consagra la garantia consistente en que toda persona Irene derecho a 
que se le admw11strc 1ust1c1a 

As1n11srno. sobre este aspecto resulta aplicable por analogia la tesis 
nUn1ero 289 em1t1da por el Segundo Tribunal Colegiado del V1gés1mo Primer 
Circuito. crn1t1da en marzo de este año, la cual establece la competencia del 
Tribunal de lo Contencioso Adrnm1strat1vo del Estado de Guerrero. para conocer de 
los asuntos que nos ocupan. misma que se transcribe: 

"COMPETENCIA. CORRESPONDE A LA SALA REGIONAL DEL 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONOCER DE LAS 
DEMANDAS PROMOVIDAS POR LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
CON MOTIVO DE LA BAJA O CESE DECRETADO. En el decreto de reforrna al 
aHiculo 123, apartado B. fracción XVIII de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. publicada en el Diario Oficial de la Federación del dia ocho de 
rnarzo de n11/ novecientos noventa y nueve. se estableció que se regirán por sus 
propias leyes Jos n11!1tares rnarinos personal de servicio exterior y n1ien1bros de 
las 1nst1tucioncs policiales así con10 los agentes del Ministerio Público de lo cual 
se desprende que se encuentran excluidos todos ellos de Ja relación Estado­
en1pleado equiparada a la laboral resultando incuestionable que dichos grupos 
tienen una relación iurídica de carácter adrninistrativa con el Estado por lo que se 
rigen por las norn1as o reglamentos que les correspondan: por tanto. resulta 
cornpetente la Sala Regional del Tribunal de Jo Contencioso Administrativo del 
Estado de Guerrero. para conocer de la demanda en contra del Procurador 
General de Justicia del Estado en torno a la baja o cese y retención de 
percepciones de un agente del Mmisteno Público. " 

Ahora bien, al actualizarse en la especie el total de estimaciones hasta 
aqui vertidas. toda vez que a través de la demanda que nos ocupa se pretenden 
impugnar actos provenientes de una relación administrativa actualizada entre el 
Municipio de esta ciudad y uno de los miembros de su institución policial de 
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segundad pública, sin que nnlcs se hubiesen agotado los recursos ordinarios 
rnspecl1vos. rr-c;11ff;, Pvrrlnntn y notorr:i l:i imf)rocndcnc:1<1 de IQ 1nstanc1<:1 nnunc1<:1d.:l 

Asimismo. se tiene I¡:¡ certidumbre y plena conv1cc1ón de que la causa de 
1n1proccdcncia de que se trata es operante en el c;::iso concreto, pues nunque se 
udm111cra In dcrn3nda y se subst3nc1nra el procedirnicnto, nnda tlari.:i que can1b1ara 
de conv1cc1on este JU?qador. rndepcnchcntcmcnle de los 1ncd1os de prueba que 
pudrcran ;Jtlcgnr 1 <JS p ;irles. s 1cndo 1 nconcuso q uc en 1 a e spcc1e se a ctual17n de 
rnancra notonu. pleri;_1 e indubitable ln cousél de 1n1proccdenc1a prevista en los 
;.uliculos 145 y 7:--"S. frricc1on XV. de la Ley de Arnparo, por lo que se desecha la 
demanda de amparo pri-!sent<Jd.-:l por Pamela Rosales Poncc, por su propro 
derectio. contr;i <icln~• del Presidente Municipal de Acapulco de Juñrcz. 
Guerreo. con res1dcnc1<1 en esta crudad, y de otras autondddcs 

Notifiquese pcrsonalmcntc-. 
Lo proveyó Jocl Carranca Zúñiga. Juez Sexto de Distrito en el Estado de 

Guerrero. ;::is1st1do por u! Secretano. qu1P.n autonz<'..l Doy fe · 

Razón En la rrnsrn;:-1 f<~cha se registro In dcmand<J en el ltbro de gobierno y 
se lonno expud1entu r1!Specl1vo Conste.-

Anexo 39 

SECC. AMPAROS. 
PRAL. 187/2000. 
OIA-MA. 

CUENTA. El veintitrés de agosto del dos mil. el secretario da cuenta al Juez 
con la demanda de gnrantias promovida por Mariano Mé3rquez Galindo. recibida en 
la of1c1alia de partes de este Juzgado de Distrito con cuatro copias sin anexos. 
Conste 

Acapulco, Guerrero, veintitrés de agosto del dos mil. 
Vista; la demanda de garantias promovida por Mariano Mérquez Gallndo, 

por propio derecho. contra actos de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje. con 
residencia en esta c1ud;id 

Registrcsc en el libro auxilrar de gobierno con el número 187/2000 y 
forniese el expediente 3uxil1ar 

Ahora bien. de acuerdo al articulo 145 de la Ley de Amparo, el Juez de 
D1slnlo debe ex3rn1nnr. ante todo. el escrito de demando. y si encontrare motivo 
man1f1esto e 1nrludélble de rmproccdencia. la desechará de plano. sin suspender e! 
acto reclamado. La tesis iunsprudencial V 2ºJ/75 del Segundo Tnbunol Colegiado 
del Quinto Círcwto. publicada en la Gaceta del Semanano Judicial de la 
Federación, Octava Epoca. Tomo 68, agosto de 1993. página 77. cuyo rubro es 
""DEMANDA DE AMPARO. DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS"'; expl•ca 
que el desechamiento de plano de una demanda de garantias debe tener los 
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síguientes requisitos: Que se encuentre un motivo de improcedencia del ¡u1c10 
constituc1onal; que éste motivo sea manifiesto, es decir. cu.:indo se advierte en 
forma patente y absolutamente e lara de 1 a 1 ectura del libelo, y que también sea 
indudable, lo cual resulta de la cert1dun1bre y plena conv1cción de que la causa de 
1mprocedenc1a de que se trata es operante en el caso concreto. 

De un analisis minuc1oso del esenio de demanda que presentó el quc1oso 
se advierte que el Ztcto que tilda de 1nconst1tuc1onal consiste en 
.. El auto o acuerdo o resolución interlocutoria. de fecha diez de 1ul10 del año dos mil. 
dictado en el expediente ordinario laboral 2013/99. por el cual la Junta Local de 
Conc1llación y Arb1tra1c declara procedente el mcrdente de incompetencia 
planteado por el hoy tercero pequd1cado. y en consecuencia. su decl1nacion a 
seguir conoc1cndo del juicio laboral Este acuerdo o resolución 1nterlocutona fue 
not1f1cado al suscrito el dia 7 de agosto del arlo en curso a trélVCS de m1 
apoderndo ·· 

Ahora bien. ele un é1/1alrs1s de la total1dod de t;r deninnda se advierte que 
bajo protesto de decir verdad el prornovcnte cil<J corno antecedentes del élclo 
reclamado 
··1) Que en la aud1enc1a tr1fasrca. llevuda a cabo el dia 24 de m~líZO del 2000. 
espectf1can1enlc dentro de l<J etélpa de demand<J y excepciones. Jasó Juvcnt1no 
Rocha Urb1na, Agustin Vcr~stcglJ1 Rnniircz y Alo¡andro Arzate Sánchcz. 
cornparcc1cron por la deniandada MJB T;;iblcros y Maderas. soc1cdnd anóniniu de 
capital variable, acreditaron su personallclad y dieron contestación a la demanda 
en su caracter de npoderados de la ni1sma. pron1ov1endo en dicha etapa 1nc1dente 
de incompetencia. scñülandosc las trece horas del día doce de abnl para el 
desahogo de la audiencia 1nc1dental de incompetencia 
''2) Con fecha diez de Julio del ario en curso. la autoridad responsable dictó la 
resoluc1on interlocutoria en el 1nc1dcnte planteado. resolviendo primeramente lo 
concerniente a la adm1s1ón de los pruebas. desechando 1nexpl1cablemente la 
documental privada ofrecida por el hoy quejoso con el nbsurdo ~rgumento de que 
"'la documental privada que ofrece ba10 el nún1cro 1. por no tener relación con la 
litis planteada en el 1nc1dente interpuesto ... desechando en consecuencia el cote¡o y 
compulsa ofrecido parü pcrfecc1on;:ir tal documental. y resolviendo el incidente en 
el senttdo de declararse 1ncornpctente y rern1t1r el expediente a In Junta de 
Conciliación y Arb1trnje de Sult1tlo. Coat1u1la ·· 

De lo anterior. se advierte que el acto que reclama en esta via 
const1tuc1onal no es considerado de 1rnpos1blc reparación dentro del Juicio 
const1tuc1onal. es decir. es un acto dentro un proceso que no trastoca la gama de 
derechos sustantivos fundanicntalcs protegidos por las garantias 1nd1v1duales. 

Luego. a JU1c10 del que aqui resuelve, en fa especie. se advierte un motivo 
manifiesto e indudable de 1rnprocedenc1a; esto en concordancia con lo que 
preceptuan los articulas 73. fracc1ón XVIII, en relación con el diverso 114, fracción 
IV, de la Ley de Amparo. interpretado a contrariu sensu que señalan: 

""Artículo 73.-El Juicio de amparo es improcedente: 
XVIII.- En los demas casos en que la improcedencia resulte de alguna 

d1sposic1ón de la ley .. 
.. Articulo 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito: 
IV.- Contra actos en el JUICIO que tengan sobre las personas o las cosas 

una ejecución de imposible reparación .. 
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Los anteriores articules también deben relacionarse con el diverso articulo 
107. fracción 111. 1nc1so b), de la Const1tuc1ón, el cual en lo conducente establece: 

""Articulo 107.- Todas las controvers1as de que habla el articulo 103 se 
sujetaran a los procedun1entos y formas del orden iurid1co que determine la ley. de 
acuerdo a las bases s1guien1es 

111.- e uando se reclamen a etas de t nbunalcs J ud1c1arcs, a dm1n1strat1vos o 
del traba10. el arnporo sólo procedera en los casos s1gutentcs 

b) Contra actos en 1u1c10 cuya ejecución sea de 1n1pos1ble reparación, fuera 
de ju1c10 o después de conclu1do. una vez agotados los recursos que en su caso 
procedan, y( )" 

De la 1nterpretac1on del precepto anterior se desprende que ros actos 
susceptibles de combalirse por la vía del amparo indirecto, son aquellos quede 
modo directo e 1nmed1ato afectan derechos sustantivos consagrados en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. tamb1ón llamados 
derechos fundamentales. los cuales no se podrán privar m restringir al gobernado. 
sino en los casos y curnpl1endo los requ1s1tos que impone la propia Ley 
Fundamental. pero nunca tratándose de actos que solo afecten derechos ad¡etivos 
o procesales 

Lo anterior sirve par8 explicar de quó forrna surge el primero de tos 
requrs1tos para desechar In demanda, ya que las resoluciones de incidentes de 
incompetencia tienen sólo carácter de actos mtraprocesales los cuales no acarrean 
pequ1c10 directo e 1nm1nentc al agraviado y de ninguna forma afectan derechos 
sustantivos del gobernado, es decir. no son de los actos considerados de imposible 
reparac1on 

Con la f1nal1dad de dar una mayor expllcac1ón, cabe decir que ta Supren1a 
Corte de Just1c1c:i de la Nac1on sostiene el entena en d1vers3s Jurisprudencias que 
deben considerarse corno actos de m1pos1ble reparac1on aquellos que afectan de 
manera cierta e 1nn1cd1ata algún derecho sustantivo protegido por las garantias 
individuales. de modo tal que esa afectac1on no sea susceptible de repararse con 
el hecho de obtener una sentencia favorable en el 1u1c10, por haberse consumado 
la v1olac1ón de la garantía 1nd1v1dual de que se trate, por tanto. no pueden 
considerarse corno actos de imposible reparación aquéllos que tengan como 
consecuencia una afectación a derechos de naturaleza adjetiva o procesal, pues 
los efectos de este tipo de violaciones son meramente formales y desaparecen si el 
afectado obtiene una sentencia o laudo favorable. 

Es aplicable la tesis de jurisprudencia visible en el Semanario Judicial de la 
Federación, Tomo XIII-Marzo. Matena Laboral. Octava Epoca, página 383, que 
consagra: 

''INCOMPETENCIA. IMPROCEDENCIA DEL AMPARO CONTRA EL 
AUTO QUE DECLARA LA. Es rmprocedente el amparo b1-mstancial en contra del 
auto en el que la Junta Especial de la Local de Conc1llac1on y Arbitraje se declara 
1t1cornpetente para conocer del asunto, ordenando se remitan los autos a la Junta 
Federal de Conc1liac1ón y Arb1traie del Estado de México, pues tal acto no reviste el 
caracter de definitivo, sino que da pauta al 1mc10 del conflicto competencial. 
previsto por el a rticulo 701 d e la Ley Federal del T raba10. por lo que no puede 
afirmarse que cause a los quejosos una afectación de imposible reparación para 
hacer procedente el an1paro bi-instanc1al· consecuentemente es legal el 
desecham1ento impugnado." 

¡ '····::CON --
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Una vez e stablec1da la causal de improcedencia es rn enes ter explicar el 
segundo de los requisitos. el cual se colrT1a, en virtud que de la simple lectura del 
ocurso de garantias se advierte en forma plena que opera en la especie la causal 
de desecham1ento ya explicada. ya que el promovente baJO protesta de decir 
verdad seflata como acto reclan1ado la resolución 1nterlocutona de diez de JUiio del 
año dos mil, dictada en el expediente ord1nar10 laboral 2013/99, por la cual se 
declara procedente el incidente de incompetencia planteado por MJB Tableros y 
Maderas. socredad anónima de capital variable. parte demandada en el juicio 
natural. resolución en la cunl la autondad responsable ordena remitir el expediente 
a la Junta de Conciliación y Arbitraje de Saltillo. Coahu1la 

De esto se advierte que dicho acto no reviste el caracter de dcfin1t1vo, pues 
todavia no se acepta la competencia declinada, luego entonces. es un simple acto 
procesal que no causa pequ1c10 alguno a la parte quc1osa. ya que dicho acto no 
representa les1on a;Jguna a los derechos consagrados por ra ley a favor del 
unpetranlc. requ1s1to sir1c quu non pcira la proccdcncr;:] del 1u1c10 constrtuc1onal. 

llustr<i este criterio ln tesis de ¡unsprudencral v1stble en el Semannno 
Jud1c1al de ta Feder<'.lc1on. Tomo 86·2, Febrero de 1995, Materia Laboral. Octava 
Epoca. pagm<'..1 3G. que scñ<Jl<J 

"AMPARO IMPROCEDENTE, EL QUE SE PROMUEVE CONTRA 
RESOLUCION DE INCOMPETENCIA DE UNA JUNTA, CUANDO NO ES AUN 
DEFINITIVA. La detcr11w1ac1ón de la Junta Federal. al dcc/Jnar la cornpetencia en 
favor del Tnbunal Fcdcrnl de Conc1llaC1ón y Arb1tra¡c, en si r111srna considerada QQ_ 

reviste la condición de def1mtividad para los efectos df,!/ arnparo la que si se 
alcanzaria en el supuesto de que dicho tribunal acepte la cornpetencia que se Je 
declino. Luego entonces en tanto no ocurra esto el arnparo que se promueve 
resulta in1procedcnte. ·· 

Ahora bren. la aceptación de la competencia por decllnatona sólo trae 
corno consecuencia que el asunto se ventile ante otro órgano JUnsd1cc1onal que al 
dictar su fallo puede incluso favorecer a los mtereses del incitante del ¡uicio de 
garantias y aun en caso de que la sentencia respectiva fuera desfavorable. el 
rmpetrante estará en apt1tud de pron1over amparo directo en contra de la sentencia 
def1nit1va. haciendo valer dicha resolución sobre competencia que tilda de 
1nconstrtuc1onal, como violación procesal, por haber trascendido al resultado del 
fallo. tal como lo establecen los articulas 159 y 161 de la Ley de Amparo, que 
preceptuan 

"Articulo 159.- En los JU1c1os seguidos ante tribunales civiles, 
adn11rnstrat1vos o del trabajo. se consideran violadas las leyes del procedrmiento y 
que se afectan las defensas del queioso 

X - Cuando el tribunal 1ud1c1al. administrativo o del traba¡o. continúe el 
proced1m1ento después de haberse promovido una competencia ... •· 

No se soslaya el hecho de que el promovente. en su ocurso de garantias. 
esgrima que en la resolución que se combate. la responsable le haya desechado 
1nexpllcablemente la documental privada consistente en copia fotostática de la 
carta porte con número de serie 8165567, de fecha 29 de mayo de 1999. expedida 
por la compañia de mudanzas Muebles y Mudanzas. sociedad anónima de capital 
variable. a nombre de MJB Tableros y Maderas. sociedad anónima de capital 
variable. por no tener relación con la litis planteada en el incidente interpuesto. 
desechando también y como consecuencia de lo anterior, el cotejo y compulsa 
ofrecido para perfeccionar la referida probanza documental, acto que tampoco es 
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considerado de imposible reparación, ya que el desechamiento de una prueba, 
sólo puede reclarnarse mediante arnparo directo contra el laudo que se dicte. por 
haber trascendido al resultado del fallo, ya que de acuerdo al articulo 159. fracción 
111. de la Ley de Amparo. que expresa: 

Articulo 159.- En los 1u1c1os seguidos ante tribunales c1v1les. administrativos 
o del trabajo, se consideran violadas las leyes del procedimiento y que se afectan 
las defensas del quejoso 

111 - Cuando no se le recrban las pruebas que legalmente haya ofrecido. o 
cuando no se reciban conforme a In ley, 

Es c1lable la tesis de Jurisprudencia publicada en la Gaceta del Semanario 
Jud1c1ul de la Fcdcracrón , Torno 65. Mayo de 1993, Materia Común, Octava 
Epoca. pñgrna 53, que establece 

.. PRUEBAS. AMPARO IMPROCEDENTE CONTRA EL AUTO QUE LAS 
DESECHA. El desccllarmento de tas pruebas del quejoso puede originar que la 
sentencia le sea adversa: pero no significa que aquel acto sea de imposible 
rcparac1on desde el r11on1cnto en que está conternplado con10 una de tas 
violaciones al procedimiento previstas por el articulo 159 de la Ley de Amparo. Al 
disponer el artículo 161 de esa n11sn1a ley que las violaciones procesales a que se 
refiere el articulo en consulta podrán reclan1arse en la vía constitucional al 
prornoverse la den1anda contra la sentencia definitiva. se pretendía evitar que 
diversas actuaciones de un n11sn10 procedimiento dieran origen a n1últiples juicios 
de an1paro. provocando el retraso en la resolución del asunto respectivo. Por ello 
se consideró que además del hecho de que podrian repararse en sentencia tales 
v1olLJciones. era convemcnte concentrar en una sola dernanda Ja 1n1pugnación de 
aquellas actuaciones que trascendieran al fallo y que el propio legislador contempló 
en el articulo 159 de la Ley de Amparo.·· 

Fortalece lo anterior. la tesis aislada que obra en el Semanario Judicial de 
la Federación. Torno X V-11 Febrero, Materia C onnin. O clava E poca. p tJgina 4 89. 
que es del tenor literal s1gu1entc 

"PRUEBAS. DESECHAMIENTO DE. NO ES UN ACTO DE EJECUCION 
IRREPARABLE PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO Bl/NSTANCIAL. Los 
actos procesales que pueden reclamarse en an1paro indirecto son aquéllos que 
traen consigo una ejecución de imposible reparación. es decir. que por regla 
general el amparo biinstancial es in1procedente para reparar violaciones cometidas 
en la secuela procesal, por ser propio del amparo directo siempre y cuando se 
cumpla con las hipótesis previstas en los articulas 158. 159 y 161. este último para 
el caso de n1ateria civil, de la Ley Reglamentaria de los Articulos 103 y 107 de la 
Constitución Federal, y que sólo en casos verdaderamente excepciona/es en que 
efectivamente el acto procesal afecte de manera directa e inmediata alguno de los 
derechos fundamentales del gobernado procederá el amparo ante el Juez de 
Distrito, por lo cual. tomando en cuenta lo anterior el desechan1iento de una prueba 
en n7anera alguna afecta en forrna directa e inn1ediata los derechos del oferente. 
por ser inconcuso que I os e rectos j uridicos producidos por e Id esec/Jamiento de 
una prueba son meramente intraprocesales y por ende no afectan ningún derecho 
sustantivo tutelado por la ley. pues incluso de obtener sentencia favorable la 
solicitante de amparo desaparecería el supuesto agravio. y en caso contrario tiene 
expedito su derecho para alegarlo con10 violación procesal en térrninos del articulo 
159. fracción 111. de la Ley de Amparo. en la demanda de amparo directo. que se 
promueva contra la sentencia definitiva o resoluCJón que ponga fin al juicio.·· 

-------·---~-- -·-
·-------. ------........ 
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Oc lo anterior, se concluye que la ley de la materia otorga a la parte 
afectada la oportunidad de combatir tanto la declaración de 1ncompetenc1a por 
declinatoria corno el desecharniento de pruebas como v1olac1ones procesales 
mediante la interpos1c16n del amparo directo contra el laudo que se dicte en el 
juicio de donde e manan 1 os a etas reclamados de e onformidad e on 1 o q uc 
disponen los articulas 161y159 fracciones 111 y X. de la Ley de Amparo. 

Ilustra este criterio la tcs1s aislada visible en el Semanario Judicial de la 
Federación. Torno XI-Abril. Materia Común, Octava Epoca. página 214. que 
establece· 

""AMPARO INDIRECTO, RESULTA IMPROCEDENTE CONTRA LAS 
RESOLUCIONES QUE SE PRONUNCIEN RESPECTO DE LA EXCEPCION DE 
FALTA DE COMPETENCIA. Conforrne a la regla de procedencia del juicio de 
an1paro indirecto establecida en el artículo 107. fracción 111. de la Constitución 
Polit1ca de los Estados Unidos Mexicanos. en relación con el articulo 114. fracción 
IV, de la Ley de Arnparo. el 1u1c10 const1tuc1onal 1nd1recto es nnprocedento contra Ja 
resolución que dcsect1a la excepción de 1ncornpetcnc1a. porque no constituye un 
acto de c1ccuc1ot1 irreparable Los actos procesales tienen una e1ecuc1ón de 
1rnpos1ble reparación sólo s1 sus consecuenClas afectan directanicnte alguno de Jos 
derechos del gobernado que t utefa /<:J C onst1tuc1ón General de fa R eptiblica. por 
rned10 de las garant1as 1nd1v1duafes. por lo que en ese caso no pueden repararse 
las violaciones cornet1das a trDvés tic/ arnp¡iro directo. lo que no ocurre tratándose 
de las resoluciones que se pronuncien respecto de la cxcepc1on ele u1con1petenc1a. 
porque solo producen efectos intraprocesales. por tanto. tales resoluciones por 
constituir una v10Jac16n procesal. deben roe/amarse hasta gue se dicte el fallo 
defuut1vo en caso de que este sea desféJvorablc rned1antf?_.2j__jLJicio de a1nparo 
d1recto en los térn11nos de lo dispuesto por los articulas 107 fracc16n 111 mciso a}, 
de la Constituc1ón Federal y 158 y 159 fracción X v 161 de la Ley de Amparo." 

En lo referente a las pruebas se transcribe la tesis aislado que obra en el 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo Xl-Morzo. Matcrra Común. Octava 
Epoca. pilgina 343. que reza: 

'"PRUEBAS, DESECHAMIENTO DE LAS. DEBE RECLAMARSE EN 
AMPARO DIRECTO COMO VIOLACIÓN PROCESAL. El acuerdo que desecha 
pruebas debe ser reclamado corno violación procesal en a n1paro directo cuando 
exista sentencia definitiva en ternunos del articulo 159 fracciones 111 y XI de Ja Ley 
de Arnparo en materia civíl adnlinistrat1va o laboral y del artículo 160. fracciones VI 
y XVII, de Ja propia ley en n1atena penal, por lo que si en su contra se interpone 
an1paro indirecto ante Juez de Distrito. este resulta in1procedente y debe 
sobreseerse en ténninos de los preceptos citados y de los artículos 73. fracción 
XVIII, y 74. tracc1on 111. de la ley de la n1ateria ·· 

Se tiene la cert1durnbre y plena conv1cC1ón de que la causa de 
1n1procedencia de que se trata es operante en el caso concreto. pues aunque se 
adnutiera la den1anda y se substanciara el procedinnento. no haria que can1biara 
de convicción este juzgador. independientemente de los medios de prueba que 
pudieran allegar las panes: los argun1entos y fundamentos antes citados. se ven 
robustecidos por Ja tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación. Torno VII-Enero. Materia Comün, Octava Epoca. página 119. del rubro 
y texto siguiente: 

"AMPARO INDIRECTO IMPROCEDENTE CONTRA LA DECLARACIÓN 
DE INCOMPETENCIA DE UNA JUNTA DECL/NANDOLA HACIA OTRA. Toda 
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vez que la declaración de incompetencia, contenida en el acto reclamado, esta 
sujeta, en cuanto a su efectividad, a lo que la Junta en cuyo favor se declinó la 
competencia. resuelva sobre esta cuestión, e incluso a lo que. llegado el momento. 
pudiera determinar la autoridad que decidiera sobre ella en términos del artículo 
705 de la Ley Federal del Trabajo, debe decirse que, en el caso. no se ha 
actualizado el perjuicio jurídico, entendiendo éste como la lesión a un derecho 
consagrado en una ley. requerido para la procedencia del juicio constitucional y por 
ende, el juicio de garantias biinstancial que se intente en contra de tal acto. 
deviene improcedente.·· 

Es 1nconcuso, que en la especie se actualiza de manera notoria. plena e 
indubitable la causa de improcedencia prevista por el articulo 73. fracción XVIII. en 
relación con el numeral 114, fracción IV. interpretado contranu sensu. ambos de la 
Ley de Amparo. en consecuencia, lo procedente es desechar de plano la 
demanda de garantías planteada. 

Notifiqucsc personalmente. 
Lo proveyó y firma Joel Carranca ZUñiga, Juez Cuarto de Distrito en el 

Estado de Guerrero, asistido por el secretario que autoriza. Doy fe. 

RAZÓN. En la misma fecha se registró la demanda en libro de gobierno y 
se formó expediente. Conste.-

Anexo 40 

"INTERÉS JURÍDICO, FALTA DE. NO ES MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DE AMPARO, PARA 
DESECHAR DE PLANO LA DEMANDA DE GARANTÍAS. La falta 
de interés jurídico no es un motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia del juicio de garantías. en términos del articulo 145 de 
la Ley de Amparo. en tanto que puede acreditarse durante el 
procedimiento del juicio de amparo y hasta la audiencia 
constitucional, mediante las pruebas que al efecto se aporten. 
Estimar lo contrario implicaría dejar al promovente en estado de 
indefensión dado que a priori se le privaría de la oportunidad de 
allegar pruebas al juicio que justificaran dicho requisito de 
procedibilidad; consecuentemente, ante esta hipótesis debe admitirse 
la demanda de garantías, porque el rnotivo aparente que en principio 
se advirtiera aún no es claro y evidente como para desechar de plano 
la demanda de amparo, por ser susceptible de desvirtuarse durante 
el lapso procesal que culmina con la audiencia constitucional". 

/ ::ory i 
L.!>- ._.,~ OPJGEN ! 
--------- .. _j 
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Tesis de jurisprudencia número XVll.2o. J/15, del Segundo 

Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, que obra en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, Marzo de 

2000, página 884. 

""AMPARO EN REVISIÓN 412000. SUCESIÓN A BIENES DE ENRIQUE C. 
CREEL. POR CONDUCTO DE SU ALBACEA, CARLOS ALEJANDRO CREEL 
CARRERA. 

CONSIDERANDO: 
CUARTO. -Son fundados /os agravios hechos valer por el recurrente. 
En efecto, es fundado el agravio expuesto por el inconforme, en el sentido 

de que el Juez a quo incorrectamente. para desechar /a den1anda de garantias. se 
basó en que dado que la parte quejosa no tenia la posesión del bien sujeto a 
concesión. entonces no existía acto concreto de aplicación en su perjuicio. dado 
que emitió un juicio a priori. con el que no se le dio oportunidad de probar en el 
juicio die/lo supuesto rnediante el desahogo de pruobas. 
Se dice lo anterior. porque de la lectura de la den1anda de garantias, 
particularn1onte de los actos reclan1ados. este órgano colegiado advierte que 
contrario a lo resuelto por el Juez de Distnto. no es el n1otnento oportuno para 
pronunciarse que la parle que¡osa tiene o no un n1ejor derecho sobre la posesión 
del inrnueblc y que por ello no ex1stia acto concreto de aplicación de la ley 
reclarnada que le ocasione un perjuicio. puesto que d1cna circunstancia consl1tuye 
una interrogante sobre la que no puede prejuzgar. no sólo porque las causales de 
itnprocedencia no pueden inferirse a base de presunciones. sino porque dic/10 
extremo, o sea el mejor derecho. es susceptible de acreditarse durante el 
procedin11ento. 

En virtud a lo anterior, es evidente que no es posible considerar que exista 
n1otivo manifiesto e indudable de in1procedencia y suficiente para desechar de 
plano la demanda. por no actualizarse los supuestos exigidos por el articula 145 de 
la Ley de An1paro. ya que los motivos aducidos por el Juez a qua pueden ser 
desvirtuados por n1edia de las pruebas que se aporten en Ja audiencia 
constitucional, pues de no ser asi. se dejaría al pramovenle en estada de 
indefensión. 

Robustece lo anterior. el criterio sustentado por este órgano colegiado, 
consultable en la página 406, del Ton10 111. abril de 1996. del Sernanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Novena Época. que dice: "INTERÉS JURiOICO. FALTA 
DE. NO ES MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. EN 
TÉRMINOS DEL ARTiCULO 145 DEL A LEY DE AMPARO. PARA DESECHAR 
DE PLANO LA DEMANDA DE GARANTiAS -La falta de interés jurídico na es un 
n10tivo n1anifiesto e indudable de irnprocedencia del juicio de garantias, en 
térrninos del articulo 145 de la Ley de An1paro, en tanto que puede acreditarse 
durante el procedimiento del juicio de arnparo y hasta Ja audiencia constitucional. 
n1ed1C3nte las pruebas que al efecto se aporten. Estin1ar Jo contrario itnplicaria dejar 
al prornovente en estada de mdefensión dado que a priori se le privaría de la 
oportunidad de allegar pruebas al juicio que justificaran dicho requisito de 
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procedibilidad. consecuentemente ante esta hipótesis debe admitirse la demanda 
de garantias. porque el motlVO aparente que en principio se advirtiera aún no es 
claro y evidente con10 para desechar de plano la dernanda de amparo, por ser 
susceptible de desvirtuarse durante el lapso procesal que culmina con la audiencia 
constitucional. ". 

Asirnisn10. tiene razón el recurrente en cuanto a que no reclama 
únicamente el acto de aplicación de Ja ley reclamada, sino la ley misma. y al ser 
ello asi, no se puede desvincular en el estudio, por lo que el Juez de Distrito no 
tenia por quó haber desechado la demanda. 

Por otra parte. el acto de aplicación de ta ley reclamada de inconstitucional 
se actualizó desde el rnon1ento en que con10 lo rnanifiesta la quejosa. tuvo 
conocinliento de la concesión otorgada por la Secretaria de Conn1nicaciones y 
Transportes para el uso y explotación del inmueble que dice pertenece a Ja 
sucesión que1osa y el pcr¡111c10 se l1ace derivar desde el punto de vista de que esa 
concesión pudiera agravrar al que¡oso. lo que se insiste. debe darse a este el 
dercc/10 de prol.Jar durante el ¡wc10 

En otro orden de ideas. tarnpoco se encuentra ajustado a derecho el auto 
que desechó la dernanda de garantías por considerar al acto o actos de no 
irnposible reparación. aduciendo que la quejosa es parte en un juicio reivindicatorio 
en la que puede obtener una sentencia favorable y en caso contrano. interponer el 
juicio de amparo. y es hasta ese n1omento en que se actualizarla el agravio. 

Lo anterior es asi, puesto que con10 lo expone el recurrente en sus 
agravt0s, los actos que ahora reclama no forn1an parte del indicado juicio 
reivindicatorio 

Acorde a lo anteriorn1ente ser1alado, lo que procede es revocar el acuerdo 
cornbatido a efecto de que el Juez de Distrito. de no existir diversa causal de 
improcedencia mdudabfe y n1anifiesta. admita a trámite la demanda de garantías 
que nos ocupa, sin pcrjtucio de que al dictar sentencia, proceda conforme a 
derecho al estudio de fas posibles causales de irnprocedencia. 

Por fo antenorrncnte expuesto y fundado, se resuelve: 
PRIMERO.-Se revoca el auto recurrido. 
SEGUNDO.-Se ordena al Juez Sexto de Distrito. con sede en Ciudad 

Juárez. Cl1i/1uahua. que adnlita a tránlite la dernanda de garantias. 
Notdiquese. pubfiquese y anótese en el libro de registro; con testirnonio de 

esta resolución vuelvan los autos al lugar de su procedencia, y en su oportunidad. 
archivese el toca 

Asi. lo resolvió el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptirno 
Circwto. por unanin11dad de votos de los CC. Magistrados Gerardo Dávila Gaona, 
Olivia Heiras de Mancisidor y José Luis Gómez Malina. siendo ponente la segunda 
de los nombrados~. 

Anexo 41 

"DEMANDA DE AMPARO. LA FALTA DE INTERÉS 
JURÍDICO NO ES MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA QUE JUSTIFIQUE SU DESECHAMIENTO. La 
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causa de improcedencia prevista en la fracción V del articulo 73 de la 
Ley de Amparo, que se refiere a la falta de interés jurídico del 
quejoso, no puede considerarse como un motivo manifiesto o 
indudable de improcedencia del juicio constitucional, pues el quejoso 
puede acreditar su interés durante el curso del procedimiento del 
amparo. motivo por el cual debe admitirse la demanda de amparo, 
pues de lo contrario se dejaría al agraviado en estado de indefensión, 
al privarse/e de la oportunidad de allegar en la audiencia 
constitucional los elementos de convicción que /o justifiquen". 

Tesis número IV.2o. J/22, del Segundo Tribunal Colegiado del 

Cuarto Circuito, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Octava Época, Tomo 66, Junio de 1993. página 39. 

"RECURSO DE REVISION 19/92. SERGIO MONTEMAYOR TREVIÑO. 
CONSIDERANDO: 
TERCERO.- Los anteriores agravios son esencialmente fundados. 
En el proveido materia de la revisión la Juez de Distrito desechó la 

den1anda de garantías pron1ovida por la ahora inconforn1e. por considerar que se 
surte la causa de in1proccdencia prevista por la fracción V del articulo 73 de la Ley 
de Amparo. porque los actos reclan1ados no afectan los intereses juridicos de la 
promovente de la acción constitucional. Adujo en resumen que el interés del 
quejoso es sin1plen1ente econórnico, puesto que se traduce en la falta de pago 
oportuno de unos titulos de crédito adquiridos de Casa de Cambio Monterrey. 
Sociedad Anónima de Capital Variable, los cuales fueron devueltos debido al 
asegurarnicnto decretado por las autoridades responsables en contra de la 
n1enc1onada casa de can1bio, quien a su vez si tiene un interés juridico 
legitin1amente tutelado. 

El n1otivo n1anifiesto e indudable de in1procedencia a que se refiere el 
articulo 145 de la Ley de An1paro para desechar una demanda, debe ser claro, sin 
lugar a dudas. evidente por si mismo, que surja sin ningún obstaculo a la vista del 
juzgador y que no pueda ser desvirtuado por ningún tnedio de prueba durante el 
juicio. La causa de improcedencia prevista por la fracción V del articulo 73 de la 
Ley de An1paro. relativa a Ja falta de interés juridico del quejoso al momento de 
promover el juicio de an1paro. no es n1otivo n1anifiesto ni indudable de 
in1procedencia. pues die/Jo interós puede acreditarse hasta Ja audiencia 
cons/ltucional n1cdiante las pruebas que al efecto se aporten. Estin1ar lo contrario 
implicaría dejar al promovcntc en estado de indefensión. en tanto que a priori se le 
priva de la oportuwdad de allegar al juicio Jos elementos de convicción que 
justifiquen el señalado requisito de procedibilidad y. en consecuencia, debe 
admitirse en general Ja demanda de amparo en ese h 1pótesis. y a que e I motivo 
aparente que en principio se advierta es ineficaz para desecharla por ser 
susceptible de desvirtuarse durant~ el lapso procesal que culmina en la audiencia 
constitucional. En el presente caso no se puede válidamente sostener. de entrada, 
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que el recurrente carece de interés juridico para demandar la proteccion 
const1tucional solicitada. por ser et suyo un interés sin1p/e o econónlico. pues de la 
den1anda de an1paro se advierte que compró divisas a la Casa de Can1bio 
Monterrey, Sociedad A nónima de C apita/ Variable: quien expidió tres e /Jeques a 
cargo de una institución bancaria de Norteamérica, misn-1a que los rechazó, según 
el quejoso con n1otivo del aseguramiento de cuentas de la casa de cambio 
ordenado por las autoridades responsables, y esto pern1ite vislun1brar un interés no 
sin1plemente económico del mconforme, sino uno juridicamente protegido, en tanto 
que. segun su dcnu:inda, invirlió su dinero en divisas y esas divisas no llegaron a 
su destino debido al aseguranlicnto reclamado. indicio que el quejoso pudiera 
robustecer con otros n1edios probatorios que n"ndiera en la audiencia constitucional 
Al no estin1arlo asila Juez de Distrito. agravia con ello al inconforrne 

Cabe destacar que I a Juez de arnparo t arnbién d escchó I a demanda de 
an1paro invocando la diversa causa de in1procedenc1a prevista por la tracción XVIII 
del articulo 73 de la L cy de A n1paro. en relación con e I 21 c onst1tuc1onal. en I o 
concerniente a la trar111tac1ón y seguinliento de la averiguaC1ón previa 169/SD/92 
instruida en contra de Casa de Carnbio Colón. Sociedad Anón1111a de Capital 
Véiriat;,le, bajo el argurncnto de que el Ministeno Público es la autoridad facultada 
para investigar hechos q uc constituyen delito y ejercitar o no la correspondiente 
acción penal: sin crnbargo. a juicio de este órgano colegwdo no se actua/lza la 
referida causa de unprocedenc1a, pues si el quejoso serla/a en su dernanda que 
con n1ot1vo de las 111cd1das decretadas dentro de la referida averiguación previa. a 
la que se ostenta tercero extrarlo. se le priva de bienes de su propiedad (divisas) 
con v1otación a los arliculos 14 y 16 constitucionales. debe colegirse que no está 
cuest10nando las facultades del Ministerio Público relacionadas con la investigación 
de I os /1 echos 1 lic1tos a tribuidos a I a casa de cambio ni a I ejercicio de I a acción 
penal correspondiente. pues Ja acción de garantías no tiende a someter dichas 
cuestiones al control constitucional 

En las apuntadas condiciones. debe revocarse el auto desecl1atorio de la 
dernanda de arnpuro. ordenando su adnusión. 

Por lo expuesto y fundado y con apoyo aderntJs en el articulo 91 de la Ley 
de An1paro. se resuelve: 

PRIMERO.- Se revoca el auto recurrido. 
SEGUNDO.- En los términos de la parte final del considerando tercero de 

estZt ejecutoria se ordena admitir la den1anda de an1paro de referencia. 
Notifique se. 
Asi. por unan1n1idad de votos. lo resolvieron los Magistrados que integran 

el Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito. licenciados: Leandro Fernández 
Castillo. Arluro Barocio Vil/alobas y Enrique Arizpe Narro. siendo relator el primero 
de los nombrados que firman con Ja secretaria de Acuerdos que actúa y da fe'". 

Anexo 42 

"INTERÉS JURÍDICO. SU ANÁLISIS DEBE SER MA TER/A 
DE LA SENTENCIA QUE RESUELVA EL JUICIO DE GARANTÍAS. 
De la lectura de lo dispuesto por el articulo 73 de la Ley de Amparo, 
en relación con el articulo 4o. de este ordenamiento. en cuanto prevé 
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que el juicio de garantías sólo puede ser promovido por la persona a 
quien perjudique el acto, se deduce que este último no puede 
relacionarse con las causales de improcedencia genéricas 
contenidas irnplicitamente en la fracción XVIII del primer precepto 
citado para inferir la falta de interés jurídico y por e /lo desechar la 
demanda respectiva, ya que la fracción V contempla específicamente 
tal falta de interés jurídico del accionante como presupuesto que, de 
conformidad con el articulo 151 de la referida ley, se puede acreditar 
a través de las pruebas que estin1e pertinentes el interesado, durante 
el procedin1iento e incluso en la audiencia constitucional; en tal virtud 
el análisis del interés jurídico afectado debe ser materia de la 
sentencia que resuelva el juicio de garantías. pues estimar lo 
contrario implicaría dejar en estado de indefensión al quejoso. 
privándole del derecho de allegar al juicio los elementos de 
convicción para acreditar tal requisito de procedibilidad, por lo que no 
puede considerarse que en el caso se actualice algún motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia que justifique el 
desechamiento de la demanda de amparo, puesto que la causa de 
improcedencia de que se trata, es de aquellas que deben analizarse 
al momento en que se dicte la resolución correspondiente, por no 
estar considerada como manifiesta. inobjetable y cierta". 

Tesis número Vll.2o.A.T.15.K del Segundo Tribunal Colegiado 

en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito. 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo XII. Octubre de 2000, página 1303. 

Anexo 43 

"INTERÉS JURÍDICO. INDEBIDO DESECHAMIENTO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO POR FALTA DE. La causal de falta de 
interés j uridico. prevista por e I articulo 7 3, fracción V de I a Ley de 
Amparo. no puede considerarse corno manifiesta e indudable para 
que dé lugar a que con fundamento en el articulo 145 de la Ley de 
Amparo. el juez de Distrito, deseche de plano la demanda de 
garantías porque el quejoso esta en aptitud de demostrarlo durante la 
sustanciación del juicio". 
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Tesis del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 

del Priri;:._er Circuito. que obra en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo 11, Octubre de 1995, Novena Época, 

página 564. 

Anexo 44 

SECC. AMPAROS. 
AUX. 175/2000. 
MAGºMA. 

CUENTA. El diecisiete de a gasto d el dos n1 il. e 1 secretario da e uenta a 1 
1uez con In demanda de garnntías promovida por Javier Gonzalez. recibida en la 
of1c1alia de p<:lrtcs de este Juzg3do de Distrito con diez copias y un anexo Conste 

Acapulco. Guerrero. d1ec1s1ctc de ngosto del dos mil 
Vista; lu dcmand<:l de garantias promov1d3 por Javier Gonzalez. por propio 

derecho. contra actos del Juez Ou1nto de Primera Instancia del Ramo C1v1I del 
Distrito Jud1c1¡-¡I de Tnborcs. con residencia en esto c1ud;:id y otras nutoridades 
Registrcse en el libro aux1l1ar de gobierno con el nUn1ero 175/2000 y fórmese el 
cxpcd1cntc éluxiliar 

Ahora bien. dP- acu0rdo al 8rticulo 145 de la Ley de Amparo. el Juez de 
Distrito debe exarninnr, wnte todo. el escrito de demanda. y si encontrare motivo 
n1anif1eslo e indudnblc de irnprocedencrn. la desechara de plé!.nO, sin suspender el 
acto reclarnado Lo tesis 1unsprudcncinl V 2" Jl75 del Segundo Tribunal Colegiado 
del Ou1nto Circuito. ¡JtJblrcnd:J en 13 GDcetw del Sernwn<Jno Jud1c1al de lo 
Federación, Octav<l Epoco, Tomo 68. ogosto de 1993. p<3g1na 77. cuyo rubro es 
.. DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS"; cxpl1c;:i 
que el dcscch;:1r111ento de plano c1c uno dcniondw de g3rantias dctJe tener los 
s1gu1cntcs requ1s1tns 

o) Oue se encuentre un motivo de 1111procedcnc1w del ju1c10 const1tuc1onal. 
b) Que éste rnot1vo seo rnan1f1csto, es decir, cuando se wdv1crtc en forrn;:i 

patente y ~1tJso!utan1<.!nle clélro de l;:i lcctur<J del libelo. y 
e) Ouc tarnb1én s0<."1 1ndud~1ble. lo cuo:ll resulta de la ccrt1dun1brc y plena 

convicr:1ón d0 r,uc l;i cousw de 11Tiproccdenc13 de que se trato es 
operDntc en el cuso concreto 

De un anál1srs ni1nucioso del cscnto de demanda que presentó el qucioso 
se advierte que los actos que tilda de mconstitucionnles consisten en· 

a) Del Juez Quinto de Primera Instancia del Ramo Civil del Distrito 
Judicial de Tabares: El procedifniento seguido en el expediente 
número 76-2/99, incluyendo la sentencia. auto que Ja declara 
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ejecutoriada, rernate y adjudicación del bien inmueble embargado en el 
citado expediente y demás consecuencias derivadas de dic/10 fallo 
jurisdiccional. 

b) Del Segundo Secretario de Acuerdos: La diligencia de en1plazamiento 
y embargo que llevó a cabo en el expediente del que derivan los actos 
reclamados. consisten en la traba de embargo de un bien inmueble 
inscrito en el folio de derechos reales número 36536, del Distrito 
Judicial de Tabares de fecha 30 de noviembre de 1992, cuya diligencia 
llevó a cabo de manera ilegal y al n1argen de todo procedimiento legal. 
exactamente el dia 3 de nJarzo de 1999. hechos de los cuales acabo 
de tener conocirniento 

e) De la Delegada Regional del Regrstro Público de la Propiedad en esta 
ciudad, la inscripción del actzi de en1bargo que llevó a cabo el dia 24 
de marzo de 1999. asi corno la probable mscnpción de la escntura de 
adjudicación que se tire con n1ot1vo de remate del mencionado bien 
raiz a favor del actor en el juicio ejecutivo tncrcantil del que derivan los 
actos reclamados.·· 

Aunado a lo anterior. baJO protesta de decir verdad el agraviado cita como 
antecedentes del acto reclamado 

a) Manuel Malvácz Ros1llo, por conducto de sus andosatarios en 
procuración demandó de las tambión tercero perjudicadas Evelia 
Melchor Velazco y Nieves Aurora Velazco Melchor, el pago de la 
cantidad de $150,000 OO. (ciento cincuenta mil pesos m/n). 

b) La diligencia de emplazamiento, requerimiento de pago y embargo se 
llevó a cabo el día 3 de marzo de 1999. 

e) Que el bien inmueble habia salido del patrimonio de las demandadas 
en el juicio del que derivan los actos reclamados. 

d) Que dicho inmueble embargado salló de la esfera de derechos de las 
demandadas en virtud del poder general para pleitos y cobranzas. 
actos de administración y de riguroso dominio. con carácter de 
irrevocable otorgado a favor del hoy quejoso por Nieves Aurora 
Velazco Melchor. poder que solo estaba limitado a la fracción de 
terreno resultante de la subdivisión hecha al lote marcado con el 
número 36. de la manzana sexta, sección primera de la colonia Vista 
Alegre. 

e) Oue dicho bien es el que fue sujeto a embargo en el juicio natural. 
teniendo conocirn1ento que se ha dictado sentencia y que ésta ha sido 
declara ejecutoriada, aduciendo el impetrante que no se le emplazo 
legalmente a juicio debiendo llamársele como tercero interesado y 
manifestando que acaba de tener conocimiento de dichos hechos. 

Luego. a juicio del que aqui resuelve en la especie se advierte un motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia: esto en concordancia con lo que 
establece el articulo 73, fracción V de la Ley de Amparo, que señala: 

"Articulo 73.-E/juicio de amparo es improcedente: 
V. - Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso. 
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El interés juridico se traduce en la existencia de un derecho subjetivo 
jurídicamente tutelado y la posterior violación o desconocimiento del mismo, lo que 
configura uno de los presupuestos para promover el juicio de garantias en los 
términos de lo que establecen los articulas 4o. y 73, fracción V de la Ley de 
Amparo. 

Para que algún gobernado pueda estar legalmente interesado en que 1 a 
JUStic1a federal lo ampare es presupuesto indispensable que cuente con un derecho 
legitimo que haya sido trastocado por los actos de autoridad de que se duele. De 
tal afirmación se desprende que son dos los supuestos que integran el interés 
juridico. siendo el primero de ellos la existencia y titularidad de un derecho legitimo 
tutelado, y el segundo el resentimiento de un agravio, perjuicio, menoscabo u 
ofensa en ese derecho, proveniente de un acto de autoridad. 

Cabe citar la tesis de jurisprudencia visible en el Semanario Judicial de la 
Federación, Tomo VIII-Diciembre, Materia ComUn, Octava Epoca, página 117, que 
reza: 

""INTERES JUR/D/CO EN EL AMPARO. SU CONCEPTO. De acuerdo con 
el articulo 4o. de la Ley de Amparo. el ejercicio de I a acción constitucional esta 
reservado Unicamenle a quien resiente un petjuicio con n1otivo de un acto de 
autoridad o por la ley. Por lo tanto. Ja noción de perjuicio. para que proceda la 
acción de amparo presupone la existencia de un derecho Jegitimamente tutelado, 
que cuando se transgrede por la actuación de una autoridad. faculte a su titular 
para acudir ante el órgano ;urísdiccional demandando el cese de esa violación. Ese 
derecho protegido por el ordenan1iento legal objetivo es lo que consWuye el interés 
jurídico. que Ja Ley de Arnparo toma en cuenta, para la procedencia del juicio de 
garantías··. 

Lo anterior sirve para explicar de qué forn1a surge el primero de los 
requisitos para desechar Ja demanda, debido a que en la especie el pron1ovente 
solicita an1paro por propio derecho. n1anifestando ser una persona extraña a juicio 
debido a que no se le emplazó legalmente en el juicio natural, fundando tal petición 
en el poder general para pleitos y cobranzas, actos de administración y de riguroso 
dominio. con carácter de irrevocable otorgado a favor del hoy quejoso por Nieves 
Aurora Velazco Melchor. parle den1andada en el juicio natural, mandato que se 
consigna en la escritura püblica nlimero ochocientos cuarenta y tres de fecha 
quince de enero de mil novecientos noventa y cuatro, el cual esta únicamente 
limitado a Ja fracción de terreno resultante de la subdivisión hecha al lote marcado 
con el número 36, de Ja manzana sexta. sección primera de Ja colonia Vista Alegre, 
agregando además que dicho bien embargado durante el juicio ejecutivo mercantil 
número 76-2/99. había salido de la propiedad de las demandadas en virtud del 
contrato de mandato antes referido. 

Asi las cosas. es evidente y claro que el impetrante no reúne los dos 
extren1os necesarios para acreditar su interés juridico requisito sine qua non para 
solicitar la protección constitucional esto debido a que: 

"1) No cuenta con un derecho legítimamente tutelado.- Que en el caso 
es Ja propiedad del bien inmueble marcado con el número 36, de la rnanzana 
sexta, sección primera de la colonia Vista Alegre, inmueble que fue embargado 
dentro del juicio mercantil de donde emanan los actos reclamados, esto en virtud a 
que el contrato de mandato a que refiere el ocursante no Je transfiere Ja propiedad 
de dicho bien, dado que la naturaleza juridica de dicho contrato es diferente. 

~.""11\J" 1 
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Cabe hacer a/1ora un estudio sobre la naturaleza jurídica del mandato y su 
diferencia con los contratos traslativos de dorninio. el primero de los citados se 
conceptualiza en el artículo 2466, del Código Civil para el Estado de Guerrero 
corno; 

.. El mandato sera un contrato por el que el mandatario se obligue a 
ejecutar por cuenta y a nombre del mandante o sólo por cuenta de éste los actos 
juridicos que el mandante le encargue". 

Asimismo, el artículo 2469, del citado ordenamiento dispone: 
··Podr8n ser ob1eto del mandato todos los actos lícitos para los que la Ley 

no exija la intervención personal del interesado .. 
Cabe decir que el nJandato escrito puede ser general o especial. Ahora 

bien. no se soslaya que de conformidad con el tercer parrafo del artículo 2475. de 
ta legislación sustantiva civil en comento que señala que en los poderes generales 
para ejercer actos de dorniruo. bastara que se diga que dichos poderes generales 
se dan con ese carácter para que el apoderado tenga todas /ns facultades de 
dueño. tanto en lo relativo a los bienes con10 para hacer toda clase de gestiones a 
fin de defenderlos 

Pero hay que decir que lo anterior no conlleva Ja transferencia de la 
propiedad del inmueble citado al n1andatario. aquí que1oso. pues la naturaleza del 
contrato de n1andato es diversa. ya que este se entiende como un contrato 
consensual por el que una de las partes. l/arnada mandante, confía su 
representación el desen1perio de un servicio o Ja gestión de un negocio. a otra 
persona denominada nmndatario. además de que dicho contrato debe entenderse 
constituido en interés del mandante y, por tanto, para asuntos propios del mismo, 
esto debido a su misn1a naturaleza y que no se puede desconocer bajo la 
consideración de que el n1andato ha sido otorgado sin /irnitaciones y con todas tas 
cláusulas generales y las especiales que requieren cláusula especial 

En tal tesitura. tenen1os que todos los actos que lleve acabo el n7andatario 
deberán ser sicrnpre en rep1esentación del n1andante. de lo cual se deduce que no 
por el otorgarniento de un nJandato se trasladara fa propiedad de los bienes. caso 
diferente a tos contratos de co1npraventa y donación en los cuales se transfiere la 
propiedad de las cosas objeto del contrato. 

Es citable Ja tesis que obra en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo V. Abril de 1997. Materia Civil, Novena Epoca. página 257, que 
señala: 

"MANDATO, LÍMITES DEL. SE REQUIERE AUTORIZACIÓN EXPRESA 
PARA QUE EL MANDATARIO PUEDA GRAVAR LOS BIENES DEL MANDANTE 
EN GARANTÍA DE SUS PROPIAS DEUDAS. Que el mandato sin necesidad de 
que se diga en la escritura relativa deba entenderse constituido en interés del 
mandante y por tanto para asuntos propios del mismo es cosa que deriva de su 
naturaleza y que no puede desconocerse bajo la consideración de que ha sido 
otorgado sin limitaciones y con todas las facultades generales y las esoeciales que 
requieren cláusula especial. El mandato es una extensión de la personalidad ya 
que por su virtud la actividad del individuo limitada en su ejercicio por las 
imposiciones de su condición corpórea se extiende d andole la ubicuidad que le 
permite realizar a un mismo tiempo y en distinto espacio los diversos actos 
necesarios para la conservación y desarrollo de su vida n orrnal y jurídica: actos 
que. desde luego, no pueden ser otros que los que conciernen a aquel individuo. y 
no los que atañen. solamente al mandatario. puesto que de lo contrario el poder 
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carecería de sentido, en virtud de que seria absurdo que el mandante, sin tener 
interés alguno en el acto cuyo cumplim1ento fuera su objeto, le encargase al 
mandatario, único interesado, que lo cumpliera. Se confirma lo anterior, 
examinando el articulo 2445 del Código Civil de Sinaloa y su correlativo 2563 del 
Código C1v1I del Distrito Federal, pues establecen que en lo no previsto y prescrito 
expresamente por el mandante. deberá el mandatario consultarle. y si no fuere 
posible la consulta o estuviere el mandatario autorizado para obrar a su arbitrio, 
hará lo que la prudencia dicte. cuidando del negocio corno propio. De acuerdo con 
esta dispos1ción, tiene que aceptarse que el mandato se constituye en interés del 
mandante. para ser e1erc1do en asuntos propios de éste. y no en los del 
mandatano. porque cuidar prudentemente del negocio como propio. y hacerlo 
propio son cosas diferentes que no puede el mandatario confundir sin 
desnaturalizar el ob1eto del contrato. Al prescribir el articulo 2478 del Código Civil 
de S1naloa. 1dént1co al 2596 del Código Civil del Distrito Federal. que el mandante 
puede revocar el contrato cuando y como le parezca. esta reconociendo 
igualmente que el mandato se otorga en interés exclusivo del mandante. ya que de 
otro modo no estaria éste facultado para unilateralmente privarlo de efectos. s1 bien 
puede suceder que el mandato se confiera en interés común del mandante y del 
mandatano. o de aquél y de un tercero, como acontece si su otorgamiento se 
estipula con-io cond1c1ón en un contrato bilateral o como un medio para cumplir una 
obllgacrón contraida, en cuyas h1pótes1s el poder no puede revocarse: 
precisamente por tratarse de casos de excepción. se confirma la regla de que el 
mandato se constituye en interés del mandante: de manera que, salvo pacto 
explicito en contrano. ningún poder puede considerarse confendo en interés del 
mandatano. por n-ias o menos amplias que sean sus facultades. las cuales no 
llevan ni pueden llevar 1mplic1ta una autonzac1ón para actuar en su beneficio. Por 
tanto. aunque en un caso los mandantes hayan otorgado facultades amplias e 
1llm1tadas para eiecutar actos de dominio, por lo que el mandatario tenía las 
fncuttadcs de dueno y. en consecuencia. podia gravar los bienes, se sobrentiende 
que el poder habria de ejercerse para asuntos de los poderdantes, sin que pueda 
conceptuarse. rac1ona1mente. que la autorización comprendiera la facultad del 
apoderado para comprometer los bienes del mandante en garantia de obligaciones 
propias y personales del mandatario, toda vez que esta interpretación resulta 
contraria a la naturaleza del contrato y a la buena fe. Para que el mandatario pueda 
gravar los bienes del mandante para garantizar sus propias deudas, es 
indispensable autorización expresa en la escritura respectiva, y si ésta no existe, 
debe concluirse que el apoderado ha obrado fuera de los limites del mandato. lo 
que es exactamente igual que obrar sin mandato··. 

En la especie se observa que el promovente solicita amparo fundándose 
en q ue e 1 b 1en embargado ya no era propiedad de 1 as demandadas en e 1 juicio 
natural al momento de que se les trabo dicho gravamen en virtud de un poder 
general para pleitos y cobranzas, actos de administración y riguroso dominio. con 
carácter de irrevocable en virtud de una obligación preconstituida, liberando al 
apoderado de rendir cuentas. 

2) No se trastocó la esfera jurídica del quejoso con motivo de un acto 
de autoridad, esto en virtud de que el juicio se siguió en contra de la mandante no 
existiendo obligación alguna por parte de la autoridad para llamar a juicio al ahora 
quejoso, que dice .ser extraño a un procedimiento, quien si pudo incitar el juicio de 
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amparo en su carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas, actos de 
administración y dominio de la mandante Nieves Aurora Velazco Melchor contra la 
cual se entabló el juicio ejecutivo mercantil número 76-2/99, además que el 
irnpetrante de garantías al no ser titular del derecho de propiedad del inmueble 
embargado por no haberse/e transmitido mediante contrata idóneo no puede argüir 
menoscabo a sus derechos. 

De acuerdo a lo expresado se hace improcedente el juicio de amparo 
indirecto, ilustra el cnterio anterior la tesis visible en Semanario Judicial de la 
Federación, Tomo IV Segunda Parte-1. Materia Civil, Octava Epoca. pagina 538. 
del tenor literal s1gu1cntc: 

"TERCERO EXTRAÑO AL PROCEDIMIENTO. FALTA DE INTERES 
JURID/CO DEL. Cuando el queioso se ostenta con10 persona extraña al juicio 
origen del acto reclarnado pero no demuestra tener derechos sobre el inmueble 
n1ateria de la controversia resulta evidente que el acto impugnado no le causa un 
agravio personal y directo. por ende, se actualiza la causal de in1procedencia 
prevista en el ;:irticulo 73, fracción V. de la Ley de Arnparo. consecuentemente. 
debe decretarse el sobrese1n11ento. confornuJ al precepto 74. fracción 111. de la ley 
de la n1ateria. ·· 

Se tiene la certidurntJre y plena convicción de que la causa de 
ilTlprocedencia de que se trata es operante en el caso concreto. pues aunque se 
adn1itiera la den1anda y se substanciara el proced1miento. no f1aria que can1biara 
de convicción este juzgador independienten1ente de los rnedios de prueba que 
pudieran a llegar las partes: los argumentos y fundan1entos antes citados se ven 
robustecidos por fa tesis aislada publicada en el Sernanario Judicial de la 
Federación. Ton10 VII-Febrero. Materia Civil, Octava Epoca. página 177. del rubro 
y texto siguiente: 

.. INTERES JURIDICO EN EL AMPARO. CARECE DE, QUIEN NO 
PRUEBA LA PROPIEDAD DE BIENES EMBARGADOS. Si con las pruebas 
aportadas e 11 un a nlpéHO indirecto por quien se dijo tercero extraño en un juicio 
mercantil ejecutivo seguido ante la potestad común. no quedó probado de manera 
fehaciente su derecho de propiedad sobre los bienes embargados. la 1T1edida de 
referencia no le irroga perjuicio patrimonial de ninguna especie. y. 
consiguienten1ente. al no afectarse sus intereses juridicos. se actualiza, con el 
correspondiente sobreseimiento. la causal de improcedencia a que se refiere la 
fracción V del articulo 73 de la Ley de Amparo··. 

Es inconcuso. que en la especie se actualiza de manera notoria, plena e 
indubitable la causa de improcedencia prevista por el articulo 73, fracción V, de la 
Ley de Amparo, en consecuencia. lo procedente es desechar de plano la 
demanda de garantías planteada. 

Notifiquese Personalmente_ 
Lo proveyó y firma ~ocl Carranca Zúñiga, .Juez Cuarto de Distrito en el 

Estado de Guerrero, asistido por el secretario que autoriza. Doy fe. 

RAZÓN_· En la misma fecha se registró la demanda en libro auxiliar y se 
formó expediente auxiliar. Conste. 
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Cuenta. El nueve de octubre de dos mil, el secretario da cuenta al juez con 
el escrito registrado con el número 440, en el libro de entrada de correspondencia y 
con el estado que actualn,entc guardan los presentes autos. Conste.-

Acapulco. Guerrero, nueve de octubre del dos ni1l. 
Visto; agróguesc a sus autos el escrito signado por Blanca Montañez, por 

medio del cual desahoga la prevención que se le formuló mediante auto de cinco 
de octubre del nño en curso y precisa los puntos que le fueron solicitados. 

En 3tcnc1ón al estado que actualn1entc guardan los autos es menester 
pronunciarse sobre lo adn11s1án o desccharn1cnto de la dcmnnda promovida por la 
ocursante en contra de actos del .Juez Cuarto de Pnn1crn Instancia del Ramo Civil 
del Distrito Jud1c1al de TLJbQres, residente en est.:l ciud;:id y otrns outondades 

En tal tenor, cabe dcc1r que de acuerdo <.11 <.1rticulo 145 de la Ley de 
Ampciro. el Juez de Distrito debe examinar. ante todo. el escrito de demanda. y s1 
encontr;;:uc rnot1vo ntnrnf1esto e indudable de 1n1proccdenc10. la desechará de 
¡:il<.ino, sin suspender el <:lelo rt~cl<::Hnodo Lo tests iurisprudcncml V.2o.J/75 del 
Seyundo Tnt~unul Colcg1<.Jdo de! Quinto C1rcu1to, puhllc<idn en 1<:1 Gaceta del 
Sen1onarro J ud1c1al de l.J. Fnderación, O ct<Jva E pocü, Torno G 8, 8 gasto de 1 993. 
p.::'igu1a 77. cuyo rubro es "DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. 
REQUISITOS". explica que el descchnm1cnto de pl;:ino de un.J. demanda de 
gilr.-inti;:is debe tener los s1gu1cntcs requ1s1tos 

."1) Oue se encuentre un motivo de 1n1procccJcnc1zi del 1u1c10 const1tuc1onal. 
b) Oue este rnot1vo soé:l manifiesto. es decir. cuando se <"Id vierte en forma 

p<Jtcntc y absolutamente clé:ira de la lectura del libelo. y 
e) Que también s ca 1 ndudable, lo cual res u Ita de 13 e ert1dumbre y plena 

conv1cc1ón de que l;:i co.usZ"t de in1procedencia de que se truta es operante en el 
caso concreto. 

De un anólis1s m1nuc1oso del escrito de demanda que presentó la parte 
queios.-i se advierte que los actos que tildan de inconstitucionales consisten en: 

"La pos1blc consignación del incidente penal emanndo del expediente c1v1I 
72-3/2000,del jUZQ<1do Cu.-irto C1v1I de Primero. lnst;:¡,nc13 del Distrito Judicial de 
Tabores" 

Aunado a lo anterior, baJO protesta de decir verdad ta solicitante de 
ornpnro. menciona escnc1olmcnte en et capitulo de antecedentes de su demanda 
de <'tmpnro asi como en su escrito aclaratorio que· 

a) So instauro en su contra un 1uic10 c1v11 en el cual se marco un 1nc1dente 
penal en su contra por lo que la quejosa teme que dicha averiguación sea 
consignada sin haber sido llamada a declarar. 

b) Asimismo en su e scnto a el aratorio 1 as olicitantc de amparo especificó 
que el acto reclamado emana de un juicio especial hipotecario 
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e) El motivo por el cual se tramitó dentro del expediente civil el aludido 
incidente penal es de acuerdo a la quejosa que la tercera per1udicada en este juicio 
pretende evadir su responsabilidad y pnvarla de su libertad personal pretendiendo 
instaurar una averiguación en contra de la peticionaria emanada del juicio 
civil. 

Una vez realizado el estudio del ocurso de garantias, a juicio del que aquí 
provee, en la especie se advierte un motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, que es el establecido en el articulo 73, fracción V de la Ley de 
Amparo . 

.. Articulo 73. El juicio de amparo es improcedente:••( ... ) 
V. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso ... 
El interés jurídico se traduce en la existencia de un derecho subjetivo 

jurid1camente tutelado y la posterior violación o desconoc1m1ento del mismo, lo que 
configura uno de los presupuestos para promover et juicio de garantías en los 
términos de lo que establecen los articulas 4o y 73, fracción V de la Ley de 
Amparo 

Para que algún gobernado pueda estar interesado en que la justicia federal 
lo ampare es presupuesto 1nd1spensable que cuente con un derecho legitimo que 
haya sido trastocado por los actos de autoridad de que se duele De tal afirmación 
se desprende que son dos tos supuestos que integran el interés jurídico. siendo el 
primero de ellos la existencia y t1tulandad de un derecho legítimo tutelado, y el 
segundo el rcscntrmicnto de un agravio, pequ1c10, menoscabo u orensa en ese 
derecho, proveniente de un acto de autoridad. 

Cabe citar la tesis de jurisprudencia visible en el Sen1anario Judicial de la 
Federación. Ton10 VIII-Diciembre. Materia Común. Octava Epoca. página 117. que 
reza: 

"INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. SU CONCEPTO. De acuerdo con 
el articulo 4o. de la Ley de Amparo, el ejercicio de la acción constitucional esta 
reservado únican1ente a quien resiente un perjuicio con motivo de un acto de 
autoridad o por la ley. Por lo tanto. la noción de perjuicio, para que proceda la 
acción de an1paro presupone la existencia de un derecho legitimamente tutelado. 
que cuando se transgrede por la actuación de una autoridad, faculte a su titular 
para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando el cese de esa violación. Ese 
derecho protegido por el ordcnamier.to legal objetivo es lo que constituye el interés 
juridico. que la Ley de Amparo toma en cuenta. para la procedencia del juicio de 
garantias." 

Lo antenor srrve para explicar el motivo por el cual Ja demanda de 
garantias planteada resulta improcedente. en virtud de que. como se explicó 
anteriormente. el acto que la quejosa reclama consiste en la posible consignación 
de un incidente penal emanado del expediente civil, de lo cual resulta indudable la 
causal de improcedencia. 

Es verdad, que la ley otorga la facultad al juez del orden civil para que, 
cuando tenga conocimiento de hechos que presuntivamente constituyan delito, 
para que los haga del conocimiento del ministerio público, y éste realice las 
diligencias tendientes a la integración de la averiguación previa; sin embargo. como 
se aprecia el hecho de que el juzgador realice dicho acto, en ninguna forma causa 
un perjuicio a los intereses juridicos del quejoso, debido a que la denuncia o 
querella de hechos que presuntamente constituyen un delito, son sólo requisitos de 
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procedibilidad para poder iniciar una averiguación previa. consagrados en el 
pérrafo segundo, del articulo 16 de la Constitución. 

Cabe acotar, que el hecho que se presente una denuncia o querella, no 
implica necesariamente que con ello se incoe una averiguación en contra de un 
indiciado. pero si asi lo fuera este acto tampoco causa un agravio personal y 
directo al gobernado. lo cual hace también improcedente el juicio de garantias, ello 
es asi. pues presupuesto esencial para la procedencia de esta via constitucional 
que éste se promueva en contra de un acto de a utondad que causa un agravio 
personal y directo al quejoso, principio que se encuentra en el articulo 107, fracción 
1 de la Constitución, reglamentado por su parte en el articulo 4° de la Ley de 
Amparo. al disponer en lo conducente que el 1uic10 de garantías sólo puede 
seguirse a 1nstanc1a de parte agraviada. y que su promoción esta restnngida 
únicamente a quien sufre un pequ1cio por el acto que se reclame. 

A mayor abundamiento por agravio personal y directo debe entenderse 
todo menoscabo u ofensa a la persona, sea fis1co o moral, y que el mismo se 
concrete especif1camente en alguien, es decir que no sea abstracto y que se haya 
producido. se este e1ecutando o se vaya eiecutar. 

Asimismo, los efectos del acto que el quejoso reclama tendrían como única 
consecuencia, que de acuerdo a las normas procesales aplicables a la 
investigación del delito y en su caso al ejercicio de la acción penal, que el 
M1n1sterio Público. al tener conocimiento de los hechos que pueden constituir delito 
si asi lo considera necesario. inicie las diligencias tendientes a la mtegración de la 
averiguación previa, mismas que agotadas, den lugar a una resolución formal que 
declarara previamente s1 es que es el caso e1erc1tar acción penal en contra del 
u1culpado 

En este orden de ideas. puede acontecer que de acuerdo con el resultado 
de las d1l1gcnc1as practicadas. el Ministerio PUblico estime los elementos del cuerpo 
del delito o que el inculpado no sea probable responsable del mismo. caso en el 
que conclu1ra que no ha lugar a ejercer la acc1ón punitiva. y en caso contrario se 
solicitara en consecuencia que un 1uez libre la orden de aprehensión 
correspondiente ejerc1c10 este que, en todo caso, tampoco afecta la esfera jurídica 
del particular. en virtud de que la sola consignación del expediente de ninguna 
manera significa que la orden de aprehensión sera obsequiada, pues analizadas 
las constancias el juzgador puede concluir la insatisfacción de lo apuntados 
requisitos y negarla. 

Como se puede apreciar en el presenta caso ni siquiera se ha iniciado una 
averiguación previa en contra de la promovente y ponderando que aún cuando 
ésta se iniciara y se consignaran los hechos ante un juez en materia penal, es 
evidente que de ninguna m<Jnera se trastocan los intereses jurídicos de la quejosa. 

Con lo hasta ahora expuesto se concluye que los actos realizados por el 
Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil del Distrito Judicial de Tabares, 
{consistentes en dar vista al Ministerio Público de hechos que presuntamente son 
delictivos) y los que pudiera realizar como consecuencia de ello el agente del 
Mmisteno Público que conociera del asunto, no vulneran las garantías del 
gobernado toda vez que la única consecuencia que pudiera tener tal acto sería la 
1rnc1ación de una averiguación previa, toda vez que este órgano de procuración de 
1ustic1a al practicar las diligencias de investigación no perjudica a persona alguna -
salvo los excepcionales casos. en que se dicten medidas que restrinjan la libertad 
personal- puesto que éstas estan encaminadas solamente a integrar un expediente 
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que sera presentado ante un juez, quien en todo caso sera el que. con sus 
deterrn1nac1ones pueda afectar al particular. 

Así las cosas, al ser los actos reclamados del todo incapaces de irrumpir 
en la esfera jurídica de la que1osa de manera tal que le cause un agravio personal 
y directo, debe en consecuencia concluirse que su interés juridico resulta ileso 
actualizandose asi. plena e indiscutiblemente la causa de improcedencia del juicio 
prevista en la fracción V. del articulo 73 de la Ley de Amparo. 

Ejempllf1ca 1 o antes expuesto, 1 a tesis V l.3o.8 P, integrada par e 1 Tercer 
Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. Novena Epoca. visible en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 111, Enero de 1996. pagina 264. que 
textualmente expresa: 

"AVERIGUACIÓN PREVIA, CONTRA LAS DILIGENCIAS TENDENTES A 
INTEGRARLA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO. El articulo 21 
const1tuc1onal en lo atmente. dispone que el Mimstcrio Público esta facultado para 
llevar a cabo aquellas diligencias necesarias para esclarecer posibles hechos 
delictuosos y. en su caso integrar la correspondiente averiguación previa. de ahi, 
que el desahogo de dlf1genc1as tendentes a su integración, no causan darlo o 
perjuicio a la persona contra la que se iniciaron las investigaciones, por ser de 
orden público. según lo establece el rnilximo ordenamiento legal del pais: siempre 
y cuando en ellas no se ordene que se le prive de su libertad, posesiones o 
derechos En razón de lo anterior. es improcedente el juicio de garantías en que se 
ser1alen corno acto ré!clarnado tales diligencias n11n1steriales. ·· 

lndepend1enten1ente de lo anterior, a juicio del que aqui resuelve, en la 
especie se advierte otro motivo manifiesto e indudable de improcedencia; esto en 
concordancia con lo que preceptúan los articulas 73, fracción XVIII, en relación con 
el diverso 114. fracción IV, de la Ley de Amparo, interpretado a contrariu sensu 
que señalan. 

"Articulo 73.-EI juicio de amparo es improcedente: 
XVIII.- En los domas casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley··. 
"Articulo 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito: 
IV - Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas 

una eiecuctón de 1mpos1ble reparación". 
Los antcnores articulas también deben relacionarse con el diverso articulo 

107. fraccrón 111. inciso b). de la Constitución, el cual en lo conducente establece: 
.. Articulo 107.- Todas las controversias de que habla el articulo 103 se 

su1etaran a los proced1m1entos y formas del orden juridico que determine la ley, de 
acuerdo a las bases siguientes 

111 - Cuando ser eclamen a etas de tribunales judiciales. a dmin1strativos o 
del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes: 

b) Contra actos en iu1c10 cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera 
de Juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso 
procedan. y" 

De la 1nterpretac1ón del precepto anterior se desprende que los actos 
susceptibles de combatirse por la via del amparo indirecto, son aquellos que de 
modo directo e inmediato afecten derechos sustantivos consagrados en la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. también llamados 
derechos fundamentales, los cuales no se podrán privar ni restringir al gobernado, 
sino en los casos y cumpliendo los requisitos que impone la propia Ley 
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Fundamental, pero nunca tratándose de actos que sólo afecten derechos adjetivos 
o procesales. 

Con la finalidad de dar una mayor explicac1ón. cabe decir que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación sostiene et criterio en diversas jurisprudencias que 
deben considerarse corno actos de imposible reparación aquéllos que afectan de 
manera cierta e inmed1atn algún derecho sustantivo protegido por las garantias 
ind1v1duales de modo tal que esa afectación no sea susceptible de repararse con el 
hect10 de obtener una sentencia favorable en el iu1c10. por haberse consumado la 
v1olac1on de la garantin 1nd1v1dua1 de que se tr;:ite. por tanto. no pueden 
consrdcrarse con10 netos de 1mpos1blc reparación aquóllos que tengan como 
consecucnc1n una afcctac1on a derechos de naturalez21 ad1et1va o procesal, pues 
los efectos de este tipo de v1oloc1ones son meramente formales y desaparecen si el 
afectado obtiene uno sentenc1;::i o laudo favoroblc 

En la especie. es evidente que el acto que aqui so reclania no causa por si 
mismo un p equ1c10, d <Jdo q uc e onio ses eñaló a ntcnormente. es un simple a eta 
dentro del proceso. que no pcr¡ud1cn los derechos sustantivos de la que1osa. 

Robustece lo anterior. la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 
C1rcu1to, Octava Epoca. publicada en el Semanario Judicial do la Federación. 
Tomo· XI-Marzo. pógrna 290, que al respecto establece: 

"INCIDENTE PENAL, AMPARO IMPROCEDENTE CONTRA SU 
ADMISION. La sin1plc adn1isión de un incidente penal en un juicio civil, no es de 
imposible reparación porque se trata de un acto procesal que de rnanera alguna 
afecta los dcrcct1os fundan1entalcs del quejoso. es decir. se trata de un acto que 
tiene efectos purzuncntc 1ntraprocesales. de nJanera que no encuadra en el articulo 
114 fracción IV de la Ley de Arnparo. por lo que. en térnunos del articulo 73 
fracción XVIII del nHsn10 ordenanliento legal, el juicio de garantias resulta 
irnprocedcntc." 

Es inconcuso. que en la especie se actualizan de manera notoria. plena e 
1ndub1tnblc. las causQs de 1n1procedenc1a previstos por el articulo 73. fracciones V 
y XVIII, de la Ley de Arnpnro. en relación con el norn1attvo 114º. fracción IV del 
m1sn10 ordenan11cnlo, Cste Ult1n10 interpretado contrario sensu: en consecuencia, lo 
procedente es descchor de plmio la den1anda de garantías planteada. 

Notifiqucsc personalmente. 
Lo proveyó el Juez Sexto de Distrito en el Estado de Guerrero, Joel 

Carranca ZUñiga. as1st1do por el secretario, quien autoriza. Doy fe.-
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